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Presentación

América Latina es una de las regiones del mundo donde 
la promoción y la protección de los Derechos Humanos 
(en adelante, ddhh) son asuntos de continua demanda y 
álgida discusión en las agendas nacionales de los Estados 
latinoamericanos, por los preocupantes incumplimientos 
de las obligaciones de respeto y garantía de los ddhh 
de sus poblaciones, pero también por los cambios que 
vienen experimentando las políticas internas, donde se 
privilegian  intereses económicos que lejos se encuentran 
de poner a la dignidad humana como faro de las actua-
ciones del Estado. 

Otros factores han contribuido a asegurar importantes 
avances. De un lado, se destaca el trabajo de lucha de los 
movimientos sociales nacionales y regionales, tanto durante 
los períodos de las dictaduras que tuvieron lugar durante 
las últimas décadas del siglo xx, como producto del ejercicio 
comprometido de la participación ciudadana prevista en 
nuevas o reformadas constituciones. De otro, la ratifica-
ción de una serie de instrumentos internacionales que han 
contribuido con el aumento de los estándares de civilidad 
de las sociedades latinoamericanas1 y, a escala regional, 

1	 Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre; Convención 
Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura;  Protocolo Adicional a 
la Convención Americana en Materia de Derechos Económicos, Sociales y 
Culturales; Protocolo a la Convención Americana sobre Derechos Humanos 
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la consolidación del Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos, principalmente en torno del Pacto de San José 
y las labores de la Comisión y la Corte. 

No obstante, y sin restar significado a lo anterior, son 
múltiples las problemáticas que aquejan a los países lati-
noamericanos y que precisan de las acciones individuales 
y colectivas: de los Estados, de la cooperación internacio-
nal, de la sociedad civil y la academia. Dentro de ellas, es 
inevitable resaltar las que tienen que ver con fenómenos de 
orden estructural, social, económico, político, ambiental, 
que afectan a numerosas poblaciones, grupos sociales y 
las condiciones de desarrollo y de supervivencia humana. 

El primero y principal, pues seguimos siendo antropo-
céntricos en la visión del mundo, es el de la desigualdad 
y la pobreza. 

En efecto, los indicadores empleados para medir la 
desigualdad muestran niveles indecorosos que no se com-
padecen con el crecimiento económico y la riqueza creada, 
ni con el peso y el costo de la intervención del Estado en 
la economía. De allí que sitúen a América latina y el Ca-
ribe como la región más desigual del mundo2. A su vez, 

relativo a la Abolición de la Pena de Muerte; Convención Interamericana 
para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer; Conven-
ción Interamericana sobre Desaparición Forzada de Personas; Convención 
Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación 
contra las Personas con Discapacidad; Convención Interamericana contra el 
Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de Intolerancia; Con-
vención Interamericana contra toda Forma de Discriminación e Intolerancia; 
Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos 
de las Personas Mayores; Carta Democrática Interamericana; Carta Social 
de las Américas; Declaración Americana sobre los Derechos de los Pueblos 
Indígenas; Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión; Principios 
y Buenas Prácticas sobre la Protección de las Personas Privadas de Libertad 
en las Américas; Principios sobre Políticas Públicas de Memoria en las Amé-
ricas; Principios Interamericanos sobre los derechos humanos de todas las 
personas migrantes, refugiadas, apátridas y víctimas de la trata de personas.

2	 Barría, Cecilia. “Desigualdad en América Latina: los países en los que más 
ha disminuido (y la paradoja del que más la ha reducido)”. Disponible en: 
https://www.bbc.com/mundo/noticias-50255301
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de acuerdo con los informes presentados por la Comisión 
Económica para América Latina y el Caribe (Cepal), en los 
últimos años hemos presenciado un aumento en el número 
de personas en condición de pobreza extrema; en su in-
forme Panorama Social 2019, encontró que, durante el año 
2018, aproximadamente el 30,1 % de la población regional 
se ubicaba bajo la línea de pobreza, donde un 10,7 % se 
encontraba en situación de pobreza extrema3. 

Por su parte, con ocasión de la pandemia, el confinamien-
to y sus consecuencias, en el informe presentado en julio del 
año en curso, señaló que el desplome del pib de un 9,1 % cal-
culado, con el consiguiente aumento del desempleo previsto 
de 5,4 puntos porcentuales, “supondrán un incremento del 
número de personas en situación de pobreza de 45,4 millo-
nes, con lo que el total de personas en esa condición pasaría 
de 185,5 millones en 2019 a 230,9 millones en 2020, cifra que 
representa el 37,3 % de la población latinoamericana”4. 

Aunque no exista consenso sobre el concepto de pobreza 
y desigualdad extrema o inadmisible, ni de cómo medirla, 
lo que sí resulta claro es lo que esas cifras representan para 
las personas que contabilizan. La insatisfacción profunda en 
principio de sus derechos económicos, sociales y culturales, 
pero con ella la privación de condiciones mínimas para el 
ejercicio de sus libertades y derechos individuales o de su 
autonomía como miembros de comunidades etno-cultural-
mente diferenciadas. 

Por esto, sin desconocer las muchas y muy complejas 
causas que habrán provocado semejantes cifras5, como la 

3	 Comisión Económica para América Latina y el Caribe (Cepal). Panorama 
Social de América Latina, 2019 (lc/pub.2019/22-P/Re v.1), Santiago de 
Chile, 2019. Disponible en: https://repositorio.cepal.org/bitstream/
handle/11362/44969/5/S1901133_es.pdf

4	 Cepal. (2020). “Enfrentar los efectos cada vez mayores del covid-19 para una 
reactivación con igualdad: nuevas proyecciones”, Informe Especial covid-19, 
n.º 5, Santiago, julio.

5	 Como el crecimiento de la población, del consumo, el agotamiento de los 
recursos disponibles,  el progreso tecnológico y, en los medios y formas de 
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pobreza y la desigualdad extrema tienen que ver con lo 
señalado, esto es, el incumplimiento estructural de ddhh, 
es preciso destacar dentro de ellas una, a saber, las decisio-
nes político-económicas adoptadas por los Estados de la 
región en los últimos 25 años, con las cuales han aceptado 
el trasplante de los modelos económicos de la globalización, 
para liberar los mercados, abrirlos y desregularizarlos y 
hacer dependiente la economía real de la financiera. Ello 
sin considerar suficientemente las condiciones del aparato 
productivo nacional y de su fuerza laboral para competir 
en igualdad de oportunidades materiales y formales6, ni 
la inequidad que ha creado que la riqueza que cuente sea 
ficticia y la pobreza, verdadera. 

En esta misma línea, no solo se ha apostado por la dis-
minución de las cargas tributarias como incentivo para el 
establecimiento de grandes compañías en los territorios na-
cionales7. También se han suscrito tratados de libre comercio 
o de promoción de las inversiones, como instrumentos del 
Derecho internacional económico que ofrecen garantías en 
favor de los actores económicos extranjeros de tal intensidad 
que constituyen una clara limitación del poder de interven-
ción del Estado en la economía o convierten su ejercicio 
en ilícito internacional, aun si no es discriminatoria y su 
propósito sea el de garantizar ddhh en riesgo o vulnerados8.  

Con estas y otras políticas, lejos de alcanzar la promesa 
de libertad y progreso del modelo neoliberal y financiero, 

intercambio de bienes y servicios, los profundos cambios de los mercados y 
la economía mundial. 

6	 Vid. Stiglitz, J. E. El precio de la desigualdad: el 1 % de la población tiene lo que el 
99 % necesita. Taurus: Madrid, 2012, pp. 36, 37.

7	 Moller, L. C. Política fiscal en Colombia: aprovechamiento de su potencial para 
lograr una sociedad más equitativa. Banco Mundial, 2012. Disponible en: http://
documents1.worldbank.org/curated/en/685441468026423863/pdf/676230S
PANISH00iedad0Mas0Equitativa.pdf 

8	 Ghiotto, L. y Laterra, P. (Editoras). 25 años de tratados de libre comercio e inversión 
en América Latina: análisis y perspectivas críticas. Ciudad Autónoma de Buenos 
Aires: El Colectivo, Fundación Rosa Luxemburgo, 2020.
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se han producido repartos excesivamente desiguales entre 
pérdidas y ganancias y derechos y responsabilidades, la 
concentración de los mercados, la precarización del empleo, 
el debilitamiento de la capacidad estatal para cumplir con 
los mandatos y obligaciones asumidas con respecto a la 
población.

Otro desafío mayúsculo para la teoría, dogmática y pra-
xis de los ddhh se encuentra en la realización de los derechos 
de las mujeres y la paridad de género. 

En efecto, la pobreza y la desigualdad señaladas se 
intensifican y agravan cuando las soportan mujeres9. Los 
jueces y el movimiento social han propiciado avances en 
el reconocimiento de los derechos a la igualdad y al trato 
diferenciado. Sin embargo, en general, las legislaciones 
y políticas de los Estados, antes que establecer normas y 
adelantar acciones incluyentes, o minimizan o ignoran los 
enfoques que el género precisa, o hacen eco a la cultura 
patriarcal y los cánones religiosos dominantes, de los que 
deriva la restricción de los derechos y libertades de las 
mujeres.

La paridad, en fin, no se garantiza en las dimensiones que 
reclaman la demografía, las capacidades y competitividad 
de la población femenina,  ni con la eficacia transformadora 
que rompa las barreras culturales que invisibilizan la des-
igualdad de oportunidades10.

Igualmente, es de resaltar la problemática que repre-
senta, para el mundo y también para la región, la situación 
de las poblaciones migrantes que, por razones de diversa 
índole, se ven forzadas a abandonar sus lugares de ori-

9	 Ver Marchionni, M., Gasparini, L. y Edo, M. (2019). Brechas de género en América 
Latina. Un estado de situación. Caracas: CAF. Disponible en: http://scioteca.
caf.com/handle/123456789/1401

10	 Ver Caminotti, M. E. Cuotas de género y paridad en la legislación electoral de América 
Latina: mujeres, partidos políticos y Estado. Pontificia Universidad Católica del 
Perú, 2016, pp. 183-203.
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gen o residencia, con la esperanza de encontrar nuevas 
oportunidades que les brinden mejores niveles de vida, 
y así escapar de las penosas circunstancias a las que se 
ven constreñidos a vivir en sus países, por los problemas 
políticos, económicos y sociales que atraviesan11. 

En América Latina, dos realidades sistemáticas de 
violación a los ddhh que han obligado a sus habitantes a 
migrar son las generadas por  la crisis estatal por la que 
atraviesa la República Bolivariana de Venezuela y por 
la llamada “inmigración centroamericana”, proveniente 
de Guatemala, El Salvador y Honduras, con destino a 
los Estados Unidos de América a través de sus fronteras 
con México.

Por supuesto que la decisión de abandonar sus hogares 
no es una circunstancia libre y espontánea, sino que, por 
el contrario, la mayoría de las personas que inician estas 
travesías, lo hacen bajo la presión de satisfacer, al menos, las 
necesidades básicas propias y de sus familias o de conseguir 
condiciones mínimas de seguridad. Basta con observar las 
condiciones de violencia que viven los países del Triángulo 
Norte de Centroamérica, a causa de las permanentes ame-
nazas de pandillas, narcotráfico y trata de personas, lo que a 
todas luces se materializa en condiciones de incertidumbre 
y zozobra que socavan la tranquilidad de la población12. 
Asimismo, es bien sabido que en Venezuela el desabaste-
cimiento y encarecimiento de los productos de la canasta 
familiar, sumado a la incontenible inflación y pérdida de 
valor adquisitivo de la moneda nacional, hacen que la vida 
diaria sea una gran preocupación para la población, que, en 

11	 De allí que S. Sassen califique a los migrantes como refugiados. Vid. Sassen, 
S. “A Massive Loss of Habitat: New Drivers for Migration”. Sociology of 
Development, 2 (2), 2016, pp. 204-233.

12	 O’Connor, A., Batalova, J. y Bolter, J. Inmigrantes centroamericanos en los 
Estados Unidos. Disponible en: https://www.migrationpolicy.org/article/
inmigrantes-centroamericanos-en-los-estados-unidos-2017
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medio del ahogo económico y de la premura de una vida 
digna, emprende viajes sin rumbo determinado, en busca 
de soluciones rápidas y efectivas que le garanticen una 
congrua existencia13.

A la par con los anteriores fenómenos, otro factor que 
debe ser abordado como  prioritario en América Latina, 
se refiere a la seguridad de las defensoras y los defensores 
de los ddhh en las múltiples y variadas causas que enfren-
tan y que han supuesto enfrentamientos con poderosos 
intereses particulares de índole económica y política14. 

En los últimos años, lastimosamente, la defensa de los 
ddhh se ha convertido en una labor de alto riesgo15, en 
cuanto cada vez son más recurrentes los ataques contra 
defensoras y defensores de víctimas de despojo o des-
plazamiento forzado, del medio ambiente, de la fauna y 
flora, de comunidades étnicas, provenientes de las fuerzas 
oscuras que ven en dichas labores, no un enemigo a ser 
vencido en el debate político, sino abatido en el campo. 
Las cifras que se conocen en la región dan cuenta de la 
gravedad de la situación, a tal punto que, en casos como 
el colombiano16, se ha convertido en una realidad perma-
nente y desgarradora que revela no solo las condiciones 
adversas que enfrenta para el desarrollo de su actividad 
tan valiosa y necesaria, sino además la capacidad y sobre 
todo la disposición del Estado en el cumplimiento y honra 
de su obligación de garantía. 

13	 Agencia de la onu para los Refugiados.  Situación en Venezuela. Disponible en: 
https://www.acnur.org/situacion-en-venezuela.html

14	 onu, Asamblea General. Informe del Relator Especial sobre la situación de 
los defensores de los derechos humanos. A/73/215. 23 de julio de 2018. 
Disponible en: https://www.refworld.org.es/pdfid/5bd1fc6e4.pdf

15	 Comisión Interamericana de Derechos Humanos. Informe sobre la 
situación de las defensoras y defensores de los derechos humanos en las 
américas. Disponible en: http://www.cidh.org/countryrep/Defensores/
defensorescap1-4.htm

16	 Noticias onu. Los defensores de los derechos humanos en Colombia son un 
“blanco fácil”. Disponible en: https://news.un.org/es/story/2018/12/1446951
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La realidad de los ddhh en América Latina y los de-
safíos que enfrenta la validez y eficacia como discurso 
jurídico y como códigos para la convivencia social, se 
debe analizar en relación con el medio ambiente y la 
crisis climática, en razón del vínculo existente entre las 
condiciones del entorno y la dignidad humana en todos 
sus significados.  

Al respecto, las políticas económicas atrás señaladas 
han apostado por reforzar sus dinámicas de desarrollo y 
de renta fiscal a partir de la explotación de los recursos 
naturales por parte de empresas transnacionales, a costa 
de la afectación de los territorios en donde estos proce-
sos operan y de las comunidades que los habitan. Los 
conflictos sociales consecuentes y los enormes intereses 
económicos comprometidos han sido el entorno propi-
cio para continuas violaciones de ddhh, resultado de los 
daños ambientales ocasionados, del despojo o desviación 
de los recursos hídricos para los proyectos extractivos, de 
la persecución de quienes promueven la defensa de los 
recursos naturales como propiedad colectiva17.  

Ahora bien, hace un par de años, por primera vez en 
la región, mediante la Opinión Consultiva OC-23/17 de 
la Corte Interamericana, se abordó el vínculo indisoluble 
entre la necesaria protección ambiental y la protección de 
los ddhh. En dicha ocasión, la Corte abordó el asunto a 
partir de la interpretación sistemática de los instrumentos 
del derecho interamericano, particularmente la Conven-
ción Americana y el Protocolo de San Salvador, junto con 
el derecho internacional convencional y consuetudinario 
en materia ambiental que vincula a los Estados parte del 
Sistema. 

17	 Böhm, M. L. “Empresas transnacionales, violaciones de derechos humanos y 
violencia estructural en América Latina: un enfoque criminológico”. Revista 
Crítica Penal y Poder, n.º 13,  octubre 2017, pp. 41-65. 
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Con este marco normativo, la Corte desentraña el 
contenido de algunas obligaciones que se encuentran en 
cabeza de los Estados y que se derivan de los derechos 
reconocidos en las normas interamericanas. En ese orden, 
reconoce la existencia de una relación de interdependencia 
e indivisibilidad entre los derechos humanos, el medio am-
biente y el desarrollo sostenible18. Y, además, destaca que 
una condición previa y necesaria para el ejercicio de los 
ddhh es gozar de una calidad medioambiental mínima, lo 
que implica una obligación en cabeza de los Estados de 
tomar las medidas necesarias para enfrentar los efectos 
adversos de la contaminación ambiental19.

El valor de este tipo de decisiones es innegable, pero 
también lo es su capacidad de incidir sobre el funciona-
miento de la economía y de la política que la regula. 

Relación empresas-ddhh 

Finalmente, como se advierte ya desde los dos últimos asun-
tos mencionados, dentro de los retos fundamentales que 
comporta para los Estados y la comunidad internacional en 
general la eficacia real de los ddhh en los actuales escenarios 
de la globalización e integración, está la definición del papel 
de las empresas. Esto por cuanto los modelos societarios 
y de los negocios de la economía de libre comercio y de la 
inversión extranjera han venido a romper las relaciones 
tradicionales que rigen a las sociedades actuales, no solo 
por la capacidad de las grandes empresas de influir sobre 
las autoridades públicas y las políticas, sino de incidir 
definitivamente en la vida de las personas con quienes se 
relacionan: las que trabajan en ellas, o habitan los espacios 

18	 Corte Interamericana de Derechos Humanos. Opinión Consultiva OC-23/17 
de 15 de noviembre de 2017, p. 25.

19	 Ibidem, pp. 22-23.
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en donde se adelantan, o consumen los bienes y servicios 
que se producen o comercializan, entre otras. 

Con el paso del tiempo y los avances del Derecho Inter-
nacional, la constancia y el trabajo de la sociedad civil y 
la academia, las empresas han empezado a ser llamadas y 
llevadas al diálogo, para iniciar la construcción de marcos 
jurídicos nacionales e internacionales20, que regulen la 
relación entre sus actividades industriales y comerciales, 
bajo la égida de los principios de proteger, respetar y 
remediar21. Sin embargo, ni la eficacia “horizontal” ni 
la eficacia “vertical” material de los ddhh, en las que se 
podrían fundamentar con suficiencia teórica, normativa, 
empírica, han servido para demostrar por qué las em-
presas deben ser reconocidas como sujetos responsables 
directos de asegurar el respeto, garantía y satisfacción 
de los ddhh. Pues aún no se ha logrado concretar normas 
jurídicamente relevantes y de aplicación general, en las 
que se establezca esta relación y sus consecuencias. Aún 
los ddhh son un “problema”, una finalidad, un conjunto 
de valores universalmente reconocidos y de garantías 
para los titulares de esos derechos, que (solo) comporta 
obligaciones para los Estados. 
				  

* * *

20	 Sobre este punto en particular, vale la pena destacar en especial los trabajos 
que se han desarrollado en el seno del Consorcio Latinoamericano de Posgrado 
en Derechos Humanos: Manual sobre Direitos Humanos e empresas transnacionais 
na América Latina (2018); Políticas de Regulación de las Empresas Transnacionales 
por Violaciones a los Derechos Humanos en América Latina. Estudios de Caso 
(2018); Políticas de Regulación de las Empresas Transnacionales por Violaciones a los 
Derechos Humanos en América Latina: Diagnósticos Nacionales (2018). Disponibles 
en: http://www.consorciodh.ufpa.br/ES_publi_livros.htm

21	 onu, Asamblea General, Consejo de Derechos Humanos. Informe del 
Representante Especial del Secretario General para la cuestión de los derechos 
humanos y las empresas transnacionales y otras empresas, John Ruggie. Principios 
Rectores sobre las empresas y los derechos humanos: puesta en práctica del marco de 
las Naciones Unidas para “proteger, respetar y remediar”, 21 de marzo de 2011. 
Disponible en: https://undocs.org/en/A/HRC/17/31



21

No obstante la relación que precede es panda y estrecha, 
los factores, problemas, fenómenos y procesos que se 
enuncian bastan para entender la magnitud de los retos 
que enfrenta el Derecho de los ddhh como sistema nor-
mativo principal, ordenador de los Estados y de la vida 
social. Por ello es tan desconcertante que en América 
Latina, antes que conducir a un mayor compromiso de 
refuerzo de garantías de protección, algunos gobiernos 
hayan buscado reducirlas, con medidas o proposiciones 
regresivas, bien de los derechos, bien de las instituciones 
encargadas de hacerlo. Es decir que a los retos menciona-
dos se debe sumar el uso del poder político que representa 
a los Estados, para disponer de los ámbitos jurídicamente 
protegidos de los ddhh, o para reclamar soberanía en su 
forma de garantizarlos.  

Para ilustrarlo con un solo caso, así se observó con las 
iniciativas de Argentina, Brasil, Colombia, Paraguay y Chile, 
que, mediante declaración conjunta presentada en 2019, 
plantearon la necesidad de reformar el Sistema Interamerica-
no de Derechos Humanos. Esto con la pretensión de reducir 
sus funciones y ampliar los márgenes nacionales de actua-
ción en sus labores de promoción y protección a los ddhh. 

Los Estados firmantes no buscan entonces afianzar los 
valores democráticos en lo formal y lo material, con la 
sujeción al rule of law y a los fines últimos que legitiman 
la organización política. Solamente defender la soberanía 
estatal sobre los ddhh, a partir del desmonte gradual o 
desempoderamiento de los organismos de protección que 
internacionalmente se han creado en el seno de procesos 
de integración americanos. 

La declaración conjunta revela, en consecuencia, que, a 
pesar de los compromisos adquiridos, los ddhh son bienes 
disponibles por los Estados que hacen parte del Sistema, 
representados por quienes los gobiernan y dirigen las 
relaciones internacionales. Es decir que su garantía y pro-
tección puede avanzar o retroceder, según lo dispongan 
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las necesidades de cada tiempo, la voluntad política y, con 
ella, la primacía de otros principios constitucionales e inte-
reses públicos que el poder soberano del Estado determine 
relevantes.

				    * * *
Ante semejante panorama, es preciso que la investigación 
social y la academia, desde donde hablamos, continúe, re-
fuerce, extienda, profundice y difunda su trabajo en favor 
de la promoción y garantía de esas conquistas morales de 
la humanidad plasmadas en el Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos y en el Derecho Constitucional, 
para servir desde el conocimiento a la consolidación de 
esa sociedad políticamente organizada que convive en paz, 
con bienestar general, respeto mutuo y libertad. Y con ello:
 

– Promover la formulación e implementación de políticas 
públicas nacionales y programas transnacionales con un 
enfoque de ddhh, que priorice la atención de la población 
en condiciones de pobreza y desigualdad extremas, para 
garantizar condiciones mínimas exigibles de igualdad, 
a fin de permitir el ejercicio de las libertades. 
– Reclamar y proponer el fortalecimiento de instrumen-
tos normativos y la concepción de estrategias que, con 
perspectiva de género y enfoque diferencial como pautas 
de análisis indispensables para la toma de decisiones 
y actuación administrativa, aseguren la igualdad real 
formal y material de las mujeres. Que les permita ejercer 
su autonomía física, política y económica22, tener una 
vida libre de desigualdad, discriminación y violen-
cia. Que a la vez logre convertir, en imperativo ético 

22	 pnud. América Latina y el Caribe. Igualdad de género. Panorama. Disponible en: 
https://www.latinamerica.undp.org/content/rblac/es/home/ourwork/
gender-equality/overview.html
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para la sociedad, el derecho a acciones afirmativas que 
garanticen a las mujeres hacer parte del poder público, 
del desarrollo, del progreso social, en proporción a su 
participación en la población por considerar. 
– Exigir la atención de las personas migrantes como 
titulares de ddhh en condiciones especialmente vulne-
rables y demostrar la inmoralidad de los discursos de 
odio y la ilegitimidad de las políticas discriminatorias 
que abordan la migración como un problema o, incluso, 
como un delito. 
– Abordar la emergencia climática en sus amplias 
dimensiones e impacto sobre los ddhh, evidenciar las 
obligaciones internacionales y nacionales comprome-
tidas y las decisiones políticas que se necesita adoptar. 
– Impulsar la concreción de regímenes de responsabi-
lidad internacional para las empresas por la violación 
a los ddhh, y orientar a autoridades jurisdiccionales a 
escala internacional para adoptar las medidas destina-
das a hacerlos efectivos. Más aún, ajustar la teoría de 
la responsabilidad frente a los ddhh/fundamentales, 
a fin de reconocer obligaciones no solo al Estado, sino 
también a quien ejerce poder equiparable, sobre los 
titulares de tales derechos y sobre el contenido material 
de estos. Qué bueno fuera que el espíritu del mercado 
por sí mismo, libremente, desde compromisos blandos 
internacionales y responsabilidad social empresarial, 
asumiera el deber ineludible de responder por los ddhh 
que involucra su actividad. Pero no es esperable, pues 
el principio de maximización de la riqueza, como fin 
definitivo de la economía de capitales, lo impide. De 
allí que se deba fundamentar un sistema de obligacio-
nes, límites, renegociaciones. 
– Rodear al Sistema Interamericano, defendiendo su in-
tegridad institucional y las bondades de su existencia, y 
promover el desarrollo progresivo e implementación de 
nuevas instituciones y órganos cuyos esfuerzos se dirijan 
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a la promoción y protección de los derechos y libertades 
de la persona humana en el continente.

Se trata de un campo de estudio muy amplio y exi-
gente, que reclama un espíritu de lucha, convicción en la 
fuerza del Derecho como instrumento para los grandes 
ideales. 

* * * 
Este libro es un reflejo de ese espíritu y de esa partici-
pación de la academia en la promoción y defensa de los 
ddhh. 

Lo primero como homenaje a un poderoso jurista, pro-
fesor, investigador y amigo, el profesor Antônio Gomes 
Moreira Maués, por su incansable trabajo de promoción, 
protección y defensa de los ddhh en América Latina, 
por medio de la docencia y la investigación, pero, so-
bre todo, como gestor y líder de proyectos académicos 
latinoamericanos que buscan el trabajo mancomunado 
de profesoras y profesores de la región. Proyectos, entre 
otros, destinados a estudiar los problemas y cumplir los 
objetivos señalados; con numerosos trabajos de investi-
gación colectiva, consignados en documentos escritos 
y que han pasado previamente por varios encuentros 
académicos en diferentes países. 

Todo ello, gracias a las labores de gestión y coordina-
ción de Antônio Maués, quien hoy día recibe de quienes 
hemos conocido de sus altas calidades académicas y, más 
aún, de sus amplias y generosas cualidades humanas, un 
sentido y sincero tributo, por ser uno de los faros que diri-
gen a buen puerto los esfuerzos individuales y colectivos 
en pro de los ddhh en América Latina. 

Lo segundo, como obra colectiva integrada por doce 
artículos que dan cuenta de diversos aspectos fundamen-
tales que en la actualidad representan temáticas de interés 
para los ddhh. Un trabajo de investigación que recoge 
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documentos de profesoras y profesores que han tenido 
la oportunidad de trabajar en los proyectos liderados por 
el profesor Maués y que aportan a las diferentes líneas de 
trabajo que se han abierto a lo largo de los años. 

El primer capítulo es una contribución del investigador 
de la Universidad de los Andes e Instituto Max Planck 
de Derecho Público Comparado y Derecho Internacional, 
Miguel Rábago Dorbecker, quien concentró sus esfuerzos 
en analizar “El Consorcio Latinoamericano de Derechos 
Humanos como red académica”. Para estos efectos, inició 
su trabajo con una radiografía escrita del Consorcio, comen-
zando por su creación como proyecto académico. A partir 
de allí, realizó una breve comparación con otros modelos 
de cooperación académica que han tenido lugar en torno a 
América Latina, lo que le permitió finalizar con una puesta 
en evidencia de los problemas a los que se debe hacer frente 
y que han sido combatidos bajo la égida de la esperanza 
regional y las “políticas de amistad”.

El segundo capítulo está a cargo de la profesora Helena 
Esser dos Reis, de la Universidade Federal de Goiás, quien 
participa en este homenaje con una contribución dedicada 
al análisis de la fraternidad como uno de los desafíos pre-
sentes para los ddhh. La idea central del artículo parte de la 
premisa según la cual la fraternidad se presenta como una 
condición necesaria para la convivencia de seres singulares, 
reconociendo la individualidad y la necesidad de respeto 
por la diferencia, lo que permite, a la luz de las disposicio-
nes de la Declaración Universal de Derechos Humanos de 
1948, considerar que estamos frente a escenarios de idea-
les comunes, propicios para promover el reconocimiento 
universal y efectivo de los ddhh y, en consecuencia, lograr 
estructurar contextos que den paso a la consolidación de los 
principios de justicia y los ideales de paz en las sociedades 
contemporáneas. 

El tercer capítulo corresponde al escrito de la profe-
sora Paola Andrea Acosta-Alvarado, de la Universidad 
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Externado de Colombia, quien presenta un artículo sobre 
las relaciones entre el derecho internacional y el derecho 
interno, especialmente dirigido a la aplicación de normas 
internacionales por los jueces nacionales, enfocado a la 
protección de los individuos. Se trata de un análisis com-
parativo de las situaciones de los ordenamientos jurídicos 
de Brasil y Colombia, y se permite contrastarlos a partir de 
tres variables perfectamente identificadas y abordadas en 
el estudio.  Así pues, el resultado arrojado muestra sendas 
e importantes diferencias, debido a las particularidades 
de cada derecho nacional, pero que permiten a la autora 
poner en evidencia que los mecanismos de acoplamiento 
son herramientas hermenéuticas que facultan a los jueces 
nacionales para matizar las normas internacionales según 
las necesidades y realidades domésticas.

El capítulo cuarto se materializa con la contribución de 
Gustavo Zambrano Chávez, profesor de la Pontificia Uni-
versidad Católica del Perú, quien presenta un estudio sobre 
la positiva experiencia que ha tenido la implementación de 
los estándares internacionales de los ddhh en el derecho 
interno peruano, a partir del análisis de la Ley de Consulta 
Previa a los Pueblos Indígenas u Originarios, de 2011, y su 
reglamento. Se trata de un estudio novedoso que parte de la 
premisa de lo que el autor ha denominado la pragmatización 
de un derecho humano, la cual permite presentar un análisis 
crítico de la forma como el Estado peruano ha volcado su 
capacidad institucional en función de hacer realidad el 
contenido del derecho. 

El capítulo quinto corresponde al trabajo presentado 
por el profesor Julián Tole Martínez, de la Universidad 
Externado de Colombia, en el cual se hace un estudio de 
los impactos que la regulación originada en el derecho 
de la Organización Mundial del Comercio en materia de 
propiedad intelectual genera en los ddhh, especialmente 
en los diferentes aspectos que se protegen por medio del 
derecho a la salud. Bajo ese marco general, el análisis se 
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focaliza en determinar si los márgenes de maniobra na-
cionales establecidos en el Acuerdo sobre los Aspectos de 
los Derechos de Propiedad Intelectual relacionados con el 
Comercio (Adpic) permiten flexibilizar, eficazmente y sin 
incurrir en incumplimientos, las patentes que se otorgan 
sobre medicamentos, bajo el argumento de garantizar el 
acceso a ellos y, en consecuencia, garantizar el derecho a 
la salud.

El capítulo sexto se encuentra a cargo de los profesores 
Elisabete Maniglia y Ricardo Antônio Bittar Hajel Filho, 
de la Universidade Estadual Paulista Júlio de Mesquita 
Filho (Unesp). Este trabajo de investigación se centra en 
el análisis de la Reforma Agraria en Brasil, partiendo de la 
premisa de una construcción multidimensional de la mis-
ma, por medio de una visión histórica, social, económica y 
ambiental. Bajo ese entendido, el objetivo principal de una 
Reforma Agraria supondría la democratización del acceso 
a la tierra, razón por la cual se precisa de una distribución 
más equitativa, en función de los  intereses de las familias 
de agricultores y la propiedad colectiva de las comunidades 
étnicas. No obstante, el análisis de diferentes aspectos de 
la vida nacional en Brasil da cuenta de diversos obstáculos 
que no permiten consolidar una verdadera política que 
promueva y proteja, mediante la distribución de la tierra, 
los ddhh de toda la población brasilera. 

El capítulo séptimo se debe al aporte presentado por  
Maria Luiza Pereira de Alencar Mayer Feitosa, profesora de 
la Universidade Federal da Paraíba (ufpb), quien contribuye 
con un trabajo destinado a analizar cómo diversos acon-
tecimientos políticos que han tenido lugar en los últimos 
años en Brasil, como la destitución de la presidenta Dilma 
Rousseff, las cuestionables demandas y los controversiales 
procedimientos judiciales contra el expresidente Luiz Iná-
cio Lula da Silva que terminan en la imposibilidad de su 
candidatura en 2018 y la elección de Jair Bolsonaro, tienen 
como norte común la satisfacción de intereses privados en 
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detrimento de los pilares democráticos del Estado brasilero. 
Con su análisis, la autora deja en evidencia que la política 
nacional brasilera de los últimos años ha servido como 
instrumento para materializar un proyecto económico fa-
vorable solo para ciertos grupos o actividades comerciales 
e industriales.

El capítulo octavo es escrito por los profesores de la 
Universidad de Fortaleza, Ana Maria D’Ávila Lopes y 
Martonio Mont’Alverne Barreto Lima. Se trata de un trabajo 
que analiza las circunstancias en las cuales se encuentra 
la educación religiosa en las escuelas públicas en Brasil, 
a partir de una decisión judicial del Supremo Tribunal 
Federal (stf), iniciada por una acción directa de inconstitu-
cionalidad. De acuerdo con la propuesta planteada por los 
autores, la situación derivada de la decisión del stf supone 
no solamente que en las escuelas públicas se pueda enseñar 
una o más religiones, contrariando la diversidad religiosa y 
los principios del Estado laico, sino, sobre todo, fortalece la 
hegemonía de las religiones mayoritarias y, en consecuencia, 
genera niveles de desprotección y desequilibrio de cara a 
las que son minoritarias. Así pues, el papel del stf parece 
quedar desdibujado en tanto órgano contramayoritario, 
defensor de las minorías.

El capítulo noveno contiene la contribución del profesor 
José Duarte Neto, proveniente de la Universidade Estadual 
Paulista (Unesp). Su trabajo se centra en el análisis de la 
independencia judicial como uno de los principios consti-
tucionales fundamentales que guían el actuar de la admi-
nistración de justicia, la cual es ampliamente reconocida 
y consagrada en diferentes instrumentos internacionales 
y profundamente arraigada en la teoría constitucional.  A 
partir de diferentes variables de análisis, el autor logra de-
sentrañar diversos aspectos de la independencia judicial, 
entendida como una condición mínima de un Estado social 
y democrático de derecho, proponiendo un análisis llama-
tivo, a través de instituciones propias de la ciencia política, 
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cual es la rendición de cuentas en la toma de decisiones por 
parte de los órganos judiciales.

El capítulo décimo contiene el trabajo conjunto de los 
profesores Paulo César Corrêa Borges y Victor Lugan Ri-
zzon Chen, ambos de la Universidade Estadual Paulista 
(Unesp), el cual gira en torno a la relativización de la pre-
sunción de inocencia en el sistema penal brasilero, a partir 
de una aparente influencia del tradicional modelo de “ley 
y orden”, según el cual, debe existir un nivel de tolerancia 
cero contra la delincuencia y un uso de la pena en su carácter 
puramente retributivo, es decir, bajo la idea de venganza. A 
partir de esa premisa, se lleva a cabo un cuidadoso análisis 
del sistema penal de Brasil, con el fin de determinar si los 
rasgos distintivos de aquel y la forma como es entendido 
por las autoridades reflejan un respeto pleno de los ddhh, 
encarnados particularmente en la presunción de inocencia, 
o si, más bien, se relativiza el contenido de la misma, con 
base en el argumento de una pronta eficacia punitiva.

El capítulo undécimo contiene la contribución de la pro-
fesora Itziar Gómez Fernández, de la Universidad Carlos 
iii de Madrid. Su aporte a esta obra se concentra en una in-
teresante propuesta de una democracia paritaria, en la que 
no solamente se debe partir de la existencia de un equilibrio 
de mujeres y de hombres presentes en todas las institucio-
nes, sino de una cualificación en la toma de decisiones, por 
cuanto mujeres y hombres comparten equilibradamente el 
poder y la ciudadanía. Bajo ese entendido, se analizan las 
virtudes y falencias de los diferentes sistemas electorales 
que permitirían esa conformación paritaria de los estamen-
tos del Estado, y llega entonces a afirmar que el principal 
aspecto que da inicio al cambio es la constitucionalización 
de la democracia paritaria, la cual hoy resulta ser una pieza 
fundamental en cualquier discurso democrático, pues no 
hay razón válida que justifique la exclusión de las mujeres  
de los órganos de decisión de los Estados del siglo xxi.
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Finalmente, el último capítulo de la obra lo compone 
el trabajo de Flávia do Amaral Vieira, de la Universidade 
Federal do Pará. Su contribución se materializa en un jui-
cioso estudio de uno de los mayores desafíos para los ddhh, 
referido a las actuaciones de las empresas transnacionales en 
América Latina, según un análisis de las políticas coloniales 
de dichos actores económicos en el Sur Global, así como de 
los impactos que generan los poderes económicos en los 
Estados de la región. Bajo esa perspectiva, la autora con-
sidera que dichos modelos económicos, que parten de las 
premisas del neoliberalismo, han permitido a las empresas 
apoderarse de los espacios de decisión y actuación de los 
Estados, poniendo en peligro los ddhh de sus poblaciones 
y dejándolos a la merced de los intereses económicos, los 
cuales se encuentran en un escenario proclive para la im-
punidad de las corporaciones. 

Con esta obra, pues, las y los profesores del Consorcio 
Latinoamericano de Derechos Humanos rendimos un ho-
menaje de gratitud a quien promovió su creación así como 
las condiciones para el trabajo conjunto de la academia de 
los distintos países que lo integran. Un homenaje a Antô-
nio Gomes Moreira Maués, que busca exaltar el trabajo y 
liderazgo en la promoción de los ddhh desde la academia, 
así como parte de los frutos que su semilla germinó, para 
no decaer ni desistir en la defensa, respeto y reclamo por la 
realización de esos valores comunes de libertad, igualdad, 
solidaridad, dignidad humana, que justifican la actuación 
de los Estados, y cuyo desconocimiento o violación debilita 
o anula su legitimidad, su gobernabilidad y la razón de ser 
de su existencia.

Magdalena Correa Henao 
Wilfredo Robayo Galvis

(Editores) 
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Las puertas que abrimos  

Itziar Gómez Fernández

Al comenzar mi carrera universitaria no sabía lo que eran los 
estudios de género, y la palabra ‘feminismo’ me generaba 
ese desasosiego de lo desconocido que suena a subversión. 
Y yo no era una persona subversiva, por algo estaba estu-
diando Derecho.

Cuando empecé mis estudios de doctorado seguía sin 
saber lo que eran los estudios de género. Me formé en el 
formalismo más clásico. En un positivismo sin fisuras. Leí 
a los clásicos. Ni una clásica. Pero, eso sí, empecé a darme 
cuenta de que aquella doctrina tradicional no daba respues-
ta a todas las preguntas, ni servía para engrasar adecuada-
mente los engranajes del derecho del naciente siglo xxi. El 
empeño, en España, por alejar el Derecho Constitucional 
de la Ciencia Política, para identificar y emancipar adecua-
damente la disciplina, pasaba factura. Me di cuenta de que, 
sin entender los hechos, es difícil comprender el derecho. Y 
que si el derecho no puede ser un arma transformadora, a 
la par que canalizadora de los conflictos, quizá no sea nada.

Mi primer encuentro con los estudios de género y con 
la filosofía feminista vino de la mano del análisis de las 
normas sobre violencia de género. Fue en el año 2008. La 
Convención de Belem do Pará. Las leyes integrales española 
y muchas en América Latina para luchar contra esta lacra. 
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Las cifras hirientes y que no han ido a mejor. El #niuna-
menos que vendría después porque hemos ido tomando 
mayor conciencia. Hace una década que abrí esa puerta, 
y no la he podido cerrar más, porque en aquel momento 
determinadas circunstancias personales me hicieron enten-
der mejor la importancia, profesional y científica, de abrir 
aquella “puerta violeta”.

Para entonces ya había comenzado a colaborar con el 
profesor Maués. Acabábamos de cerrar el primer Programa 
alfa en el que trabajamos juntos, desde la redacción del 
proyecto, hasta la entrega de la memoria final, que recuerdo 
en un “infernal” mes de julio de 2007. En aquel momento 
estudiamos los “Sistemas internos e internacionales de 
protección de los derechos fundamentales”. Empezábamos 
a trabajar en el constitucionalismo multinivel, ese concep-
to tan alejado de las estructuras formales tradicionales. 
Y continuamos con el tema en un par de proyectos más, 
financiados por la Oficina de Derechos Humanos del Mi-
nisterio de Asuntos Exteriores y Cooperación. Entretanto, 
comenzó también a dar los primeros pasos el Consorcio 
Latinoamericano de Posgrado en Derechos Humanos. En 
diciembre de 2007 tuve la suerte de participar en la reunión 
de fundación de la red. En Belem do Pará. La experiencia 
del Programa alfa fue una de las que se expusieron a la 
hora de hablar de las experiencias de redes internacionales 
en materia de derechos humanos. Y fueron muchas más las 
ocasiones que tuve de compartir experiencias y aprender 
de los compañeros y compañeras de la red. Un segundo 
Programa alfa vendría, en 2011, a consolidar redes y lazos 
de trabajo. Para mí, sin duda alguna, una de las mejores ex-
periencias profesionales de que he podido disfrutar ha sido 
este trabajo de cooperación interuniversitaria. Ha sido otra 
puerta. En este caso, una “puerta multicolor”. He aprendido 
de grandes profesionales que no existen visiones únicas de 
nada en la vida, pero, sobre todo, que no existe una visión 
única del derecho. Que la vulnerabilidad es un concepto 
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jurídico que debe ser incorporado al razonamiento formal. 
Que las políticas públicas y las normas jurídicas ni pueden 
ni deben estar desconectadas.

Por eso, a la hora de elegir un tema para este libro ho-
menaje he escogido el de la democracia paritaria. Un tema 
que habla de vulnerabilidad y de lucha por la superación 
de la exclusión. De políticas públicas y normas jurídicas. De 
filosofía y estadística. Si la puerta violeta abrió mi mundo al 
feminismo, como opción filosófico-política, y a los estudios 
de género como estudios críticos frente al formalismo jurídi-
co, la puerta multicolor de las redes de Derechos Humanos, 
tanto la Red alfa en sus dos versiones, como el Consorcio, 
abrió mi eurocéntrico mundo jurídico a un mundo más 
amplio, más dúctil, más complejo y más plural.

Hoy, mi visión del derecho recibe la luz de esas dos puer-
tas. Y hablar de democracia paritaria es hablar de esa luz. 
De feminismo y de pluralidad. Y porque en la habitación 
que iluminan me ha acompañado siempre ese gran amigo 
y colaborador que es Antonio, no puedo por más que de-
dicarle las páginas que siguen.
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Mi relación con el profesor  
Dr. Antonio Maués  

Martín Almada

Todo tiene su tiempo y razón debajo del cielo.
Es muy valioso saber discernir los tiempos difíciles en que 
vivimos con la furia antipopular que se desató contra América
Latina y al mismo tiempo cuando arde la memoria de la 
juventud estudiosa universitaria.

La Universidad es una institución al servicio directo de la 
comunidad, cuya existencia se justifica en tanto desempeña 
una acción continua de carácter social, educativo, cultural, 
aliándose a todas las fuerzas vivas de la nación para analizar 
sus problemas, ayudar a solucionarlos y orientar adecua-
damente a las fuerzas colectivas. La Universidad no puede 
permanecer ajena a la vida cívica de los pueblos, pues tiene 
la misión fundamental de formar generaciones creadoras, 
con conciencia crítica, plenas de energía (1.er Congreso de 
Universidades Latinoamericanas, reunido en la Universi-
dad de San Carlos de Guatemala, 1949). Declaración que fue 
mi brújula en mi actuación universitaria y también causal 
en gran medida de mi tragedia personal y familiar.
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1. Las relaciones internacionales  
de la Universidad Nacional de Asunción  
en materia de derechos humanos  

Como en el seno universitario paraguayo la frase “Pro-
moción de los Derechos Humanos” es todavía sinónimo 
de subversión, entonces yo tenía que buscar apoyo para 
impulsar alianzas con otras universidades de la Región para 
una cultura de convivencia democrática. Por eso acepté 
representar a la Universidad Nacional de Asunción (una) 
en el iii Seminario Latinoamericano de Posgrado sobre De-
rechos Humanos, realizado en la Universidad de Brasilia 
del 28 al 30 de marzo de 2012. En aquella ocasión presenté 
la ponencia “Fundamentos y dilemas de los derechos hu-
manos en el marco de la Operación Cóndor”.

En el transcurso del evento latinoamericano destaqué 
que el Plan Cóndor es el símbolo de los terribles sufrimien-
tos de los países del Cono Sur (Argentina, Brasil, Bolivia, 
Chile, Paraguay y Uruguay); su principal ideólogo era el 
entonces secretario de Estado norteamericano Henri Kissin-
ger, a la luz del descubrimiento en Asunción del “Nido del 
Cóndor”, conocido más bien como el “Archivo del Terror”.

Al término del seminario fui declarado visitante ilustre 
de la Universidad de Brasilia.

La una integra el Consorcio desde el 28 de agosto de 
2018, desde su aceptación por los representantes del Con-
sorcio durante la reunión celebrada en la Universidad de 
Fortaleza, Brasil.

En ese contexto, tuve el honor de conocer al Dr. Antonio 
Moreira Maués, profesor asociado de la Universidad Fede-
ral de Pará, Brasil, coordinador del Programa de Posgrado 
en Derechos Humanos, autor de libros y artículos sobre 
derechos constitucionales y también de derechos humanos.

Me resultó muy interesante la propuesta de la Red para 
promover la cooperación científica en los campos de do-
cencia e investigación en derechos humanos.
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Mi decisión de invertir el tiempo y la experiencia me 
empujó a acelerar conversaciones, gestiones y participar 
en todas las reuniones de la Red…

Cada universidad tenía su tarea y la una a través de 
mi cargo debía cumplir con la suya. Así surgió la idea de 
organizar en la una el 5.º Seminario Latinoamericano de 
Posgrado en Derechos Humanos, del 26 al 28 de noviembre 
del 2014, con motivo del 125.º aniversario de la creación de 
la una y los 24 años de la vuelta a la democracia y el 23.º 
aniversario del descubrimiento del Archivo del Terror/
Operación Cóndor.

El Consorcio resolvió crear un comité especial de apoyo 
al seminario de Paraguay con las siguientes personalidades:

1. Dr. Antonio Moreira Maués, Universidad Federal de 
Pará, Brasil

2. Dr. Pablo Pérez, Universidad de Buenos Aires, Ar-
gentina, y

3. Dr. Di Bernardi, Universidad de la Plata, Argentina.
Me sentí entonces acompañado por mis pares. La sole-

dad intelectual se iba disipando, era posible avanzar con 
la fuerza de la solidaridad y el respeto que me ofrecían en 
cada encuentro.

Hicimos el proyecto, lo presentamos y, como era habi-
tual, las autoridades paraguayas expresaron falta de fondos 
para ciertas actividades. Entonces el Dr. Moreira Maués, 
es decir, el equipo, vino a Asunción y puso en marcha una 
estrategia de acción directa. Habla… convence… asegura 
los recursos… Y asegura la realización del v Seminario 
Latinoamericano. Fue todo un éxito.

Se trata del primer seminario de la una sobre el tema, 
una casa de altos de estudios que fue involucrada en los 
horrores de la dictadura… y salpicada de la corrupción. 
El tema resultaba difícil para muchos profesores supervi-
vientes de la dictadura y para miles de estudiantes desin-
formados, indiferentes.
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El seminario se concretó con dos actos públicos que 
concentraron a estudiantes y profesores sorprendidos, in-
teresados… Se produjeron diálogos intensos… Los temas 
tocaban el corazón de las más graves situaciones del con-
tinente: extractivismo, medio ambiente y cruzada contra 
la pobreza, corrupción… impunidad… los antivalores…

Esos diálogos se pueden apreciar en el libro resultado 
del evento en portugués: Verdade, justicia e reparacion na 
America Latina.

Aquí debo separar dos líneas. Una para destacar la acción 
directa de Maués y su capacidad de gestión y diplomacia 
para provocar una respuesta positiva. Al mismo tiempo 
que respaldó en gran medida la acción de mi puesto que 
me permitió superar esa imagen de “ser instigador natural 
de la rebelión de los infelices”.

La segunda línea es el reconocimiento en lo personal… 
porque me hizo sentir que podía jugar este partido juntos… 
que estaba él y la Red siempre apoyando… Fue muy im-
portante… y cuando se afrontan situaciones de reinserción 
vinculadas a la represión y violaciones a los ddhh… no es 
fácil… cuando en el contexto se encuentra todavía vigente 
el modelo de la dictadura, es decir, autoritarismo… preben-
darismo, clientelismo y mediocridad.

El seminario fue también para mí un espacio de salud 
mental y de realización profesional de excelencia. ¡Gracias, 
profesor Maués! Gracias a toda la Red…

2. Principios y acuerdos

Mantener la Red implica relacionamiento, solidaridad 
activa, comunicación para la consolidar la unidad latinoa-
mericana en el territorio de paz para superar el deterioro 
ambiental y moral. Esto nos permitirá clarificar el proyecto 
de país que queremos, es decir, la sociedad que queremos 
y qué docentes necesitamos.
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Asimismo, el Consorcio debiera convocar a todos los 
representantes de la fuerza pública que conocen los delitos 
de violación de derechos humanos, y no hablan.

Convocar además a los que cometieron y no confiesan 
ante la Justicia para que den ese paso por la salud de nuestra 
incipiente democracia.

Todo juicio en defensa de los Derechos Humanos debe 
ser reparador, sanador. La Justicia en nuestros países debiera 
ser igual a salud.

Este es el siglo de las mayores violaciones a los derechos 
humanos y el de mayor número de declaraciones de esos 
derechos incumplidos.

Es de gran magnitud el daño psicológico y social provo-
cado por la violencia estatal contra nuestras universidades. 
El miedo como agente represivo en cada país se está cons-
tatando gracias a la investigación en vía de realización en 
los países víctimas del Plan Cóndor. El resultado de esta 
investigación nos permitirá superar el miedo en todos los 
ámbitos de la vida cotidiana, base fundamental de toda 
auténtica democracia.

El Plan Cóndor nació oficialmente en Santiago de Chile 
con el general Augusto Pinochet en noviembre de 1975 para 
la eliminación de fronteras a los efectos de la eliminación de 
disidentes ideológicos. Es la globalización del terrorismo del 
Estado. Fue concebido y planificado para la desaparición 
física de los mejores pensadores de la Región, sea de la clase 
trabajadora o del círculo universitario.

Finalmente, muy bien sabemos que tanto la memoria 
como la historia son nuestras y las superaremos en el marco 
de la Red juntos con el profesor Dr. Antonio Moreira Maués, 
quien por su capacidad, dinamismo y compromiso social 
latinoamericano se merece hoy este homenaje de gratitud.
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Capítulo 1. El Consorcio Latinoamericano de 
Derechos Humanos como red académica. La 

contribución del profesor Maués a la educación 
en el espacio jurídico latinoamericano  

Miguel Rábago Dorbecker*

I. Geografía del pensamiento y la educación 
jurídica en América Latina  

Mi contribución al merecido homenaje al profesor An-
tonio Moreira Maués pasa por las obvias referencias 
personales, si bien, más que una hagiografía, pretendo 
establecer sus aportes en la educación jurídica lati-
noamericana y a la consolidación de la teoría jurídica 
latinoamericana. En especial me concentro en su labor 
de formación de redes académicas y concretamente en 
el proyecto de Consorcio Latinoamericano de Derechos 
Humanos (en adelante el Consorcio). La relación personal 
con el profesor Maués merecería una autoetnografía, en 
la que se describiría mi propia carrera académica y mis 

*	 Líder del Grupo Tándem de Investigación sobre transformaciones del derecho 
público latinoamericano, Universidad de los Andes e Instituto Max Planck 
de Derecho Público Comparado y Derecho Internacional. 
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contactos con colegas latinoamericanos, ya que estos in-
tercambios fueron posibles por los esfuerzos académicos 
de Antonio. Queda pendiente para otro trabajo describir 
estas experiencias como su colaborador, profesor y lati-
noamericano.

El enfoque será, en vez de mi propio intercambio con 
Antonio, el proyecto intelectual del Consorcio. A lo largo del 
texto se tendrán dos referentes teóricos: uno concentrado en 
la relevancia del centro de producción de las redes acadé-
micas y el segundo ubicado en su distribución. El análisis 
relativo al primer punto no tomará en consideración al 
centro de producción de la red como estable e inamovible, 
distanciándose así de las teorías dicotómicas del trasplante 
jurídico que ubican un lugar de producción y de recepción 
fijo1. Al enfocarse en redes de cooperación académica, los 
puntos de producción y recepción se vuelven mucho más 
inestables y no parecen responder a la teoría de los trasplan-
tes como ha sido planteada tradicionalmente.

Si bien gran parte de lo que se concibe como derecho 
depende del lugar de su producción, dentro del ámbito 
nacional el derecho es, casi en su mayor parte, producido 
e interpretado en espacios legitimados, algo a lo que llama-
mos Estado. Algunos matices de producción se permiten 
a gremios organizados, como en el derecho bancario o el 
arbitraje comercial, a entidades subestatales, sobre todo en 
sistemas federales, o a poblaciones particulares como en el 
caso del derecho indígena o de los afrodescendientes. Tam-
bién se delegan facultades de adjudicación e interpretación 
a cuentagotas a autoridades indígenas o afrodescendientes 
o sistemas de mediación, conciliación y arbitraje privados o 
semiprivados. En el ámbito internacional y transnacional, 
el derecho internacional y sobre todo la teoría global del 

1	 Al respecto, Bonilla, D. (ed.). Teoría del derecho y trasplantes jurídicos. Bogotá: 
Siglo del Hombre y Uniandes, 2009.
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derecho opera bajo la ilusión de la igualdad soberana de los 
estados, pero con una naturaleza eminentemente colonial. 
La neutralidad del derecho internacional está plagada de 
eurocentrismo y legitimidad simbólica a través del prestigio 
otorgado por pocos centros de formación jurídica de élite 
en el norte global. Si trasladamos la compleja pregunta de 
Spikak sobre si puede hablar un subalterno al campo jurí-
dico, la respuesta sería la misma, pero llegaríamos a ella de 
manera más rápida: No2.

No obstante, los lugares de producción en las redes aca-
démicas, si bien tienen un peso específico, se encuentran 
atenuados por tratarse de encuentros de élites jurídicas. 
Estas élites, en algunos casos, se formaron desde la admi-
nistración colonial y se concentraron en las capitales de las 
nuevas repúblicas independientes. La abogacía de élite y 
la academia jurídica de élite es un proyecto en realidad de 
ciudad letrada3. De ahí que el segundo referente teórico es 
el de la transculturización de Ángel Rama4. De Rama tam-
bién se discute el sentido de la Ciudad Letrada, sobre todo 
tomando en cuenta la noción de letrado en el sentido jurí-
dico, para entender el poder simbólico y lugar de privilegio 
que ha mantenido la profesión jurídica en América Latina5.

Bajo estos dos referentes teóricos generales, se comenzará 
en las primeras secciones por describir el entorno en el que 

2	 Para una discusión sobre el artículo fundacional de Spivak y algunos 
comentarios al respecto: Morris, R. C. Can the Subaltern Speak? Reflections on 
the History of an Idea. Nueva York: Columbia University Press, 2010. 

3	 Víctor M. Uribe-Urán ha desarrollado un excelente estudio sobre las relaciones 
entre familiares de abogados en el periodo final de la colonia y el comienzo 
de la independencia de Colombia. Si bien el caso colombiano presenta unas 
relaciones sociales muy características, algunas pinceladas pueden ser utilzadas 
como categorías para analizar la formación de élites en Venezuela, Perú, Ecua-
dor, Panamá e inclusive México, 2008. Uribe-Urán. Vidas honorables: abogados, 
familia y política en Colombia, 1780-1850. Bogotá: Banco de la República y Eafit.

4	 Rama, A. Transculturación narrativa en América Latina, 2.ª ed. Buenos Aires: El 
Andariego, 2008. 

5	 Rama, A. La ciudad letrada. Montevideo: Arca, 1998. 
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se crea el Consorcio y sobre todo su momento político. Con 
posterioridad se compara al Consorcio con otras redes aca-
démicas con influencia en la región. Finalmente, se describe 
el funcionamiento y los problemas que se le presentan al 
Consorcio en un entorno mucho más hostil para la coope-
ración académica en América Latina.

II. El Consorcio Latinoamericano de Posgrado en 
Derechos Humanos como proyecto pedagógico  

Quizá la aportación más interesante del profesor Maués 
ha sido su incansable labor desde el Instituto de Ciências 
Jurídicas de la Universidade Federal do Pará (en adelante, 
ufpa) como centro para desarrollar un foro de discusión y 
de intercambios académicos entre universidades latinoame-
ricanas que contaran con posgrados en derechos humanos. 
Aquí es el punto en el que se cruzan tanto el proyecto aca-
démico liderado por Antonio en lo personal y la ufpa en lo 
institucional y mis propias experiencias de vida. El proyecto 
comienza en 2008 y tiene su sede en la universidad federal 
del norte de Brasil, en plena ciudad amazónica, lo cual es 
atípico en la segregada geografía política brasileña, donde 
gran parte de los fondos y concentración de universidades 
y profesores se encuentran en los estados del sur como São 
Paulo, Río de Janeiro, Minas Gerais y en la Universidad 
Nacional de Brasilia, en primerísimo lugar, en el nordeste 
en segundo y el norte en un distante tercero. Rompiendo 
tal geografía de la distribución de prestigio académico, el 
esfuerzo y los programas, sobre todo el prestigiado Núcleo 
Altos Estudios Amazónicos, en la ufpa le hacen un lugar 
excepcional como sede de este Consorcio6. A esto se le su-

6	 Los proyectos del Núcleo de Altos Estudios Amazónicos pueden ser 
consultados en su página web: http://www.naea.ufpa.br/naea/novosite/
index.php 
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man las tensas relaciones históricas en la gran Amazonia, en 
especial en las zonas colindantes entre Colombia, Ecuador, 
Venezuela, Perú y Brasil. En tal área hay algunas institu-
ciones educativas, entre otras: la Universidad Nacional de 
Colombia en su sede Leticia, además de la ufpa, la Univer-
sidad Estatal de la Amazonia en Ecuador, la Universidad 
Nacional Toribio Rodríguez de Mendoza en el Perú y la Uni-
versidad Federal de la Amazonas en Manaos. Este puñado 
de instituciones demarcan un campo intelectual que, no por 
ignorado, deja de ser muy importante. Pero la Amazonía 
es también un espacio de conflicto entre diversos actores y 
estados latinoamericanos por recursos naturales, como lo 
fue históricamente en el caso del caucho, magistralmente 
expuesto en la novela fundacional colombiana La vorágine7.

El Consorcio comenzó con la participación de 13 univer-
sidades de 6 países de la región y con el apoyo financiero 
de la Fundación Ford en 2008 en su primer seminario8. Los 
siguientes cuadros se refieren a los programas de derechos 
humanos actualmente en operación en dichas universidades 
y a su carácter público o privado:

7	 Rivera, J. E. La vorágine. Barcelona: Cátedra, 2012. Las incursiones de la Casa 
de Aranda en Colombia fueron motivo de tensiones militares y de reclamos 
territoriales internacionales entre el Perú y Colombia; El libro Rojo del Putuma-
yo. Bogotá: Arboleda y Valencia, 1913, y Filipe de Antunes Madeira Da Silva, 
“Rubber, Territory and Progress in the Putumayo: A History form the Margins 
of Law and Capitalism”, presentado en el seminario doctoral en la Escuela 
de Derecho de Sciences Po el 28 de agosto de 2017 en París. Disponible en: 
https://www.academia.edu/35795914/Rubber_Territory_and_Progress_in_
the_Putumayo_A_History_from_the_Margins_of_Law_and_Capitalism_Doc-
toral_seminar_organised_by_Sciences_Po_Law_School_doctoral_program-
me_28_August_2017_at_Sciences_Po_Law_School_Paris 

8	 La Fundación Ford ha sido una de las financiadoras más activas en temas 
relacionados con educación jurídica y litigio de interés público en América 
Latina; para una visión de los orígenes y marco en el que se comenzaron a 
plantear tales acciones como prioritarias para la Fundación, vid. Magat, R. 
The Ford Foundation Philanthropic at Work. Choices, Method and Styles. Nueva 
York: The Ford Foundation, 1979.
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Universidad 
parte  

del Consorcio
Programas de Posgrado  
en Derechos Humanos País Carácter

Universidad de 
Buenos Aires

Maestría en Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos

Argentina Pública

Universidad Na-
cional de la Plata

Maestría en Derechos Humanos Argentina Pública

Universidad Na-
cional de Lanús

Maestría en Derechos Humanos Argentina Pública

Universidad de 
Brasilia

Maestría en Derecho Brasil Pública

Universidad de 
Fortaleza

Especialización en Derecho Inter-
nacional

Brasil Privada

Universidad do 
Vale do Rio do 
Sinos

Maestría en Derecho
Hay un Núcleo de Investigación de 
Derechos Humanos

Brasil Privada

Universidad Fede-
ral de Paraiba

Maestría en Derecho
Hay un Núcleo de Ciudadanía y 
Derechos Humanos

Brasil Pública

Universidad Fede-
ral do Pará
Secretaría General

Maestría en Derecho. Tiene un área de 
concentración en Derechos Humanos 
con cuatro líneas de investigación 
relacionadas con derechos humanos 
dentro del posgrado en derecho: De-
rechos Humanos e inclusión social, 
Constitucionalismo, democracia y 
derechos humanos, Medio ambiente 
y derechos humanos, Intervención 
penal, seguridad pública y derechos 
humanos

Brasil Pública

Universidad Aus-
tral de Chile

Magíster en Derecho
Magíster en Cultura Jurídica

Chile Pública

Universidad Die-
go Portales

Magíster en Derecho Internacional de 
los Derechos Humanos

Chile Privada

Universidad Ex-
ternado de Co-
lombia

Maestría en Derecho Internacional 
con énfasis en Derecho Internacional 
Público
Maestría en Derechos Humanos y 
Democratización

Colombia Privada

Universidad Ibe-
roamericana

Maestría en Derechos Humanos México Privada

Pontificia Univer-
sidad Católica del 
Perú

Maestría en Derechos Humanos Perú Privada
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El primer proyecto del Consorcio fue la creación de un 
sistema de movilidad entre las diferentes maestrías en dere-
chos humanos, que comenzará a sentar las bases para crear 
un programa común a dichas universidades. Este proyecto 
fue abandonado, dado que el financiamiento provenía de 
un programa de la Unión Europea que finalmente no fue 
adjudicado al consorcio. De cualquier manera, la implemen-
tación de un programa de posgrado era muy ambiciosa y 
el trabajo de exploración mostró muchos de los problemas 
con tales programas. Si bien existían precedentes de doble 
titulación con universidades, sobre todo europeas, y más 
españolas, los términos de la colaboración resultaban am-
biguos y en más de una ocasión dichos programas parecían 
más una especie de aval europeo a programas centrados 
en América Latina, con profesores europeos. Tal sistema 
de colaboración resultaba eminentemente colonialista y 
propio de una perpetuación del estado histórico de las 
relaciones académicas norte-sur. Las fechas de discusión 
de este proyecto coincidían con el segundo mandato de 
Luiz Ignacio Lula de Silva y por tanto una consolidación 
del proyecto del Partido de los Trabajadores (2006-2011). Lo 
anterior no es solo una coincidencia, ya que era un periodo 
de impulso en la financiación del sistema de universidades 
federales, en especial en el nordeste y norte de Brasil. Tam-
bién era un periodo en el que coincidían gobiernos popula-
res o de izquierda en algunos países de las universidades 
del consorcio, como el periodo de Cristina Fernández en 
Argentina (2007-2015) y Michele Bachelet (2006-2010) en 
Chile. En oposición, México, el Perú y Colombia estaban 
administrados por gobiernos de derecha. El mandato de 
Felipe Calderón Hinojosa en México (2006-2012) era cues-
tionado por emanar de una elección muy comprometida. En 
Colombia gobernaba Álvaro Uribe Vélez (2002-2010) y Alan 
García en el Perú (2006-2011). Sobre estos tres presidentes 
también pesaba la sombra de acusaciones respecto de gra-
ves violaciones a derechos humanos durante los conflictos 
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armados internos en Perú y Colombia, así como el conflicto 
armado interno o declarado en México en el marco de la 
denominada “guerra contra el narcotráfico”9. En oposición, 
en casi toda el área latinoamericana se respiraba un aire de 
cambio y un deseo común de emancipación10.

III. El consorcio en un entorno de proyectos 
intelectuales sobre el campo jurídico latinoamericano  

Claramente el proyecto de un programa común en posgrado 
presentaba ciertas dificultades, como diferencias en el calen-
dario y carga de créditos de las materias, además de costos 
distintos (incluyendo la gratuidad en algunos programas), 
pero el espacio que se abría para movilidad de estudiantes 
y profesores era muy prometedor. Si bien el consorcio no 
pudo consolidar este proyecto, las reuniones y seminarios 
potencializaron intercambios y discusiones que podrían 
reunirse en alguna conferencia en el norte global, pero que 
ahora lo hacían entre ellos, sin necesidad de la mediación 
por parte de colegas norteamericanos o europeos. Esta es 
una de las aportaciones más interesantes y que la separa 
de otros proyectos centrados en universidades estadouni-
denses o europeas. Solamente mencionaré tres proyectos 
que se relacionan por los campos de discusión centrados 
en derecho internacional, constitucional, derecho global o 
la relación entre gobernanza y derecho. Estos tres progra-
mas son el Institute for Global Law and Policy (iglp) de la 

9	 Sobre las violaciones a derechos humanos cometidas durante el sexenio de 
Felipe Calderón Hinojosa, vid. Rábago Dorbecker, M. “Sombras nada más. 
Para un balance de las políticas sobre derechos humanos durante el sexenio 
de Felipe Calderón Hinojosa”, Sexenio en perspectiva. Análisis académico del 
gobierno de Felipe Calderón. México: Universidad Iberoamericana, 2012, pp. 
73-85. Disponible en: https://issuu.com/ibero/docs/sexenioenperspectiva 

10	 Para un análisis temprano de dicho momento, Chávez D., C. Rodríguez 
Garavito y P. Barrett (eds.). La nueva izquierda en América Latina. Madrid: 
Catarata, 2008.
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Universidad de Harvard, el proyecto Ius Constitutionale 
Commune en América Latina del Instituto Max Planck 
de Derecho Público Comparado y Derecho Internacional 
Público y finalmente uno más longevo con sede en la Uni-
versidad de Yale, que es el Seminario en Latinoamérica de 
Teoría Constitucional y Política (sela). Cabe apuntar que 
no son los únicos seminarios que discuten temas jurídicos 
en América Latina; por ejemplo, se encuentran distintas 
líneas de discusión sobre el campo jurídico tanto en la Latin 
American Studies Association (lasa) como en el Consorcio 
Latinoamericano de Ciencias Sociales (Clacso)11. También las 
reuniones y la publicación de la revista i-con, así como un 
capítulo que opera en México, son un lugar de convergen-
cia para la discusión entre la academia latinoamericana en 
temas de derecho global, derecho constitucional comparado 
y derecho internacional, incluyendo el de derechos huma-
nos. Un primer enfoque tiene que ver con las redes sociales 
establecidas en estos encuentros, las cuales suponen el 
cumplimiento de condiciones previas, ya sea de estamento 
o de mérito (o a veces una compleja relación entre ambas), 
que preparan el terreno para la cooperación12.

11	 Si bien en lasa no existe una sección específica dedicada a estudios jurídicos, 
sí es un espacio en el que se presentan trabajos de dicho campo, desde un en-
foque interdisciplinar, y un lugar en que muchos académicos de facultades de 
derecho y de otras disciplinas latinoamericanas, con sede en América Latina y 
en otros lugares del mundo, discuten sus trabajos. La división de las secciones 
también responde al concepto de los “estudios de área” que normalmente im-
plican una división geográfica del trabajo intelectual en universidades, sobre 
todo de Norteamerica y de Europa, y en la que todas las ciencias sociales y 
humanidades se dividen en “estudios brasileños”, “estudios mexicanos”, etc. 
Un listado de los de las secciones que operan en lasa se puede consultar en 
https://lasa.international.pitt.edu/esp/sections/index.aspx. El caso de Clac-
so es distinto, ya que existe una convocatoria para formar grupos de trabajo, 
y uno de esos grupos reposa en una línea más general denominada Derechos 
Humanos y políticas de la memoria, la cual se puede consultar en https://
www.clacso.org.ar/grupos_trabajo/grupos_de_trabajo.php?s=5&idioma= 

12	 Las redes sociales operan de manera especial entre las élites en el campo jurídico 
latinoamericano; si bien el concepto de redes es un poco limitado analíticamente, 
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El análisis comparativo de estos grupos no será tan 
profundo, pero sí se tomará en cuenta su lugar en la geopo-
lítica de la academia jurídica global, en especial tomando 
en cuenta un análisis de las élites que las componen. El 
marco conceptual bajo el cual se analizan estos diferentes 
esfuerzos de discusión académica sobre América Latina 
es el de la creación de subjetividades en cada uno de estos 
foros. Estos lugares, Boston, Heidelberg e itinerantemente 
en capitales de América Latina, al igual que el derecho en 
general, son lugares de poder de producción para la élite 
jurídica latinoamericana.

A) El Seminario en Latinoamérica de 
Teoría Constitucional y Política 

Es el proyecto más longevo de los tres seleccionados en el 
sela, que se agrupa alrededor de egresados de la Facultad 
de Derecho de la Universidad de Yale. Si bien sus orígenes 
se encuentran en las redes informales de contactos entre 
estudiantes latinoamericanos en Yale, la primera reunión 
se celebró en 1995[13]. El documento que resume la historia 
del sela establece como un lugar común de diálogo entre 
estos estudiantes el deseo de reformar el derecho, lo que 
implica una cierta fe constructivista en el derecho, además 
de una cierta noción de que el derecho en América Latina 

debido a la ausencia de una etnografía des-localizada sobre estas comunidades 
epistémicas propiamente dichas, el término vale para una primera observación. 
Sobre las redes sociales en un país latinoamericano, Gómez, M. A. “All in the 
Family: The Influence of Social Networks on Dispute Processing (A Case of 
a Developing Economy)”, Georgia Journal of International and Compartive Law, 
vol. 36, 2008, p. 291. 

13	 Jana, Andrés y Saba, Roberto. “A History of sela”, originalmente publicado 
en el Yale Law Report en el 2000. Un extracto está disponible en https://law.
yale.edu/centers-workshops/yale-law-school-latin-american-legal-studies/
sela/history-sela 
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podría ser reparado14. Otro punto sobre el que se hace un 
énfasis considerable es el “lenguaje común” que tiene con-
notaciones tanto meritocráticas como también tecnocráticas; 
sobre todo hay que tomar en cuenta que tales grupos se 
comenzaban a formar en un período que abarca las décadas 
de los ochenta y noventa de altas reformas estructurales, 
delineadas por economistas y abogados que tenían como 
objetivo permitir la integración global de los mercados para 
el área. El corazón simbólico del sela se formaba alrededor 
de la relación académica y personal entre uno de los más 
influyentes profesores de derecho en América Latina, el 
argentino Carlos Santiago Nino, y el profesor de Yale Owen 
Fiss15. En las reuniones del sela, la diversidad de académicos 
de diversas áreas del derecho y que combinaban labores ju-
diciales, además de la práctica profesional privada y estatal, 
implicaba que los temas de discusión no serían comparti-
mentados en las tradicionales divisiones disciplinarias del 
derecho y en especial la clásica, y tajante, línea divisoria 
entre el derecho público y el privado. Gran parte de las 
facultades de derecho que apoyan el sela representan una 
lista de las más prestigiosas en América Latina, así como 
las instituciones receptoras de latinoamericanos graduados 
en Yale y otras universidades de élite en eua16.

14	 Dicho concepto tiene una larga tradición en el derecho comparado y sobre 
todo en la literatura y la práctica del movimiento de Law and Development o 
derecho y desarrollo sobre América Latina; vid. Esquirol, J. L. Las ficciones del 
derecho latinoamericano. Bogotá: Uniandes, 2014. 

15	 El profesor Nino fue fundamental para sentar las bases de la institucionalidad 
en materia de justicia y derechos humanos en la Argentina posdictatorial. Fue 
un asesor imprescindible durante el gobierno de transición de Raúl Alfonsín, 
sobre todo en la creación de la Comisión Nacional de Personas Desaparecidas 
(Conadep). En dichos esfuerzos, siempre estuvo en diálogo con Owen Fiss. 
Estas relaciones son narradas desde el punto de vista de sus distintos actores 
en Alfonsín, R. Memoria política. Buenos Aires: Fondo de Cultura Económica, 
2004; Nino, C. S. Juicio al mal absoluto. Buenos Aires: Ariel, 2006, y Fiss, O. Pillars 
of Justice. Lawyers and the Liberal Tradition. Cambridge: Harvard, 2017, pp. 139-153. 

16	 Las universidades representadas en el sela son: en Argentina: Universidad 
de Palermo, Universidad de San Andrés, Universidad Torcuato di Tella y 
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Quizá la característica principal del sela, y lo que hace de 
la reunión un espacio muy atractivo, es la intensa discusión 
de los trabajos académicos escritos, enviados previamente 
a las reuniones. La posterior publicación puntual de los 
trabajos refuerza la continuidad y visibilidad de las reu-
niones del sela, lo que contrasta con otro tipo de reuniones 
académicas. Dichos trabajos son publicados en físico y, 
además, aquellos presentados entre el 2009 y el 2016 se 
pueden consultar en la página web del sela17. Anualmente, 
la Universidad de Palermo publica los trabajos presentados 
en el sela y la serie abarca ya 18 años, desde el 2000, como 
publicación anual en formato de libro18. Una temprana 
aportación del sela fue la traducción de diversos trabajos 
de profesores de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Yale al español. Estos trabajos se publicaron en coedición 
con la Universidad de Yale y la editorial española Gedisa19. 

Universidad de Buenos Aires (uba); en Brasil: Fundaçao Getulio Vargas de 
Sao Paulo y Rio de Janeiro, Universidade do Estado do Rio de Janeiro y 
Universidade do Sao Paolo; en Chile: Universidad Adolfo Ibáñez, Universidad 
de Chile y Universidad Diego Portales; en Colombia: Universidad de los 
Andes; en México: Instituto Tecnológico Autónomo de México (itam), Facultad 
Latinoamericana de Ciencias Sociales (Flacso) sede México, el nstituto de 
Investigaciones Jurídicas de la unam, Universidad Nacional Autónoma de 
México (unam) y Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide); 
en Paraguay: Instituto Paraguayo de Derecho Constitucional;  en Perú: 
Pontificia Universidad Católica del Perú (pucp) y Universidad Peruana de 
Ciencias Aplicadas; en Puerto Rico: Universidad de Puerto Rico, y en España: 
Universitat Pompeu Fabra. Algunas de las instituciones del sela son también 
parte del consorcio: la uba, la Diego Portales y la pucp. 

17	 https://law.yale.edu/centers-workshops/yale-law-school-latin-american-
legal-studies/sela/archives 

18	 http://www.palermo.edu/derecho/publicaciones/revista_juridica/
ediciones.html 

19	 Se editarían siete volúmenes que comprenden la traducción y edición de: 
Cover, R. Derecho, narración y violencia. Barcelona: Gedisa, 2002 (edición de 
Christian Courtis); Khan, P. El análisis cultural del derecho. Una reconstrucción 
de los estudios jurídicos. Barcelona: Gedisa, 2009 (traducción de Daniel Bonilla); 
Esty, D. C. El reto ambiental de la Organización Mundial de Comercio. Sugerencias 
para una reconciliación. Barcelona: Gedisa, 2001, y Beloff, M. A. (comp.). Derecho, 
infancia y familia. Barcelona: Gedisa, 2000. Los títulos editados o escritos por 
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Dicha colección es la Biblioteca Yale de Estudios Jurídicos e 
introdujo al mundo hispanohablante las muy prominentes 
obras de Robert Cover o Paul Kahn. Además de las tra-
ducciones, se incluyeron obras de tres juristas argentinos 
formados en eua y los temas tratados en toda la colección 
seguían el espíritu del sela, al no restringirse a ángulos 
disciplinares del derecho y contar con trabajos en el área 
del derecho privado. El hecho de que la mitad de los títulos 
fueran escritos por latinoamericanos le daba también un 
estatus igualitario a la producción académica desde uno 
u otros lugares de producción, desestabilizando la idea 
de lugar de producción y de recepción20. En la traducción 
de algunos de los libros participaron también profesores 
de derecho latinoamericanos, en especial Daniel Bonilla, 
quien creó la Colección Nuevo Pensamiento Jurídico que 
incluye una serie de traducciones de trabajos jurídicos en 
la Universidad de los Andes.

B) El proyecto de ius constitutionale 
commune en América Latina del Instituto 
Max Planck de Derecho Público Comparado 
y Derecho Internacional en Heidelberg

Una segunda comunidad epistémica y espacio de dis-
cusión sobre el derecho, en especial constitucional e 
internacional, en América Latina es el grupo que se 
ha desarrollado alrededor del Instituto Max Planck de 
Derecho Público Comparado y Derecho Internacional 

latinoamericanos, concretamente argentinos, son: Rosenkrantz, C. (comp.). 
La responsabilidad extracontractual. Donde la filosofía, el derecho y la economía se 
encuentran. Barcelona: Gedisa, 2005; Gargarella, R. (comp.). Derechos y grupos 
desaventajados. Barcelona: Gedisa, 1999, y Böhmer, M. (comp.). La enseñanza 
del derecho y el ejercicio de la abogacía, Barcelona: Gedisa, 1999. 

20	 Muy utilizado por William Twinning y desarrollado en la idea de trasplantes 
jurídicos tanto por Daniel Bonilla como por Diego López Medina. 
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Público en Heidelberg. A diferencia del sela, este grupo 
se concentra alrededor de una propuesta que ha sido 
plasmada en forma de manifiesto conjunto entre varios 
profesores latinoamericanos y alemanes en ambos lados 
del Atlántico21. Dicho manifiesto es un paso más en la pro-
puesta original del codirector del Instituto en Heidelberg 
y reconocido profesor de derecho internacional público y 
derecho constitucional, Armin von Bogdandy22. El vehí-
culo principal del diálogo transatlántico es el concepto del 
ius constitutionale commune en América Latina, o Iccal. El 
Iccal se inserta en una línea de investigación más amplia 
en el Instituto Max Planck, referente a derecho público 
comparado, pero se diferencia de los estudios de área 
en que no se limita solo a un estudio de los tribunales 
en la región, sino también aborda la imbricación entre 
tribunales nacionales, tribunales internacionales de la 
región (en especial la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos) y el derecho internacional público general.

Es poco común que una teoría sobre el derecho global 
permita replantear instituciones, tener influencia sobre jue-
ces y juezas nacionales y cambiar el sentido común sobre 
el derecho en general. Debido a la crisis de paradigmas del 
derecho que operaban bajo unas formas de intercambio 
económico, político y social condicionadas por una relación 
tiempo-espacio que se ha desestabilizado, las explicaciones 

21	 Dicho manifiesto se incluye en el preámbulo a un libro simultáneamente 
publicado en inglés y en español. La versión en español es la siguiente: Von 
Bogdandy, A. et al. “A manera de prefacio: Ius Constitutionale Commune en 
América Latina: un enfoque regional del constitucionalismo transformador”, en 
Von Bogdandy, A. et al. (coords.). Ius Constitutionale Commune en América Latina. 
Textos básicos para su comprensión. México: Instituto de Estudios Constitucionales 
del Estado de Querétaro y Max Planck Institute for Comparative Public Law 
and International Law, 2017. 

22	 Von Bogdandy, A. “Ius Constitutionale Commune en América Latina: una 
mirada a un constitucionalismo transformador”, Revista Derecho del Estado, 
n.° 34, 2015, pp. 3-50.
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tradicionalmente provincianas e internacionalistas del 
derecho parecen ofrecer respuestas limitadas. Otro factor 
para el cuestionamiento de los modelos jurídicos tradicio-
nales es la transformación de los estados latinoamericanos 
en su inserción dentro del capitalismo global, incluyendo 
su adopción de sistemas electorales demo-liberales y un 
tránsito hacia burocracias reguladoras de la economía de 
mercado. Dentro de estas transformaciones, una nueva 
ola de reformas políticas incluye a un actor público tradi-
cionalmente disminuido en los planes de restructuración 
económica: el Poder Judicial23. Las reformas judiciales 
tendientes a otorgar un mayor peso político a dicho poder 
tienen además el objetivo de crear un ámbito de seguridad 
jurídica para las transacciones económicas y en especial 
para la propiedad privada. Entre estas reformas resaltan 
la creación de jurisdicciones constitucionales especiales y 
un acoplamiento diferente del derecho internacional, en 
especial del derecho internacional de los derechos humanos, 
en el derecho interno. Estos dos cambios institucionales 
han sido la base para el planteamiento principal del Iccal. 
El propio nombre del proyecto Iccal implica una extensión 
de la tradición continental europea al sistema jurídico lati-
noamericano. Su éxito deriva de mantener un énfasis en la 
relación entre el derecho nacional y el Derecho Internacional 
de los Derechos Humanos, sobre todo en el diálogo entre 
cortes nacionales y el Sistema Interamericano de Derechos 
Humanos.

Además de su influencia, un aspecto esencial ha sido 
el enfoque regional de una teoría global del derecho, que 

23	 Sobre el cambio de paradigma del lugar de las cortes en la política y los cambios 
en la teoría constitucional en América Latina se puede consultar: Couso, J. “The 
Transformation of Constitutional Discourse and the Judicialization of Politics 
in Latin America”, en Couso, J., A. Hunneeus y R. Sieder. Judicialization and 
Political Activism in Latin America. Cambridge: Cambridge University Press, 
2010. 
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tiende un puente transatlántico entre la relación interna-
cional, regional-comunitaria y estatal europea y la relación 
internacional, regional-interamericana y estatal en América 
Latina. El enfoque regional del constitucionalismo transfor-
mador tiene tres programas principales: el fortalecimiento 
de la democracia, el Estado de derecho y los derechos 
humanos24. La totalidad de los tres programas encajan 
bien en una agenda de democratización de los estados 
latinoamericanos emprendida por nuevas generaciones de 
juristas, sobre todo liberales de centro derecha y de centro 
izquierda, para romper con las tradiciones del autoritaris-
mo de partido único o hegemónico (México o Paraguay), 
esquemas de competencia electoral altamente reducida a 
dos partidos (Uruguay, Argentina, Venezuela y Colombia), 
la experiencia de dictaduras militares (Argentina, Uruguay, 
Brasil, Paraguay, Bolivia, Chile, República Dominicana), 
conflicto armado interno o regional (Honduras, Guatemala, 
El Salvador, Nicaragua, Colombia y Perú) o una combina-
ción de estas condiciones.

Pero no todo se reduce a un cambio generacional. El 
diálogo fructífero y estratégico entre la comunidad episté-
mica del Iccal en Alemania y otros lugares de Europa y el 
Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional resultó 
fundamental para reunir a varias generaciones de juristas e 
inclusive influir en algunos actores institucionales clave. A 
la fecha la red del Iccal es más numerosa que la del SELA, 
que opera selectivamente e incluye a 250 miembros de la 
Red del Coloquio Iberoamericano25. No es casualidad que 
el artículo más representativo del programa del Iccal sea la 
intervención del profesor Von Bogdandy en el cuadragé-

24	 Von Bogdandy, A. “Ius Constitutionale Commune en América Latina…”, cit., 
p. 3. 

25	 Estos datos provienen de la página del Iccal en el sitio del Instituto Max 
Planck: http://www.mpil.de/de/pub/forschung/nach-rechtsgebieten/
oeffentliches-recht/ius-constitutionale-commune.cfm 
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simo aniversario del Instituto Iberoamericano de Derecho 
Constitucional en el 2014[26]. De ahí que gran parte del éxito 
del “viaje” del Iccal como teoría del derecho global es la 
sólida, numerosa e influyente comunidad epistémica.

Basta por ahora dejar claro el uso del término “viaje”. En 
general, la teoría del Iccal se sitúa en un primer momento 
en el diálogo localizado en uno de los centros de investi-
gación más prestigiosos de Europa, que es el Instituto Max 
Planck. La construcción del diálogo con diferentes centros 
educativos y de investigación en América Latina, se produce 
en gran medida por contactos personales, aunque también 
institucionales como el del Instituto de Investigaciones Ju-
rídicas de la unam. En este lugar original de producción se 
incluye el viaje de la teoría hacia América Latina y de vuelta. 
El término “viaje” apunta a los problemas y adaptaciones 
a las que se somete la teoría y la vuelta de la apropiación. 
William Twining ha desarrollado dicho concepto en el 
ámbito del derecho; de tal manera, defiende conceptos 
que “viajan bien” y otros que “viajan mal”27. En muchos 
sentidos, el Iccal ha sido una teoría que ha “viajado bien” 
tanto a América Latina como de regreso a Europa. El éxito 
deriva de las condiciones señaladas no por Twining, sino 
originalmente por Edward Said en su teoría viajera28.

La noción de diálogo en el Iccal, con tintes evidentemente 
habermaseanos, es especialmente atractiva, ya que implica 
la influencia recíproca transatlántica, y no se limita a un 
manifiesto de buenas intenciones, ya que nociones centrales 
como el constitucionalismo transformador provienen del 
sur global, concretamente desde Colombia y Sudáfrica29. De 

26	 Op. cit.
27	 “Have concepts, will travel: analytical jurisprudence in a global context”, 

International Journal of Law in Context, vol. i, n.° 1, 2005, pp. 5-40. 
28	 “Traveling Theory”, en Said, E. W. The World, the Text and the Critic. Cambridge: 

Harvard, 1983, pp. 227-247. 
29	 Op. cit., p. 5. 
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especial relevancia en la región es el viaje a contracorriente 
(de Colombia hacia Alemania, algo poco común en una 
academia especialmente eurocéntrica como la jurídica) del 
concepto de constitucionalismo transformador, de uno de 
los artífices de la Constitución colombiana de 1991: Manuel 
José Cepeda. De hecho, el profesor Cepeda fue invitado para 
dictar la master class en 2018 en el Instituto Max Planck, lo 
cual es un privilegio que por primera vez se le otorga a un 
latinoamericano30.

Otra aportación es que, si bien la piedra angular del 
Iccal reposa en una nueva relación entre derecho interno y 
derecho internacional, esta se da en una triple vertiente de 
teoría constitucional, comparada e internacional, lo cual lo 
posiciona como una teoría del derecho global con carácter 
de diálogo interregional europeo-latinoamericano31. La 
superación de las tradicionales divisiones del trabajo aca-
démico jurídico en compartimientos de áreas del derecho 
es un avance muy positivo en un área de estudio especial-
mente disciplinada. También existían y quizá se mantienen 
disputas por la exclusividad de ciertos fenómenos jurídicos 
desde el constitucionalismo o el derecho internacional, en 
las que existía poco o nulo diálogo en algunas facultades 
en América Latina.

30	 Previamente las master class habían sido dictadas por profesores, sobre todo, 
europeos: en 2012 Eyal Benvenisti, en 2013 Jürgen Habermas, en 2014 Martti 
Koskenniemi, en 2015 Emmanuel Tourme-Jouannet, en 2016 Michael Zürn 
y en 2017 Joseph H. H. Wieler, según el sitio web del Instituto Max Planck: 
http://www.mpil.de/de/pub/arbeiten-am-institut/gespraechs-und-
arbeitsformate/max-planck-master-class.cfm 

31	 Las propuestas para una nueva relación entre el derecho internacional y el 
derecho constitucional se remontan a von Bogdandy, A. “Pluralism, direct 
effect, and the ulitmate say: On the relationship between international and 
domestic constitutional law”, International Journal of Constitutional Law, vol. 6, 
n.° 3-4, 2008, pp. 397-413, que fue traducido como el capítulo “Configurar la 
relación entre el derecho constitucional y el derecho internacional público”, 
del libro Hacia un nuevo Derecho público. Estudios de Derecho público comparado, 
supranacional e internacional. México: unam, 2011, p. 283.
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El Iccal se inserta en una discusión más amplia sobre el 
nuevo constitucionalismo en América Latina y comparte 
algunos rasgos con otros proyectos políticos como el neo-
constitucionalismo o el constitucionalismo desde el sur glo-
bal. En algunos casos los puntos de convergencia han sido 
minimizados para afirmar la autenticidad de una corriente 
teórica como genuino proyecto, causando algunas rispide-
ces32. Sin embargo, el proyecto resulta exitoso en cuanto a 
la gran participación de académicos latinoamericanos y su 
efecto multiplicador en el que actúa como una caja de reso-
nancia del Iccal en sus países de origen. Este relativo éxito 
se debe a dos iniciativas: las reuniones en Heidelberg y la 
apropiación del término y su traducción por importantes 
actores académicos en América Latina.

Respecto a la primera iniciativa de formación de la co-
munidad epistémica del Iccal, las reuniones, estas han sido 
prolíficas. Según los datos de la página web del Instituto 
Max Planck, desde 2004 se han realizado 120 coloquios ibe-
roamericanos33. El número abultado de reuniones también 
confirma la razón por la que los participantes suman 250. 
Además de los coloquios, que se realizan periódicamente 
como espacio de discusión en el Instituto, normalmente con 
un investigador iberoamericano que hace una presentación 
y después se discute con los invitados y personal del Institu-
to, también se realiza un seminario anual desde 2006[34]. Tales 

32	 Algunas críticas apuntan al carácter universalista del Iccal y su tendencia a 
que sus postulados sean lo suficientemente amplios como para acomodar 
varias posturas políticas, inclusive contradictorias; vid. Villagrán Sandoval, 
C. A. y Fernandes Carvalho Veçoso, F. “A Human Rights’ Tale of Competing 
Narratives”, Direito & praxis, vol. 8, n.° 2, 2017, pp. 1603-1651. 

33	 http://www.mpil.de/de/pub/forschung/nach-rechtsgebieten/
oeffentliches-recht/ius-constitutionale-commune/seminarios-anteriores-
event.cfm 

34	 Los seminarios anuales han tenido la siguiente temática: Integración 
suramericana (2006), El Derecho de Integración Suramericano en su contexto 
(2007), La integración jurídica en América del Sur. El sistema de protección de 
los derechos humanos como modelo exitoso (2008), La justicia constitucional: 
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espacios han congregado a académicos, jueces, funcionarios 
de los órganos del sistema interamericano y recientemen-
te a miembros de ong. La capacidad de convocatoria y el 
prestigio, así como el poder simbólico del Instituto Max 
Planck (el cual comparte con los otros convocantes en las 
redes analizadas, concretamente las facultades de derecho 
de Yale y de Harvard), han permitido el viaje del Iccal a los 
altos tribunales y facultades de derecho en América Lati-
na. A estos espacios hay que añadir el convenio celebrado 
con la Corte Interamericana de Derechos Humanos y los 
seminarios celebrados en 2015 en la Sala de Audiencias de 
dicho tribunal.

Una segunda iniciativa de diseminación del Iccal se ubica 
en la apropiación del término, sobre todo en publicaciones 
en América Latina. De manera general, las obras siguen 
el esquema de trabajos presentados en los seminarios por 
profesores europeos y latinoamericanos, además de ser 
obras coordinadas por el propio profesor Von Bogdandy 
y por la coordinadora del Seminario Iberoamericano en el 
Instituto Max Planck, que ejerce una labor fundamental en 
las relaciones del Iccal, la profesora Mariela Morales. En esas 

prolegómeno de un Ius Constitutionale Commune en América Latina (2009), 
Construcción y papel de los derechos sociales fundamentales. ¿Hacia un Ius 
Constitutionale Commune latinoamericano? (2010), Justicia constitucional y 
diálogo jurisdiccional. Hacia un Ius Constitutionale Commune en América Latina 
(2011), Diálogo sobre diálogos jurisdiccionales. Ius Constitutionale Commune 
Latinoamericanum (2012), Ius Constitutionale Commune latinoamericanum en 
derechos humanos en América Latina. Sus objetivos (2013), Celebración del 
décimo aniversario del Coloquio Iberoamericano y creación de la sección 
alemana del Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional (2014), 
Seminario Internacional: Los principios del Iccal y el derecho internacional 
económico: Posibles fortalecimientos recíprocos entre constitucionalismo 
transformador y un derecho sostenible del mercado globalizado (2014), 
e-Iccal: Construcción de la plataforma virtual desde el constitucionalismo 
transformador. xii Seminario Anual Latinoamericano del Instituto Max Planck 
de Derecho Público Comparado y Derecho Internacional Público (2017), y A 
50 años de la Convención Americana sobre Derechos Humanos: Los impactos 
de la jurisprudencia de la Corte Interamericana (2019).
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obras, además del director del instituto y la profesora Mo-
rales, también coordina otro profesor latinoamericano. Estos 
detalles, como la coordinación conjunta entre académicos de 
ambos lados del Atlántico, son fundamentales en el marco 
de esa comunidad epistémica. En un primer momento, las 
publicaciones reportadas del Iccal están relacionadas con 
la integración política y económica de la región, una idea 
que después parecería ser expulsada del núcleo del Iccal35. 
Propiamente el término agrupador del Iccal aparece como 
título de libro colectivo en 2010, que inauguraría una serie 
posterior de compilaciones de los trabajos de dicha comu-
nidad epistémica36. Además de los trabajos hechos desde 

35	 Hay cuatro primeros libros que siguen esta tendencia: von Bogdandy, A. 
et al. (coord.). ¿Integración suramericana a través del Derecho? Un análisis 
interdisciplinario y multifocal. Madrid: Centro de Estudios Políticos y 
Constitucionales, 2009; von Bogdandy, A. et al. (coords.). Direitos Humanos, 
Democracia e Integração Jurídica na América do Sul. Rio de Janeiro: Lumen Juris, 
2010; Morales Antoniazzi, M. et al. (coord.). Las implicaciones constitucionales 
de los procesos de integración en América Latina: un análisis desde la Unión 
Europea. Bilbao: ivap, 2011; y von Bogdandy, A. et al. (coord.). Direitos Humanos, 
Democracia e Integração Jurídica. Avançando no diálogo constitucional e regional. 
Rio de Janeiro: Lumen Juris, 2011. Los dos títulos publicados en Brasil abordan 
el tema de integración jurídica y en su título incluyen los tres postulados 
principales del Iccal: democracia, diálogo y derechos humanos. Sin embargo, 
llama la atención el uso del concepto de integración jurídica, frente al de 
integración general. La exclusión de un proceso de integración política en la 
región es explicitada por von Bogdandy: “El Iccal no apuesta por la integración 
funcional de la región, sino más bien por un constitucionalismo regional de los 
derechos con garantías supranacionales”, en “Ius Constitutionale Commune 
en América Latina…”, cit., p. 4. Después del giro adoptado en 2010 hacia el 
término del Iccal, salieron a la luz otras dos publicaciones que seguían bajo la 
terminología anterior: von Bogdandy, A. et al. (coord.). La Tutela Jurisdiccional 
de los Derechos. Del constitucionalismo histórico al constitucionalismo de la 
integración. Bilbao: ivap, Universidad del País Vasco, 2012; y von Bogdandy, A. 
et al. (coord.). Estudos Avançados de Direitos Humanos. Democracia e Integração 
Jurídica: Emergência de um novo direito público. Rio de Janeiro: Elsevier, 2013.

36	 Los títulos publicados a la fecha son, comenzando por los más antiguos: von 
Bogdandy, A. et al. (coord.). La Justicia Constitucional y su Internacionalización. 
Hacia un Ius Constituionale Commune en América Latina? Heidelberg y México: 
Max-Planck-Institut für ausländisches öffentliches Recht und Völkerrecht e 
Instituto Iberoamericano de Derecho Constitucional, 2010. Disponibles en: 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=2894 y http://biblio.
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el Iccal, el trabajo ha sido recibido por otros académicos 
que han mantenido posturas de cierto distanciamiento, en 
algunos casos, y también de apropiación de los conceptos, 
a manera de transculturación de algunos de sus conceptos 
básicos. En este sentido, se pueden leer los trabajos de re-
copilación de José María Serna de la Garza con el profesor 
Von Bogdandy, así como otras réplicas37.

C) El Institute for Global Law and Policy 
de la Universidad de Harvard  

El iglp tiene un carácter global y por ende no es una co-
munidad académica centrada en América Latina como el 
Consorcio, el Iccal o el sela. El iglp se proyecta como una 
red verdaderamente global y adopta una forma similar a 
la escala globalizada de los problemas jurídicos a los que 
se enfoca su investigación38. Su centro político gira alrede-

juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=2895; von Bogdandy, A. et al. (coord.). 
Construcción y papel de los derechos sociales fundamentales. ¿Hacia un Ius Cons-
titutionale Commune latinoamericano? México: unam-iij, 2011, disponible en 
http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3063; von Bogdandy, 
A. et al. (coord.). Ius Constitutionale Commune en América Latina. Rasgos, 
Potencialidades y Desafíos. México: unam-iij, 2014, disponible en: http://biblio.
juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3655; von Bogdandy, A. et al. (coord.). 
Ius Constitutionale Commune en Derechos Humanos en América Latina. México: 
Porrúa, 2013, y von Bogdandy, A. et al. (eds.). Transformative Constitutionalism 
in Latin America. The Emergence of a New Ius Commune. Oxford: oup, 2017. A 
esto se le debe añadir la participación del profesor von Bogdany con la voz 
Ius constitutionale commune en el Diccionario de Derecho Procesal Constitucional 
y Convencional, coordinado por Ferrer Mac-Gregor, E. et al., 2.ª ed. México: 
iij-unam, 2014.

37	 Soberanía y Estado abierto en América Latina y Europa. México: iij-unam, 2014. 
Disponible en: http://biblio.juridicas.unam.mx/libros/libro.htm?l=3705. 
Otros trabajos que dialogan con el Iccal son: Gómez Gamboa, D. Hacia la 
construcción del ius constitutionale commune en América Latina en materia de libertad 
de expresión e información. México: iij-unam, 2016; García Jaramillo, L. “Desafíos 
de la interamericanización del Derecho: la contribución del Ius Constitutionale 
Commune”, Revista de Derecho Público, uned, n.° 97, 2016, pp. 335-368. 

38	 De manera general, la información del iglp proviene de los documentos 
existentes en su página web: http://iglp.law.harvard.edu/ 



63

dor del círculo de David Kennedy y muchos exalumnos 
de posgrado de la Facultad de Derecho de la Universidad 
de Harvard. Ese mismo sitio de producción fue el lugar 
de donde nacieron dos de los movimientos de renovación 
más interesantes del derecho internacional: los grupos de-
nominados nail (New Approaches to International Law) y 
el más centrado al sur global y por ende a Latinoamérica, 
Twail (Third World Approaches to International Law)39. A 
todas luces, el iglp es un proyecto jurídico más ambicioso en 
términos globales y opera de manera más institucionalizada 
con comités honorarios, asesores y académicos, con perso-
nas más cercanas a las directivas de grandes organizaciones 
filantrópicas, incluyendo al actual rey de España y algunos 
expresidentes, así como prestigiados académicos. Las for-
mas de operación son grandes conferencias, seminarios 
y un programa de estancias académicas, principalmente.

Si bien es la más compleja de las redes analizadas, solo 
se observarán estas pinceladas, ya que su proyecto es esen-
cialmente global40. Aun así, el iglp es un lugar de partici-
pación activa de académicos latinoamericanos, sobre todo 
chilenos, colombianos y brasileños. La Universidad de Sao 
Paolo y la Universidad de los Andes son dos socios latinoa-
mericanos de la red y uno de los seminarios se celebró en 

39	 Al igual que el Iccal, tanto el Nail como el Twail operan con algunos 
documentos fundamentales o manifiestos: Beneyto, J. M. y Kennedy, D. (eds.). 
New Approaches to International Law: The European and the American Experiences. 
La Haya: T.M.C. Asser, 2012; Mutua, M. and Anghie, A. “What is Twail?”, 
Proceedings of the Annual Meeting (American Society of International Law), 
vol. 94, 2000, pp. 31-40; Eslava, L. y Pahuja, S. “Beyond the (Post)Colonial: 
Twail and the Everyday Life of International Law”, Journal of Law and Politics 
in Africa, Asia and Latin America, Verfassung und Recht in Übersee (vrü), vol. 
45, n.° 2, 2012, pp. 195-221, y “Between Resistance and Reform: Twail and the 
Universality of International Law”, Trade, Law and Development, vol. 3, n.° 1, 
2011, pp. 103-130.

40	 Para un panorama más completo del iglp: iglp Network Report, 2010-2018. 
Disponible en: https://issuu.com/iglp/docs/iglp_compressed_fb_for_
web?e=20778865/61323633 
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dicha universidad bogotana. El valor más importante de 
dicha red es la discusión entre académicos del norte global 
y del sur global y entre los del sur global, si bien mediada 
por las condiciones, términos y habitus de una importante 
universidad del norte global como Harvard. En términos 
generales, el objetivo de influencia en las políticas públicas 
globales es mucho más definido que en el Iccal y en el sela, 
ya que parte integral del iglp es la participación directa e 
indirecta de personas influyentes en las políticas públicas 
globales. No obstante estos objetivos, el iglp ha sido un lu-
gar de formación fundamental para una gran variedad de 
jóvenes y talentosos juristas latinoamericanos, incluyendo 
algunos que comparten perspectivas críticas.

IV. El Consorcio Latinoamericano de Posgrado en 
Derechos Humanos y su contribución teórica 

Al realizar un primer ejercicio de comparación, el sela 
(1995) es la red más antigua y la más reciente es el iglp, 
creado en 2009, que más o menos es contemporáneo al 
ICCAL (2008) y al Consorcio (2009). Esto demuestra que 
el sela fue un gran innovador y que los otros esfuerzos se 
dan en un auge de intercambios académicos. El carácter del 
Consorcio lo distingue como puramente latinoamericano 
y además centrado en un área suficientemente general del 
derecho, para ser muy inclusivo, pero lo suficientemente 
definida para crear complicidades. Además del proyecto 
de posgrado común, el Consorcio desarrolló un método 
de trabajo similar tanto al iglp como al Iccal y el sela, pero 
con sus matices. De manera general se operaba por medio 
de reuniones y de seminarios41. Los primeros formatos 

41	 Gran parte de la información sobre el consorcio proviene de mi participación 
en las reuniones y seminarios de este, además de la página web http://www.
consorciodh.ufpa.br/ 
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implicaban una reunión entre representantes de todas las 
universidades parte del Consorcio; normalmente acudían 
una o, excepcionalmente, dos personas por universidad. 
Este formato deriva de la labor de Antonio Maués en la 
formación de la red, quien personalmente se comunicó a 
través de sus contactos, y después de personas sugeridas 
por otros contactos, con los representantes de las univer-
sidades. La relación comenzó en lo personal y derivó a 
lo institucional, y no en dirección opuesta. Este primer 
acercamiento se daba con personas vinculadas a facultades 
de derecho que mantuvieran programas de posgrado en 
derechos humanos activos; cerraba el marco disciplinar 
a un discurso, si bien amplio, en un campo disciplinario, 
y a unas prácticas y valores, que en ese entonces tendrían 
una cohesión más o menos fuerte en América Latina. Sin 
embargo, el éxito del discurso de derechos humanos como 
ética pública globalizada implicó una mayor laxitud en la 
cohesión de las primeras reuniones. En estas participaron 
académicos de áreas del derecho privado y administrativo, 
pero la gran mayoría provenía de las áreas del derecho 
internacional y el derecho constitucional42. Las reuniones 
permitían un espacio más cerrado de discusión sobre los 
proyectos del Consorcio como estancias académicas, y la 
situación de los estudios legales en las distintas facultades.

Se celebraron tres reuniones con los siguientes temas, 
fechas y lugares: la primera en la Pontifica Universidad 
Católica del Perú, en Lima, que giró en torno a la discusión 
de seguridad humana, delincuencia organizada y pobreza, 
con una mirada desde los derechos humanos (junio de 
2009). Una segunda reunión se celebró en Porto Alegre, en 
la Universidade do Vale do Rio dos Sinos (agosto de 2010), 

42	 Los perfiles de las personas que participaron tanto en las reuniones como en 
los seminarios se pueden deducir de los títulos de las ponencias presentadas, 
las cuales pueden ser consultadas en la página del consorcio: http://www.
consorciodh.ufpa.br/ES_index.htm 
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en la que se definieron más las líneas de investigación del 
Consorcio. Finalmente, una tercera reunión de trabajo se 
combinó con un seminario académico en la Universidad 
Austral de Chile en Valdivia (mayo de 2011), cuyo tema se 
centró en los desafíos para la investigación y enseñanza de 
los derechos humanos. Este último giro de las reuniones se 
volcó a uno de los propósitos fundamentales del Consor-
cio, la educación jurídica. Estas reuniones definieron cinco 
grupos de investigación que se agruparon por temas y eran 
coordinados por un miembro del Consorcio. Los grupos son: 
1. los derechos económicos, sociales y culturales: estudios 
multidisciplinarios y aportes creativos para su efectiva 
comprensión y cumplimiento; 2. diversidad étnica y dere-
chos humanos; 3. filosofía y derechos humanos; 4. género y 
derechos humanos, y 5. protección interna e internacional de 
derechos humanos. Las reuniones reposaban mucho sobre 
las relaciones interpersonales de los miembros, como todo 
el Consorcio, lo cual implicaba que una rotación de miem-
bros podía interrumpir o retrasar el trabajo establecido en 
las reuniones. Esta fue, en mi opinión, la principal potencia 
y también debilidad del trabajo del Consorcio. Al reposar 
en relaciones personales más sólidas que otras redes y por 
ende menos intercambiables con otras personas vinculadas a 
las universidades socias del Consorcio, se lograba un mayor 
grado de interacción, pero con el riesgo de que las posiciones 
fueran repetitivas. En gran medida el trabajo fue pincelado 
por los asiduos a las reuniones, y las instituciones que no 
eran representadas por la misma persona parecían diluirse.

El otro espacio de trabajo del Consorcio fueron los semi-
narios. Estos eventos eran mucho más grandes y abiertos, 
lo que permitía una interacción con un mayor número de 
personas y, en especial, la participación de alumnos de 
pregrado y posgrado, tanto de algunas universidades del 
Consorcio como externas. Se celebraron cinco seminarios 
en las siguientes universidades y con distintos temas: el 
primero fue en el corazón del proyecto, la Universidad Fe-
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deral de Pará en 2008. Un segundo seminario se desarrolló 
en la Universidad Federal de Paraíba con el tema relativo 
a Derechos Humanos e integración latinoamericana, en 
diciembre del 2010. El tercero se volvió a celebrar en Brasil, 
concretamente en la Universidad de Brasilia, en marzo del 
2012. El cuarto se centró en la eficacia nacional e internacio-
nal de los derechos humanos y la sede fue la Universidad 
de Fortaleza –primera vez que se daba en una universidad 
privada en Brasil– en 2013. Un último seminario, que salió 
por primera vez de Brasil, fue auspiciado por un reciente 
miembro del Consorcio: la Universidad Nacional de Asun-
ción (Paraguay) en 2014. Si bien los primeros cuatro eventos 
fueron seminarios en los que participaban los miembros 
del Consorcio, además se hacía una convocatoria pública, 
sobre todo a alumnos de posgrado, sumada a una invitación 
a otros académicos extra-Consorcio. De manera distinta, 
el seminario en Asunción fue más parecido al formato de 
reunión y mostró un cierto agotamiento de las formas de 
trabajo dentro del Consorcio.

Además, el Consorcio realizó distintas publicaciones 
relacionadas con los seminarios43. Un dato de la originali-
dad en el trabajo del Consorcio es la publicación de Hendu. 
Revista Americana de Direitos Humanos44. El Consejo Editorial 
de la revista representaba en gran medida el motor y el 
ethos alrededor del Consorcio, además de tomar un nombre 
tupí-guaraní.

43	 A la fecha se han publicado tres libros derivados de presentaciones en los 
seminarios y reuniones del consorcio: Culleton, A. et al. Direitos Humanos 
e Integração Latino-Americana. Porto Alegre: Entrementes Editorial, 2011; 
D’Ávila Lopes, A. M. y Maués, A. (orgs.). A eficácia nacional e internacional dos 
direitos humanos. Rio de Janeiro: Lumen Juris, 2013, y Maués, A. y Almada, M. 
(coords.). Verdade, Justiça e Reparação na América Latina. Rio de Janeiro: Lumen 
Juris, 2015.

44	 Los números disponibles en la página del consorcio comprenden seis 
volúmenes que van desde el 2010 hasta el 2015: https://periodicos.ufpa.br/
index.php/hendu/issue/archive 
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V. El golpe de estado en Brasil, la crisis de la Unión 
Europea y la creciente norteamericanización de la 
academia: sombras sobre un proyecto latinoamericano  

El trabajo del Consorcio parece haber encontrado fuertes 
obstáculos llegado el 2015. Las reuniones y seminarios no 
se han vuelto a celebrar de manera tan periódica. Existen 
muchas razones que pueden explicar esta fatiga, las cuales 
pueden ser agrupadas en tres: el decepcionante declive del 
momento latinoamericano, una fatiga institucional entre 
los miembros por la simultaneidad de otros proyectos, y 
un relevo generacional que implica un giro hacia la nor-
teamericanización de la academia jurídica.

Los tiempos de disminución de la actividad del Con-
sorcio son también de crisis del momento latinoamericano. 
Un revés electoral en Argentina y el giro a la derecha en 
gran parte de los países de América Latina se sumaron a 
la situación más preocupante de todas: el golpe de estado 
en Brasil45. Dada la fuerte representación brasileña en el 
Consorcio, el cambio político implicó una reducción brutal 
en el horizonte de posibilidades de cooperación con las 
universidades. La reducción de los presupuestos, el acoso 
a profesores y el general desencanto causado con posterio-
ridad han sido duros golpes para el proyecto académico 
latinoamericano.

La segunda razón obedece a una multiplicidad de 
proyectos. Concretamente, el homenajeado profesor Maués 
impulsó una red de cooperación entre algunos miembros 
del Consorcio, otras universidades latinoamericanas y uni-

45	 No dudo en calificar de golpe de estado la interrupción orquestada en 
contra del gobierno, emanado por las urnas, de Dilma Rouseff y la posterior 
persecución penal del expresidente Luiz Ignacio Lula da Silva. Para un 
análisis, vid. Gentili, P. (ed.). Golpe en Brasil: genealogía de una farsa. Buenos 
Aires: Clacso, 2016.
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versidades de la Unión Europea46. Varias universidades del 
Consorcio, y sobre todo personas activas en este, comenza-
ron a realizar trabajos en ambos foros. De alguna manera, 
inintencionada, las dos redes terminaron compitiendo por el 
tiempo y la presencia de personas en común. Dicha compe-
tencia también supuso un importante cambio generacional 
y de enfoques. Cambios en las formas de presentación de 
trabajos, un alto rigor científico y una concentración en 
temas más interdisciplinares y complejos parecieron dar el 
triunfo a la red transatlántica sobre su prima más mestiza. Al 
final, el Consorcio parecía volcarse en aspectos de posición 
de los tratados y análisis de sentencias, mientras que la red 
transatlántica apretaba en temas de pedagogía jurídica y 
los nuevos problemas sobre extractivismo y derechos hu-
manos. La última reunión, en la Universidad Externado de 
Colombia en 2017, parecía una amalgama del Consorcio con 
el trabajo de la red transatlántica. Un tema concreto: mine-
ría y derechos humanos, y un método de trabajo conjunto 
más riguroso y con participación de brillantes académicos 
jóvenes parecían muy halagadores.

Empero, al golpe de estado en Brasil le seguiría una 
profundización de la crisis de la Unión Europea, lo cual 
significaba la posible pérdida de dos fuentes importantes de 
financiamiento sustentable para estos trabajos. Además, las 
condiciones de docencia e investigación en ambos lados del 
Atlántico parecían ser más precarias y cada vez más preo-
cupadas por la inserción en una academia global, estilizada 
por las facultades de derecho de eua. Un enfoque hacia la 
búsqueda de fondos, la mayor presencia de universidades 
privadas de élite y, sobre todo, la reafirmación de un habitus 
académico norteamericano parecían ser las tendencias más 
visibles. En especial, un comportamiento que combina las 

46	 La red es dhes-alfa. Más información se puede consultar en https://www.
upf.edu/dhes-alfa/es/ 
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habilidades de un alto ejecutivo de Wall Street con las de 
una prima donna del mundo del arte contemporáneo parece 
asentarse en las facultades de derecho de élite en América 
Latina. El viejo profesor comprometido y freireano parece 
ser otra más de las cuestiones a superar. Sin embargo, mien-
tras más globalizada la academia, menos latinoamericana 
parece. Por momentos, los profesores latinoamericanos 
parecemos informantes locales en grandes redes de inves-
tigación planteadas extractivamente desde el norte global, 
o simples expertos de estudios del área del derecho sobre 
América Latina. El profesor Maués imaginó una red en la 
que no solo teníamos el papel de testigos del derecho fallido 
en América Latina, sino también capaces de resaltar nuestro 
potencial regional. Ante unas conferencias situadas en el 
norte global, con solo remanentes de los sectores más elitis-
tas del tercer mundo, quizá la contribución más importante 
de Antonio es que se pueden crear importantes redes bajo 
el principio derridiano de las políticas de la amistad47. Por 
todo eso, muchas gracias, Antonio.
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Capítulo 2. Sobre a fraternidade:  
um desafio aos direitos humanos  

Helena Esser dos Reis*

Apresentação do problema  

Um traço comum às declarações de direitos é a afirmação 
que os direitos declarados são universais, ou seja, valem 
para todos. A Declaração de Independência dos Estados 
Unidos de 1776 afirma: “Consideramos estas verdades 
autoevidentes: que todos os homens são criados iguais, 
dotados pelo seu Criador de certos Direitos inalienáveis, 
que entre estes estão a Vida, a Liberdade e a busca da Feli-
cidade” (dudh, 2009, p. 219). Com forte semelhança a esta 
frase extraída do Preâmbulo da Declaração Americana, a 
Assembleia Francesa, em 1789, afirma no primeiro artigo 

*	 Doutora em Filosofia pela Universidade de São Paulo (usp), Brasil. Professora 
de Ética e Filosofia Política na Faculdade e no Programa de Pós-Graduação em 
Filosofia; Professora de Fundamentos dos Direitos Humanos no Núcleo e Pro-
grama de Pós-Graduação Interdisciplinar em Direitos Humanos da Universidade 
Federal de Goiás (ufg), Brasil. Pesquisadora do cnpq. 
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da Declaração dos Direitos do Homem e do Cidadão: “Os 
homens nascem e permanecem livres e iguais em direitos” 
(dudh, 2009, pp. 225-226). Contudo, apesar das Declarações, 
a universalidade de direitos afirmada encontrou enormes 
dificuldades para efetivar-se. Nos Estados Unidos, apenas 
em 1863, quase noventa anos depois, o então presidente 
Lincoln emitiu o Ato de Emancipação, por meio do qual 
declarou livres os quase quatro milhões de escravos ne-
gros dos estados americanos confederados. Ainda assim, 
a humilhação e a violência contra estas pessoas não foi 
aniquilada pelo ato presidencial. Pelo contrário, sociedades 
racistas, como a Ku Klux Klan, surgem nesta época. Do 
mesmo modo, na França revolucionária, Olympia de Gou-
ges, uma feminista avant la lettre que encantou-se com os 
novos tempos, propôs a Declaração dos Direitos da Mulher 
e da Cidadã em 1791. Contudo, sua luta pela igualdade de 
direitos políticos e civis entre homens e mulheres foi rapi-
damente interrompida pelo Tribunal Revolucionário que, 
rechaçando a defesa dos direitos da mulher, a condenou à 
guilhotina em novembro de 1793.

As declarações, em pese as dificuldades para efetivarem-
-se, cumprem uma importante tarefa simbólica que movem 
o imaginário popular insuflando novas possibilidades. O 
ato de declarar, já no século xvi, é compreendido como um 
ato de soberania na medida em que expressa a vontade do 
magistrado supremo1. Quando então, no final do século 
xviii, o povo toma para si o ato declaratório – seja declaração 
de independência da Colônia, seja declaração de direitos 
à revelia da Coroa, está investindo-se simbolicamente do 
poder supremo e dando início a um lento processo de trans-
formações políticas, civis, sociais, econômicas, culturais.

1	 Veja: Barros, Alberto Ribeiro. Conceito de soberania no Methodus de Bodin. 
Discurso, n.° 27, 1996, pp. 139-155.
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É preciso lembrar que uma concepção universal de 
humanidade, que faz com que as pessoas se reconheçam 
como genericamente iguais já está presente no pensamento 
estoico e na doutrina cristã que remonta ao final do Império 
Romano. Tal ideia, entretanto, não implicava, até a auro-
ra da modernidade, a possibilidade de reivindicação de 
direitos dos indivíduos e não impedia a convivência com 
as mais diversas formas de opressão social e política, que 
determinavam subserviência de uns aos outros. Entretanto, 
os homens do século xviii, apesar de habituados a toda sorte 
de diferenças, ousaram declarar –ainda que genericamen-
te– que pessoas nada parecidas com eles mesmos (servo, 
camponês, mendigo, iletrado, mulher, escravo, judeu, ín-
dio) eram iguais por natureza e, portanto, com os mesmos 
direitos de humanidades.

A ruptura moderna com a visão de mundo que dava 
sustentação ao Antigo Regime, entre outras coisas, trans-
formou a maneira de cada um compreender a si mesmo 
e suas relações com o outro e com o mundo. O Homem2 
–ser genérico– passou a ser concebido como indivíduo 
racional (capaz de compreender a si mesmo e suas rela-
ções com o mundo e com os demais), portador de direitos 
naturais irrevogáveis à vida, à liberdade e à igualdade. 
A partir da modernidade não é mais a comunidade e a 
hierarquia que norteiam as relações dos Homens entre si 
e com o mundo, mas a perspectiva do indivíduo. Enten-
dendo-se racional e livre e desconfiando da tradição e das 
superstições, cada um encontra em si mesmo as condições 
necessárias para confrontá-las. Em vista desta capacidade 
de pensar e agir segundo regras que possa aceitar para 
si e, ao mesmo tempo, que possam ser aceitas por todos 

2	 Para evitar ambiguidades usarei Homem para referir o gênero humano no 
âmbito do pensamento moderno e homem/ns quando se trata de indivíduo/s 
do sexo masculino. Esta regra só não será usada em citações, a fim de manter 
a grafia original do autor. 
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os demais, o indivíduo torna-se fonte ordenadora e se 
relaciona com os outros e com o mundo a partir de sua 
própria auto-compreensão3.

Tornado indivíduo, o Homem libera-se da comunida-
de e, ao mesmo tempo, se afasta dos outros se fechando 
em si mesmo.4 Pois, se a razão individual só encontra 
em si mesma critérios para o julgamento (ainda que 
estenda este entendimento a todos indivíduos), cada 
um tende a buscar o próprio interesse e bem-estar. Os 
compromissos ou responsabilidades de uns para com os 
outros se perdem, na medida em que os vínculos que os 
prendiam numa longa cadeira hierárquica alargam-se e 
afrouxam-se, enquanto a condição humana de raciona-
lidade e liberdade generaliza-se. Este contexto permitiu 
que, desde o início do século xix, explodissem inúmeras 
lutas por reconhecimentos de direitos promovidas por 
grupos estreitamente vinculados e, ao mesmo tempo, se 
fortalecessem concepções discriminatórias e racistas com 
pretensa base de cientificidade.

3	 A noção de Homem na tradição filosófica é longa e diversificada. Para uma 
rápida compreensão deste conceito e suas implicações ético-políticas sugiro 
a leitura dos artigos: Pequeno, Marconi. “O sujeito dos direitos humanos”; 
Rabenhorst, Eduardo. “O valor da pessoa humana e o valor da natureza”.

4	 A ideia de indivíduo, por si mesma, não implica o fechamento de si sobre 
si, que caracteriza mais propriamente o individualismo do que a individu-
alidade própria a cada pessoa. Esta, individualidade ou singularidade, só 
é possível quando as pessoas passam ser consideradas como indivíduos; o 
individualismo (cuja origem também depende do surgimento da noção de 
individuo) distingue-se de individualidade, pois é, antes, uma atitude de 
isolamento em relação aos demais. É neste sentido que Tocqueville afirma: “O 
individualismo é um sentimento refletido e pacífico, que dispõe cada cidadão 
a se isolar da massa de seus semelhantes e a se retirar à parte com sua família 
e seus amigos; de tal modo que, após de criado uma pequena sociedade para 
si, abandona de bom grado a grande sociedade” (Tocqueville, 1992, p. 612). 
Sobre as consequências sociais e políticas do individualismo sugiro a leitura 
dos capítulos 1 à 5 da segunda parte do segundo tomo de A Democracia na 
América de Alexis de Tocqueville. 
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I. O sentimento do outro  

Em um período cujas relações econômicas, sociais, culturais, 
morais e políticas estavam construídas sobre a escravidão, a 
desigualdade, a subordinação, a subserviência e a opressão, 
tanto a Declaração de Independência norte-americana (1776), 
quanto a Declaração francesa dos Direitos do Homem e do 
Cidadão (1789) fundam-se na concepção de que os Homens 
são livres e iguais e, que tal liberdade e igualdade são sagra-
das e invioláveis, posto que são constitutivas da humanidade 
dos Homens. Estas declarações, à revelia das grandes dispa-
ridades então existentes, facultaram o ultrapassamento da 
generalidade da condição de criaturas de Deus e de servos do 
rei (que vinculava uns aos outros numa longa e imóvel cadeia 
hierárquica plena de deveres de uns para com os outros em 
vista de suas posições, mas sem qualquer compromisso com 
o outro) possibilitando a cada um reconhecer-se – generica-
mente–como igual a todos os demais.

Partindo da comparação entre as sociedades aristocrática 
e democrática, Alexis de Tocqueville mostra como naquela 
sociedade, apesar das ligações estreitas que uniam o senhor 
ao servo e este àquele, não havia entre eles um sentimento 
de simpatia que os vinculasse pelo reconhecimento de uni-
dade da espécie humana, mas apenas de obrigação e hábito 
decorrente das instituições civil e religiosa.

Num povo aristocrático, cada casta tem as suas opiniões, os 
seus sentimentos, os seus direitos, os seus costumes, a sua 
existência a parte. Assim, os homens que a compõem nunca 
se parecem a todos os outros, nunca tem a mesma maneira 
de pensar e de sentir, e mal chegam a crer que fazem parte da 
mesma humanidade (Tocqueville, 1992, p. 677).

Nem mesmo a ideia de sofrimento ou dor era compar-
tilhada pelos Homens daqueles tempos de desigualdades. 
Tocqueville cita um trecho da correspondência da Marquesa 
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de Sévigné para sua filha (em 1675), no qual ela descreve 
com tamanha insensibilidade a crueldade utilizada para 
reprimir os movimentos tumultuosos do povo contra um 
novo imposto cobrado. Sua raiva e desprezo contra o povo 
revoltoso levou Tocqueville a concluir que, não sendo ela 
uma “criatura egoísta ou bárbara”, mas “sensível, bon-
dosa e indulgente com seus vassalos e criados”, ela “não 
imaginava claramente o que era sofrer quando não se era 
nobre” (Tocqueville, 1992, p. 679). As diferenças entre uns 
é outros são tão grandes que a possibilidade de colocar-se 
no lugar do outro, de compreender a situação do outro, de 
solidarizar-se com o outro é completamente inexistente.

Passados cerca de 150 anos daquele episódio e quase 50 
anos da Revolução Francesa, Tocqueville observou entre 
seus conterrâneos franceses o reconhecimento do outro 
como semelhante e a capacidade de identificar-se uns com 
os outros na medida em que reconhecem estar sujeitos às 
mesmas misérias. Nos tempos de igualdade, afirma Tocque-
ville, os Homens adquirem uma mesma opinião comum, 
mais ou menos todos compartilham de uma mesma maneira 
de pensar e sentir, de modo que “cada um deles pode julgar 
num momento as sensações de todos os outros: lança um 
rápido olhar para si mesmo, tanto lhe basta” (Tocqueville, 
1992, p. 680).

A crítica de Tocqueville, filho da nobreza francesa, à Mar-
quesa de Sévigné tem como suposto esta nova maneira de 
relacionar-se com o outro. Passada a Revolução, ninguém 
mais ousaria compartilhar com ela a mesma frieza e cruel-
dade, pois, já no início do século xix, afirma ele: os Homens 
“mostram uma compaixão geral por todos os membros da 
espécie humana” (Tocqueville, 1992, p. 680). Por meio do 
reconhecimento do sofrimento do outro como algo que 
toca a cada um (há algo de interpessoal na miséria de quem 
quer que seja) os Homens vinculam-se uns aos outros e 
percebem-se como genericamente iguais.
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As observações de Tocqueville fazem eco à ideias já apre-
sentadas por Rousseau. Em Emílio5, onde retoma a ideia de 
igualdade natural desenvolvida no Discurso sobre a origem 
e os fundamentos da desigualdade entre os homens, Rousseau 
insiste que as pessoas ao nascer não são “nem reis, nem no-
bres, nem cortesãos, nem ricos; todos nascem nus e pobres, 
todos sujeitos às misérias da vida, às tristezas, aos males, às 
necessidades, às dores de todas as espécies; enfim, todos são 
condenados à morte” (Rousseau, 1969, p. 504). Isto significa 
que, embora cada um seja singular e, portanto, distinto de 
todos os demais, não são propriamente desiguais. A desi-
gualdade é desenvolvida pelas relações sociais e é legiti-
mada pelas instituições criadas pelos próprios Homens. A 
fim de manter o jovem Emílio em acordo consigo mesmo, 
igual a quem quer que seja, Rousseau afirma que é preciso 
fazê-lo sensível ao sofrimento alheio, fazê-lo transportar-se 
para fora de si mesmo.

Neste sentido, o episódio da plantação de favas é bastan-
te ilustrativo. Entre as diversas lições que podem ser tiradas 
daquela situação é, particularmente, o desenvolvimento 
da consciência do outro que aqui nos interessa. Emílio, 
um menino entre 9 e 12 anos, não havia recebido ainda ne-
nhuma lição sobre respeito ao outro quando encontrou sua 
pequena lavoura de favas arrasada. Triste, irritado, raivoso 
chorava por sentir-se desrespeitado pela ação de alguém 
que destruiu seu trabalho. Neste momento de dor é ainda 
surpreendido pela grave indignação do jardineiro Robert, 
pois, sem se dar conta, Emílio plantou favas no canteiro 
onde o jardineiro já havia plantado melões de malta. Se 
Emílio estava desolado por ver seu canteiro de favas ani-
quilado, reconheceu-se imediatamente na dor de Robert. O 

5	 A obra Emílio de Jean-Jacques Rousseau, cujo subtítulo é ou da Educação, é 
considerado pelos intérpretes do pensamento rousseauíta, na verdade, uma 
potente obra política.
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sentimento do outro, afirma Rousseau com este episódio, 
surge espontaneamente quando o Homem reconhece a si 
mesmo na dor do outro.
Rousseau e Tocqueville argumentam que as pessoas não 
são capazes de se colocar no lugar dos outros senão quando 
acreditam que não estão isentas de tal sorte6. Por isso, não 
se trata apenas de já ter vivenciado situações semelhantes, 
mas de compreender que as vicissitudes da vida a todos 
afetam: “ninguém se torna sensível a não ser quando sua 
imaginação se excita e começa a transportá-lo para fora de 
si” (Rousseau, 1999, p. 289). É justamente este sentimento 
compaixão (para usar um termo rousseauísta) ou de fra-
ternidade (um termo presente na Declaração de 1948), os 
quais remetem à acolhida de uns aos outros e, portanto, à 
ampliação dos direitos humanos a todas as pessoas, que 
mostra-se extremamente difícil aos indivíduos generica-
mente iguais.

II. Maleabilidade das verdades autoevidetes  

A afirmação dos direitos naturais e as Declarações de 
Direitos –americana e francesa– romperam com con-
cepções e tradições largamente estabelecidas, abalando 
as estruturas sociais e políticas e instigando os povos 
oprimidos a conquistarem o que consideravam seus 
direitos inalienáveis.

A própria Assembleia Nacional Francesa, aprovou no 
dia 03 de fevereiro de 1794 a lei de abolição da escravidão, 

6	 Assim como Tocqueville, Rousseau também denuncia, de modo muito irônico, 
que a desigualdade social de posições impede que a pessoa se transporte para 
fora de si e se coloque no lugar do outro: “Por que os reis são tão impiedosos 
para com os súditos? É porque têm certeza de que nunca serão homens. Por 
que os ricos são tão duros para com os pobres? É porque não têm medo de 
empobrecer. Por que a nobreza tem tamanho desprezo pelo povo? É porque 
um nobre nunca será um plebeu. [...]” (Rousseau, 1999, p. 291). 
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proposta pelos deputados Delacroix, Danton e Lavasseur, 
em todo território da República Francesa–incluindo suas 
colônias. Ideias, declarações, ações atravessaram o oceano. 
Nos séculos xviii e xix, Tiradentes, Simon Bolivar, José de San 
Martin, Benito Juarez, Dutty Boukman, Manuel de Salas, 
José do Patrocínio e muitos outros repercutem deste lado do 
Atlântico as ideias de liberdade e de igualdade, longamente 
elaboradas no velho continente, por eles compartilhadas. 
Isto não significa, seguramente, que os libertadores e abo-
licionistas alcançaram êxito em seus intentos. A mais ime-
diata transformação decorrente das declarações de direitos 
está relacionada a conquistas civis e políticas por parte de 
setores mais esclarecidos e ricos das sociedades. Entretanto, 
estas declarações abriram a possibilidade de uma profunda 
transformação de concepções.

Olympia de Gouges ousadamente reivindicou igualdade 
civil e política entre homens e mulheres, resistindo a uma 
longa tradição de subalternização e domínio que concebia 
as mulheres como menos capazes do que os homens. Se os 
revolucionários responderam utilizando-se de argumentos 
tradicionais para negar-lhe iguais direitos, demonstram 
não compreender o alcance de suas próprias concepções. 
Mas a Sra. de Gouges não titubeou, convictamente seguiu 
afirmando que, se as mulheres podem subir ao cadafalso 
por suas ideias, igualmente podem subir à tribuna. Segundo 
Lynn Hunt, o governo do Comité de Salut Public proibiu 
as mulheres de se reunirem em clubes políticos afirmando 
que elas “não são capazes de pensamentos elevados e me-
ditações sérias” (Hunt, 2009, p. 189). Ainda que argumentos 
discriminadores baseados nos costumes e tradições tenham 
sido efetivos contra o reconhecimento de iguais direitos à 
Olympia de Gouges por exemplo, tais argumentos come-
çam a se enfraquecer em vista das transformações sociais 
decorrentes das novas concepções que encorajaram a igual-
dade entre nobres e plebeus, a liberdade dos indivíduos, a 
independência dos estados.
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Justificar desigualdades e supremacias em costumes e 
tradições tornava-se cada vez mais difícil. Alguns velhos 
costumes foram derrubados. Após os eventos de 1789, os 
nobres não mais se atreviam a imaginar que seus servos 
não fossem propriamente humanos. Já não era mais pos-
sível justificar desigualdades e opressão apenas em vista 
de costumes e tradições. A manutenção da supremacia de 
uns sobre outros exigia novos fundamentos. O século xix 
traz, então, uma série de estudos biológicos, cujo fim é 
comprovar cientificamente as diferenças sociais e culturais 
observadas.

As diferenças tinham de ter um fundamento mais sólido se os 
homens quisessem manter sua superioridade em relação às 
mulheres, os brancos em relação aos negros ou os cristãos em 
relação aos judeus. Em suma, se os direitos deviam ser menos 
universais, iguais e naturais, era preciso explicar o por quê. 
Em consequência, o século xix presenciou uma explosão de 
explicações biológicas da diferença (Hunt, 2009, pp. 187-188).

As ideias universalistas do século xviii, ainda que pu-
dessem advogar certa primazia das civilizações europeias 
em geral, não negavam a possibilidade de todos os povos 
alcançarem – mesmo que tardiamente – o desenvolvimento 
da razão e da liberdade7. À diferença destas, as doutrinas 
racistas, sexistas, higienistas, discriminadoras e opressoras 
que se fortaleceram durante século xix8, queriam provar que 
certos grupos humanos não têm condições biológicas para 
tal desenvolvimento. Segundo Giarola, estas doutrinas opu-

7	 Os filósofos do iluminismo, de modo geral, articulavam natureza e história, 
razão e liberdade, como causas da tendência do gênero humano ao aperfei-
çoamento. A trajetória em direção ao progresso, não é linear, nem contínua, 
nem universal, mas é uma possibilidade para todos os Homens e todos os 
povos. Sobre este tema sugiro a leitura de Cassirer. A filosofia do Iluminismo.

8	 Sobre a origem do termo raça e de teorias raciais veja: Munanga, K. Uma 
abordagem conceitual das noções de raça, racismo, identidade, etnia. 
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nham-se ao legado iluminista do século xviii que, “devido 
aos pressupostos de igualdade das revoluções burguesas, 
apresentava uma visão unitária da humanidade” (Giarola, 
2010, p. 3).

Tomando por base a classificação dos seres vivos feita 
pela botânica e pela zoologia, inúmeros cientistas criaram 
critérios para classificar as pessoas, distinguindo-as se-
gundo características de pigmentação, antropométricas, 
morfológicas. Com base em tais características separaram 
as pessoas em raças9 e lhes associaram características psi-
cológicas, intelectuais e sociais:

Assim, os indivíduos da raça ‘branca’ foram decretados co-
letivamente superiores aos da raça ‘negra’ e ‘amarela’, em 
função de suas características físicas hereditárias, tais como a 
cor clara da pele, o formato da crâneo (dolicocefalia), a forma 
dos lábios, do nariz, do queixo, etc. que segundo pensavam, 
os tornam mais bonitos, mais inteligentes, mais honestos, mais 
inventivos, etc. e consequentemente mais aptos para dirigir e 
dominar as outras raças, principalmente a negra mais escura 
de todas, e consequentemente considerada a mais estúpida, 
mais emocional, menos honesta, menos inteligente e portanto 
mais sujeita à escravidão e a todas as formas de dominação 
(Munanga, 2003, p. 5).

As mais diversas teorias racistas, sexistas, higienistas, 
etc., oferecendo argumentos cientificistas separam, mais 
uma vez, uns dos outros e fortalecem preconceitos, discri-
minações, opressões. A ruptura entre uns e outros apro-
funda-se, de modo que o racismo do século xx já não tem 
uma base propriamente biológica, mas se constitui com 
base em diferenças culturais, identitárias, econômicas, 

9	 Contemporaneamente a biologia nega a existência de raças humanas, pois 
consideram o conceito de raça “inoperante para explicar a diversidade 
humana e dividi-la em raças estancas. Ou seja, biológica e cientificamente as 
raças não existem” (Munanga, 2003, p. 5).
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religiosas. Munanga observa um paradoxo nesta nova 
forma de racismo, pois afirma que tanto racistas quanto 
anti-racistas exigem respeito às diferenças culturais. Estes 
pedem o reconhecimento público da própria identidade 
como forma de resgate da auto-estima e a valorização 
desta singularidade humana junto com as demais; outros 
reivindicam respeito à sua cultura a fim de excluir os 
forasteiros que ameaçam descaracteriza-la. Se o século 
xx derrubou as razões biológicas de discriminação e 
opressão, criou novas formas igualmente eficientes para 
inviabilizar o sentimento de fraternidade, que possibilita 
as pessoas colocarem-se no lugar do outro.

A centralidade do eu permanece no mundo contempo-
râneo conduzindo a visão de mundo e a capacidade de 
julgar de cada um. O medo em relação ao desconhecido, a 
desconfiança em relação a outros costumes, a inseguran-
ça em relação aos interesses alheios estimulam a crença 
em si mesmo: “cada povo se sente espontaneamente o 
único representante da humanidade” (Wolff, 2004, p. 31). 
Quanto mais o mundo apequena-se em vista da facili-
dade tecnológica de comunicação imediata, agravam-se 
preconceitos e discriminações. O fato de a humanidade 
poder se ver e se comunicar mais amiúde, parece não 
tem contribuído para o desenvolvimento do espírito de 
fraternidade, para que a humanidade se conheça mais 
profundamente, se respeite, se acolha10.

10	 A fim de refletir sobre os acontecimentos de 11 de setembro de 2001, orga-
nizou-se em São Paulo um seminário acadêmico intitulado Civilização e 
Barbárie. Provocativamente, o francês Francis Wolff começa a responder a 
pergunta: “quem é bárbaro?” de modo no mínimo intrigante: “A resposta a 
esta pergunta não deixa dúvidas para os partidários de Bin Laden: a única 
civilização é a civilização do islã tal como a concebem, e a barbárie é dos 
infiéis, ou seja, do Ocidente. A resposta dos presidentes Bush e Berlusconi a 
essa mesma pergunta tampouco é mais hesitante: a civilização está em perigo, 
ameaçada pelo terrorismo cego, pelo fanatismo frenético e pelo obscurantismo 
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III. O Espírito de Fraternidade – uma construção?  

O desrespeito entre uns e outros, qualquer que seja a jus-
tificação, inviabiliza a efetividade dos direitos humanos. 
Voltamos, então, justamente ao problema apontado por 
Tocqueville em sua referência à carta da Marquesa de 
Sévignè – uma mulher normalmente sensível, bondosa, 
indulgente que mostrou-se incapaz de compaixão para 
com os súditos miseráveis que protestavam contra mais 
um tributo do Rei. Repito sua conclusão: ela “não ima-
ginava claramente o que era sofrer quando não se era 
nobre” (Tocqueville, 1992, p. 679). Ou seja, não havia 
elo possível que a vinculasse àquelas pessoas e a fizesse 
sentir a dor da miséria, da opressão, da exploração. Ela 
encontrava-se muito além desta sorte, não percebe o 
outro como semelhante, não é fraterna.

A dificuldade do espírito de fraternidade parece decorrer 
de seus próprios pressupostos: as pessoas foram tornadas 
indivíduos que, a partir de si mesmos, se relacionam com 
o outro e com o mundo. Como sentir-se familiar ao outro 
se não há vínculos que os liguem? Como acolher o outro 
se a perspectiva de cada um segue excluindo a do outro? 
Seguindo a sugestão de Rousseau e de Tocqueville, as 
pessoas só são capazes de tratar o outro com espírito de 
fraternidade, de reconhecer iguais direitos a todos os demais 
se são capazes de se identificar com eles, de sentirem que 
há algo em comum.

Na obra O Emílio, Rousseau parte do suposto que seu 
aluno vive em uma sociedade corrompida a tal ponto que 
de nada lhe serviria uma educação republicana. Seu projeto 
é outro, é educar o pequeno Emílio para viver bem junto 

arcaico dos novos bárbaros, que são as redes islâmicas encabeçadas pelos três 
países do eixo do mal”. (Wolff, 2004, p. 20)
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às pessoas sob qualquer sistema de governo, neste sentido, 
afirma “viver é o ofício que quero ensinar-lhe. Saindo das 
minhas mãos ele não será nem magistrado, nem soldado, 
nem padre: antes de tudo será homem” (Rousseau, 1969, 
p. 252). É, portanto, no esforço de educar Emílio para ser 
simplesmente um ser humano, que Rousseau desenvolve 
sua sensibilidade de modo a fazê-lo transportar-se para 
fora de si mesmo:

O que devemos fazer, senão oferecer ao jovem objetos sobre 
os quais possa agir a força expansiva do seu coração, que o 
dilatem, que o estendam sobre os outros seres, que o faça de 
todos os modos encontrar-se fora de si; afastá-lo com cuidado 
daqueles que o fecham, o concentram e tendem a comprimir 
o eu humano? (Rousseau, 1969, p. 506).

Ainda no final do século xviii e início do xix, Rousseau e 
Tocqueville chamam a atenção para a pluralidade e grande-
za das formas de ser humanos. Sem nenhuma ingenuidade 
descartam qualquer espontaneísmo; suas palavras nos fa-
zem compreender a necessidade de esforço, de educação, 
de construção de relações que não tenham por base tão só 
a perspectiva do eu excludente e discriminador de tudo o 
que não é espelho de si mesmo. Tais concepções ganham 
força na segunda metade do século xx, após as situações 
extremas, de completo aniquilamento do outro, vividas na 
Segunda Guerra mundial.

Levinás, em Totalidade e Infinito, inverte a posição do 
eu em relação ao outro, na medida em que afirma a relação 
como condição para a compreensão de si mesmo; ou seja, a 
subjetividade não se constrói isoladamente, mas é resultante 
de suas relações com o mundo e com o outro. O outro sur-
ge fenomenicamente impondo-se ao eu. Não se trata mais 
de um eu racional que dirige-se ao outro, mas este surge 
à sua frente, o interpela à revelia de sua vontade e de sua 
compreensão. Por consequência, direitos humanos já não 
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podem ser pensados como direitos do indivíduo isolado 
dos demais. Se cada um só sabe de si mesmo por meio 
das relações com cada um dos demais e com o mundo, os 
direitos humanos só podem existir nesta trama de relações 
que vincula a todos inextrincavelmente.

IV. Para finalizar  

A modernidade concebeu a humanidade como seres 
individuais e lhes dotou de singularidade e direitos, 
mas o primeiro movimento destes seres imbuídos de si 
mesmos foi o arrogante isolamento uns dos outros. As 
funestas consequências advindas ao longo dos séculos xix 
e xx reverberaram no mundo contemporâneo obrigando 
os indivíduos a compreenderem que nenhuma singula-
ridade existe a priori, mas é construída cotidianamente 
pelas relações entre as pessoas e com o mundo:

Cada vez que me dirijo ao Outro concreto, meu Eu toma nova 
direção, eu me torno o que eu sou. Meu principium individuatio-
nis representa minha inevitável conclamação à responsabilida-
de. Minha singularidade é o resultado da interpelação direta 
e pessoal que o Outro realiza em mim e da minha sujeição, 
não à lei, mas ao Outro (Douzinas, 2009, p. 356).

Do mesmo modo, nenhum direito isenta o indivíduo 
do respeito ao direito do outro. Os direitos de um são, em 
contrapartida, obrigações de outro. No âmbito dos direitos 
humanos, pensados com base em uma trama de relações 
que tece uns aos outros e ao mundo inextrincavelmente, o 
direito nada mais é, segundo afirma Castor Ruiz, senão “o 
modo como reconhecemos a responsabilidade pelo outro, 
assim como os outros também reconhecem a responsabili-
dade sobre mim” (Ruiz, 2010, p. 217).

Não se trata de abandonar a singularidade conquistada 
na modernidade, mas de resgatar a fraternité – lema da Re-
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volução Francesa esquecido até a Declaração dos Direitos 
Humanos de 1948. Fraternidade evoca laços de parentesco, 
de união e de afeto que vinculam os membros singulares 
da humanidade. É neste sentido que o preâmbulo da 
Declaração de 1948 começa afirmando: “Visto que o reco-
nhecimento da dignidade inerente a todos os membros da 
família humana11 e de seus direitos iguais e inalienáveis é o 
fundamento da liberdade, da justiça e da paz no mundo” 
(dudh, 2009, p. 229). E, mais uma vez, no primeiro artigo, 
determina que a fraternidade deve dirigir as relações entre 
as pessoas: “Todos os seres humanos nascem livres e iguais 
em dignidade e direitos. São dotados de razão e consciência 
e devem agir uns para com os outros num espírito de fraternida-
de12” (dudh, 2009, p. 230).

A fraternidade apresenta-se como condição para a con-
vivência entre seres singulares, pois uns e outros só podem 
existir de modo inextrincável. A liberdade de cada um ser 
a si mesmo e manifestar sua maneira de estar no mundo 
exige o respeito ao outro, que, sendo ele mesmo, aparece 
ao um como singular e, lhe reconhecendo como diferente, 
lhe confere singularidade. O respeito à plural singularidade 
humana, para que a justiça e a paz possam se estabelecer, 
implica agir de um determinado modo: com espírito de 
fraternidade.

Esse espírito não é um dado a priori, como vimos. Mas 
depende de construção. A própria Declaração Universal 
dos Direitos Humanos, de 1948, expressa com muita cla-
reza a necessidade de desenvolver, fomentar, as condições 
necessárias para sua efetividade. Pois, entende, a declara-
ção não é uma lei à ser imposta e obedecida, mas um ato 
simbólico que erige “um ideal comum a ser alcançado” e 
conclama a todos a promover o reconhecimento “universal 

11	 Grifo meu.
12	 Grifo meu.
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e efetivo” dos direitos humanos, por meio do “ensinamento 
e educação” (dudh, 2009, p. 230) e da ação coerente com os 
princípios propostos.
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Capítulo 3. Belem do Pará y la evolución  
del Derecho Internacional de  

los Derechos Humanos*

Paola Andrea Acosta-Alvarado**

El título de este capítulo puede llevarnos a recordar varios 
eventos públicos importantes en la evolución del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos (en adelante, didh), 
tales como la firma de la Convención Interamericana para 
prevenir y erradicar la violencia contra la mujer1 o la firma 

*	 La autora desea agradecer especialmente a Lina Marcela Ballén por su esfuerzo 
en la documentación y consolidación de las líneas que aquí se presentan. Así 
como a Daniel Rivas Ramírez por la revisión final de este capítulo

** 	 Docente investigadora de la Universidad Externado de Colombia, funcionaria 
de la Jurisdicción Especial para la Paz, doctora en Derecho Internacional y 
Relaciones Internacionales, Universidad Complutense de Madrid.  paola.
acosta@uexternado.edu.co

1	 “La Asamblea General de la oea aprobó este tratado durante su xxiv Período 
Ordinario de Sesiones celebrado en Belém do Pará, Brasil. Este instrumento 
define en forma detallada las formas de violencia contra la mujer, incluyendo 
la violencia física, sexual y psicológica basada en su género, ya sea que ocurra 
en el ámbito público o privado, y establece que toda mujer tiene derecho a una 
vida libre de violencia, además de todos los derechos humanos consagrados 
por los instrumentos regionales e internacionales. Asimismo, dispone que 
el derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, entre otros, 
su derecho a una vida libre de discriminación. Los Estados partes de este 
instrumento acuerdan condenar todas las formas de violencia contra la 
mujer e investigar, enjuiciar y sancionar tales actos de violencia con la debida 
diligencia, en razón de lo cual deberán adoptar tanto políticas como medidas 
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de la Convención Interamericana sobre Desaparición For-
zada de Personas2. Sin embargo, el objeto de este trabajo 
es resaltar un proceso poco reivindicado, pero igualmente 
importante, cuyo origen tiene lugar en ese punto de la 
Amazonía brasilera: el trabajo de nuestro querido maestro 
y amigo Antônio Gomes Moreira Maués.

Antonio, a quien conocí en Coímbra, Portugal, en 2006 
cuando yo apenas era un proyecto de académica, ha dedi-
cado las recientes décadas de su vida a la formación, guía y 
articulación de los profesionales latinoamericanos que nos 
dedicamos al Derecho Internacional de los Derechos Hu-
manos. Gracias a él, la literatura en la materia se multiplicó, 
en un momento y lugar en el que la producción científica 
era casi nula; los jóvenes nos formamos, convirtiéndonos 
en multiplicadores de su trabajo; nacieron las redes que hoy 
enriquecen nuestros proyectos.

Maués, como le decimos cariñosamente, siempre ha 
estado a la vanguardia de los estudios en materia de dere-
chos humanos; por fortuna ha tenido la capacidad de darse 
cuenta de cuáles son las prioridades que van apareciendo 

específicas orientadas a prevenirlos, sancionarlos y erradicarlos”. Disponible 
en: http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/3.introduccion.pdf; 
consultado el 25 de abril de 2018.

2	 “Durante su xxiv sesión ordinaria celebrada en Belém do Pará, Brasil, la 
Asamblea General de la oea aprobó esta convención. Este instrumento es el 
primero a nivel internacional en referirse específicamente a esta forma compleja 
de violación a los derechos humanos. Los Estados partes se comprometen en 
este Tratado no sólo a abstenerse de practicar, permitir o tolerar la desaparición 
forzada sino también a sancionar a los autores, cómplices y encubridores 
de este delito, dentro de sus respectivas jurisdicciones. Los Estados se 
comprometen a adoptar las medidas legislativas necesarias para tipificar 
la desaparición forzada como delito y a cooperar entre sí para contribuir a 
prevenir, sancionar y erradicar este crimen. Este tratado asimismo incluye al 
delito de desaparición forzada entre aquellos que justifican la extradición, de 
modo de evitar que personas acusadas de este crimen evadan la acción de la 
justicia huyendo al territorio de otro Estado parte. Además reconoce la facultad 
de la Comisión de adoptar medidas cautelares en casos de desapariciones 
forzadas”. Disponible en: http://www.oas.org/es/cidh/mandato/Basicos/3.
introduccion.pdf; consultado el 25 de abril de 2018.
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para poder articular su trabajo en torno a ellas. Hace quin-
ce años la tarea urgente era estudiar y aprender sobre el 
Derecho Internacional de los Derechos Humanos, sobre 
el sistema regional de protección; luego los esfuerzos se 
concentraron en el impacto del Sistema Interamericano en 
los ordenamientos nacionales y en la propia evolución del 
didh; más recientemente uno de los asuntos que lo ocupan 
es el de la relación entre empresa y derechos humanos.

La vasta literatura producida bajo su liderazgo, los 
múltiples investigadores que hemos crecido con su batuta, 
las redes consolidadas gracias a su esfuerzo son, sin duda, 
un aporte imponderable a la evolución del didh, evolución 
que surgió y se impulsó desde Belem do Pará. Por ello, el 
esfuerzo de Antonio merece un aplauso, un reconocimiento 
por su importante aporte, un homenaje que se fundamente 
y dé cuenta de las herramientas que él nos ha dado.

En las líneas que siguen espero poder reflejar, en alguna 
medida, las habilidades que Maués me ayudó a cultivar 
cuando trabajé de su mano en Belém y algunas reflexiones 
que su trabajo ha inspirado en mí. Para cumplir tal cometi-
do, he escogido uno de los temas que Antonio ha trabajado 
en los últimos años y que se ha convertido en mi obsesión 
recientemente: el del uso del derecho internacional por los 
jueces nacionales.

Como suele ser costumbre en él, Antonio percibió con 
sagaz anticipación que, en un escenario multinivel como el 
que hemos construido, la efectividad de la protección de los 
derechos humanos solo es posible si los jueces nacionales 
se apropian de las herramientas del derecho internacional3.

3	 “A incorporação dos tratados de direitos humanos em um ordenamento 
jurídico que assegura a independência judicial oferece o ponto de partida 
para sua aplicação pelos tribunais nacionais. Porém, o uso desses tratados 
requer que os juízes desenvolvam técnicas para torná-los efetivos e proteger 
adequadamente os direitos nele reconhecidos”. Maués, Antonio Gomes 
Moreria. “A Recepção dos Tratados de Direitos Humanos pelos Tribunais 
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Esta lectura, que yo he defendido en varios trabajos4, nos 
lleva necesariamente al tema de las relaciones entre el de-
recho internacional y el derecho interno, así como al asunto 
del uso del derecho internacional por parte de los jueces 
nacionales.

En las líneas que siguen queremos abordar estos dos 
asuntos en el marco de un ejercicio comparado entre Bra-
sil y Colombia. Tal como nos lo ha enseñado Antonio, las 
reflexiones comparadas tienen mucho que ofrecernos, más 
aún, en un caso como este en el que los retos son similares 
pero las herramientas y los resultados tan disímiles. Así, a 
renglón seguido nos concentraremos en estudiar los fac-

Nacionais: Sentenças Paradigmáticas de Colômbia, Argentina e Brasil”. Revista 
Direito, Estado e Sociedade, n.° 48, 2016.

4	 Ver Acosta Alvarado, Paola Andrea. Diálogo judicial y constitucionalismo 
multinivel: el caso de la red judicial latinoamericana. Programa de Doctorado 
Derecho Internacional y Relaciones Internacionales. Universidad 
Complutense de Madrid, Instituto Universitario de Investigación Ortega 
y Gasset. Madrid, 2013; Acosta López, Juana Inés, Acosta Alvarado, Paola 
Andrea y Rivas Ramírez, Daniel (editores). De anacronismos y vaticinios. 
Diagnóstico sobre las relaciones entre el derecho internacional y el derecho interno 
en Latinoamérica. Bogotá: Universidad de la Sabana, Universidad Externado 
de Colombia y Sladi, 2017; Zombis vs. Frankenstein: “Sobre las relaciones 
entre el Derecho Internacional y el Derecho Interno”. Estudios Constitucionales, 
año 14, n.º 1, 2016, pp. 15-60. Acosta Alvarado, Paola Andrea, Huertas, 
Julián y Acosta Alvarado, Paola. “Teorías sobre la relación entre el Derecho 
interno y el Derecho internacional”. En: De anacronismos y vaticinios, cit. 
Acosta Alvarado, Paola. Relaciones entre el derecho internacional y el derecho 
interno en el escenario colombiano. Correa Henao, Magdalena et al. Lecciones 
de Derecho constitucional. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2018. 
Acosta Alvarado, Paola y Rivas Ramírez, Daniel. “¿Y dónde está el diálogo? 
A propósito de la jurisprudencia interamericana sobre discapacidad”. En: 
Saiz Arnaiz, Alejandro et al. Diálogos judiciales en el Sistema Interamericano 
de Derechos Humanos. Barcelona: Tirant lo Blanch, 2017, pp. 300-315; Acosta 
Alvarado, Paola. “El diálogo judicial interamericano, un camino de doble 
vía hacia la protección efectiva”. En Diálogo entre Cortes. Mezzeti, Luca y 
Conçi, Luiz. Brasil: oab, 2015. Acosta Alvarado, Paola. Diálogo judicial y 
constitucionalismo multinivel. El caso de la red judicial latinoamericana. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2014, y Acosta Alvarado, Paola. “The 
Latin-American Judicial Dialogue: A Two-Way Street towards Effective 
Protection”. En: Haeck, Yves et al. 35 years of Inter-American Court of Human 
Rights: theory and practice, present and future. Ghent: Intersentia, 2015.
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tores y los instrumentos que han permitido un cambio en 
las relaciones entre el derecho internacional y el derecho 
constitucional en concreto en lo que respecta al uso del 
derecho internacional para la protección de los individuos. 
Como veremos, pese a algunos antecedentes comunes, este 
asunto se aborda de maneras completamente diferentes en 
ambos ordenamientos, por lo que, quizás, de su análisis 
comparado podríamos encontrar un nicho de aprendizaje.

Para estudiar este tema nos concentraremos en analizar 
los tres factores que suelen dar lugar al uso del derecho 
internacional por los jueces nacionales en el contexto inte-
ramericano, pero que en Colombia y Brasil se configuran 
de forma muy diferente, lo que da lugar, como ya lo hemos 
anticipado, a resultados disímiles. Así, en primer lugar ve-
remos el contexto que alimenta dicho uso. Posteriormente, 
las normas constitucionales e internacionales que dan lugar 
a él. Por último, nos referiremos a las herramientas de las 
que se sirve.

Nuestro objetivo es demostrar que, en el caso brasilero, 
el uso del derecho internacional por parte de los jueces 
nacionales enfrenta grandes obstáculos relacionados, prin-
cipalmente, con una concepción anticuada e inútil de la 
relación entre el derecho internacional y el derecho interno. 
Por ello, nos gustaría concluir estas reflexiones con algunas 
ideas respecto de cómo enfrentar tal situación, usando como 
referente el –no obstante imperfecto, más avanzado– ejem-
plo colombiano.

Debido a que en otros escritos ya hemos desarrollado 
ampliamente las reflexiones en torno a los diversos facto-
res que alimentan el uso del derecho internacional por el 
juez nacional como parte de lo que hemos denominado el 
diálogo judicial interamericano5, por ahora nos concentra-

5	 Véase supra 5, en particular Acosta Alvarado, Paola Andrea y Rivas 
Ramírez, Daniel. ¿Y dónde está el diálogo? A propósito de la jurisprudencia 
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remos en estudiar brevemente estos tres aspectos desde la 
perspectiva colombo-brasilera.

I. El contexto que promueve el uso del derecho 
internacional por los jueces nacionales  

Tal como hemos señalado en otras oportunidades6, el cam-
bio en las relaciones entre el derecho internacional y el de-
recho interno, que entre otras cosas ha permitido el ejercicio 
del diálogo judicial en la región, está atado a dos cuestiones 
fundamentales. Por una parte, los procesos constituyentes 
recientes que se desarrollaron en América Latina durante 
las últimas décadas del siglo xx (y las primeras del xxi), en 
particular en Brasil (1988) y Colombia (1991); por la otra, 
el proceso de empoderamiento del Sistema Interamericano 
de protección de los derechos humanos (el Sistema o sipdh).

A. El proceso de reforma constitucional  
en América Latina 

Según la doctrina, en Latinoamérica existe un derecho 
constitucional con características propias, un constituciona-
lismo que se distingue de sus homólogos en otras latitudes, 
especialmente por su visión de los derechos fundamentales, 
de los mecanismos de protección, del juez constitucional y 
de su relación con el derecho internacional7.

interamericana sobre discapacidad”, y Acosta Alvarado, Paola Andrea. “El 
diálogo judicial interamericano, un camino de doble vía hacia la protección 
efectiva”; Acosta Alvarado, Paola Andrea. Diálogo judicial y constitucionalismo 
multinivel. El caso de la red judicial latinoamericana. 

6	 Véase supra 5.
7	 Roberto Gargarella sostiene la teoría de que en Latinoamérica podría 

identificarse un derecho constitucional propio cuyos rasgos dependen 
tanto del contexto histórico en el que se creó cuanto de las particularidades 
axiológicas y orgánicas que se desprenden de este. Aun cuando el autor no 
ha publicado nada al respecto, su propuesta puede desvelarse de algunas de 
las entradas de su blog: http://seminariogargarella.blogspot.com.es/ 
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Así, una de las principales características transversales 
de las constituciones latinoamericanas es el reconocimiento 
de un amplio catálogo de derechos que responde a las rea-
lidades y necesidades locales de cada uno de los estados de 
la región, en especial su multiculturalismo y la necesidad 
de superar la desprotección de los grupos tradicionalmente 
marginados.

En este sentido, Rodrigo Uprimny reconoce, como ca-
racterística diferenciadora del nuevo constitucionalismo 
latinoamericano, el reconocimiento de derechos civiles y 
políticos, acompañado por derechos económicos, sociales 
y culturales, derechos colectivos como el medio ambiente 
y, adicionalmente, derechos especiales de autonomía y 
ciudadanía a determinados grupos de la población como 
las comunidades indígenas8.

En el caso brasilero, podemos ver que la Constitución 
federal dedica sus primeros dos títulos de manera exclusiva 
al reconocimiento y desarrollo de un nutrido catálogo de 
derechos, tanto individuales como colectivos, incluyendo 
por supuesto derechos no solo de índole civil y política, sino 
también social (entre los que se incluyen implícitamente los 
económicos y culturales). Pero a su vez es de destacar que 
de entrada les otorga un valor sustancial y prevalente al in-
cluirlos dentro de sus valores constitucionales, a la par de los 
principios orientadores de todo su sistema constitucional9. 
Por su parte, el caso colombiano no dista mucho de esta 
misma realidad, dado que aun cuando el reconocimiento 
expreso del catálogo de derechos se hace en el título segun-

8	 Uprimny, Rodrigo. “Las transformaciones constitucionales recientes en 
América Latina: tendencias y desafíos”, en El Derecho en América Latina: un 
mapa para el pensamiento jurídico del siglo xxi. Buenos Aires: Siglo Veintiuno, 
2011, pp. 109-137. 

9	 Cfr. Constitución Política de la República Federativa del Brasil, títulos i “De los 
principios fundamentales” y ii “De los derechos y garantías fundamentales”.
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do, desde los primeros artículos reivindica la importancia 
de aquellos como fines esenciales del Estado en clave del 
principio de supremacía constitucional10.

Un segundo elemento que nos interesa resaltar es el 
que se refiere al sistema de justicia constitucional. Es así 
como, junto con los nutridos catálogos de derechos, se 
reconocen mecanismos especializados de protección que 
pretenden lograr la efectividad de aquella protección.

Por un lado, encontramos mecanismos de índole 
judicial entre los cuales se destacan las acciones especia-
lizadas de protección para los derechos fundamentales 
individuales, conocidas como acciones de amparo o tute-
la, las cuales son la pieza fundamental para la protección 
material. Pero, por el otro, encontramos mecanismos no 
judiciales, como es el caso del ombudsman y los defensores 
del pueblo, quienes no solo se encargan de la protección, 
sino también de la promoción de los derechos humanos 
en general11.

Así ocurre en Brasil y Colombia: en sus constituciones 
contemplan tanto un mecanismo idóneo para la protección 
de derechos como una institucionalidad que se encarga de 
su promoción. En el caso de Brasil lo podemos apreciar a 
través del mandado de segurança y, de cierta manera, en el 
Ministerio y Defensoría públicos12; en el colombiano, en la 

10	 Cfr. Constitución Política de la República de Colombia, título ii “De los 
derechos, las garantías y los deberes”, así como también los artículos 2 y 4 
en los que se consagra el principio de supremacía.

11	 Uprimny, Rodrigo. “Las transformaciones constitucionales recientes en 
América Latina: tendencias y desafíos”, en El Derecho en América Latina: un 
mapa para el pensamiento jurídico del siglo xxi. Buenos Aires: Siglo Veintiuno, 
2011, pp. 109-137.

12	 Constitución política de la República Federativa del Brasil, artículos 5 lxix, 
127 y 134, respectivamente.
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acción de tutela, la Procuraduría General de la Nación y la 
defensoría del pueblo13.

En este contexto, la justicia constitucional en particular 
y la judicatura en general resultan ser una pieza clave del 
engranaje que asegura la supremacía constitucional y, con 
ello, la prevalencia de los derechos humanos dentro de 
nuestros sistemas constitucionales. Es así como autoras 
como Pou Giménez han reconocido que es gracias a ello 
que se puede hablar verdaderamente de los valores sus-
tantivos democráticos dentro del entramado constitucional, 
de manera que se convierten en la pieza fundamental para 
el mantenimiento de nuestros estados constitucionales14.

Por último, nos interesa resaltar un tercer elemento que 
resulta propio del constitucionalismo contemporáneo y 
en particular del latinoamericano: su apertura al derecho 
internacional y las constantes remisiones al didh. Es así 
como podemos ver que en constituciones como las de Ar-
gentina, Brasil, Colombia y Perú, entre otras, esta rama del 
derecho internacional es reconocida o empleada como una 
fuente de inspiración, como una herramienta hermenéutica 
o, en el mejor de los casos, una parte esencial del ordena-
miento constitucional a través de la figura del bloque de 
constitucionalidad. No obstante, sobre este particular nos 
detendremos adelante.

Dada la importancia, las particularidades y el amplio 
alcance de las recientes reformas constitucionales en Lati-
noamérica, podríamos dedicar páginas enteras a su presen-
tación y análisis; no obstante, tomando en consideración el 
objetivo de nuestro trabajo, por ahora solo nos interesa re-
saltar los rasgos característicos que acabamos de mencionar, 

13	 Constitución Política de Colombia, artículos 86, 277 y 281, respectivamente.
14	 Pou Giménez, Francisca. “Justicia constitucional y protección de derechos 

en América Latina: el debate sobre la regionalización del activismo”, en El 
derecho en América Latina: un mapa para el pensamiento jurídico del siglo xxi . César 
Rodríguez Garavito (coord.), Siglo Veintiuno Editores, 2011, p. 231.
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pues ellos son los atributos esenciales de lo que llamamos 
neoconstitucionalismo. Estos rasgos, que han dado lugar 
a un derecho constitucional con características propias en 
nuestra región, son justamente los que resultan útiles al uso 
del derecho internacional por parte de los jueces nacionales.

B. La humanización del derecho interamericano 

Podríamos decir que la forma más evidente en la que el 
proceso de humanización se expresa, y a la vez su mayor 
logro, es la consolidación de nuevas ramas especializadas 
del derecho internacional destinadas exclusivamente a la 
salvaguarda de la dignidad humana. Gracias a esto, se ha 
creado toda una teoría y un andamiaje destinado a la protec-
ción de los individuos impensable otrora en el contexto in-
ternacional. No obstante, otro de los conductos importantes 
del proceso de humanización se descubre cuando algunos 
de los componentes especializados del derecho internacio-
nal cuyo foco de atención no es la dignidad humana se han 
dejado abrazar por esta, toda vez que se le ha reconocido 
como fundamental y transversal a todo el ordenamiento15.

Ahora bien, este proceso de ampliación cualitativa y 
cuantitativa en los objetivos de protección del derecho in-
ternacional no hubiese sido posible sin la reformulación de 

15	 Un buen ejemplo de cómo la dignidad humana ha comenzado a impregnar 
otros ordenamientos especializados lo encontramos en las recientes 
mutaciones que, gracias al impulso de la sociedad civil y la académica, ha 
experimentado el derecho internacional económico. Al respecto ver, entre 
otros, Pipán, Anita. Los derechos humanos y la omc. Buenos Aires, Ciudad 
Argentina Ed., 2006; Irujo, Antonio. Comercio internacional y Derechos Humanos. 
Pamplona: Aranzadi, 2007; Cassimatis, Anthony. Human rights related trade 
measures under international law: the legality of trade measures imposed in response 
to violations of human rights obligations under general international law. Leiden, 
Boston, Martinus Nijhoff Publishers, 2007; Harrison, James. The human rights 
impact of the World Trade Organisation. Oxford; Portland, Hart Publishing, 
2007; Francioni, Francesco. Environment, Human Rights and International Trade. 
Oxford, Portland Oregon: Hart Publishing, 2001.
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su propia teoría general; así, el proceso de humanización 
logra –pues lo necesita– extender sus efectos a los núcleos 
más básicos de dicho ordenamiento, esto es, la formación de 
obligaciones internacionales, el ámbito de la responsabilidad, 
las relaciones con los ordenamientos internos, etc.

Es justamente en este contexto de cambio y de especia-
lización en el que aparece el Derecho Internacional de los 
Derechos Humanos. Su origen y consolidación, así como las 
mutaciones que ha significado para el derecho internacional, 
son causa y consecuencia –aunque no exclusivas, sí muy im-
portantes– del proceso mismo de humanización. El trabajo 
de sus representantes innatos, los sistemas internacionales de 
protección, da cuenta de las significativas transformaciones 
del derecho internacional, no solo desde la perspectiva de 
sus fundamentos, legitimación o cometidos, sino también en 
relación con su ampliación a nuevos escenarios, la mutación 
de asuntos básicos de su teoría general, su judicialización y 
la reformulación de sus relaciones con los derechos internos.

En este escenario aparece el juez interamericano, su 
origen y objetivos se corresponden con el proceso de 
humanización, las normas que sirven como base para su 
funcionamiento, las herramientas jurisprudenciales que ha 
desarrollado, los alcances de su labor están delimitadas e 
insertadas en dicho contexto. En otras palabras, la protec-
ción de la dignidad humana es su razón de ser, su norte a 
seguir y el derrotero que determina su día a día16.

Ahora bien, ¿por qué nos referimos al proceso de huma-
nización como contexto de nuestra idea sobre las relaciones 
entre ambos ordenamientos? Primero que todo, dicho pro-
ceso ubica a los individuos y a la protección de los dere-
chos humanos en el centro de atención; en segundo lugar, 

16	 Sobre este asunto ver: Acosta Alvarado, Paola. “La humanización del 
derecho internacional en la jurisprudencia interamericana”. Anuario de acción 
humanitaria y derechos humanos, Universidad de Deusto, 2010.
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permite la creación de los escenarios de protección –las 
normas, los mecanismos, sus alcances– y sitúa a los jueces 
como sus protagonistas; en tercera instancia, les permite a 
dichos jueces generar los cambios necesarios y diseñar las 
herramientas indispensables para el acoplamiento entre 
ambos sistemas normativos y, finalmente, le otorga al de-
recho internacional un punto de referencia común con los 
ordenamientos nacionales.

Son justamente estos tres asuntos los que coinciden con 
el proceso de renovación constitucional en la región. Ambos 
procesos dieron lugar al marco normativo que fundamenta 
el diálogo, y con ello el uso del derecho internacional por 
los jueces nacionales, y el cual procederemos a presentar a 
continuación.

II. Las normas internacionales y nacionales que dan lugar 
al uso del derecho internacional por los jueces nacionales  

El uso del derecho internacional por parte de los jueces 
nacionales encuentra fundamento tanto en las normas in-
teramericanas como en las disposiciones constitucionales. 
En las próximas páginas estudiaremos primero las normas 
internacionales que dan lugar a él y posteriormente haremos 
lo mismo con las que se encuentran a escala nacional.

A. Las normas internacionales que favorecen dicho uso 

Las normas interamericanas conforman un todo interde-
pendiente que facilita el trabajo del juez regional, pero 
también el de los jueces nacionales, articulándolo en aras 
del buen funcionamiento del sistema, el cumplimiento de 
las obligaciones internacionales del Estado y, sobre todo, en 
pro de la consecución del objetivo común de protección y 
garantía de acceso a la justicia. Tal como acabamos de se-
ñalar, existen varias normas interamericanas que incumben 
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a nuestro objeto de estudio dada la participación de ambos 
países en el sistema.

Por una parte, tenemos los principios de funcionamiento 
del sistema, principalmente el principio de subsidiariedad 
que encuentra fundamento en el Preámbulo de la Con-
vención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante 
cadh); en segundo lugar, están las normas sobre obligacio-
nes generales de los Estados, especialmente aquella relacio-
nada con el deber de adaptar el ordenamiento nacional a las 
obligaciones interamericanas (art. 2); en tercera instancia, 
están las normas relativas a los derechos de los individuos, 
particularmente los artículos 8 y 25 que imponen ciertas 
directrices al trabajo judicial nacional e interamericano; en 
cuarto lugar, están las normas relacionadas con la interpre-
tación, así como las relativas al deber de reparar (arts. 29 
y 63) y, finalmente, tenemos las disposiciones respecto de 
las sentencias, su obligatoriedad y cumplimiento (art. 68).

Como se puede apreciar, este grupo de normas están diri-
gidas a que los Estados, en el ámbito nacional, implementen 
de manera efectiva los compromisos que han asumido en 
el marco de la cadh. Esto quiere decir que, en el fondo, los 
Estados han asumido una serie de obligaciones de articu-
lación de su ordenamiento nacional con el interamericano, 
reafirmando y privilegiando el principio de derecho inter-
nacional que prohíbe el uso del derecho doméstico para el 
incumplimiento de las obligaciones internacionales.

B. Las normas nacionales que favorecen  
el uso del derecho internacional 

Como mencionamos arriba, las reformas constitucionales 
en Latinoamérica dieron lugar a un marco normativo que 
facilita la interacción entre los jueces nacionales y el juez 
interamericano, en particular el uso del derecho interna-
cional por parte del juez nacional. Tales normas pueden 
agruparse en cuatro categorías diferentes: las normas sobre 
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jerarquía de los tratados de derechos humanos (i), las cláu-
sulas abiertas en materia de derechos fundamentales (ii), las 
disposiciones sobre interpretación conforme (iii), aquellas 
normas previstas para dar cumplimiento a las órdenes inte-
ramericanas (iv). Tanto el ordenamiento colombiano como 
el brasilero cuentan con este tipo de normas.

Respecto del primer asunto, la Constitución colombia-
na, en su artículo 93[17], afirma la prevalencia del Derecho 
Internacional de los Derechos Humanos; por su parte, el 
artículo 90[18] del texto constitucional brasilero reconoce 
rango constitucional a ciertas normas de derechos huma-
nos. En cuanto a las cláusulas abiertas, Colombia cuenta 
con el artículo 94[19] constitucional y Brasil con su artículo 5 
parágrafo lxxviii20. En cuanto a la interpretación conforme, 
Colombia la contempla en el artículo 93 constitucional21; no 
obstante, Brasil no tiene una cláusula semejante. Tratándose 

17	 Constitución de Colombia. Artículo 93. Los tratados y convenios 
internacionales ratificados por el Congreso, que reconocen los derechos 
humanos y que prohíben su limitación en los estados de excepción, prevalecen 
en el orden interno.

18	 Constitución política de la República Federativa del Brasil. Art. 5, parágrafo 
lxxviii, inc. 3. Os tratados e convenções internacionais sobre direitos humanos 
que forem aprovados, em cada Casa do Congresso Nacional, em dois turnos, 
por três quintos dos votos dos respectivos membros, serão equivalentes às 
emendas constitucionais. Al respecto e simportante señalar que ninguno de 
los tratados interamericanos ha adquirido por este medio rango constitucional.

	 Sólo en el año 2008 el supremo Tribunal Federal de Brasil decidió que dichos 
instrumentos tienen rango supralegal. stf, sentencia de 3 de diciembre de 
2008, exp. 466.343.

19	 Artículo 94. La enunciación de los derechos y garantías contenidos en la 
Constitución y en los convenios internacionales vigentes, no debe entenderse 
como negación de otros que, siendo inherentes a la persona humana, no 
figuren expresamente en ellos.

20	 Art. 5, parágrafo LXXVIII, inc. 2. Os direitos e garantias expressos nesta 
Constituição não excluem outros decorrentes do regime e dos princípios por 
ela adotados, ou dos tratados internacionais em que a República Federativa 
do Brasil seja parte. 

21	 Constitución de Colombia. Artículo 93. […] Los derechos y deberes 
consagrados en esta Carta, se interpretarán de conformidad con los tratados 
internacionales sobre derechos humanos ratificados por Colombia.
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de normas sobre el cumplimiento de las órdenes interame-
ricanas, Colombia cuenta con la Ley 288 de 1996.

Todas estas normas son las que permiten que los jueces 
articulen su trabajo. Ahora bien, la interpretación de tales 
disposiciones no ha sido idéntica en los diversos ordena-
mientos de la región, y prueba de ello son justamente las 
diferencias que existen entre Colombia y Brasil respecto de 
lo que se entiende por interpretación conforme y control 
de convencionalidad, herramientas fundamentales para el 
ejercicio dialógico.

III. Las herramientas que obligan el uso del 
derecho internacional por el juez nacional: 
diferencias entre Colombia y Brasil  

Cuando hablamos de mecanismos de acoplamiento, nos 
referimos particularmente a dos de ellos: la interpretación 
conforme y el control de convencionalidad.

Tanto una como la otra son dos escalones diferentes de 
un mismo proceso de armonización22. Así, los funcionarios 
judiciales se encuentran obligados a procurar la interpreta-
ción más favorable a los derechos humanos (interpretación 
conforme, bien sea en virtud de una cláusula constitucional 
que así lo disponga o de los artículos 1.1, 2 y 29 de la cadh23). 

22	 Usando la expresión de García Ramírez, estas herramientas (él se refiere 
específicamente al control de convencionalidad) se insertan en el contexto 
de recepción del didh producido gracias a la existencia de varios puentes: el 
constitucional, el legal, el político y el cultural. Nosotros nos hemos referido 
a los dos primeros, pero creemos que todos son interdependientes. García 
Ramírez, Sergio. “El control judicial interno de convencionalidad”, Revista del 
Instituto de Ciencias Jurídicas de Puebla, año 28, julio-diciembre, 2011, p. 132. Por 
su parte, Javier García Roca, en el Prólogo al libro de Vergottini sobre diálogo 
judicial, aclara que el control de convencionalidad es “una forma de diálogo 
constructivo”. De Vergottini, Giuseppe. Más allá del diálogo entre tribunales, 
comparación y relación entre jurisdicciones. Civitas, 2011, p. 21.

23	 Tal como señala Sagüés, con ocasión del control de convencionalidad: “De aquí 
en más ya no son libres de descifrar esos derechos a su independiente leal saber 
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En caso de no lograr esa interpretación y, según sus propias 
competencias, deberán bien abstenerse de usar la norma o 
bien expulsarla del ordenamiento jurídico (control de cons-
titucionalidad/convencionalidad). Se trata, en todo caso, 
de ejercicios de armonización que, con efectos diferentes, 
procuran la protección efectiva de los derechos humanos24.

En aquellos escenarios en los que las normas interameri-
canas han adquirido un rango constitucional o supralegal, 
el bloque de convencionalidad se subsume en el bloque de 
constitucionalidad y, por lo tanto, el ejercicio de todo control 
de constitucionalidad resulta ser, a su vez, un ejercicio de 

y entender, sino que deben comprenderlos con el significado que hasta ahora 
les ha dado, y les dará en el futuro la Corte Interamericana. Asimismo, tendrán 
que ‘leer’ los derechos constitucionales locales en consonancia con esas 
directrices”. Sagüés, Néstor. El control de convencionalidad como instrumentos 
para la elaboración de un ius commune interamericano. Biblioteca Jurídica 
Virtual, Universidad Autónoma de México. Disponible en: http://biblio.
juridicas.unam.mx/libros/6/2894/25.pdf [15 de agosto de 2013]. Según señaló 
García-Sayán en su voto concurrente emitido en el “Caso Cepeda Vargas vs. 
Colombia”: “… los tribunales nacionales están llamados a cumplir un papel crucial 
por ser uno de los vehículos principales para que el Estado pueda traducir en el orden 
interno las obligaciones contenidas en los tratados internacionales sobre derechos 
humanos, aplicándolos en su jurisprudencia y accionar cotidianos. Ciertamente no 
sólo deben garantizar los derechos asegurando la efectividad de los recursos 
judiciales internos, sino que, además, deben poner en práctica las decisiones 
vinculantes de la Corte Interamericana que interpretan y definen las normas 
y estándares internacionales de protección de los derechos humanos”. Corte 
idh. Caso Manuel Cepeda Vargas vs. Colombia. Excepciones preliminares, 
fondo, reparaciones y costas. Sentencia de 26 de mayo de 2010. Serie C n.° 
213. Voto concurrente del juez García-Sayán, párr. 30.

24	 En todo caso, vale la pena aclarar que este deber de procurar la interpretación 
más favorable a la protección de los individuos no significa que los Estados no 
puedan, bajo ciertas condiciones específicas y según lo previsto por el derecho 
nacional e internacional, limitar o condicionar el ejercicio de ciertos derechos. 
Piénsese por ejemplo en aquellos casos en los que resulta imprescindible 
limitar el ejercicio de un dercho por cuestiones de seguridad nacional u 
orden público. Corte idh, El hábeas corpus bajo suspensión de garantías (arts. 
27.2, 25.1 y 7.6 Convención Americana sobre Derechos Humanos). Opinión 
consultiva oc-8/87 del 30 de enero de 1987. Serie A n.° 8; Corte idh, Garantías 
judiciales en Estados de emergencia (arts. 27.2, 25 y 8 Convención Americana 
sobre Derechos Humanos). Opinión consultiva oc-9/87 del 6 de octubre de 
1987. Serie A n.° 9.
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control de convencionalidad (o viceversa)25. En los eventos 
en que dicha incorporación no se ha dado, los mandatos 
interamericanos que obligan a la ejecución del control de 
convencionalidad determinan el ejercicio y los perfiles de 
dicho control.

Si bien la existencia de estas figuras, su uso y alcance, 
depende del fundamento normativo constitucional o 
legal, su viabilidad está condicionada por la actitud del 
juez constitucional a la hora de interpretar tales normas 
e incluso las obligaciones internacionales. Justamente por 
esto, dada la actitud del juez brasilero respecto del papel 
de las normas internacionales de derechos humanos en 
relación con el ordenamiento brasilero, el uso de estos 
mecanismos encuentra marcadas diferencias en ambos 
escenarios. Veamos.

A. El juez constitucional y el derecho internacional 

Pese a la considerable evolución del marco normativo cons-
titucional latinoamericano respecto de las relaciones entre 
el derecho internacional y el derecho interno, muchos de 
los operadores jurídicos nacionales siguen anclados en el 
pasado, serviles a viejas teorías sobre la interacción entre 
ambos ordenamientos. Tal es el caso de los jueces brasileros 
y colombianos.

25	 Así lo ha reconocido la propia Corte idh: “La pretensión de oponer el deber 
de los tribunales internos de realizar el control de constitucionalidad al 
control de convencionalidad que ejerce la Corte, es en realidad un falso 
dilema, pues una vez que el Estado ha ratificado el tratado internacional 
y reconocido la competencia de sus órganos de control, precisamente a 
través de sus mecanismos constitucionales, aquéllos pasan a conformar 
su ordenamiento jurídico. De tal manera, el control de constitucionalidad 
implica necesariamente un control de convencionalidad, ejercidos de forma 
complementaria”. Corte idh, Caso Gelman vs. Uruguay, Resolución de 
supervisión de cumplimiento de sentencia, 20 de marzo de 2013, párr. 88.
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Para el Supremo Tribunal Federal Brasilero (en adelante 
stf por sus siglas en portugués), así como para gran parte 
de la doctrina brasilera, cuando se habla de normas interna-
cionales ha de seguir pensándose en procesos de incorpora-
ción y, por lo tanto, en cuestiones de jerarquía. De ahí que 
el debate respecto de si las normas internacionales sirven 
o no como parámetros de control o como herramientas de 
interpretación sigue supeditado a la pregunta respecto del 
lugar que ocupan, en este caso, las normas interamericanas 
en el ordenamiento brasilero. Esta discusión ha tenido un 
giro importante desde el 2008 a raíz de la interpretación 
que el stf hizo de la norma constitucional que se incluyó 
con la reforma del 2004, esto es, el referido parágrafo 3 del 
artículo 5 constitucional en el que se equipararon los trata-
dos internacionales de derechos humanos (aprobados por 
mayoría especial de tres quintas partes de cada una de las 
cámaras del parlamento) a enmiendas constitucionales26.

Así, en el caso stf 466.343 de 2008, el juez federal reco-
noció la importancia de usar la cadh como parámetro de 

26	 Tal como lo reconoce Piovesan, “com a adição do novo parágrafo 3o ao 
artigo 5o pela Emenda Constitucional n. 45/2004, os debates sobre a posição 
hierárquica de tratados internacionais no ordenamento jurídico brasileiro 
ganharam novos contornos […] doutrinadores brasileiros já defendiam a 
superioridade hierárquica de tratados de direito internacional, os quais 
deveriam ter reconhecido status de norma constitucional entre nós, 
contrariando entendimento do stf que equiparava o tratado à lei interna”. En 
Veçoso, Fabia Fernandes Carvalho y Ribeiro, Marina Sanchez. “A Relação entre 
o Direito Internacional e o Direito Interno: o caso do Brasil”, en De anacronismos 
y vaticinios. Diagnóstico sobre las relaciones entre el derecho internacional y el derecho 
interno en Latinoamérica. Universidad de la Sabana, Universidad Externado de 
Colombia y Sociedad Latinoamericana de Derecho Internacional, 2017, 518 
p. Al respecto ver también Maués, Antonio Moreira. “Supralegalidade dos 
Tratados Internacionais de Direitos Humanos e interpretação constitucional”. 
Sur. Revista Internacional de Direitos Humanos, v. 10, n. 18, 2013, pp. 215-235; 
Ramos, André de Carvalho. “Supremo Tribunal Federal Brasileiro e o controle 
de convencionalidade: levando a sério os tratados de direitos humanos”. 
Revista da Faculdade de Direito da Universidade de São Paulo, v. 104, 2009, 
pp. 241-286; y Magalhães, José Carlos de. O Supremo Tribunal Federal e o Direito 
Internacional. Uma análise crítica. Porto Alegre: Livraria do Advogado, 2000.
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control de constitucionalidad toda vez que esta ocupa un 
lugar ‘privilegiado’ en el ordenamiento interno, bien sea que 
este sea constitucional27 o supralegal. No obstante, debido a 
que no hay total claridad sobre su posición específica dentro 
de la pirámide normativa, muchos optan por negarle el 
carácter constitucional a la cadh28.

27	 Doctrinantes brasileros como Flávia Piovesan defienden la superioridad 
jerárquica de los tratados de derecho internacional y la imposibilidad de su 
equiparación a una ley interna; ver: Piovesan, Flávia. Direitos humanos e o 
direito constitucional internacional. São Paulo: Max Limonad, 1996.

28	 La infraconstitucionalidad de los tratados internacionales fue la posición 
adoptada en el recurso extraordinario n. 466 343, en el que “duas linhas argu-
mentativas se apresentaram para embasar a decisão pela ilicitude da prisão 
civil do depositário infiel. A primeira, defendida pelo Ministro Gilmar Mendes, 
considerou os tratados internacionais já ratificados pelo Brasil, portanto, trata-
dos cujo processo de ratificação interno não seguiu o rito especial definido no 
parágrafo 3o do artigo 5o (caso da cadh), como normas de caráter supralegal, 
mas infraconstitucional”, en tanto que, “para o ministro Gilmar Mendes, terão 
status constitucional os tratados que forem aprovados pelo Congresso Nacional 
seguindo o rito especial de aprovação previsto no parágrafo 3o do artigo 5º. Por 
sua vez, o ministro Celso de Mello também votou pela ilicitude da prisão civil 
do depositário infiel, mas defendeu o status constitucional de todos os tratados 
de direitos humanos, independentemente do rito de aprovação adotado no 
Congresso Nacional. Ao final, a primeira posição, defendida pelo ministro Gil-
mar Mendes, sagrou-se vencedora entre os ministros do stf presentes à sessão 
de julgamento em dezembro de 2008”. Veçoso, Fabia Fernandes Carvalho y 
Ribeiro, Marina Sanchez. “A Relação entre o Direito Internacional e o Direito 
Interno: o caso do Brasil”, en De anacronismos y vaticinios. Diagnóstico sobre 
las relaciones entre el derecho internacional y el derecho interno en Latinoamérica. 
Universidad de la Sabana, Universidad Externado de Colombia y Sociedad 
Latinoamericana de Derecho Internacional, 2017, 518 p.

	 Para profundizar en este tema, ver: Flávia de Ávila y Tiago Junqueira 
Nolasco. Efectividad de las decisiones de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en Brasil. Revista Logos Ciencia & Tecnología. Disponible 
en: http://revistalogos.policia.edu.co/index.php/rlct/article/view/70, y 
Viera, Oscar Vilhena (coord.). Implementação das Recomendações e Decisões 
do Sistema Interamericano de Direitos Humanos no Brasil: institucionalização e 
política. São Paulo: Direito gv, 2013 (Série Pesquisa Direito gv). Disponible 
en: http://bibliotecadigital.fgv.br/dspace/bitstream/handle/10438/11202/
Implementacao_das_recomendacoes_e_decisoes.pdf?sequence=1; consultado 
el 19 de Junio de 2018.
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Justamente esta ambivalencia sobre el papel que ocupa el 
didh dentro del sistema normativo brasilero29 es la que com-
plica la configuración de la interpretación conforme y del 
control de convencionalidad en el ordenamiento brasilero.

En el caso colombiano el panorama no es muy diferente 
en lo que respecta a las relaciones entre el derecho interna-
cional y el derecho interno. En términos generales, a pesar 
de incorporar a lo largo de su jurisprudencia elementos de 
los diversos modelos teóricos que explican las relaciones 
entre ambos ordenamientos, desafortunadamente se ha au-
toproclamado como un tribunal con tendencias al monismo 
moderado30. En consecuencia, el juez colombiano, al igual 
que el brasilero, se empeña en hablar de la incorporación 
de las normas de derecho internacional y, por lo tanto, de 
jerarquía31.

29	 En el ámbito doctrinario, podían ser identificadas tres posiciones distintas 
sobre el tema: hay autores que les dan un nivel supraconstitucional (ver: 
Albuquerque Mello, Celso Duvivier de. “O § 2º do art. 5º da Constituição 
Federal”, em Torres, Ricardo Lobo (org.), Teoria dos Direitos Fundamentais. 
Rio de Janeiro: Renovar, 1999, pp. 1-33); hay autores que les dan un 
nivel constitucional (ver: Piovesan, Flávia. Direitos Humanos e o Direito 
Constitucional Internacional. São Paulo: Max Limonad, 1997, p. 89); y otros 
les dan un nivel legal (ver: Araújo, Luiz Alberto David; Nunes Júnior, Vidal 
Serrano, Curso de Direito Constitucional, 2.ª ed. São Paulo: Saraiva, 1999, pp. 
144-145). 

30	 Sobre este vaivén jurisprudencial y el manejo que ha tenido la Corte sobre las 
diferentes teorías, ver Acosta Alvarado, Paola y Huertas Cárdenas, Julián 
Eduardo. “Teorías sobre la relación entre el Derecho interno y el Derecho 
Internacional en la jurisprudencia constitucional colombiana”. En: Acosta 
López, Juana Inés, Acosta Alvarado, Paola Andrea y Rivas Ramírez, Daniel. 
De anacronismos y vaticinios: diagnóstico sobre las relaciones entre el derecho 
internacional y el derecho interno en Latinoamérica. Bogotá: Universidad de la 
Sabana, Universidad Externado de Colombia y Sladi, 2017, pp. 681-704. Sobre 
el talante monista moderado, consultar en particular la Sentencia C-269 del 
2014 de la Corte Constitucional. 

31	 La Corte Constitucional se ha referido expresamente a la jerarquía de los 
tratados de derechos humanos por medio de: a) la figura del bloque de 
constitucionalidad, mediante la cual la Corte adoptó esta figura como una 
herramienta para armonizar el principio constitucional de supremacía dentro 
del ordenamiento interno, con la prevalencia dentro del ordenamiento 
colombiano de instrumentos que no están expresamente contenidos en el 
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Pese a lo anterior, también debemos reconocer y destacar 
que en lo que respecta al papel que ocupa particularmente 
el didh (y por tanto las normas interamericanas) dentro 
del sistema normativo colombiano, la posición de la Corte 
Constitucional ha diferido de la adoptada por el stf, inclu-
sive desde sus inicios. Es así como, echando mano de la 
figura del bloque de constitucionalidad, en lo que respecta 
a las normas que integran este ordenamiento especializado 
ha mantenido que tienen rango constitucional, por lo que 
todas ellas sirven (y deben ser tenidas en cuenta) como 
parámetro de control y de interpretación32.

Como se observa, los desarrollos constitucionales y el uso 
de sus figuras han permitido que el juez eche mano de las 
normas interamericanas, estableciendo en mayor o menor 
medida un diálogo. En ese mismo sentido es que la postura 
del juez respecto del papel de las normas internacionales es 
determinante a la hora de poner en marcha las herramientas 
que permiten su acoplamiento.

texto de la Carta (Corte Constitucional, Sentencia C-225 de 1995, 18 de mayo 
de 1995, M. P. Alejandro Martínez Caballero); b) el establecimiento de un 
‘rango superior’ de los instrumentos que desarrollan derechos humanos 
(Corte Constitucional, Sentencia T 937 de 2009, 14 de diciembre de 2009. M. 
P. Humberto Sierra Porto); c) el reconocimiento de la función integradora 
del derecho internacional (Corte Constitucional, Sentencia C-269 de 2014, 2 
de mayo de 2014. M. P. Mauricio González Cuervo); y d) la incorporación de 
garantías en materia de derechos humanos que no hayan sido reconocidas 
por el ordenamiento interno (Corte Constitucional. Sentencia T 937 de 2009. 
M. P. Humberto Sierra Porto y Corte Constitucional, Sentencia su 254 de 2013, 
25 de abril de 2013. M. P. Luis Ernesto Vargas Silva).

32	 La Corte en algunas providencias ha aclarado que el hecho de que los 
tratados de derechos humanos estén dentro del bloque en ningún momento 
significa que tengan contenido supraconstitucional, sino que tienen rango 
constitucional (Corte Constitucional, Sentencia C 253A de 2012, 29 de marzo 
de 2012. M. P. Gabriel Eduardo Mendoza Martelo) y son vinculantes (Corte 
Constitucional, Sentencia C 684 de 2009, 30 de septiembre de 2009. M. P. 
Humberto Sierra Porto).
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B. La interpretación conforme y el 
control de convencionalidad en la 
jurisprudencia colombiana y brasilera 

Tal y como lo anticipábamos, dos de las herramientas judi-
ciales que son utilizadas como mecanismos de acoplamiento 
entre el derecho internacional y el derecho interno son la 
interpretación conforme y el control de convencionalidad. 
Ambas han tenido un desarrollo disímil en los ordenamien-
tos que estudiamos.

La figura de la interpretación conforme nació con la 
intención de evitar que el juez constitucional expulsara 
normas del ordenamiento jurídico cuando ellas podían ajus-
tarse a la Constitución gracias a un ejercicio hermenéutico33. 
Se trataba pues de escoger la interpretación más favorable 
al ordenamiento constitucional y, con ello, garantizar la 
seguridad jurídica y respetar el trabajo del legislador en la 
mayor medida posible34. No obstante, en el campo de los 

33	 Un sucinto pero completo análisis del origen de esta figura en: Carpio 
Marcos, Edgar. “Interpretación conforme con la constitución y las sentencias 
interpretativas (con especial referencia a la experiencia alemana)”, Biblioteca 
Jurídica Virtual, Universidad Autónoma de México. Disponible en: http://
biblio.juridicas.unam.mx/libros/6/2560/10.pdf [11 de agosto de 2013]. El 
profesor García de Enterría define este principio en los siguientes términos: 
“el principio de supremacía de la constitución sobre todas las normas y su 
carácter central en la construcción y en la validez del ordenamiento en su 
conjunto, obligan a interpretar éste en cualquier momento de su aplicación 
en el sentido que resulta de los principios y reglas constitucionales, tanto 
los generales como los específicos referentes a la materia de la que se trate 
[…]”. García de Enterría, Eduardo. La constitución como norma y el tribunal 
constitucional, 4.ª ed. Madrid: Thomson-Civitas, 2006, p. 101.

34	 “Una norma ha de ser interpretada conforme a la Constitución cuando existen 
varias posibilidades interpretativas de las cuales por lo menos una conduce 
a la conformidad de la norma a la Constitución, y por lo menos otra, a la 
inconstitucionalidad de la norma. Para este caso el mandato de la interpretación 
conforme a la Constitución indica que no hay que escoger ninguna de las 
variantes interpretativas inconstitucionales, sino una de las que son conformes 
a la Constitución”. Kuhlen, Lothar. La interpretación conforme a la Constitución 
de las leyes penales. Traducción de Nuria Pastor Muñoz. Presentación de Jesús-
María Silva Sánchez. Madrid: Marcial Pons, 2012.
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derechos humanos la figura de la interpretación conforme 
hace alusión al ejercicio hermenéutico exigido a todos los 
operadores jurídicos y con base en el cual las normas de 
derechos humanos deben interpretarse a la luz de las obli-
gaciones internacionales35. Esto, aclarando que no se trata de 
una imposición del derecho internacional sobe el nacional 
sino, por el contrario, de un proceso de armonización36.

Mientras que el ordenamiento colombiano contempla en 
su Constitución una disposición expresa que ordena el uso 
de esta figura reforzada por la obligación de interpretar las 
normas nacionales a la luz de los mandatos internacionales 
por el rango constitucional que adquieren los tratados de 
derechos humanos37, en el caso brasilero su desarrollo ha 
sido meramente jurisprudencial38.

El artículo 93 de la Constitución Política de Colombia 
prescribe:

(a) la prevalencia en el orden interno de los tratados y conve-
nios internacionales aprobados por el Congreso y ratificados 
por el Presidente que reconocen los derechos humanos y que 
prohíben su limitación en los estados de excepción y (b) la obli-
gación de interpretar los derechos y deberes constitucionales 

35	 En palabras de Ferrer Mac-Gregor: “En términos generales, podríamos 
sintetizarla [la cláusula de interpretación conforme] como la técnica 
hermenéutica por medio de la cual los derechos y libertades constitucionales 
son armonizados con los valores, principios y normas contenidos en los 
tratados internacionales sobre derechos humanos signados por los Estados, así 
como por la jurisprudencia de los tribunales internacionales (y en ocasiones 
otras resoluciones y fuentes internacionales), para lograr su mayor eficacia 
y protección”. Ferrer Mac-Gregor, Eduardo. Interpretación conforme y control 
difuso de convencionalidad, p. 358.

36	 Ferrer Mac-Gregor, Eduardo. Interpretación conforme y control difuso de 
convencionalidad. 

37	 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-010 de 2000; Corte 
Constitucional de Colombia. Sentencia C-406 de 1996; Corte Constitucional 
de Colombia. Sentencia T-568 de 1999, y Corte Constitucional de Colombia. 
Sentencia T-1319 de 2001, entre otras. 

38	 Ver: stf. re 466.343. Rel. min. Cezar Peluso. Pleno. DJe 04.06.2009.
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de acuerdo con los tratados de derechos humanos ratificados 
por el Estado Colombiano39 (cursiva fuera de texto).

De esta forma, el constituyente de 1991 reiteró la ten-
dencia a ‘incorporar’ las normas internacionales en el or-
denamiento jurídico, en el entendido que “los jueces suelen 
justificar la obligación de interpretar las normas nacionales 
a la luz de los mandatos internacionales en la existencia de 
las cláusulas de jerarquía que afirman que los tratados de 
derechos humanos adquieren rango constitucional o su-
pralegal”40 y no como consecuencia de un proceso de armo-
nización entre el derecho interno y el derecho internacional.

Debido a lo anterior, siempre que la Corte Constitucional 
usa el didh como herramienta de interpretación, hace alusión 
a la figura del bloque de constitucionalidad. De esta manera, 
el juez constitucional reafirma que su carácter prevalente y 
su utilidad como parámetro de constitucionalidad tienen 
fundamento en la autorización que la carta constitucional 
ha dado para ello; se esfuerza así por introducir las normas 
dentro de la lógica jerárquica de la pirámide normativa.

En cambio, en la Constitución brasilera, aun cuando no 
existen disposiciones expresas que consagren la figura, se 
ha dicho que “dificilmente uma dessas leis fundamentais 
desprezaria, nesse momento histórico, o ideal de segurança 
e estabilidade da ordem jurídica a ponto de subpor-se, a si 
mesma, ao produto normativo dos compromissos exteriores 
do Estado”41. En este sentido, la jurisprudencia ha reconoci-
do que los tratados de derechos humanos tienden a “para-
lizar la eficacia jurídica de cualquier disciplina normativa 

39	 Corte Constitucional de Colombia. Sentencia C-269 de 2014. M. P. Mauricio 
González Cuervo.

40	 Acosta Alvarado, Paola Andrea. Diálogo judicial y constitucionalismo multinivel: 
el caso de la red judicial latinoamericana. Programa de Doctorado Derecho 
Internacional y Relaciones Internacionales, Universidad Complutense de 
Madrid, Instituto Universitario de Investigación Ortega y Gasset. Madrid, 2013.

41	 Rezek, José Francisco. Direito dos Tratados. Rio de Janeiro: Forense, 1984.
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infraconstitucional en contradicción con ellos”42, por lo que 
se ha empezado a reconocer “la necesidad de que el stf lleve 
a cabo un diálogo con otros tribunales, especialmente con 
la Corte Interamericana”43.

La otra herramienta que permite la articulación del 
derecho internacional y el derecho nacional es el control 
de convencionalidad. Gracias a esta, los jueces estudian la 
compatibilidad de una norma nacional con las disposicio-
nes interamericanas. En este orden de ideas, este examen le 
corresponde primariamente a la propia Corte idh (control 
concentrado). No obstante, según la jurisprudencia inte-
ramericana, su ejercicio también les compete a los jueces 
nacionales que ejercen control de constitucionalidad o, en 
general, a cualquier funcionario judicial (control difuso).

Aun cuando el juez colombiano no se ha pronunciado 
sobre el uso explícito de esta herramienta, toda vez que los 
esfuerzos por conceptualizar la figura y sus limitaciones se 
atribuyen en gran medida a salvamentos de voto de pro-
nunciamientos jurisprudenciales44, la Corte Constitucional 
ha hecho control de convencionalidad por más de 20 años, 

42	 Maués, Antonio Moreira. “Supralegalidade dos Tratados Internacionais de 
Direitos Humanos e interpretação constitucional”. Sur. Revista Internacional 
de Direitos Humanos, v. 10, n. 18, 2013, pp. 215-235. Así, por ejemplo, al 
decidir en torno a los casos que implicaban la prisión del depositario infiel 
(recurso extraordinario (re) n.º 466.343), el stf no solo interpretó la legislación 
infraconstitucional para compatibilizarla con la cadh, sino que interpretó la 
propia Constitución con base en ese tratado.

43	 Ramos, André de Carvalho. “Supremo Tribunal Federal Brasileiro e o controle 
de convencionalidade: levando a sério os tratados de direitos humanos”. 
Revista da Faculdade de Direito da Universidade de São Paulo, v. 104, 2009, pp. 
241-286.

44	 Corte Constitucional. Sentencia C-794 de 2014, M. P. Mauricio González 
Cuervo; Corte Constitucional. Sentencia C-469 del 2016, M. P. Luis Ernesto 
Vargas Silva; Corte Constitucional. Sentencia C-500 del 2014, M. P. Mauricio 
González Cuervo; Corte Constitucional. Sentencia C-028 del 2006, M. P. 
Humberto Antonio Sierra Porto; Corte Constitucional. Sentencia su-712 del 
2013, M. P. Jorge Iván Palacio Palacio; Corte Constitucional. Sentencia su-355 
del 2015, M. P. Mauricio González Cuervo. 
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pues desde que reconoció que las normas interamericanas 
tenían rango constitucional las ha usado como parámetro 
de control constitucional.45

Pese a lo anterior, aun cuando el juez constitucional reco-
noce el papel que ocupan las normas interamericanas como 
parámetro de interpretación y de control, se niega a aceptar 
que la jurisprudencia del tribunal interamericano también 
debería ser tenida en cuenta como parámetro de control46.

Por su parte, el juez brasilero empezó a desarrollar la 
idea del control de convencionalidad desde que los tratados 
en materia de derechos humanos adquirieron el rango de 
enmiendas constitucionales y posteriormente se les reco-
nociera un carácter supralegal, aproximadamente hacia el 
año 2004[47].

El control de convencionalidad se realiza en Brasil de dos for-
mas: por medio del control de constitucionalidad, por el que se 
verifica que las leyes y otros actos normativos son conformes 
a determinado tratado de derechos humanos debidamente 
constitucionalizado en el derecho brasileño; y por medio del 
control de supralegalidad, por el que se controla que las leyes 
y demás actos normativos sean conformes a cualesquiera tra-
tados de derechos humanos –que, poseen, ipso facto, carácter 
supralegal48.

45	 En la doctrina, ver el trabajo de Daniel Rivas en el que hace un análisis 
transversal al uso de la figura a lo largo de la jurisprudencia constitucional 
colombiana. Rivas Ramírez, Daniel. “El (des) control de convencionalidad en 
las sentencias de la Corte Constitucional colombiana”. En: Acosta López, Juana 
Inés, Acosta Alvarado, Paola Andrea y Rivas Ramírez, Daniel. De anacronismos 
y vaticinios: diagnóstico sobre las relaciones entre el derecho internacional y el dere-
cho interno en Latinoamérica. Bogotá: Universidad de la Sabana, Universidad 
Externado de Colombia y Sladi, 2017, pp. 661-680.

46	 Rivas Ramírez, Daniel. “El (des) control de convencionalidad en las sentencias 
de la Corte Constitucional colombiana”, cit., p. 677.

47	 ec n.º 45/2004
48	 Bandeira Galindo, George Rodrigo y Moreira Maués, Antonio. Manual de 

protección multinivel de Derechos Humanos. El caso brasileño. Disponible en: 
https://www.upf.edu/dhes-alfa/materiales/res/pmdh_pdf/PMDH_
Manual.343-364.pdf
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Usualmente, la correspondencia entre las normas inter-
nas y los tratados internacionales de derechos humanos se 
verifica vía control de supralegalidad y empleando pre-
ceptos de la cadh en casos importantes sobre la razonable 
duración del proceso, las garantías judiciales, la libertad de 
expresión y la libertad del ejercicio profesional49. Sin em-
bargo, cabe precisar que estas referencias tienen un alcance 
muy limitado, puesto que “la mención a dichas decisiones, 
normalmente, se hace para ilustrar algún punto o para 
clarificar alguna cuestión controvertida”50, mas no como 
referencias obligatorias.

Esto quiere decir que en realidad el control de convencio-
nalidad en Brasil tiene una doble dimensión que, a pesar de 
la terquedad de los jueces nacionales por hablar en términos 
de jerarquía y de incorporación, termina teniendo una vis 
expansiva, que abarca incluso aquellos tratados que no han 
sido autorizados por el legislativo como enmienda consti-
tucional. Esto lleva a que, aun cuando no sean en estricto 
sentido obligatorios para el ordenamiento brasileño, operen 
como un parámetro de interpretación y por tanto un foco 
para el diálogo multinivel.

IV. los asuntos por rescatar  

Como lo hemos visto a lo largo de esta breve reflexión, el 
contexto latinoamericano es un terreno fértil e ideal para 

49	 Ver: Cf. stj. rms 34.902. Rel. min. Mauro Campbell Marques. Segunda Turma. 
DJe de 13.12.2011; Cf. stf. hc 109.544. Rel. min. Celso de Mello. Segunda 
Turma. DJe de 31.08.2011; hc 107.731. Rel. min. Ayres Britto. Segunda Turma. 
DJe de 27.09.2011 e hc 106.171. Rel. min. Celso de Mello. Segunda Turma. DJe 
de 14.04.2011; Cf. stf. Ext. 1.126. Rel. min. Joaquim Barbosa. Pleno. DJe de 
11.12.2009.

50	 Bandeira Galindo, George Rodrigo y Moreira Maués, Antonio. Manual de 
protección multinivel de Derechos Humanos. El caso brasileño. Disponible en: 
https://www.upf.edu/dhes-alfa/materiales/res/pmdh_pdf/PMDH_
Manual.343-364.pdf
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poner en práctica el diálogo judicial multinivel. Las carac-
terísticas propias de los ordenamientos jurídicos y el diseño 
de los sistemas de justicia constitucional de nuestros países, 
y en particular en el caso brasileño y colombiano, nos ofre-
cen todos los engranajes necesarios para que, en el marco 
de los procesos de amparo de los derechos fundamentales, 
los jueces puedan echar mano del derecho internacional.

Pese a ello, una cosa es la fertilidad y otra muy dife-
rente es la intención de cultivar y aprovechar al máximo 
ese terreno. En tal sentido, la historia y las características 
de la judicatura (ya no desde lo institucional sino desde 
lo operacional) de países como Brasil y Colombia son en 
extremo parecidas. Los jueces que integran cada uno de los 
diferentes tribunales nacionales se han empeñado en man-
tener propuestas y percepciones anacrónicas sobre la forma 
en la que el derecho internacional y el derecho nacional se 
relacionan y, por tanto, la utilidad y el papel que cumple el 
primero dentro del segundo.

Esto quiere decir que, tal y como lo destacábamos antes, 
tanto los jueces brasileros como los colombianos todavía se 
empeñan en utilizar conceptos como la incorporación (de 
las normas internacionales) y la composición jerárquica del 
ordenamiento internacional. De allí que, necesariamente, 
en sus decisiones sientan la necesidad de legitimar el uso 
de una norma internacional mediante su inclusión en la 
pirámide normativa.

En el caso colombiano vemos que la Corte Constitucional 
lo hace continuamente al incluir el didh y en particular las 
normas interamericanas dentro de la figura del bloque de 
constitucionalidad. Esto lleva a que automáticamente, en 
virtud del artículo 93 de nuestra Constitución (y su desar-
rollo jurisprudencial), se le reconozca naturaleza prevalente 
y sea utilizada como criterio hermenéutico y parámetro de 
control de constitucionalidad. En el caso brasilero, vemos 
que el stf ha hecho algo similar a partir de la enmienda 
constitucional del 2004, respaldando sus decisiones en 
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aquella naturaleza constitucional con la que se revisten los 
tratados internacionales de derechos humanos.

Ahora bien, esto, que en principio parecería ser suficiente 
para la articulación de las normas internacionales sobre 
los derechos humanos, no lo es, debido a que, en realidad, 
no descarta ni resuelve algunos problemas en lo que res-
pecta a la aplicación del derecho internacional dentro del 
ordenamiento interno de los Estados. En tal sentido, cabría 
preguntarse sobre lo que pasaría si una de las normas inte-
ramericanas contradijera una norma constitucional (fuese 
originaria o sucesiva) o, en su defecto, sobre lo que pasaría 
si la interpretación que el juez interamericano ha dado a una 
norma interamericana fuese contraria al entendimiento de 
una norma nacional determinada.

Es allí donde cobran particular relevancia los mecanis-
mos de acoplamiento como la interpretación conforme y 
el control de convencionalidad. Se trata de herramientas 
hermenéuticas que les permiten a los jueces nacionales ma-
tizar y acoplar las normas internacionales a las necesidades 
y realidades nacionales, sin que esto suponga quebrantarlas 
o expulsarlas del ordenamiento jurídico.

Es aquí donde creemos que Colombia tiene algunas 
(escasas) lecciones que ofrecer a los jueces brasileros.

Para empezar, aun cuando no ha sido mucha la diferen-
cia, al menos en el caso de la Corte Constitucional colombia-
na se ha sentado ya una robusta línea jurisprudencial sobre 
el papel que deben ocupar las normas internacionales en 
materia de derechos humanos dentro del ordenamiento jurí-
dico en clave de la figura del bloque de constitucionalidad.

En el caso brasilero, como hemos visto, se trata de un 
desarrollo mucho más reciente toda vez que esto empezó a 
suceder solamente después de la reforma del 2004, aunque 
la constitución federal es considerablemente más antigua 
que la colombiana. No obstante, convendría señalar, para 
la evolución que le espera al stf, que desde la experiencia 
colombiana no basta con el simple reconocimiento de la 
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figura o el papel a desempeñar por la norma internacional, 
sino que es necesaria su utilización material para fundar 
sus decisiones o, al menos, para dar sentido a sus normas 
nacionales.

Con relación al uso de la interpretación conforme, habría 
que destacar que la lógica de la incorporación y de la jerar-
quía es inútil. Independientemente de que el ordenamiento 
jurídico y su sistema de normas le otorguen un papel su-
pralegal o constitucional a una norma internacional, esta 
finalmente debe ser tenida en cuenta para nutrir el alcance 
y el contenido de las normas nacionales, toda vez que sea 
más conveniente para los derechos humanos. Es así como 
la doctrina y el poder judicial brasilero han de entender que 
lo importante no es enfrascarse en discusiones sobre si la 
norma internacional ostenta o no un rango constitucional, 
sino, por el contrario, deben enfocarse en aprovecharla al 
máximo como una herramienta interpretativa.
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Capítulo 4. Pragmatización de un derecho 
humano. El caso de la implementación del 

derecho a la consulta previa  
a pueblos indígenas en el Perú  

Gustavo Zambrano Chávez*

Introducción  

En el Perú, podemos afirmar –a pesar de los cuestiona-
mientos existentes– que la consulta previa a pueblos in-
dígenas se viene implementando. Si bien el Convenio 169 
de la Organización Internacional del Trabajo (oit) entró en 
vigencia en 1995, en específico es desde que se promulga 

*	 Profesor Ordinario Auxiliar del Departamento Académico de Derecho de la 
Pontificia Universidad Católica del Perú. Peruano. Abogado por la Pontificia 
Universidad Católica del Perú (PUCP). Magíster en Ética Aplicada con men-
ción en Negocios por Linköping Universittet, Suecia. Especialista en derechos 
humanos con enfoque ambiental, en particular en temas de pueblos indígenas 
vinculados a la gestión territorial, el manejo forestal, el cambio climático, la 
gestión de reservas para pueblos indígenas en situación de aislamiento, y el 
ejercicio del derecho a la consulta previa. Entre sus principales labores ha sido 
director general de la Dirección General de Derechos de Pueblos Indígenas 
del Ministerio de Cultura de Perú, jefe de Indepa y coordinador del área 
académica y de investigaciones en el Instituto de Democracia y Derechos 
Humanos de la PUCP. Cuenta con experiencia de trabajo en gestión pública, 
en el diseño de propuestas de manejo de conflictos socio-ambientales y su 
seguimiento, asesoría pública y privada, incorporación del enfoque intercul-
tural en los procesos, dirección de proyectos, trabajo con organizaciones de 
base, y docencia universitaria. Correo electrónico: zambrano.ga@pucp.pe
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la Ley 29785, Ley de Consulta Previa a los Pueblos Indíge-
nas u Originarios (lcp) en el año 2011, y luego se emite el 
correspondiente reglamento mediante Decreto Supremo 
001-2012-mc un año después, que en el Perú se tiene mayor 
precisión sobre la manera como debe ejercerse este derecho. 
Lo anterior se sostiene en el hecho de que en el contenido 
de ambas normas se establece un procedimiento para llevar 
a la práctica la consulta previa.

Pero el trabajo de implementación no se queda única-
mente en lo señalado en estas normas. Es decir, si bien tanto 
la lcp como su reglamento establecieron pasos o etapas para 
consultar mediante los cuales se van realizando activida-
des en las que los miembros de los pueblos indígenas se 
involucran con funcionarios estatales en pos de alcanzar 
acuerdos o el consentimiento respecto de medidas que 
pueden afectarles directamente, se ha generado de manera 
adicional en el aparato público todo un entramado de her-
ramientas y mecanismos que permiten que estos procesos 
se den. Así, ambas normas nacionales sostenidas en marco 
y estándares internacionales se convierten en la base sobre 
la que se construye todo un andamiaje técnico de carácter 
jurídico y político para la implementación de este derecho.

Lo que queremos es resaltar que, con la implementación 
de la lcp y su reglamento el Estado peruano ha podido 
concretar este derecho al llevarlo a la práctica a través de 
la serie de herramientas de gestión que se hacen necesarias 
para ello. Ello implica hacer concretos y tangibles un con-
junto de estándares internacionales de derechos humanos 
al convertirlos en herramientas operativas que puedan ser 
utilizadas de manera sistemática en el momento de imple-
mentar los procesos de consulta previa. En otras palabras, 
luego de años de debate y diálogo, en los cuales participaron 
funcionarios públicos, representantes indígenas, miembros 
de la sociedad civil organizada, especialistas, personas 
vinculadas a la cooperación internacional, entre otros, se 
estaría cumpliendo con dar efectividad operativa a este 
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derecho, pasando de lo discursivo a la praxis. Esto para 
efectos del presente artículo lo denominamos pragmatización 
de un derecho humano.

Lo anterior además comprende aquella pregunta que 
estuvo tan presente durante el proceso de implementación 
de la consulta previa en el Perú: cómo se consulta. Ocurre 
que, si bien el reconocimiento del derecho primero se exige 
a través de luchas y demandas y, luego que se ha ganado ese 
espacio, se plantea en textos legales, es el ejercicio del mismo 
el que reta a operadores estatales por dar respuesta a esta 
pregunta. Ocurre que reconocer el derecho no es lo mismo 
que llevarlo a la práctica. Y, en el caso de la consulta previa, 
fue una respuesta que se tuvo que ir construyendo durante 
el mismo proceso de pragmatización que mencionamos.

Así, consultar en el Perú terminó siendo un ejercicio de 
ensayo-error a través del cual la práctica iba exigiendo lo 
que se necesitaba para consultar, y a la vez que ello no se 
aleje ni distancie, sino que dé adecuado cumplimiento a 
estándares de derecho nacional e internacional. Por lo an-
terior, estábamos ante dos ejes que transcurrieron de forma 
paralela en este proceso de pragmatización de este derecho 
humano: (i) el aprendizaje sobre cómo se consulta, y a la vez 
(ii) el tener que hacer operativo el contenido de un derecho 
humano. Lo anterior generó que el proceso se termine tec-
nificando, exigiendo a además a los actores involucrados 
(Estado y pueblos indígenas) niveles de profesionalización 
sobre cómo consultar. Esto, a pesar de exigir rigurosidad 
jurídica, termina siendo cuestionado, ya que se estaría pa-
sando de una discusión centrada en los derechos humanos 
hacia otra ligada al derecho administrativo o procedimental. 
Quizás lo anterior sea la evidencia de que uno debe estar 
conectado al otro más de lo que parece.

El presente artículo busca evidenciar dos líneas de aná-
lisis, que se espera puedan ser profundizadas en trabajos 
posteriores. La primera línea intentará resaltar de qué 
manera fue el proceso de implementación del derecho a 
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la consulta previa en el Perú. A partir de la experiencia 
del autor1, y la revisión bibliográfica, buscaremos retratar 
cómo se ha venido dando ese proceso de pragmatización de 
un derecho humano, presentando un relato sobre cómo se 
ha consultado a pueblos indígenas en el Perú. Para ello, 
previamente tendremos que buscar definir nuestra idea de 
pragmatización, para lo cual buscaremos en el concepto de 
capacidad institucional de la gestión pública los elementos 
para ello. El objetivo es poder retratar con este relato cómo el 
llevar a la práctica este derecho implicó movilizar el aparato 
público mientras se construía capacidad institucional. Es 
importante aclarar que en el análisis de estas ideas no va-
mos a evaluar este proceso, sino entender cómo se ha dado.

La segunda línea de análisis es reflexionar sobre los 
hallazgos que se encuentren luego de repasar este proceso. 
La tarea es identificar y explicar, por medio de la reflexión 
analítica, puntos centrales sobre este proceso, para esbozar 
algunas ideas fuerza que den respuesta a la siguiente pre-
gunta: ¿volver operativo un derecho humano –como la con-

1	 Cabe señalar que Gustavo Zambrano intervino en diferentes momentos en el 
proceso de implementación de la lcp y su reglamento. Primero como asesor 
de la organización indígena nacional Confederación de Nacionalidades 
Amazónicas del Perú (Conap) durante las mesas de diálogo implementadas 
tras los enfrentamientos entre pueblos indígenas y la Policía nacional del 
Perú en Bagua, Amazonas, el 5 de junio del 2009. En estas mesas se redactó 
un primer borrador de lcp. Luego en su labor profesional estuvo involucrado 
en distintas organizaciones indígenas y de la sociedad civil impulsando la 
promulgación de la Ley de Consulta Previa por parte del Congreso de la 
República. Con posterioridad en el año 2012 se desempeñó como asesor del 
Viceministerio de Interculturalidad, del Ministerio de Cultura, desde donde 
se realizó el primer proceso de consulta previa, de la Ley Forestal y de Fauna 
Silvestre, aun sin una lcp. Su trabajo continuó como miembro del Programa 
de Pueblos Indígenas de la Defensoría del Pueblo desde donde coordinó un 
proyecto sobre fortalecimiento de capacidades en materia de consulta previa; 
finalmente tuvo a su cargo la Unidad Ejecutora Indepa en calidad de jefe, lugar 
en el que estuvo encargado de la realización de talleres macrorregionales para 
la reglamentación de la Ley de Consulta Previa. En los últimos años ha estado 
vinculado al trabajo en materia de pueblos indígenas, donde el derecho a la 
consulta previa sigue siendo uno de los temas eje de su labor. 
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sulta previa– implica pasar (necesariamente) por un proceso 
de pragmatización? Nuestra intención al analizar el proceso 
de implementación de la consulta previa en el Perú es dar 
sustento a la siguiente afirmación que podría dar respuesta 
a esta pregunta: el trabajo del Estado de generar capacidad 
institucional significa –entre otras cosas– tener que volver 
práctico (pragmático) el contenido de un derecho humano. 
Para ello no buscaremos hacer una evaluación del ejercicio 
del derecho a la consulta previa para saber si cumple o no 
con estándares internacionales o con las expectativas de 
los pueblos indígenas; nuestra intención es entender que 
la consulta previa en tanto derecho humano de carácter 
colectivo no se podía implementar si es que no pasaba por 
este proceso de hacerlo operativo, práctico, lo cual no solo 
es dar respuesta a la pregunta sobre cómo se debe consul-
tar, sino entender que en materia de garantizar derechos 
humanos estamos frente a la necesidad de entender cómo 
se gestionan procesos públicos, cómo opera el Estado.

i. Esbozos conceptuales sobre qué es la capacidad estatal: 
entendiendo la pragmatización de un derecho humano  

En el presente acápite tenemos la intención de plasmar 
de manera preliminar el eje de premisas que sostienen el 
argumento ya planteado: el trabajo del Estado de generar 
capacidad institucional significa –entre otras cosas– tener 
que volver práctico (pragmático) el contenido de un derecho 
humano. Con esto lo que queremos es evidenciar el cruce 
que puede (o debe) darse entre los derechos humanos y la 
gestión pública. Quizás haya quienes ante esta afirmación 
nos indiquen que esto es más que evidente. Sobre todo, 
para quienes el enfoque basado en derechos en el diseño 
de políticas públicas les es conocido.

Para comenzar, recordemos que el enfoque basado en 
derechos, o rights based approach, es este marco conceptual 
y metodológico que deviene del discurso del desarrollo, 
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que se sostiene en orientar la promoción y protección de 
los derechos humanos2 frente a la pobreza3. En un sentido 
teórico, estamos ante lo que se considera un enfoque que 
apunta a promover un desarrollo humano orientado a la 
repotenciación de las capacidades, pero desde una pers-
pectiva de satisfacción de derechos4, basado en normas de 
derecho internacional de los derechos humanos5. Lo que 
plantea es que en el diseño de políticas públicas –en espe-
cífico, aquellas que sirvan para luchar contra la pobreza– se 
incorpore esta mirada. Para conseguirlo posee como idea 
central que la lucha contra la pobreza exige tomar en cuenta 
que esta significa un escenario de vulneración de derechos6. 
Como reto plantea considerar en el diseño de las políticas 
públicas aquellas desigualdades identificadas en el trabajo 
por alcanzar el desarrollo, para corregirlas; además, mirar 
y combatir aquellas prácticas discriminatorias y la mala 
distribución del poder7. El punto está en que los derechos 
humanos no se garantizan mientras se mantengan condi-
ciones de pobreza. De esta manera:

2	 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos. Preguntas frecuentes sobre el enfoque de Derechos Humanos. Nueva 
York y Ginebra: Naciones Unidas, 2006. 

3	 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos. Los derechos humanos y la reducción de la pobreza: un marco conceptual. 
Nueva York y Ginebra: Naciones Unidas, 2004.

4	 Sen, Amartya. “Development as Freedom”. En M. Novak (editor), A Human 
Rights Approach to Poverty. Human Rights in Development. Yearbook 2002. Oslo: 
Nordic Human Rights Publications, 2004. 

5	 Bregaglio, Renata y otros. Políticas públicas con enfoque de Derechos Humanos 
en el Perú. El Plan Nacional de Derechos Humanos y las experiencias de planes 
regionales en Derechos Humanos. Lima: ideh pucp, 2014. 

6	 Sobre este tema, se sugiere revisar el informe de la Comisión Interamericana 
de Derechos Humanos titulado Pobreza y derechos humanos, Washington D. C., 
2017, en el que la cidh “[…] considera que la pobreza constituye un problema 
de derechos humanos que se traduce en obstáculos para el goce y ejercicio 
de los derechos humanos en condiciones de igualdad real por parte de las 
personas, grupos y colectividades que viven en dicha situación”.

7	 Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 
Humanos. Ob. cit., p. 15. 
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El ebdh [enfoque basado en derechos humanos] nos impone 
así un nuevo examen de los fines y medios de desarrollo, y 
enfatiza en la realización de las libertades de la persona, de las 
condiciones para el disfrute de los derechos y del fomento de 
sus capacidades como los objetivos principales de las políticas 
de desarrollo8.

Respecto a ser un instrumento metodológico, el enfoque 
basado en derechos exige establecer mecanismos operati-
vos para la puesta en práctica de las políticas públicas. En 
otras palabras, quienes están en la obligación de diseñar 
políticas para luchar contra la pobreza garantizando dere-
chos humanos, deben hacerlo a través del diseño y luego 
implementación de mecanismos, actividades, programas 
y/o proyectos que evidencien este enfoque. Esta necesidad 
de acción ha tenido que ser planteada metodológicamente 
para cumplir con los mandatos y obligaciones estatales. Ello 
se ha visto evidenciado en la redacción de guías y/o ma-
nuales que apuntan a facilitar esta tarea9, documentos que 
ayudan y orientan –principalmente– el diseño de políticas 
públicas. Estamos así frente al trabajo de bosquejo público 
/ político que permita conocer (y hasta medir) el impacto 
del Estado en la lucha contra la pobreza.

Sin embargo, esta tarea no es ni ha sido sencilla. A pesar 
de la existencia de este enfoque, y el trabajo en impulsar 
métodos que ayuden en su incorporación en el trabajo pú-
blico, esto no garantiza al 100 % aún el ejercicio de derechos 
humanos. De acuerdo con Carlos Alza: “Los instrumentos 
internacionales y las normas constitucionales son están-
dares cuya aplicación al momento de tomar decisiones 

8	 Bregaglio, Renata y otros. Ob. cit., p. 21. 
9	 Salinas, Gabriela y Zambrano, Gustavo. Formulación de políticas públicas y 

proyectos de desarrollo. Guía para aplicar el enfoque basado en derechos humanos 
(ebdh). Lima: Delegación de la Unión Europea en Perú, 2013. Segade, Carmen 
y otros. El enfoque basado en Derechos Humanos. Evaluación e indicadores. Madrid: 
Red en Derechos, 2011. 
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por parte de la autoridad pública requiere de procesos de 
operacionalización que –en muchísimos casos– aún no se 
han logrado”10. La dificultad estaría no tanto en el diseño, 
sino en la implementación de las políticas elaboradas con 
este enfoque. El punto que queremos resaltar es que la 
existencia de la metodología y del enfoque no garantiza per 
se el funcionamiento de una política. Lo que nos permite 
evidenciar el enfoque basado en derechos es que al aplicarlo 
podemos identificar qué se puede hacer desde una mirada 
de planificación hacia el desarrollo.

Así, no basta con un buen diseño, si es que no se sigue 
el trabajo de operativizar lo que se ha diseñado. En otras 
palabras, una cosa es establecer una política sostenida en 
el enfoque de derechos humanos, que ayuda a esclarecer 
el proceso decisional a través del cual el Estado actúa, y 
otra cómo hacer operativo aquello que se estableció como 
camino; o, dicho de otra manera, saber cómo gestionar el 
aparato público para alcanzar lo establecido en la política.

Antes de seguir, establezcamos un supuesto que nos 
ayude a vislumbrar desde dónde parte nuestro interés 
reflexivo. Por un lado, tenemos a quienes desde la socie-
dad civil exigen al Estado, principalmente a partir de una 
mirada jurídica, una serie de demandas que van desde el 
reconocimiento de derechos hasta la manera como se va a 
garantizar el ejercicio de tales. Este discurso de incidencia 
y activismo suele acompañarse con pretensiones que evi-
dencian agendas políticas que apuntan a construir –desde 
fuera– un Estado con la capacidad de resolver problemas 
sociales de manera efectiva e inmediata. En países como 
el nuestro, donde las necesidades apremian y el aparato 
público no logra satisfacer a grandes mayorías, tenemos un 

10	 Alza, Carlos. “El enfoque basado en derechos: ¿qué es y cómo se aplica a las 
políticas públicas?” En Laurence Burgorgue-Larsen y otros (compiladores), 
Derechos Humanos y Políticas Públicas. Barcelona: Red de Derechos Humanos y 
Educación Superior, Universidad Pompeu Fabra, 2014, p. 54. 
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escenario de tira y afloja entre lo que se le pide hacer al Es-
tado, y lo que realmente puede hacer. Ello no quita respon-
sabilidades u omisiones, pero si nos permite apreciar este 
ir y venir de exigencias y demandas sociales que el Estado 
debe aprender a recoger, aceptar, asumir, y luego incorporar 
en su trabajo. Una demanda entonces puede convertirse en 
algo que el Estado decida asumir y, al hacerlo, la convierte 
en su política. Por otro lado, se encuentran quienes desde 
la función pública entienden que el trabajo del Estado pasa 
no solo por el diseño de políticas públicas, sino que esto 
además exige una serie de componentes para su cumpli-
miento, que complejizan la actuación estatal y que, como 
consecuencia, no la hacen inmediata. Es decir, funcionarios 
y funcionarias que reciben la demanda pública, y sobre la 
base de esta hacen la política (la que puede diseñarse usando 
el enfoque basado en derechos); pero que deben empezar 
a actuar además y de manera casi inmediata creando los 
instrumentos y herramientas que les sean de utilidad para 
alcanzar lo comprometido en esta. Podemos hacer mención 
además a la necesidad por entender el discurso público de 
la planificación, el uso del presupuesto público dentro de 
las pautas de eficiencia y control, así como el reto por saber 
cómo evaluar por resultados lo realizado, además de contar 
con los profesionales y técnicos que sepan cómo hacerlo; es 
decir, entender cómo funciona el Estado en su complejidad. 
Para este último grupo, el trabajo estatal va más allá de solo 
entender o tener la norma, o saber cuál es la exigencia u 
obligación a cumplir; significa entender procedimientos y 
contar con una mirada de gestión que permita reconocer 
cómo la estructura estatal camina hacia el adecuado cum-
plimiento de sus obligaciones y el cambio social.

Presentamos esta contraposición porque en el debate pú-
blico respecto al reclamo que se le suele hacer al Estado por 
su poca acción para garantizar derechos, pareciera que se 
olvidase lo complicado que es que el Estado funcione. Con 
esto no queremos justificar la inacción estatal, o la omisión 
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premeditada, sino evidenciar que no basta con exigir que se 
reconozca un derecho, o se promulgue una norma; sino que 
es necesario entender que con ello se debe tener en cuenta 
una serie de dinámicas sobre el funcionamiento estatal. Es 
decir, el cómo se va a hacer aquello que está en la norma y 
en la política. El verdadero problema no es conseguir que 
una norma se promulgue, o incluso una sentencia judicial se 
emita, o se apruebe una política; sino la serie de dinámicas 
de transformación del aparato estatal que ello plantea. Si 
bien es algo que tendrá que hacerse, no es ni inmediato ni 
sencillo. Requiere no solo el compromiso político, sino la 
capacidad estatal para que funcione. Y es aquí donde nos 
vamos introduciendo en el campo de la gestión pública y 
luego al de la capacidad institucional.

No nos detendremos a realizar un amplio desarrollo de 
lo que es la gestión pública. Pero sí señalaremos qué esta-
mos entendiendo por esta para efectos del presente ensayo. 
Algunas ideas que debemos considerar es que, cuando 
estamos hablando de gestión pública, no podemos olvidar 
que esta se encuentra configurada por los espacios institu-
cionales y los procesos a través de los cuales el Estado (al 
tomar decisiones) diseña e implementa políticas, suministra 
bienes y servicios y aplica regulaciones, con el objeto de 
dar curso a sus funciones11. En otras palabras, nos estamos 
refiriendo a cómo volver operativa una política pública 
por medio de la administración adecuada y eficiente de los 
recursos estatales. El propósito u objetivo de ello es mejorar 
los resultados de la acción de gobierno12.

11	 International Institute for Democracy and Electoral Assitance (idea) y 
Transparencia. Gestión pública. Material de trabajo. Programa de formación: 
Desarrollo de capacidades para el fortalecimiento de las organizaciones políticas. 
Lima, idea Internacional, 2009, p. 14. 

12	 Cejudo, Guillermo M. “La nueva gestión pública. Una introducción al concepto 
y a la práctica”. En Guillermo Cejudo (compilador), Nueva gestión pública. 
Buenos Aires y Ciudad de México: Siglo xxi, 2013. 
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Lo anterior sirve –también– para respondernos sobre 
cómo se debe hacer para cumplir con, por ejemplo, las obli-
gaciones jurídicas asumidas por los Estados, obligaciones 
que, si bien pueden estar reflejadas en la política pública, 
también se encuentran en marcos constitucionales, normas 
generales, sentencias judiciales13. La gestión nos planteará 
tomar decisiones para poner en movimiento la maquinaria 
estatal, donde la tarea estará en lograr que los objetivos, así 
como las estrategias, determinados en la política pública, o 
lo señalado en la norma o en la sentencia judicial, se lleven 
a cabo en la práctica14. En un caso, las políticas públicas y 
la gestión pública entonces están entrelazadas, trabajan 
como partners15, son las dos caras de una misma moneda 

13	 En esta parte quisiéramos señalar que, por cuestiones de tiempo, las ideas 
detrás del cumplimiento de sentencias judiciales o el desarrollo del contenido 
de derechos constitucionales o de lo establecido en tratados de derechos 
humanos será parte de un desarrollo posterior de las ideas acá presentadas. La 
gestión pública no se circunscribe solo a la existencia de una política. Gestionar 
será el paso siguiente a la existencia de normas o sentencias que plantean 
que el Estado cambie su manera de gobernar. Por ello, no podemos dejar de 
mencionar que el interés es el mismo: cómo se ejecuta una sentencia, cómo 
se desarrolla lo establecido en una norma. A manera de ejemplo, podemos 
mencionar que, en el caso peruano, la Constitución de 1993 reconoce en el 
artículo 149 la coordinación entre sistemas de justicia, oficial y especial, pero 
señala que será por medio de una ley como se hará esta coordinación. Esta 
ley aún no ha sido promulgada, incluso debatida en el plano del Congreso 
de la República. Otro ejemplo está relacionado con la manera como el Estado 
hará efectivo cumplimiento de la Política Nacional de Lenguas Originarias, 
Tradición Oral e Interculturalidad promulgada mediante Decreto Supremo 
005-2017-MC, la que se estableció en la Ley 29735, ley de que regula el uso, 
preservación, desarrollo, recuperación, fomento y difusión de las lenguas 
originarias del Perú, así como en su Reglamento aprobado mediante Decreto 
Supremo 004-2016-MC, el cual pasó por un proceso de consulta previa. Este 
marco establece entre otras obligaciones que las entidades públicas deben 
brindar servicios en los idiomas de los usuarios, tomando en consideración 
que en el Perú se hablan 47 idiomas originarios. 

14	 Alza, Carlos. “pucp: ¿Qué son las políticas públicas y cuál es su relación con 
la gestión pública?” (videograbación). Lima: Youtube. Consulta 20 de mayo 
del 2018. 

15	 Subirats, Joan. “Análisis de políticas públicas y gestión pública: promesas y 
riesgos de una vida en común”. Ekonomiaz, 26, pp. 144-149. 
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de acuerdo con C. Alza16. En otros casos, lo que se establece 
como un mandato en una norma o en una sentencia, se 
convierte en la pauta de gestión pública que debe llevarse 
a cabo para dar solución a un problema concreto.

Pero no podemos quedarnos solo en entender que 
mediante la gestión se toman decisiones. Es saber tomar 
decisiones. Durante el planteamiento de la gestión es que 
se decide, por ejemplo, sobre cuáles serán los recursos 
humanos como logísticos que se van a necesitar y cómo se 
hará uso de ellos. Este trabajo plantea además el diseño de 
la organización que permita alcanzar los objetivos estatales, 
así como el establecimiento de las reglas y procedimientos 
para este funcionamiento. Todo lo anterior exige tener adi-
cionalmente en consideración el planteamiento del gasto y 
la gestión financiera, la coordinación interinstitucional, así 
como las reformas administrativas que tengan que hacerse 
para hacer más eficientes los procesos.

Es en esta última parte donde nos empezamos a mo-
ver en el plano de la capacidad institucional del Estado. 
M. Hildebrand y M. Grindle citados por F. Repetto17, F. 
Isuani18 y S. Ospina19 la definen como la habilidad de de-
sempeñar tareas apropiadas con efectividad, eficiencia y 

16	 Alza, Carlos. “Gestión pública: un tema pendiente en la investigación 
académica”. En Carlos Alza (editor), Gestión pública: balance y perspectivas. 
Lima: Fondo Editorial de la pucp, 2012. 

17	 Repetto, Fabián. Capacidad estatal: requisito para el mejoramiento de la Política 
Social en América Latina. Documento de trabajo del Indes. Washington 
D. C.: Departamento de Integración y Programas Regionales, Instituto 
Interamericano para el Desarrollo Social, Banco Interamericano de Desarrollo, 
2004, p. 8. 

18	 Isuani, Fernando. Conferencia: Las capacidades estatales. En Carlos Alza 
(editor) Gestión Pública: Balance y perspectivas. Lima. Fondo Editorial de la 
PUCP. 2012. 29. 

19	 Ospina, Sonia. Construyendo capacidad institucional en América Latina: el papel 
de la evaluación como herramienta modernizadora. Ponencia del vii Congreso 
Internacional del Centro Latinoamericano de Administración para el 
Desarrollo (clad) sobre la reforma del Estado y de la Administración Pública. 
Lisboa, 2002, p. 2. 
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sustentabilidad. Para ello, el objetivo será “[…] perseguir la 
creación de una administración eficiente y eficaz, es decir, 
una administración que satisfaga las necesidades reales de 
los ciudadanos al menor coste posible, favoreciendo para 
ello la introducción de mecanismos de competencia que 
permitan la elección de los usuarios y a su vez promuevan 
el desarrollo de servicios de mayor calidad”20. En términos 
macro, esta capacidad vinculada a la gestión estatal estará 
relacionada además con el problema de la gobernanza (go-
vernance):21 gestionar es saber gobernar.

Todo lo anterior revela incluso que estamos en el plano 
de la expectativa ciudadana respecto a la manera como debe 
gobernarse. Nelissen entenderá esta capacidad institucional 
como el grado en que las formas de gobernanza resultan 
exitosas en el trabajo por resolver aquellos problemas pú-
blicos para lo cual fueron creadas22. La inseguridad, la dis-
criminación, la pobreza son asuntos públicos que en tanto 
problemas deben ser resueltos por el Estado, y eso implica 
saber gobernar para decidir qué hacer y cómo enfrentarlos. 
Puede ocurrir también que, ante nuevos problemas que 
enfrente el Estado, aparecerán a su vez nuevas maneras 
de gobernar, las que no suelen estar disponibles de forma 
inmediata; por ejemplo: la emisión de una ley que abarca 
un tema antes no legislado. Lo mismo podría suceder si 
estamos frente a nuevas formas de gobernar para dar solu-
ción a problemas ya antiguos; por ejemplo: la modificación 
de marcos administrativos para hacerlos más eficientes al 

20	 García Sánchez, Isabel. “La nueva gestión pública: evolución y tendencias”. 
En Presupuesto y Gasto Público. Secretaría General de Presupuesto y Gastos, 
Instituto de Estudios Fiscales, 37/2007.37-64. 44. 

21	 Hall, John. “Recosidering the Connection between Capacity and Governance”. 
En Public Organization Review: A Global Journal. Kluwer Academic Publishers, 
2002, pp. 23-43. 

22	 Nelissen, Nico. “The Administrative Capacity of New Types of Governance”. 
En Public Organization Review: A Global Journal 2. Kluwer Academic Publishers, 
2002, pp. 5-22. 
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usuario. El punto clave acá es que, si se gestiona bien el 
aparato público, entonces se logra resolver problemas pú-
blicos, es decir, satisfacer las necesidades de la población, 
garantizar derechos, y alcanzar las metas que se ponga el 
Estado. Gestionar de forma adecuada y efectiva produce 
que la expectativa ciudadana se convierta en realidad.

Pero la gestión no es solo la luz que guía el proceso de 
decisiones por operativizar una política, una norma general 
o una sentencia; donde la capacidad tendrá que ver con qué 
tanto ilumina esta luz. Es un proceso decisional llevado a 
cabo por personas para personas. Estamos hablando de las 
habilidades que poseen funcionarios y funcionarias que 
tienen el encargo de hacer que la gestión funcione. En ese 
sentido, J. Migdal citado por F. Repetto define la gestión 
pública como la capacidad que poseen los líderes estatales 
de utilizar los órganos del Estado con el fin de que se cris-
talicen sus decisiones en el seno de la sociedad23. Implicará 
luego tener actitudes para saber tomar decisiones, y sobre 
todo tener la facultad de hacerlo. Esto nos pone en el campo 
de lo que se conoce como capacity building, el cual es enten-
dido por Naciones Unidas como aquel proceso mediante 
el cual personas, organizaciones, instituciones, sociedades, 
perfeccionan sus habilidades y actitudes para ejercer sus 
funciones, resolver problemas y alcanzar objetivos, en pos 
de comprender y afrontar sus necesidades de desarrollo 
en el tiempo, frente a contextos complejos y de manera 
sostenible24. Así, no estamos frente a un concepto innato a 
la condición de asumir un cargo público, sino que es algo 
que se puede aprender y adquirir con el paso del tiempo. 
Tomar decisiones de gestión refleja la capacidad de hacer 
efectivas las letras que contiene un mandato específico.

23	 Repetto, Fabián. Ob. cit., p. 8.
24	 Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud). Desarrollo de 

capacidades. Textos básicos del pnud. New York: pnud, 2009. 
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Además, entender la capacidad institucional en la ges-
tión pública requiere de un armazón que contenga este 
trabajo. Esto plantea contar con un marco (institucional) 
que en efecto sea tal esqueleto sobre el cual se mueva la 
gestión. En este sentido, compartimos las ideas de F. Re-
petto respecto a la dimensión institucional de la capacidad 
estatal, argumentada desde las ideas de D. North. Es decir, 
hablar de capacidad institucional exige entender el marco 
de instituciones sobre el cual se efectúa la gestión pública. 
Recordemos que D. North citado por P. Drinot sentencia: 
“Las instituciones encarnan las reglas del juego –tanto las 
reglas formales como las restricciones informales (conven-
ciones, normas de comportamiento y códigos de conducta 
autoimpuestos)– y las características de su ejecución”25. J. 
Mariscal nos recuerda que D. North reconoce las reglas 
de juego formales, como el marco de normas político-le-
gales (sistema jurídico alrededor de una Constitución), 
y las informales, como la cultura política, los sistemas de 
valores o las estructuras sociales26. Si las instituciones son 
las reglas de juego, hacer gestión pública es conocer estas 
reglas –formales e informales– para saber cómo jugar; lo 
que necesariamente exige reconocer cuál es el marco insti-
tucional sobre el cual se gestionará en el Estado. F. Repetto 
siguiendo a North considera que

[…] el papel que desempeñan las instituciones respecto de la 
“capacidad estatal”, tiene dos frentes. Por un lado, enmarca el 

25	 Drinot, Paulo. “Construcción de nación, racismo y desigualdad: una 
perspectiva histórica del desarrollo institucional en el Perú”. En John Crabtree 
(editor), Construir instituciones: democracia, desarrollo y desigualdad en el 
Perú desde 1980. Lima: pucp, Universidad del Pacífico, Instituto de Estudios 
Peruanos, 2006, pp. 13-14.

26	 Marsical, Judith. “Nuevo institucionalismo y regulación”. En Merino, Mau-
ricio y Guillermo Cejudo (compiladores), Problemas, decisiones y soluciones. 
Enfoques de política pública. Ciudad de México: Fondo de Cultura Económica, 
Centro de Investigación y Docencia Económicas (cide), 2010, pp. 179-206. 
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accionar de los actores que pugnan por darles cierto carácter 
y dirección a las decisiones y acciones de quienes ejercen el 
manejo del Estado. Por el otro, cristaliza formas múltiples 
de los dos componentes fundamentales de la “capacidad 
estatal”: la administrativa y la política –según áreas, sectores 
o jurisdicciones27.

Así, este marco o armazón de instituciones es el que 
permite darle forma y dirección a la gestión estatal cuando 
evaluamos su capacidad. Por un lado, entender por dónde 
camina el accionar del Estado y sobre qué se sostienen las 
decisiones públicas; y, acompañando a ello, el estableci-
miento de procedimientos claros y la adecuada toma de 
decisiones que plantea saber lo que se busca en el largo, 
mediano y corto plazo a escala de gobierno e incluso de 
país en una determinada coyuntura.

Para ir cerrando esta parte, buscaremos precisar dónde 
ubicar la mirada cuando buscamos entender la capacidad 
institucional en la gestión pública. Cabe señalar que es en la 
acción estatal donde se aprecia y luego evalúa la capacidad 
estatal; es una suerte de ensayo error. F. Isuani28 considera 
que una política debe contar con un conjunto de instrumen-
tos con los que será capaz de materializar la intervención 
estatal eficaz en la sociedad, para de esa manera enfrentar 
los problemas sociales. Estos instrumentos de política serán 
los medios o condiciones básicas, así como las estrategias sin 
las que los Estados no tendrían la posibilidad de concretar 
los objetivos propuestos, y con ello, resolver los problemas 
sociales. Entendiendo los instrumentos sabremos si en efec-
to se cuenta con capacidad institucional. F. Isuani agrupa 
estos instrumentos de la siguiente manera:
- Dispositivos normativos que estructuren y orienten sus 
actividades: leyes, decretos, reglamentos, etc. Encuadran y 

27	 Repetto, Fabián. Ob. cit., p. 12. 
28	 Isuani, Fernando. Ob. cit., pp. 32-34.
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autorizan una política pública, definiendo sus orientaciones 
y alcances; asignan responsabilidades, roles, funciones, 
atribuciones que se requieran para la puesta en marcha.
- Dispositivos de gestión que sostengan y concreten: su-
ponen la estructura de un esquema organizacional con el 
cual llevar adelante actividades de gestión operativa y de 
control de la gestión que sean necesarias para concretar los 
objetivos oficiales del Estado.
- Recursos básicos: incluyen recursos humanos, recursos 
financieros y recursos tecnológicos.

Estamos entonces frente a instrumentos que permiten 
materializar el contenido de las políticas: las normas, la es-
tructura organizacional y el equilibrio entre los recursos con 
que cuenta una institución estatal. Así, gestión será contar 
con este equipo de instrumentos, los que deben servir en 
el momento de tomar decisiones. Pero capacidad será no 
solo tenerlos, sino que hayan sido efectivos. Sin embargo, 
estos instrumentos requieren ampliar su panorama. Pensar 
solo en estos instrumentos es hacer que las instituciones 
se vean solo internamente, y no en el plano de interacción 
política en el que están. M. Grindle, citado por S. Ospina29, 
por su parte plantea un marco conceptual que permite 
ubicar la institucionalidad estatal dentro de un sistema de 
cinco dimensiones que evidencien las habilidades humanas, 
dimensiones que se convierten en cinco niveles de análisis 
de la capacidad institucional:

1. Los recursos humanos dentro de cada organización.
2. La organización misma.
3. El conjunto de organizaciones con las cuales ella se 

relaciona para funcionar efectivamente.
4. El contexto institucional del sector público.
5. El entorno económico, político y social dentro del cual 

se enmarca el sector público.

29	 Ospina, Sonia. Ob. cit., p. 4.
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Este esquema permite identificar qué y cómo evaluar 
los resultados de la gestión (capacidad), así como el de-
sempeño de quienes deciden en los niveles de gobierno. 
Lleva el análisis no solo a lo que la entidad estatal requiere, 
sino incluso a la manera como se relaciona con otras ins-
tituciones para poder actuar. Ubica a las instituciones en 
un plano de interacción. Se nos viene a la mente la idea de 
transectorialidad estatal, o de coordinación entre niveles 
de gobierno. Finalmente, O. Oslak30 establece algunas pre-
cisiones al considerar que la capacidad puede ser evaluada 
tomando en cuenta:

1. Que los actores involucrados (stakeholders) fijen o 
acepten en su interacción ciertas reglas de juego.

2. Que sus responsabilidades y relaciones se basen en 
acuerdos y compromisos preestablecidos.

3. Que las competencias y las actividades institucionales 
sean asignadas a los responsables de producir, intervenir o 
controlar los procesos de gestión.

4. Que los recursos materiales y humanos sean suficien-
tes en cantidad y calidad, y coherentes en términos de una 
adecuada función de producción.

5. Que las políticas de recursos humanos sean congruen-
tes con las exigencias de una función pública profesiona-
lizada.

6. Que las capacidades individuales de los participantes 
sean apropiadas en su correspondencia con los perfiles 
de los cargos o las asignaciones de tareas en los diversos 
procesos de gestión.

Detengámonos en esta parte. Como podemos apreciar, 
gestionar el Estado nos pone en un plano enmarañado, en 

30	 Oslak, Oscar. “Transformación estatal y gobernabilidad en el contexto de la 
globalización: un análisis comparativo de Argentina, Brasil, Chile y Uruguay: 
el caso argentino”. Propuesta de investigación presentada por el equipo de 
consultores del Centro de Desarrollo y Asistencia Técnica en Tecnología para 
la Organización Pública, 2004, p. 8.
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el que aparecen una serie de variables entrelazadas que 
evidencian lo complejo que es gobernar. Si regresamos un 
momento a nuestra intención, recordaremos que buscamos 
entender que la generación de capacidad institucional en 
el Estado significa –entre otras cosas– tener que volver 
práctico (pragmático) el contenido de un derecho humano. 
Como hemos estado presentando, por un lado, las políticas 
públicas pueden estar diseñadas incorporando el enfoque 
basado en derechos, pero para poder hacer operativo el 
contenido de la política se hace necesario contar con meca-
nismos e instrumentos de gestión. Esta situación se asume 
similar cuando hablamos de sentencias judiciales emitidas 
que establecen mandatos de obligatorio cumplimiento, o 
marcos normativos que deben ser desarrollados para darle 
cabida práctica a la obligación señalada.

Adicionalmente habrá que preguntarse si se cuenta 
con la capacidad instalada (institucional) que permita dar 
viabilidad a todo lo anterior, así como evaluar y empujar 
los cambios necesarios para lograr los objetivos finales. 
Una política o una sentencia puede entonces apuntar a ga-
rantizar un conjunto de derechos humanos, inclusive una 
norma puede establecer el reconocimiento de un derecho; 
pero el reto está en lograr que se cumpla lo establecido en 
la política, que se concrete lo estipulado en la norma, que 
se logre lo mandado en la sentencia; lo que significaría, en 
palabras sencillas, garantizar el ejercicio de tales derechos. 
En esta última parte, la gestión sirve para ver lo que se 
necesita, donde la capacidad institucional es lo que nos 
permite verificar qué se requiere en el día a día, y luego si 
ha dado resultado.

Pragmatizar será entendido entonces como estar atentos 
a este camino o proceso de gestionar el aparato estatal para 
garantizar el ejercicio de un derecho de manera adecuada. 
No solo es tener los instrumentos y las herramientas para 
gestionar el Estado, sino contar con la capacidad para de-
cidir cómo usarlos de la manera más efectiva y eficiente, en 
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pos de dar solución a los problemas y demandas sociales. 
Para que el Estado actúe se hace necesario contar con nor-
mas claras, marcos jurídicos que lo permitan, una organi-
zación capaz de dar viabilidad a las políticas, articulación 
intersectorial, pero, sobre todo, contar con recursos, es decir, 
con personas que sepan hacer la gestión, con un presupuesto 
suficiente para dar viabilidad a lo comprometido, y tecno-
logía que permita agilizar el trabajo estatal. Todo ello en 
efecto puede servir para entender de qué manera se hace 
operativo algo que en un origen puede resultar abstracto. 
A manera de ejemplo, es ver cómo un tema, como un de-
recho se va esparciendo y ramificando, generando nuevas 
estructuras y formas de gobernar. Lo señalado nos dice que 
resulta pragmático este hacer gobierno, ejercicio práctico y 
constante de la actuación estatal. Esta cadena o proceso de 
tener claridad acerca de cómo lograr alcanzar las metas que 
evidencia garantía de derechos humanos.

ii. El proceso de aterrizaje de la consulta 
previa a pueblos indígenas en el Perú  

¿De qué manera se operativizó el derecho a la consulta 
previa a pueblos indígenas en el Perú? ¿Este proceso de 
implementación responde a una lógica de pragmatización 
de derechos humanos en los términos de desarrollo de capa-
cidad institucional? ¿Por qué para el ejercicio del derecho 
a la consulta previa era necesario pasar por este proceso? 
Luego de repasar lo que entendemos por gestión pública y 
presentar ideas que consideramos aún como preliminares 
–ya que requerirán de un estudio mucho más profundo– 
sobre cómo sería un proceso de pragmatización de un derecho 
humano (que implica poder hacerlo efectivo, operativo), 
nuestra intención será examinar cómo fue el proceso de 
implementación del derecho a la consulta previa en el Perú. 
Con ello queremos darle evidencia al contenido detrás de 
la afirmación que establece que el trabajo del Estado de gene-
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rar capacidad institucional significa tener que volver práctico el 
contenido de un derecho humano.

Este repaso buscará hacer una revisión del proceso de 
implementación y ejercicio de este derecho. Pero no es solo 
un relato cronológico de lo sucedido durante la implemen-
tación de la consulta previa desde que se cuenta con una 
lcp y su reglamento. Buscamos evidenciar que la consulta 
previa, en tanto derecho humano de carácter colectivo de 
pueblos indígenas, no se podía implementar si es que no 
pasaba por este proceso de hacerlo operativo, práctico, de 
pragmatización como lo hemos denominado; es decir que 
la consulta previa necesitaba generar instrumentos de ges-
tión pública y capacidad institucional. Con lo anterior no 
solo intentamos dar respuesta a la pregunta sobre cómo se 
consulta, sino además entender que en materia de garan-
tizar derechos humanos estamos frente a la necesidad de 
entender cómo se gestionan procesos públicos, así como 
reconocer cuál es la capacidad institucional que tiene o 
requiere el Estado para lograrlo.

A partir de la vigencia en el Perú de la lcp (2011) y su 
Reglamento (2012) se cuenta con un proceso de consulta 
previa a pueblos indígenas con etapas establecidas. Estas 
normas permiten hacer efectivo / llevar a la práctica la 
implementación, y con esta el ejercicio, de este derecho. Si 
bien lo anterior es cierto, en el Perú ya se habían realizado 
experiencias de implementación de procesos de consulta 
previa, solo sobre la base de lo que establece el Convenio 
169 de la oit. No fueron prácticas constantes, sino más bien 
impulsos aislados dentro del poco interés hacia la temática 
indígena en el Estado peruano de inicios de este siglo.

Son dos casos que hay que mencionar como anteceden-
tes de consulta previa en el Perú, que se realizaron sin el 
marco de una ley. El primero fue el proceso de consulta con 
los pueblos Awajún y Wampis para la creación del Parque 
Nacional Ichigkat Muja –Cordillera del Cóndor– durante 
los años 2004 y 2005. Este proceso fue llevado a cabo por el 
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Instituto Nacional de Recursos Naturales (Inrena) –entidad 
adscrita en su momento al Ministerio de Agricultura–, con 
apoyo de la organización no gubernamental Conservación 
Internacional. El segundo fue el proceso de consulta ad hoc 
de la propuesta de Ley Forestal y de Fauna Silvestre por 
parte de la Comisión Agraria del Congreso de la República 
en el año 2012, en el que fueron consultadas organizaciones 
indígenas nacionales. En ambos casos –a pesar de que no 
se tenía un procedimiento claramente definido– se logró 
alcanzar acuerdos importantes que respondieron al traba-
jo de quienes buscaban la aprobación de la medida en su 
momento.

Lo que caracterizó a estos procesos fue su singularidad. 
En el caso de la consulta del Parque Nacional, la dinámi-
ca se caracterizó por la serie de talleres con participación 
de representantes de las comunidades nativas Awajún y 
Wampis asentadas en la Cordillera del Cóndor, provincia 
de Condorcanqui, Amazonas. La tarea era encontrar los 
insumos para la elaboración del expediente técnico que 
daba pie a la propuesta de Parque Nacional. En ese sentido, 
los acuerdos alcanzados referían a la extensión del área 
natural protegida y sobre cómo se gestionaría el área con 
participación indígena. En el caso del proceso de consulta 
de la Ley Forestal, se realizaron reuniones macrorregionales 
en diversas ciudades en el Perú durante los años 2011 y 
2012, en las que se recogió una serie de aportes de diversas 
organizaciones de pueblos indígenas. Luego se llevó a cabo 
una última reunión nacional en la ciudad de Lima en la que 
participaron representantes de todo el país. En esta reunión 
el trabajo implicó revisar el contenido de la ley, artículo por 
artículo, e ir discutiendo entre los representantes estatales 
y todos los asistentes indígenas, hasta tener un texto con-
sensuado. Independientemente de las particularidades, 
hay que destacar que existían antecedentes de procesos de 
consulta previa antes de la lcp.
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La lcp en el Perú tiene su origen en el Convenio 169 de 
la oit. Sin embargo, a pesar de la vigencia del tratado inter-
nacional desde 1995, y de las exigencias para implementar 
el Convenio, la ley no fue impulsada sino hasta después de 
los denominados Paros Amazónicos, entre los años 2008 y 
2009, y en específico luego del enfrentamiento que hubo 
en la denominada Curva del Diablo cerca de la ciudad de 
Bagua, región Amazonas, el 5 de junio del 2009[31]. Durante 
esos años, organizaciones indígenas de la Amazonía se 
movilizaron exigiendo la derogatoria de un conjunto de 
decretos legislativos (994, 1015, 1020, 1064, 1073, 1080, 1081, 
1089, 1090) promulgados durante el gobierno del presidente 
Alan García Pérez que afectaban a los pueblos indígenas, y 
que no fueron objeto de consulta previa. Los decretos legis-
lativos cuestionados buscaban entre otras cosas restringir el 
proceso de consulta para la suscripción de contratos petro-
leros y mineros en lotes ubicados en territorios comunales; 
rebajar el quorum de la asamblea, de dos tercios al 50 %, 
para la venta de tierras comunales a terceros; permitir la 
privatización de los suelos forestales y el cambio de uso a 
agrícolas en caso de proyectos que fuesen declarados de 
interés nacional; crear nuevas figuras jurídicas dentro de la 
comunidad distintas a las reconocidas previamente en nor-
mas sobre la materia; declarar como propiedad del Estado 
las tierras eriazas no tituladas, aunque estuviesen poseídas y 
fuesen pretendidas por comunidades indígenas; y permitir 
que invasores con cuatro años de antigüedad se apropiasen 
de tierras comunales, con lo cual se anulaba la garantía 

31	 Para conocer con profundidad los hechos que antecedieron a los sucesos del 
Conflicto de Bagua en la Curva del Diablo, específicamente aquello relacionado 
con las decisiones estatales que desencadenaron este enfrentamiento, se 
recomienda revisar el caso “Crónica de un conflicto anunciado. El caso del 
conflicto social de Bagua (5 y 6 de junio de 2009)”, en C. Alza (compilador), 
Aprendiendo de la experiencia. Ocho estudios de caso para enseñar Políticas Públicas 
y Gestión Pública. Lima: Escuela de Gobierno pucp, 2014, pp. 121-146.
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constitucional que otorga el carácter imprescriptible a la 
propiedad territorial de las comunidades32. Cabe resaltar 
que, si bien estos decretos no solo no fueron consultados a 
pesar de afectar derechos colectivos de pueblos indígenas, 
además excedían las atribuciones que se delegaron al Presi-
dente, ya que no normaban cuestiones vinculadas al marco 
del tratado de libre comercio con los Estados Unidos33.

Tras los sucesos del 5 de junio del 2009, los representantes 
del Poder Ejecutivo y las organizaciones indígenas amazóni-
cas nacionales se comprometieron en buscar soluciones a 
la problemática que desencadenó el conflicto. En ese senti-
do, se conforma el Grupo Nacional de Coordinación para 
el Desarrollo de los Pueblos Amazónicos. Su objetivo fue 
formular un plan integral para el desarrollo de los pueblos 
indígenas amazónicos a partir del diálogo y la generación 
de confianza, así como esclarecer los hechos del conflicto. La 
primera reunión de este grupo se lleva a cabo el 22 de junio 
del 2009 en la ciudad de Lima. En dicha reunión se instala la 
Mesa de Trabajo General conformada por instituciones del 
Poder Ejecutivo y las organizaciones indígenas amazóni-
cas nacionales, además de representantes de los gobiernos 
regionales amazónicos. Participan adicionalmente varios 
representantes de la sociedad civil.

Para llevar a cabo el objetivo de la mesa se conformaron 
submesas de trabajo. Tales fueron definidas a partir de 
cuatro ejes temáticos: diseño y composición de una comi-
sión que investigara los sucesos de la Cuerva del Diablo 
en Bagua (mesa 1); propuesta de solución respecto a los 
decretos legislativos cuestionados (mesa 2); elaboración 

32	 Ortiz, Pablo y Alberto Chirif. ¿Podemos ser autónomos? Pueblos indígenas vs. 
Estado en Latinoamérica. Quito: rri, 2010. 

33	 Sobre este punto, se recomienda revisar la nota periodística del diario La 
república, “Los 102 decretos de Alan García”, publicada el 28 de junio del año 
2008, la que resume de manera adecuada lo señalado. https://larepublica.
pe/politica/219370-los-102-decretos-de-alan-garcia 
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de los mecanismos de consulta previa para la aplicación 
del Convenio 169 de la oit (mesa 3); y elaboración de una 
propuesta nacional para el desarrollo amazónico (mesa 4).

Como parte del trabajo resultante de la mesa 3, se logró 
obtener un primer acuerdo consensuado entre organizacio-
nes indígenas y funcionarios públicos sobre el contenido de 
una propuesta de Ley de consulta previa. Este documento 
fue enviado al Congreso de la República en enero del 2010 
y se discutió en las comisiones de Constitución y de Pueblos 
Andinos, Amazónicos, Afroperuano, Ambiente y Ecología. 
Luego del debate en el pleno, el Congreso finalmente apro-
bó la mencionada Ley de Consulta Previa el 19 de mayo 
del 2010. Esta norma fue observada posteriormente por el 
presidente Alan García Pérez el 21 de junio de ese año y fue 
devuelta al Congreso de la República, sin que este volviese 
a insistir en su aprobación, con lo cual finalmente se dejó sin 
promulgarla, y quedó archivada en el marco del cambio de 
un nuevo gobierno. Las observaciones principales estaban 
vinculadas a que no era obligatorio alcanzar el consenti-
miento y a la definición que se debía tener sobre pueblos 
indígenas para el Perú.

En este contexto de incertidumbre sobre tener o no 
una ley de consulta previa, el Tribunal Constitucional (tc) 
emitió un conjunto de sentencias que manifiestan una 
tendencia jurisprudencial en materia de consulta previa34. 
Los principales puntos a destacar en la jurisprudencia del 
tc están vinculados a establecer que la consulta previa es 
un derecho con rango constitucional, que su aplicabilidad 
es inmediata, que no es necesario contar con una ley para 
excusar su incumplimiento; asimismo, establece un conte-
nido constitucionalmente protegido de este derecho (que 

34	 La Rosa Calle, J. “El derecho a la consulta previa y su implementación en 
el Perú según las reglas legislativas y el Tribunal Constitucional”. Derecho y 
Sociedad, 39, pp. 196-203. 
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se consulten medidas que los afectan directamente, que se 
haga siguiendo las características esenciales de este proceso 
y que se garantice el cumplimiento de los acuerdos alcan-
zados). Este conjunto de sentencias es el siguiente:

- Sentencia recaída en el expediente 03343-2007-pa/tc 
(caso Cordillera Escalera).

- Sentencia recaída en el expediente 06316-2008-pa/tc 
(caso Contratos de Licencia de Exploración y Explotación 
de los Lotes 39 y 67).

- Sentencia recaída en el expediente 05427-2009-pi/tc 
(caso demanda de cumplimiento para que el Ministerio de 
energía y Minas adecúe sus reglamentos de participación 
ciudadana al Convenio 169 de la oit).

- Sentencia recaída en el expediente 0022-2009-pa/tc 
(pide la derogatoria del Decreto Legislativo 1089 que regula 
el Régimen temporal extraordinario de formalización y 
titulación de predios rurales por no haber sido consultado).

- Sentencia recaída en el expediente 0023-2009-pi/tc (pide 
la derogatoria del Decreto Legislativo 1079, que establece 
medidas que garantizan el patrimonio de las áreas naturales 
protegidas, por no haber sido consultado).

- Sentencia recaída en el expediente 0024-2009-pi/tc 
(pide la derogatoria del decreto legislativo que promueve 
la inversión privada en proyectos de irrigación para la 
ampliación de la frontera agrícola).

- Sentencia recaída en el expediente 0025-2009-pi/tc 
(demanda de inconstitucionalidad contra la Ley 29338, Ley 
de Recursos Hídricos).

- Sentencia recaída en el expediente 0027-2009-pi/tc (pide 
la derogatoria del Decreto Legislativo 1020 que promueve 
la organización de productores agrarios y facilita el acceso 
al crédito).

Con la entrada del nuevo gobierno de Ollanta Humala el 
28 de julio del 2011, integrantes del nuevo Congreso presentan 
cuatro proyectos de ley de consulta previa sostenidos en la 
ley archivada. Como esfuerzo político, se llega a un consenso 
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entre las distintas bancadas para obtener una sola propuesta 
de ley de consulta. De esta manera, la lcp sería aprobada por 
unanimidad el 23 de agosto de 2011. Es importante destacar 
que la Ley de Consulta fue una de las promesas de campaña 
del entonces candidato Humala Tasso, quien ya como Pre-
sidente y de manera simbólica promulgó la Ley 29785 en la 
ciudad Bagua el 6 de septiembre de ese año.

Si bien la medida fue reconocida por organismos inter-
nacionales, organizaciones indígenas y por la sociedad civil 
como un acto de reparación frente a las políticas y atrope-
llos contra los pueblos indígenas de parte de los gobiernos 
de turno, también se identificaron en ella limitaciones y 
vacíos35. Estas grietas y cuestionamientos se hicieron más 
evidentes en la etapa de reglamentación de la ley iniciada 
en noviembre de 2011, que supuso iniciar un proceso de 
diálogo entre organizaciones indígenas y el Estado, para lo 
cual se dispuso de la creación de una comisión multisecto-
rial encargada de liderar el tema. La comisión multisectorial 
estuvo compuesta por 18 viceministerios, 6 organizaciones 
indígenas de alcance nacional –Coordinadora Nacional de 
Comunidades Afectadas por la Minería (Conacami), Con-
federación Nacional Agraria (cna), Confederación Cam-
pesina del Perú (ccp), Asociación Interétnica de Desarrollo 
de la Selva Peruana (Aidesep), Organización Nacional de 
Mujeres Andinas y Amazónicas del Perú (Onamiap) y Con-
federación de Nacionales Amazónicas del Perú (Conap)–, 
y fue presidida por la Presidencia del Consejo de Ministros 
(pcm); el flamante Viceministerio de Interculturalidad (vmi) 
del Ministerio de Cultura quedó como secretaría técnica.

Es importante destacar que hasta estas fechas recién se 
contaba con una institucionalidad estatal encargada de la 

35	 Para profundizar acerca de los principales cuestionamientos a estas normas, 
se recomienda revisar el Informe final del Grupo de Trabajo de seguimiento a la 
implementación de la Ley de Consulta Previa de la cpaaaae del Congreso de la 
República, del periodo legislativo 2012-2013. 
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temática de pueblos indígenas, el recientemente creado 
Viceministerio de Interculturalidad del Ministerio de Cul-
tura. Desde el año 2000 el Estado peruano había contado 
con 6 entidades encargadas de abordar la temática de los 
pueblos indígenas. Esta situación generó en la práctica no 
contar con una autoridad con la capacidad para actuar en 
esta materia, ya que debido a problemas de gestión no podía 
o no sabía abordar desde el Estado el trabajo para y con los 
pueblos indígenas del país36. La última de estas entidades, 
el Instituto de Desarrollo de Pueblos Andinos, Amazónicos 
y Afroperuano (Indepa), que se encontraba adscrito a la 
pcm en esos años, fue fusionada al Ministerio de Cultura 
al establecerse así en la Ley 29565, ley de creación de este 
ministerio el 24 de setiembre del 2010. Sobre la base del In-
depa se empieza a constituir el nuevo viceministerio, el cual 
primero se involucra en el proceso de consulta previa de la 
Ley Forestal, y luego en la lcp es designado como órgano 
técnico especializado en materia indígena y encargado de 
la implementación de este derecho.

En la comisión multisectorial, y en su calidad de secre-
taría técnica, el vmi presentó un borrador de reglamento 
para la lcp. El objetivo fue empezar la discusión de la regla-
mentación de la lcp sobre la base de un primer insumo. De 
manera paralela las organizaciones indígenas elaboraron un 
conjunto de lineamientos generales para ser incorporados 
en el reglamento, lineamientos sostenidos en estándares 
de derechos humanos que denominaron Principios Míni-
mos No Negociables37. El objetivo era que el reglamento se 

36	 Para profundizar cómo fue el proceso de debilitamiento de la institucionalidad 
estatal en materia de pueblos indígenas en el Perú, revisar C. Alza y G. 
Zambrano. Pueblos indígenas y establecimiento de agenda: cambios en la estructura 
institucional en el Estado peruano (2000-2011). Lima: Escuela de Gobierno y 
Políticas Públicas de la pucp, Clacso, 2014. 

37	 Pacto de Unidad. Principios no negociables, 2011. En http://www.servindi.
org/pdf/ComunicadoPactodeunidad2.pdf 
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constituyese sobre la base de estos denominados principios. 
Como parte del proceso, la propuesta estatal fue presenta-
da a representantes indígenas de distintas zonas del país 
para su evaluación. Así, se llevaron a cabo entre enero y 
febrero del 2012, en coordinación con las organizaciones 
indígenas, y con el apoyo logístico de la Unidad Ejecutora 
Indepa (unidad administrativa creada sobre lo que quedaba 
del Indepa aún en proceso de fusión), 6 reuniones macror-
regionales en las ciudades de Chiclayo, Pucallpa, Iquitos, 
Cusco, Huancayo y Lima. En cada una de ellas participaron 
representantes de pueblos indígenas, con un total de 1.500 
personas, aproximadamente, con quienes se recogieron 
aportes para la reglamentación.

A pesar de los esfuerzos que significó la realización de 
las denominadas “reuniones macrorregionales”, las orga-
nizaciones indígenas y sus asesores, lejos de discutir sobre 
los lineamientos propuestos, acordaron por mayoría exigir 
la modificación de la lcp y abstenerse de participar en el 
proceso de diálogo hasta no ver satisfecha esta deman-
da. La principal objeción por parte de las organizaciones 
indígenas radicó en el hecho de que la lcp, y con ello los 
insumos para su reglamentación, no recogían los derechos 
indígenas establecidos en el Convenio 169 de la oit. Es por 
esto que los aportes que hicieron durante las reuniones 
macrorregionales iban en la línea de modificar la norma 
antes que considerar su reglamentación.

Las entidades estatales participantes de la comisión 
multisectorial optaron por continuar con las reuniones de 
reglamentación, aun contando con solo dos organizaciones 
indígenas de las seis que inicialmente participaban. Produc-
to de estas conversaciones fue la elaboración, y posterior 
remisión a la pcm, de un borrador de reglamento de lcp. Así, 
con esta situación en ciernes, el reglamento de la lcp sería 
finalmente aprobado y promulgado el 3 de abril de 2012. 
Cabe señalar que en esta versión final se incluyeron varias 
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de las pocas recomendaciones de los pueblos indígenas 
recogidas en las reuniones nacionales.

A partir de la promulgación del reglamento de la lcp, y a 
pesar de las contradicciones en el proceso de diálogo para la 
reglamentación, así como de las tensiones producidas a raíz 
de la publicación del reglamento, el vmi en tanto ente técnico 
del Poder Ejecutivo enfocó sus esfuerzos en (i) el desarrollo 
de capacidades a funcionarios públicos y líderes indígenas 
en materia de consulta previa y (ii) en la elaboración de 
instrumentos de gestión para la implementación de la ley 
y su reglamento. De manera adicional, (iii) se da comienzo 
a la conformación de equipos encargados de acompañar 
la realización de las primeras consultas previas, buscando 
consolidar a la autoridad en el tema. Para el vmi era necesario 
identificar estas necesidades por dos razones vinculadas 
entre sí. La primera, porque, a pesar de que la lcp como su 
reglamento establecían un procedimiento de siete etapas 
para realizar las consultas previas, debía de haber claridad 
y entendimiento sobre cómo cada una de estas etapas resul-
taba puesta en práctica, es decir, evidenciar que lo señalado 
en la norma era posible. La segunda, la importancia de de-
mostrar la efectividad del procedimiento en pos de no solo 
garantizar el derecho, es decir, mostrar su utilidad.

Las actividades de capacitación se han dado de manera 
continua desde 2012 hasta la fecha. Estas han comprometi-
do la realización de talleres, seminarios, diplomas, cursos, 
dirigidos a funcionarios y con participación de especialistas. 
Adicionalmente, procesos formativos dirigidos a represen-
tantes de pueblos indígenas en los que el objetivo ha sido el 
mismo: explicar no solo qué es el derecho a la consulta pre-
via (y todo lo que ello implica), sino cómo se lleva a cabo38. 

38	 En el caso de las capacitaciones a representantes de pueblos indígenas se 
cuenta con un material particular, al cual se puede acceder en la siguiente 
dirección electrónica: http://consultaprevia.cultura.gob.pe/material-
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Como parte de este proceso, se elaboraron documentos para 
las capacitaciones, como el Módulo de Capacitación en el 
Derecho a la Consulta Previa, compendios normativos39, así 
como cartillas y afiches orientadores sobre el tema40. En el 
caso de capacitaciones dirigidas a funcionarios de gobiernos 
regionales, se publica a finales del 2014 la Agenda Regional 
para la implementación de la consulta previa41.

En esta tarea, el rol de otras entidades que acompañaban 
y compartían estas capacitaciones fue la constante. Por 
ello hay que mencionar la participación de miembros de la 
Defensoría del Pueblo, de ong que trabajan la temática de 
los pueblos indígenas, miembros de la academia, e incluso 
personas vinculadas a la oit quienes formaron la plana 
docente en su momento de estos procesos de formación. 
Ello en tanto desde el Ministerio de Cultura al inicio no se 
contaba con los especialistas suficientes para explicar sobre 
el contenido de este derecho, por lo que se ayudaron de 
especialistas de otros lados.

Con el tiempo, lo que ha sucedido es un proceso de 
especialización y profesionalización en el Ministerio de 
Cultura en materia de consulta previa. Como parte central 
de este proceso se crea en el 2013 la Dirección de Consulta 
Previa en la Dirección General de Derechos de los Pueblos 
Indígenas del Viceministerio de Interculturalidad. Antes 
de su creación, los trabajos vinculados a la consulta previa 
se concentraban en el mismo Viceministerio. Esta oficina 

publicacion/consulta-previa-orientaciones-para-la-participacion-de-los-
pueblos-indigenas-u-originarios-7/ 

39	 Para conocer sobre el contenido de este documento se puede acceder a la 
siguiente dirección: http://consultaprevia.cultura.gob.pe/wp-content/
uploads/2014/11/Compendio-Normativo.pdf 

40	 Para conocer sobre el contenido de este documento se puede acceder a la 
siguiente dirección: http://consultaprevia.cultura.gob.pe/wp-content/
uploads/2014/09/MODULO-CONSULTA-PREVIA.pdf 

41	 Para conocer sobre el contenido de este documento se puede acceder a 
la siguiente dirección: http://consultaprevia.cultura.gob.pe/material-
publicacion/agenda-regional-para-la-implementacion-de-la-consulta-previa/ 
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tiene como funciones de acuerdo con el Reglamento de Or-
ganización y Funciones del Ministerio de Cultura, Decreto 
Supremo 003-2013-MC, las siguientes:

- Concertar y coordinar con las entidades promotoras la 
realización de procesos de consulta previa en el marco de 
la normatividad vigente sobre consulta previa.

- Organizar y mantener el registro de los resultados de 
los procesos de consulta previa realizados y el registro de 
facilitadores.

- Informar y sensibilizar a los pueblos indígenas y otras 
organizaciones sobre el alcance del derecho a consulta 
previa, su implementación y sus efectos.

- Brindar asistencia técnica a las entidades promotoras 
y a las organizaciones representativas y a sus representan-
tes del o de los pueblos indígenas u originarios, así como 
atender las dudas que surjan en cada proceso en particular.

- Brindar capacitación a las entidades promotoras y a las 
organizaciones representativas y a sus representantes del o 
de los pueblos indígenas u originarios, para implementar 
los procesos de consulta previa.

- Emitir opinión, de oficio o a pedido de cualquiera de 
las entidades facultadas para solicitar la consulta, sobre 
la calificación de la medida legislativa o administrativa 
proyectada por las entidades responsables, sobre el ámbi-
to de la consulta y la determinación de los pueblos a ser 
consultados en el marco de la normativa vigente sobre el 
derecho de consulta previa.

- Asesorar a las entidades responsables de ejecutar pro-
cesos de consulta y a los pueblos que son consultados en la 
definición del ámbito y características de la consulta.

- Proponer a la Dirección General de Derechos de los 
Pueblos Indígenas, cuando corresponda, las normas, di-
rectivas y lineamientos en el marco de sus competencias.

- Coordinar con otras entidades del sector público y 
privado, nacional e internacional.
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- Promover la suscripción de convenios de colaboración 
interinstitucional nacionales e internacionales.

Con relación a los instrumentos de gestión, estos se co-
mienzan a diseñar e implementar de manera simultánea con 
los primeros procesos de consulta previa en el país, incluso, 
una vez iniciados estos. Este proceso de hacer operativo del 
derecho a la consulta previa se ha concentrado en tres ejes:

1. Desde el vmi se buscó brindar al resto de sectores del 
Poder Ejecutivo herramientas de gestión que sirvan para 
llevar a la práctica los procesos de consulta previa. Recor-
demos que quienes realizan las consultas son las entidades 
encargadas de aprobar las medidas objeto de consulta, y 
el vmi desde la Dirección de Consulta Previa, en su rol de 
ente técnico, asesora y orienta a la entidad promotora de 
tales consultas.

2. La elaboración de un marco regulador para el derecho 
de petición de los pueblos indígenas a fin de que puedan 
ser incluidos en procesos de consulta previa, o solicitarlos.

3. La realización de actividades de seguimiento de los 
acuerdos alcanzados en los procesos emprendidos.

Los instrumentos de gestión diseñados e implementados 
por el Estado se dieron poco después de haberse generado 
la reglamentación de la ley y estuvieron dirigidos a (1) la 
creación y funcionamiento de una base de datos de pueblos 
indígenas u originarios; (2) la construcción de un registro 
de intérpretes y traductores de lenguas indígenas; y (3) 
la elaboración de guías para orientar la realización de los 
procesos de consulta previa en la práctica.

Con respecto a la base de datos42, tal fue hecha pública 
recién en octubre de 2013 por el Ministerio de Cultura. 
Tiene como propósito dar a conocer cuáles son los pueblos 
indígenas u originarios del Perú. Busca también brindar 

42	 Para conocer más acerca del contenido de la Base de Datos de Pueblos Indígenas 
se puede acceder a la siguiente dirección: http://bdpi.cultura.gob.pe/ 
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información histórica, cultural, geográfica y demográfica de 
estos pueblos, así como de sus organizaciones representa-
tivas y comunidades. Para su funcionamiento y diseño un 
año antes se emitió la Directiva 003-2012/MC. Cabe resaltar 
que la base de datos solo es referencial y se considera en 
constante actualización.

En el mismo mes de octubre del 2013, el Ministerio de 
Cultura regulaba el procedimiento para el registro de intér-
pretes y traductores de lenguas indígenas, el cual incluía la 
capacitación de los mismos en interpretación, traducción y 
en consulta previa mediante la Resolución Viceministerial 
001-2012-vmi-mc y su Directiva 006-2012/mc. A la fecha, 
según el vmi, se cuenta con 137 intérpretes capacitados para 
mantener el diálogo entre entidades estatales y pueblos 
indígenas en el marco de los procesos de consulta pre-
via a realizarse, luego de llevarse a cabo cinco cursos de 
certificación a nivel nacional. Un punto a resaltar es que 
como parte del trabajo de los y las intérpretes, se suma la 
traducción a varios idiomas originarios (quechua, awajún, 
shipibo-conibo, aymara, achuar) de las principales normas 
en materia de consulta previa43.

Con relación a las guías y manuales para orientar la rea-
lización de los procesos de consulta previa en la práctica, 
debemos mencionar tres. En primer lugar, la Guía Meto-
dológica de Consulta Previa. Dicha guía fue publicada en 
abril del 2013, y tuvo como objetivo orientar a los funcio-
narios involucrados en los procesos de consulta previa. En 
esta no solo se explica qué se puede hacer en cada una de 
las siete etapas del proceso de consulta establecidos en el 
marco legal, sino que, además, agrega una (cuasi) etapa a lo 
establecido en la norma. Esta nueva etapa es denominada 

43	 Para conocer más acerca de estas traducciones se puede acceder a la siguiente 
dirección: http://consultaprevia.cultura.gob.pe/material-publicacion/ley-y-
reglamento-de-consulta-previa-traducidas-en-diferentes-lenguas/ 
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“Etapa preparatoria”, y sirvió en la práctica para recoger 
información que pueda ser luego incorporada en el Plan 
de Consulta Previa. La guía ha servido para realizar los 
procesos de consulta previa, aunque con ciertas limitacio-
nes que la misma práctica ha evidenciado, lo que apunta 
a ser revisada. El otro documento es la Guía metodológica 
para la identificación de pueblos indígenas u originarios, 
el cual de acuerdo lo señalado en su contenido apunta a ser 
de utilidad para orientar en la identificación sobre quiénes 
son los pueblos indígenas sujetos de consulta previa que 
puedan verse afectados directamente por la medida objeto 
de consulta de un ámbito geográfico definido44. Esta guía 
se elabora durante la realización de una serie de procesos 
de consulta previa entre los años 2013 y 2014, por lo que de 
acuerdo con G. Zambrano y M. Cépeda “[…] es una buena 
iniciativa y un primer paso para establecer una cultura y 
know how sobre la consulta en los funcionarios públicos. 
No obstante, se debe manejar con especial cuidado que, 
como puede ocurrir con toda guía, esta no sea usada como 
un canon inflexible y una lista de puntos a ser llenados sin 
mayor reflexión”45, dado que en Perú sigue siendo tema de 
debate la identificación de pueblos indígenas sobre todo 
en el ámbito andino. Finalmente, el tercer documento es la 
Guía metodológica para facilitar procesos de consulta pre-
via, la que apunta a ser un instrumento de apoyo a quienes 
facilitan estos procesos46.

44	 Ministerio de Cultura. Guía metodológica. Etapa de identificación de pueblos 
indígenas u originarios. Lima: Ministerio de Cultura, 2015, p. 5.

45	 Zambrano, G. y Cépeda, M. Aprendizaje en la práctica: apuntes sobre la Guía 
metodológica para la etapa de identificación de pueblos indígenas u originarios. En 
http://idehpucp.pucp.edu.pe/opinion/aprendizaje-en-la-practica-apuntes-
sobre-la-guia-metodologica-para-la-etapa-de-identificacion-de-pueblos-
indigenas-u-originarios/ (última consulta 28 de mayo del 2018). 

46	 Para conocer sobre el contenido de este documento se puede acceder a 
la siguiente dirección: http://consultaprevia.cultura.gob.pe/material-
publicacion/guia-metodologica-para-la-facilitacion-de-procesos-de-consulta-
previa/ 
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Hay que resaltar el inicio de la realización de los procesos 
de consulta previa haciendo mención a dos: la aprobación 
de la creación del área de conservación regional Maijuna-
-Kichwa, a cargo del Servicio Nacional de Áreas Naturales 
Protegidas del Ministerio de Ambiente, y el Gobierno 
Regional de Loreto, y el proceso de consulta del lote de 
hidrocarburos 192, a cargo de la entidad promotora de la 
inversión en hidrocarburos Perupetro. En el primer caso, 
el resultado fue muy positivo: se alcanzaron acuerdos en 
un contexto en el que tanto pueblos indígenas como las 
entidades estatales llegaron a ponerse de acuerdo sobre 
cómo establecer la gestión de este espacio territorial, la 
que se generó a solicitud de los mismos grupos indígenas47. 
El segundo caso –por el contrario– mostró una serie de 
dificultades para que pueblos indígenas y Estado puedan 
ponerse de acuerdo. Las dificultades no se centraban en el 
proceso de consulta previa en sí mismo, sino en el contexto 
alrededor del mismo que se enmarcaba en un conflicto social 
de larga historia y los problemas para ponerse de acuerdo 
sobre cómo se iban a remediar los pasivos ambientales de 
casi cincuenta años producidos por la actividad petrolera en 
esta región del país. Este conjunto de pasivos vinculados a 
impactos ambientales agresivos que ninguna entidad estatal 
ni empresa privada quería asumir, demoraron el inicio del 
proceso de consulta, y fueron parte de las dificultades que 
no lograron concluirlo satisfactoriamente48.

Dentro del segundo eje, los procedimientos que se esta-
blecieron con relación al derecho de petición de los pueblos 

47	 Para mayor conocimiento de la experiencia exitosa del proceso de consulta 
previa del área de conservación regional Maijuna-Kichwa se puede revisar 
el informe de sistematización Cooperación Alemana para el Desarrollo giz. 
La consulta previa al área de conservación regional Maijuna-Kichwa. Lecciones de 
la primera experiencia de consulta previa en el Perú. Lima: giz, 2014.

48	 Para conocer la cronología del proceso de consulta previa del lote 192 se 
puede acceder a la siguiente dirección del Ministerio de Cultura: http://
www.cultura.gob.pe/es/tags/lote-192 (última visita 29 de mayo de 2018). 
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indígenas para ser incluidos en un proceso de consulta 
previa o solicitarlo, no fueron aprobados sino hasta fines de 
2013. Estos procedimientos se diseñaron luego del inicio de 
otro hito importante: el primer proceso exitoso de consulta 
previa en el sector hidrocarburos en el país, el del lote 169. 
Los orígenes del marco legal que avalaron este proceso se 
remontan al año 2012. Es importante volver a mencionar 
que de acuerdo con la normativa nacional, son las entidades 
encargadas de identificar antes de aprobar aquellas medidas 
que afectan derechos colectivos de pueblos indígenas para 
luego realizar las consultas previas. En ese sentido, cor-
responde a cada entidad indicar cuáles son estas medidas 
objeto de consulta, proceso en el que el Viceministerio de 
Interculturalidad apoya como ente técnico. En el 2012, el Mi-
nisterio de Energía y Minas (Minem) aprobó la Resolución 
Ministerial 350-2012-mem/dm, mediante la cual se señala 
cuáles son las medidas administrativas que serán objeto de 
consulta previa, así como la oportunidad o momento para 
su realización. En esta norma se semana que en el caso de 
hidrocarburos, se consulta el Decreto Supremo que aprueba 
la suscripción de contratos de exploración y explotación de 
lotes petroleros y gasíferos, y se lleva a cabo el proceso de 
consulta antes de la aprobación del mencionado decreto. 
Un año después de la emisión de esta norma, Perupetro 
–empresa estatal de régimen privado encargada de la pro-
moción de la inversión de actividades de hidrocarburos en 
el Perú– aprobó la conformación de 26 lotes a licitarse para 
exploración y explotación de gas y petróleo. En esta lista se 
encontraba el lote 169 y se consideró que debía pasar por un 
proceso de consulta previa. Este proceso se considera exi-
toso entre otras cosas porque Perupetro cuenta con amplia 
experiencia de relacionamiento con comunidades nativas 
amazónicas que le permitieron generar canales de diálogo; 
la elaboración conjunta con los pueblos indígenas de los pla-
nes de consulta y metodología a aplicar; y la realización de 
este proceso con la debida flexibilidad que las circunstancias 
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lo exigían. En el año 2015 se emite la Resolución Ministerial 
209-2015-mem/dm que establece que quien lleva a cabo los 
procesos de consulta previa ya no sea Perupetro sino la 
Dirección General de Asuntos Ambientales y Energéticos 
del Ministerio de Energía y Minas.

Cabe señalar que, en el caso de los procesos de consulta 
previa para la actividad minera, el Ministerio de Energía y 
Minas mediante Decreto Supremo 020-2012-em modifica su 
“Texto único de procedimientos administrativos”, señalan-
do que el trámite de autorización de inicio de actividades 
de exploración y beneficio deben ser consultados. Luego, 
mediante Resolución Ministerial 003-2013-mem-dm se precisa 
que los procedimientos de autorización de inicio de las acti-
vidades de desarrollo y preparación, como la autorización 
de construcción de la planta de beneficio, están sujetos a 
la realización de procesos de consulta previa. Al respecto, 
cabe señalar que los procesos de consulta en minería son 
cuestionados en tanto se realizan luego de haber tomado la 
decisión de la realización de dicha actividad, incluso luego 
de la aprobación de los estudios de impacto ambiental. Este 
tema merecerá el desarrollo correspondiente en futuros 
trabajos.

Finalmente, los instrumentos relacionados con el segui-
miento de la implementación de la consulta previa, sobre los 
que hay poco avance. Un primer punto a resaltar es que de 
acuerdo con la norma es el Viceministerio de Interculturali-
dad el ente encargado de hacer seguimiento a los acuerdos 
llegados en los procesos de consulta previa. Sin embargo, 
más allá de saber cuáles son estos acuerdos alcanzados, no 
se cuenta con instrumentos para el monitoreo ni claridad 
para saber qué pasa cuando un acuerdo es incumplido (más 
allá de poder iniciar acciones judiciales). Respecto a espacios 
de monitoreo, el primer antecedente se remonta al año 2012 
cuando se creó el Grupo de Trabajo sobre Institucionalidad 
Pública en materia de pueblos indígenas y originarios, 
conformado por un representante del vmi y por distintas 
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organizaciones indígenas. Este grupo de trabajo, aunque 
de naturaleza temporal, tuvo entre sus funciones analizar 
y formular propuestas en materia de políticas públicas 
indígenas, así como los mecanismos de diálogo entre los 
pueblos indígenas y el Gobierno. En noviembre de 2014 se 
determinó la recomposición del grupo, cambiando a Grupo 
de Trabajo de Pueblos Indígenas (gtpi) de condición perma-
nente, el cual incluye al Viceministerio de Interculturalidad 
y a los directores de la Dirección General de Derechos de 
Pueblos Indígenas y de la Dirección de Políticas Indígenas. 
A diferencia del grupo anterior, este incluyó de manera 
específica, dentro de las funciones realizar, el seguimiento 
de políticas y acciones en materia de consulta previa. Sin 
embargo, sus labores eran mucho más ampliadas, por lo que 
en la práctica no logró cumplir esta tarea. Luego en el año 
2017 se instala la Comisión Multisectorial para la aplicación 
del derecho a la consulta, de carácter permanente, presidida 
por el Ministerio de Cultura, la que tiene como tarea hacer 
seguimiento a los acuerdos alcanzados en los procesos.

A la fecha, en el Perú se han realizado 45 procesos de 
consulta previa. Los temas han sido muy diversos, entre los 
que destacan no solo procesos vinculados a minería e hidro-
carburos, sino a normas reglamentarias, así como políticas 
nacionales. En este grupo se encuentran la Política Sectorial 
de Salud Intercultural, el Reglamento de la Ley Foresta y 
de Fauna Silvestre, el proyecto de Hidrovía Amazónica, el 
Reglamento de la Ley 29735 (Ley de Lenguas Originarias), 
el Plan Nacional de Educación Intercultural Bilingüe, etc. Al 
respecto, lo que cabe resaltar es que en el Perú los procesos 
de consulta previa no se han circunscrito a los temas extrac-
tivos, sino que, como la norma y el Convenio establecen, 
se han consultado aquellas medidas que afecten derechos 
colectivos de pueblos indígenas. En ese sentido, el trabajo de 
especialización ha implicado generar conocimiento sobre el 
contenido de los derechos colectivos de pueblos indígenas 
sobre la base de estándares nacionales constitucionales e 
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internacionales de derechos humanos, y de qué manera se 
pueden ver afectados por el contenido de distintos tipos de 
medidas tanto administrativas como legislativas.

iii. Un acercamiento a cómo entender la 
pragmatización del derecho a la consulta previa  

Nuestra intención ahora es reflexionar –aun de manera ini-
cial– sobre los hallazgos que se encontraron luego de repasar 
el proceso de implementación del derecho a la consulta pre-
via en el Perú luego de la emisión de la lcp y su reglamento. 
La tarea será identificar y explicar, por medio de la reflexión 
analítica, algunos puntos centrales sobre este proceso, con la 
intención de esbozar algunas ideas fuerza que den respuesta 
a la pregunta ¿volver operativo un derecho humano –como 
la consulta previa– implica pasar (necesariamente) por un 
proceso de pragmatización? Con eso trataremos de sentar 
luego las bases para dar sustento a la afirmación que podría 
dar respuesta a la pregunta: el trabajo del Estado de generar 
capacidad institucional significa –entre otras cosas– tener 
que volver práctico (pragmático) el contenido de un derecho 
humano. Para ello no haremos una evaluación del ejercicio 
del derecho a la consulta previa para saber si cumple o no 
con estándares internacionales o con las expectativas de 
los pueblos indígenas; nuestra intención es entender que 
la consulta previa en tanto derecho humano de carácter 
colectivo no se podía implementar si es que no pasaba por 
este proceso de hacerlo operativo, práctico, lo cual no solo 
es dar respuesta a la pregunta sobre cómo se debe consul-
tar, sino entender que en materia de garantizar derechos 
humanos estamos frente a la necesidad de entender cómo 
se gestionan procesos públicos, cómo opera el Estado.

La necesidad de preguntamos si para que un derecho 
humano, en particular los derechos colectivos de los pueblos 
indígenas, pueda ser garantizado por un Estado requería 
pasar por este proceso de pragmatización, significó entender 
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qué estaba pasando en este camino por lograr hacer con-
sultas previas en el Perú. La narración o relato del proceso 
de implementación de la consulta previa nos dice que se 
construía capacidad institucional –en los términos descritos 
en la primera parte de este artículo–, pero que esta no se 
limita a solo contar con una oficina dedicada a este tema o 
emitir guías al respecto. Significa reconocer que “[…] para 
poder garantizar el derecho, el Estado no solo debe tener 
claridad de respetar las normas tanto internas como inter-
nacionales, sino también crear mecanismos que permitan de 
manera práctica la realización de actividades que ayuden 
a alcanzar los objetivos”. Es decir, pragmatizar exige cons-
truir estas capacidades. Esta tarea no se limitaba solo a la 
consulta previa en el caso del vmi, sino exigía ir más rápido 
para este caso. Este trabajo acelerado y urgente se enmarcó 
en lo que entendemos como “el aprender la gestión pública 
haciendo gestión pública”.

El proceso detrás de la implementación del derecho a la 
consulta previa en el Perú ha sido bastante corto. De acuerdo 
con el relato presentado, este proceso ha durado cinco años, 
a través de los cuales se pueden apreciar avances que, por 
un lado, demuestran que desde el Estado se han ido reali-
zando ya consultas previas; y, por el otro, aún manifiestan 
limitaciones al presentar cuestionamientos acerca de los 
alcances de este derecho, justamente en la práctica49. Estos 
avances se dan en el marco de lo que ya hemos denomi-
nado proceso de pragmatización o generación de capacidad 
institucional en la gestión pública. Ello se evidencia por 
ejemplo en herramientas e instrumentos de gestión, los 
cuales se han venido dando desde la implementación de la 
ley y su reglamento. Pero no ha sido lo único. Si pensamos 
de manera gráfica, se ha generado una ramificación cuya 

49	 Sanborn, C., Hurtado, V. y Ramírez, T. La consulta previa en el Perú: avances y 
retos. Lima: Universidad del Pacífico, 2016.
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semilla fue la lcp, que a manera de una enredadera iba 
creciendo por todo el aparato público y que, para poder 
concretar lo señalado en los artículos de las normas, tenía 
que construirse una variedad de capacidades institucionales 
que pasamos a revisar.

Para comenzar, hay un punto que vale la pena resaltar, 
y es que estos mecanismos de gestión institucional se han 
tenido que ir generando en la práctica; es decir, como parte 
de la propia implementación, a manera de ensayo-error, 
diseñándose mientras las consultas se daban, y corrigiendo 
en la misma experiencia. Por ejemplo, los procedimientos 
para identificar a los pueblos indígenas sujetos a derecho 
de consulta previa, o para regular el derecho de petición, 
se han aprobado incluso después de haberse iniciado los 
primeros procesos de consulta. En otros casos, como en las 
directivas para el seguimiento de implementación del pro-
ceso, inclusive, son más recientes, e incluso no terminan de 
consolidarse. La consulta previa se aprendía en la cancha, 
y sobre la base de lo sucedido se elaboraban los contenidos 
a ser compartidos.

A través del relato hemos ido mostrando la aparición de 
una serie de mecanismos de gestión, así como la manera en 
la que el ente rector iba ganando posición en el ámbito esta-
tal peruano para realizar las consultas previas. La capacidad 
institucional así puede verse a través de la germinación del 
fortalecimiento de un ente rector sobre el cual gira todo 
el trabajo por hacer que la consulta previa se consolide, 
o al menos se pueda poner en práctica. si repasamos, el 
Viceministerio de Interculturalidad existe como tal desde 
el año 2012, es decir, se ha tenido que ir constituyendo una 
entidad a la par que se esperaba que las consultas previas 
funcionen; o, en otras palabras, garanticen derechos de 
pueblos indígenas. Pero en este punto nos surge una duda: 
¿el vmi se tenía que dedicar solo a hacer consultas previas?

El vmi es el ente rector en materia de pueblos indígenas; 
al inicio, este subsector del Estado peruano se concentró en 
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realizar acompañamiento a la realización de las consultas 
previas y emitiendo todos aquellos instrumentos señalados; 
pero con el tiempo su labor se tuvo que diversificar. Esto 
último lo decimos porque la labor de una entidad estatal de 
las características del vmi tiene que ver con los temas vincu-
lados a los derechos colectivos de pueblos indígenas, y no 
solo la consulta previa; a pesar de su importancia no es ni 
será el único tema en la agenda pendiente con los pueblos 
indígenas peruanos que el Estado debe saber responder. 
Así, lo que tenemos es una entidad que construía capacidad 
institucional no solo en materia de consulta previa, sino 
respecto a todo un mundo de temas vinculados a generar 
mejores condiciones de vida para los pueblos indígenas, 
donde la consulta previa fue una punta de lanza que evi-
denció la necesidad de construir capacidades para muchos 
más temas que solo consultar. Lo que vemos es una urgencia 
por contar con capacidad institucional.

Gestionar como dijimos es tener la capacidad de tomar 
decisiones. Y en materia de consulta previa había que ha-
cerlo. Es decir, había que decidir cómo consultar. Ello nos 
pasa a mirar con detenimiento el rol político de la gestión, ya 
que siendo la consulta un tema nuevo, debía conseguir una 
posición política que conversaría o lucharía con otras tantas 
ya establecidas en la toma de decisiones del Estado peruano.

En este tira y afloja detrás de lo que significa implementar 
este derecho en el Perú, podemos al menos hacer referen-
cia a cuestiones clave en este proceso de pragmatización. 
Como mencionamos al inicio del presente documento, 
nuestra intención es empezar a esbozar ideas que sirvan 
luego para un trabajo más detenido y profundo; queremos 
ir marcando el camino a partir del que se construya una 
futura investigación. Estas ideas claves, que servirán para 
ir encauzando el trabajo posterior, y que salen del análisis 
previo, son las siguientes:

1. Garantizar un derecho exige contar con una adecuada 
institucionalidad estatal en la materia. Ya previamente hemos 
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dicho que pragmatizar es este proceso de gestionar el aparato 
estatal para garantizar el ejercicio de un derecho de manera 
adecuada y oportuna, es decir, generar capacidad institu-
cional. La creación de todo un conjunto de instrumentos y 
herramientas para gestionar el Estado son una parte; pero 
además se necesita contar con la capacidad para decidir 
cómo usarlos de la manera más efectiva y eficiente, en pos 
de dar solución a los problemas y demandas sociales.

Parte de este proceso de consolidación de la capacidad 
institucional tiene que ver con contar con una entidad rec-
tora en la materia, la que sea el eje sobre el cual pensar y 
planificar. Si ya se contaba con la lcp y su reglamento, para 
consultar en el país era necesario contar con una oficina 
encargada de hacer lo que la norma establece; primero el 
mismo vmi y luego ya la Dirección de Consulta Previa de 
la Dirección General de Derechos de los Pueblos Indígenas 
de este viceministerio tuvieron esta tarea de convertirse no 
solo en instituciones estatales, sino en autoridad

Para que el Estado peruano llevase a cabo consultas pre-
vias era necesario no solo contar con normas claras, marcos 
jurídicos que lo direccionaban, sino sobre todo con una 
entidad capaz de dar viabilidad a las políticas, coordinar 
la articulación intersectorial, y generar instrumentos que 
impulse la realización de las consultas previas en el país. 
Pero no basta tener la oficina; también deben contar los re-
cursos necesarios, es decir, con personas que sepan hacer la 
gestión, con un presupuesto suficiente para dar viabilidad 
a lo comprometido, y tecnología que permita agilizar el 
trabajo estatal (páginas web, información actualizada, etc.).

Todo lo relatado puede servir para entender de qué ma-
nera se hace operativo algo que en su origen puede resultar 
abstracto. Resulta pragmático el hacer gobierno, consultar 
no solo es saber sobre el derecho, sino realizar el ejercicio 
práctico y constante de la actuación estatal. Ello se plasma 
en las decisiones tomadas, pero también en los instrumentos 
generados. Todo lo anterior nos lleva a una pregunta más: 
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¿para garantizar un derecho es necesario contar con una 
oficina encargada de ello? Esto no es crear más burocracia, 
es al menos tener claridad de cuál es la entidad estatal que 
debe dar respuesta a las obligaciones estatales en materia 
de derechos humanos, y si es capaz de hacerlo. Si no hay 
claridad de a quién acudir para dar respuesta a la pregunta 
sobre cómo se consulta, la desorientación sería el principal 
problema para la actuación estatal.

Hay un punto más con relación a este proceso de capaci-
dad institucional alrededor de un ente rector. Como dijimos, 
su labor implica adicionalmente posicionarse como la auto-
ridad en el tema, lo que significa ganar el espacio político 
para responder a las demandas indígenas y garantizar el 
cumplimiento de este derecho frente al resto de entidades 
estatales. Estamos en el juego político de que quien sea 
designado como autoridad sepa actuar como tal. El vmi ha 
tenido que ir ganando terreno por entre una cantidad de 
otras entidades estatales cuyas agendas y políticas ya esta-
ban más que encaminadas. ¿Cómo se hace autoridad? Nos 
preguntamos lo anterior porque no solo hay que realizar 
cursos o emitir guías, sino esperar que los funcionarios 
asistan a los cursos y utilicen los contenidos de las guías. Y 
no estamos hablando de obligar de manera coactiva.

2. Garantizar un derecho exige que el derecho en cuestión sea 
parte de todo el aparato estatal. El ejercicio y cumplimiento del 
derecho a la consulta previa no se limita solo a las accio-
nes realizadas desde el ente rector, sino a la capacidad de 
respuesta que puedan tener el resto de entidades estatales 
en lo que les compete. Por un lado, reconocemos que en 
este camino por generar capacidad institucional el eje del 
análisis está en el Viceministerio de Interculturalidad y sus 
direcciones; pero no podemos olvidar que el modelo perua-
no establece que es cada entidad la que debe realizar las 
consultas previas cuando identifique alguna de sus medidas 
como posible de afectar algún derecho colectivo de pueblos 
indígenas. En ese sentido, no es la labor de un solo ente en 
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la materia, sino de todas las entidades que cumplan con lo 
establecido en la norma. Pensar el Estado no es ver solo las 
funciones y competencias de una entidad y olvidar el resto; 
exige repensar cómo entendemos el funcionamiento de lo 
público, viendo el panorama transectorial e intersectorial.

En los procesos alrededor de las actividades de minería 
e hidrocarburos participó el sector Energía y Minas; en cada 
una de las otras consultas participaron gobiernos regionales, 
entidades adscritas al Ministerio de Ambiente y otros como 
el Ministerio de Salud o el de Educación. Estamos ante un 
tema que se ramifica y exige saber cómo responder desde 
cada sector, desde cada realidad. Si a este panorama le 
sumamos el debate alrededor de cómo debería realizarse 
la consulta en el Congreso de la República, vemos que la 
consulta se ha esparcido y, a pesar de los cuestionamientos, 
sigue posicionándose. Convertirse en una política estatal 
nos dice que debe convertirse a su vez en lenguaje cotidiano 
de la toma de decisiones del aparato público.

La consulta previa en tanto derecho humano tiene un 
desarrollo progresivo, y los retrocesos pueden ser reclama-
dos como afectación al derecho en distintas sedes jurisdic-
cionales. Lo que queremos decir es que la consulta “llegó 
para quedarse”; empezó como lo establecido en la lcp y su 
reglamento, pero en el mismo proceso de construcción de 
capacidad institucional se fue ramificando y esparciendo 
en el aparato estatal. Pensar en hacer menos de lo que se 
hace el día de hoy sería entendido como una afectación a lo 
ganado. Por ello, podríamos decir que, si bien la consulta 
previa plantea que todos los sectores y entidades se invo-
lucren, al hacerlo se expande y les genera obligaciones que 
deben cumplir con una mirada hacia adelante.

3. La implementación de acciones para garantizar un derecho 
plantea la necesidad de pasar del discurso a la práctica. El proce-
so de pragmatización evidencia el camino seguido por los 
entes estatales para consultar. Cuando se hizo la pregunta 
sobre cómo consultar una vez se contaba con la lcp y con 
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su reglamento, lo anterior exigía luego la apropiación no 
solo del discurso a favor de este derecho, sino pensar cómo 
llevarlo a la práctica. Discutir acerca del contenido del 
derecho, repasar lo señalado en estándares y sentencias, o 
reflexionar sobre las dimensiones de su sentido, son temas 
que deben seguir trabajándose, pero que se agotan si nos 
quedamos solo en ese nivel. Exigir el cumplimiento pone 
un punto de inflexión a la administración pública que es 
superado cuando empezamos a pensar en términos de 
gestión. Podemos seguir profundizando sobre qué es la 
consulta y lo que busca, sobre todo para saber cómo orien-
tar la implementación del derecho, o sancionar cuando es 
vulnerado; pero esto debe hacerse a la par por encontrar los 
mecanismos que generan que esa discusión no se quede en 
el plano abstracto, sino en el de la evidencia de la funcio-
nalidad estatal para garantizar el derecho. Y esto se hace 
mientras se consulta; el ensayo-error de hacer consultas 
para saber cómo se consulta no permite equivocaciones; 
pero a veces la coyuntura ayuda a que algunas consultas 
sean exitosas, y en otras ocasiones no.

Volver práctico un derecho implica también hacer preci-
siones, lo que podría entenderse como ir cerrando el plano 
de la discusión y la amplitud discursiva. Volver prágmático 
un derecho es tener que tomar la decisión acerca de lo que 
es y de lo que no es. Se establecen limitaciones para que los 
supuestos sean lo menos complicados de entender, alejando 
la discrecionalidad de lo general. Y aquí radica una de las 
primeras interrogantes y que nutren los cuestionamientos 
hacia la consulta previa: cuando el Estado, en este caso el vmi, 
establece cómo consultar, ¿está dejando de lado otras formas 
de entender la manera de llevar a la práctica este derecho?

Volver práctico y establecer capacidades institucionales 
termina por asentar la idea de que solo hay una forma de 
llevar a cabo las consultas previas, o al menos una manera 
que es común a los distintos supuestos de consulta previa. 
Si bien el Convenio 169 de la oit reconoce el principio de 
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flexibilidad y adecuación a las circunstancias, con el que se 
entiende que hay que pensar cómo consultar de acuerdo 
a la realidad de cada país y de cada pueblo indígena, el 
establecimiento del marco de actuación, y parámetros so-
bre cómo consultar, genera la atmósfera de que el aparato 
público considera que solo hay una forma de consultar. Por 
ello se hace necesario no olvidar siempre que no estamos 
frente a parámetros inflexibles, sino que pueden adecuarse 
dependiendo de una serie de variables, que los funcionarios 
deben tener en cuenta. Esto último exige reforzar las com-
petencias y habilidades de todo el aparato público sobre 
cómo saber responder ante los distintos tipos de consultas 
previas que se pueden realizar.

Para ir concluyendo, esperamos haber logrado sentar las 
bases para un análisis mucho más elaborado en futuras in-
vestigaciones en la materia. Como mencionamos, queremos 
reconocer que hacer gestión pública y en específico hablar 
de capacidad institucional puede entenderse desde esta 
idea que proponemos de la pragmatización de los derechos 
humanos. No dejamos de pensar en los cuestionamientos 
alrededor de esta idea, ya que el discurso de los derechos 
humanos nos dice que es necesario tener mucha claridad 
sobre lo que son. Pero no podemos negar el hecho de que 
es necesarísimo pensar en el cómo hace el aparato público 
por sacar adelante la serie de exigencias que la sociedad en 
su conjunto plantea respecto a cómo garantizar derechos 
humanos.

El enfoque basado en derechos da luces sobre cómo 
pensar las políticas públicas y luego la gestión; pero no solo 
estamos frente a mandatos establecidos en ese nivel, sino 
también en sentencias judiciales, en normas elaboradas por 
los entes legislativos. El marco que indica lo que debe hacer 
el Estado es amplio, y la forma como debe responder ese 
mismo Estado a estas obligaciones es mucho más amplia, 
pero muy concreta. Lo práctico no debe verse alejado de 
lo discursivo, este nutre al primero; no obstante, manejar 
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bien la teoría debe acompañarse con cómo volver práctico 
lo conversado.

Estamos frente a un nuevo tipo de entidad estatal, 
aquella que sabe responder de manera efectiva a las 
demandas sociales, con una mirada de gestión capaz 
de dar solución a la serie de problemas públicos que 
enfrentamos. La consulta previa en el Perú apareció 
como el logro de los pueblos indígenas luego de décadas 
de negacionismo a su realidad; pero, a manera de caja 
de Pandora, nos puso en la encrucijada por tener que 
consultar sin saber cómo. El aprendizaje por medio del 
ensayo-error fue significativo en este proceso de prag-
matización; ¿sucedería lo mismo en otros casos?

Es indudable que la consulta previa en el Perú es 
un hecho, y que podemos afirmarlo porque vemos 
que se ejecuta; sabemos cómo consultar en el país, y lo 
afirmamos por la serie de elementos que nos permiten 
afirmarlo. Pero ello se ha construido en este camino por 
entender la necesidad de contar con capacidad institu-
cional. Pragmatizar es la metáfora que utilizamos para 
darle sentido crítico a la discusión teórica, apuntando a 
resaltar la necesidad de no dejar de tener los pies en la 
tierra y poder mirar al aparato público como un todo que 
es necesario saber cómo funciona.
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Capítulo 5. La protección de la propiedad 
intelectual en Colombia: la regulación 

en la omc y sus efectos en la salud 
pública como derecho humano  

Julián Tole Martínez*

Introducción  

El primer paso para llegar a las grandes transformaciones e 
inserción de la economía colombiana en el mundo globali-
zado fue dado por la Constitución en 1991 al señalar como 
un deber del Estado la promoción de la internacionalización 
de las relaciones políticas, económicas, sociales y ecológicas. 
Este deber se enfatiza en la integración con los demás países 
de América Latina y del Caribe por medio de la celebración 
de tratados y la creación de organizaciones internacionales1, 

*	 Docente e investigador del Departamento de Derecho Constitucional de la Universidad 
Externado de Colombia. Doctor y máster en Derecho Internacional Económico de la 
Universidad de Barcelona (España). Máster en Derecho Público de la Universidad 
Externado de Colombia. Especialista en Comercio Exterior de la Universidad Nacional 
Autónoma de México (UNAM). Correo: jose.tole@uexternado.edu.co

1	 La Corte Constitucional en Sentencia C-323 de 1997 señaló que los acuerdos 
comerciales “[…] en su contenido presenta[n] un conjunto de instrumentos 
tendientes a fomentar y estimular el comercio binacional dentro del contexto 
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obviamente, dentro de los límites impuestos por la misma 
carta fundamental. Precisamente, la Corte Constitucional 
en un buen número de jurisprudencias asegura:

En el ámbito internacional existe una tendencia creciente a 
concertar procesos de integración económica, mediante los 
cuales se establecen modelos de intercambio de bienes y servi-
cios, principalmente con efectos sobre las barreras arancelarias 
y no arancelarias que limitan el libre comercio. En el actual 
panorama de globalización de la organización mundial, es 
común la celebración de acuerdos de promoción y regulación 
del comercio recíproco, mediante la constitución de zonas 
de libre comercio, uniones aduaneras, mercados comunes 
y comunidades económicas, cuya finalidad es garantizar el 
mejoramiento de las condiciones mercantiles, el desarrollo y 
crecimiento de la economía y, en general, la competitividad 
de los Países miembros 2.

Esta posición de la Corte Constitucional se funda en su 
interpretación del preámbulo y los artículos 9, 150 nume-
rales 16 y 19, 189 numerales 2 y 25, 224, 226, 227 y 241 nume-
ral 10 de la Constitución Política, que reconocen y estimulan 
la posibilidad del Estado colombiano de participar en las 
relaciones comerciales internacionales, y muy especialmen-
te en procesos de integración económica, que involucran 
aspectos de diferentes naturaleza, como comercio de bienes 
y servicios, circulación de capital extranjero, etc.

Por ello, a juicio de la Corte, las exigencias del mun-
do contemporáneo promueven relaciones económicas 

contemporáneo de la globalización de la economía mundial, consultando 
modernos principios constitucionales, defendidos y practicados por la política 
exterior colombiana, tendientes a insertar al estado colombiano dentro del 
nuevo orden internacional que se viene gestando desde la desaparición 
del bipolarismo y la era denominada de la guerra fría; procura conducir al 
estado a una ampliación de las relaciones internacionales de Colombia y a 
incrementar la presencia de la nación en esta región del mundo […]”. 

2	 Corte Constitucional. Sentencia C-864 de 2006. 



207

internacionales que no solo involucran la regulación de 
los intercambios comerciales; requieren, además: “[…] el 
logro de mayores flujos de inversión extranjera que com-
plementen el ahorro nacional, financien grandes proyectos 
de infraestructura y apoyen la expansión industrial, es una 
necesidad indispensable para alcanzar niveles adecuados 
de desarrollo económico y bienestar social”3.

Justamente, es bajo este contexto que todos los días se 
tiene noticia que el Estado colombiano celebra un nuevo 
acuerdo internacional en materia comercial, sobre todo de 
tratados de libre comercio (en adelante, tlc) y de tratados 
en el marco de la Organización Mundial del Comercio (en 
adelante, omc). En este contexto, el reto del Estado social de 
derecho colombiano es armonizar democracia política con 
crecimiento económico y equidad social, pero este desafío 
que se plantea en la Constitución de 1991, desgraciadamen-
te, nunca ha tenido un resultado asegurado de antemano.

Han pasado veintisiete años desde que los postulados 
del Consenso de Washington son considerados como un 
objetivo de la democracia política colombiana, y cada uno 
de sus gobiernos, independientemente del partido político4, 
que han presidido el poder ejecutivo implementaron como 
políticas económicas: garantías a los derechos de propie-
dad intelectual, el fomento y protección de la inversión 
extranjera directa, privatización de las empresas estatales, 

3	 Corte Constitucional. Sentencia C-309 de 2007. 
4	 Vargas-Alzate, Luis Fernando, Sosa, Santiago y Rodríguez-Ríos, Juan David. 

“El comercio como plataforma de la política exterior colombiana en la 
administración de Juan Manuel Santos”. Colombia Internacional, n.° 76, 2012, 
pp. 259-292; Ahumada, Consuelo. Cuatro años a bordo de sí mismo: la herencia 
económica, social y política del gobierno de Andrés Pastrana. El Áncora, 2002; 
Tokatlian, Juan Gabriel. “La política exterior del gobierno del presidente 
Virgilio Barco: en busca de la autonomía perdida”. En El gobierno de Barco. 
Política, economía y desarrollo social en Colombia, 1986-1990, 1994.
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priorización del gasto público en ámbitos sociales, libera-
lización de los mercados, defensa de la competencia, etc.5

Precisamente, de los diferentes ámbitos que regula el 
comercio internacional, la propiedad intelectual ha ido 
ganando terreno en las últimas décadas en el marco de la 
globalización y la nueva economía del conocimiento, im-
pulsada por el sistema multilateral de comercio de la omc, 
por su impacto en el desarrollo de nuevas tecnologías y por 
sus efectos en los derechos humanos, principalmente en la 
salud global. Existen diferentes puntos de partida para po-
der esbozar las complejidades concernientes a esta relación; 
empero, este análisis centra su atención en el estado actual de 
los instrumentos que aseguran la protección de los derechos 
de la propiedad intelectual, en especial, la regulación de las 
patentes a escala internacional negociadas en el marco de 
la Ronda de Uruguay 1994, que son reforzadas con los nu-
merosos acuerdos de integración regional como el Andino 
y con los tlc que van más allá de las obligaciones de la omc.

i. Evolución de la protección de la propiedad intelectual*

Pese a que la mayoría de países durante el siglo xix y gran 
parte del siglo xx tenían plena autonomía para definir en 
sus legislaciones nacionales mecanismos de protección de 
la propiedad intelectual, esto no significa que no existieran 

5	 Stiglitz, Joseph E. “Más instrumentos y metas más amplias para el desarrollo. 
Hacia el consenso post-Washington”. En Desarrollo económico, 1998, pp. 691-
722; Bustelo, Pablo, “Desarrollo económico: del Consenso al Post-Consenso 
de Washington y más allá”. En Estudios en homenaje al profesor Francisco Bustelo, 
2003.

* 	 Nota aclaratoria: agradezco los valiosos aportes a este capítulo del estudiante 
Nicolás Junco, quien trabajó arduamente en el proyecto de investigación 
denominado “Regulación de patentes farmacéuticas en el tlc Colombia-eeuu 
y en el Adpic de la omc: efectos en el acceso a los medicamentos como una 
prerrogativa del derecho a la salud”, y cuyos resultados se encuentran en su 
tesis de grado que tuve la satisfacción de dirigir. 
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instrumentos internacionales tendientes a armonizar la 
regulación de aquella, como se evidencia en la creación y 
adopción del Convenio de Berna de 1886[6] y del Convenio 
de París de 1883[7] en el marco de la Revolución Industrial. 
Tratados que no solo eran independientes entre sí, sino que 
aparecían desvinculados de las disciplinas del comercio8, 
pues su única preocupación era lograr unos estándares 
jurídicos de protección para que los fabricantes lograran 
controlar en otros países la producción y la distribución de 
sus productos mediante el sistema de patentes y marcas, es 
decir, para evitar que una invención protegida en un país 
se transformara en propiedad común en los países vecinos9.

Estos tratados internacionales fueron adoptados en 
sus inicios por un número limitado de países interesados 
un proteger este tipo de propiedad inmaterial, lo que no 
permite considerar a estos instrumentos como una regu-

6	 Convenio de Berna para la Protección de las Obras Literarias y Artísticas del 
9 de septiembre de 1886, completado en París el 4 de mayo de 1896, revisado 
en Berlín el 13 de noviembre de 1908, completado en Berna el 20 de marzo 
de 1914 y revisado en Roma el 2 de junio de 1928, en Bruselas el 26 de junio 
de 1948, en Estocolmo el 14 de julio de 1967, en París el 24 de julio de 1971 y 
enmendado el 28 de septiembre de 1979.

7	 Convenio de París para la Protección de la Propiedad Industrial del 20 de 
marzo de 1883, revisado en Bruselas el 14 de diciembre de 1900, en Washington 
el 2 de junio de 1911, en La Haya el 6 de noviembre de 1925, en Londres el 
2 de junio de 1934, en Lisboa el 31 de octubre de 1958, en Estocolmo el 14 de 
julio de 1967 y enmendado el 28 de septiembre de 1979.

8	 Iglesias Prada, Juan Luis. Los derechos de propiedad intelectual en la Organización 
Mundial del Comercio. El Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual relacionados con el Comercio, t. 1. Instituto de Derecho y Ética 
Industrial, 1997; SEUBA, Xavier et altri. Propiedad intelectual, competencia y 
aspectos regulatorios del medicamento: determinantes internacionales y política 
pública. Grupo Editorial Ibáñez, 2013.

9	 Roffe, Pedro. “Evolución e importancia del sistema de la propiedad 
intelectual”.  Comercio Exterior, vol. 37, n.° 12, 1987, pp. 1039-1045; Prager, 
Frank D. “A History of Intellectual Property from 1545 to 1787”. Journal of the 
Patent Office Society, vol. 26, 1944, p. 711; Abbott, Frederick M. “Protecting First 
World Assets in the Third World: Intellectual Property Negotiations in the gatt 
Multilateral Framework”. Vanderbilt Journal of Transnational Law, vol. 22, n.° 4, 
1989, p. 689.
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lación universal10. De ahí que, antes de la adopción del 
Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad 
Intelectual relacionados con el Comercio (en adelante, 
Acuerdo de los Adpic) en 1994, cada Estado, y concre-
tamente Colombia, era libre de establecer, por ejemplo, 
tanto el número de años de duración de la patente como 
sus modalidades11.

Históricamente, la propiedad intelectual en el ámbito 
mundial se ha concebido como un sistema estrictamente 
territorial, la libertad para legislar era la regla, pues en sus 
orígenes los tratados internacionales del siglo xix solo pre-
tendían establecer unas normas que facilitaran la ampliación 
de los derechos de propiedad intelectual en otros países12, 
sin olvidar que para ese momento los promotores del libre 
comercio se oponían al sistema de patentes porque eran con-
sideradas una barrera artificial que distorsiona el comercio.

No obstante, la influencia de estos primeros tratados es 
incuestionable para la propiedad intelectual, ya que en las 
dos últimas décadas del siglo xix hasta la Primera Guerra 
Mundial se puede observar, según Lerman, una “enorme 
expansión del comercio mundial, que aumentó en volu-
men cerca de 3,5 % anual”13, y gracias a esta expansión la 

10	 Así, el Convenio de París para 1883, el año en el que fue adoptado, fue firmado 
solamente por 8 países (casi todos europeos): Bélgica, Brasil, España, Francia, 
Italia, Países Bajos, Portugal y Suiza. El número reducido de países demuestra 
que para muchos países desarrollados la regulación de la propiedad intelectual 
no significaba un beneficio para los mercados nacionales.

11	 El artículo 4 literal C numeral 1) del Convenio de París establece que la 
protección de las patentes de invención era de 12 meses, aunque no regulaba 
de manera expresa qué era patentable y qué no. El texto del Convenio de 
París se encuentra disponible en http://www.wipo.int/wipolex/en/details.
jsp?id=12633

12	 Bodenhausen, Georg. Guide to the Application of the Paris Convention for the 
Protection of Industrial Property, as Revised at Stockholm in 1967. wipo Publication, 
n.° 611, 1969.

13	 Lerman Alperstein, Aida. “La institucionalización del comercio mundial: del 
gatt a la omc”, Comercio Exterior, vol. 58, n.° 2, 2008.
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mayoría de países latinoamericanos promulgaron leyes 
que incorporan los estándares del Convenio de Berna de 
1886 y el Convenio de París de 1883[14], lo que evidencia una 
tendencia mundial por encontrar, en alguna medida, una 
regulación que priorizara tres premisas básicas de la pro-
piedad intelectual: 1) independencia de patentes y marcas, 
2) igualdad de tratamiento para nacionales y extranjeros y 
3) derechos prioritarios.

Finalizada la Segunda Guerra Mundial, se estableció un 
nuevo orden económico mundial y se crearon nuevas or-
ganizaciones internacionales con una pretensión universal, 
como el Fondo Monetario Internacional y el Banco Inter-
nacional de Reconstrucción y Fomento. Mediante acuerdos 
multilaterales, esas organizaciones mediaban las relaciones 
entre las naciones. Este ambiente de cooperación internacio-
nal propició un período de expansión de la regulación de la 
propiedad intelectual, fortalecido con la creación del gatt 
de 1947 que, si bien no regula expresamente las patentes, sí 
incorporó algunas referencias sobre ámbitos de la propiedad 
intelectual; así lo reconoce Primo Braga, quien sostiene:

It is worth mentioning at this point that intellectual property 
considerations were present in the gatt since its origin. Article 
ix, for instance, establishes that marks of origin (trade names, 
geographical indications, etc.) should not be used in such a 
way as to hamper international trade15.

14	 En la expansión de la propiedad intelectual en la legislación de los países 
latinoamericanos juegan un papel importante los acuerdos en el sistema 
interamericano desde 1889 hasta 1929, particularmente las convenciones 
interamericanas de México de 1909, Río de Janeiro de 1906, Santiago de Chile 
de 1923 y Washington de 1929. Salvo Brasil, que ha sido parte del Convenio 
de París desde 1884, los primeros países latinoamericanos que adhirieron al 
mencionado convenio fueron: México en 1903 y Cuba en 1904. 

15	 Primo Braga, Carlos Alberto. “The Economics on Intellectual Property Rights 
and the gatt: A view from the South”. Vanderbilt Journal of Transnational Law, 
vol. 22, 1989.
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Sin lugar a duda, el artículo ix del gatt, al regular las 
marcas, introduce algunos principios fundamentales de la 
propiedad intelectual, como la cláusula de Trato de Nación 
más Favorecida, o que ella no puede constituirse en un obs-
táculo para el comercio. Precisamente bajo esta idea, surgió 
en la Ronda de Tokio una propuesta estadounidense de crear 
un código sobre el comercio de mercancías falsificadas, inicia-
tiva que no contó con el apoyo de los países en desarrollo16.

En el artículo xx literal (d) se encuentra otro ejemplo 
donde se menciona la propiedad intelectual; pero esta 
norma que regula las excepciones generales solamente 
establece que

[…] ninguna disposición del presente Acuerdo será interpreta-
da en el sentido de impedir que toda parte contratante adopte 
o aplique las medidas: (d) necesarias para lograr la observancia 
de las leyes y de los reglamentos que no sean incompatibles 
con las disposiciones del presente Acuerdo, tales como […] la 
protección de patentes, marcas de fábrica y derechos de autor 
y de reproducción.

De acuerdo con Beier y Schricker, el artículo xx literal 
(d) del gatt:

[…] did not prevent its contracting parties from passing and 
enacting measures for the protection of ‘patents, trademarks 
and copyright and in order to prevent misleading practices’, 
yet it did not oblige these states to provide protection of such 
rights, with exception of designations of origin17.

16	 Yusuf, Abdulqawi Ahmed.  Developing Countries and Trade-Related Aspects of 
Intellectual Property Rights. Unctad, Uruguay Round Papers on Selected Issues, 
1989, pp. 185 y ss.; Roffe, Pedro. “La propiedad intelectual y el comercio 
internacional: las negociaciones multilaterales en el gatt”. Americana, n.° 117, 
1986, pp. 82-86; Bercovitz, Alberto. Propiedad Intelectual en el gatt. Ediciones 
Ciudad Argentina, 1997.

17	 Beier, Friedrich-Karl y Schricker, Gerhard. From gatt to trips. The Agreement 
on Trade Related Aspects of Intellectual Property Rights. Munich: Max Planck 
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Las breves referencias a la propiedad intelectual en 
el gatt de 1947 se explican por el momento histórico del 
comercio internacional y el objeto de regulación de este 
acuerdo, esto es, una preocupación centrada en eliminar 
los obstáculos al comercio, muy especialmente los derechos 
arancelarios. Eliminar este obstáculo a lo largo de las ocho 
rondas de negociación que se celebraron en sede del gatt18 
permitió la adopción de diversos códigos que, dependien-
do de la ronda en la que se suscribían, incorporaban temas 
relacionados esencialmente con el comercio de mercancías, 
que se encontraban jurídicamente separados del gatt, y la 
adhesión dependía de la propia órbita de los Estados parte19; 
esta práctica se llamó por la doctrina “gatt a la Carta”20.

Una vez finalizada la Ronda Kennedy, en 1967 se creó 
la Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (en 
adelante, ompi) como un organismo especializado de las 
Naciones Unidas. Así lo explica May, quien señala:

Institute for Foreign and International Patent, Copyright and Competition 
Law, 1996.

18	 Correa, Carlos y Yusuf, Abdulqawi (eds.). Intellectual property and international 
trade: the trips agreement. Kluwer Law International, 2008. De las ocho rondas 
de negociaciones que se realizaron bajo el gatt, solo las tres últimas llevan 
a derroteros diferentes a los derechos arancelarios; es decir, solamente hasta 
1962-1967, con la denominada Ronda Kennedy donde se logra un acuerdo 
antidumping, se incorporan nuevos temas no arancelarios. Posteriormente, 
de 1973 a 1979, con la Ronda de Tokio, donde se toman decisiones respecto 
de temas arancelarios, medidas no arancelarias y un marco jurídico, se 
incorporaron nuevos códigos para responder a los cambios del comercio 
internacional, los cuales se discuten ampliamente de 1986 a 1994 durante la 
Ronda Uruguay que concluye con el acuerdo de Marrakech que crea la omc.

19	 Flory, Thiébau. “Les Accords du Tokyo Round du gatt et la réforme 
des procédures de règlement de différends dans le système commercial 
interétatique”. Revue General de Droit International Public, n.° 2, abril-junio 
1982; Montaña I Mora, Miquel. “Las novedades reales tras la creación de 
la Organización Mundial del Comercio”. Revista cidob d’afers internacionals, 
1995, pp. 7-26; Bermejo-García, Romualdo et altri. “Del gatt a la Organización 
Mundial del Comercio: análisis y perspectivas de futuro”. Anuario Español de 
Derecho Internacional, n.° 12, 1996; entre otros.

20	 Herdegen, Matthias, Gutiérrez, Laura García y Gómez, Katia Fach. Derecho 
económico internacional. Biblioteca Jurídica Diké, 1994.
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Indeed, the organizational structure of the wipo was esta-
blished so that it already resembled that of a un specialized 
agency, making the assumption of this status easy to comple-
te. […] Despite the increasingly global realm of the so-called 
knowledge economy, the wipo remains an inter-governmental 
organization because intellectual property is still regulated 
and governed by domestic law. Although these laws need to 
comply with World Trade Organization (wto)21.

Esta nueva organización económica se enfrenta a diver-
sos retos, entre los que Kostas destaca:

[…] los trabajos de la ompi se tropiezan a menudo al sistema 
de toma de decisiones, en la medida que esto favorece la 
polarización entre países desarrollados y países en vías de 
desarrollo. [...] se agregan la lentitud de la revisión de la 
Convención de París y la ausencia de mecanismos eficaces 
de resolución de conflictos en materia de interpretación y de 
aplicación de convenciones internacionales, en oposición al 
sistema de resolución de conflictos instaurado por el gatt22.

En esa misma línea, Abarza y Kats señalan:

La ompi, como organización internacional, no escapa a las di-
ficultades que tiene el derecho internacional en su aplicación. 

21	 May, Christopher. World Intellectual Property Organization (wipo): Resurgence 
and the Development Agenda. Routledge Global Institutions, 2007, p. 24. Pocos 
años después de la creación de la ompi, a finales de la década de los setenta, 
los países desarrollados empezaron a formular críticas a esta organización 
al considerar que no protegía adecuadamente los intereses de sus industrias 
basadas en la tecnología y en la difusión. New, William. “Debate Heats Up over 
wipo Development Agenda”. Intellectual Property Watch, 2005, disponible en: 
http://www.ip-watch.org/weblog/wp-trackback.php/39; World Intellectual 
Property Organization. wipo Intellectual Property Handbook: Policy, Law and Use. 
World Intellectual Property Organization, 2004; Unctad-Ictsd. Resource Book 
on trips  and Development .  Cambridge University Press, 2005, p. 3.

22	 Kostas, Koikas. “gatt contre ompi: le différends internationaux en matière 
de propriété intellectuelle”. Observatoire des Relations Internationales O.R.I., 
Université René Descartes, Paris v, 1993, p. 62. 
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Administradora de numerosos tratados relativos a la propie-
dad intelectual, en general, ellos no contemplan mecanismos 
de resolución de conflictos. Algunos contemplan la compe-
tencia de la Corte Internacional de Justicia. Procedimiento 
engorroso, largo y además facultativo, no obligatorio23.

Para Kwakwa, el reto más significativo es:

[…] how to make [the] wipo and an intellectual property nor-
mative framework more effective and relevant in an attempt 
to increase universal compliance with fundamental intellectual 
property norms, while maintaining selectivity in the produc-
tion of new standards24.

Las respuestas a estos retos se proponen por fuera de la 
ompi, más concretamente en la Ronda Tokio (1973-1979) don-
de los países desarrollados, en cabeza de Estados Unidos, 
buscaban introducir en el ámbito del gatt de 1947 la pro-
tección de los derechos de propiedad intelectual mediante 
un acuerdo sobre el comercio de mercancías falsificadas, 
pero no se logró un consenso multilateral, debido a que 
este acuerdo no fue aceptado por los países en desarrollo, 
como Brasil, Argentina, Cuba, Egipto, Nicaragua, Nigeria, 
Perú, Tanzania, Yugoslavia, etc.25

23	 Abarza, Jacqueline y Katz, Jorge. “Los derechos de propiedad intelectual en 
el mundo de la omc”. Serie Desarrollo Productivo, n.° 118, Cepal, 2002, p. 13.

24	 Kwakwa, Edward. “Some Comments on Rulemaking at the World Intellectual 
Property Organization”. Duke Journal of Comparative & International Law, vol. 
12, 2002, p. 193.

25	 Durante la década de 1980, según Drahos, debido al fracaso de incorporar 
un acuerdo sobre el comercio de mercancías falsificadas y otras medidas de 
protección de la propiedad intelectual, los Estados Unidos reformaron su 
Ley de Comercio de 1974 para vincularla con este ámbito. En otras palabras, 
la herramienta más importante de aplicación de la política comercial 
estadounidense: La Sección 301, fue enmendada para proteger la propiedad 
intelectual de los Estados Unidos, mediante la creación de un mecanismo 
conocido como “Especial 301”, que exige al ustr identificar a los países que 
niegan una protección adecuada y efectiva de los derechos de propiedad 
intelectual y se vincula con la administración del programa del Sistema 
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Este primer traspié de Estados Unidos, de incluir la 
propiedad intelectual en el marco del gatt, provocó la 
búsqueda de nuevos caminos de regulación internacional; 
así lo entiende Bradley al señalar:

In 1980 and 1981, the U.S delegation continued to discuss 
the proposed commercial counterfeiting code bilateral with 
other contracting parties, particularly Canada, Japan and 
Switzerland. In September 1981, the United States and the 
eec jointly sponsored a series of informal meeting in Geneva 
to pursue negotiations on a final text, but the meeting led to 
progress only with other developed countries and no formal 
gatt activity on commercial counterfeiting ensued 26.

En 1982 se empezó a materializar la propuesta de Esta-
dos Unidos al convocar a una nueva ronda de negociones 
del gatt, que tendría lugar cuatro años después y se conoció 
como la Ronda Uruguay. Durante el curso de las negocia-
ciones, entre 1986 y 1994, los países en desarrollo –entre 
ellos no se encontraba Colombia– mantuvieron su posición 
de resistirse a la inclusión de medidas para la protección de 
la propiedad intelectual. A este respecto, Correa subraya: 
“[s]trong disagreements on the scope and content of the 
Agreement emerged during the Uruguay Round negotia-
tions, both between developed and developing countries 
and among developed countries themselves” 27.

de Preferencias Generalizadas, que otorgaba privilegios comerciales a los 
países en desarrollo en el mercado estadounidense. Drahos, Peter. “bits and 
bips.  Bilateralism in Intellectual Property”. The Journal of World Intellectual 
Property, vol. 4, n.° 6, 2001, p. 793.

26	 Bradley, A. Jane. “Intellectual Property Rights, Investment, and Trade in 
Services in the Uruguay Round: Laying the Foundations”. Stanford Journal of 
International Law, vol. 23, 1987.

27	 Correa, Carlos M. “The trips Agreement and Developing Countries”, en 
MacRory, P., Appleton, A. y Plummer, M. (eds.), The World Trade Organization. 
Legal, Economic and Political Analysis, Capítulo 54, 2005, p. 420 y ss.
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Uno de los retos más significativos de la Ronda Uruguay, 
en materia de derechos de propiedad intelectual, fueron 
las negociaciones en el ámbito de las patentes, ya que se 
enfrentaron dos posiciones contrapuestas, en las cuales: “[d]
eveloped countries wanted to increase global patents (and 
other intellectual property rights), while developing coun-
tries wanted more flexibility”28. Así, los países en desarrollo 
y los menos desarrollados, como opositores de la regulación 
multilateral de la propiedad de derechos en el marco de la 
Ronda Uruguay, establecieron algunas contraprestaciones 
para acceder a negociar este tema29, por ejemplo el refor-
zamiento de un mecanismo de solución de controversias y 
la creación de una organización internacional permanente, 
institucionalizada y con personería jurídica. Además, ini-
cialmente los países en desarrollo diseñaron una estrategia 
claramente defensiva, pues entendían que el único objetivo 
de estas negociaciones era crear un acuerdo multilateral 
sobre comercio de mercancías falsificadas, por ello se li-
mitaban a discutir la regulación propuesta en la Ronda de 
Tokio sobre marcas comerciales30.

Sorprende que, después de imperar las posiciones 
manifiestamente opuestas entre países en desarrollo y de-
sarrollados, se creara un nuevo régimen jurídico unificado 
de propiedad intelectual, en el cual participan todos los 

28	 Ho, Cynthia. Acces to Medicine in the Global Economy: International Agreements 
on Patents and Related Rights. Oxford University Press, 2011.

29	 Así lo entiende Sykes, quien señala: “In short, developing countries accepted 
the commitments of TRIPs because it was in their mutual interest when 
coupled with the concessions that they received on other issues. A treaty such 
as trips is in this respect much like any contract—each party gives something 
and gets something in return, and on balance all parties expect net benefits. 
Were it otherwise, parties would not enter the agreements at all”. Sykes, Alan. 
“trips, Pharmaceuticals, Developing Countries, and the Doha ‘Solution’”. 
University of Chicago Law and Economics, Olin Working Paper n.° 140, 2004, p. 
15; disponible en: ssrn: http://dx.doi.org/10.2139/ssrn.300834

30	 Roffe, Pedro. “La propiedad intelectual y el comercio internacional: las 
negociaciones multilaterales en el gatt…”, cit., p. 25.
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miembros de la omc, sin importar su condición de recep-
tor o productor de este tipo de propiedad. El Acuerdo de 
los Adpic se suma al llamado Derecho de la omc, como uno 
más de los “Acuerdos Abarcados”, ampliando el ámbito 
tradicional del comercio de mercancías a materias como 
servicios, inversiones, compras públicas y muy particu-
larmente la propiedad intelectual, como una característica 
adicional del Derecho de la omc, incluido el Adpic, en que los 
Estados miembros se comprometen a un proceso constante 
de revisión y de negociación de obligaciones.

Por ello, al participar de la Ronda Uruguay, Colombia 
asumió con la entrada en vigor del Acuerdo de los Adpic 
hacer parte de un consenso universal en materia de propie-
dad intelectual, cuya importancia e innovación en el ámbito 
del comercial internacional ha sido resaltada por la propia 
omc, concretamente por el Órgano de Apelación del sistema 
de solución de diferencias, al señalar:

El Acuerdo sobre los Adpic es uno de los nuevos acuerdos 
negociados y concertados en las negociaciones comerciales 
multilaterales de la Ronda Uruguay. Este acuerdo sitúa por 
vez primera la propiedad intelectual en el sistema de comercio 
mundial al imponer a los Miembros determinadas obligacio-
nes en lo que respecta a los derechos de propiedad intelectual 
relacionados con el comercio31.

ii. Aspectos fundamentales del acuerdo de los 
Adpic: ¿qué obligaciones asume Colombia?  

El Acuerdo de los Adpic, como parte del sistema del comer-
cio internacional, trata de resolver uno de los problemas más 

31	 Informe del Órgano de Apelación en el asunto “India–Protección mediante 
patente de los productos farmacéuticos y los productos químicos para la 
agricultura” (wt/ds50/ab/r), adoptado el 19 de diciembre de 1997.
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reprochados a la ompi: la “fragmentación” de la regulación 
de la propiedad intelectual. La solución se encuentra en el 
Derecho de la omc, que establece unos consensos “mínimos” 
sobre la propiedad intelectual, según los cuales todos los 
países miembros de esta organización internacional tienen 
que otorgar su protección y se obligan a incorporarlos en 
sus legislaciones. Al parecer esto no es tan simple, como 
señalan Abarza y Katz:

Es difícil que los países no desarrollados con industrias nacien-
tes puedan soportar el peso de la igualdad. Esta fue una de las 
diferencias de posiciones que ya se había planteado durante 
el período que duró la Ronda de Uruguay y que al final se 
plasmó en los Adpic, estableciendo derogaciones temporales, 
en ciertos casos aparentes, de algunas normas. Sin embargo, 
esto no ha sido suficiente para otorgar a este Acuerdo la flexi-
bilidad requerida y reconocida en la exposición de motivos32.

En igual sentido, Abbott señala que dos principios bási-
cos han surgido en estos años del estudio sobre el Acuerdo 
de los Adpic: “(1) all iprs subject matter is not created equal, 
and (2) all levels of development are not equal”33. Esta es una 
realidad ineludible de la propiedad intelectual: que tiene 
su precio al establecer normas simétricas y obligaciones 
“mínimas” para todos los miembros de la omc, lo que ha 
significado en el caso específico de las patentes que todos 
los estados deben dar 20 años de protección para casi todas 
las invenciones, productos y procesos, en casi todos los 
campos de la tecnología, pero ¿qué efectos tiene para los 
países menos desarrollados, en desarrollo o desarrollados? 
¿Todos se beneficiarán por igual del Adpic?

32	 Abarza, Jacqueline y Katz, Jorge. “Los derechos de propiedad intelectual en 
el mundo de la omc…”, cit., pp. 16-17.

33	 Abbott, Fredrick M. “Toward a New Era of Objective Assessment in the Field 
of trips and Variable Geometry for the Preservation of Multilateralism”. Journal 
of International Economic Law, 2005, vol. 8, n.° 1, pp. 79-80.
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Desde esta perspectiva, no resulta extraño que los “mí-
nimos” del Acuerdo de los Adpic sean cuestionados por 
algún sector de la doctrina especializada; así, por ejemplo, 
Abbott entiende que

[…] all levels of development are not equal. Countries at diffe-
rent stages of economic development have different interests 
insofar as the value to society of protecting iprs is concerned. 
If encouraging development is a high priority of the wto, more 
leeway for use of technology by developing countries would 
likely benefit those countries34.

Aunado a lo anterior, Seuba considera que estos “míni-
mos” del Acuerdo de los Adpic no solo desconocen las de-
sigualdades entre los miembros de la omc, son un reflejo del 
poder o de la presión de países desarrollados que imponen 
una técnica de negociación denominada package deal o acuer-
do global, que “[…] remite a una relación cuasi-contractual, 
e implica que en determinadas áreas se hacen sacrificios, 
puesto que en otros ámbitos se obtienen beneficios, mien-
tras la suma de concesiones y ventajas resulta favorable”35.

Estas críticas se extienden a los cinco aspectos que regula 
el Acuerdo de los Adpic, que se concretan en las siguientes 
preguntas:

- ¿Cómo deben aplicarse los principios básicos del sistema de 
comercio y otros acuerdos internacionales sobre propiedad intelec-
tual? Estos son los estándares mínimos: el trato nacional, el 

34	 Según Abbott, el Adpic solamente reconoce diferentes intereses y necesidades 
tecnológicas por medio de la incorporación de disposiciones transitorias, pero 
sin una imagen clara en cuanto a cómo se tendrían en cuenta estas necesidades 
después de la transición de períodos terminados. Supra, p. 98.

35	 Seuba, Xavier. “La protección de la Salud Pública ante la trasplantación del 
Derecho relacionado con el medicamento”, en Seuba, Xavier et altri, Propiedad 
Intelectual, competencia y aspectos regulatorios del medicamento: determinantes 
internacionales y política pública. Grupo Editorial Ibáñez, 2013, pp. 63 y ss.
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trato de nación más favorecida, libertad de método para im-
plementar el acuerdo y los principios y objetivos generales.

- ¿Cómo prestar una protección adecuada a los derechos de pro-
piedad intelectual?, en donde el Acuerdo de los Adpic regula 
específicamente cada una de las esferas de estos derechos, 
estableciendo unos mínimos de protección (estipulaciones 
sustantivas) que deben incluir todos los miembros en su 
derecho interno. Excluye algunas esferas significativas 
para los países en vías de desarrollo, por ejemplo, los co-
nocimientos tradicionales, los derechos morales de derecho 
de autor, el agotamiento de los derechos de propiedad in-
telectual, las obligaciones incorporadas en la Convención 
sobre Biodiversidad.

- ¿Cómo deben los países hacer respetar adecuadamente esos 
derechos en sus territorios?, es decir, un conjunto de dispo-
siciones que se refieren a los procedimientos y recursos 
encaminados a garantizar la observancia de los derechos 
de propiedad intelectual en los Estados.

- ¿Cómo resolver las diferencias en materia de propiedad in-
telectual entre miembros de la omc?, esto es, la aplicación del 
sistema de solución de diferencias.

- ¿Cuáles son las medidas transitorias durante el período de 
establecimiento del nuevo sistema?

Como primer principio básico, contemplado en el Acuer-
do de los Adpic, vale la pena mencionar el artículo 1.1, el 
cual establece que la protección a que hace referencia este 
Acuerdo no impide a los países miembros poder prever 
obligaciones más amplias que la que contempla en el mis-
mo, lo que se llama principio de la protección de mínimos36. 
En lo que concierne a la implementación de los estándares 
mínimos, los miembros de la omc tienen diferentes alterna-

36	 El principio de la protección de mínimos permite que los miembros de la omc 
puedan establecer en su ordenamiento jurídico nacional una protección más 
amplia que la exigida por el Acuerdo, con la condición de que esta mayor 
protección no infrinja las disposiciones del Acuerdo de los Adpic. 
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tivas, de acuerdo con la interpretación que cada país realice 
del Acuerdo, ya que algunas obligaciones en materia de 
propiedad intelectual son facultativas. En palabras de Roffe 
y Santa Cruz, gracias a este principio se ha legitimado el 
establecimiento de normas Adpic-Plus, principalmente por 
la vía de los tlc37.

Otro principio básico del Acuerdo de los Adpic obliga a 
que los países miembros reconozcan dentro de su territorio 
igual protección38 a la propiedad intelectual de los naciona-
les y de los demás estados miembros39. El principio del trato 
nacional, regulado en el artículo 1.3 de este Acuerdo, ha 
sido interpretado en el sentido más amplio por el Órgano 
de Apelación del sistema de solución de diferencias, ya que

[…] nunca se exagerará el significado de la obligación del trato 
nacional. No sólo ha sido esta obligación la piedra angular del 
Convenio de París y de otros instrumentos internacionales 
sobre propiedad intelectual, sino que también ha sido la base 
del sistema mundial de comercio al que sirve la omc40.

37	 Roffe, Pedro y Santa Cruz, Maximiliano.  “Los derechos de propiedad 
intelectual en los acuerdos de libre comercio celebrados por países de América 
Latina con países desarrollados”, Serie Comercio Internacional, n.° 70, Cepal, 
2006, p. 16. 

38	 La nota que acompaña al párrafo 1 del artículo 3 del Acuerdo de los Adpic 
aclara que esa “protección” comprende: “[…] los aspectos relativos a 
existencia, adquisición, alcance, mantenimiento y observancia de los derechos 
de propiedad intelectual, así como los aspectos relativos al ejercicio de los 
derechos de propiedad intelectual de que trata específicamente”.

39	 El principio del Trato Nacional no es absoluto, sino que admite las excepciones 
ya contenidas en los Convenios de París, Berna, la Convención Internacional 
sobre la Protección de los Artistas Intérpretes o Ejecutantes, de los Productores 
de Fonogramas y los Organismos de Radiodifusión de 1961 (Convención de 
Roma) y el Tratado sobre la Propiedad Intelectual respecto de los Circuitos 
Integrados de 1989 (Tratado de Washington).

40	 Informe del Órgano de Apelación en el asunto Estados Unidos–Artículo 211 
de la Ley Omnibus de Asignaciones de 1998 (wt/ds176/ab/r), adoptado el 2 
de enero de 2002, parágrafo 241.
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Por otra parte, en el artículo 2 del Acuerdo de los Adpic 
se establece una remisión a las obligaciones señaladas en 
los artículos 1 al 12 y 19 de la Convención de París para la 
Protección de Propiedad Industrial. Igualmente, el numeral 
segundo del artículo 2 refuerza el objetivo de armonizar los 
diferentes tratados internacionales que regulan la propiedad 
intelectual, al señalar que las obligaciones que se adquieran 
en virtud del Acuerdo de los Adpic no podrán ir en contra-
vía de las obligaciones adquiridas entre los países miembros 
“en virtud del Convenio de París, el Convenio de Berna, 
la Convención de Roma y el Tratado sobre la Propiedad 
Intelectual respecto de los Circuitos Integrados”.

Mediante esta técnica de remisión normativa, si bien 
no obliga a los Estados miembros de la omc a suscribir el 
Convenio de París, sí los obliga a cumplir con sus obliga-
ciones incorporadas en estos instrumentos. Es palmario 
que el Acuerdo de los Adpic no se encuentra “aislado” del 
derecho internacional, ya que se alimenta de la experiencia 
de casi un siglo de la regulación de la ompi y de la evolución 
del gatt de casi cincuenta años.

El Adpic, al igual que los otros acuerdos abarcados por 
la omc, debe observar los principios fundamentales sobre 
los que se erige el sistema de comercio internacional: el 
principio del Trato Nacional y el principio del Trato de la Nación 
más Favorecida, que prohíben cualquier discriminación res-
pecto a la protección de la propiedad intelectual entre los 
derechos de los distintos países o respecto a los nacionales. 
A tales efectos, el artículo 3 del Acuerdo de los Adpic regula 
el principio de Trato Nacional, pues obliga a los países miem-
bros de la omc a procurar un trato no menos favorable a los 
nacionales de los otros países miembros que el trato de sus 
propios nacionales (en concordancia con las limitaciones 
establecidas en el artículo 2.2.).

El principio del Trato de la Nación más Favorecida, que no 
había sido reconocido con anterioridad por otros tratados de 
propiedad intelectual, se reconoce en el artículo 4 del Acuer-
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do de los Adpic, según el cual, una vez un país miembro 
haya otorgado una ventaja, favor, privilegio o inmunidad 
a los nacionales de “cualquier otro país”, estas concesiones 
se otorgarán inmediatamente a los demás nacionales de 
los países miembros. Este principio constituye la “piedra 
angular” de la propiedad intelectual, a tal punto que el 
Acuerdo de los Adpic no permite exceptuar su aplicación 
en los tlc, situación que sí se encuentra autorizada en el 
artículo xxiv del gatt y el artículo ii del Acuerdo General 
sobre el Comercio de Servicio (agcs), mediante las deno-
minadas exenciones.

Existe un subprincipio que pretende responder a los 
distintos niveles de desarrollo de los países miembros de la 
omc: de Trato Especial y Diferenciado, que ha sido aplicado e 
interpretado en distintas formas y en varias áreas del siste-
ma del comercio internacional. En esta línea, Tortora afirma 
que este subprincipio “[…] ha pasado de ser un instrumento 
de desarrollo (hasta la Ronda Uruguay) para convertirse en 
un instrumento de ajuste (en el marco de las normas de la 
omc)”41. En consecuencia, para el Acuerdo de los Adpic el 
Trato Especial y Diferenciado es interpretado como un instru-
mento de ajuste para que los países en desarrollo puedan 
modificar sus instituciones y legislaciones nacionales, y así 
observar las nuevas obligaciones bajo la Ronda Uruguay. 
Esta perspectiva asume que el Acuerdo de los Adpic tiene 
un efecto automáticamente “positivo” para el desarrollo 
económico, y muy especialmente en la innovación y en la 
transferencia de tecnología, de los países miembros de la 

41	 De acuerdo con Tortora: “Hasta la Ronda Uruguay, cuando la agenda de 
comercio se limitaba al comercio de bienes, el ted era entendido como un 
instrumento de desarrollo en particular porque otorga flexibilidad en el uso 
de aranceles y cuotas en caso de crisis de balanza de pagos que afectan la 
industria nacional (artículos xviii y xxviii bis del gatt 1947)”. Tortora, Manuela. 
“Trato especial y diferenciado en las negociaciones comerciales multilaterales: 
el esqueleto en el closet”, unctad, web/cdp/bkgd/16, 2003, p. 3.
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omc42. Un ejemplo de lo anterior se encuentra en el período 
de transición para adaptar la legislación nacional al Acuerdo 
sobre los Adpic, regulado por el artículo 65, arreglos tran-
sitorios, y el artículo 66, países menos desarrollados, que 
permiten una “discriminación positiva” 43, ya que los estados 
miembros de la omc han tenido los siguientes plazos para 
modificar sus legislaciones nacionales:

- Países desarrollados: 1 año (hasta enero de 1996)
- Países en desarrollo: 5 años (hasta enero de 2000)
- Países menos desarrollados: 11 años (hasta enero de 

2006)
Obviamente, la perspectiva, como un instrumento de 

ajuste, ha sido cuestionada por la propia omc desde el 
fracaso de la Conferencia de Seattle, donde se presentaron 
al menos dos críticas desde los países en desarrollo: por 
un lado, ni la liberalización del comercio ni la protección 
de la propiedad intelectual conduce automáticamente a 
ganancias de desarrollo económico; y, por otro, los países 
en desarrollo no tienen la misma capacidad que los países 
desarrollados para aprovechar las oportunidades generadas 

42	 Pese a surgir en los años 60 el trato especial y diferenciado, como una excepción 
al principio de no discriminación, en materia de propiedad intelectual ha sido 
criticado por algún sector de la doctrina. Por ejemplo, Chan sostiene que es 
completamente disímil el alcance de la regulación del Acuerdo de los Adpic 
al ofrecido dentro del gatt de 1947, una vez que se da en gran medida a los 
países menos desarrollados y con períodos de implementación muy acotados 
de 5 o 10 años. Chang, Ha-Joon. Bad samaritans: Rich nations, poor policies, and 
the threat to the developing world. New York: Random House Business, 2007.

43	 Este trato especial y diferenciado también se reconoce en el artículo 65.4, 
al regular el período de transición para reconocer las patentes en sectores 
tecnológicos no protegidos antes del Acuerdo sobre los Adpic (por ejemplo, 
protección de patentes en el sector químico de varios países), donde los 
países en desarrollo tienen un período adicional de 5 años (hasta 2005) para 
reconocer patentes en estos sectores. Ahora bien, gracias a la Declaración 
Ministerial de Doha relativa al Acuerdo sobre los Adpic y la Salud Pública de 
2001 se permitió, en el párrafo 7, que los países menos desarrollados puedan 
extender ese período de transición hasta el 01/01/2016 para los productos y 
procesos farmacéuticos.
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por la liberalización del comercio y por la protección de la 
propiedad intelectual.

Otro principio básico se encuentra en el artículo 7 del 
Acuerdo de los Adpic, que determina como objetivo fun-
damental de la protección y la observancia de los derechos 
de propiedad intelectual:

[…] contribuir a la promoción de la innovación tecnológica y 
a la transferencia y difusión de la tecnología, en beneficio re-
cíproco de los productores y de los usuarios de conocimientos 
tecnológicos y de modo que favorezcan el bienestar social y 
económico y el equilibrio de derechos y obligaciones.

Este precepto revela la pretensión del Acuerdo de los 
Adpic por lograr un balance entre la promoción de nuevos 
conocimientos y el acceso y difusión de estos, más concre-
tamente, un equilibrio entre los derechos exclusivos del 
titular de una patente y las excepciones que los limitan. El 
Órgano de Solución de Diferencias de la omc ha considerado 
el artículo 7 del Acuerdo de los Adpic como una expresión 
del principio de buena fe, por lo cual “[…] los Miembros han 
de cumplir las disposiciones del Acuerdo sobre los Adpic de 
manera compatible al principio de la buena fe consagrado 
en el artículo 7 del Acuerdo sobre los Adpic”44.

Por último, el artículo 8 del Acuerdo de los Adpic otorga 
la posibilidad de cualquier miembro para

[…] formular o modificar sus leyes y reglamentos, podrán 
adoptar las medidas necesarias para proteger la salud públi-
ca y la nutrición de la población, o para promover el interés 
público en sectores de importancia vital para su desarrollo 
socioeconómico y tecnológico, siempre que esas medidas sean 
compatibles con lo dispuesto en el presente Acuerdo.

44	 Asunto Estados Unidos–Artículo 211 de la ley Omnibus de asignaciones de 
1998 (wt/ds176/r), adoptado el 6 de agosto de 2001, párrafo 8.57.
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Además, el artículo 8 permite aplicar las medidas “[…] 
para prevenir el abuso de los derechos de propiedad inte-
lectual por sus titulares o el recurso a prácticas que limiten 
de manera injustificable el comercio o redunden en detri-
mento de la transferencia internacional de tecnología”, lo 
que se interpreta como una cláusula de prevención del abuso 
del derecho, que se ocupa principalmente de evitar cualquier 
medida que sea contraria a la competencia.

No cabe duda de que los objetivos y principios esta-
blecidos en los artículos 7 y 8 del Acuerdo de los Adpic 
sirven de “guías interpretativas fundamentales”, pues los 
transforma en parámetros interpretativos de las demás 
normas del Acuerdo en los términos establecidos por el 
artículo 31 de la Convención de Viena sobre el Derecho de 
los Tratados. Así lo reconoce la jurisprudencia de la omc, 
que al analizar el artículo 30 del Acuerdo señaló: “[…] hay 
que tener presentes los objetivos y las limitaciones indicados 
en el artículo 7 y en el párrafo 1 del artículo 8, así como las 
demás disposiciones del Acuerdo […] que […] indican el 
objeto y el fin de éste” 45.

iii. Oportunidades para Colombia de las 
“flexibilidades” del Acuerdo Adpic  

El artículo 8 del Acuerdo de los Adpic abre las puertas a 
Colombia para aplicar las denominadas “flexibilidades” 
o “margen de maniobra” para formular políticas públicas 
nacionales, que tratan de dar soluciones a una importante 
debilidad de los países en desarrollo y menos desarrollados 
frente a la poca o casi nula capacidad de producción de pro-
piedad intelectual, en particular de patentes. Debilidad que 

45	 Informe del Grupo Especial en el asunto Canadá–Protección mediante patente 
de los productos farmacéuticos (wt/ds114/r), adoptado el 17 de marzo de 
2000, párrafo 7.26.
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se agudiza con los efectos de la protección de las patentes 
farmacéuticas respecto a la garantía del derecho al acceso 
de medicamentos. De acuerdo con Piatti, esta problemática 
se ha originado:

[…] a pesar de los fantásticos avances tecnológicos y médicos 
logrados en el siglo xx, la mayor parte de la población mundial 
encuentra dificultades para acceder a medicamentos esen-
ciales debido a los costos extraordinarios que esto implica. 
Es así como la población de los países más pobres carece de 
lo mínimo indispensable para hacer frente a sus necesidades 
primarias y sus gobiernos se enfrentan a serias dificultades 
para controlar la pandemia de vih/sida, al igual que otras en-
fermedades endémicas como el paludismo y la tuberculosis46.

Las “flexibilidades” normativas del Acuerdo de los 
Adpic tienen entre sus finalidades la de ser utilizadas para 
mejorar la disponibilidad y el acceso a los medicamentos 
esenciales patentados en los países más pobres, lo cual exige 
una suerte de permanente búsqueda del equilibrio entre los 
derechos de los titulares de las patentes y las obligaciones 
de los estados miembros para con la salud pública de su 
población. Empero, más que encontrar un equilibrio en la 
omc, se ha presentado una “confrontación” entre dos po-
siciones: aquella que apoya la iniciativa de flexibilizar los 
derechos de patentes, frente a quienes prefieren reforzar la 
protección de estos derechos.

Un ejemplo de la primera posición se encuentra en el 
borrador presentado el 20 de junio de 2001 por el Grupo 

46	 Piatti, Susana. “La salud como bien público: el caso Efavirenz en 
Brasil”. Perspectivas Bioéticas, n.° 26-27, 2015, pp. 208-217. En igual sentido 
véase: Musungu, Sisule, Villanueva, Susan y Blasetti, Roxana. “Cómo utilizar 
las flexibilidades previstas en el Acuerdo sobre los Adpic para proteger la 
Salud Pública mediante marcos regionales de cooperación sur-sur”. South 
Centre, abril 2004, p. 2.
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Africano y otros países en desarrollo47 para una Declaración 
Ministerial que incorporara una evaluación de los efectos 
del Acuerdo de los Adpic, con énfasis en el impacto en el 
acceso a los medicamentos, en la investigación, en el de-
sarrollo para prevención y el tratamiento de enfermedades 
que afectan predominantemente a la población de los países 
en desarrollo y de los menos adelantados; además, la pro-
puesta presentó los mecanismos necesarios para garantizar 
que el Acuerdo sobre los Adpic no vulnere el derecho de 
los miembros de la omc a desarrollar sus propias políticas 
de salud pública, que incluyen aclaraciones de las normas 
relativas a la concesión de licencias obligatorias, importa-
ciones paralelas, producción para la exportación a un país 
con capacidad de producción insuficiente y protección de 
datos48.

No se puede olvidar que, antes de la adopción del Acuer-
do Adpic, estos países y Colombia tenían un amplio margen 
de regulación respecto de qué se debía proteger o no por 
medio de patentes; además, podían determinar libremente 
cuándo primaba la salud pública, sin que existiera ningu-
na obligación internacional que limitara o controlara esta 
decisión soberana, como bien lo anota el profesor Abbott: 
“before the trips Agreement of 1994 entered into force, deve-
loping country governments retained relatively unrestricted 
power to regulate public health, with little interference form 
international intellectual property law”49.

47	 Bangladesh, Barbados, Bolivia, Brasil, Cuba, República Dominicana, Ecuador, 
Filipinas, Haití, Honduras, India, Indonesia, Jamaica, Pakistán, Paraguay, 
Perú, Sri Lanka, Tailandia y Venezuela.

48	 Paper submitted by a group of developing countries to the trips Council, 
for the special discussion on intellectual property and access to medicines, 
20 June 2001. Available at https://www.wto.org/spanish/tratop_s/trips_s/
paper_develop_w296_s.htm

49	 Abbott, Frederick M. y Reichman, Jerome H. “The Doha Round’s public health 
legacy: Strategies for the production and diffusion of patented medicines 
under the amended trips provisions”.  Journal of international economic law, 
2007, vol. 10, n.° 4, pp. 921-987. 
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Esta propuesta, presentada por Grupo Africano y otros 
países en desarrollo, se originó por la crisis de salud pública 
de mediados de la década de 1990 en Sudáfrica y las difi-
cultades para garantizar el acceso a medicinas esenciales a 
la mayor parte de la población de los países en desarrollo. 
Aquí se encuentran dos ejemplos claros que ilustran este 
conflicto entre la salvaguardia del acceso a medicamentos y 
las obligaciones internacionales derivadas de los Acuerdos 
de la omc.

El primer caso, en Sudáfrica, que se originó con la aproba-
ción por el presidente Nelson Mandela de la Ley de Enmien-
da Sudafricana de Control de Medicamentos y Substancias 
Relacionadas (Section 15C of the South African Medicines 
and Related Substances Control Amendment Act), n.° 90 de 
1997, cuyo objeto fue facilitar y promover el uso de licencias 
obligatorias e importaciones paralelas para bajar el costo 
de determinados medicamentos, como una solución a los 
problemas generados por la expansión del vih en este país50. 
Esta ley sudafricana a favor de la protección de la salud 
mediante límites a los derechos de patentes fue interpre-
tada por algunos miembros de la omc como una violación 
del acuerdo de los Adpic, por ejemplo, Estados Unidos y 
la Pharmaceutical Research and Manufacturers of America 
(PhRMA), y otros países cuyas empresas farmacéuticas ha-
cen parte de la International Federation of Pharmaceutical 
Manufacturers & Associations (Ifpma).

50	 Esta ley surafricana permitía: (1) la substitución por genéricos de los 
medicamentos con patentes expiradas; (2) la creación de una comisión 
para regular los precios de los medicamentos de forma transparente; (3) 
la incorporación del mecanismo de agotamiento de los derechos a escala 
internacional (importación paralela); y (4) la creación de un sistema 
internacional de ofertas competitivas para asegurar el suministro de 
medicamentos en el país. Ho, Cynthia. Access to medicine in the global economy: 
international agreements on patents and related rights. Oxford University Press, 
2011.
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De hecho, la Asociación de Fabricantes de Productos 
Farmacéuticos de Sudáfrica, conformada por treinta y nueve 
empresas farmacéuticas multinacionales de origen euro-
peo y estadounidense, presentó un proceso judicial contra 
esta Ley del gobierno de Mandela en la Corte Suprema de 
Pretoria, alegando que esos cambios violaban el Acuerdo 
sobre los Adpic y la Constitución de ese país51. Este proceso 
permitió, en un primer momento, la suspensión inmediata 
de la enmienda; sin embargo, en abril de 2001, tras varios 
años de presiones de organismos internacionales (Programa 
de las Naciones Unidas para el Desarrollo-pnud y la Orga-
nización Mundial de la Salud-oms) y de las ong se logró 
que las farmacéuticas demandantes retiraran su proceso 
contra Sudáfrica52.

51	 Bermúdez, Jorge et altri. “La propiedad intelectual en el contexto del Acuerdo 
de la omc sobre los Adpic: ¿qué está en juego?”, en La propiedad intelectual en 
el contexto del acuerdo de la omc sobre los Adpic: desafíos para la salud pública, 
Bermúdez, Jorge y Oliveira, María A. (eds.), Centro Colaborador de ops/
oms en Políticas Farmacéuticas, 2006, pp. 25-65; Velásquez, Germán. Access 
to Medicines and Intellectual Property: The Contribution of the World Health 
Organization, Research Papers n.° 47, South Centre, 2013, p. 3.

52	 En diciembre de 1999, debido a las presiones de la opinión pública, el gobierno 
de los Estados Unidos retiró a Sudáfrica de la Lista de Vigilancia 301, en la 
cual se incluyen los países que han violado las reglas comerciales, entre ellas 
los estandares de protección de la propiedad intelectual. Benkimoun, Paul. 
Morts sans ordonnance. París: Ed. Hachette Literatures, 2002. En el mismo 
sentido, afirman Bartsch y Kohlmorgen que desde finales de la década de los 
años noventa un número significativo de organizaciones de las ong tanto de 
países desarrollados (Médicos sin Fronteras, Oxfam International, Consumer 
Project on Technology) como en desarrollo (Red del Tercer Mundo y Acción 
Internacional para la Salud) centraron sus esfuerzos en una campaña para 
el acceso a medicinas esenciales para los enfermos pobres de vih/sida. Estas 
ong argumentaban que los derechos de propiedad intelectual no solo eran un 
asunto comercial, sino que también estaban vinculados a cuestiones de salud 
pública. Bartsch, Sonja y Kohlmorgen, Lars. “The role of southern actors in 
global governance: the fight against hiv/aids”, German Institute of Global and 
Area Studies (giga), Working papers, n.° 46, 2007, p. 16. Disponible en: http://
www.giga-amburg.de/dl/download.php?d=/content/publikationen/pdf/ 
wp46_bartsch-kohlmorgen.pdf
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Una última consecuencia del caso de Sudáfrica se evi-
denció en el anuncio, durante la Conferencia Ministerial 
de Seattle de 1999, del presidente Bill Clinton de los cam-
bios en la política de los Estados Unidos sobre derechos 
de propiedad intelectual y acceso a los medicamentos. De 
acuerdo con Bermudez et altri, este cambio ocurrió como 
resultado de la presión de las ong y de la opinión pública 
internacional, lo que se materializa en la decisión del go-
bierno estadounidense de que el Representante de Comercio 
de los Estados Unidos (ustr), junto con el Departamento 
de Salud y Servicios Humanos, crearan nuevos procesos 
y pautas para analizar los problemas relacionados con la 
salud y los derechos de propiedad intelectual53.

Respecto al segundo caso, en Brasil se inició con la apro-
bación, durante el gobierno de Fernando Henrique Cardoso, 
de la Ley de Derecho de Propiedad Intelectual n.° 9,279 de 
mayo 14 de 1996, que permitía en su artículo 68 las licencias 
obligatorias en caso de emergencia sanitaria nacional, bajo 
el argumento de que existía “falta de explotación local” del 
producto patentado, entendida como “la no fabricación del 
producto o su fabricación incompleta” o “la no utilización 
del procedimiento patentado de manera plena”. Adicio-
nalmente, el artículo 68.5 de esta ley considera que, si las 
compañías internacionales no inician la producción de la 
patente en Brasil tras tres años, perderán el derecho de 
patente, lo que permitía a Brasil producir medicamentos 
genéricos54.

53	 Bermúdez, Jorge et altri. “La propiedad intelectual en el contexto del Acuerdo 
de la omc sobre los Adpic: ¿qué está en juego?...”, cit., p. 49.

54	 El gobierno brasileño alegó en las consultas ante el sistema de solución de 
diferencias de la omc que el artículo 68 de su ley fue redactado con fundamento 
en el artículo 5(2) de la Convención de París de 1967, el cual establece que 
cada país de la Unión puede adoptar medidas en su legislación, tales como la 
licencia obligatoria, para prevenir abusos resultantes del ejercicio de derechos 
exclusivos otorgados por la patente, entre los cuales se incluye “la falta de 
explotación”. Giaccaglia, Clarisa. “El accionar de India, Brasil y Sudáfrica 
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El gobierno estadounidense solicitó la celebración de 
consultas, el 30 de mayo de 2000, bajo el sistema de solución 
de diferencias de la omc, alegando que ese párrafo de la ley 
brasileña violaba los artículos 27 y el 28 del Acuerdo sobre 
los Adpic55. Disputa que terminó el 5 de julio de 2001 con 
una solución mutuamente satisfactoria, reservándose el 
gobierno de Estados Unidos el derecho a iniciar nuevamente 
acciones ante la omc en el evento que Brasil no cumpliera 
con el acuerdo alcanzado en consultas56, principalmente a 
restringir el uso de las licencias obligatorias solamente para 
los casos de emergencia sanitaria nacional.

Los casos de Sudáfrica y Brasil son un ejemplo de las 
dificultades que tiene la implementación de las obligaciones 
asumidas en el Acuerdo de los Adpic, en especial la com-
plejidad para alcanzar un equilibrio entre el reforzamiento 
de los mecanismos para patentar las invenciones sobre 
productos o procesos farmacéuticos y la garantía de los 
derechos fundamentales de la población. Estas obligaciones 

(ibsa) en las negociaciones mundiales en materia de salud. La cuestión de las 
patentes farmacéuticas”. Papel Político, vol. 15, n.° 1, 2010, p. 295 y ss.

55	 Asunto Brasil–Medidas que afectan a la protección mediante patente (wt/
ds199), solicitud de consultas, del 30 de mayo de 2000.

56	 Aquí vale la pena subrayar que según datos de la Organización Mundial de 
la Salud (oms) Brasil fue el tercer país del mundo más afectado por el vih/
sida a principios de la década de 1990. Follér, Maj Lis. “The spread of the 
Brazilian ‘model’ including donation of drugs: a solidarity-based globalization 
or an internationalization of the Brazilian pharmaceutical market?”. School 
of Global Studies, University of Gothenburg, 2008, p. 6. Precisamente en este 
contexto, Frias argumenta que, debido a la Ley de Derecho de Propiedad 
Intelectual n.° 9,279 de mayo 14 de 1996, Brasil logró producir en su territorio 
ocho de las doce medicinas utilizadas en el denominado “cóctel del vih/
sida” y que el costo de la terapia es de hasta un 70% más barato que el de 
la que ofrecen las multinacionales. Frías, Sonia. “India y Brasil hacen frente 
a las multinacionales farmacéuticas”, E-drugs, abril 2001. Disponible en: 
http://www. boletinfarmacos.org/042001/noticias.ht; Wogart, Jan Peter y 
Calcagnotto, Gilberto. “Brazil’s Fight against aids and Its Implications for 
Global Health Governance”. World Health & Population, vol. 8, n.° 1, 2006, pp. 
4-19; Luciane de Carvalho, Patrícia. “O acesso a medicamentos e as patentes 
farmacêuticas na ordem jurídica brasileira”. Revista cej, año xi, n.° 37, 2007, 
pp. 94-102.
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afectan, entre otros derechos, el acceso a los medicamentos, 
como un bien esencial para garantizar el acceso a la salud, 
en tanto que son considerados como productos patentados, 
es decir, que son un mecanismo monopólico temporal sobre el 
conocimiento y la apropiación de rentas de quien es titular57, 
lo que normalmente permite un control del precio, que en 
países no productores o importadores de medicamentos 
significa un aumento del valor del medicamento.

Esto explica por qué los Estados Unidos, Japón, Suiza, 
Australia y Canadá, para la misma fecha que se presentó la 
propuesta por Grupo Africano y otros países en desarrollo, 
produjeron otro documento, como texto alternativo “que 
destacaba la importancia que la protección de la propie-
dad intelectual tiene para la investigación y el desarrollo 
manifestando que la propiedad intelectual contribuye a los 
objetivos globales de salud pública”58, y justificaban tal pro-
tección por los altos costos de la investigación que influyen 
en las decisiones de inversión y en la capacidad de estudiar 
y desarrollar determinados ámbitos de la salud pública, y 
para impedir un comercio de mercancías falsificadas que 
afecta la competencia tecnológica y la competitividad in-
ternacional59.

57	 Cimoli, Mario y Primi, Annalisa. “Propiedad intelectual y desarrollo: una 
interpretación de los (nuevos) mercados del conocimiento”; Martínez Piva, 
Jorge Mario et altri. Generación y protección del conocimiento: propiedad intelectual, 
innovación y desarrollo económico. Comisión Económica para América Latina y 
el Caribe (Cepal), 2008, p. 32. 

58	 Correa, Carlos. “Repercusiones de la Declaración de Doha relativa al Acuerdo 
sobre los Adpic y la salud pública”. Economía de la Salud y Medicamentos, Serie 
edm n.° 12, Organización Mundial de la Salud, who/edm/par/2002.3, 2002, p. 
3. 

59	 Juma, Calestous. “Intellectual property rights and globalization: implications 
for developing countries”, Science, technology and innovation discussion Paper, 
Center for International Development at Harvard University, vol. 4, 1999, 
p. 4; Kim, Linsu. Imitation to Innovation: The Dynamics of Korea’s Technological 
Learning. Harvard Business School Press, 1997.
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Pese a las posiciones encontradas entre los diferentes 
miembros de la omc, en el marco de las negociaciones de 
Doha, según Correa, se da un cambio en los países en de-
sarrollo al abandonar su posición original en la que pedían 
que la Declaración afirmara que “Nada en el Acuerdo sobre 
los Adpic impedirá a los Miembros adoptar medidas para 
proteger la salud pública” (ip/c/w/312, wt/gc/w/450, 4 de 
octubre de 2001). Esta posición de los países en desarrollo 
deja de ser absoluta, pues había sido uno de los principales 
puntos contenciosos durante el trabajo preparatorio de la 
Declaración Ministerial60, y se considera la idea de condi-
cionar las flexibilidades que protegen la salud pública.

El cambio de posición también ocurrió en los países 
desarrollados, lo cual se explica a partir de diferentes si-
tuaciones que afectaron los intereses de estos países61. Así 
es ilustrado por Kettler, quien entiende este cambio como 
resultado del conocido “caso Anthrax” y la compañía far-
macéutica Bayer, productora de la Ciprofloxacina, ya que

The us was suddenly faced with a situation where there was 
a perceived need for immediate access to a product still on-
patent, where the exclusive owner of that patent, Bayer in this 
case, appeared unable or unwilling to offer enough supplies 
to meet immediate demand. The us government’s first instinct 
was to consider the compulsory license option and seek out 
alternative manufacturers62.

60	 Correa, Carlos. “Repercusiones de la Declaración de Doha relativa al Acuerdo 
sobre los Adpic y la salud pública…”, cit., p. 4. 

61	 Kettler, Hannah y Collins, Chris. “Using Innovative Action to Meet Global 
Health Needs through Existing Intellectual Property Regimes”, Comisión 
de Derechos de la Propiedad Intelectual del Reino Unido, Institute of Global 
Health University of California, 2002, p. 8. Disponible en: http://www.
iprcommission.org

62	 T’hoen, Ellen. “trips, Pharmaceutical Patents, and Access to Essential 
Medicines: A long way from Seattle to Doha”. Chicago Journal of International 
Law, vol. 3, 2002, pp. 27-48.
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Desde esta perspectiva, las discusiones de la iv Conferen-
cia Ministerial de Doha de 2001, del 9 y el 14 de noviembre 
de 2001, fueron influenciadas por el contexto internacional 
del nuevo milenio, es decir: a) La crisis del vih/sida en los 
países del África subsahariana y las presiones de las ong y 
de la sociedad internacional para permitir a la población de 
estos países, y en general de los países en desarrollo y menos 
desarrollados, acceder a los medicamentos esenciales que 
trataran la enfermedad; b) los atentados terroristas, concre-
tamente, la lucha contra el “bioterrorismo”; c) los Objetivos 
del Desarrollo del Milenio, que fueron el resultado de una 
Declaración celebrada en la Cumbre del Milenio de 2000; 
d) la necesidad de fortalecer la posición de la omc como la 
organización internacional que tiene la “última palabra” en 
materia comercial, entre otras63. En esta línea, Debons señala:

Cette conférence a nécessité une longue préparation et suscité 
un débat important au sein des Etats membres, formés en 
plusieurs groupes aux positions tranchées. Elle a fortement 

63	 En el cambio de posición de los países desarrollados también juegan un papel 
importante otros actores que participan en la discusión de los acuerdos de 
comercio y la salud pública; por ejemplo, el Informe sobre Desarrollo Humano 
de 1999 del Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (pnud), que 
trató por primera vez el problema del Acuerdo sobre los Adpic y el acceso 
a los medicamentos, señaló concretamente los costos para los países en 
desarrollo de mantener la legislación de propiedad intelectual exigida por 
el Acuerdo sobre los Adpic, destacando principalmente que los costos de las 
patentes exceden sus beneficios para los países en desarrollo. T’hoen, Ellen. 
“trips, Pharmaceutical Patents, and Access to Essential Medicines: A long way 
from Seattle to Doha…”, cit., pp. 27-48. Tampoco se puede olvidar el papel 
que realizan las ong, especialmente Médicos Sin Fronteras (msf), Oxfam, 
Acción Internacional para la Salud (ais), Consumer Project on Technology 
(Cptech) y Act Up. En este sentido, Bermúdez señala que, en el año 2000, 
las ong organizaron la Conferencia de Ámsterdam sobre el Aumento del 
Acceso a los Medicamentos Esenciales en una Economía Globalizada, cuyas 
directrices proporcionan guías para las ong y los demás actores involucrados 
en la discusión del Acuerdo sobre los Adpic y la Salud Pública. Bermúdez, 
Jorge et altri. “La propiedad intelectual en el contexto del Acuerdo de la omc 
sobre los Adpic: ¿qué está en juego?”. En La propiedad intelectual en el contexto 
del acuerdo de la omc sobre los Adpic: desafíos para la salud pública, 2006, pp. 25-65.
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mobilisé la société civile et s’est déroulée à une époque où la 
scène politique international se trouvait encore sous le choc 
d’événements terroristes. Son succès était nécessaire pour 
légitimaire l’omc, relancer le marché et le processus de mondia-
lisation, renouer le dialogue Nord-Sud et calmer les esprits64.

La Declaración Ministerial de Doha relativa al acuerdo 
sobre los Adpic y la Salud Pública permitió recordar a los 
miembros de la omc que las obligaciones del Acuerdo Adpic 
no pueden impedir que los países tomen decisiones que 
garanticen la salud pública y el acceso a los medicamentos 
para su población. De allí que, de los siete párrafos de la 
Declaración65, los tres primeros se ocupan de reconocer la 
gravedad de los diversos problemas relativos a la salud pú-
blica generados por diversas enfermedades, sin limitarse a 
especificar las enfermedades. Enfatizan en la necesidad de 
que el Acuerdo Adpic “forme parte de la acción nacional e 
internacional más amplia encaminada a hacer frente a estos 
problemas”66, y que la protección otorgada por los derechos 
de propiedad intelectual es esencial para el desarrollo de 
nuevos medicamentos, aunque esto afecte su precio. La De-
claración no solo se centra en el acceso a los medicamentos; 
incluye cualquier producto, método o tecnología que esté 
encaminada al cuidado de la salud.

El párrafo 4 de la Declaración constituye el marco norma-
tivo que autoriza las “flexibilidades”, y establece como idea 
fundamental que el Acuerdo Adpic debe ser interpretado 
y aplicado de tal manera que apoye y proteja a los países 

64	 Debons, Severine. La Déclaration de Doha et l’accord sur les Adpic: Confrontation 
et sens, Institut Universitaire d’études du Développement, Itinéraires, Notes 
et Travaux n.° 64, Genève, 2002, p. 11.

65	 El texto de la Declaración Ministerial de Doha sobre el Acuerdo Adpic y 
la Salud Pública se puede consultar en: https://www.wto.org/english/
thewto_e/minist_e/min01_e/mindecl_trips_e.htm 

66	 Artículo 2 de la Declaración Ministerial de Doha relativa al Acuerdo Adpic 
y la Salud Pública.
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miembros para que puedan proteger la salud pública, como 
también velar por el acceso a los medicamentos para todos. 
Para ello, este párrafo reconoce que las flexibilidades a las 
que los países pueden acceder incluyen:

- Aplicar las reglas de interpretación generales de la 
Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados en 
cada disposición del Acuerdo sobre los Adpic67. En otras 
palabras, en casos de ambigüedad, los paneles y el Órgano 
de Apelación de la omc deberán optar por interpretaciones 
in dubio pro salud pública.

- El derecho de conceder licencias obligatorias y la libertad 
de determinar las bases sobre las cuales se conceden tales 
licencias68.

67	 El profesor Correa presenta en su estudio de la Declaración el Caso Canadá–
Protección mediante patente de los productos farmacéuticos, donde el 
grupo especial de la omc para resolver esta controversia argumentó: “[…] en 
conexión con el artículo 30 del Acuerdo sobre los Adpic, que ‘los objetivos 
y las limitaciones indicados en el artículo 7 y en el párrafo 1 del artículo 8”, 
así como ‘las demás disposiciones del Acuerdo sobre los Adpic en las que 
se indican el objeto y el fin de éste’ obviamente deben tenerse en cuenta a 
la hora de examinar las condiciones establecidas por dicho artículo. Así, el 
panel determinó que los artículos 7 y 8 expresan el ‘objeto y el fin’ del Acuerdo 
sobre los Adpic, pero que no son las únicas disposiciones que establecen los 
objetivos del Acuerdo”. Correa, Carlos. “Repercusiones de la Declaración de 
Doha relativa al Acuerdo sobre los Adpic y la salud pública…”, cit., p. 16.

68	 En palabras de la profesora Ho, una licencia obligatoria es aquella que 
permita a un Estado usar una patente de invención, sin la autorización del 
titular de la patente, a cambio de una contraprestación económica por parte 
del gobierno que haga uso de ella, donde: “the patent owner is required to 
accept the government’s compensation –which is likely far less than the 
patent owner could obtain in a free market. A compulsory license, however, 
never ‘breaks’ a patent, as the patent is still valid and in force”. Ho, Cynthia. 
Acces to Medicine in the Global Economy: International Agreements on Patents 
and Related Rights, Oxford University Press, 2011. En esa misma línea, para 
Owoeye, “a practical way of preventing the abuse of patent rights under 
the trips Agreement is compulsory licensing, which allows governments to 
authorize the use of patented products without the consent of the holder of 
the patent right”. Owoeye, Olasupo Ayodeji. “Compulsory patent licensing 
and local drug manufacturing capacity in Africa”. Bulletin of the World Health 
Organization, vol. 92, 2014, pp. 214-219. 
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- El derecho de determinar lo que constituye una emer-
gencia nacional u otras circunstancias de extrema urgencia, 
lo que incluye las crisis de salud pública, sin importar el 
tipo de enfermedad, o si afecta a países en desarrollo o 
desarrollados. Adicionalmente, esta flexibilidad no opera 
automáticamente, sino que requiere de normas nacionales 
específicas que deben incorporar las reglas adecuadas sobre 
licencias obligatorias y sus excepciones.

- La libertad de establecer su propio régimen para el 
agotamiento de los derechos de propiedad intelectual sin im-
pugnación o la autorización de las importaciones paralelas69, a 
reserva de las disposiciones de los artículos 3 y 4 sobre las 
cláusulas de la nación más favorecida y del trato nacional.

De acuerdo con Roffe, el párrafo 4 de la Declaración 
no establece de manera taxativa las flexibilidades a las 
cuales los miembros pueden acceder, sino que permite 
aclarar la importancia que tienen las licencias obligato-
rias, en particular la libertad de cada uno de los miem-
bros de la omc para calificar una emergencia nacional 
u otras circunstancias de extrema urgencia70. Además, 
sin desconocer que las patentes han sido el centro del 
debate, la Declaración es aplicable a todos los ámbitos 
de la propiedad intelectual regulados por el Acuerdo 
sobre los Adpic.

69	 El agotamiento de los derechos de propiedad intelectual autoriza la importación 
de un producto patentado a un país sin la autorización del titular de la 
patente o de los tenedores de una licencia, en la medida en que el producto 
ha sido comercializado legítimamente en cualquier otro mercado. Castro 
García, Juan David. “Agotamiento de los Derechos de Propiedad Intelectual”. 
Revista de Propiedad Inmaterial, vol. 13, 2009, p. 253; Otero García-Castrillón, 
Carmen. “Importaciones paralelas, reimportaciones y agotamiento 
internacional de los derechos de patente con especial referencia a las patentes 
farmacéuticas”. Revista Española de derecho mercantil, n.° 242, 2001, pp. 2009-
2036.

70	 Roffe, Pedro. “El Acuerdo de los Adpic”, en Matus, M. y Unger, M. (eds.), 
Derecho de la Organización Mundial del Comercio, Colección en Derecho 
económico internacional, Universidad Externado de Colombia, 2016, p.1108.
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El párrafo 6, capacidad de fabricación, y el párrafo 7, transfe-
rencia de tecnología, de la Declaración reconocen la dificultad 
en que se encuentran algunos países para la fabricación 
de medicamentos, particularmente los países en vía de 
desarrollo y menos desarrollados, circunstancia que hace 
ineficaz la utilización de mecanismos como las licencias 
obligatorias, de modo que la Declaración exhorta al Consejo 
de los Adpic para hallar una solución, también confirma 
el compromiso de ayuda en materia técnica y tecnológica 
respecto de los medicamentos y, por último, establece una 
prórroga respecto de la obligación de proteger bajo los 
derechos de patentes los productos farmacéuticos en los 
países en desarrollo hasta el 1.° de enero de 2016.

Esta prórroga del período transitorio, prevista en el pár-
rafo 7, extendió el periodo transitorio para que los países 
en desarrollo y menos desarrollados pudieran implementar 
la normativa Adpic71 según los términos del artículo 66.1[72], 
solamente con relación a las patentes farmacéuticas, y así 
evitar el denominado “gatt a la carta” de la Ronda de 
Tokio, en el que los países decidían si se adherían o no a los 
acuerdos de alcance plurilateral73. Precisamente, el profesor 

71	 La prórroga del período transitorio es aplicable a la Sección 5, Patentes, y a la 
Sección 7, Protección de la información no divulgada, de la Parte ii del Acuerdo 
sobre los Adpic, lo cual incluye patentes de procedimiento y también sería 
aplicable a los casos de segunda indicación de un producto farmacéutico.

72	 El artículo 66.1 del Acuerdo sobre los Adpic establece: “Habida cuenta de 
las necesidades y requisitos especiales de los países menos adelantados 
Miembros, de sus limitaciones económicas, financieras y administrativas y 
de la flexibilidad que necesitan para establecer una base tecnológica viable, 
ninguno de estos Miembros estará obligado a aplicar las disposiciones del 
presente Acuerdo, a excepción de los artículos 3, 4 y 5, durante un período 
de 10 años contado desde la fecha de aplicación que se establece en el 
párrafo 1 del artículo 65. El Consejo de los Adpic, cuando reciba de un país 
menos adelantado Miembro una petición debidamente motivada, concederá 
prórrogas de ese período”.

73	 Así lo señala Martínez-Pérez: “La idea de crear un nuevo sistema multilateral 
del comercio integrado que acabara con un ‘gatt a la carta’, condujo a meter 
en el mismo ‘saco’ el Acuerdo omc y sus Anexos, formando un gran sombrero 
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Díaz-Mier argumenta que al aceptar todos los acuerdos de 
la omc en bloque se procuró evitar: “[...] el denominado gatt 
‘a la carta’, manifestado en la posibilidad de aceptación o 
no de los componentes del sistema, lo que ha sido en el 
pasado fuente de distensiones”74.

Teniendo en cuenta las anteriores consideraciones, se 
puede concluir que la Declaración Ministerial de Doha 
relativa al acuerdo sobre los Adpic y la Salud Pública 
significó un importante documento político que se apro-
xima a los problemas reales y urgentes a que se enfrentan 
muchos países en desarrollo en el área de la salud pública; 
principalmente reconoció que los medicamentos no son solo 
una mercadería más, pues deben ser diferenciados de las 
otras invenciones con la finalidad de garantizar su acceso 
a toda la población. También la Declaración tuvo un efecto 
legal que la equipara a una “interpretación autorizada” 
según las normas de la omc, esto es, que como Decisión 
Ministerial proporcionó un entendimiento consensuado de 
ciertos aspectos del Acuerdo sobre los Adpic y sus efectos 
en la salud pública.

Desafortunadamente, las previsiones establecidas en el 
párrafo 7 no han representado ninguna mejora significativa 
para la gran mayoría de los países en desarrollo o menos 
desarrollados, ya que no incorporó todas las áreas en las 
que existe flexibilidad en el Acuerdo sobre los Adpic, por 
ejemplo, las excepciones a los derechos de patente previstas 

que cubre un edificio constituido básicamente por un gatt reforzado y otros 
dos nuevos Acuerdos Multilaterales. Por ello, los Estado Miembros se han 
visto obligados a aceptar todos los Acuerdos Comerciales Multilaterales 
[entre los cuales se encuentra el Acuerdo de los Adpic], quedando solamente 
fuera del ‘paquete único’ los Acuerdos Plurilaterales, vinculantes únicamente 
para aquellos Estados que los hayan firmado”. Martínez-Pérez, Enrique. 
“Especies migratorias y el artículo xx del Gatt: el asunto Estados Unidos-
Prohibición de las importaciones de determinados camarones y productos 
del camarón”. Anuario español de derecho internacional, n.° 15, 1999, pp. 603-628.

74	 Díaz-Mier, Miguel Ángel. “Nuevo escenario internacional: la distribución 
comercial en el gatt”, Distribución y consumo, n.° 17, 1994, p. 44-54.
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en el artículo 30, y no incluyó la protección de los datos 
presentados para el registro de productos farmacéuticos 
y agroquímicos regulada por el artículo 39.3. Asimismo, 
persisten los cuestionamientos respecto a la falta de acciones 
eficaces por parte de los países desarrollados para cumplir 
el compromiso, artículo 66.2 del Acuerdo de los Adpic, de 
ofrecer a sus empresas e instituciones incentivos destinados 
a fomentar y propiciar la transferencia de tecnología relacio-
nada con la salud, incluida la tecnología farmacéutica, a los 
países menos desarrollados. Este problema se resume en la 
ausencia de un reconocimiento y que los países desarrolla-
dos admitan la desigualdad que se presenta en los costos y 
beneficios de los Adpic para los países con un considerable 
rezago tecnológico y muy poca o nula actividad inventiva 
en el mercado farmacéutico mundial.

Todos estos cuestionamientos y complejidades que tuvo 
la Declaración de Doha sobre la Salud Pública llevaron a 
que se adoptaran varias decisiones posteriores, como: la 
Decisión del 27 de junio de 2002 en la que se extiende el 
tiempo para aplicar las normas del Acuerdo Adpic sobre 
productos farmacéuticos en ciertos países; la Decisión del 
8 de julio de 2002 que declara la exención sobre las obliga-
ciones del artículo 70.9 del Acuerdo Adpic para los países 
cuya extensión se otorgó en la decisión del 27 de junio de 
2002; y finalmente la Decisión del 30 de agosto de 2003.

Esta última decisión de agosto de 2003 (en adelante 
“Decisión 2003”) tiene la naturaleza jurídica temporal de 
una exención o una waiver que se apartó de la Declaración 
Ministerial de Doha relativa al acuerdo sobre los Adpic 
y la Salud Pública de 2001, y permitió a determinados 
miembros “no cumplir o violar” los compromisos adqui-
ridos en el Acuerdo Adpic, con la condición de seguir un 
procedimiento especial. Este procedimiento, por ejemplo, 
exige que se cumpla con el sistema de aprobación de la 
exención, es decir, seguir la regla general del consenso en 
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la omc75, la cual permite que la decisión sea adoptada por 
las tres cuartas partes de los miembros en el caso en el que 
no se logre el consenso76.

El objetivo central de la Decisión 2003 fue establecer un 
mecanismo a través del cual se trate el problema señalado en 
el párrafo 6 de la Declaración de Doha sobre Salud Pública:

Reconocemos que los Miembros de la omc cuyas capacidades 
de fabricación en el sector farmacéutico son insuficientes o 
inexistentes podrían tropezar con dificultades para hacer un 
uso efectivo de las licencias obligatorias con arreglo al Acuerdo 
sobre los Adpic. Encomendamos al Consejo de los Adpic que 
encuentre una pronta solución a este problema y que informe 
al respecto al Consejo General antes del fin de 2002[77].

Con dicha solución, se permitió a los países menos desar-
rollados importar medicamentos desde otro país en el cual 
se hubiese hecho uso del mecanismo de licencia obligatoria, 
lo que permitió al país que aplica una licencia obligatoria 
que no se vea afectado por la limitación contenida en el 
artículo 31 literal f). En otras palabras, se autorizan otros 
usos de la materia de una patente sin consentimiento del 
titular de los derechos, incluido el uso por el gobierno o 

75	 Este consenso consiste en la aprobación unánime de los miembros para adoptar 
una decisión que se da de manera automática, toda vez que se entiende que si 
no hay oposición a la decisión esta ha sido adoptada por consenso, a diferencia 
de lo que ocurría en el gatt de 1947 en donde todos se debían poner de acuerdo 
en la decisión de manera expresa. Para profundizar en el tema ver: Tipping, 
Alice. “Procedimientos de la omc”. En Derecho de la Organización Mundial del 
Comercio, Matus, M. y Unger, M. (eds.), Colección en Derecho económico 
internacional, Universidad Externado de Colombia, 2016.

76	 Acuerdo de Marrakech por el que se establece la Organización Mundial del 
Comercio, artículo IX. Asimismo, véase: Van den Bossche, Peter. The Law 
and Policy of the World Trade Organization. Text, Cases and Materials, 2.a ed. 
Cambridge University Press, 2011, p. 917.

77	 Disponible en: https://www.wto.org/spanish/thewto_s/minist_s/min01_s/
mindecl_trips_s.htm
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por terceros autorizados por el gobierno para abastecer el 
mercado interno78.

La Decisión 2003 trajo consigo diversas dificultades para su 
aplicación, entre ellas, que los países desarrollados no querían 
inscribirse en la lista de países exportadores; según Herrera, 
esta renuencia se funda en que “[…] la exportación se hiciera 
solo a países menos desarrollados y no aquellos que estuvieran 
en el proceso de desarrollarse, por cuanto estos contaban con 
cierta infraestructura”79. La oposición a inscribirse en la lista de 
países exportadores no fue la única dificultad de la Decisión 
2003; también se enfrentó a problemas de incorporación de las 
legislaciones internas de los países miembros80, que en gran 
parte se originó por el procedimiento consagrado para hacer 
uso de la exención, que resultó engorroso y poco eficiente. En 
este sentido, Nair entiende que

[…] this provision to make drugs available at affordable prices 
to poor patients has not been effectively implemented. The 
reason has been that the conditions imposed for the supply of 
drugs against compulsory licenses granted to the importing 
country which has no technical ability to produce them them-
selves are so cumbersome, time consuming and restrictive 
that in practice they are difficult to implement. For example, 

78	 Disponible en: https://www.wto.org/spanish/docs_s/legal_s/27-
trips_04c_s.htm#5 

79	 Herrera Sierra, Luisa Fernanda. “Las patentes y las flexibilidades del Acuerdo 
sobre los Adpic”. En Derecho de Patentes, Rengifo García, Ernesto (ed.), 
Universidad Externado de Colombia, 2017. 

80	 En este sentido, Thapa señala: “There are several reasons why the waiver has 
not been as successful as the wto had hoped. First, exporting countries are 
expected to amend their patent legislation to produce generic drugs solely 
for export to countries that need them. In view of a strong pharmaceutical 
lobby, this may be a difficult task for exporting countries to undertake. Second, 
though the 2003 Decision allows all wto members to waive their obligations 
under Article 31(f) and import generic drugs, many developed countries have 
announced that they will not use the waiver to undermine the patent system 
by importing generics”. Thapa, Rojina. “Waiver Solution in Public Health and 
Pharmaceutical Domain under trips Agreement”. Journal of Intellectual Property 
Rights, vol. 16, 2011, pp. 470-476.
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the exporting country should obtain a license to export the 
product, produce batches only for the required quantity which 
has to be specially labeled and colour coded for the purpose 
and stop production once that demand is met81.

Aunado a los problemas ya señalados, la Decisión fue 
redactada de manera ambigua al definir los conceptos apli-
cables a cada caso, así como limitar las enfermedades a las 
cuales les serían aplicables estos mecanismos consagrados 
en la Decisión 2003. En esa línea, Backhoun señala:

The scope of diseases to be covered by the waiver decision 
was debated during the negotiations. Adopting a very res-
trictive approach, the United States sought the limitation of 
the subject matter of waiver to hiv/aids, malaria, tuberculosis 
“and potentially a small group of others infectious diseases” 
whereas the European Union, in the same line, “proposed that 
the solution be confined to ‘grave’ public health problem82.

Existe, sin embargo, un punto a considerar sobre el 
verdadero impacto del sistema adoptado a través de la 
Decisión 2003, ya que para su evaluación se requiere haber 
finalizado el período de transición que permite que algunos 
países no protejan las patentes farmacéuticas. Este período 
finalizó el 1 de enero de 2016 y hasta esa fecha se presentó 
solamente un caso que activó el mecanismo: Ruanda83. Así 
es analizado por Abbott y Reichman:

81	 Nair, M. D. “trips, wto and ipr-doha Round & Public Helath”. Journal of 
Intellectual Property Rights, vol. 14, 2009, p. 447.

82	 Bakhoum, Mor. “trips, Patent Rights and Right to Health: ‘Price’ or ‘Prize’ for 
Better Access to Medicine?”, Competition & Tax Law, Max Planck Institute for 
Intellectual Property, Research Paper n.° 10-07, January 31, 2009. Disponible 
en: ssrn: https://ssrn.com/abstract=1619215 or http://dx.doi.org/10.2139/
ssrn.1619215

83	 Esta información puede ser consultada en: https://www.wto.org/english/
tratop_e/TRIPs_e/public_health_notif_import_e.htm#eligibility_para1b. 
Para obtener un resumen del caso Ruanda y de sus particularidades véase: 
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Empirically, moreover, because the transitional periods pertai-
ning to patented pharmaceuticals under the trips Agreement 
have only recently expired, the wto lacks experience with the 
operation of the Waiver Decision or with the few implemen-
ting regulations that Members have adopted to date. Indeed, 
Rwanda in 2007, has become the first country to trigger the 
mechanisms established by the 2003 Waiver84.

El carácter definitivo de los contenidos regulados en la 
Decisión 2003 fue sometido a una negociación posterior, 
tal como lo señala el mismo párrafo 11 de la Decisión 2003:

El Consejo de los Adpic iniciará no más tarde del final de 2003 
los trabajos de preparación de dicha enmienda con miras a su 
adopción en un plazo de seis meses, en el entendimiento de 
que la enmienda se basará, cuando proceda, en la presente 
Decisión y de que no será parte de las negociaciones a que 
se refiere el párrafo 45 de la Declaración Ministerial de Doha 
(wt/min(01)dec/1)85.

El resultado de los trabajos preparatorios y de las discu-
siones en torno de la Decisión 2003 dio lugar a la Enmienda 
del 6 de diciembre de 2005, la cual buscó adoptar de manera 
definitiva los contenidos en esta decisión, para convertirla en 
el nuevo artículo 31bis. Ahora bien, lograr este nuevo artículo 
no resultó nada sencillo, pues fue necesaria, según la regula-
ción de la omc, la aprobación por dos tercios de sus miembros. 
Hasta el momento en que lograra este número, tendría efectos 
obligatorios solamente para aquellos miembros de la omc que 
la hayan aceptado, para los demás miembros que la aceptaren 

Ho, Cynthia. Acces to Medicine in the Global Economy: International Agreements 
on Patents and Related Rights…, cit., capítulo 7.

84	 Abbott, Frederick M. y Reichman, Jerome H. “The Doha Round’s public health 
legacy: Strategies for the production and diffusion of patented medicines 
under the amended trips provisions…”, cit. 

85	 Párrafo 11 de la Decisión 2003. Disponible en: https://www.wto.org/spanish/
tratop_s/TRIPs_s/implem_para6_s.htm
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posteriormente a la obtención de los dos tercios, surtirá efecto 
en el mismo momento de la aceptación86.

Otro elemento necesario para alcanzar el carácter de-
finitivo de la Enmienda fue la fecha límite para lograr el 
número de aceptaciones requerido, que sería en principio 
hasta el 1 de diciembre de 2007[87], pero dicho plazo tuvo que 
ser prorrogado88 de manera sucesiva por las conferencias 
ministeriales; su última prórroga fue hasta el 31 de diciem-
bre de 2017[89]. Después de más de diez años de prórrogas, 
finalmente, el 23 de enero de 2017, los miembros de la omc le 
dan carácter definitivo a la Enmienda 2005 al lograr las dos 
terceras partes requeridas, lo que permitió la sustitución de 
la Decisión 2003, que en la actualidad cuenta con 112 países 
de los 164 miembros de la omc90.

Pese al carácter definitivo de la Enmienda 2005, existe 
un importante reto señalado por Abbott y Reichman:

86	 Según Tipping: “Si el consenso no se logra, el procedimiento para enmendar el 
Acuerdo de la omc o los acuerdos del Anexo 1A o 1C es el establecido en el artículo 
X.3 de la omc, el que requiere que cualquier enmienda que altere los derechos 
y las obligaciones de los Miembros sea aprobada por dos terceras partes de los 
Miembros. Una vez aprobada, la enmienda surtirá efecto para los Miembros que 
la hayan aprobado, y para cada Miembro que la aprueba [posteriormente] en el 
momento que lo haga”. Tipping, Alice. Procedimientos de la omc…, cit.

87	 Este procedimiento fue aplicado después de que durante el término de 90 
días iniciales no se logró un consenso entre las partes acerca de la Enmienda 
del Acuerdo sobre los Adpic, Decisión de 6 de diciembre de 2005, Apéndice 
párrafo 3; consultado en: https://www.wto.org/spanish/tratop_s/trips_s/
wtl641_s.htm

88	 Con relación a las diversas prórrogas véase: Oñate Acosta, Tatiana. “Los 
países en desarrollo, la ronda de Doha y el acuerdo sobre los Adpic”. Opinión 
Jurídica, vol. 9, n.° 18, 2010.

89	 Esta prórroga fue tomada por el Consejo General, en la decisión del 30 de 
noviembre de 2015. Disponible en: https://www.wto.org/spanish/tratop_s/
trips_s/amendment_s.htm, para consultar la decisión en el documento 
wt/l//965.

90	 Información disponible en https://www.wto.org/spanish/tratop_s/
trips_s/amendment_s.htm. Es preciso señalar la aceptación por parte de 
la Unión Europea, que incluye a los 27 países miembros de esta, como se 
puede consultar en: https://www.wto.org/spanish/thewto_s/countries_s/
european_communities_s.htm
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[…] the attainment of these objectives remains largely depen-
dent on the willingness of both importing and exporting cou-
ntries not only to ratify the permanent amendment, but also 
to enact enabling domestic legislation, such as the European 
Regulation. Ultimate success also depends on the willingness 
of participating countries to adopt ancillary policies and stra-
tegies favoring cooperation rather than conflict among the 
various stakeholders, and on the willingness of the private 
generic industry to invest in the production and distribution 
of needed medicines at affordable prices under the amended 
trips provisions91.

Este reto de la Enmienda 2005 es reconocido también 
por la propia omc, al señalar que el hecho de aceptar una 
enmienda no conlleva per se la obligación del país miembro 
de realizar los cambios correspondientes en su legislación 
interna:

[…] Al aceptar el Protocolo, un Miembro expresa su consen-
timiento de someterse a las disposiciones del Protocolo en el 
plano internacional. En realidad, esto significa que acepta que 
todos los Miembros de la omc tienen el derecho –es decir, la 
posibilidad, no la obligación– de utilizar el sistema previsto 
en el párrafo 6 si así lo desean. […] Por consiguiente, estos dos 
procesos –aceptación de la enmienda y aplicación del sistema– 
son completamente distintos: los Miembros pueden optar por 
abordarlos al mismo tiempo o por separado92.

Aquí vale la pena cuestionar: ¿qué tan efectiva será la 
enmienda si los países miembros no ajustan su legislación 
interna a los contenidos de esta? Sin duda, esto rompe con el 
principio adoptado en el Acuerdo de los Adpic respecto de 

91	 Abbott, Frederick M. y Reichman, Jerome H. “The Doha Round’s public health 
legacy: Strategies for the production and diffusion of patented medicines 
under the amended trips provisions…”, cit.

92	 Consultado en: https://www.wto.org/spanish/tratop_s/trips_s/accept_s.
htm el 17 de noviembre de 2016 a las 18:19 horas.
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los estándares mínimos, que una vez aprobados se debían 
incorporar automáticamente a la legislación interna de los 
estados miembros de la omc, principio que al parecer no se 
aplica a la Enmienda 2005. Para ilustrar los efectos de esta 
problemática, la profesora Ho señala:

Countries that wish to import drugs pursuant to article 31bis 
may need to modify their compulsory license laws and pos-
sibly their regulatory laws – especially if a country has enac-
ted trips-Plus agreements. Thus far, very few countries have 
actually modified their domestic laws to permit compulsory 
license of drugs for export […] The exporting country may 
similarly need to amend its regulatory laws to ensure neither 
data exclusivity nor paten linkage bar effective use of a com-
pulsory license for export93.

Sin ensombrecer el significado de la aprobación de la 
Enmienda 2005 del 23 de enero de 2017, resulta por el 
momento difícil imaginar cómo será la incorporación del 
uso de las flexibilidades en el derecho interno de los países 
miembros de la omc, toda vez que hasta el momento el único 
ejemplo visible de aplicación es el caso de Ruanda, que al 
no tener capacidad nacional de fabricación de genéricos 
permite importar medicamentos producidos bajo licencias 
obligatorias.

iv. Observaciones finales del acuerdo 
Adpic: presente y futuro de Colombia  

El desarrollo histórico y, muy especialmente, el futuro del 
Acuerdo sobre los Adpic y la salud pública deja un “sabor 
agridulce” para Colombia, pues, si bien para los países 
en desarrollo se logró después de una década regular las 

93	 Ho, Cynthia. Acces to Medicine in the Global Economy: International Agreements 
on Patents and Related Rights…, cit.
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flexibilidades del Acuerdo Adpic en la Declaración Minis-
terial de Doha relativa al acuerdo sobre los Adpic y la Salud 
Pública, la Decisión del Consejo General de la omc del 30 de 
agosto de 2003, y la Enmienda propuesta el 6 de diciembre 
de 2005 y aprobada el 23 de enero de 2017, al mismo tiempo 
los países desarrollados, liderados por Estados Unidos y la 
Unión Europea, han diseñado mecanismos paralelos para 
limitar los efectos de estas flexibilidades, cuyo único pro-
pósito es reforzar o aumentar la protección de los derechos 
de propiedad intelectual. Estos mecanismos se proyectan 
en dos vías: la primera, los tratados de libre comercio o tlc, 
también conocidos como los Adpic-Plus (o trips-Plus, por 
sus siglas en inglés) y, la segunda, las medidas especiales 
incorporadas en el derecho interno de los países desarro-
llados, entre las más importantes el Special 301 en Estados 
Unidos y el “Reglamento Europeo 3286/94” en la Unión 
Europea.

Estas vías se pueden denominar forum shifting94, que 
según Lopert y Gleeson es:

[…] the practice of transferring a negotiating agenda from 
one setting to another to increase opportunities for pursuing 
overarching objectives, a well-tried method of improving the 
odds of success by not limiting efforts to a single international 
forum95.

El fenómeno de forum shifting es utilizado por igual en 
países desarrollados y en desarrollo, ya que, independien-

94	 Esta proliferación de tlc tiene su génesis en la misma negociación de la Ronda 
Uruguay, dado que Estados Unidos no logró que se introdujeran todas las 
propuestas relativas a los derechos de propiedad intelectual en el marco de 
estas negociaciones. Sell, Susan K. “Cat and Mouse: Forum-Shifting in the 
Battle Over Intellectual Property Enforcement”.  American Political Science 
Association Meeting, vol. 3, n.° 6, 2009.

95	 Lopert, Ruth y Gleeson, Deborah. “The high price of ‘free’ trade: us trade 
agreements and access to medicines”. The Journal of Law, Medicine & Ethics, 
vol. 41, n.° 1, 2013, pp. 199-223. 
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temente de tratarse de un país exportador o importador de 
tecnología e innovación, los estados pueden usar estratégi-
camente de manera alternativa o simultánea las organiza-
ciones internacionales (ya sea la ompi o la omc) o los tratados 
internacionales (por ejemplo, el Acuerdo de los Adpic o 
los tlc), con el propósito de lograr mejores resultados para 
defender sus intereses96.

Precisamente, Estados Unidos fue el primero en iniciar 
la proliferación de Adpic-Plus bajo el paraguas de los tlc 
celebrados con países latinoamericanos en 1994, con el Tlcan 
(o Nafta por sus siglas en inglés), los cuales incorporan las 
siguientes materias: protección de datos de prueba; prohi-
bición de importaciones paralelas; extensiones en el ámbito 
de patentabilidad; límites a la revocación de patentes; exten-
sión en los tiempos de protección; obligación de adherirse a 
acuerdos internacionales como el Patent Cooperation Treaty, 
entre otros97.

Para Roffe y Spennemann, esta proliferación de Adpic-
-Plus estadounidenses tiene un impacto global:

For major trading powers like the usa, the eu or Japan, bilate-
ral or regional negotiations of ftas with developing countries 
represent a welcome opportunity to achieve what was not 
possible to negotiate successfully at the multilateral level. 
However, there is only limited scope for coalitions between 
like-minded developing countries in regional or bilateral 
negotiations, respectively, to resist upward pressure on iprs 
obligations 98.

96	 Helfer, Laurence. “Regime Shifting: The trips Agreement and the New 
Dynamics of Intellectual Property Making”. Yale Journal of International Law, 
vol. 29, 2004, p. 1.

97	 Sell, Susan K. “trips-plus Free Trade Agreements and access to 
medicines”, Liverpool Law Review, vol. 28, n.° 1, 2007, pp. 41-75; Lopert, Ruth 
y Gleeson, Deborah. “The high price of ‘free’ trade: us trade agreements and 
access to medicines…”, cit.

98	 En este sentido, Roffe, Pedro y Spennemann, Christoph. “The impact of ftas on 
public health policies and trips flexibilities”. International Journal of Intellectual 
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Pese a que, generalmente, los socios comerciales estadou-
nidenses tienen intereses de negociación más defensivos en 
materia de propiedad intelectual, según Fink y Reichen-
miller: “[…] but they are willing to commit to stronger 
intellectual property rules as a quid pro quo for concessions 
in other areas – notably preferential access to U.S. markets 
for agricultural and manufactured goods” 99. Es así como 
Estados Unidos y otros países desarrollados consideraron 
que no alcanzaron sus objetivos iniciales bajo el marco de 
las negociaciones de la Ronda Uruguay, pues entienden 
que el Acuerdo de los Adpic no cumple con los estánda-
res mínimos deseados de protección100. En otras palabras, 
el Adpic resultó un acuerdo con obligaciones incompletas, 
ya que, según Díaz, los Adpic “[…] imponen numerosas 
obligaciones, pero contienen silencios y ambigüedades 
que solo pueden superarse mediante leyes, reglamentos y 
la jurisprudencia de cada país”101.

Property Management, vol. 1, n.° 1-2, 2006, pp. 75-93. Actualmente Estados 
Unidos cuenta con veinte tlc vigentes, como se observa en la página de la 
Office of the United States Trade Representative: https://ustr.gov/trade-
agreements/free-trade-agreements 

99	 De hecho, de acuerdo con la ley, Bipartisan Trade Promotion Authority Act of 
2002, bajo la cual se negociaron estos tlc, apunta explícitamente a promover 
reglas de propiedad intelectual que: “reflejen un estándar de protección similar 
al que se encuentra en la legislación de los Estados Unidos”. Fink, Carsten y 
Reichenmiller, Patrick. “Tightening trips: The Intellectual Property Provisions 
of Recent us Free Trade Agreements”. World Bank Trade Note 20, 7 February 
2005, p. 289. En http://www.worldbank.org/trade

100	Correa, Carlos. “Repercusiones de la Declaración de Doha relativa al Acuerdo 
sobre los Adpic y la salud públic…”, cit. Durante las negociaciones de la Ronda 
Uruguay, los Estados Unidos tuvieron que aceptar compromisos mínimos 
diferentes a los deseados, en particular respecto a la protección de datos, 
donde los negociadores estadonidenses proponían un régimen de protección 
exclusiva, a diferencia del resultado final en el marco del Acuerdo sobre los 
Adpic. Unctad-Ictsd, Resource Book on trips and Development, Project on iprs 
and Sustainable Development, Cambridge University Press, 2005, pp.126-27.

101	Díaz Pérez, Álvaro. “América Latina y el Caribe: la propiedad intelectual 
después de los tratados de libre comercio”. Comisión Económica para América 
Latina y el Caribe (Cepal), 2008, p. 12.
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Igualmente, para Frankel las obligaciones Adpic no son 
suficientes para concretar las pretensiones u objetivos en 
materia de propiedad intelectual de los países desarrolla-
dos, ya que “[…] estas negociaciones avanzan lentamente 
y otros temas de propiedad intelectual ni siquiera figuran 
en la agenda, no es extraño que tanto quienes apoyan como 
quienes se oponen a ampliar los derechos de propiedad 
intelectual traten de alcanzar sus objetivos en otros foros”102.

Justamente por ello, en palabras de Shell, fue necesaria 
una nueva manera de cumplir sus objetivos en otros esce-
narios:

Vertical forum shifting was an important component of U.S. 
strategy to achieve trips. Using Special 301 of the Trade Act, 
the U.S. exerted bilateral pressure on developing countries 
to soften their resistance to trips during the Uruguay Round. 
Since signing trips, the U.S. has entered into bilateral treaties 
that include intellectual property provisions with numerous 
developing countries103.

Producto de estas presiones político-económicas y de 
estrategias defensivas para proteger otros intereses de los 
mercados mundiales, se ha logrado que los tlc entre países 
desarrollados y países en desarrollo se conviertan en la regla, 
y no la excepción, para regular las relaciones comerciales. 
Hoy por hoy, se incluye en los tlc, particularmente los cele-
brados por Colombia, un capítulo que regula obligaciones 
en materia de propiedad intelectual, cuyo éxito no se debe 
únicamente a la incorporación de los llamados “estándares 

102	Frankel, Susy. “Legitimidad y finalidad de los capítulos de Propiedad 
Intelectual en los Tratados de Libre Comercio (tlc)”. Revista de Propiedad 
Inmaterial, n.° 15, 2011, p. 170. 

103	Sell, Susan K. “trips was never enough: vertical forum shifting, ftas, acta, 
and tpp”. Journal Intellectual Property Law, vol. 18, 2010, p. 452. Disponible en: 
http://digitalcommons.law.uga.edu/jipl/vol18/iss2/5
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Adpic-Plus”104. También, los tlc son exitosos debido a que en 
un escenario bilateral no hay lugar o es mínima la oposición 
de los países en desarrollo; este es el caso de Colombia, cuyo 
poder de negociación bilateral es menor respecto al poder 
en los foros multilaterales donde suma poderes de otros 
países, como en la omc, lo que obliga en los tlc a aceptar o 
retirarse de las negociaciones.

Así lo señala Roffe: “[…] there is only limited scope 
for coalitions between like-minded developing countries 
in regional or bilateral negotiations, respectively, to resist 
upward pressure on iprs obligations” 105, lo que significa 
que desde la perspectiva de negociación de Colombia, 
y en general de los países en desarrollo, es imperioso 
que un tlc contenga un gran número de otros capítulos 
temáticos que, a cambio de una mayor protección de los 
derechos de propiedad intelectual, puedan ofrecer el 
acceso al mercado de bienes, principalmente agrícolas, 
de países desarrollados.

La arquitectura de la regulación internacional de los 
derechos de propiedad intelectual es cada vez más com-
pleja, sobre todo desde el Tlcan de 1994, tratado que dio 
inicio a la era de los acuerdos de libre comercio Norte-Sur, 
que en los últimos años se amplían a acuerdos Sur-Sur 
(como la Alianza del Pacífico). A la compleja fragmen-
tación se suman los ejercicios de armonización de las 
normas de la Organización Mundial de la Propiedad 
Intelectual (ompi).

No es de extrañar, por tanto, que en el marco del tlc 
entre Estados Unidos y Colombia se haya suscrito un 
Entendiendo respecto de ciertas medidas de salud pú-

104	Ho, Cynthia. Acces to Medicine in the Global Economy: International Agreements 
on Patents and Related Rights…, cit.

105	Roffe, Pedro y Spennemann, Christoph. “The impact of ftas on public health 
policies and trips flexibilities…”, supra, p. 90.
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blica, el 22 de noviembre de 2006, donde se establece que 
ninguna obligación en material de propiedad intelectual 
regulada en el acuerdo podrá afectar la capacidad de los 
estados signatarios de adoptar medidas necesarias para 
proteger la salud pública, en reconocimiento del com-
promiso de acceso a los medicamentos suministrados 
conforme a la Decisión del Consejo General tomada el 
30 de agosto de 2003 relativa a la implementación del 
párrafo seis de la Declaración de Doha sobre el Acuerdo 
Adpic y la Salud Pública (wt/l/540).

Además, el tlc entre Estados Unidos y Colombia reco-
noce las licencias obligatorias e importaciones paralelas 
por medio de la inclusión de un Entendimiento mutuo, 
en el cual se aclara que las obligaciones contraídas por 
las partes no afectarán la capacidad que tienen estas para 
proteger la salud pública garantizando el acceso a ciertos 
medicamentos relacionados con enfermedades como el 
vih y la malaria.

Con todo, puestas así las cosas, parece lejano encontrar 
soluciones en los tlc al problema del impacto de las nor-
mas que regulan la propiedad intelectual en las capacida-
des de Colombia, y en general de los países en desarrollo, 
para promover un mejor acceso a los medicamentos y 
así garantizar el derecho a la salud de su población. Por 
el contrario, estos acuerdos priorizan las limitaciones a 
las flexibilidades, pues el objetivo de gran parte de los 
tlc es incluir medidas Adpic-Plus para restringir el uso 
de flexibilidades: licencias obligatorias, importaciones 
paralelas, etc., que tienen los países en desarrollo.

Ante este escenario, es posible concluir que aquí se 
encuentra el principal obstáculo a la aplicación de las fle-
xibilidades: la proliferación de tlc, que evitan los efectos 
conseguidos en las negociaciones de la Ronda de Uru-
guay y las iniciativas posteriores, como la Declaración 
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de Doha y la Enmienda 2005; es decir, pese a encontrarse 
autorizadas diferentes vías de escape o las flexibilidades 
que pueda utilizar Colombia para proteger los derechos 
humanos, los intereses de la industria farmacéutica mul-
tinacional siguen prevaleciendo, ya que por medio de los 
tlc y sus normas Adpic-Plus se aumenta la protección de 
los Derechos de Patentes y se limita el uso de las licencias 
obligatorias e importaciones paralelas de los países en 
desarrollo y de los menos desarrollados.
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Capítulo 6. Por uma reforma agrária 
sustentável: uma questão de direitos humanos  

Elisabete Maniglia*

Ricardo Antônio Bittar Hajel Filho**

O stj em recente manifestação declarou que a Reforma 
Agrária, objetiva, basicamente a democratização do aces-
so a terra. Para atingir essa meta, o governo deve tomar 
medidas para uma distribuição mais igualitária da terra, 
desapropriando grandes imóveis e assentando famílias de 
lavradores ou garantindo a posse de comunidades originá-
rias daquelas terras, como indígenas e quilombolas. Para 
tal fim há de exigir que o Instituto Nacional de Colonização 
e Reforma Agrária (Incra), autarquia federal ligada ao Mi-
nistério do Desenvolvimento Agrário (mda) estabeleça os 
processos desapropriatórios em suas duas fases: adminis-
trativa e judicial para que assim consolide o processo de 
reforma agrária distributiva. As ações do Incra têm como 
base as diretrizes do ii Programa de Reforma Agrária im-
plantadas em 2003. A regularização fundiária do Governo 

* 	 Livre Docente em Direito Agrário na Universidade Estadual Paulista Júlio 
de Mesquita Filho-Unesp. Campus de Franca. Docente no Programa de Pós 
Graduação em Direito da Unesp. País de origem Brasil.

** 	 Mestre em Direito pela Universidade Estadual Paulista Júlio de Mesquita 
Filho. Doutorando em Direito Pena Universidade de São Paulo-USP. País de 
origem Brasil.
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Temer, lei 13.465/2017, não atingiu seus fins no meio rural 
para fins de reforma agrária ampliou a desigualdade e ain-
da provocou a legitimação de posses conflituosas. A nova 
lei permite, entre outros pontos, a regularização de grandes 
condomínios construídos em terras griladas, a compra de 
lotes da reforma agrária por ruralistas após dez anos da 
titulação e a venda de terras na Amazônia. Já o governo 
federal defende que a medida pode beneficiar 150 mil 
famílias com título definitivo de propriedade. A região da 
Amazônia Legal abrange os estados do Amazonas, Mato 
Grosso, Pará, Rondônia, Roraima, Acre, Tocantins, Amapá 
e parte do Maranhão.

Cláudio Grande Junior1 defende que a nova lei dividiu 
a opinião pública, desde a publicação da Medida Provisória 
n.º 759, de 2016, que deu início ao processo legislativo. Po-
tenciais beneficiários e profissionais do direito que militam 
no enfretamento da questão celebraram o novo diploma 
legal. Por sua vez, oposicionistas ao Governo Federal e 
outros heterogêneos grupos alcunhavam desde antes o 
diploma como “Medida Provisória da Grilagem”, porque 
favoreceria grileiros de terras e regularia aquisições em 
áreas de conservação. Alegam que a pretensão de atendi-
mento aos mais pobres seria apenas uma fachada para a 
legalização simultânea de latifúndios grilados, agravando 
os desmatamentos e os conflitos de terras, principalmente 
na Amazônia, mas para não ficar na questão somente polí-
tica de simpatizantes ou não do governo Temer é necessário 
lembrar que a Constituição Federal, não alterada no capitulo 
da reforma agrária, traça diretrizes para a reforma agrária 

1	 Grande Júnior, Cláudio. A Regularização Fundiária Rural como Tema Próprio 
ao Direito Agrário e Alguns Pontos Polêmicos da Nova Lei Federal sobre 
o Assunto (Lei n. 13.456, de 2017). Disponível em: <http://direitoagrario.
com/regularizacao-fundiaria-rural-como-tema-proprio-ao-direito-agrario-
e-alguns-pontos-polemicos-da-nova-lei-federal-sobre-o-assunto-lei-n-o-13-
456-de-2017/>. Acesso em 16 maio de 2018.
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de cunho social econômico e ambiental e ainda normas pre-
vistas para sua efetivação. A grilagem traz duras e margas 
marcas no meio rural e a nova lei promove o incentivo à 
esta pratica, ao contrário de se estabelecer a reforma agrária 
nunca existente no Brasil o que estabeleceria a uma melhor 
igualdade rural no campo.

A reforma agrária além da desconcentração fundiária 
tem em seu conteúdo outras políticas que são combate a 
fome, produção de alimentos geração de renda e o desen-
volvimento rural sustentável. Apesar de muitas decisões 
favoráveis nos processos de desapropriação observa-se que 
em 2012 pouco mais de 22 mil famílias foram assentadas de 
acordo com os dados do Incra em grande contraste com o 
ano de 2006, por exemplo, quando foram atendidas mais 
de 136 mil famílias. Infelizmente o ano de 2013 não foi 
diferente, foi pior que 2012, sendo que foi elevado ao pior 
ano de reforma agrária no país.

Ainda, tendo como pano de fundo as informações gera-
das pelo Superior Tribunal de Justiça (stj), foram centenas 
de processos que passaram pelo seu crivo o que ajudou 
o tribunal a consolidar sua jurisprudência inclusive com 
entendimentos sumulados.

Neste raciocínio há de se observar a legalidade dos dis-
positivos constitucionais do capitulo da ordem econômica 
que dispõe sobre Reforma Agrária, Política Fundiária e 
Política Agrícola, constantes os artigos 184 a 191, onde não 
urge dúvidas sobre a obrigatoriedade da alteração fundiá-
ria no Brasil não só para atender este capitulo peculiar, ao 
Instituto da reforma agrária, mas também para atender os 
dispositivos do artigo III que tratam dos objetivos do Estado 
Democrático de Direito, reinante no Brasil.

Desta feita é necessário estabelecer que a reforma agrária 
traz marcas históricas que precisam ser superadas, assim 
como tabus e preconceitos, afora o ataque combativo da 
imprensa e dos demais órgãos da elite rural, que carece de 
ser expurgado.
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Pode ser dito que o tema reforma agrária busca uma 
visão histórica, social, econômica e ambiental que passa, 
outrossim, a ser tratada nesta exposição, juntamente com 
os novos critérios estabelecidos no governo Dilma que 
reúne além do laudo de improdutividade, a analise da 
terra como sendo capaz de sustentar seus ocupantes e ter 
um preço considerado aceitável. Todos assentados deve-
rão estar inclusos no Cadastro único do Bolsa Família e 
os jovens também serão alvo para se constituir como os 
novos ocupantes dos lotes derivados da reforma agrária. 
Modificações feitas, aos critérios originais nascidos no Es-
tatuto da Terra, que neste ano de 2014 comemora 50 anos 
de sua elaboração, com muito sucesso nos capítulos que 
versam sobre política agrícola, mas com poucos aplausos 
à Reforma Agrária.

Assim, o presente estudo deverá fazer uma critica sobre 
esta nova postura adotada recentemente, pelo governo fe-
deral, juntamente com os demais critérios sustentáveis que 
norteiam o tema e seus efeitos nos assentamentos, tendo 
como escopo uma analise da situação agrária no país.

A metodologia empregada terá como pano de fundo o 
método dedutivo auxiliado pelo histórico e ainda o amparo 
de fontes jurídicas sócias e ambientais, numa visão critica.

i. Breve visão histórica  

O meio rural, em especial no Brasil, traz a marca de uma 
história construída pelo império das elites, quer estrangeira 
em tempos de colônia, quer conduzida no Império pela 
nobreza e a partir da república pela oligarquia rural, de-
corrente do poder vinculado a terra. Em tempos presentes 
há de observar que há uma grande conexão entre o poder 
empresarial urbano e o poder do latifúndio. Com certeza 
eles se mesclam nas origens, nas fusões de suas proprie-
dades, que estão sob o comando de um único grupo que 
comanda ambos os setores.
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A história do Brasil no meio rural revela uma crise de 
insustentabilidade, a começar de seu primeiro ciclo assim 
denominado de pau brasil, onde os primeiros crimes foram 
traduzidos na devastação inicial da madeira da mata Atlân-
tica, na matança da fauna, em especial dos papagaios, araras 
comercializados todos, na Europa e ainda na escravidão dos 
índios, num processo de degradação inicial desta etnia, que 
permanece até hoje em nossos dias.

No segundo ciclo denominado da cana de açúcar proces-
sa-se a fase da exploração do solo brasileiro. A cana-de-açú-
car entra no Brasil em 1617 conforme os primeiros registros e 
passa a ser a monocultura dominante da colônia se tornando 
no decorrer do tempo a plantação maior que domina a 
cadeia de exportação fortalecendo a balança comercial até 
os nossos dias. É sabido que a cana empobrece o solo, não 
permite a renovação da terra pelo uso constante dos mes-
mos agrotóxicos, das mesmas sementes que num sistema 
rotativo anual gera os mesmos problemas agronômicos. Sem 
falar no processamento da queimada que sempre foi uma 
constante nos quinhentos anos de agricultura brasileira.

O ciclo do ouro representou o dano ambiental da mine-
ração permitindo a degradação do solo e, das águas dos rios 
com o uso excessivo de produtos tóxicos que contaminaram 
as águas e suas margens e permitiram a pratica do uso 
desenfreado de abusos nas florestas, nas águas no interior 
brasileiro desrespeitando os índios, e os pequenos possei-
ros que para fugir da perseguição dos grandes sesmeiros, 
caminhavam para o interior em busca da sobrevivência.

Em tempos de café em simultaneidade com a cana o 
negro foi a fonte das atrocidades consubstanciando com a 
constante exploração do solo, em manutenção do regime 
monocultural, do latifúndio, da economia de exportação 
e escravatura, que geraram o quadrilátero mantido até os 
dias de hoje no meio agrário.

Em termos de uso do solo, os abusos não foram dife-
rentes, a terra era para ser usada (explorada) pelos amigos 
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do rei em denominações chamadas sesmarias que concen-
travam grandes extensões e o documento que permitia tal 
uso era concedido pelo rei de Portugal aos portugueses que 
freqüentavam a Corte e que tinham como responsabilidade 
explorar a terra e pagar o tributo a coroa portuguesa. Os que 
aqui chegavam para morar tinham como opção, trabalhar 
para os grandes latifundiários ou usar as terras do interior. 
Ambos tinham a posse das terras, os sesmeiros oficialmente, 
porque tinham o título, os posseiros somente a posse que 
era vista como clandestina.

No dizer de Stédile e Frei Sergio2, no período colonial, 
de dominação da monarquia portuguesa ao conflito pela 
terra, esteve caracterizado basicamente pelo massacre dos 
índios, pela revolta dos negros que iniciaram o processo dos 
quilombos e mais tarde já no império iniciou-se o processo 
de imigração arrebatando os pobres europeus para trabalhar 
nas lavouras e nas áreas não utilizadas.

A partir de 1850, com Lei de Terras, as terras foram 
transferidas aos seus proprietários mediante a comprova-
ção de documentos, títulos de sesmarias e ainda mediante 
compra, permitindo a elitização da propriedade rural, pois 
somente os ricos participaram deste processo. A abolição da 
escravatura não representou um avanço a sustentabilidade 
porque estes passaram a uma condição de autônomos e não 
teve acesso a terra por falta de recursos.

De 1850 a 1964 aconteceu uma serie de movimentos 
sociais em busca de terra que foram divididas em lutas 
messiânicas: as primeiras como Canudos, Contestado e 
Lampião, as radicais localizadas, fruto do enorme contin-
gente de trabalhadores rurais que já existiam no Brasil e, a 
partir de 1950, a luta dos movimentos sociais organizados 
com o surgimento, por exemplo, das ligas dos camponeses, 

2	 Stedile, João Pedro; Frei, Sérgio. A luta pela terra no Brasil. São Paulo: Scritta, 
1993.
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movimento social representativo que iniciou a luta pela 
reforma agrária no Brasil.

Em 1964, O Estatuto da Terra passou a ser o primeiro 
instrumento legal a falar em reforma agrária, tendo como 
principio a função social da propriedade, explicitava essa 
legislação, que haveria a partir de então, a política fundiá-
ria e a política agrícola e todos os institutos vinculados ao 
meio rural, estariam sob a égide desses documentos. Por 
razões políticas, o governo militar que instaurou a ditadura 
no Brasil não fez cumprir o disposto na legislação agrária. 
Por força dos latifundiários a política agrícola, que era fa-
vorável a esta classe, foi seguida principalmente nas linhas 
de financiamento agrícola que promoveram a revolução 
verde – movimento de entrada dos agrotóxicos, adubos 
e produtos químicos que inflacionaram o meio ambiente 
rural com danos irreparáveis não só a natureza, mas ao 
pequeno homem do campo, que passou a dever aos bancos, 
perder suas terras, em decorrência da ilusão da melhoria 
da produção, que custava muito mais do que o fruto que 
ele colhia, mesmo com todo aparato químico. Somente o 
grande produtor podia usufruir deste sistema que para ele 
tinha sido criado.

A concentração de terras, a miséria dos lavradores, tra-
balhadores e pequenos proprietários humildes prolifera-
ram juntamente com a política hidroelétrica que inundava 
grandes extensões de terra (Itaipu foi o grande exemplo) 
sem se preocupar em criar a política de recuperação de 
áreas para a instalação destes trabalhadores. Sem terras 
para trabalhar, sem emprego para exercer sua função e 
sem credito para continuar produzindo a política do meio 
rural promovida pelo Estado criou a revolta de muitos que 
passou a dar origem ao movimento dos agricultores rurais 
sem terra, o Master, que posteriormente se transformou 
no Movimento dos Sem Terra (mst), a maior expressão de 
movimento social no Brasil que passou a lutar pela terra, 
pela reforma agrária pela dignidade do homem do campo. 
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Este movimento incrementou a luta na Constituinte, mas 
não conseguiu seus almejos devido à alta pressão movida 
pela União Democrática Ruralista (udr), derivada do poder 
latifundiário.

Um novo cenário pós Constituinte se instalou no meio 
rural, quando a questão agrária foi constitucionalizada 
nos arts; 184 a 191, especificamente na política agrária, 
agrícola e reforma agrária e ainda no art. 225 no tocante a 
questão ambiental também aplicada ao meio rural e ainda 
em outras passagens que motivam as políticas públicas, no 
setor tributário, educacional publicitário, de saúde que vão 
interagir de alguma forma com o meio rural.

Destarte pode-se analisar que os atores sociais diretos, 
Poder legislativo, Executivo e Judiciário e, ainda os demais 
atores sociais descritos no capitulo constroem no meio 
rural uma política pública. Esta derivada das determinan-
tes constitucionais, da legislação ordinária e do mercado 
internacional, que motiva o conduzir de uma estratégia na 
estrutura agrária, mensurada pela força das pressões que 
agem a favor ou contra, pela efetivação de seus interesses.

ii. Políticas de reforma agrária  

Historicamente, a política de reforma agrária sempre existiu 
desde o Código de Hamurabi, prevendo o uso devido da 
terra e sua repartição justa. No Brasil, sempre houve um 
arremedo de reforma agrária, passando sempre pela verten-
te de políticas muito mais de colonização e assentamentos 
do que por uma mudança na estrutura agrícola. Germer3 
assegura que o objetivo fundamental da reforma agrária é 
desconcentrar a riqueza no meio rural. Como a terra é a for-

3	 Germer, Claus. “O sentido histórico da reforma agrária como processo de 
redistribuição de terra e da riqueza”. Revista de Reforma Agrária. São Paulo, v. 
34, n. 2, jul./dez. 2007, pp. 41-56.
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ma fundamental de riqueza no meio rural, a reforma agrária 
consiste no processo de redistribuição da propriedade da 
terra de preferência em uma forma coletiva ou associativa.

Não consiste a reforma agrária em aumentar a produti-
vidade com o enriquecimento da burguesia do agronegócio, 
consiste sim em promover os assentados em terras em fér-
teis, permitindo a eles acesso aos meios de infra-estrutura 
e crédito de tal sorte que possam concorrer diretamente em 
toda produção rural. Sendo assim, a reforma agrária deve 
restabelecer o sentido social e econômico de redistribuição 
de terra com políticas agrícolas que permitam o acesso aos 
meios produtivos, com apoio técnico creditício e contábil 
da mesma forma que o Estado tradicional fornece aos em-
presários do agronegócio. Entrementes, o Agronegócio traz 
a seguinte posição sobre este instituto jurídico constante na 
constituição:

Impossível continuar um Programa, já com mais de 30 anos 
de execução, quando inclusive não se verificou mais conflitos 
agrários ou nem mesmo se constatam demanda de interessa-
dos para trabalhar nos assentamentos, além de significativa re-
dução da população rural. O seu custo, extremamente elevado, 
deve ser avaliado com rigor e o modelo distributivo de terra 
deve perder força para dar lugar a tecnologia para produção e 
outros instrumentos. Impossível que o tema continue servindo 
para alimentar a ação inconsequente de “movimentos sociais” 
que insistem em desrespeitar o produtor rural, rasgar a Cons-
tituição Federal e criar transtornos inclusive nas áreas urbanas. 
São movimentos que continuam pensando num Brasil arcaico 
e um país de ficção que não cabe mais nos tempos atuais que 
precisa valorizar e estimular a produção, a livre iniciativa e a 
competitividade. A agricultura já mostrou que à tecnologia é 
elemento capaz de modernizá-la4.

4	 Federação Agrícola do Estado de Pernambuco (Faepe). Reforma agrária: ainda 
é necessária? Diponível em: < http://faepe.com.br/reforma-agraria-ainda-e-
necessaria/>. Acesso em 16 maio de 2018. 
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Obviamente que o modelo necessita ser reestruturado 
e que os lotes devem ser implantados de preferência em 
áreas de miséria para trabalhadores com pratica no lido da 
terra. Não há concordância de minha parte com a postura 
adotada pelo mst que ao longo da história foi respeitado 
pela sua história de luta pela reforma agrária e hoje serve de 
massa de manobra partidária. Foi defenso de minha parte, 
sempre as reivindicações para a reforma agrária advinda 
deste movimento, mas não consigo vislumbrar que estes 
defendam aqueles que nada fizeram por estes em matéria 
de distribuição de terras. E ao contrário beneficiaram em 
muito o agronegócio.

No Brasil, os gastos efetivos com distribuição de terra 
declinaram no segundo mandato do governo Lula (2007-
2010) e continuam a cair no de Dilma Rousseff (2011-2014). 
A concentração de propriedades no meio rural continua 
praticamente a mesma do alvorecer da ditadura. Na reali-
dade, aumentou. O Índice de Gini2, em 1967, era de 0,836. 
Em 2006, data do último Censo Agrário do ibge, era de 0,854. 
De acordo com Jezus5 (2010), as leis de reforma agrária 
propostas no Brasil nunca foram além de dar pequenos 
“sustos” na oligarquia agrícola ou, de outra perspectiva, de 
se configurarem como pequenos momentos de esperanças 
para os sem terra.

a. A reforma agrária, o princípio  
democrático e a segurança alimentar 

O tema “Reforma Agrária” já ocupou muito espaço nas 
plataformas políticas, jurídicas e nos fóruns sociais, mas, 
até o presente momento, no Brasil ainda torna-se motivo de 
discussão pelo seu discurso, que insiste na sua realização 

5	 Jezus, L. A. de. “A questão agrária no Brasil”. In: Marques, R. M.; Ferreira, M. 
R. J. O Brasil sob a nova ordem. São Paulo: Saraiva, 2010, pp. 331-351.
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como também chama a atenção pela sua não efetivação. O 
tema que, em tempos pretéritos, foi pauta constante nas 
discussões socialistas e motivo para as esquerdas realizarem 
seus pressupostos de igualdade, ainda traz em seu bojo, um 
pouco do ranço e do preconceito relativamente ao assunto, 
predileto das classes dominadas, em confronto com as elites 
dominantes.

Tal procedimento tem raízes históricas nos movimen-
tos de origem popular no Brasil, que, ao longo dos anos, 
sempre clamaram pela divisão da propriedade rural, para 
a efetivação da Justiça Social. Não se pode afastar o insti-
tuto da Reforma Agrária da realização da minimização das 
desigualdades; mas, no momento reinante, é necessário 
pensar numa Reforma Agrária que se adapte às realidades 
dos tempos, onde a idéia de produtividade e função social 
estejam presentes para, assim, cumprir o intento da melho-
ria da segurança alimentar.

O Direito Agrário foi, por muitas vezes confundido com 
a reforma agrária e, hoje não se pode permitir que este equí-
voco permaneça no ordenamento. O Direito Agrário estuda, 
por certo, os mecanismos jurídicos de se propiciar e efetivar 
a reforma agrária, mas não se limita a este estudo, trazendo 
em seu conteúdo uma amplitude de institutos que estudam 
a posse, a propriedade, a desapropriação e outras formas 
de acesso a terra, tendo como cerne a atividade agrária, 
conforme já foi amplamente demonstrado.

A Reforma Agrária se vincula ao princípio democrático, 
na concepção do Estado Democrático de Direito, aclamado 
nas Constituições que protegem os Direitos Humanos e 
que se relacionam à ordem econômica e social. Raupp Rios6 
chama a atenção para o fato de que “a caracterização do 

6	 Rios, Roger Raupp. Princípio democrático e reforma agrária. In Silveira, 
Domingos S. D.; Xavier, Flávio S. (orgs.). O direito agrário em debate. Porto 
Alegre: Livraria do Advogado, 1998, p. 203.
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Estado Social como opção jurídica fundamental expressa na 
Constituição de 1988, por sua vez, conecta-se diretamente 
com a concepção de democracia adotada, na qual os pos-
tulados de justiça social têm lugar essencial”. Assim, não 
se pode conceber que a terra esteja em mãos de poucos, 
concentrando uma estrutura agrária injusta. Necessário se 
faz pensar que a política de Reforma Agrária integrada na 
Constituição deve ser procedida, pois o legislador pátrio 
assim entendeu, ao elaborar a Carta Magna, colocando este 
tema em posição antes não exigida, mas que, agora, como 
tema constitucional, há de ser cumprido. Não há mais que 
se discutir se a Reforma Agrária deve ser feita, ou não.

O entendimento jurídico define claramente que a pro-
priedade que não cumpre função social é passível de refor-
ma agrária, seguindo os trâmites legais e os regramentos 
que tratam desse assunto. Todavia, conforme já tratado no 
Capítulo referente ao Direito Agrário, é corriqueiro verifi-
car-se na jurisprudência que a função social está reduzida 
à produtividade da propriedade. É o Judiciário cedendo 
aos caprichos do agronegócio, que se farta em descrever as 
super safras como pressuposto definitivo de imunidade à 
Reforma Agrária.

Transcorridos quase vinte anos da promulgação da Cons-
tituição Federal, questiona-se, ainda, se a Reforma Agrária 
é necessária e se há terras disponibilizadas para tal fim e, 
também se no atual momento histórico, vale ainda realizar 
esse instituto. Seria simples responder a este questiona-
mento: a Reforma Agrária seria desnecessária, se tivesse 
superado a desigualdade social, neste ínterim, fato que já 
fora largamente refutado. Também não seria viável falar em 
Reforma Agrária, se o meio rural tivesse alcançado metas 
de desenvolvimento e se a segurança alimentar estivesse 
em níveis de tolerância para todos os setores da população.

Se o Direito Agrário é responsável pela realização do 
instituto da Reforma Agrária, é nele que se vai encontrar o 
fundamento para o Estado, por meio de uma política, fazer 
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valer a efetivação deste procedimento. Primeiramente, de-
ve-se tomar em conta que reforma implica numa mudança, 
numa alteração de estrutura, dando-lhe nova concepção. A 
partir desse raciocínio, vale lembrar o disposto por Miguel 
Neto: “A mudança do estado agrário atual tem que ope-
rar-se sobre algumas condições ideais que lhe garantam 
validade, permanência e segurança”7. O autor citado propõe 
que seja posto fim ao modelo feudalista agrário e da gran-
de concentração de terras em mãos de poucos, de forma a 
beneficiar os trabalhadores do campo, reduzir a pobreza 
e promover o crescimento social. Entende-se, pois, que a 
Reforma Agrária é necessária, a partir da redistribuição de 
terras, já constante do Estatuto da Terra (art. 1º, § 1º), mas, 
sobretudo, a partir da revisão do processo produtivo, uma 
vez que a posse ou a propriedade da terra, por si só, nada 
acrescentam à solução do problema social que se enfrenta 
nesta seara.

Dessa forma, os propósitos da Reforma Agrária são: me-
lhor distribuição de terras, mediante modificação no regime 
de sua posse e uso; atendimento aos princípios da justiça 
social; promoção do aumento da produtividade –o que se 
torna coerente com as metas propostas na Constituição de 
88, que contempla o Estado Social Democrático de Direito.

Contudo, ao se falar de Reforma Agrária, não se pode 
reduzir este instituto ao simples fato da desapropriação 
de terras improdutivas, conforme disposto na legislação. 
Aliás, o próprio termo “improdutivo” traz conseqüências 
funestas para sua realização. Se partir do ponto, conforme 
leciona José Gomes da Silva, de que produtivo quer dizer 
aquilo que produz, que é fértil, mostrando claramente uma 
conotação de capacidade de produzir, de fertilidade intrín-
seca, não se pode olvidar, todavia, que, obstante a terra com 
essa qualidade possa ter um potencial produtivo, pode ela 

7	 Miguel Neto, Sulaiman. Questão agrária. Campinas: Bookseller, 1997, p. 217.
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não estar sendo utilizada para tal fim, não se encontrando 
sob uso econômico, ou em utilização, como estabelece o 
Instituto Brasileiro de Geografia e Estatística (ibge), ou em 
exploração, como queria o Incra.8 Nesse raciocínio, continua 
o autor: “A expressão propriedade produtiva esconde ainda 
uma armadilha legal e uma tática latifundista”.

Na prática, a vigorar o princípio de que não se desa-
propriam as terras produtivas, restarão somente para essa 
finalidade as propriedades improdutivas, cujas terras estão 
ociosas, ou não têm capacidade de produzir. Se não se in-
terpretar adequadamente, restarão para a Reforma Agrária 
somente charcos, carrascais, areiões, piçarras e pirambeiras. 
Portanto, ainda no contexto legal, é preciso rever e inter-
pretar adequadamente os termos. Afora isso, colocar terras 
improdutivas nas mãos de assentados, que possuem força 
de trabalho e vontade de melhorar sua condição de vida não 
é suficiente. A terra é apenas o substrato para a produtivi-
dade, que só será atingida com tecnologia, gerenciamento 
e inserção nos sistemas agroindustriais.

A questão fundiária não se exaure nos conceitos tradi-
cionais da Reforma Agrária, pensada nas décadas de 1950 
ou 1960, onde a fixação do homem na terra era o suficiente 
para seu progresso e fim da desigualdade. Miguel Neto9 
assim se expressa:

[...] considerar a concentração de terras como aspecto deter-
minante da desigualdade é racionalizar a partir de um único 
ângulo da questão. O problema dos excluídos não está na 
desigualdade de patrimônio, mas na ausência de renda. Não 
se vive de patrimônio, mas sim de renda.

8	 Silva, José Gomes da. A reforma agrária na virada do milênio. Campinas: Abra, 
1996, p. 96. 

9	 Miguel Neto, Sulaiman. Op. cit., p. 219.
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Mais adiante, afirma: “Nesse passo, a reforma fundiária 
questiona toda estrutura econômica e deve se adaptar à 
nova e mutante realidade mundial em que cada vez mais 
a ineficiência se torna letal”.

Concorda-se, em parte, com o autor; é certo que simples-
mente promover assentamentos com terras desapropriadas 
não é o suficiente; centrar a questão na retomada do tra-
balhador agrário com um casebre e um par de vacas num 
curral não é o objetivo proposto. Como estabelece Claus 
Germer10, “salvar o cidadão, que vive em cima da terra, é 
colocar esse produtor rural num contexto econômico em 
que ele vá sobreviver dignamente, com sua família. Então 
é esse o trabalho político que têm que ser feito”.

Todavia, as pesquisas demonstram a produtividade dos 
assentamentos, ou os seus fracassos, o perfil do assentado 
e até mesmo os seus bens. Mas, não se ocuparam, até então, 
em demonstrar se os assentados melhoraram suas condições, 
depois que passaram a receber uma parcela de terra, em com-
paração à vida que levavam antes. Há sinais seguros de que 
grande parte não deixa a terra –apesar da sua condição pre-
cária, porque ainda assim se encontram em melhor condição 
de vida, do que grande número de brasileiros oficialmente 
considerados miseráveis, uma vez que, ao menos no item 
sobrevivência, conseguem alimentação. Este fato deve ser 
considerado no aspecto social, pois, mesmo que dentro de 
uma perspectiva errônea, a garantia básica de sobrevida está 
garantida com o acesso à terra. A pretensão sobre a reforma 
agrária é muito, muito mais que o alimento. Pensa-se na cida-
dania plena, na ascensão social dos assentados e, para tanto, 
é preciso uma política que os integre às demandas nos novos 
meios de produção rural. O abandono dos assentamentos e o 

10	 Germer, Claus. “O desenvolvimento do capitalismo no campo brasileiro e a 
reforma agraria”. In Stédile, João Pedro (org.). A questão agrária hoje, 2.a ed. 
Porto Alegre: Editora da Universidade Federal, 1994, p. 149.
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favelamento rural são sinais de que a Reforma Agrária não é 
distribuição de terras.

Caminha-se, pensando que a Reforma Agrária é um 
processo social e econômico, com apoio jurídico para sua 
efetivação. As lutas sociais devem contemplar a luta pela 
terra e pela política agrícola, principalmente como meca-
nismo de assegurar o trabalho. Este é o sentido da Reforma 
Agrária atual, como preleciona Romeiro: “Este é o sentido 
da reforma agrária no Brasil: ampliar as oportunidades de 
emprego no campo, de modo a reduzir a pressão da oferta 
da mão de obra no mercado de trabalho urbano industrial”11. 
Mais do que isto, é preciso pensar que a Reforma Agrária 
propicia a produção de alimentos para um grupo de excluí-
dos, que vivem à margem dos Direitos Humanos. Ziegler12, 
relator especial da Comissão de Direitos Humanos para o 
Direito à Alimentação, entende que:

[...] o acesso à terra é fundamental para a redução da fome; em 
muitas partes do mundo, as pessoas lutam para sobreviver, 
porque estão sem terra, ou porque suas propriedades são tão 
pequenas que não conseguem sobreviver decentemente. A 
reforma agrária tem que ser justa, leal e transparente [...] e de-
veria ser dada mais atenção aos modelos alternativos propos-
tos pela sociedade civil, em particular o conceito de soberania 
alimentar. Especialmente o acesso à terra e a reforma agrária 
devem ser elementos fundamentais do direito a alimentação.

Este reconhecimento internacional sobre a necessidade 
de Reforma Agrária está manifesto no bird, que seguiu a 
orientação de seus economistas de desenvolvimento, os 
quais constataram que a desigualdade severa na posse 

11	 Romeiro, Ademar Ribeiro. “Reforma agrária e distribuição de renda”. In: Stédile, 
João Pedro (org.). Op. cit., p. 131.

12	 Ziegler, Jean. Report of the special rapporteur of the Commission on Human the 
Right to Food. Disponível em: <http://www.righttofood.org>. Acesso em 24 
abr. 2007. 
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da terra retarda o crescimento econômico, o lenimento da 
pobreza e os esforços para o uso sustentável do solo. Com 
base nestes ensinamentos, acredita-se que o fenômeno dos 
sem terra somente será solucionado com as mudanças 
estruturais realizáveis na política, e não nos mercados, o 
mesmo acontecendo com as políticas agrícolas, que são tão 
hostis à agricultura familiar e tão benéficas ao agronegócio. 
A Reforma Agrária de mercado não altera a estrutura a 
fundiária; portanto, não reduz desigualdades.

Quando se questiona sobre a necessidade da reforma 
agrária, um dos fortes motivos para sua não realização 
centra-se no fato de que a produção alimentar não está 
concentrada nas mãos dos pequenos e, sim nos grandes 
produtores, que anteriormente recebiam a denominação 
de latifundiários e que, após a Constituição de 88, auto 
denominam-se produtores rurais produtivos, a fim de se 
verem livres da desapropriação. Esses produtores, nos 
gráficos econômicos, demonstram que conseguir índices de 
supersafras perpassa por maquinários, grandes extensões 
de terra, pulverizações aéreas, sementes importadas e outras 
técnicas. Em entrevista dada pelo Presidente da Sociedade 
Rural Brasileira, João de Almeida Sampaio Filho13, este afir-
mou que, se não houver todo esse aparato, não compensa 
o plantio desse grão. Assim, entende-se que a Reforma 
Agrária pode ser dispensada, em um primeiro momento. 
As terras devem repousar nas mãos dos grandes, para que 
estes promovam a alimentação dos demais. Todavia, a 
realidade revela a grande falácia da grande propriedade e 
da alimentação do Brasil.

Para a opinião pública, é passado que, em face da mo-
dernização do campo, a reforma agrária representaria um 
retrocesso no desenvolvimento da agricultura. Entende-se 

13	 Sampaio Filho, João de Almeida. Apud Moreira, Antonio Carlos. Terra não é 
renda é capital. Revista Panorama Rural, ano 5, n. 66, pp. 10-12, jul. 2004.
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que é necessário se desmistificar esse preconceito, que 
associa a questão da democratização da terra e o modelo 
de produção em larga escala dos agronegócios. Ao se pre-
tender uma reforma agrária, objetiva-se dar continuidade 
a um crescimento rural calcado na produção familiar, que 
poderá, inclusive, desenvolver outras formas de atividades, 
que não as essencialmente agrícolas. Obviamente, já ficou 
esclarecido que a reforma agrária produz um assentamen-
to com trabalhadores, sem condições de progredir, se as 
políticas públicas não estiverem voltadas para este fim. 
Maluf14 é categórico:

A produção agroalimentar oriunda dos assentamentos de 
reforma agrária, por sua vez, pode cumprir papel relevante 
numa estratégia de san (Segurança alimentar e nutricional), 
desde que disponham de assistência técnica e apoio creditício 
e comercial. As experiências do Brasil (pela negação) e de mui-
tos países (pela afirmação) permitem sustentar que a reforma 
agrária, se ampla e acompanhada de instrumentos adequados, 
é essencial para redefinir a estratégia de desenvolvimento de 
um país, ao mesmo tempo em que o enfoque de san contribui 
para atualizar o significado da reforma agrária.

Mas, também é preciso lembrar que os grandes produto-
res necessitam e usam e, ainda, abusam do crédito rural para 
seus negócios. Nas devidas proporções, ambos dependem 
do apoio estatal, contando com a política agrícola para sua 
manutenção.

A Constituição de 88, tratando a questão, reafirma o 
que já vinha apregoado no Estatuto da Terra, isto é, que a 
política agrícola deverá ser cumprida para atender o desen-
volvimento econômico no meio agrário. Posteriormente, 
a Lei de Política Agrícola de 1991 veio reforçar o estímulo 
à pequena produção, mas parece que ainda não foi sufi-

14	 Maluf, Renato Sérgio Jamil. Op. cit., p. 134.
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ciente para convencer que os pequenos proprietários não 
formam o bucólico campesinato, muito menos a economia 
de subsistência; os produtores familiares podem formar 
complexos agroindustriais de suma importância para a 
economia local, agrupando trabalhadores, qualidade de 
vida, lazer e progresso para regiões que vivem da agricul-
tura. As barreiras de que o proprietário familiar tem parcos 
recursos e não conseguirá se impor no mercado rural advêm 
de um preconceito que remonta a fase colonial, onde só os 
grandes senhores de terra sobreviviam, porque o Estado 
só a eles socorria.

O avanço tecnológico permite a entrada de proprietários 
familiares e não mais somente daqueles trabalhadores, que 
se dedicam full time às atividades rurais. Pode-se ter traba-
lhadores com atividades paralelas, dedicando-se ao meio 
rural e ao urbano, ou ainda, chefes de família trabalhando 
a terra, enquanto seus outros familiares trabalham em 
atividades na cidade. Importante que o modelo vindo da 
reforma agrária permita o desenvolvimento da comunidade 
agrária e, paralelamente, esvazie as cidades; para tanto, é 
preciso estimular a vida no campo, ou ainda, incentivar o 
plantio de hortas nas cidades. Alguns modelos destas vidas 
podem apresentar resultados alimentares surpreendentes. 
As hortas feitas nas zonas periféricas das cidades plantadas, 
por estas pessoas que se alternam entre o rural e o urbano, 
motivam a melhoria das áreas inativas nos subúrbios. O 
aproveitamento de terrenos baldios faz parte do projeto 
de agricultura urbana e começou pelas mãos de Temp, um 
alemão que aprendeu, em seu país, que todo canto livre 
vira um canteiro e que a exclusão social pode ser vencida 
com a participação da sociedade civil.15 Ele fomentou a 

15	 “Temp desenvolveu este projeto, comentado e explicado por Janice Kiss, no 
artigo Agricultor do asfalto”. Revista Globo Rural, São Paulo, ano 18, n. 207, 
p. 36, jan. 2003.
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idéia de melhoria de alimentação entre os pobres das peri-
ferias, que se alargou por diferentes localidades da cidade 
de São Paulo. É o campo ensinando a cidade, instalando a 
criação de verduras e legumes e, também, algumas frutas 
nas cercanias das cidades, naquilo que se denomina zona 
peri-urbana; é o “alargamento da zona rural” nas beiras 
de estradas, nas margens dos rios, em regiões públicas e 
terrenos residenciais.

Não deixa de ser uma Reforma Agrária firmada na refor-
ma de mentalidade, de idéias fundamentadas, na interação 
entre urbano e rural. Este projeto deve contar com o apoio 
das Prefeituras, que muito pouco colaboram com programas 
de desenvolvimento das áreas rurais. Graziano16 incentiva 
esta interação, fundado na idéia de que

[...] as regiões metropolitanas ainda dispõem de áreas de uso 
agrícola e de preservação ambiental, bem como pelo efeito 
polarizador, que as metrópoles exercem em seu entorno seria 
importante resgatar a experiência de gestão dessas regiões. 
Especialmente, porque a gestão ambiental impõe uma pla-
nificação integrada do uso do solo e dos recursos naturais 
que não pode admitir nenhum corte de caráter meramente 
geográfico-administrativo, como é hoje a linha que separa o 
urbano do rural, ou um município do outro.

A interação entre campo e cidade deve ser somada a pro-
jetos sociais, políticas públicas, organização da sociedade, 
organização de cooperativas e sustentabilidade ecológica, 
para, assim, fomentar-se uma reforma agrária de sucesso, 
movida para a segurança alimentar.

Neste aspecto, há de se considerar que a mera distri-
buição de alimentos não se constitui na melhor forma de 
concretizar o direito à alimentação. Há de se promover 

16	 Silva, José Graziano da. “Por que separar o urbano do rural?” Revista Globo 
Rural, São Paulo, ano 17, n. 197, p. 64, mar. 2002.
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trabalho, renda e dignidade, que a Reforma Agrária pode 
propiciar. Para Oliveira e Racine17, os programas de distri-
buição de alimentos, para tanto, têm que existir de forma 
compensatória; porém, não podem ser os principais de um 
país. As mudanças têm que ser estruturais; as pessoas têm 
que adquirir seus próprios alimentos. A Reforma Agrária 
é o mecanismo ideal para tal fim que, além do alimento 
produzido, pode também ser mecanismo para uma alimen-
tação equilibrada, que respeita os hábitos alimentares e a 
cultura de cada região, aproveitando os frutos, inclusive da 
natureza, de forma sustentável.

A Reforma Agrária pode vencer a pobreza, a desnutrição 
e a fome. O médico nutricionista Carlos Monteiro comenta 
que estas três situações envolvem a alimentação.18 A pobreza 
corresponde a uma insatisfação das necessidades humanas 
elementares, como a comida, o vestuário, a educação e a 
saúde, decorrentes de uma falta de renda. A desnutrição, 
ou melhor, a deficiência nutricional é o padecimento pro-
vocado por uma alimentação insuficiente em energia e nu-
trientes, ou por um inadequado aproveitamento biológico 
dos alimentos, geralmente devido a enfermidades de tipo 
infeccioso. E a fome, mais difícil de se definir, divide-se em 
aguda e crônica. A primeira é um grande apetite e a segun-
da, a mais grave, é a que não propicia ao indivíduo a energia 
suficiente para manter seu organismo e suas atividades 
cotidianas funcionando corretamente. Completa o autor 
que, como são definições distintas, merecem mais que uma 
solução; porém, a seu ver, a pobreza é a que mais deve ser 
combatida. Aumentar a renda das pessoas propicia avanços 

17	 Oliveira, Michele; Racine, Elisabetta. “Bolsa alimentação”. In Centro de 
Estudos Multidisciplinares. Núcleo de Estudos Agrários. Derecho a la 
alimentación en el Brasil de Lula. Brasília: UnB, 2004, p. 140.

18	 Monteiro, Carlos. Hambre, pobreza y desnutrición en Brasil: precisando conceptos. 
Centro de Estudos Multidisciplinares; Núcleo de Estudos Agrários, op. cit., 
pp. 187-188. 
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importantes e o acesso à terra é um mecanismo para se em-
pregar e fazer produzir. Finaliza, dizendo que a distribuição 
direta de alimentos deve ser o último dos recursos, quando 
se apresentam situações graves, como a seca do Nordeste. 
Sobre a distribuição de cestas básicas, pondera que esta 
não funciona, pois, levam-se produtos alheios às culturas 
regionais e, ainda, muitas vezes, com produtos sem o teor 
necessário para alimentar com qualidade.

As políticas públicas sustentadas nos Direitos Humanos 
fazem real o sentido de que a reforma agrária é um direito 
fundamental, fundado no Estado Democrático de Direito. 
É o instrumento jurídico, definido pelo Estatuto da Terra, 
destinado à propulsão da justa distribuição de terras e da 
produtividade. Liberato expõe que

[...] a reforma agrária está intimamente correlacionada com 
a dignidade da pessoa humana, uma vez que os indivíduos 
só adquirem condição digna ao possuírem uma situação de 
sobrevivência; neste sentido, a reforma agrária possibilita a 
propulsão da dignidade da pessoa humana. Este instituto 
jurídico pode ser considerado um direito fundamental do 
homem, uma vez que é capaz de materializar e efetivar os 
direitos subjetivos inerentes à condição humana19.

Nesta lógica, o direito à alimentação está relacionado a 
outros direitos, como o direito à terra, à água, ao saneamen-
to, à saúde, ao trabalho, à moradia e a outros de caráter civil 
e político, todos num raciocínio de indivisibilidade, como 
pressuposto de qualquer política pública. O Brasil tem se 
esforçado na luta contra a fome; mas, a reforma agrária para 
este fim ainda é tímida. O verdadeiro sentido da terra ainda 
precisa ser melhor assimilado.

19	 Liberato, Ana Paula Gularte. Reforma agrária: direito fundamental. Curitiba: 
Juruá, 2006, pp. 83-84. 
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No aspecto jurídico, a função social, em seu sentido am-
plo, é o pressuposto para este fim. Mares20 explica que existe 
uma falácia cruel e desumana que esquece voluntariamente 
os objetivos fundamentais estabelecidos na Constituição, 
tentando convencer o povo de que a propriedade privada 
é o único, o mais importante, sagrado e divino direito e que 
todos os outros são apenas sonhos, esperanças, quimeras 
e desejos inalcançáveis. Quando esta técnica não funciona, 
entra em cena a astúcia dos políticos, a inteligência dos in-
térpretes, a brutalidade da polícia, dos exércitos privados, 
reprimindo o grito dos que teimosamente surgem no hori-
zonte. No Brasil, é rotina presenciar esta realidade contra 
os que anseiam por uma justa distribuição de terras.

Para se entender por que, justamente no campo, os índi-
ces de fome e miséria são mais acentuados, basta verificar 
a ausência de reforma agrária e a expansão da produção 
agrícola para exportação controlada por agricultores mais 
ricos, detentores das melhores terras, deslocando os pobres 
para as áreas marginais de consumo, ou deixando-os sem 
terra. Junto com a expulsão dos pobres, vão-se também os 
recursos ecológicos, que se deterioram, tanto em função 
dos pobres, que tentam seu sustento às margens de rios e 
florestas tropicais, bem como em função dos ricos, que os 
afundam nos insumos, adubos, pesticidas e fertilizantes 
químicos.

A Reforma Agrária mundialmente comprova que a 
distribuição de terras para famílias rurais pobres e sem 
terra pode ser uma maneira efetiva de melhorar o bem 
estar rural, conforme Ziegler, Sobhan e Lappé21. Os autores 
constataram uma relação forte entre reforma agrária e a 

20	 Mares, Carlos Frederico. A função social da terra. Porto Alegre: Sérgio Fabris, 
2003, pp. 130-131. 

21	 Ziegler; Sobhan; Lappé apud Rosset, Peter. Alternativa à política fundiária de 
mercado, reforma agrária e soberania alimentar. In Pereira, João Márcio Mendes; 
Sauer, Sérgio. Capturando a terra. São Paulo: Expressão Popular, 2006, p. 320. 
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redução da pobreza. Rosset22 relata, baseado nas pesquisas 
do trio citado e, também, nas colocações de Stédile, que os 
beneficiários da reforma agrária têm renda anual equiva-
lente a 3,7 salários mínimos, enquanto os que não têm terra 
auferem uma média de apenas 0,7 do mínimo. A mortalida-
de infantil entre famílias beneficiadas por reforma agrária 
caiu para a metade da média nacional, o que representa um 
poderoso argumento a favor da idéia de que para se criar 
uma economia rural camponesa, a reforma agrária não é 
apenas boa para o desenvolvimento econômico local, mas, 
também, constitui uma política social mais efetiva, do que 
se permitir ao mercado continuar expulsando os pobres de 
áreas rurais para cidades super populosas.

A Reforma Agrária, para ser sucesso, depende para sua 
realização da sociedade como um todo; mas, ao Estado cabe 
torná-la um direito fundamental a ser construído, em terras 
de boa qualidade, com serviços básicos, infra-estrutura, 
apoio técnico, respeito ambiental, respeito cultural. Assim, 
serão bem sucedidas, distinguindo-se das fracassadas, que 
levaram dinheiro público em vão.

Reforma Agrária não é assistência social, ou política 
caritativa para indigentes; é direito fundamental e um dos 
pilares de sustentação da soberania alimentar, que benefi-
cia a toda a sociedade e não só aos pobres do campo. Mas, 
existe um outro segmento que considera a Reforma Agrária 
obsoleta. São os que dizem não e se escoram em argumen-
tos que a reforma agrária não traz sustentabilidade para 
as famílias. É, por exemplo, a opinião de Sampaio Filho, 
Presidente da Sociedade Rural Brasileira, que afirma que 
“o modelo atual de reforma agrária transfere a miséria das 
cidades para o campo”23.

Os autores citados apresentam uma série de dados, inclusive internacionais, 
que comprovam a melhoria da vida rural, onde se fez reforma agrária.

22	 Rosset, Peter. Op. cit., p. 328.
23	 Martins, José de Sousa apud Moreira, Antonio Carlos. Op. cit., p. 10. 
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Não seria natural, nem ao menos aceitável, dizer que a 
Reforma Agrária é uma decisão corretamente aceita pela 
sociedade. No Brasil, no dizer de José de Sousa Martins, 
a propriedade fundiária é uma das bases essenciais do 
sistema econômico e, sobretudo, do sistema político24. Por-
tanto, é a partir daí, que se cria o primeiro impasse para a 
construção da cidadania rural. A história da colonização 
demonstra que os pobres do campo serviam muito para 
serem escravos, para oferecerem mão de obra barata, e a 
eles foi negado o acesso à terra, sendo que terras foram 
distribuídas aos estrangeiros, mas negadas aos nacionais. 
Essa construção do passado reflete, até hoje, na mente de 
muitos, que, mesmo na condição de sem terras, apóiam os 
grandes proprietários contra a luta dos pequenos ou dos 
movimentos sociais, simplesmente por ideologias baratas 
que lhe foram ensinadas numa educação viciada, baseada 
em valores da burguesia. São estes parte dos empecilhos 
à luta pela terra, ou à fertilidade da agricultura familiar. 
Este segmento nem ao menos enxerga que o prejuízo da 
ausência de Reforma Agrária reflete-se na alimentação, nos 
preços dos produtos, na conturbação das cidades e que eles 
próprios são vítimas de sua negatória.

O não à Reforma Agrária também emerge das próprias 
leis que, em sua maioria, são feitas para não serem cumpri-
das, uma vez que são elaboradas exatamente pelos inimigos 
daqueles que exigem as reformas sociais.

José de Sousa Martins25 descreve esses fatos:

As grandes reformas sociais no Brasil, como a abolição da 
escravatura, foram propostas pelos representantes do pen-
samento radical, os liberais, mas postas em prática pelos 
conservadores, ou como a proclamação da República, pro-
postas pelos radicais da época e consumada contra eles pelos 

24	 Martins, José de Sousa. O poder do atraso, p. 70.
25	 Ibid., p. 71.
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militares, na verdade herdeiros da tendência centralizadora, 
profundamente presente nas contradições do Estado brasileiro, 
e oriundas do absolutismo monárquico, em cuja crise esse 
Estado foi gerado. Esse jogo político envolvendo tendências 
opostas responde pelo modo contido como as reformas sociais 
e políticas são concretizadas no Brasil.

Como exemplos reais disto, tem-se a aprovação do Es-
tatuto da Terra pelos militares, que muito pouco, ou quase 
nada, fez pela reforma agrária; o Plano Nacional de Reforma 
Agrária de 1985; o Banco de Terras, feito para não alterar a 
concentração de terras, além de outras tantas formas utili-
zadas para intimidar a Reforma Agrária.

O não à Reforma Agrária também vem, em especial, de 
cientistas políticos que, supõem que as pessoas que clamam 
por este modelo falam em camponês, economia de subsis-
tência, ou tentam propor reformas de cunho socialista, à 
moda marxista. Parece que um dos sociólogos que passou 
a adotar essa opinião foi o gaúcho Zander Navarro, que 
no Congresso de Direito Agrário, em Brasília, no ano de 
2002, frente a um grande público, manifestou-se, dizendo 
que o Brasil não necessita mais de Reforma Agrária, aberta 
alguma exceção a certas regiões do Nordeste26. Questionado 
sobre o assunto, posicionou-se afirmando que o processo 
da terra é irreversível na situação capitalista de grandes 
monoculturas. Pensa o sociólogo que o Brasil necessita 
achar outra solução, criar empregos no campo, mas não 
sonhar com Reforma Agrária. Esta opinião foi reiterada 
em entrevista concedida este ano ao Jornal O Estado de São 

26	 No Congresso de Direito Agrário, patrocinado pela abda, indignada, a platéia 
que o ouvia protestou, lamentando que é triste o fim dos que trabalham na 
terra, no desatino dos que esperam trabalho sem chances, já que, como já 
exaustivamente demonstrado, a monocultura não gera empregos e, sim 
utiliza a mecanização em grande escala. Todavia, essa é uma opinião, de um 
sociólogo que comunga com a opinião da oligarquia rural. 
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Paulo27, onde fica claro que, para ele, reforma agrária só no 
Polígono das Secas; no Centro Oeste, haveria necessidade 
de uma política de mão firme, com a agricultura patronal 
produtora de grãos exigindo contrapartidas no setor tra-
balhista e ambiental; no Centro Sul, apoio à agricultura 
familiar; na Amazônia, uma moratória na expansão da soja 
e a formação de assentamentos no Pará; além de se fazer 
necessário o fim do Incra, uma instituição deplorável, em 
sua opinião. Para ele, o tempo de Reforma Agrária acabou.

Há de se considerar que outros também se manifestam 
contrários à reforma agrária e à agricultura familiar, con-
siderando-as como retrocesso do campo e não percebendo 
as boas chances de trabalho que essas pessoas podem 
conseguir. Claus Germer, em ensaio recente, afirmou ser 
inútil a agricultura familiar, para o emprego agrícola. Os 
argumentos repousam sobre o fato de que a agricultura 
familiar, para concorrer com a patronal, tem que se atualizar 
de tal forma, que, por certo, não gerará emprego28. Só que 
os agricultores familiares trabalhando, estarão, sem dúvi-
da, ocupando-se e incentivando seus filhos ao trabalho, ao 
contrário do que ocorreria, se estivessem vendendo suas 
terras para os monocultores, ou migrando para cidade para 
concorrer com os desempregados urbanos.

Apesar dos opositores, fica inalterado o compromisso 
adotado nesta pesquisa, a favor da Reforma Agrária e da 
agricultura familiar. 

B. A agricultura familiar e a segurança alimentar 

Produto da história do campesinato, a agricultura familiar, 
conforme Marie Claude Maurel, “é a expressão de uma 

27	 Arruda, Roldão. “Não existiria nenhum Brasil vermelho sem recursos 
públicos”. O Estado de São Paulo. São Paulo, p. A-10, 29 abr. 2007. 

28	 Germer, Claus. Op. cit., p. 149.
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articulação sempre particular da família e da exploração 
ou do empreendimento agrícola, segundo as definições 
usuais nas sociedades industrializadas, como é o caso da 
sociedade francesa contemporânea” 29.

Para a autora, o estudo deve repousar sobre a seguinte 
égide:

Fica nítido que o apoio estatal e mesmo o legislativo são 
contundentes no construir uma política publica adversa ao 
verdadeiro sentido da reforma agrária. Prestigiam a proprie-
dade latifundiária na extensão, pois é esta a grande fonte 
de produtividade para a economia de exportação. Recebe 
também esta o apoio da política agrícola que veremos a 
seguir, tornando impossível o deslanchar dos pequenos 
agricultores.

Muito embora a reforma agrária na parte legislativa 
tenha o apoio constitucional, tenha a exigência do cum-
primento da função social desde os tempos de Estatuto da 
Terra, também é sabido que os entraves para a realização 
da reforma agrária perpassa, desde a ausência de verbas 
para o pagamento das indenizações, como também pelo 
crivo legal que determina que a propriedade produtiva 
não seja desapropriada, o que gera um grande imbróglio 
político–legal onde com o apoio do judiciário sempre pre-
valece o não a desapropriação. Todas as falácias legais no 
processo desapropriatório permitem que os mecanismos de 
defesa da propriedade sejam mantidos por meio de ações 
cautelares e de interditos com caráter protelatório. A ausên-
cia de uma Justiça Agrária, aliada ao desconhecimento da 
matéria jurídica rural permite a continuidade de situações 
da mantença da grande propriedade, deixando a política 
de reforma agrária a mercê da ideologia do magistrado e 
da pressão do movimento social e de seus advogados.

29	 Maurel, Marie Claude. “A exploração familiar na França”. In: Lamarche, 
Hugues. A agricultura familiar. 2.a ed. Campinas: Unicamp, 1997, p. 104.
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Há de se amadurecer a questão da função social, da com-
preensão da luta social e do valor da terra para se instalar 
no Brasil uma verdadeira reforma agrária que permita o 
verdadeiro fim da miséria no campo.

iii. Política fundiária e política agrícola  

A legislação agrária no Brasil, sempre foi associada ao 
que se chamou de políticas fundiárias: formas de acesso 
e distribuição da terra e política agrícola os mecanismos 
permanentes de permitir que o homem possa permanecer 
na terra produzindo. Assim pode se afirmar que desde a 
criação do Estatuto da terra em 1964 o grande sucesso foi 
à política agrícola, pois esta foi reconhecida como impres-
cindível para o progresso do meio rural. Afinal sem credito 
rural cooperativismo, irrigação, eletrificação rural, apoio 
técnico não há como produzir.

A política fundiária que só foi separada da reforma 
agrária no texto constitucional, nunca foi prestigiada 
enquanto política, pois as formas de acesso propriedade 
rural incluíam a reforma agrária, a colonização e a discri-
minatória de terras devolutas que passavam a incomodar 
não só a propriedade rural como a posse, que sempre foi 
sacramentada no direito brasileiro, onde inclusive muitos 
posseiros se colocam na posição de proprietários querendo 
direitos destes. Além do mais o problema da posse no Brasil 
sempre foi complexo porque a posse foi em muitos casos 
clandestina, obtida de forma violenta e a usucapião sempre 
foi permitido somente para terras particulares, mas por 
entendimento extensivo passou a se permitir este instituto 
em terras publicas durante um período. O que a posteriori 
foi vetado tornado-se matéria constitucional determinada 
no art. 191 da constituição de 88.

Os ditames constitucionais buscaram criar políticas 
diferenciadas para se obter a terra, deixaram à reforma 
agrária como algo inusitado mediante uma política especial 



290

advinda do Ministério do Desenvolvimento Agrário, criado 
em 1999, cuja função hoje redefinida em 2004 passou a ad-
ministrar afora a reforma agrária o reordenamento agrário, 
a regularização fundiária na Amazônia Legal, o desenvol-
vimento sustentável da agricultura familiar e das demais 
regiões rurais, com inclusive identificação dos quilombos e 
reconhecimento legal destas áreas para seus remanescentes.

A política fundiária permite com o apoio legal das 
legislações o acesso a terra por meio de institutos como 
usucapião em diferentes modalidades, compra e venda de 
terras, uso temporário da terra por meio do arrendamento 
e contrato de parceria, demais formas estabelecidas pelo 
código civil (aluvião, avulsão, álveo abandonado) todos 
tendo como pano de fundo o cumprimento da função social 
da propriedade rural. Há de se falar que a desapropriação 
instituto jurídico fundamentado no administrativo e no 
agrário respalda a reforma agrária permitindo a perda da 
propriedade de um, a favor do Estado temporariamente, 
para depois a passar a outro em caráter definitivo findo 
10 anos. Na discriminatória das terras devolutas, a posse 
se torna legitimada ou regulada de acordo com a situação 
fática e depois é passada para o particular transformando 
de terra publica devoluta para particular.

As formas de aquisição de terras na esfera agrária são 
bem mais amplas que as formas urbanas e deriva conforme 
Mares30 da tradição européia com uma forma excludente de 
sempre proteger a propriedade privada. Ainda conforme o 
autor a introdução da obrigatoriedade da questão produti-
vidade sob a alegação social de que a propriedade da terra 
é responsável por erradicar a fome, deve ser vista de forma 
sustentável em caráter permanente e não pode ser consi-
derada produtiva a terra que esgota os recursos naturais 

30	 Souza Filho, Antonio Carlos Mares. A função social da terra. Porto Alegre: 
Fabris, 2003.
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e é trabalhada com mão de obra explorada. Ao contrario 
aquele que faz a terra privada cumprir sua função social 
tem direito a ela, e a seus frutos, ainda que proprietário não 
seja, sem que o eventual titular do direito possa invocá-lo 
contra o uso dado.

Desta feita as formas utilizadas para a política fundiá-
ria permitem o acesso a terra e a seu uso sempre tendo 
em mente o cumprimento da função social. O lamentável 
é que este paradigma na pratica não foi absorvido pelos 
magistrados nas decisões por estar muitas vezes este poder 
em desalinho com as questões de direitos humanos e, em 
especial, com as questões agrárias. Falta, portanto política 
pública que convençam este poder de ser independente, 
sem rogo às classes elitistas que admitem a propriedade 
como forma absoluta de ser.

Com respeito à política agrícola, temos sua determinação 
no texto constitucional no art.187, e ainda na lei 8171 / 91 e 
nos termos propostos a política agrícola é um instrumento 
democrático de manifestação dos pequenos e médios pro-
dutores. Visa estimular a produção com diretrizes fixadas 
de modo a atender os produtores por meio de apoio técni-
co, credito rural, incentivos, comercialização dos produtos 
incentivos à pesquisa e tecnologia. Conforme leciona Mar-
ques Junior31, a Política agrícola é permanente deve visar o 
desenvolvimento rural e o Estado deve promovê-la a fim 
de promover o desenvolvimento econômico do rurícola 
encaminhando-o ao associativismo em múltiplas formas 
com a intenção de desenvolver o espírito de comunidade. 
Deve ser realizada pelo Ministério da Agricultura em par-
ceria com o Desenvolvimento Agrário quando a reforma 
agrária existir para que as ações de política agrícola sejam 
compatibilizadas com estas.

31	 Marques Junior, William Paiva. Direito Agrário. São Paulo: Atlas, 2010.
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Fica claro no dizer de Silva32.
Que a política agrícola, assistência financeira e técnica e 

outros estímulos não caracterizam reforma agrária, pois não 
importam em intervenção na repartição da propriedade ou da 
renda da terra. Mas por certo a Constituição amparou mais a 
política agrícola do que a reforma agrária. Enquanto as estas 
se opuseram inúmeros obstáculos àquela tudo corre liso e 
natural porque aí beneficiário, é a classe dominante no campo.

Conclui-se que muito embora a política publica agrí-
cola tenha efeitos para todos os produtores rurais a classe 
proprietária de grandes extensões continua a obter mais 
vantagens que os agricultores familiares por toda estrutura 
rural mantida ao longo do tempo, quer na legislação quer 
na exigências impostas, quer na atuação dos atores sociais, 
que beneficiam sem escrúpulos a elite rural.

iv. Política ambiental no meio rural  

O movimento ambientalista muito tem a haver com a 
emancipação do direito enquanto agente transformador o 
que clama por atores sociais diversificados que criam em 
torno do direito ambiental um conjunto de medidas que 
devem seguir preceitos universais o que faz com que as 
políticas públicas ambientais estejam em conformidade 
universal. Há no dizer de Duarte (2011) um surgimento 
de grupos protagonistas de uma ecologia radical que 
percepciona o ambiente como uma questão efetivamente 
global e política e que acabam por assumir estratégias 
convencionais que podem ser vistas como um messianis-
mo. Tais características são sentidas quer no seu discurso 
quer na sua forma de ação.

32	 Silva, Jose Afonso da. Curso de Direito Constitucional Positivo, 27.ª ed. São Paulo: 
Malheiros, 2006.
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Desta forma é necessário verificar que no meio rural 
a legislação ambiental deve ser estudada dentro da reali-
dade geográfica observando os ditames internacionais de 
proteção, preservação e não à degradação. Porém dentro 
de uma esfera produtiva agrária, outros fatores estão 
embutidos, pertinentes não só a proteção ambiental de 
recursos naturais, mas, também ao uso de agrotóxicos, as 
formas de produção e as formas de uso do solo comerciam, 
publicidade e qualidade dos produtos. Desta feita no Brasil 
observa-se que, no tocante a proteção de florestas, encostas, 
áreas de preservação, reservas legais, temos a existência de 
leis severas, que hoje passam por um processo retroativo de 
elaboração. É o caso do Código Florestal que por pressão 
dos ruralistas em particular de políticos que representam 
os grandes proprietários criaram a nova legislação rural 
ambiental que se constitui num verdadeiro desmanche na 
proteção dos bens ambientais no meio rural. O projeto em 
votação já passou pelo Senado e agora volta para a votação 
no Congresso porem recebe uma serie de criticas inclusive 
da Sociedade Brasileira de Pesquisa e Ciência (sbpc) que 
teme por um futuro incerto no campo com a destruição 
de boa parte das reservas legais, diminuição das áreas de 
preservação permanente, que afetarão as águas e ainda 
com a impunidade de desmatadores passados, que podem 
se sentir fortalecido pela impunidade e retornar a agir de 
tal forma.

Na área de produtos químicos o uso abusivo de adubos, 
faz do Brasil campeão no uso de agrotóxicos, o que provoca 
constantes represálias da ordem internacional. Esta política 
de se permitir o uso indiscriminado de produtos químicos 
atende a demanda dos grandes produtores, que saem à 
busca dos lucros e o Governo não incentiva a demanda a 
orgânicos e produtos naturais, pois estes, não satisfazem o 
interesse da maioria de agricultores que optam pela obso-
leta técnica da revolução verde dos idos da década de 60.
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Apesar de haver boas intenções por boa parte de ato-
res sociais do governo, dos movimentos ambientalistas, a 
pressão exercida pelos proprietários rurais torna a política 
ambiental difícil de ser realizada Pagnoccheschi e Bernardo33 
apontam que apesar do empenho da ação governamental 
por meio deste órgão específicos há uma resistência de 
outros setores governamentais que criam rotinas transver-
sais com o setor ambiental. Outro problema é que a cultura 
política vê na proteção ambiental um entrave ao desen-
volvimento. A urgência da operação dos interesses sufoca 
os governos que cedem às pressões. As fragilidades dos 
recursos financeiros prejudicam o setor, que muito ainda 
terá que lutar para se efetivar os ditames constitucionais 
ambientais, principalmente no meio rural.

v. Políticas públicas sociais  

A história do trabalhador rural foi cruel no Brasil e em 
muitos locais continua sendo. A tardia libertação da 
escravatura construiu uma política perversa em termos 
legais e de realidade agrária. Muito embora as pressões 
internacionais via Organização Internacional do Traba-
lho (oit), órgão que tem agido com maestria no setor 
de vigilância do trabalho escravo, ainda é acumulativo, 
os processos que acusam essa pratica no meio rural. 
O setor rural fere profundamente a dignidade de seu 
trabalhador s com os fatos que se cumulam em situação 
inusitadas e não encontradas no setor urbano devido 
à constante fiscalização, que inexiste ou parcamente é 
oferecida no meio rural. A ausência de carteiras assina-

33	 Pagnoccheschi, Bruno e Bernardo, Maristela. “Política ambiental no Brasil”. 
In Steinberger, Maristela (org.), Territórios, ambiente e políticas publicam espaciais. 
Brasília: Paralelo 15 e lge Editora, 2006.
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das, as condições precárias e a degradante situação de 
muitos trabalhadores que sem a chance de se ocupar 
em lotes de reforma agrária ou em trabalhos que são 
cada dia mais diminuto vivem em péssimas condições 
sociais.

Mas não é só, a busca pela concretização da dignidade 
é manifesta no anseio da luta pelo emprego, que desenca-
deia nas formas de reforma agrária que podem promover 
novas formas de estabilidade de construção de rendas. 
É sabido que o Brasil se urbanizou não pelas condições 
ofertadas pela demanda de emprego nas cidades, mas sim 
pela expulsão dos trabalhadores rurais do campo, o que 
reflete diretamente na dinâmica do emprego. As cidades 
incharam, o meio ambiente se desgastou pelo acúmulo 
e desrespeito aos zoneamentos urbanos e destruição dos 
mananciais. E, sobretudo o ser humano frente aos novos 
desafios sociais passou a aceitar formas degradantes de 
trabalho, de habitação, de enfrentamento da vida, face aos 
desafios que deparou nesse processo de sobrevivência. Mais 
uma vez a tão cantada dignidade passa a segundo plano, 
frente à necessidade da vida. Novamente o campo é visto 
como o grande causador do desemprego, mal que atinge 
até os países de primeiro mundo.

A estrutura fundiária erigida na forma da monocultura 
emprega muito pouca mão de obra, ou se utiliza do re-
curso de mão de obra sazonal, que desarticula a formação 
de empregos estáveis e, pior, acumula um potencial de 
trabalhadores sem identidade, que trabalham no meio 
rural e moram nas periferias das cidades. Hoje a máquina 
substituiu grande parte desse contingente que então, sem al-
ternativa de trabalho (nem ao menos trabalho penoso como 
o corte de cana) vive nas cidades, sem qualquer chance de 
emprego, vivendo dos expedientes mais variados inclusive 
a violência. Caminham para a marginalização e atingem 
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índices abaixo da linha da pobreza. Ladislau Dowbor34 atri-
bui grande parte dessa situação aos acordos triangulares, 
firmados entre os proprietários, o governo e as empresas 
multinacionais de implementos e insumos agrícolas que 
geraram ilhas de agricultura mecanizada, dispondo de 
computadores e aviões. Continua o autor afirmando que 
também a monopolização do solo agrícola como reserva de 
valor expulsou o trabalhador rural do campo, impedindo-os 
de criar médias e pequenas propriedades rurais.

Compartilhando das idéias citadas e ainda discutindo 
que afora esses fatores, existe a omissão dos juristas em 
difundir e fazer cumprir o real significado da função social 
da propriedade. Dessa forma, corroboraram para que as 
ilhas de riqueza se instalassem no mar de pobreza rural. 
As intervenções mundiais, por parte dos organismos como 
a oit, fao clamam por intervenções firmes, tanto no setor 
urbano como rural, sendo que este deve seguir orientações 
voltadas para a estruturação da agricultura familiar.

Todavia, numa perspectiva econômica, a agricultura 
familiar transparece como um óbice ao progresso e desen-
volvimento nacional. Por força da interpretação errônea da 
lei, que reduz, em grande parte a análise da função social 
da propriedade, aos limites de produtividade e à grande 
economia de produção em escala, os proprietários rurais 
voltados para a obtenção fatorial dos lucros, permanecem na 
monocultura e a defendem como único meio de manutenção 
da economia rural para países em vias de desenvolvimen-
to. Ao seu turno, o Estado entusiasmado com os lucros 
advindos do superávit da balança comercial, incentiva 
esses empresários rurais, que produzem safras recordes, 
canalizadas para a exportação e deixa perecer os pequenos 
proprietários e assentados, que ao desalento deixam suas 

34	 Dowbor, Ladislau. “Políticas Municipais de Emprego”. Revista Polis, n. 25, 
São Paulo, 1996.
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terras em busca de outras atividades, gerando um ciclo de 
conflito social, desemprego baixa produção de alimentos 
para o consumo interno, conseqüente aumento nos preços, 
que decorre em pobreza, desnutrição e falta de dignidade.

José Eli da Veiga35 constata que a pobreza é proporcional-
mente maior no meio rural de todas as regiões brasileiras, 
com especial destaque para o Nordeste. Comenta o autor 
que essa singela constatação parece ao menos estranha, num 
país onde se registrou uma das mais drásticas experiências 
de êxodo em direção as cidades. Por outro, isso indica que a 
manutenção do mesmo padrão de crescimento econômico, 
mesmo que venha bastante reduzir bastante à pobreza ur-
bana do Nordeste, poderá não ter efeito equivalente sobre 
sua pobreza rural, a qual representa sozinha, dois terços da 
pobreza rural brasileira e um quinto da pobreza total. Não 
despreza o autor a análise da pobreza rural no segmento 
mais desenvolvido do país: São Paulo chamando a atenção 
que essa pobreza tem fortíssima ligação com a agropecuá-
ria, que emprega muito pouco, se caracterizando de forma 
patronal. Novamente a repetição do modelo monocultural 
latifundiário é visto com um atraso na realidade rural pre-
cisando ser combatido.

vi. Políticas de segurança alimentar  

A política pública tem se voltado no combate à pobreza 
que como foi afirmado acima se concentra no campo. A 
segurança alimentar vem ganhando a frente das discussões 
em nível internacional, pois já ficou comprovado que sem 
a existência da efetivação de acesso a alimentação não há 
que se falar em qualquer concretização de Direitos huma-

35	 Veiga, José Eli da. “Pobreza rural, distribuição de riqueza e crescimento: a 
experiência Brasileira”. Revista Nead, 2. Brasília: Ministério do Desenvolvimento 
Agrário, 2000.



298

nos. No setor rural a reforma agrária foi apontada como 
um grande mecanismo de combate à fome para tanto ela 
precisa se efetiva e desenvolver no paralelo o incentivo a 
agricultura familiar que realmente produz, para alimentar 
o povo brasileiro.

A reforma agrária não é apenas boa para o desenvol-
vimento econômico local, mas também constitui uma 
política social mais efetiva do que permitir ao mercado 
continuar expulsando os pobres de áreas rurais para cida-
des superpopulosas. Rosset36, e na mesma linha Mazoyer 
e Roudart37, concordam que nos países que não realizaram 
reforma agrária recente, as maiorias destes camponeses mal 
equipados são mais ou menos destituídas de terra pelos 
grandes estabelecimentos agrícolas de milhares e milhares 
de hectares que tem natureza publica ou privada, ou em 
vias de privatização. Estes trabalhadores são obrigados a 
procurar trabalho nos grandes estabelecimentos, viver de 
parcos salários ou migrar para as cidades em busca de ao 
menos se alimentar. Os preços dos produtos agrários são 
extremamente baixos para permitir os trabalhadores vive-
rem de seu trabalho e renovar seus meios de produção e 
enfrentar a concorrência. Sem apoio do Estado a tendência 
é aumentar a fome e a miséria.

A segurança alimentar deve ser provida por um Estado 
que, na sua responsabilidade de guardião das garantias 
individuais, deve oferecer a democracia, em sua exaustão, 
para seus governados, assumindo a responsabilidade pela 
efetivação dos Direitos Humanos. A segurança alimentar, 
como direito à alimentação adequada, é meta a ser cumprida 

36	 Rosset, Peter. “Alternativa à política fundiária de mercado reforma agrária 
e soberania alimentar”. In Sauer, Sergio e Pereira, João Márcio. Capturando a 
terra. São Paulo: Expressão Popular, 2006.

37	 Mazoier, Marcel e Roudart, Laurence. História das Agriculturas no mundo. São 
Paulo/Brasília: Editora unesp/nead, 2010.



299

pelo Estado, que, na impossibilidade de fazê-lo, deve buscar 
no âmbito internacional ajuda para o seu cumprimento.

No mundo, a segurança alimentar é pauta dos países 
desenvolvidos e integra a agenda política, desde a Primei-
ra Guerra Mundial. A partir da criação da onu, foi criada 
a fao, para discutir políticas de abastecimento, para se 
pôr fim à fome e à miséria do mundo. Por muito tempo, 
pensou-se que a preocupação fosse com a produção dos 
alimentos, que estes pudessem faltar e o mundo poderia 
perecer pela ausência de comida. Todavia, a tecnologia se 
aperfeiçoou e se descobriu o mais grave: que a fome no 
mundo é decorrência da ausência de recursos financeiros 
para se adquirir produtos alimentares. Em outras palavras, 
a fome é decorrência da ganância dos ricos, das políticas 
dos países desenvolvidos no comércio internacional, da 
falta de solidariedade, da ausência do Estado que toma o 
lado dos grandes grupos econômicos para negociar favores. 
A miséria é fruto das corrupções políticas, principalmente, 
onde a democracia é fraca: as oportunidades são desiguais, 
os salários são baixos e o povo não se organiza para exigir do 
Estado seus direitos básicos. O Brasil tem melhorado, len-
tamente, seus índices de desenvolvimento, porque decidiu 
criar mecanismos de ajuda aos que passam fome. O Bolsa 
Família é um programa dentre os muitos que existiram e 
ainda caminham para tentar recuperar as pessoas que mal 
se alimentam. É uma prática paliativa, que não altera as 
estruturas, que não provoca mudanças radicais; portanto, 
resume-se numa assistência emergencial. O resgate da dig-
nidade dos pobres perpassa pela colaboração da sociedade, 
pelas mudanças econômicas, pela discussão daqueles que 
podem lutar por mudanças.

A criação de órgãos e leis, como a que foi feita no ano 
de 2006, para assegurar a segurança alimentar não significa 
muito. Há tantas leis descumpridas, a própria Constituição 
é descumprida, sem que grandes coisas aconteçam. Os po-
deres devem estar atentos para a efetivação e a sociedade 
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civil deve se organizar para cobrar in totum, do Legislativo, 
do Judiciário e do Executivo, políticas, leis, cumprimento, 
fiscalização para a efetivação da erradicação da fome no 
país. O modelo da União Européia de políticas de combate 
a fome, o Livro Branco da Segurança alimentar pode ser 
um referencial para as mudanças e o Brasil tem potencial 
agrícola superior a qualquer país da Europa, ou, até mesmo, 
do mundo; assim, não seria difícil superar as metas contra 
a fome, se, efetivamente, alterações na infra-estrutura do 
país fossem realizadas.

Considerações finais  

Este não é um trabalho concluso, pois o Direito é mutável 
o que faz das suas consequências meras constatações 
temporárias. Porém, no Brasil rural há tempos, a mesma 
política favorável ao grande proprietário vem sendo man-
tida corroborando para que a situação de miséria fome e 
discriminação social aí se instalem.

Por mais que o Direito dentro da perspectiva huma-
nista tenha evoluído em termos legislativos e tenha posto 
em sua carta magna, elementos da sustentabilidade que 
tecem os fundamentos para o cumprimento da vida digna 
com igualdade de oportunidades, quando se depara com a 
realidade percebe-se o ranço, secular imposto por uma do-
minação escravocrata monocultural, latifundiária que não 
só é mais perversa devido às organizações internacionais e 
a constante vigilância que se instalou nas últimas décadas 
pelos olhos dos movimentos sociais.

Estes atores sociais que tecem as políticas publicas, são 
motivados por múltiplas ingerências, que passam a fazê-los 
buscar interesses diversos, nem sempre coincidentes com 
o interesse social publico. O direito motiva a feitura das 
políticas que são legais se atenderem aos anseios previstos 
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no direito, mas só serão legitimas se atenderem o interesse 
público.

No meio rural a Política de reforma agrária é essencial 
para que as demais se instalem como decorrências. O social 
ambiental e econômico bem como a realização da segurança 
alimentar decorre de uma mudança na estrutura da terra 
não com paliativos de assentamentos localizados em rincões 
inaproveitáveis, mas numa intensa modificação que venha 
democratizar o acesso da terra aos pobres trabalhadores 
dela expulsos em situações de humilhação e desrespeito.

Há de se acreditar que o meio rural precisa ser estrutu-
rado em políticas humanistas constitucionais, que façam da 
terra, recurso de sobrevida e não reserva de valor para os 
grandes proprietários, que há séculos mantém seu pode de 
dominação num bem quer publico, ou privado, que deve 
estar a serviço de todos. Na mudança da posse da terra 
repousa os demais direitos humanos neste trabalho aqui 
elencado.
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Capítulo 7. A política econômica do 
petróleo e os problemas que afetam a 

democracia brasileira (2009-2018)  

Maria Luiza Pereira de Alencar Mayer Feitosa

Minha colaboração para o livro em homenagem ao querido 
amigo Antônio Maués, da Universidade Federal do Pará 
(ufpa), conjuga perpcepções pessoais, estudos científicos e 
grande senso de responsabilidade, por se tratar de tributo 
especial a alguém incomum, com quem me relaciono aca-
demicamente desde o ano de 2006. Conheci Maués quando, 
recém-chegada de meu doutorado, assumi a coordenação 
do Programa de Pós-Graduação em Ciências Jurídicas da 
Universidade Federal da Paraíba (ufpb), que, ao lado da usp 
(Universidade de São Paulo) e da ufpa, foram vencedores do 
Edital da Fundação Ford e formaram uma rede de pesquisa 
em Direitos Humanos, tendo nos colegas Antônio Maués e 
Paulo Weyl os idealizadores da proposta. Em 2007, no Semi-
nário da ufpa, foi criado, em desdobramento, o Consórcio 

*	 Doutorado em Direito Econômico, pela Universidade Coimbra, concluído em 
2005; pós-doutorado em Estado e Sociedade pela ufsc (Universidade Federal 
da Santa Catarina), concluído em 2011; ex-Diretora da Faculdade de Direito 
da ufpb (2013 a 2016); professora titular e docente permanente do Programa de 
Pós-Graduação em Ciências Jurídicas da ufpb; Pró-Reitora de Pós-Graduação 
da Universidade Federal da Paraíba, Brasil; bolsista de produtividade em 
pesquisa do cnpq, Brasil.
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Latinoamericano de Direitos Humanos, primorosamente 
conduzido por Maués, seu jeito sereno, seu olhar atento, 
seu compromisso social, seu rigor científico e sua enorme 
capacidade de agregar pessoas e valores. É uma honra 
participar deste liber amicorum.

Serão abordados no âmbito do ensaio os acontecimen-
tos políticos que afetaram o Brasil, ao longo dos dois úl-
timos decênios. A ideia é percorrer, em rápidas passadas, 
o caminho histórico que vem dos governos populares 
do Partido dos Trabalhadores–pt (2003 a 2015); ao pleito 
político que retirou a Presidente Dilma Rousseff do poder 
(2015); aos processos judiciais contra o ex-Presidente Luiz 
Inácio Lula da Silva, que levaram à sua prisão no dia 07 
de abril de 2018, somente libertado após 580 dias; e, por 
fim, à ascenção da extrema-direita, que culminou com a 
eleição de Jair Bolsonaro.

Dilma Rousseff sofreu impeachment e Lula foi seguida-
mente acusado de diversos delitos, tendo sido preso, por 
determinação de Sérgio Moro, juíz federal de primeira ins-
tância do Estado do Paraná, após rejeição de habeas corpus 
preventivo pelo Supremo Tribunal Federal e condenação 
em segunda instância pelo Tribunal Regional Federal da 
4.ª Região (trf4). Lula foi acusado, quando era candidato à 
Presidência da República, pleito eleitoral de 2018, dos cri-
mes de corrupção passiva e lavagem de dinheiro, no caso de 
suposta reforma realizada pela construtora OAS na cozinha 
de um apartamento na praia do Guarujá, em São Paulo, 
nesse contexto, condenações ocorridas em tempo recorde 
o alijaram da disputa, que, sem sua participação, levou à 
eleição do Deputado Federal, ex-Capitão do Exército, Jair 
Bolsonaro, representante da extrema-direita.

Ambos os processos –impedimento da Presidente e 
prisão do ex-Presidente– confrontaram dispositivos cons-
titucionais de lastro relevante para o Estado Democrático 
de Direito. No primeiro caso, havia a necessidade do claro 
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cometimento de crime de responsabilidade, e, no segun-
do, a exigência de trânsito em julgado de sentença penal 
condenatória (quando já não cabe recursos), a partir dessa 
ruptura exordial, endossada pela Suprema Corte de Justi-
ça, o país foi levado a situações de incômoda insegurança 
jurídica, por flagrantes de inconstitucionalidade, como se 
o Direito pudesse ser ditado de fora para dentro, em fun-
ção do clamor social. Somente em novembro de 2019 esse 
Tribunal reposicionou sua interpretação acerca da prisão 
após julgamento em segunda instância, fato que levou à 
libertação de Lula.

A proposta deste texto é ponderar que os impactos 
causados pelo impeachment e pela consequente exclusão 
da candidatura de Lula ao pleito presidencial de 2018, em 
percurso jurisdiconal questionável, resultam, na verdade, 
da vontade contida em fatos exteriores e anteriores aos 
respectivos processos judiciais. Houve no Brasil sofisti-
cadas manobras, por dentro da burocracia parlamentar e 
jurisdicional do Estado, movidas por interesses do grande 
mercado internacional, que engendraram a caputura de 
agentes do Estado para mover, em aparente legalidade, 
peças e instrumentos capazes de acionar a violência do 
processo, lançando mão de mecanismos coercitivos não 
usuais, para alcançar determinado fim externo. O ineditis-
mo e a estranheza desse procedimento provocaram, ao final, 
enorme dano à democracia brasileira, com repercussões 
sobre a América Latina, tendo em vista, por exemplo, o que 
ocorreu em 2019 na Bolívia, com a renúncia e deportação 
de Evo Morales.

i. Breve histórico  

No Brasil, depois da ditadura militar (1964 a 1985), houve 
o governo eleito indiretamente do Presidente José Sarney, 
que conduziu a votação da atual Constituição Federal, 
aprovada em 1988 e denominada “Carta da Cidadania”. 
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Na sequência, o primeiro Presidente eleito democratica-
mente por sufrágio direto e universal foi Fernando Collor 
de Melo, que tomou posse no dia 15 de março de 1990 mas 
renunciou ao cargo em 29 de dezembro de 1992, para evitar 
processo de impeachment, sendo substituído por seu vice, 
Itamar Franco, apenas para concluir o mandato. Em 1994, foi 
eleito o Presidente Fernando Henrique Cardoso, conhecido 
como fhc, na sequência da estabilidade macroeconômica 
produzida pelo chamado Plano Real, lançado por Itamar 
Franco, que, entre outras medidas, alterou a moeda do país.

fhc era adepto da chamada “terceira via”, corrente 
ideológica da social democracia inglesa, e considerado “o 
príncipe do neoliberalismo”. Internamente, consolidou o 
início da retomada democrática do país e adotou políticas 
sociais previstas no novo texto constitucional, no entanto, no 
campo econômico, destacou-se pela condução controversa 
do processo de privatização de empresas estatais, à época 
conhecido como “privataria tucana”, em alusão ao termo 
“pirataria” adjetivado da palavra “tucano”, ave brasileira 
símbolo do Partido do Presidente, o psdb (Partido da So-
cial Democracia Brasileira). Esse governo levou a efeito as 
reformas econômicas de primeira geração, que abrangiam 
estabilidade da moeda e controle da inflação.

Na sequência, em face do esgotamento das políticas 
neoliberais de fhc, a burguesia nacional acabou aderindo 
a uma versão soft do sindicalista Luiz Inácio Lula da Silva, 
quando de sua quarta candidatura ao cargo presidencial, 
nas eleições gerais de 2002. Com Lula, o país viveu as 
reformas sociais de segunda e de terceira geração, com 
programas de transferência de rendas, construção de casas 
populares, financiamento da agricultura familiar, cotas so-
ciais e raciais para acesso a estudo e emprego, entre outras 
medidas inclusivas. Sem romper com o grande capital, mui-
to pelo contrário, Lula impulsionou período de crescimento 
econômico, com políticas de apoio às grandes corporações 
transnacionais, destaque para o investimento público em 
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infraestrutura e para as exportações baseadas no aumento 
do preço internacional das commodities, ou seja, Lula dava 
uma a Deus e duas ao diabo, realizando reformas sociais 
sem romper com o liberalismo monetário central.

Ainda assim, pode-se dizer que Lula realizou um pro-
jeto neodesenvolvimentista para o Brasil. Ocorre que o 
mundo entrou novamente em oscilação econômica entre 
os anos 2008/2009, evidência das crises cíclicas que afetam 
o capitalismo, provocada inicialmente pela crise do crédi-
to subprime que abalou os eua, atingindo, na sequência, a 
Europa. Diante deste e de outros fatos, o contraponto entre 
o programa desenvolvimentista do governo popular e o 
retorno de novo projeto neoliberal de governo conduzido 
pelas eleites empresarias e financeiras voltava a dar as 
caras, no entanto, a força do carisma de Lula ainda elegeu 
tranquilamente Dilma Rousseff, sua sucessora, que tomou 
posse em janeiro de 2011, quando a crise chegava ao Brasil, 
bastando dizer que nos anos de 2011 e 2012 o pib do país 
cresceu menos de 1 %, fato que evidenciava a estagnação 
econômica, com impactos na política e na sociedade.

Em 2013, terceiro ano do madato de Dilma Rousseff, a 
oposição ortodoxa fortemente apoiada pela grande mídia 
levantou a cabeça e conseguiu repautar sua antiga cartilha. 
Pregava, em suma, a redução dos gastos do Estado; o fim 
das desonerações fiscais levadas a efeito pelo Governo; e o 
aumento da taxa de juros, que Dilma havia, inoportunamen-
te, baixado para cerca de 7 % ao ano, talvez a medida certa 
no momento errado. Nesse cenário, ocorreram as chamadas 
“jornadas de julho de 2013”, quando as legítimas manifes-
tações de estudantes secundaristas contra o aumento das 
tarifas de ônibus, no Estado de São Paulo, foram poten-
cializadas, pela imprensa, em torno do tema do combate à 
corrupção, em movimento paralelo e contrário às grandes 
obras de investimento realizadas pelo governo federal para 
sediar a Copa do Mundo e as Olimpíadas, agendadas para 
2014. O discurso anticorrupção foi o mote imediatamente 
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absorvido pela classe média para a desconstrução do go-
verno e do legado do pt.

Dilma ainda conseguiu ser reeleita em 2014, com 54 mi-
lhões de votos, mas a ofensiva conservadora já estava em 
curso. Pressionada, a Presidenta, como preferia ser tratada, 
adotou políticas econômicas de recuo passivo, perdendo o 
apoio das forças de esquerda que a elegeram, até perceber, 
tardiamente, a orquestração de um golpe em curso, ampara-
do por múltiplos fatores e por agentes da burocracia estatal, 
do mercado e da sociedade. O discurso anticorrupção (não 
o efetivo combate à corrupção, mas a falácia disso) ganhou 
feroz repercussão e recebeu a adesão dos poderes judiciais 
e policiais do Estado, através das ações seletivas da Polícia 
Federal, do Ministério Público Federal e da Justiça Federal, 
assim, no ano de 2014, foi aberta a Operação Lava Jato, 
conduzida pelo juiz federal Sérgio Moro, da comarca de 
Curitiba, Paraná, instalada para apurar desvios de recur-
sos ilícitos supostamente ocorridos na empresa estatal de 
petróleo – Petrobras.

No Congresso Nacional, a Câmara dos Deputados e o 
Senado Federal se alinharam ao movimiento inssurreicio-
nista em curso, liderados por parlamentares ligados ao 
então Vice-Presidente, Michel Temer. Na Câmara Federal, 
o governo sofria com a paralisia dos projetos urgentes que 
encaminhava ou com a pauta agressiva de matérias que 
desgastavam a Presidenta (conhecidas como pautas-bom-
ba), assim, o primeiro ano do segundo mandato (2015) foi 
bloqueado pela oposição até que, no mês de dezembro, foi 
aberto o processo de impedimento para depor a Presiden-
ta eleita, devndo, em desdobramento, obstruir qualquer 
possível retorno da candidatura de Lula ou das esquerdas 
nas eleições gerais de 2018. Perceber-se-ia depois que uma 
coisa estava intrinsecamente conectada à outra.

Desse modo, Dilma Rousseff foi afastada de suas funções 
no mês de abril de 2016, sendo substituída pelo Vice-Presi-
dente, um dos artífices da artimanha. O crime de respon-
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sabilidade que lhe fora atribuído somente valeu para ela, 
nunca antes nem depois para qualquer outro mandatário, 
tanto que, dois dias após afastar definitivamente a Presi-
dente, o Senado Federal, responsável por seu julgamento, 
sancionou a Lei 13.332/2016, que flexibilizou as regras para 
a abertura de créditos suplementares sem a necessidade 
de autorização do Congresso Nacional, prática conhecida 
como “pedalada fiscal” que havia embasado o processo de 
impedimento da governante do pt.

Na sequência de vários processos judiciais, Lula aca-
bou sendo preso em abril de 2018, ano das eleições gerais 
para Presidente da República, Governadores de Estados 
e Parlamentares federais da Câmara e do Senado. Sem o 
seu principal opositor, desmoralizado por ações diárias da 
Operação Lava Jato, espetacularizadas pela grande mídia, 
a extrema-direita encontrou na indignação generalizada da 
sociedade brasileira o caminho fácil para a manipulação e 
as fake news, elegendo um parlamentar controverso e inex-
pressivo para o posto máximo da nação, em processo que 
surpreendeu parte de setores da oposição que pretendera, 
na verdade, ao fragilizar o pt, o retorno do psdb e não a 
eleição de Jair Bolsonaro, considerado um “ponto fora da 
curva”. O item a seguir detalhará o percurso entre o impea-
chment de Dilma e a prisão de Lula, trazendo à baila o tema 
da política do petróleo com o coração do motivo do golpe 
que afetou a democracia brasileira.

ii. Desdobramentos do impeachment  

O que veio depois do impedimento da Presidente da Re-
pública indicava a intenção de desmoralizar as esquerdas 
e qualquer projeto social-desenvolvimentista para o país. 
Nesse ambiente, estavam alinhadas ao golpe setores im-
portantes de órgãos como (i) a Polícia Federal (PF), que, 
a partir do Governo Lula, ampliara condições materiais 
e recursos humanos para sua atuação; (ii) o Ministério 
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Público Federal (mpf), que, em total desrespeito às suas 
funções constitucionais, alinhou-se ao Judiciário federal 
para compor processos judiciais que pudessem prejudicar 
parlamentares ou dirigentes partidários, especialmente as 
lideranças do Partido dos Trabalhadores; (iii) a Justiça Fe-
deral (jf), com destaque para a primeira instância da décima 
terceira vara da comarca de Curitiba, do Juíz Sérgio Moro, 
que exacerbava na sua competência e autonomia; (iv) por 
último, não se pode desconsiderar o papel dos Tribunais 
Superiores, que aderiram ao discurso ideológico do jogo 
político, somente mudando de postura no ano de 2019, 
depois da eleição de Jair Bolsonaro, que fez de Sérgio Moro 
o seu ministro da Justiça.

Juiz obstinado, as revelações feitas pelo jornalista Glenn 
Greenwald, do site The Intercept Brazil, em proceso conhecido 
como Vaza Jato1, mostram que Moro agia em parceria com 
o Procurador Federal Deltan Dallagnol, para provar sua 
convicção de que o Partido do Trabalhadores era liderado 
por uma quadrilha que roubava o país, acusação linear e 
simplista, estranhamente fora do material coletado nos autos 
dos diversos processos. Nesse cenário, a Operação Lava Jato 
ganhou força e, em inusitada parceria com a grande im-
prensa nativa, capitaneada pelas Organizações Globo, teve 
seus protagonistas, membros do Poder Judiciário federal e 
do Ministério Público, transformados em heróis vingadores 
a satisfazer a sanha popular por punição, até chegar à es-
petacular e midiática prisão do ex-Presidente Lula, através 
de contorção judicial que avocou para a comarca federal 
de Curitiba, no Estado do Paraná, uma ação comum aberta 
contra o acusado no Estado de São Paulo, que não tinha por 
objeto a investigação sobre desvios na Petrobras.

1	 Disponível em: https://theintercept.com/series/mensagens-lava-jato/ 
Acesso em abr./2020.
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Dessa maneira, no âmbito do juízo que conduzia a Lava 
Jato, Lula foi processado, condenado e preso pelos delitos 
mencionados no início deste ensaio. Em suma, a legalidade 
do feito é controversa porque (i) não há no processo provas 
da negociação criminosa do réu com a construtora; (ii) Lula 
já não era Presidente, portanto, não era agente público; (iii) 
esse fato não está relacionado com o processo que apura 
desvios ocorridos na Petrobras, conduzido pelo juiz Sérgio 
Moro, não havendo, pois, competência do juiz natural; (iv) o 
referido apartamento, pivô do relato, era comprovadamente 
de propriedade da Construtora oas e formalmente dado 
em garantia de dívidas da empresa, processo que corria 
em outro juízo, numa comarca de Brasília. Pior, provas 
que inocentavam o reú não eram acatadas pelo condutor 
judicial do processo.

Houve claras artimanhas jurídicas e judiciais para con-
seguir “moldar” o proceso ao discurso e ao rito de uma 
fictícia legalidade, mostrando acirrada disputa de grandes 
interesses. Na verdade, as principais peças são movidas no 
contexto de um jogo geoeconômico e geopolítico que mane-
java proibições de outra ordem, postas para ocultar motivos 
de subordinação econômica que tinham, no epicentro da 
crise, como fator preponderante (mas não exclusivo), a des-
coberta do pré-sal, a alteração no seu marco regulatório e a 
geopolítica do petróleo. Neste ponto, o texto menciona, pela 
primeira vez, a expressão lawfare2, que será objeto de análise 
pela autora em outra publicação, mas que precisa ser aqui 

2	 Lawfare é uma expressão que se popularizou no Brasil depois da prisão do 
ex-Presidente Lula, por ação de seus advogados, Cristiano Zanin e Valeska 
Martins, que passaram a estudar o fenômeno para comprender o que 
se passava no entorno judiciário de seu constituinte. Surgiu em 1975 da 
conjugação law (direito) mais warfare (guerra), no artigo de John Carlson e 
Neville Yeomans, intitulado Whither Goeth the Law: humanity or barbarity. A 
expressão foi usada em 2018, no sentido de “guerra híbrida”, em um manual 
do Exército dos eua. Cf. Zanin, C.; Martins, V.; Valim, R. Lawfare: uma introdução. 
São Paulo: Contracorrente, 2019.
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referida, para antecipar que os dois itens a seguir explorados 
representam, ao fim e ao cabo, exemplos desse fenômeno.

iii. Impeachment ou golpe?  

No Brasil, o impeachment é um processo político-jurídico 
regulado pela Lei 1.079, de 10 de abril de 1950, assim como 
por normas regimentais da Câmara dos Deputados. No 
entanto, a palavra “golpe” ganhou destaque e conseguiu 
se impor. Ao invés de impeachment, a esquerda conseguiu 
contradizer o discurso dominante e imprimir confiança e 
veracidade ao termo “golpe”, que, em português, pode 
assumir variados significados. No rito congressual do impe-
dimento da Presidenta eleita, ganhou ares de artimanha ao 
quando se materializou na flexibilização dada ao conceito 
jurídico de “crimes de responsabilidade” para envolver as 
chamadas “pedaladas fiscais” – práticas administrativas e 
orçamentárias corriqueiras nas esferas do poder executivo 
representadas pela abertura de créditos suplementares para 
pagamento e débitos urgentes. Esse fato foi considerado 
crime de responsabilidade somente durante o impeachment, 
visto que apenas dois dias após a deposição da mandatária, 
o novo governo se beneficiou de uma lei que alterou o or-
çamento do ano de 2016, modificando esse entendimento 
sobre crime de responsabilidade3.

Por ser um processo dotado de ritos processuais regu-
lados em lei, o impeachment, segundo os promotores, exe-
cutores e apoiadores da ruptura institucional consumada 
no Brasil, não poderia ser classificado como “golpe”, visto 
que todos os procedimentos formais definidos pela lei e 
pelo Congresso teriam sido cumpridos, sob a supervisão 
do Supremo Tribunal Federal (stf). É fácil perceber a falácia 

3	 A Lei 13.332\2016 permite que novas regras de orçamento possam ser 
alteradas sem a aprovação do Congresso Nacional.
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desse argumento. Na verdade, o mero cumprimento de ritos 
não conferiu qualquer legitimidade democrática à situação, 
antes ou depois. O processo de desconstrução política da 
democracia e da vontade popular no país começou com o 
impedimento da Presidenta eleita e continuou com a vo-
tação de Emendas Constitucionais para suprimir direitos4, 
alcançando ponto alto, embora não esteja ainda concluído, 
com a prisão arbitrária do ex-Presidente Lula, candidato à 
Presidência e cotado, em todas as pesquisas de intenções 
de voto, para ganhar talvez no primeiro turno5.

Para o cientista político Luiz Fernandes6, o golpe ocorrido 
no Brasil se revelou em múltiplas facetas e significados. Argu-
menta esse autor que a palavra golpe pode significar pancada 
ou abalo decorrente de agressão, mas que, no sentido político 
mais usual, “golpe” também representaria a ação de um bloco 

4	 A perda de direitos pode ser identificada, por exemplo, nos seguintes 
processos: reforma trabalhista, com mudança significativa na Consolidação 
das Leis do Trabalho (clt), instrumentalizada pela lei Nº 13.467 de 2017 e 
pela Medida Provisória 808\2017; reforma da previdência, em debate, mas 
suspensa em face da decretação de intervenção militar federal no Estado do 
Rio de Janeiro; Emenda Constitucional n. 95\2016, que congela por vinte anos 
o investimento público em saúde, educação e segurança.

	 A reforma trabalhista impôs flexibilização e ampliação da jornada de trabalho 
para 48 horas semanais, com teto de 12 horas diárias; terceirização das 
atividades-fim; e “acordos” impostos pelos empregadores aos empregados, 
processo conhecido como “o negociado sobre o legislado”.

	 No campo da saúde, há processos do Conselho Nacional de Saúde (cns) que 
denunciam a gestão do presidente Michel Temer de não cumprir a aplicação 
mínima de 15% das receitas orçamentárias em ações e serviços públicos da 
saúde, como determina a Constituição. 

5	 O ex-Presidente liderava as pesquisas de intenções de voto para Presidente, 
com cera de 31% no primeiro turno e 52% no segundo turno. Para 
exemplificar, ver enquete liderada pelo Instituto Data Folha em abril de 2018. 
2018. Disponível em: https://g1.globo.com/politica/noticia/lula-tem-31-
bolsonaro-15-marina-10-aponta-pesquisa-datafolha-para-2018.ghtml. Acesso 
em mai./2018.

6	 O texto foi apresentado em aula inaugural proferida no iesp/uerj em 5 de 
setembro de 2016. O trabalho intitula-se, originalmente, “Da Transição na 
Ordem Mundial à Ruptura na Ordem Democrática Nacional”. Disponível em: 
https://www.cartacapital.com.br/blogs/outras-palavras/brasil-a-dimensao-geopolitica-
do-golpe-1. Acesso em abr./2018.
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de atores para apear outro bloco do poder, fora dos processos 
eleitorais democráticos. Em sua opinião, o golpe brasileiro tan-
to pode ser visto como abalo e “subversão ao princípio basilar 
da democracia representativa”, qual seja a soberania popular, 
expressa no sufrágio majoritário de cidadãos/eleitores, como 
pode ser encontrado na violenta retirada do poder de um bloco 
político popular, substituído pelo grupo político conservador 
que havia sido derrotado nas urnas em 2014.

Em qualquer caso, considerada a jovem e pouco con-
solidada democracia brasileira, o risco da banalização do 
instituto do impeachment é muito grande. Em curto espaço 
de tempo, depois da ditadura militar, foi acionado por 
duas vezes, indicando sua transmutação proposital em 
“recurso usual da disputa política” para arrancar do poder 
governantes eleitos pelo povo que tenham perdido eventual 
maioria congressual.

O golpe no Brasil teve três eixos principais, nomeada-
mente o congressual-parlamentar, o policial-judicial e o 
judicial-midiático, todos sob o comando sombrio das forças 
de mercado, verdadeiras artífices da engrenagem. Nesse con-
texto, fator extremamente preocupante foi o papel do Poder 
Judiciário no ardil que afetou gravemente a democracia e as 
conquistas sociais representadas pelos direitos, quando a ta-
refa do Judiciário, no Estado Democrático de Direito, deveria 
ser a de abonar garantias jurídicas fundamentais, ao menos 
enquanto perdurar o marco constitucional que as instituiu, 
funcionando, por definição, como um poder garantista.

A substituição da legitimidade do sistema político pela 
burocracia do sistema de justiça leva sempre, em qualquer 
lugar, a perigosos paradoxos. Montesquieu7 sustentava 
que “o jurista precisa ter compromisso com a Constitui-
ção e este é o lema do processo”, do contrário, o direito se 

7	 Montesquieu, Charles de Secondat, Baron de. O Espírito das Leis. Trad. de 
Cristina Murachco. São Paulo: Martins Fontes, 1996, p. 87.
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transforma em filosofia moral, opinião sociológica, disputa 
política ou mesmo uma “simples questão de opinião”. Hoje, 
depois do golpe disfarçado, ação sem tanques, perigosa 
porque travestida de legalismo; do continuado fenômeno 
do lawfare, que ainda perturba e incomoda cotidianamente 
o ex-Presidente Lula; diante da questionável vitória da ex-
trema-direita, roteiro recheado de violência real e simbólica, 
fake news, fraudes processuais e procedimentais, tudo isso 
em cenários de aparente legalidade, muitas vezes mediados 
pela ação de agentes estatais, o Brasil vive um simulacro 
de democracia, não podendo ser efetivamente considerado 
Estado Democrático de Direito.

Nas esferas da justiça estéril, há evidente tentativa de 
colonização do mundo da vida pelo jurídico, e, o mais gra-
ve, de desvincular a argumentação jurídica da lei ordinária 
ou mesmo da lei constitucional para cumprir os objetivos 
do processo em si, que representam, em última instância, 
conscientemente ou não, interesses externos, nomeada-
mente, das estruturas do mercado. O uso estratégico do 
direito, instrumentalizado como arma de guerra para atingir 
objetivos operacionais, traçados no médio ou longo prazo, 
por agentes de mercado, através de atos de coerção apa-
rentemente legítima, como foram os casos do impeachment 
e da obstinação judicial contra o ex-Presidente Lula, são 
exemplos bem acabados do chamado lawfare.

iv. Justiça ou justiciamento para Lula?  

A Operação judicial conduzida pelo juíz Sérgio Moro, hoje 
ministro da Justiça do governo Bolsonaro, levou ao cerco 
judicial imposto a Lula, com objetivos fora dos autos dos 
processos abertos contra ele. A partir de 2016, o foco dessa 
Operação judicial-policial voltou-se para a investigação 
contra o ex-Presidente, sob o mote aparente do combate 
aos delitos de corrupção e de lavagem de dinheiro, nesse 
sentido, Lula sofreu o vexame público da condução coer-
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citiva, em março de 2016, depois de delação premiada do 
então Senador Delcídio do Amaral, que lhe atribuiu o crime 
de obstrução da justiça, tendo sido levado em arrasto obri-
gatório, sem aviso ou intimação preliminar, para prestar 
esclarecimentos numa sala no aeroporto de Guarulhos, em 
São Paulo. A este fato, seguiram-se diversos procedimentos 
judiciais, em ações que depois se revelaram “combinadas” 
entre a Polícia Federal, o Ministério Público Federal e a Jus-
tiça Federal, conforme as divulgações de audios repassados 
para parte da imprensa nacional e internacional, como Folha 
de São Paulo e Veja, no caso de vazamento conhecido como 
Vaza Jato, que revelou igualmente violações às prerrogati-
vas dos advogados do ex-Presidente. 

No total8, Lula está condenado em duas ações penais, 
no âmbito da Operaçao Lava Jato, ambas pela denúncia de 
recebimento de propinas disfarçadas de pequenas reformas 
feitas em imóveis (um apartamento e um sítio) que, compro-
vadamente, não são de sua propriedade. O ex-Presidente 
permanece réu em mais sete casos, entre outras acusações, 
por obstrução de justiça, corrupção passiva e tráfico de in-
fluência, tendo sido absolvido dos delitos de organização 
criminosa, obstrução de justiça e lavagem de assinatura de 
contrato. No caso da organização criminosa, o Ministério 
Público Federal da 10.ª Vara Federal, em Brasília, apresentou 
denúncia contra Lula, Dilma e ex-ministros, denominando 
o caso, juntamente com a imprensa, de “quadrilhão do pt”, 
neste processo, houve absolvição sumária. Mais recente-
mente, no processo cível de inventário da falecida esposa 
de Lula, o juiz Carlos Lisboa, da 1ª Comarca de Família e 
Sucessões de São Bernanrdo do Campo, SP, chegou a con-
fundir aplicações financeiras (investimentos em certifica-
dos de depósitos bancários – cdbs) no valor de 26 mil reais 

8	 Disponível em: https://www.bbc.com/portuguese/brasil-49647499. Acesso 
em fev./2020.
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com 256 milhões, divulgando o fato imediatamente para a 
mídia9, até ser desmascarado pela defesa do ex-Presidente.

Novamente, assim como no impeachment, o ardil de ma-
nipular ritos processuais regulados em lei, gera a falsa de 
impressão de normalidade judicial, não podendo, pois, para 
o senso comum, a prisão de Lula ou os processos abertos 
contra ele serem caracterizados como perseguição política. 
Aparentemente, a lei se fazia cumprir para ricos e pobres, 
poderosos e vulneráveis, sob a supervisão do Supremo 
Tribunal Federal (stf). No caso da condenação que o levou 
à prisão, a Suprema Corte brasileira precisou, por 6 votos a 
5, ao julgar um caso de possibilidade de execução da pena 
após a decisão do recurso em segunda instância, reinterpre-
tar a Constituição fora de seu próprio enquadramento, em 
flagrante de inconstitucionalidade que se revelou nocivo 
à imagem do Tribunal e aos ditamos e princípios secula-
res da justiça ocidental. Tanto assim, que, no período do 
impeachment, um áudio vazado do então Senador Romero 
Jucá, líder do partido do governo substituto e homem de 
confiança de Michel Temer afirmava que, para estancar a 
sangria, era preciso retirar Dilma, num “grande acordo 
nacional”, “com o Supremo, com tudo”10.

Voltando ao processo da prisão de Lula, o artigo 5º, 
inciso lvii, da Constituição Federal brasileira determina 
textualmente que “ninguém será considerado culpado até 
o trânsito em julgado de sentença penal condenatória”11. 

9	 Disponível em: https://noticias.uol.com.br/politica/ultimas-noti-
cias/2020/04/15/juiz-se-confundiu-marisa-leticia-tinha-r-26-mil-e-nao-r-
256-milhoes.htm. Acesso em abr./2020.

10	 Disponível em: http://www1.folha.uol.com.br/poder/2016/05/1774018-
em-dialogos-gravados-juca-fala-em-pacto-para-deter-avanco-da-lava-jato.
shtml. Acesso em mai.\2018.

11	 No mesmo ano, foram ajuizadas duas Ações Declaratórias de 
Constitucionalidade (n. 43, 44 e 54), nas quais se pretendia a declaração 
de plena vigência e compatibilidade constitucional do art. 283 do CPP, 
que dispõe: “Ninguém poderá ser preso senão em flagrante delito ou por 
ordem escrita e fundamentada da autoridade judiciária competente, em 
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Significa que Lula não poderia ter sido preso em nenhuma 
hipótese, simplesmente porque não cabe ao Tribunal en-
carregado da função de guardião da Constituição, militar 
contra ela, tanto assim que, diante da literalidade do texto 
e passados o contexto e clamor midiático das eleições de 
2018, o Supremo Tribunal voltou atrás e, novamente, por 6 
votos a 5, em novembro de 2019, voltou a aplicar a litera-
lidade do mandamento constitucional, abrindo o caminho 
para libertar Lula de sua prisão ilegal.

No entanto, é preciso mencionar que, mesmo solto, as 
estratégias de mobilização do direito contra Lula continua-
ram, em processos que se multiplicam, por ação do mpf e 
da Justiça Federal. Essa atuação obstinada de setores do 
judiciário tem sido denunciada como lawfare, mobilixando 
atores internacionacionais relevantes. O Papa Francisco, 
na Cúpula Panamericana de Juízes sobre Direitos Sociais 
e Doutrina Franciscana12, ocorrida em junho de 2019, na 
cidade de Roma, sustentou, em homilía histórica, que essa 
nova forma de “intervenção exógena nas arenas políticas 
dos países”, através da utilização abusiva de procedimen-
tos legais e da tipificação judiciais, colocava “em risco a 
democracia dos países, ao utilizar mecanismos sofisticados 
de desconstrução” prontos a “minar processos políticos 
emergentes”, violando sistematicamente a democracia e os 
direitos sociais nos países da periferia do poder mundial. 
Esse documento menciona a ocorrência de “práticas de 
atividade judicial imprópria, combinadas com operações 

decorrência de sentença condenatória transitada em julgado ou, no curso 
da investigação ou do processo, em virtude de prisão temporária ou prisão 
preventiva”. Disponível em: https://meusitejuridico.editorajuspodivm.com.
br/2019/11/08/stf-execucao-da-pena-e-possivel-apos-o-transito-em-julgado-
da-sentenca-condenatoria/. Acesso em fev./2020.

12	 Disponível em: https://www.amatra4.org.br/noticias/notamatra4/com-a-
presenca-do-papa-francisco-magistrados-da-4a-regiao-participam-de-cupula-
sobre-direitos-sociais/. Acesso em fev./2020.
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multimidiáticas paralelas”, em menção que novamente 
remete ao termo lawfare.

v. A política-econômica na Constituição Federal de 1988  

Neste ponto, é preciso mostrar que interesses econômicos 
estariam escudando a ação da burocracia judiciária estatal 
no Brasil ao instrumentalizar o direito para os fins aqui 
tratados. De início, cabe esclarecer que política econômica 
é a junção da política com a economia através do Direito, 
para compatibilizar fins e meios com objetivos previamente 
traçados, em processo de natureza múltipla e abordagens 
públicas ou privadas. Em sua versão constitucional, na 
imbricação dessas esferas, se destacam, entre outras, as 
políticas orçamentárias, que manipulam despesas públi-
cas; as políticas tributárias, no âmbito da arrecadação de 
receitas; e monetárias, que realizam a gestão do custo e da 
quantidade de moeda corrente, assim como a política de 
juros e créditos, entre outras.

Políticas econômicas se relacionam com o Direito e 
com fatores como a democracia, por exemplo, através de 
ligações sistêmicas e mútuas influências. No entanto, as 
posições econômicas de atores privados, lideradas pelo 
grande capital, assim como aquelas ditadas pelos entes 
internacionais, podem influenciar e dominar as políticas 
econômicas públicas, enfraquecendo o Estado e causando 
descrença à democracia, basta que, para tanto, contro-
lem o governo. Em geral, no caso dos países periféricos 
(inclusive aqueles conhecidos como países em desenvol-
vimento ou emergentes), as políticas socioeconômicas 
acabam sendo ditadas pelo grande capital, diante de duas 
constatações: em primeiro lugar, os países periféricos não 
são livres para impor a política econômica no seu próprio 
território porque na geopolítica mundial, uns mandam 
e outros obedecem; em segundo lugar, considerados os 
agentes ou players mercado, Estados e sociedade civil 
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(nacional ou internacional), nada na política econômica é 
neutro, posto que tudo está contaminado pelos interesses 
dos poderosos sobre os vulneráveis.

As políticas econômicas traçadas pelo Estado encontram 
fins, objetivos e princípios nos textos constitucionais. No 
Brasil, a partir da Constituição de 1934, as Constituições 
econômicas, ou o trecho da Constituição dedicado à política 
econômica, são consideradas dirigentes, programáticas e 
idealistas, enxergando-se a Constituição como ideário, ou 
“programa para o futuro”, cujo sentido é dar força e substra-
to jurídico para as mudanças sociais13. Esse aporte tem base 
em nas correntes teóricas do dirigismo constitucional, repre-
sentadas, no mundo ocidental, pelos alemães Peter Lerche14, 
que criou o conceito de Constituição Dirigente, e Konrad 
Hesse15, da ideia de força normativa da Constituição, tendo 
no português Joaquim Gomes Canotilho16 seu principal 
propagador, ao advogar que todo o texto constitucional, e 
não apenas os capítulos que disciplinam a economia, seria 
dotado de impulso dirigente, perspectiva que interessava 

13	 Bercovici, Gilberto. Política Econômica e Direito Econômico. Revista da 
Faculdade de Direito da Universidade de São Paulo, vol. 105, jan./dez. 2010, pp. 
389-406. 

14	 Peter Lerche, em 1961, apresentou a expressão Constituição Dirigente; 
Canotilho, em 1982, intitulou sua tese Constituição Dirigente e Vinculação do 
Legislador.

Cf. Lerche, Peter. Übermass und Verfassungsrecht: Zur Bindung des Gesetzgebers an 
die Grundsàtze de Verhãltnismãssigkeit und der Erforderlichkeit, 2.ª ed. Goldbach: 
Keip Verlag, 1999, pp. vii, 61-62, 64-67, 86-91 e 325.

15	 Konrad Hesse dissertou sobre a existência de uma força normativa, um tipo 
de “vontade” que emana da Constituição, como documento conformador da 
realidade política e social, embora reconheça o condicionamento recíproco 
existente entre a Constituição jurídica e a realidade histórica, política e social, 
perceba os limites e as possibilidades de atuação da Constituição jurídica 
e exija a configuração de pressupostos de eficácia e de validade. Cf. Hesse, 
Konrad. A Força Normativa da Constituição. Tradução de Gilmar Mendes. Porto 
Alegres: Fabris, 1991.

16	 Canotilho, José Joaquim Gomes. Constituição dirigente e vinculação do legislador: 
contributo para compreensão das normas constitucionais programáticas, 2.ª ed. 
Coimbra: Coimbra Ed., 2001, pp. 224-225.
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ao momento de redemocratização e de reconstrução do 
Estado Social brasileiro, quando do processo constituinte, 
entre os anos de 1987 e 1988.

Nesse sentido, a Carta Constitucional de 1988 foi vota-
da por uma assembleia constituinte derivada, quando o 
país saía da ditadura mas no mesmo momento em que o 
neoliberalismo ditava as regras nos países do bloco domi-
nante17, tendo sido aprovada um documento híbrido, de 
perfil dirigente, ora pro-mercato, ora pro-societate. O primeiro 
Governo sólido e duradouro depois da cf de 88 foi o de fhc, 
mencionado no início do texto, que consolidou as chamadas 
reformas de primeira e segunda gerações, voltadas para a 
garantia da estabilidade do mercado e para a redução do 
tamanho do Estado, pelas privatizações. Na sequência veio 
Lula, que garantiu segurança ao grande mercado, enquanto, 
em paralelo, implementava a terceira geração de reformas, 
políticas e medidas econômicas de natureza social.

O programa desenvolvimentista dos governos Lula in-
cluía a realização de objetivos constitucionais importantes 
como a garantia do desenvolvimento nacional; a erradicação 
da pobreza e a redução das desigualdades sociais e regio-
nais. Foi adotado um tipo de desenvolvimentismo inclusivo 
(em contraponto desenvolvimentismo misto de feições 
preponderantemente monetaristas do período anterior), que 
enfrentava o chamado “desafio furtadiano”18, enxergando a 

17	 Remissão aos governos de Ronald Reagan, de 1981 a 1989, e Margareth Thatcher, 
de 1979 a 1990.

18	 No livro “Brasil: a construção interrompida”, tese publicada em 1992, 
Furtado anunciava que “na lógica da ordem internacional emergente 
parece ser relativamente modesta a taxa de crescimento que corresponde 
ao Brasil. Sendo assim, o processo de formação de um sistema econômico já 
não se inscreve naturalmente em nosso destino nacional”. Para explicar a 
baixa taxa de crescimento brasileiro nas últimas décadas, Furtado enxerga 
a ordem econômica internacional voltada para atividades exportadoras 
como exageradamente dependente dos investimentos transnacionais por 
causa do enfraquecimento dos sistemas econômicos nacionais. As empresas 
transnacionais apresentam perfis industriais de altíssima capitalização, 
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superação do subdesenvolvimento e da condição periférica 
do país como a grande tarefa do Estado brasileiro, fato que 
teria historicamente atrasado o desenvolvimento tecnológico 
e bloqueado a evolução da estrutura produtiva, acarretando 
fragilidade financeira ao país. Era preciso, pois, encontrar 
novos parceiros internacionais e romper com as estruturas 
que condicionavam esse anacronismo, assim, mais uma vez, 
praticávamos a política certa, porém na contramão do que 
apregoava, naquele momento, o capitalismo internacional.

vi. O pré-sal como política estratégica e a ameaça aos 
interesses das petrolíferas estrangeiras. A via do golpe  

Para atingir metas de independência da política econômica, 
Lula investiu pesadamente na transformação da Petrobras 
e na pesquisa de ponta para descubrir petróleo nas águas 
ultraprofundas da costa litorânea brasileira, o chamado 
pré-sal, alcançando o domínio da requintada tecnologia 
de exploração, no ano de 2006, e da lavra segura em 2009. 
Imediatamente, tudo foi feito para garantir a aprovação 
legislativa do novo marco regulatório do petróleo no país, 
com prioridade para a Petrobras, transformada em uma das 
maiores petrolíferas do mundo, com papel estratégico do 
produto para o desenvolvimento nacional, pela instituição 
da Lei do Fundo Social e outras normas, no conjunto do que 
Lula chamou de “passaporte para o futuro”.

Esse foi o prenúncio do fim da aliança de Lula com o 
mercado externo. No entanto, em 2010, Lula, com 86% de 
popularidade, elegeu sua sucessora, Dilma Rousseff, de 

gerando relativamente poucos empregos e ocasionando baixo crescimento 
econômico. No caso dos países cujos sistemas econômicos nacionais não 
tinham completado sua construção econômica quando foram flagrados por 
essa transformação estrutural da economia internacional, o desempenho 
econômico e social foi muito pior. É o caso do Brasil. Cf. Furtado, Celso. Brasil: 
a Construção Interrompida. Rio de Janeiro: Paz e Terra, 1992.



325

perfil menos negociador. A crise financeira internacional 
atingiu o país e Dilma iniciou seu primeiro mandato, em 
2011, com dificuldades, nesse contexto, como visto, o pacto 
entreguista começava a se desenhar. Não por acaso, no mes-
mo período, desapareceram da sede da Petrobras, no Rio de 
Janeiro, os dois computadores que possuíam os segredos 
do pré-sal, avançando sobre o Brasil os processos de espio-
nagem denunciados por Julian Assange (caso Wikileaks) e 
Edward Snowden (caso da rede de espionagem dos eua)19.

Na verdade, a descoberta do petróleo no pré-sal e as 
normativas que o governo Lula empreendeu para a altera-
ção do marco regulatório, trouxeram à tona os interesses 
contraditórios que sempre pontuaram a geopolítica do 
petróleo no Brasil contemporâneo, desde a campanha “O 
Petróleo é Nosso”, da época do Presidente Getúlio Vargas20. 
Convém lembrar que nas eleições gerais de 2018, a dispu-
ta pelo petróleo e pela renda daí resultante continuou no 
centro do questão.

Apenas para exemplificar, o país caminhou, a partir do 
impeachment de Dilma, para o proceso de rápida privatiza-
ção da Petrobras. Um artigo do engenheiro Felipe Coutinho, 
presidente da Associação de Engenheiros da Petrobras (Ae-
pet), sumariza os principais fatos que levaram à acelerada 
privatização do petróleo brasileiro e dos ativos da Petrobras. 
São eles21: (i) o anúncio da descoberta do pré-sal, em 2006; (ii) 

19	 Disponível em: http://operamundi.uol.com.br/dialogosdosul/wikileaks-
eua-criou-curso-para-treinar-moro-e-juristas/15072017/. Acesso em fev./2020.

20	 Getúlio Vargas criou a Petrobrás em 1953, pela Lei 2004\53, que instituiu o 
monopólio estatal da exploração, do refino e do transporte de petróleo. Esse 
monopólio somente foi quebrado Emenda Constitucional nº 09/1995, que 
modificou o Art. 177 da Constituição Federal. Na sequência, a Lei 9.478\1997 
regulamentou a quebra do monopólio estatl e criou a anp (Agência Nacional 
de Petróleo), que depois ampliou para petróleo, gás natural e biocombustíveis.

21	 Cf. Coutinho, F. Eventos históricos da disputa pelo pré-sal e a renda brasileira, 
Dinâmica Global Wordpress, publicado em 27 de abril de 2018. Disponível em: https://
dinamicaglobal.wordpress.com/2018/04/27/eventos-historicos-da-disputa-pelo-
pre-sal-e-a-renda-brasileira/. Acesso em abr./2018.
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a primeira extração do pré-sal, em Tupi (atual campo Lula), 
em novembro de 2007; (iii) o roubo dos notebooks e hds da 
Petrobras, em janeiro de 2008; (iv) a reativação da Quarta 
Frota dos eua, em abril de 2008; (v) as Leis da Partilha do 
pré-sal, em agosto de 2009; (vi), no mesmo ano, os eua trei-
naram agentes judiciais brasileiros, entre eles, o juiz Sérgio 
Moro22; (vii) reunião de executiva da Chevron no consulado 
dos eua sobre a reversão da Lei da Partilha, em dezembro de 
2009; (viii) os protestos que tomaram o Brasil, em junho de 
2013; (ix) a espionagem dos eua tendo como alvo o Brasil e 
a Petrobras, em 2013; (x) a abertura da Operação Lava Jato 
e sua escancarada “cooperação internacional”, em março de 
2014; (xi) o impeachment da presidenta Dilma Rousseff, em 
abril de 2016; (xii) o novo governo asume imediatamente 
a agenda das multinacionais do petróleo; (xiii) a adoção de 
nova política de preços da Petrobras, exportação de petró-
leo cru, importação de derivados e ociosidade do refino, a 
partir de outubro de 2016; (xiv) a privatização dos ativos da 
Petrobras, sob o nome de “parcerias estratégicas”, na mesma 
ocasião; (xv) a absurda decisão de pagar US$ 2,95 bilhões 
aos acionistas da Petrobras nos EUA, em janeiro de 2018, 
para encerrar uma class action; (xvi) o fato de a extração do 
pré-sal representar mais de 50% da produção brasileira de 
petróleo em 2018. Em meio a tudo isso, ocorre devastador 
processo de privatização das unidades e de desmonte da 
política petrolífera nacional.

O governo ilegítimo de Michel Temer se encarregou da 
missão de “esquartejar a Petrobras”, facilitando sua priva-
tização “aos pedaços, como fizeram com oleodutos e como 
ameaçam fazer com a br Distribuidora e as refinarias”23, em 

22	 Cf. Zanin, C.; Martins, V.; Valim, R. Cit., pp. 116-118.
23	 Discurso do Senador Requião, no Senado da República, em abril de 2018. 

Disponível em: http://www.robertorequiao.com.br/requiao-propoe-
estrategia-para-o-petroleo-e-aponta-corrupcao-no-entreguismo/. Acesso em 
abr./2018.
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evidente amostra de uma “política antinacional, primário-
-exportadora e anti-industrial”. São as duras palavras do 
Senador Roberto Requião, em pronunciamento no Senado 
da República, quando clamou pela construção de um pla-
no estratégico de salvação da empresa que representava 
o desenvolvimento do país, denunciando que o governo 
Temer passou a tratar o petróleo como commodity simples, 
mercadoria qualquer, sem característica de política estra-
tégica para o interesse nacional, como sempre fora antes.

De nada adiantou. Eleito, Jair Bolsonaro permitiu a 
venda de ativos da empresa que, em novembro de 2019[24], 
alcançavam a cifra de 70,9 bilhões de reais, entre elas, a Refi-
naria de Pasadena. Embora o governo afirme que Petrobras, 
Banco do Brasil e Caixa Econômica Federal não sofrerão 
privatização, nada está efetivamente decartado, visto que 
foi alienado 91,3 bilhões de reais em ativos dessas estatais. 
No caso do petróleo, o Brasil abandonou o princípio do 
estímulo à política de conteúdo local na cadeia produtiva, 
especialmente na indústria naval, sendo reduzido à posição 
de exportador de matéria prima e de importador de bens 
e serviços industrializados e processados. Significa que 
perdemos o controle majoritário dos fluxos de produção e 
das reservas, inclusive como condição para participar sobe-
ranamente da política internacional do petróleo”25, alijando 
a Petrobrás dos objetivos estratégicos do país especialmente 
quanto ao seu programa de investimentos.

Quatro anos após o golpe, o desmonte da Petrobras 
abrange, em rápido resumo, entre junho de 2016 e dezembro 
de 2019, medidas como: (i) privatização em Águas Rasas; 
(ii) fechamento das fábricas de fertilizantes nos Estados 
de Sergipe e Bahia; (iii) privatização refinaria Pasadena, 

24	 Disponível em: https://www1.folha.uol.com.br/mercado/2019/11/
bolsonaro-ja-vendeu-r-91-bi-em-ativos-de-bb-petrobras-e-caixa.shtml. Acesso 
em fev./2020.

25	 Cit.
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nos eua; (iv) venda de direitos de operação do Campo de 
Lapa; (v) abertura da oferta de privatização da Petrobras 
Distribuidora br; (vi) venda de ativos e da participação 
da Petrobrás na Nigéria; (vii) venda de todos os ativos 
da Petrobras no Paraguai; (viii) concessão de direitos de 
exploração privada sobre o Campo de Maromba, na Bacia 
Campos; (ix) Privatização de 19 ativos no Ceará, Rio Grande 
do Norte e Sergipe; (x) Privatização de toda distribuidora 
Liquigás e seus ativos; (xi) privatização da participação 
no Campo de Juruá; (xii) oferta de privatização de todo 
o Campo de Azulão na Bacia do Amazonas; (xiii) venda 
da participação da Petrobrás Biocombustível na Guarani; 
(xiv) entrega de títulos no exterior; (xv) venda da Petrobras 
Chile para a Southern Cross Group; (xvi) venda de todas 
as ações da Nansei Sekiyu (nss) para a Taiyo Oil Company 
(Taiyo); (xvii) venda de ativos em biocombustível e petro-
química; (xviii) aliança privatista com a Total Petroleum, 
da França; (xix) encerramento das atividades da Usina de 
Biodiesel no Ceará; (xx) venda da Petroquímica Suape, no 
Estado de Pernambuco, e da Companhia Integrada Têxtil 
de Pernambuco (Citepe) para a Alpek; (xxi) venda de 90 % 
das ações da Nova Transportadora do Sudeste (nts) para 
a Brookfield Infrastructure Partners (bip); (xxii) venda de 
65 % do megacampo de pré-sal de Carcará à norueguesa 
Statoil por US$ 2,5 bilhões, quando, nesse campo, as reser-
vas são estimadas entre 700 milhões a 1,2 bilhão de barris, 
com valor mínimo de 28,6 bilhões de dólares, pela menor 
estimativa de reserva e considerados os preços baixos 
atuais (US$ 41,24 o barril de Brent em Nova Iorque); (xxiii) 
venda da participação da Petrobrás Argentina (pesa) para 
a Pampa Energía; (xxiv) venda de unidades nos Estados 
do Rio de Janeiro e de Ceará26; (xxv) venda de tag e fatias 

26	 A lista completa, com mais detalhes e datas, pode ser encontrada em: http://
www.esquerdadiario.com.br/Saiba-todos-recursos-da-Petrobras-que-Temer-
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da bacia de Campos, ações da br Distribuidora, ativos da 
Bacia de Santos, Liquigás, Refinaria de Pasadena e outras, 
somente em 2019.

Desde o golpe, a direção da Petrobras tem desafiado os 
interesses nacionais e acionado um plano de desinvestimen-
to, usando o disfarçado modelo de privatização retalhada, sob 
o pretexto de “mitigar as oscilações de preços”. Como disse 
Requião, uma empresa como a Petrobrás, posicionada entre 
as maiores petrolíferas do mundo, hoje “vaga como uma 
nau sem rumo nas mãos de arrivistas que chegaram ontem 
a esse setor de extrema complexidade, fundamental para 
a vida humana moderna e centro de disputas geopolíticas 
mundiais”. Na sequência histórica dos fatos, não foi equi-
vocado prever que as refinarias de petróleo exerceram seu 
poder monopolista para impedir a Petrobras de orientar os 
preços dos derivados no interesse público, desse modo, ela 
hoje oscila ao sabor do mercado.

Esse percurso é, sem qualquer dúvida, ditado pela finan-
ceirização mundial e pela ação dos bancos, sabendo-se que os 
interesses da geopolítica mundial do petróleo estão na raiz da 
crise que afeta hoje o Brasil. Sendo assim, nas eleições gerais 
de 2018, estiveram em jogo o futuro do Brasil, qual seja se o 
país voltaria a ser exportador de petróleo cru por multinacio-
nais estrangeiras, em ciclo econômico retroliberal e colonial, 
ou se o Brasil ainda teria condições de reanimar sua soberania 
e bafejar um projeto de desenvolvimento, com inclusão e 
direitos sociais assegurados. Foi escolhida a primeira opção.

Conclusões parciais  

Não há dúvidas de que tudo faz parte de um jogo. O fato é 
que nenhum dos processos aquí abordados era realmente 
contra a corrupção: nem o impeachment tampouco a Lava 

e-Pedro-Parente-venderam-aos-imperialistas. Acesso em abr./2018.
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Jato. Nessa conjuntura, é caso de se indagar sobre o papel 
do Direito e da “Constituição Dirigente e Democrática”.

É possível perceber que o perfil dirigente da Constituição 
brasileira está submetido a pressões de variadas intensidades 
e origens, exposto ao grave risco de abortar sua utopia de-
senvolvimentista. O modelo dirigente que, lá atrás, quando 
foi pensado, desconfiava do legislador, visto que desejava 
encontrar um meio de vincular, positiva ou negativamente 
o legislador à constituição, hoje, no caso brasileiro, além de 
desconfiar do legislador, precisa desconfiar do Judiciário, 
transformado em super-poder, com enorme capacidade de 
interferência sobre o Executivo e sobre o Legislativo, em 
formato que atinge o postulado moderno da separação, in-
dependência e harmonia dos poderes do Estado.

O golpe, ao tempo em que afetou o Estado de Direito 
avançou sobre a democracia. O Judiciário federal, através 
da Operação Lava Jato, encarregou-se da “tarefa” de tirar 
Lula do páreo, dando voz a um roteiro prefixado: a) im-
pedir a eleição de Lula (ou de quem quer que contestasse 
o establishment; b) se nenhum candidato palatável às elites 
se apresentasse com força eleitoral, a ordem seria evitar 
as eleições diretas; c) se, mesmo assim, fosse eleito um 
oposicionista, restava a opção de alterar o sistema presi-
dencialista, sem consulta popular, para um tipo esdrúxulo 
de semipresidencialismo à moda tupiniquim. Sem contar 
os que clamam por intervenção militar. Foi eleito Jair Bol-
sonaro, um misto de quase isso tudo.

Diante do exposto, é preciso concordar com Boaventu-
ra Santos27 quando vaticinou que a democracia brasileira 
não interessava mais ao bloco conservador, que tratava a 
via da regra democrática das maiorias como “tirania das 

27	 Santos, Boaventura de Sousa. O Brasil ainda pode evitar novo golpe. Outras 
Palavras. Março de 2016. Disponível em: https://outraspalavras.net/brasil/
boaventura-no-brasil-havera-tempo-contra-o-golpe/. Acesso em jan. 2018.
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maiorias”. O arremate deste ensaio, contrariando as regras 
metodológicas, traz a citação de Boaventura Santos assim 
como pontua ilações que não são da autora, mas de uma 
matéria publicada no jornal Le Monde Diplomatique Brasil, 
no editorial “O Le Monde Diplomatique esmiúça a crise 
no Brasil”, escrito por José Manoel Ferreira Gonçalves, em 
janeiro de 2018, adotadas pela autora, ao listar itens que re-
velam uma espécie de “tratamento anatômico” do processo.

As conclusões, em suma, são as seguintes:
1. O tempo inteiro, o foco do poder não estava na política, 

mas na economia, assim, o comando da sociedade restou 
vinculado ao complexo financeiro-empresarial de dimen-
sões globais e conformações específicas locais;

2. Os donos do poder não eram os políticos, estes seriam 
meros instrumentos;

3. O verdadeiro exercício do poder é invisível. O que se 
enxergava, na verdade, era apenas a construção planejada 
de uma narrativa fantasiosa com aparência de realidade 
para criar a sensação de participação consciente e cidadã dos 
que se informam pelos meios de comunicação tradicionais;

4. Os grandes meios de comunicação não mais se cons-
tituem em órgãos de “imprensa”, instituições autônomas 
cujo objeto é a notícia, independentes ou, eventualmente, 
cooptadas por interesses. Hoje, são grandes conglomerados 
econômicos que também compõem o complexo financeiro-
-empresarial que comanda o poder invisível e participam 
do exercício invisível do poder utilizando seus recursos de 
formação de consciência e opinião;

5. Esses agentes não apoiam partidos ou políticos es-
pecíficos. Sua tática é apoiar quem lhes convém e destruir 
quem lhes estorva, exercício comportamental que muda 
conforme a conjuntura, assim, o complexo financeiro-em-
presarial global pode apostar em qualquer um, ainda que 
seja um aventureiro qualquer da política e tudo faz parte de 
um jogo estratégico com cuidadosas análises das condições 
objetivas e subjetivas da conjuntura;
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6. A intenção desse complexo financeiro-empresarial é 
tornar as leis e a administração do país incondicionalmen-
te favoráveis às suas metas de maximização dos lucros. 
A pauta que impuseram ao Brasil abrangia a reforma da 
previdência social, o fim das leis trabalhistas protetivas, a 
manutenção do congelamento do orçamento primário, o 
corte nos investimentos públicos em direitos sociais, como 
educação e saúde, o pagamento do serviço da dívida, as 
privatizações, com o destaque para os ativos do petróleo, 
a redução ou isenção dos tributos para os mais ricos, entre 
outras medidas. Tudo devidamente aprovado pelo Con-
gresso a partir do ano de 2016.

Lutas inglórias teremos pela frente, muitos anos se passa-
rão até que se perceba o que de fato aconteceu no Brasil entre 
2014 e 2018 e os impactos desse período sobre os direitos, a 
democracia e a convivência humana neste país.
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Capítulo 8. El caso de la educación 
religiosa en las escuelas públicas 

brasileñas: ¿quién protege a las minorías 
contra el Supremo Tribunal Federal?  

Ana Maria D’Ávila Lopes*

Martonio Mont’Alverne Barreto Lima**

Introducción  

El presente trabajo tiene como objetivo demostrar la fra-
gilización del derecho a la libertad de creencia religiosa 
de los alumnos de escuelas públicas brasileñas frente a 
la decisión del Supremo Tribunal Federal, en la Acción 
Directa de Inconstitucionalidad n.° 4.439 (adi n.° 4.439) to-
mada el 27 de septiembre de 2017[1], en la cual se analizó la 

* 	 Máster y doctora en Derecho Constitucional por la Universidade Federal de 
Minas Gerais. Profesora titular del Programa de Posgrado en Derecho de la 
Universidade de Fortaleza. Becaria de Productividad en Investigación del cnpq.

** 	 Máster en Derecho por la Universidade Federal do Ceará y doctor en Derecho 
por la Universität Frankfurt am Main. Profesor titular del Programa de Pos-
grado en Derecho de la Universidade de Fortaleza. Procurador del Municipio 
de Fortaleza.

1	 El Estado brasileño adopta los dos modelos de control de constitucionalidad: 
el concentrado y el difuso. En el primer caso, el órgano competente para 
juzgar las cinco acciones directas de control concentrado (acción directa de 
inconstitucionalidad, acción declaratoria de constitucionalidad, acción directa 
de inconstitucionalidad por omisión, acción directa de inconstitucionalidad 
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constitucionalidad del artículo 33 de la Ley de Directrices 
y Bases de la Educación Nacional y del artículo 11, §1.º, 
del Acuerdo entre el Gobierno de la República Federativa 
do Brasil y la Santa Sede, que abrieron la posibilidad de 
enseñar una o más de una religión en las escuelas públi-
cas. Esa acción fue propuesta por la Procuradoria Geral 
da República, que entendió que esas normas violaban el 
derecho fundamental a la libertad religiosa y a la condición 
de Estado laico del Brasil.

A pesar de la evidente inconstitucionalidad de esas nor-
mas, el Supremo Tribunal Federal declaró la improcedencia 
de la acción, de modo que permitió que en las escuelas 
públicas brasileñas se pueda enseñar una o más de una 
religión, lo que no solo significa ignorar la diversidad re-
ligiosa del Brasil, sino que también contribuye a fortalecer 
la hegemonía de las actuales religiones mayoritarias en 
desmedro de las minoritarias, contrariando su papel de 
órgano contramayoritario defensor de las minorías.

Para desarrollar esa hipótesis, el presente trabajo se 
divide en tres partes. Así, en la primera se realizará una 
breve explicación sobre la religiosidad del ser humano, 
para, seguidamente, presentar una breve compilación de 
las principales normas internacionales y nacionales relativas 
a la libertad religiosa. En la segunda parte, el papel con-
tramayoritario del Supremo Tribunal Federal se abordará 

interventora y alegación de incumplimiento de precepto fundamental) es el 
Supremo Tribunal Federal que, al igual que en Estados Unidos, acumula las 
funciones de órgano superior del Poder Judicial y de Tribunal Constitucional. 
Por otro lado, conforme el artículo 103 de la Constitución Federal de 1988, 
apenas nueve personas o entidades están legitimadas para proponer esas 
5 acciones: presidente de la república; Mesa del Senado Federal; Mesa de 
la Cámara de los Diputados; Mesa de la Asamblea Legislativa o Cámara 
Legislativa del Distrito Federal; gobernador de estado o del Distrito Federal; 
procurador-general de la república; Consejo Federal del Orden de los Abogados 
de Brasil; partido político con representación en el Congreso Nacional; 
confederación sindical o entidad de clase de ámbito nacional (Brasil, 1988). 
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buscando demostrar su relevancia para el ejercicio demo-
crático. Finalmente, se analizará la adi n.o 4.439, incidiendo 
en los argumentos levantados por la Procuradoria Geral da 
República, que fue quien entró con la acción, así como en 
los votos del ministro Luis Roberto Barroso, favorable a la 
misma, y del ministro Lewandowski, que fue contrario a 
ella. Estos dos votos fueron escogidos porque reflejan clara 
y sintéticamente las dos posiciones en torno del asunto.

A partir de ese análisis, se espera demostrar que el Su-
premo Tribunal Federal incurrió en un grave error al decidir 
por la improcedencia de la acción, pues esa posición no solo 
fragiliza el derecho fundamental a la libertad de creencia de 
las minorías religiosas, sino también el principio de laicidad 
que sustenta el Estado brasileño desde 1891.

Se trata de un caso emblemático porque, aunque muy 
reciente, refleja el momento de especial incertidumbre que 
vive el Derecho brasileño, que, como consecuencia del 
activismo judicial y de la crisis política-institucional, viene 
sufriendo la flexibilización de algunos derechos y garantías 
fundamentales ya históricamente consolidados, incluso por 
obra del propio Supremo Tribunal Federal, cuya función 
debería ser la de salvaguardar la constitución y ejercer su 
papel contramayoritario en defensa de las minorías.

i. Breves apuntes del marco normativo de 
protección de la religiosidad humana  

Estudios muestran que, desde los tiempos más antiguos, 
los seres humanos han manifestado un fuerte sentimien-
to de religiosidad, revelado a partir de la forma como 
sepultaban a sus muertos. Así, en la Cueva Shanidar 
(Irak), fueron encontrados los restos de 10 neandertales 
de aproximadamente 60 mil años de antigüedad, que 
evidencian una clara conducta religiosa, en la medida 
en que los cuerpos no solo fueron sepultados en un local 
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protegido, sino que se hallaron restos de flores al lado 
de uno de ellos2.

La forma como los muertos son sepultados muestra una 
preocupación con la trascendencia del ser humano, con la 
“vida después de la vida”, conforme enseña Rivera Menén-
dez3, lo que no necesariamente está vinculado a la creencia 
de una deidad específica, según Durkheim4.

Ese sentimiento de religiosidad se encuentra presente, 
si no en la totalidad, sí en la gran mayoría de las culturas 
humanas y, como se dijo antes, desde los tiempos más anti-
guos, revelando ser un sentimiento que puede ser atribuido 
a la propia racionalidad humana, que no cesa en su busca 
por comprender los fenómenos que la rodean, incluyendo 
el significado de su propia existencia y su mortalidad5.

Durkheim6 explica que las religiones primitivas com-
prendían rituales colectivos, que se entrelazaban con la 
propia organización social, vinculando, de ese modo, lo 
religioso a lo político. Fue así como, con el pasar del tiem-
po, la religión, junto al Derecho y a la Moral, se transformó 
en un instrumento de control de la sociedad, hábilmente 
utilizado por los gobernantes para mantenerse en el poder, 
conforme lo muestra la estructura político-organizacional 
de la Edad Media.

2	 Dillehay, Tom D. “¿Dónde están los restos óseos humanos del período 
pleistoceno tardío? Problemas y perspectivas en la búsqueda de los primeros 
americanos”. Boletín de Arqueología pucp, vol. 1, 1997, pp. 55-63. Disponible 
en: http://revistas.pucp.edu.pe/index.php/boletindearqueologia/article/
view/1358/1311. Acceso en 20 may. 2018.

3	 Rivera, Ángel; Menéndez, Mario. Las conductas simbólicas en el paleolítico. Un 
intento de comprensión y análisis desde el estructuralismo funcional. Prehistoria 
y Arqueología, t. 4, 2001, pp. 11-42. Disponible en: http://e-spacio.uned.es/
fez/eserv/bibliuned:ETFSerieI-2011-7000/Documento.pdf. Acceso en 25 may. 
2018, p. 21.

4	 Durkheim, Émile. As formas elementares de vida religiosa. O sistema totêmico na 
Austrália. São Paulo: Martin Fontes, 2014.

5	 Sánchez Nogales, José Luis. Filosofía y fenomenología de la religión. Salamanca: 
Secretariado Trinitario, 2003.

6	 Durkheim, É. Op. cit.



339

Ese vínculo entre Estado e Iglesia comenzó a debilitarse 
apenas en el siglo xvi, con el surgimiento del protestantis-
mo, que cuestionó firmemente la asociación entre la Iglesia 
Católica y el poder absoluto de los monarcas europeos de 
esa época, provocando serios conflictos entre católicos y pro-
testantes. La paz llegó solamente con el Edicto de Nantes, 
firmado en 1598, que proclamó el derecho de toda persona 
de escoger libremente su religión; por tanto, no podía ser 
una imposición del Estado7.

Paralelamente a ese conflicto religioso, otros factores 
contribuyeron para la secularización del Estado, como el 
surgimiento del Humanismo que, al enaltecer el ser huma-
no, retiró la centralidad de Dios en la ciencia. De la época 
pueden ser registrados grandes pensadores como Hugo 
Grocio8, para quien el Derecho existiría aunque Dios no 
existiese, pues deriva de la recta razón de la naturaleza 
sociable del hombre.

La secularización del Estado, después de tantos siglos 
bajo el dominio de la Iglesia Católica, fue un largo proceso, 
que se consolidó con la Revolución Francesa de 1789[9], en 
cuyo principal documento, la Declaración de los Derechos 
del Hombre y del Ciudadano, se proclamó la libertad reli-
giosa en el artículo 10: “Nadie debe ser incomodado por sus 
opiniones, inclusive religiosas, a condición de que su mani-
festación no perturbe el orden público establecido por ley”10.

7	 Ribeiro, Douglas Carvalho. “Nascimento e queda do Leviatã: da congruencia 
entre Estado Moderno, Crise e Democracia”. Revista to caap, v. xix, n. 2, pp. 
85-102, 2013. Disponible en: https://www2.direito.ufmg.br/revistadocaap/
index.php/revista/article/view/365/346. Acceso en 25 may. 2018.

8	 Grocio, Hugo. Del derecho de la guerra y de la paz. Madrid: Reus, 1925.
9	 Machado, Jónatas E. M. Estado constitucional e neutralidade religiosa. Porto 

Alegre: Livraria do Advogado, 2013, p. 22.
10	 Francia. Declaração de Direitos do Homem e do Cidadão de 1789. Disponible en: 

http://www.direitoshumanos.usp.br/index.php/Documentos-anteriores-
%C3%A0-cria%C3%A7%C3%A3o-da-Sociedade-das-Na%C3%A7%C3%B5es-
at%C3%A9-1919/declaracao-de-direitos-do-homem-e-do-cidadao-1789.html. 
Acceso en 22 may. 2018.
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Después de ello, la protección a la libertad religiosa 
conquistó alcance internacional con la aprobación de la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos, el 10 de 
diciembre de 1948, por la Organización de las Naciones 
Unidas (onu). En ese documento se establece, en el artículo 
18, que “Toda persona tiene derecho a la libertad de pensa-
miento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la 
libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la 
libertad de manifestar su religión o su creencia, individual 
y colectivamente, tanto en público como en privado, por la 
educación, la práctica, el culto y la observancia”11.

La Declaración de 1948 ganó fuerza vinculante con la 
aprobación del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 
1966, que en su artículo 18 dispone:

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, 
de conciencia y de religión; este derecho incluye la libertad de 
tener o de adoptar la religión o las creencias de su elección, 
así como la libertad de manifestar su religión o sus creencias, 
individual o colectivamente, tanto en público como en priva-
do, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas 
y la enseñanza. 2. Nadie será objeto de medidas coercitivas 
que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la 
religión o las creencias de su elección. 3. La libertad de mani-
festar la propia religión o las propias creencias estará sujeta 
únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean 
necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la 
moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales 
de los demás. 4. Los Estados Partes en el presente Pacto se 

11	 Organización de las Naciones Unidas (onu). Declaración Universal de los 
Derechos Humanos, de 10 de diciembre de 1948. Disponible en: http://www.
un.org/es/universal-declaration-human-rights/. Acceso en 25 may. 2018.

	R ibeiro, Douglas Carvalho. “Nascimento e queda do Leviatã: da congruencia 
entre Estado Moderno, Crise e Democracia”. Revista to caap, v. xix, n. 2, pp. 
85-102, 2013. Disponible en: https://www2.direito.ufmg.br/revistadocaap/
index.php/revista/article/view/365/346. Acceso en 25 may. 2018.
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comprometen a respetar la libertad de los padres y, en su caso, 
de los tutores legales, para garantizar que los hijos reciban 
la educación religiosa y moral que esté de acuerdo con sus 
propias convicciones12.

En el ámbito del Sistema Interamericano de Derechos Hu-
manos, el derecho a la libertad religiosa está previsto en el 
artículo 12 de la Convención Americana de Derechos Huma-
nos de 1969:

Artículo 12. Libertad de Conciencia y de Religión. 1. Toda 
persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. 
Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus 
creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como 
la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, 
individual o colectivamente, tanto en público como en privado. 
2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan 
menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creen-
cias o de cambiar de religión o de creencias. 3. La libertad de 
manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta 
únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean 
necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la 
moral públicos o los derechos o libertades de los demás. 4. 
Los padres, y en su caso los tutores, tienen derecho a que sus 
hijos o pupilos reciban la educación religiosa y moral que esté 
de acuerdo con sus propias convicciones13.

De la lectura de esos documentos puede observarse cómo 
la protección de la libertad religiosa fue siendo ampliada. 
Así, originariamente, apenas incluía la libertad de credo, y 
posteriormente fueron incorporadas otras manifestaciones, 

12	 Organización de las Naciones Unidas. Pacto de Derechos Civiles y Políticos, del 
7 al 22 de noviembre de 1966. Disponible en: http://www.ohchr.org/SP/
ProfessionalInterest/Pages/CCPR.aspx. Acceso en 25 may. 2018.

13	 Organización de los Estados Americanos. Convención Americana de 
Derechos Humanos, de 1969. Disponible en: https://www.oas.org/dil/esp/
tratados_b-32_convencion_americana_sobre_derechos_humanos.htm. Acceso 
en 25 may. 2018.
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como la libertad de culto y la libertad de escoger la educa-
ción religiosa.

En Brasil, la Constitución Federal de 1988[14] reserva 
varias normas para la protección de la libertad religiosa, in-
cluyendo la mención a la protección de Dios en el Preámbulo 
(“sob a proteção de Deus”), que, aunque no posee fuerza 
normativa, puede ser utilizado como parámetro herme-
néutico. Entre las normas constitucionales, puede citarse 
el artículo 5.º, vi, en el cual se salvaguarda la libertad de 
credo y de culto (“é inviolável a liberdade de consciência 
e de crença, sendo assegurado o livre exercício dos cultos 
religiosos e garantida, na forma da lei, a proteção aos locais 
de culto e a suas liturgias”); el artículo 5.º, vii, que dispone 
sobre la asistencia religiosa (“é assegurada, nos termos da 
lei, a prestação de assistência religiosa nas entidades civis 
e militares de internação coletiva”); el artículo 5.º, viii, que 
establece la objeción de consciencia religiosa (“ninguém 
será privado de direitos por motivo de crença religiosa ou 
de convicção filosófica ou política, salvo se as invocar para 
eximir-se de obrigação legal a todos imposta e recusar-se 
a cumprir prestação alternativa, fixada em lei”); el artículo 
210, §1.º, que trata sobre la educación religiosa (“o ensino 
religioso, de matrícula facultativa, constituirá disciplina dos 
horários normais das escolas públicas de ensino fundamen-
tal”); el artículo 226, §2.º, que regula el casamiento religioso 
(“O casamento religioso tem efeito civil, nos termos da lei”). 
Aparte, hay otras normas que protegen indirectamente la 
libertad religiosa: el artículo 5.º, xvii, relativo a la organiza-
ción religiosa (“a criação de associações e, na forma da lei, a 
de cooperativas independem de autorização, sendo vedada 
a interferência estatal em seu funcionamento”) y el artículo 

14	 Brasil. Constituição da República Federativa do Brasil, de 5 de octubre de 
1988. Disponible en: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Constituicao/
Constituicao.htm. Acceso en 24 may. 2018.
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215, §2.°, que se refiere a la previsión de fechas conmemo-
rativas (“A lei disporá sobre a fixação de datas comemorativas de 
alta significação para os diferentes segmentos étnicos nacionais”).

Infraconstitucionalmente, la libertad religiosa está pre-
vista en leyes como el Estatuto del Niño y del Adolescente 
de 1989[15], donde se garantiza la libertad de credo y de 
culto (artículo 16, iii) y la asistencia religiosa en locales de 
internación colectiva (artículo 94, xii).

Esas normas muestran la existencia de un marco nor-
mativo muy amplio de protección de la libertad religiosa 
en Brasil, que no se inició con la Constitución Federal de 
1988, sino que, desde la primera constitución brasileña, 
jurada en 1824, ese derecho estuvo presente, aunque valga 
reconocer que apenas con relación a la libertad de credo, 
ya que la libertad de culto fue reservada tan solamente 
para la Iglesia Católica, considerada la religión oficial del 
Imperio brasileño, conforme a lo dispuesto en el artículo 5: 
“A Religião Catholica Apostolica Romana continuará a ser a 
Religião do Imperio. Todas as outras Religiões serão permi-
tidas com seu culto domestico, ou particular em casas para 
isso destinadas, sem fórma alguma exterior do Templo”16.

Esa restricción religiosa permaneció hasta la promul-
gación de la segunda constitución en 1891, en la cual se 
optó por la secularización del Estado, acompañando la 
tendencia mundial de la época, y que hoy, por lo menos 
constitucionalmente, se mantiene y ha permitido que se dé 
un verdadero pluralismo religioso, “um verdadeiro mosaico 
religioso, com múltiplas minorias religiosas de tamanhos 

15	 Brasil. Lei n° 8.069, 13 de julho de 1990. Estatuto da Criança e do Adolescente. 
Disponible en: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Leis/L8069.htm. 
Acceso en 24 may. 2018.

16	 Brasil. Constituição Política do Império do Brazil, de 25 de março de 1824. 
Disponible en: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/constituicao/
constituicao24.htm?TSPD_101_R0=c4c683df65c484abad2bb98851d3999dvb
10000000000000000a0602dbdffff00000000000000000000000000005b19bb8800
e847561d. Acceso en 24 may. 2018.
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variados. Há no país desde adeptos de religiões nativas, 
como os praticantes de tradições indígenas; de religiões (e 
suas adaptações) que datam do período colonial, como can-
domblé e umbanda: de religiões originárias da América do 
Norte, como a Igreja de Jesus Cristo dos Santos dos Últimos 
Dias; até religiões advindas de regiões distantes, como o 
hinduísmo, o islamismo, e o budismo; além do judaísmo”17.

Resultados del censo demográfico más reciente, que 
corresponde a 2010[18], muestran que la hegemonía de la 
Iglesia Católica está decreciendo significativamente. Así, si 
en 1872, 99,72 % personas profesaban la religión católica, 
en 2010 ese número cayó a 64,63 %; se observa, en contra-
posición, un fuerte crecimiento de las iglesias protestantes 
(pentecostales y no pentecostales). Así, en 1980 eran el 6,6 % 
de la población y en 2010 aumentaron a 22,2 %. Simone Bohn 
afirma que ese fenómeno no es exclusivo del Brasil, sino 
que puede ser observado en otros países de Latinoamérica19. 
El censo muestra también que el número de personas que 
no profesan ninguna religión aumentó de 1,6 % en 1980 a 
8,4 % en 2010.

Esos datos revelan dos aspectos relevantes para el tema 
del presente trabajo: a) Si bien el número de fieles de la 
Iglesia Católica en Brasil ha bajado considerablemente los 
últimos años, no es porque la personas están dejando de 
ser religiosas, sino porque están cambiando de religión, ya 
que apenas 8,4 % declararon no profesar ninguna religión; 
b) Aparte de católicos y protestantes, hay en Brasil 4,77 % 

17	 Bohn, Simone. Proteção às minorias religiosas. In: Jubilut, Liliana Lyra; Bahia, 
Alexandre Gustavo Melo Franco; Magalhães, José Luiz Quadros de (orgs.). 
Direito à diferença, v. iii: Aspectos teóricos e conceituais da proteção às minorias e 
aos grupos vulneráveis. São Paulo: Saraiva, 2013, pp. 13-35, p. 17.

18	 Instituto Brasileiro de Geografia e Estatística (ibge). Censo Nacional de 2010. 
Disponible en: https://censo2010.ibge.gov.br/resultados.html. Acceso en 29 
may. 2018.

19	 Bohn, Simone. Op. cit., pp. 15-16.
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de personas que adoptan otras religiones, lo cual constituye 
verdaderas minorías religiosas.

En ese contexto, en el cual contamos con una Constitu-
ción que establece un Estado laico donde se garantiza la 
libertad de creencia y de culto de las diversas religiones 
existentes en el país, se podría esperar que en las escuelas 
públicas brasileñas no se adoptase la enseñanza de una o 
de más de una determinada religión. Sin embargo, no es 
lo que ha sucedido.

En los últimos 20 años, dos alteraciones del ordenamien-
to jurídico brasileño han abierto la posibilidad de que se 
pueda enseñar en las escuelas públicas una determinada 
religión, incluso por el representante de una determinada 
iglesia, lo que constituye una clara afrenta a la libertad de 
creencia y al principio de laicidad del Estado, conforme fue 
discutido en la Acción Directa de Inconstitucionalidad n.o 
4.439, que se expone seguidamente.

ii. La acción directa de inconstitucionalidad n.º 4.439  

La Acción Directa de Inconstitucionalidad n.o 4.439 (adi n.o 
4.439)20 fue propuesta el 30 de julio de 2010, en el Supremo 
Tribunal Federal (stf)21, por la Procuradoria Geral da Re-
pública (Procuradoria), contra el artículo 33 de la Ley de 
Directrices y Bases de la Educación Nacional (reformada 
por la Ley n.º 9.475, de 22 de julio de 1997), que establece:

20	 Brasil–Supremo Tribunal Federal. Ação Direta de Inconstitucionalidade n.o 4.439 
(adi n.o 4.439), 2010. Disponible en: http://www.stf.jus.br/portal/geral/
verPdfPaginado.asp?id=635016&tipo=TP&descricao=ADI%2F4439. Acceso 
en 25 may. 2018.

21	 El Supremo Tribunal Federal está compuesto por 11 ministros escogidos por 
el presidente de la república, con la aprobación del Senado Federal, entre 
ciudadanos mayores de 35 años y menores de 60 años, de notable saber jurídico 
y reputación incuestionable (artículo 101 de la Constitución Federal de 1988). 
El cargo es vitalicio.
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O ensino religioso, de matrícula facultativa, é parte integrante 
da formação básica do cidadão e constitui disciplina dos ho-
rários normais das escolas públicas de ensino fundamental, 
assegurado o respeito à diversidade cultural religiosa do 
Brasil, vedadas quaisquer formas de proselitismo. § 1º Os 
sistemas de ensino regulamentarão os procedimentos para a 
definição dos conteúdos do ensino religioso e estabelecerão 
as normas para a habilitação e admissão dos professores; § 
2º Os sistemas de ensino ouvirão entidade civil, constituída 
pelas diferentes denominações religiosas, para a definição dos 
conteúdos do ensino religioso22.

La adi n.o 4.439 también cuestionó la constitucionalidad 
del artículo 11, §1.º, del “Acuerdo entre el Gobierno de la 
República Federativa do Brasil y la Santa Sede” (Estatuto 
Jurídico de la Iglesia Católica en Brasil), firmado el 13 de 
noviembre de 2008 y promulgado por medio del Decreto 
n.o 7.107 del 11 de febrero de 2010[23], que establece:

A República Federativa do Brasil, em observância ao direito de 
liberdade religiosa, da diversidade cultural e da pluralidade 
confessional do País, respeita a importância do ensino religioso 
em vista da formação integral da pessoa. § 1º O ensino reli-
gioso, católico e de outras confissões religiosas, de matrícula 
facultativa, constitui disciplina dos horários normais das es-
colas públicas de ensino fundamental, assegurado o respeito 
à diversidade cultural religiosa do Brasil, em conformidade 
com a Constituição e as outras leis vigentes, sem qualquer 
forma de discriminação.

22	 Brasil. Lei n.o 9.394, de 20 de diciembre de 1996. Estabelece as diretrizes e bases 
da educação nacional Disponible en: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/
leis/L9394.htm. Acceso en 27 may. 2018.

23	 Brasil. Decreto n.o 7.107, de 11 de febrero de 2010. Promulga o Acordo entre o 
Governo da República Federativa do Brasil e a Santa Sé relativo ao Estatuto 
Jurídico da Igreja Católica no Brasil, firmado na Cidade do Vaticano, em 
13 de novembro de 2008. Disponible en: http://www.planalto.gov.br/
ccivil_03/_ato2007-2010/2010/decreto/d7107.htm. Acceso en 27 may. 2018.
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La sentencia del stf fue dictada el 27 de septiembre de 
2017; el ministro Luis Roberto Barroso fue el relator de la 
acción. Debido a la relevancia social del tema abordado, el 
stf convocó una audiencia pública el 15 de junio de 2015[24], 
en la que participaron representantes de varias religiones; 
se admitió, por lo tanto, también la participación de varias 
personas y entidades como amicus curiae.

La votación de los 11 ministros que componen el stf 
fue la siguiente: a) votos por la procedencia de la acción: 
Luís Roberto Barroso, Rosa Weber, Luiz Fux, Celso de 
Mello, Marco Aurélio; b) votos por la improcedencia de 
la acción: Alexandre Moraes, Edson Fachin, Dias Toffolli, 
Ricardo Lewandowski, Gilmar Mendes. La presidenta del 
stf, ministra Carmen Lúcia, votó al final desempatando la 
decisión, que dio como resultado seis votos a favor de la 
improcedencia de la acción y cinco a favor de ella.

La acción fue propuesta por la Procuradoria que consi-
deró que si bien había espacio para la educación religiosa 
en Brasil, ya que hay una norma constitucional que así 
expresamente lo permite (artículo 210, §1.º), esta no puede 
tener naturaleza confesional, interconfesional o ecuménica, 
debiendo ser neutral, en virtud de la naturaleza laica del Es-
tado brasileño25, conforme a lo dispuesto en el artículo 19, I:

É vedado à União, aos Estados, ao Distrito Federal e aos Muni-
cípios: I–estabelecer cultos religiosos ou igrejas, subvencioná-
los, embaraçar-lhes o funcionamento ou manter com eles ou 
seus representantes relações de dependência ou aliança, ressal-
vada, na forma da lei, a colaboração de interesse público; [...]26.

24	 En la audiencia pública, 23 de los 31 participantes defendieron la procedencia 
de la acción. De los 12 participantes de carácter religioso, 8 fueron a favor de 
la acción.

25	 El Estado brasileño es considerado laico desde la Constitución de 1891.
26	 Brasil. Constituição da República Federativa do Brasil, cit. 
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Por lo tanto, según la Procuradoria, el contenido de la 
asignatura impartida en las escuelas públicas brasileñas 
debe ser una “exposição das doutrinas, práticas e histórias 
das diferentes religiões, bem como de posições ateias e ag-
nósticas, sem tomada de partido por parte dos educadores, 
os quais devem ser professores regulares da rede pública 
de ensino, não podendo ser pessoas vinculadas à qualquer 
confissão religiosa”27.

La propuesta de la Procuradoria referente al contenido 
de la asignatura de religión coincide con lo que en Brasil se 
venía haciendo antes de la reforma legislativa y que tenía el 
mérito de contribuir para, aparte de impartir conocimientos 
básicos sobre diversas religiones, ayudar a combatir los 
prejuicios contra varias de ellas, creando un ambiente de 
tolerancia y de respeto.

Esa fue también la posición adoptada por el relator de la 
acción, ministro Luis Roberto Barroso28, quien se pronunció a 
favor de la inconstitucionalidad de las normas debido, princi-
palmente, a la violación del principio de laicidad del Estado.

Antes de analizar ese principio, explicitó que la enseñan-
za religiosa podía ser confesional (una o más religiones), 
interconfesional (valores comunes de determinadas religio-
nes), y no confesional (prácticas, historia y dimensiones de 
diferentes religiones, incluyendo posiciones no religiosas); 
solo la enseñanza no confesional es compatible con un 
Estado laico.

Reconoció el ministro Barroso que el sentimiento reli-
gioso ha acompañado la evolución de la humanidad desde 
el inicio de su historia, ocupando un espacio de grande 

27	 Brasil. Decreto n.o 7.107, cit.
28	 Brasil–Supremo Tribunal Federal. Ação Direta de Inconstitucionalidade n.o 

4.439. Voto del ministro relator Luis Roberto Barroso, 2017. Disponible en: 
https://d2f17dr7ourrh3.cloudfront.net/wp-content/uploads/2017/08/
VALEESTEADI-4439-2-Ensino-religioso-Voto-30-ago2017-VF-22.pdf. Acceso 
en 25 may. 2018.
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relevancia en la organización ético-política de las socieda-
des, lo que comenzó a cambiar solamente con la Reforma 
Protestante, cuando la religión perdió su centralidad, para 
dar lugar a la secularización del Estado.

A pesar de que hoy la religión ha perdido ese dominio 
ético-político, por lo menos en la mayoría de los países del 
mundo, no hay cómo negar, según el ministro Barroso, 
que el sentimiento religioso está aún fuertemente presente 
en los seres humanos. Así, el ministro refiere que 84 % de 
la población mundial profesa alguna religión. En Brasil, 
el porcentaje es aún mayor: 92 %. Esos datos demuestran 
que el secularismo no implica un desprecio a la religión o 
a la religiosidad.

De ello se desprenden dos importantes constataciones: 
a) la religión, en pleno siglo xxi, continúa siendo una impor-
tante elección existencial de los individuos; b) el mundo se 
caracteriza por su pluralismo religioso (hay más de 4 mil 
religiones). Frente a esas constataciones, el papel de un Es-
tado debe ser: a) asegurar la libertad religiosa; b) conservar 
una posición de neutralidad.

Es ese, justamente, el desafío del Estado brasileño: com-
patibilizar el artículo 5.º, vi (libertad religiosa) con el artículo 
210, §1.º (educación religiosa en las escuelas públicas), sin 
contrariar su condición de Estado laico.

La laicidad de un Estado, para el ministro Barroso, 
constituye pieza clave para el respeto y la protección de 
su diversidad religiosa, que debe ser analizada a partir de 
tres dimensiones:

a) Separación formal entre Estado e Iglesia: se concretiza 
en tres tipos de prohibiciones: i. Institucional, prohibición de 
vínculos políticos entre Estado e Iglesia; ii. Personal, prohi-
bición de la contratación de representantes religiosos –en 
cuanto tales– como agentes públicos; iii. Simbólica: prohi-
bición del uso de símbolos religiosos en espacios públicos;

b) Neutralidad estatal en materia religiosa: un Estado 
laico no puede favorecer ni discriminar determinada 
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o determinadas religiones. En Brasil, hay más de 140 
religiones, y todas deben ser igualmente respetadas y 
protegidas;

c) Garantía del derecho fundamental a la libertad religio-
sa: el Estado debe garantizar un ambiente de tolerancia y de 
respeto mutuo entre los adeptos de las diferentes posiciones 
religiosas (incluyendo ateos y agnósticos).

Esas tres dimensiones muestran que la enseñanza con-
fesional y la interconfesional contrarían el principio de lai-
cidad del Estado, pues para impartir ese tipo de educación 
se debe, por ejemplo, contratar profesores de determinadas 
religiones (violación de la separación formal entre Estado 
e Iglesia), escoger una o más de una religión para el con-
tenido de la asignatura (violación de la neutralidad del 
Estado) y aceptar separar algunos alumnos del resto del 
grupo durante las clases de religión si esta no coincide con 
la religión o posición religiosa de esos alumnos (violación 
de la libertad religiosa).

El ministro Barroso levantó también otros puntos, como 
el hecho de que el artículo 33 de la Ley de Directrices y Bases 
de la Educación Nacional deja en manos de los municipios 
la regulación del contenido de la asignatura, sin establecer 
ningún parámetro nacional, abriendo la posibilidad de 
que, en cada uno de los más de cinco mil municipios exis-
tentes en Brasil, se enseñe algo diferente. El ministro llamó 
también la atención sobre los costos de la contratación de 
profesores especializados en religión, dando como ejemplo 
los gastos realizados en el municipio de Río de Janeiro en 
2004 (dieciséis millones de reales o aproximadamente cinco 
millones de dólares, al cambio de la época).

Por último, afirmó que, en el caso de que las normas en 
discusión fuesen consideradas constitucionales, se debería 
asegurar la matrícula facultativa de la asignatura religión 
(como está previsto en la Constitución) y que los alumnos 
que no quisiesen cursarla deberían contar con una alter-
nativa pedagógica adecuada de modo de completar igual 
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carga horaria que los otros alumnos. De cualquier forma, la 
educación religiosa debería ser impartida en una asignatura 
claramente identificada como tal y no como un contenido 
transversal, como también fue propuesto.

Contra esa posición, el ministro Ricardo Lewandowski29 
emitió su voto alegando que, conforme está previsto en la 
norma constitucional (artículo 210, §1.º), la matrícula de la 
asignatura de religión fue facultativa siempre y que, por lo 
tanto, no cabía afirmar la violación a la libertad religiosa, ya 
que nadie estuvo obligado nunca a cursar esa asignatura.

Afirmó también que, en un Estado laico, democracia y 
religión no son incompatibles si se promueve la tolerancia 
y se respeta la igualdad y la libertad religiosa de las mino-
rías. Un Estado laico no es un Estado en que la religión es 
ignorada; ejemplo de ello es la propia Constitución Fede-
ral de 1988 que contiene, aparte del Preámbulo, diversas 
normas de protección a la libertad religiosa, por ejemplo: 
la libertad de credo y de culto (artículo 5.º, vi), asistencia 
religiosa (artículo 5.º, vii), objeción de consciencia (artículo 
5.º, vii), prohibición al Estado de establecer cultos religiosos 
(artículo 19, i), exención del servicio militar obligatorio para 
eclesiásticos (artículo 140, §1.º), inmunidad tributaria para 
templos (artículo 150, vi, “b”), educación religiosa (artículo 
210, §1.°), casamiento religioso (artículo 226, §2.º) y recursos 
públicos destinados a escuelas confesionales (artículo 213).

Con relación específicamente a la educación religiosa, 
la previsión constitucional sobre ese tipo de educación 
se remonta a la Constitución de 1934, es decir, según el 
ministro Lewandowski, no es una novedad en el Estado 
brasileño, pues la expresión “ensino religioso” que consta 
en el artículo 210, §1.º, de la actual Constitución solo puede 

29	 Brasil–Supremo Tribunal Federal. Ação Direta de Inconstitucionalidade n.o 4.439. 
Voto del ministro Ricardo Lewandowski, 2017. Disponible en: http://www.
stf.jus.br/arquivo/cms/noticiaNoticiaStf/anexo/ADI4439mRL.pdf. Acceso 
en 25 may. 2018.
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referirse a una educación confesional, ya que en esa misma 
norma está prevista la matrícula facultativa. El hecho de 
que la matrícula de la asignatura religión sea facultativa 
prueba justamente que el contenido puede ser confesional.

Hay que reconocer, continúa el ministro Lewandowski, 
que la laicidad del Estado no es estática, sino dinámica e 
histórica, y que se debe aceptar que, en un país como Brasil 
donde hay más de 140 religiones, es imposible exigir que 
una escuela imparta clases sobre todas ellas. Siendo así, lo 
que se puede exigir del Estado es que sea neutral, es de-
cir, que no imponga una o más de una religión. Es de esa 
manera como la Corte Europea de Derechos Humanos se 
pronunció en diferentes ocasiones, por ejemplo en Folgero 
y otros v. Noruega30, donde determinó que la educación 
religiosa debía ser facultativa, lo cual fue reafirmado en 
Hasan y Eylem Zengin v. Turquia31. Ya en Mansur Yalçin y 
otros v. Turquia32, la Corte Europea afirmó que la educación 
de una única religión no ofende ni la igualdad ni la libertad 
religiosa, siempre que la matrícula sea facultativa.

Concluyó el ministro Lewandowski que “[...] não cabe a 
estes estabelecimentos de ensino negar à comunidade o di-
reito de contar com instrução confessional de seu interesse, 
quando mais não seja por respeito à liberdade de aprender 
e de ensinar a religião num País que, conquanto laico, não 
deixa de ser plural e tolerante para com as todas as crenças e 
respectivas manifestações [...]”. La enseñanza confesional o 

30	 Corte edh–Corte Europea de Derechos Humanos. Folgero y otros v. Noruega, 
de 2002. Disponible en: https://madalen.files.wordpress.com/2008/03/
caso-folegro-v-noruega.pdf. Acceso en 29 may. 2018.

31	 Corte edh–Corte Europea de Derechos Humanos. Hasan y Eylem Zengin 
v. Turquía, de 2004. Disponible en: https://madalen.files.wordpress.
com/2008/03/tribunal_europeo_de_derechos_humanos_hasan_y_zengin_
turquc3ada.pdf. Acceso en 29 may. 2018.

32	 Corte edh–Corte Europea de Derechos Humanos. Mansur Yalçin 
y otros v. Turquia, 2014. Disponible en: https://hudoc.echr.coe.int/
eng#{“itemid”:[“001-146381”. Acceso en 29 may. 2018.
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interconfesional en las escuelas públicas no solo cuenta con 
respaldo constitucional, sino que también colabora para la 
construcción de una cultura de paz y tolerancia, así como 
para un ambiente de respeto democrático.

El voto del ministro Lewandowski fue acompañado 
por otros cuatro ministros e incluso por la presidenta del 
Supremo, ministra Carmen Lúcia, con lo cual alcanzó la 
mayoría necesaria para que la adi n.o 4.439 fuese declarada 
improcedente.

Se trata, sin duda, de una decisión controvertida, pues, a 
pesar de estar formalmente apegada al texto constitucional, 
muestra que el stf, en lugar de optar por una interpretación 
favorable a las minorías religiosas y a la consolidación 
de la laicidad estatal, escogió aquella en que los alumnos 
pertenecientes a minorías religiosas (incluyendo ateos y 
agnósticos) podrán tener afectado no solo su derecho a la 
libertad de creencia, sino también el de educación, al tener 
que retirarse de una clase donde se enseñe una religión que 
no sea la de ellos y, más aún, impartida por un profesor 
miembro de una determinada iglesia, pues, la mayoría de 
las veces, la escuela pública no tendrá condiciones de ofrecer 
una alternativa pedagógica adecuada para compensar el 
horario perdido. Al decidir de esa forma, el stf se aproximó a 
lo que Bolzan de Morais, Copetti y Valle Brum 33, inspirados 
en el pensamiento de Otto Bachoff 34, llaman de institución 
constitucional inconstitucional, es decir, una institución 
prevista constitucionalmente cuya actuación es una afrenta 
a la propia constitución, sobre todo en este caso en que, 
inclusive, contrarió su papel de tribunal contramayoritario.

33	 Bolzan de Morais, José Luis; Copetti, Alfredo; Valle Brum, Guilherme. 
repe&c e Garantismo Jurídico. Emporio do Direito. Disponible en: http://
emporiododireito.com.br/backup/?tag=supremo-tribunal-federal. Acceso 
en 29 may. 2018.

34	 Bachof, Otto. Normas Constitucionais Inconstitucionais? Trad. José Manuel M. 
Cardoso da Costa. Coimbra: Livraria Almedina, 1994.
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La teoría del papel contramayoritario de los tribunales 
constitucionales surgió como consecuencia del reconoci-
miento de que mayoría no es sinónimo de democracia, es-
pecialmente si se recuerda la serie de atrocidades cometidas 
contra los derechos humanos que a lo largo de la historia 
han sido perpetradas con el auxilio de leyes elaboradas por 
los “representantes elegidos por la mayoría del pueblo”. Las 
mayorías pueden ser mucho más avasalladoramente crueles 
contra las minorías cuando el Derecho y las instituciones 
políticas están bajo su incondicional servicio.

Por ello, Canotilho alerta sobre la necesidad de tener 
siempre presente que “O direito da maioria é sempre um 
direito em concorrência com o direito das minorias”35, de 
manera que recae en los tribunales constitucionales –cuya 
imparcialidad política debe caracterizarlos– la obligación de 
contrarrestar cualquier distorsión o exceso cometido por los 
legisladores en detrimento de los derechos de las minorías. 
Es un papel que, sin lugar a dudas, es susceptible de pro-
vocar una delicada tensión entre los poderes constituidos; 
por lo tanto, exige de los tribunales una fundamentación 
suficientemente capaz de justificar la declaración incons-
titucional de una ley a pesar de expresar la voluntad de la 
mayoría, conforme lo expone Habermas36.

Esa es una responsabilidad que todo tribunal constitu-
cional debe enfrentar en nombre de la democracia y del 
respeto a los derechos fundamentales de todas las personas, 
ya que, conforme afirma Novais37:

35	 Canotilho, J. J. Gomes. Direito Constitucional e Teoria da Constituição. Coimbra: 
Almedina, 1999, p. 316.

36	 Habermas, Jürgen. Direito e Democracia: entre Facticidade e Validade, vol. 1. 
Tradução de Flávio Beno Siebeneichler. Rio de Janeiro: Tempo Brasileiro, 2003, 
p. 299.

37	 Novais, Jorge Reis. Direitos Fundamentais: Trunfos contra a maioria. Coimbra: 
Editora Coimbra, 2006, p. 20.
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[...] se se priva parte da população de direitos, se não se lhe 
reconhece igual consideração no processo de deliberação, se se 
inibe ou não se assegura a sua igual presença na governação, se 
se diminui o seu estatuto e não se garante a todos uma esfera 
de igual liberdade de escolha com efectividade e autonomia, 
a vida democrática não é livre nem igualitária e, logo, o poder 
não é democrático.

Conclusión  

La educación religiosa en las escuelas públicas brasileñas 
está expresamente prevista en la Constitución Federal de 
1988 (artículo 210, §1.º). En esa norma también se establece 
que la matrícula de la asignatura de religión es facultativa, 
en respeto al derecho fundamental de la libertad religiosa 
y a la condición de Estado laico del Brasil.

Desde la promulgación de la Constitución, el contenido 
de la asignatura de religión se refería a las doctrinas, prác-
ticas e historias de las diferentes religiones, así como a po-
siciones ateas y agnósticas, sin privilegiar ninguna de ellas.

Esa situación comenzó a cambiar a partir de dos altera-
ciones relevantes de la legislación brasileña. La primera fue 
la reforma del artículo 33 de la Ley de Directrices y Bases de 
la Educación Nacional, en 1997, que pasó a autorizar a los 
sistemas de educación municipal para, después de escuchar 
a la sociedad civil, establecer el contenido de esa asignatura, 
de modo que puede ser una o más de una religión. La se-
gunda fue la celebración de un acuerdo entre el Gobierno de 
la República Federativa do Brasil y la Santa Sede (Estatuto 
Jurídico de la Iglesia Católica en Brasil), firmado en 2008 y 
ratificado en 2010, que permitió la enseñanza de la religión 
católica u otra religiones en las escuelas públicas.

Esas dos normas fueron objeto de la Acción Directa 
de Inconstitucionalidad n.o 4.439, propuesta en 2010 por 
la Procuradoria Geral da República, para que fueran 
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consideradas violadoras del derecho fundamental a la 
libertad religiosa y al principio de laicidad del Estado. 
En septiembre de 2017, el Supremo Tribunal Federal de-
terminó la improcedencia de la acción, porque consideró 
que esas dos normas no eran contrarias a la Constitución, 
y confirmó así la posibilidad de que en las escuelas pú-
blicas brasileñas se pueda enseñar una asignatura con el 
contenido de una o más de una religión.

Si bien la matrícula de esa asignatura continúa siendo 
facultativa, conforme está previsto en la Constitución, la 
posibilidad de que en las escuelas públicas se enseñe una 
determinada religión levanta una serie de cuestionamien-
tos, como el del favorecimiento estatal a ciertas religiones 
(violando el principio de laicidad del Estado), el fortaleci-
miento de la hegemonía de las que hoy son mayoritarias y el 
tratamiento diferenciado de los alumnos según su religión, 
ya que algunos se verán obligados a salir de la clase por 
no profesar la religión escogida para ser el contenido de la 
asignatura.

Es una situación extremamente delicada porque en-
vuelve tres puntos críticos: a) la religiosidad humana, ínti-
mamente ligada al sentido de la propia existencia de gran 
parte de las personas; b) los derechos de los niños que, como 
personas en situación de vulnerabilidad, deben recibir una 
especial protección por parte del Estado y de la sociedad; 
c) la protección a las minorías religiosas que, frente a las 
injusticias legislativas, dependen del papel contramayori-
tario de los tribunales constitucionales para defenderlas.

Con base en ese análisis, se concluye que el Supremo 
Tribunal Federal, en lugar de ejercer su papel contramayori-
tario y de fomentar la creación de espacios de tolerancia y 
de no discriminación, tal vez ha contribuido para que las 
minorías religiosas en Brasil pasen a tener su derecho a la 
libertad religiosa fragilizado, lo cual confirma la situación 
de crisis jurídico-política en la que el país está inmerso y 
que el presente trabajo ha buscado demostrar.
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Capítulo 9. Independência e 
accountability judiciárias  

José Duarte Neto*

Introdução  

Conta a lenda –transmitida à posterioridade pelo poema “O 
Moleiro de Sans Souci” (Le Meunier de Sans-Souci) de François 
Andrieux (1759-1833)– que o rei prussiano Friedrich ii cons-
truía seu palacete de verão em Potsdam. Nas proximidades 
existia um moinho. Desejando ampliar sua construção, ou 
incomodado pelo barulho das pás ao vento, o monarca se 
propôs a adquirir o terreno e a moenda. Deparou-se, con-
tudo, com a resistência do moleiro que lhe retrucou o valor 
sentimental de ter sido o mesmo solo onde morreu seu pai 
e onde nasceria seu filho. Contrariado, Friedrich ii insistiu 
com a ameaça de que a oferta era vantajosa, pois, sendo mo-
narca não havia empecilho para obtê-lo à força. À ameaça, 

*	 Doutor em Direito Constitucional pela Universidade de São Paulo. Mestre em 
Direito Constitucional pela Pontifícia Universidade Católica de São Paulo. Pro-
fessor assistente Doutor de Direito Constitucional da Faculdade de Ciências 
Humanas e Sociais (fchs)–unesp–Câmpus de Franca. Professor do Programa 
de Pós-Graduação Stricto Sensu da unesp–Câmpus de Franca. Chefe do De-
partamento de Direito Público da fchs- unesp–Câmpus de Franca (mandatos 
2013/2014 e 2015/2016). Coordenador do Programa de Pós-Graduação em 
Direito. Juiz de Direito no Estado de São Paulo. Brasil.
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o moleiro respondeu que isso seria verdadeiro, desde que 
não existissem juízes em Berlin (Oui, si nous n’avions pas des 
juges à Berlin). Ainda hoje, e há pouco restaurado, pode ser 
visto um velho moinho nos jardins de Potsdam.

O lendário episódio sublinha um dos conceitos para o 
qual a Teoria Constitucional dispensa um respeito sagrado: 
a independência judicial. A importância não é só teórica, 
mas normativa e institucional. Não é por outro motivo 
que a Declaração Universal dos Direitos Humanos dispõe 
em seu artigo 10º que toda pessoa tem o direito igual de 
ver sua causa julgada de forma equitativa por um tribunal 
independente e imparcial, adjetivos que são ulteriormente 
retomados pelo Pacto Internacional referente aos Direitos 
Civis e Políticos (art. 14 – 1). Resoluções da Organização 
das Nações Unidas e outros documentos internacionais 
dedicam a mesma atenção à temática. O 7.º Congresso 
das Nações Unidas para prevenção do delito e tratamento 
do delinquente, realizado em Milão em 1985, estabeleceu 
uma série de diretrizes e recomendações para os Estados 
membros e que foram confirmadas pelas Resoluções 40/32 
e 40/146 da Assembleia Geral. Ambas editadas em 1985, 
estabelecem princípios básicos a serem adotados pela le-
gislação e pela Constituição dos Estados soberanos como 
forma de garantir e estabelecer a independência judiciária.

A importância do conceito lhe confere um papel central 
no Constitucionalismo ocidental. Remanescem, contudo, 
em aberto as mais diferentes questões. Ainda que a De-
claração Universal de Direitos Humanos se encarregue de 
atribuir-lhe a qualidade de um Direito Humano, não lhe 
precisa o significado. Várias pesquisas falham em explicitar-
-lhe um sentido ou o fundamento para ser um valor funda-
mental. Não são raras discussões fundirem indevidamente 
a independência judicial com outros temas importantes ou 
esquecerem as justas relações que mantêm com alguns.

Não há uma pacífica definição doutrinária de indepen-
dência judiciária. O que não impede que, ao contrário se re-
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comenda, se empregue alguma como ponto de partida para 
a caracterização do debate. Daí ser possível defini-la como 
a liberdade ou a autonomia da organização judiciária (ins-
titucional) e do magistrado (pessoal), constitucionalmente 
e legalmente protegidas por uma série de direitos, garantias 
e deveres, de exercício funcional imparcial e responsável e 
livre de pressões de outros poderes, das partes litigantes e 
da opinião pública (Cross, 2008, p. 561).

A partir de um conceito prévio abrem-se possibilidades 
para a investigação de aspectos relevantes à temática e 
que serão feitos em cinco tópicos a seguir. Primeiro, a des-
coberta das questões fundamentais para sua elucidação. 
Independência judiciária de quem (do Poder Judiciário 
ou do magistrado)? Independência em face de quem? (de 
outros Poderes, das cúpulas judiciárias, da opinião pública 
ou das partes litigantes) Independência para o quê e instru-
mentalizada por qual forma? (para criar o Direito de forma 
original, para aplicá-lo mecanicamente ou para nulificar a 
produção normativa de outros poderes?).

Segundo, a independência judiciária não se constrói sem 
a concepção de uma responsabilidade judiciária1. Conceito 
implicado e garantia da independência, é decorrência do 

1	 O título conferido a este trabalho contrapõe a independência à accountability 
judiciária. A expressão accountability provém da língua inglesa e nem todos 
dicionários a reconhecem. Referem-se quase sempre a accountable e que é 
a qualidade daquele que informa, justifica, responde e se responsabiliza. 
O termo tem largo emprego na Ciência Política no trato das relações 
entre aqueles que são vinculados pelo mandato político representativo 
(representante e representado). O representante deve responder, informar 
e prestar contas de seus atos para o representado. Não há uma palavra em 
língua portuguesa que corresponda ao sentido exato do vocábulo. A mais 
próxima é responsabilização ou responsabilidade. Para os fins deste, utilizar-
se-á por vezes accountability, outras responsabilidade ou responsabilização, 
na crença de que o leitor compreende que o sentido é o mesmo. O emprego 
de ora uma, ora outra, tem fins mais estilísticos do que semânticos. Busca-se 
tornar o texto fluído. Não desconsidera, também, que enquanto accountability 
tem uso habitual para os órgãos de representação política, responsabilidade 
tem emprego frequente junto aos órgãos do Poder Judiciário. 
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Princípio do Estado de Direito. Quando se fala em responsa-
bilidade judiciária retomam-se as mesmas questões sublinha-
das acima. Responsabilidade judiciária de quem (do Poder 
Judiciário ou do magistrado)? Responsabilidade em face de 
quem? (de outros poderes, das cúpulas judiciárias, da opinião 
pública ou das partes litigantes) Responsabilidade para o quê 
e instrumentalizada por qual forma? (para criar o Direito de 
forma original, para aplicá-lo mecanicamente ou para nuli-
ficar a produção normativa de outros poderes?). A depender 
das respostas, quer pela legislação, quer pela produção teó-
rica, são possíveis combinações e compreensões múltiplas.

Terceiro, os conceitos enredados foram firmados so-
bre um dado fundamento teórico e em compasso com o 
desenvolvimento histórico da separação de poderes. Ho-
diernamente suscitam uma arquitetura diferente daquela 
originária a partir de uma concepção do Estado Liberal 
de Direito. É a razão de um quarto tópico.

Quinto, todas essas questões, respostas e abordagens 
tomam uma caracterização própria quando em face da 
organização política brasileira Absorvem suas idiossin-
crasias e lhes dão um sentido autóctone. Os problemas 
experimentados justificam por esses motivos uma respos-
ta específica, que considere nossa tradição constitucional. 
Será o fecho do trabalho ora apresentado.

i. Independência judiciária: caracterização 
e classificações normativas  

Os arranjos normativos e institucionais são diferentes na 
caracterização da independência judiciária. Existem graus 
de independência, o que impacta o exercício jurisdicional 
quanto a forma como os juízes e tribunais se apresentam 
no cenário constitucional ou quanto a natureza da função 
exercida. O grau de autonomia será o diferenciador de uma 
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atividade jurisdicional que se limita a aplicar as normas 
produzidas por outros poderes a de outra que cumulati-
vamente enfeixe a sindicância de constitucionalidade e a 
execução de políticas públicas. Em regra, as normas sobre a 
independência judiciária ajudam a explicar o desempenho 
administrativo e jurisdicional dos tribunais e juízes (Taylor, 
2008, pp. 17-18).

Essa tipologia pode ser categorizada de formas diferen-
tes. Considerando as normas de natureza constitucional, 
legislativa ou costumeira que permitem o autogoverno do 
Poder Judiciário e as que conferem a autonomia de seus 
membros para o exercício da judicatura. A primeira tipo-
logia, por seu lado, denomina-se independência externa. 
Fala-se em independência externa quando se reporta à 
instituição judiciária congregada por todos os Tribunais de 
diferentes instâncias, seus juízes e corpo burocrático. Dita 
externa porque explicita em um primeiro plano o autogo-
verno judiciário e só indiretamente a autonomia funcional 
de seus juízes, conformada pelo conjunto de normas que se 
encarrega da autonomia administrativa, orçamentária e fi-
nanceira do aparelho administrativo. Normas estabelecidas 
em face dos outros poderes e enfeixadas pelas atribuições: 
a) de propor leis ou editar normas de auto-organização; 
b) de estabelecer ou de propor o estatuto jurídico de seus 
membros; c) de nomear os seus membros, dar-lhes posse, 
promovê-los, removê-los, dar-lhes afastamento ou licença 
e empreender sua fiscalização disciplinar; d) de determinar 
ou propor a sua política remuneratória e a dos seus cargos; 
e) de elaborar sua proposta orçamentária, dispor de receita 
própria e geri-la de forma a possibilitar a otimização de 
seus serviços. À independência externa conjuga-se a inter-
na, composta do estatuto normativo que garante e protege 
o exercício jurisdicional (garantias funcionais). É garantia 
conferida ao magistrado em face de seus pares, mesmo 
aqueles de hierarquia superior, de membros de outros po-
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deres, das partes e da opinião pública. Condensam-se em 
uma série de prerrogativas que foram sendo reconhecidas 
no correr dos séculos, a saber: a) a vitaliciedade ou o direito 
de não ser destituído da jurisdição, salvo na hipótese de 
má conduta no exercício do cargo; b) a inamovibilidade; 
c) a irredutibilidade de vencimentos (subsídios em nosso 
ordenamento) (Sampaio, 2007, pp. 129-150).

Existem aqueles que a essas duas categorias acrescen-
tam outra, dita também externa, que consiste na atribuição 
autônoma constitucional de sindicar a constitucionalidade 
dos atos dos outros poderes empreendida por todos os 
magistrados ou por uma Corte Constitucional com com-
petência exclusiva. É de grande importância porque com o 
alargamento do campo político de intervenção da jurisdição, 
uma maior independência é condição necessária para o 
uso desse espaço pela oposição às correntes políticas que 
ocupam os órgãos governamentais eletivos. Será de maior 
efetividade quando a ela estiver aliado um sistema ótimo de 
garantias. Outra variável que torna o arranjo mais complexo 
é o grau de independência interna dos juízes e tribunais 
inferiores. Em um sistema não centralizado, não vinculado 
a um regime de precedentes, os juízes e as cortes inferiores, 
dotados de ampla independência interna, são um campo 
fértil para que minorias tragam suas pretensões contra os 
outros poderes. Não há a mesma possibilidade quando a 
independência interna é menor ou nos sistemas que pre-
veem uma sindicância de constitucionalidade concentrada 
(Taylor, 2008, p. 19).

II. Accountability judiciária: caracterização 
e classificações normativas  

O exercício da jurisdição quase sempre vem atrelado à 
questão da independência judicial e que, ao menos em seu 
aspecto funcional, refere-se à discricionariedade que os 
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juízes dispõem para decidir. Mas compreendido o Poder 
Judiciário como instituição integrante e indispensável nas 
Democracias constitucionais2, os juízes e a instituição como 
um todo passam a ser avaliados também pela qualidade 
das decisões tomadas (como o são todos os órgãos dos 
demais poderes). Nas Democracias mais consolidadas é 
cada vez mais difícil não compreender que os juízes de-
vem responder pelos seus atos. Afinal não é descartado, 
ao contrário, a complexidade da sociedade e os arranjos 
políticos modernos facilitam a ocorrência não somente do 
erro, mas do abuso judiciário3. O problema surge quando se 
mostra necessário contrabalancear a responsabilidade com 
a independência judiciárias. A sintonia deve ser cuidado-
sa, pois o aumento da independência implica diminuição 
da responsabilidade pelas decisões, enquanto o aumento 
da responsabilização, uma diminuição da independência. 
Sendo delicado o equilíbrio, uma conclusão acaba sendo 

2	 Em texto clássico, Robert Dahl expõe e faz um diagnóstico sobre o papel 
da Suprema Corte Americana na elaboração de políticas públicas na 
Democracia americana. Trata-a não somente como uma instituição jurídica, 
mas, política e indispensável ao sistema democrático como um todo. Cf. 
Dahl, Robert. “Tomada de decisões em uma democracia: a Suprema Corte 
como uma entidade formuladora de políticas públicas”. fgv. Revista de Direito 
Administrativo, v. 252, pp. 25-43, 2009. Disponível em: http://bibliotecadigital.
fgv.br/ojs/index.php/rda/article/viewFile/7954/6820. Capturado em 15 de 
julho de 2015, às 20:00.

3	 Em idos de 1979, em obra na qual tratava sobre a reconstrução da Democracia 
no Brasil, Manoel Gonçalves Ferreira Filho acenava para essa possibilidade. 
Textualmente já dizia: “Deve-se reconhecer, todavia, que esse abuso é possível 
e contra ele o indivíduo não tem remédio a tempo e a hora. Aplicando-se 
também ao Judiciário, o princípio da legalidade deve excluir o arbítrio. 
E teoricamente o faz, visto que as decisões do Judiciário devem ser mero 
desdobramento da lei. Inexiste, contudo, qualquer controle estabelecido sobre 
as decisões judiciais, salvo o sistema intraorgânico do próprio Judiciário. O 
sistema de recursos de instância para instância, que, todavia, leva à palavra 
final e inapelável do mais alto Tribunal. Este, enfim, é que diz o direito. E, ao 
dizê-lo pode errar, ou abusar, lendo na lei o que nela não está, ou deixando de ler o 
que nela foi inscrito” (grifo nosso). (Ferreira Filho, 1979). 
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certa: não há independência sem responsabilidade. São 
dois aspectos do mesmo fenômeno (Contini et Mohr, 2007).

O dilema da independência e responsabilidade não é 
exclusivo do Judiciário ou de juízes. É antiga e há muito 
debatida na relação firmada entre representantes e repre-
sentados na Democracia Representativa. Sendo o mandato 
político representativo geral, universal e livre, acaba o 
representante tendo uma autonomia (independência) ma-
nifesta em relação ao representado e durante o exercício do 
mandato. Permeia essa discussão a questão da accountability 
e que corresponde à capacidade dos mandatários de impor 
sanções aos governantes que não desempenham a contento 
a função que lhes fora conferida, ou que tenham um despe-
nho insatisfatório ou, por fim, que não prestem contas do 
seu exercício. Em sentido amplo compreenda-se por accoun-
tability a obrigação do agente ou da instituição de prestar 
informações, de justificar ações e resultados auferidos no 
exercício de parcela da soberania delegada e, sendo o caso, 
de se responsabilizar politicamente, administrativamente e 
juridicamente perante o delegante (povo) (Miguel, 2009, pp. 
27-28). A accountability acaba tomando três modalidades. A 
primeira, vertical (eleitoral), empreende-se por meio de elei-
ções periódicas. A segunda, vertical (social), implementa-se 
por exigência da opinião pública, de grupos e organizações 
sociais e da imprensa. A terceira, horizontal, procede-se pela 
ação de instituições e agentes públicos.

Um regime de independência judiciária, como já co-
locado, nunca esteve livre de mecanismos e modelos de 
responsabilização. Ao contrário, a emergência do Poder 
Judiciário enquanto poder, instituição autônoma e inde-
pendente, foi um processo histórico demorado e custoso. 
Parte de um modelo de Estado (Absoluto) de ausência de 
independência e progride para outro (Liberal) em que inde-
pendência e responsabilização são elementos indissociáveis. 
O que é atual, contudo, é a discussão sobre a accountability 
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judiciária. Há de se concordar que a primeira novidade 
advém do emprego da expressão. Própria da Ciência Po-
lítica, provinda do inglês, sempre se discutiu um regime 
de prestação de contas pelo o judiciário e por juízes. O 
vernáculo constitucional, contudo, falava em “obrigações”, 
“deveres” e “responsabilização”. Nunca em accountability. 
A segunda novidade é que o debate existia dentro do ce-
nário democrático do mandato representativo. Sempre se 
colocou em questão a legitimidade das decisões tomadas 
por representantes escolhidos por eleição para deliberar em 
nome de representados. Nada obstante, em grande parte 
das Democracias constitucionais, os juízes não são eleitos, 
mas investidos por procedimento de aferição de sua capa-
cidade técnica. O que explica muito. Provinda a discussão 
das relações entre titulares de mandato político e mandante, 
própria da Democracia representativa, assoma no contexto 
do Poder Judiciário quando este é percebido pela publicís-
tica como agente e lócus para efetivar políticas próprias 
de outros poderes do Estado. Quando o judiciário granjeia 
em atribuições de um sistema constitucional democrático.

O regime de responsabilidade judicial acaba guardando 
a peculiaridade do ordenamento no qual se apresenta. As 
classificações que recaem sobre esse sistema são ricas e 
múltiplas. A recomendação é de que a adoção de uma ou 
outra não conte com um fim em si. É, portanto, estéril toda 
discussão que em abstrato opte por uma ou outra. As clas-
sificações servem em concreto e em atenção ao objetivo da 
melhor forma possível, da maneira mais ampla, apresentar 
fatos e suas relações a uma determinada área do conheci-
mento (Carrió, 1994, p. 99).

Em atenção à recomendação exposta, um regime ade-
quado de accountability deve contemplar as espécies (Cf. 
Cappelletti, 1989, pp. 35-78 e Tomio et Robl Filho, 2013, 
pp. 29-46): a) decisional, consistente na possibilidade de 
exigir justificativas, informações e mesmo responsabilizar 
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o magistrado pelas decisões tomadas4; b) comportamen-
tal, constituída pela possibilidade de exigir justificativas, 
informações e responsabilizar o juiz pelo comportamento 
que comprometa a função que lhe foi confiada (parcialidade 
ou falta de integridade, urbanidade e eficiência); c) insti-
tucional, referida à possibilidade de exigir justificativas, 
informações e impor responsabilização jurídica e política da 
instituição judiciária pelos atos de natureza administrativa, 
financeira e orçamentária; d) jurídica, em relação ao Poder 
Judiciário, contida na possibilidade de responsabilizar ju-
ridicamente o Estado pelos danos de natureza patrimonial 
(erro judiciário), e, em relação ao juiz, responsabilizá-lo 
criminalmente e civilmente nas hipóteses de dolo ou culpa 
grave. A tipologia exposta tem por critério a natureza da 
responsabilização e o do dever de prestar contas, mas, há 
a possibilidade de categorizar todas estas tendo por base o 
beneficiário da prestação de contas e o agente deflagrador 
da responsabilização. Por esse último critério de discrímen, 
a accountability pode ser por provocação de outros poderes, 
autoridades ou instituições (horizontal)5 ou por iniciativa 

4	 A accountability decisional é a mais difícil de ser implementada. Diante de 
uma decisão jurisdicional nunca se terá uma accountability forte. As causas da 
assertiva são óbvias. É da essência da função jurisdicional a independência 
e, por consequência, sendo o valor autonomia maior, menor serão os 
instrumentos de responsabilização. Diz-se uma accountability fraca, pois salvo a 
reforma por instância judiciária superior, ou a responsabilização do Magistrado 
nas hipóteses de dolo ou culpa grave, não há espaço para imposição de sanção. 
Resta, contudo, a possibilidade de se exigir a prestação de contas pelo decidido, 
o que se faz pela publicidade dos julgamentos, pela fundamentação do 
decidido e pela crítica empreendida pela doutrina, pela imprensa e até mesmo 
pela opinião pública. Em alguns ordenamentos e por meio algumas formas 
de investidura na Magistratura, há lugar para a fiscalização por ideologias 
políticas ou jurídicas. Refere-se à situações de magistratura eletiva ou nas 
hipóteses de nomeação política para investidura no cargo.

5	 À guisa de exemplo o que acontece pelos Tribunais de Contas, Ministério 
Público, Ordem dos Advogados do Brasil, Poder Legislativo (impeachment 
de ministros do Supremo Tribunal Federal) ou pelo Poder Executivo 
(accountability decisional por meio da indicação de candidatos a ministros 
que professem determinada ideologia política ou jurídica).
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do jurisdicionado, do povo, da opinião pública e de outras 
entidades da sociedade civil (vertical social)6.

iii. Modelos teóricos e institucionais de 
independência e responsabilidade judicial  

A independência ou autonomia do Judiciário é condição de 
seu exercício funcional adequado. A eficiência desse exercí-
cio judicial é amplamente e efetivamente garantida quando 
separada dos demais poderes e institucionalizada como 
um subsistema autônomo. Autonomia de duas faces, uma 
que garante ao sistema judiciário proteção contra coações 
e intervenções indevidas externas, outra que o impede de 
suplantar o espaço de exercício dos outros poderes. É na 
harmonia destas duas condições que se opera sua indepen-
dência, de forma que o comprometimento da primeira colo-
ca em risco as liberdades e acena para as tiranias, enquanto 
o risco para a segunda pode gerar o “Governo dos Juízes”. 
Neste justo equilíbrio da separação e da colaboração entre 
os poderes é que exsurge a independência de seu exercício 
funcional (Marradi, 1992, p. 1156). Em três séculos de des-
envolvimento, em fases sucessivas, a soberania foi funcio-
nalmente especializada. É o que autoriza a identificação de 
seis blocos correspondentes –a depender da predominância 
de um poder estatal e de suas especializações funcionais– a 
confluir ao final do trajeto pela emergência dos Tribunais 
Constitucionais7. A construção da separação de poderes 
que possibilita a independência judiciária é uma elaboração 

6	 As ouvidorias e a participação de cidadãos em Conselhos ou Comitês de 
gestão são uma dessas possibilidades. 

7	 Com essas premissas, segundo a evolução da organização política desde 
o Estado Absoluto, é possível um sistema de bipartição, tripartição, 
tetrapartição, pentapartição e hexapartição de poderes e cujas contribuições 
podem ser encontradas em Souza Júnior, 2002. 
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teórica e institucional moderna8. Enquanto recomendação 
política, tendente a garantir a liberdade, aparece somente 
com o Constitucionalismo moderno com as teorias que 
trataram da separação de poderes.

John Locke, contratualista, reconhece no Segundo Trata-
do do Governo Civil que no estado de natureza os homens 
gozam de suas liberdades e bens. Há o inconveniente, en-
tretanto, que o seu gozo e exercício ofendam o direito de 
outrem. A salvaguarda do perigo exige a sociedade civil e 
que é instituída –segundo um Contrato Social– por utilidade 
(preservação do gozo e fruição dos bens). Ingressos na so-
ciedade civil, três funções são concebidas a partir do Estado: 
a) a legislativa, pertencente a uma Assembleia que dirige a 
soberania estatal e se reúne de tempos em tempos; b) a exe-
cutiva em sentido lato, pertencente ao Príncipe, consistente 
de um lado em acompanhar e aplicar as leis vigentes e de 
outro de decidir, com prudência, os negócios mais impor-
tantes da sociedade e firmar relações com outros Estados 
soberanos. Locke não se deteve em analisar uma função 
jurisdicional. Primeiro que quando de sua obra o judiciário 
inglês não dispunha de independência funcional, o que só 
seria obtida a partir do Act of Settlement (1701). Segundo 
que os juízes estavam integrados no Parlamento, recorde-se 
que Edward Coke, o mais lembrado dos magistrados, era 
membro da Câmara dos Lordes (Locke, 1999, pp. 160-172). 
Como se tem insistido, não se deve a Locke a paternidade da 
separação de poderes inaugurada pelo Constitucionalismo 
clássico. Ao menos aquela preconizada com a qualidade 

8	 É bem verdade que Aristóteles diferenciou as funções políticas existentes na 
politeia. A sua contribuição foi no sentido de uma classificação das funções 
pertencente aos órgãos políticos de Atenas. Ele as dividia em deliberação, 
execução e judicial. Ocorre que a descrição não passou disso. Locke e 
Montesquieu, clássicos da separação de poder, não conferem a paternidade 
da ideia a Aristóteles, o que é feito por doutrinadores modernos por motivos 
que se desconhecem.
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de pretensa lei científica a ser adotada por todas as organi-
zações políticas. Mas, mesmo não diferenciando a função 
judiciária da legislativa –talvez pela compreensão de que 
nos moldes do Common Law os juízes têm uma função de 
criação do direito (não só de aplicação)– não lhe passou 
despercebida a necessidade de um terceiro, conhecido e 
imparcial, para resolver as controvérsias jurídicas. Esta é 
uma das razões invocadas para justificar a passagem do 
estado natureza para a sociedade civil, pois “... falta no 
estado da natureza um juiz conhecido e imparcial, com 
autoridade para dirimir todas as diferenças segundo a lei 
estabelecida” (grifo nosso) (Ferreira Filho, 2009, p. 250) ou, 
de forma mais explícita:

Seja quem for que detenha o poder legislativo, ou o poder 
supremo, de uma comunidade civil, deve governar através de 
leis estabelecidas e permanentes, promulgadas e conhecidas 
do povo, e não por decretos improvisados; por juízes impar-
ciais e íntegros, que irão decidir as controvérsias conforme 
estas leis; e só deve empregar a força da comunidade, em seu 
interior, para assegurar a aplicação destas leis, e, no exterior, 
para prevenir ou reparar as agressões do estrangeiro, pondo 
a comunidade ao abrigo das usurpações e da invasão. E tudo 
isso não deve visar outro objetivo senão a paz, a segurança e 
o bem público do povo (Ferreira Filho, 2009, p. 159).

O que justifica uma só conclusão: mesmo que ainda 
não institucionalizados, a passagem é clara quanto à ne-
cessidade de um judiciário imparcial e independente para 
nos termos da lei dirimir todas as diferenças. Isso se pro-
cessaria logo a seguir. Na Inglaterra, até meados do século 
xviii a função jurisdicional pertencia ao Rei. A questão foi 
tratada pelo Parlamento no Ato de Estabelecimento, Act of 
Settlement (1701), legislação promulgada pelo Parlamento 
para resolver a sucessão dinástica. No ensejo conferiram 
aos magistrados a prerrogativa de manterem seus cargos 
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enquanto demonstrassem bom zelo profissional (não mais 
confiança monárquica), de perceberem vencimentos de 
acordo com os ditames legais e não perderem ou serem 
afastados de seu cargo salvo por decisão do Parlamento. O 
Ato do Estabelecimento institucionalizou a tripartição de 
poderes e a independência do judiciário.

Foi com Montesquieu que esta a ideia tomou uma forma 
mais completa e se tornou verdadeiro dogma.

A doutrina foi construída na obra “O Espírito das Leis” 
e que deitou raízes no Direito Constitucional. Ao analisar a 
questão da liberdade política, no livro xi, expõe que “Para 
que não se possa abusar do poder é preciso que, pela dis-
posição das coisas, o poder limite o poder” (Montesquieu, 
2000, p. 166). O que buscava era a sua limitação (do poder) 
e, para isso, desenvolveu uma série de técnicas, entre elas 
a outorga de funções estatais distintas a órgãos diferentes. 
Prossegue: “Uma Constituição pode ser tal que ninguém 
seja obrigado a fazer as coisas que a lei não obriga e a não 
fazer aquelas que a lei permite”. Logo, a preservação da 
liberdade (Montesquieu, 2000, p. 167) exige uma racio-
nalização e o refreio de uma função por outra. Em todo 
Estado ocorre obrigatoriamente três espécies de poder: o 
legislativo, o executivo das coisas que dependem do direito 
das gentes e o executivo das que dependem do direito civil 
(Montesquieu, 2000, p. 167) (isto é, o atual judiciário) e que 
em um governo moderado devem estar separados. Leia-se, 
independentes. É que se o poder de julgar estiver ligado ao 
poder legislativo, será ele arbitrário, pois judicante e legis-
lador; se estiver ligado ao poder executivo, o judiciário será 
opressor e se o poder legislativo estiver reunido ao poder 
executivo, poder-se-ia temer que o governante estabeleça 
leis tirânicas para executá-las tiranicamente. O objetivo do 
autor era evitar o governo tirânico.

É neste quadro teórico que o judiciário já se apresenta 
enquanto um subsistema autônomo. Autônomo no sentido 



375

de dispor de funções próprias e diferentes das do executivo 
e do legislativo. Uma magistratura apartada dos interesses 
em disputa, e, portanto, imparcial. Os julgamentos equi-
distantes nunca devem ser mais do que a explicitação da 
lei, forma dessa feita de se respeitar o exercício dos outros 
poderes que “... não são exercidos sobre nenhum particular, 
sendo um apenas a vontade geral do Estado, e o outro a 
execução dessa vontade geral” (Montesquieu, 2000, p. 169). 
Autônomo e independente de outros poderes, mas, também 
uma magistratura altaneira e acima das visões contrapostas 
em litígio. Imparcial, logo, liberto da divergência a com-
portar solução. Daí que se fossem os julgamentos “... uma 
opinião particular do juiz, viveríamos em sociedade sem 
saber precisamente os compromissos que ali assumimos” 
(Montesquieu, 2000, p. 170), o que obriga a magistratura a 
não ter a ambição de ser algo mais do que a explicitação de 
“um texto preciso da lei”.

Como formulado por Montesquieu, o princípio da Sepa-
ração de Poderes agregou-se à doutrina do constitucionalis-
mo. A Declaração de Direitos do Homem e do Cidadão em 
1789 e em seu artigo 16 já enunciava que “toda sociedade 
na qual a garantia dos direitos não for assegurada, nem a 
separação de poderes determinada, não tem Constituição”.

O modelo do Estado Liberal estava lançado. Ele seria 
construído dos dois lados do Atlântico com valores e objeti-
vos diferentes, ainda, que com o mesmo substrato teórico a 
que Montesquieu e Locke são somente alguns dos patronos. 
As transformações empreendidas pelo Estado seriam tam-
bém amalgamadas por mudanças acontecidas no judiciário. 
O judiciário atestaria a opção de Estado, enfeixada em uma 
dada tessitura do princípio da separação de poderes e de 
independência judiciária.

Logo após a independência das trezes colônias na Amé-
rica, os cidadãos americanos se depararam com o problema 
da melhor maneira de organizar uma República. A preocu-
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pação primeira dos pais fundadores não era limitar o poder 
de um monarca, pois esta questão já estava resolvida com 
a independência. Mesmo antes, quando ainda súditos da 
coroa inglesa, sabiam que não se submetiam a um prínci-
pe absoluto, mas, sim a uma monarquia limitada. Nesse 
trabalho de engenharia constitucional duas posições se 
confrontaram: uma republicana e outra democrática. Os 
que receberam o poder de inaugurar, de estabelecer uma 
Constituição, receberam-no de baixo (dos legislativos esta-
duais). Professavam a crença, difundida à época, que agiam 
segundo o princípio romano de que a base do poder reside 
no povo da lei, por óbvio não na ideia abstrata do povo 
liberto da lei, mas no da multidão organizada, cujo poder 
era exercido com o Direito e limitado por ele. Os framers 
oscilavam, logo, entre uma república e uma democracia, 
entre o domínio da maioria ou a limites à sua ação, entre o 
direito e o poder (Arendt, 2001, p. 204).

Naquele momento de criação constitucional, o maior 
problema em solucionar não era a tirania de um Executivo, 
de um monarca, era a independência dos legislativos dos 
Estados da Confederação e que insuflados com arroubos 
democráticos, geravam instabilidades frequentes. Foi contra 
esses arroubos democráticos –lembrados nos excessos que 
conduziram ao fim da Democracia grega– que Madison, 
em seu conhecido artigo x, denuncia os perigos da facção. 
Segundo Madison as razões da facção se ligam a natureza 
humana: diferenças de aptidões que se refletem na aquisição 
e no usufruto da propriedade. E nessa multiplicidade, apa-
recem os partidarismos, as particularidades, os interesses 
em disputa e as animosidades. A solução acaba sendo de 
duas ordens, ou se suprimem as causas, ou se combatem 
os efeitos. As causas estão na liberdade humana e excluí-la 
seria o mesmo que tornar impossível a sociedade política. 
Combatem-se, por isso, os efeitos e isso acaba sendo feito 
pela limitação empreendida por instituições (Madison, 
Hamilton et Jay, 1993, pp. 133-138).
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E, a constatação de que “... em toda parte, o legislativo 
estende a esfera de sua atividade e suga todo o poder para 
o seu vórtice impetuoso” (Madison, Hamilton et Jay, 1993, 
p. 338), fez com que os pais fundadores se perguntassem se 
os limites para os arroubos se resolve com a exposição das 
atribuições de cada “ramo do governo”. A resposta acabou 
sendo negativa. “A experiência nos afirma, porém, que a 
eficácia dessa medida foi enormemente superestimada, 
e que os braços mais fracos do governo têm necessidade 
imprescindível de alguma defesa mais adequada contra 
os mais fortes”. Por motivos tais, o tratamento dado ao 
Legislativo foi especial. Criaram forma de limitá-lo e o Ju-
diciário foi a instituição encarregada de se postar entre os 
arroubos do governo e do cidadão. Ocorre que “... limitações 
desse tipo não podem ser preservadas senão por meio dos 
tribunais de justiça, cuja missão deverá ser declarar nulos 
todos os atos contrários no sentido manifesto da Constitui-
ção” (Madison, Hamilton et Jay, 1993, p. 480). A atribuição 
conferida ao Judiciário de controlar a constitucionalidade 
das leis o faz poder, não somente função. A qualidade de 
poder lhe concede uma independência toda peculiar e que 
se externa na capacidade de controlar os atos normativos 
dos demais poderes e em especial as leis (Arantes, 2015, 
pp. 31-32). São razões que fazem Hamilton no artigo de n.º 
lxxviii se preocupar com as questões fundamentais para 
erigir a independência e que ainda hoje estão vinculadas a 
uma maior ou menor independência judiciária, ou seja, o 
modo de designar os juízes, as condições em que deterão 
seus postos, o tempo de permanência no cargo, os disposi-
tivos para sua remuneração, “as precauções quanto à sua 
reponsabilidade”, as relações entre os distintos tribunais e 
entre estes e outros órgãos governamentais. Afinal, “... os 
juízes precisariam ter uma parcela incomum de força para 
cumprir seu dever como fiéis guardiães da Constituição 
quando violações dela pelo legislativo fossem instigadas 
pela voz da maioria da comunidade” (Madison, Hamilton 
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et Jay, 1993, p. 483). Com essas preocupações, o judiciário 
americano nasce enquanto poder, com atribuições cons-
titucionais de controlar a constitucionalidade e, também, 
guarnecido de uma série de garantias e deveres para o 
exercício destas prerrogativas.

O mesmo não aconteceu com o judiciário europeu, que 
tem o seu modelo no arquétipo francês. A doutrina france-
sa é a primeira a se perguntar se o judiciário goza ou não 
do status de um terceiro poder, para tentar, dessa feita, “...
deduzir da resposta a esta questão as consequências para 
a independência dos juízes ou da autoridade da jurispru-
dência” (Burdeau, Hammon et Troper, 1999). Resposta 
que, por seu lado, não se extrai imediatamente da própria 
essência da função judiciária. É uma opção prática e polí-
tica sobre o tipo de justiça que se deseja. Burdeau, a partir 
dessa afirmação, enuncia dois tipos de judiciário, firmados 
no tipo de julgamento empreendido: o “juiz silogismo” e o 
“juiz criador do direito”. O primeiro modelo de judiciário 
fora o adotado pela França revolucionária e, ulteriormente, 
exportado para os demais Estados europeus. Firma-se na 
concepção da “supremacia da lei” enquanto expressão da 
vontade geral e do princípio democrático. Em um sistema 
desses moldes, por óbvio que se tem o cuidado de cercar a 
atribuição judiciária de uma série de garantias que preser-
vam sua independência, mas, o que sobressai em verdade 
são as disposições que procuram estabelecer uma disciplina 
férrea aos juízes. O que sobreleva não é a autonomia, mas o 
regime de responsabilização e freios à magistratura. Basta 
lembrar que enquanto a Constituição americana de 1791 
dedica ao Poder Judiciário um artigo, dividido em duas 
seções e ao todo seis enunciados, a Constituição francesa 
de 1791 dedica ao judiciário vinte e sete artigos, a de 1793, 
quinze e a de 1795, setenta e um artigos. As disposições 
descem a minúcias dos deveres jurisdicionais e à guisa de 
exemplo, entre outras, é digna de lembrança a proibição de 
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parentes, ascendentes e descendentes comporem o mesmo 
colegiado, a gratuidade da atividade jurisdicional, a forma 
pública do julgamento, a necessidade das decisões serem 
motivadas e proferidas oralmente e em voz alta, a eleição 
dos Magistrados como forma de investidura, a previsão de 
uma Corte de Cassação. Em atenção à lembrança da sacra-
lidade da lei, aos juízes é vedado se intrometer no exercício 
do Poder Legislativo, impedir ou suspender a execução 
de leis, editar provimentos genéricos ou chamar agentes 
administrativos a juízo a fim de justificar suas funções (art. 
202 da Constituição de 1795 e art. 3.º do Capítulo v da Cons-
tituição de 1791). Apesar das três primeiras Constituições 
francesas empregarem a expressão “poder”, o judiciário 
francês é organizado enquanto função independente, pois 
se apresenta em claríssima situação de inferioridade em 
relação aos dois poderes do Estado9.

Em resumo, as tradições americana e francesa relegaram 
ao mundo dois modelos de judiciário, no que se refere à sua 
relação com os demais poderes do Estado, o que, certamen-
te, tem um impacto na própria concepção da Democracia. 
O primeiro modelo, americano, com ampla independência 
e autonomia para conter decisões majoritárias. O segundo, 
ao contrário, cingido e limitado em suas funções por um 
regime de restrições impostas pela Constituição e pelos 
outros poderes de representação democrática. Àquele com 
uma preferencia pela independência judiciária, este por uma 
disciplina de accountability.

9	 A causa da desconfiança antecede a Revolução Francesa. No Ancien Régime 
os juízes eram a longa manus do poder monárquico. Eram nomeados entre a 
nobreza, investidos pelo rei nos parlamentos judiciários e dispunham de uma 
índole conservadora. Mesmo no ocaso do regime se colocaram refratários 
às reformas necessárias para salvação do sistema político. Por tudo isso, 
foram percebidos como expressão do Estado absoluto, a que o Estado liberal 
nascente precisava colocar travas e submeter à vontade da nação veiculada 
pelo Parlamento (Cf. Castro, 1989, pp. 15-16).
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IV. A expansão do Poder Judiciário: Ativismo 
e Cortes Constitucionais (embate entre a 
Democracia e o Estado de Direito)  

Os modelos de judiciário que emergem a partir do nascente 
Estado americano e do Estado francês sofrem profundas 
mudanças nos séculos seguintes. As mudanças acabam 
por oferecer novas respostas às perguntas iniciais que es-
tavam na origem daquela arquitetura de poderes, a saber, 
quais são os limites da tensão entre a política democrática 
e o Direito? Os problemas de política democrática são 
passíveis de serem judicializados e solucionados segundo 
método de aplicação do Direito perante os Tribunais? O 
Estado americano e os Estados europeus do continente 
responderam afirmativamente à segunda questão, mas, os 
modelos são diferentes quer no que se refere à investidura 
quer quanto ao órgão responsável pela judicialização do 
espaço democrático, o que, fatalmente, impactará o regime 
da independência e da responsabilização dos juízes pelas 
decisões tomadas.

Em uma tradição ou em outra, o Estado assumiu novos 
objetivos e para sua realização, as funções clássicas foram 
rearranjadas. Essa travessia contou com três momentos de 
destaque. Um primeiro que, com a extensão do sufrágio, 
possibilitou à sociedade civil exigir novos direitos a serem 
outorgados pelo Estado-legislativo: prestações normativas 
de saúde, trabalho e segurança social. Um segundo que foi 
assumido pelo Estado-executivo, mais aparelhado e, por 
isso, mais eficiente em intervenções e na assunção direta e 
indireta das mais amplas atividades econômicas. Por fim, 
paulatinamente e de forma difusa, todos esses direitos e 
atividades estatais passaram a ser concretizados por in-
tervenção judiciária e por provocação da sociedade civil 
mobilizada (Capelletti, 1999, pp. 34-69).
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Esta experiência nunca foi nova no Constitucionalismo 
americano. Sua tradição constitucional sempre dispôs de um 
judiciário com papel de proeminência. Em alguns momentos 
de sua história com certa autocontenção em face dos outros 
poderes e com o emprego de uma interpretação restrita, em 
outros, com uma modulação judicial proativa e uma inter-
pretação larga. Sempre houve um exercício jurisdicional 
qualificado, quer com um sentido progressista, quer com um 
reacionário, mas, nunca que tenha desconsiderado o papel do 
judiciário na concretização da força normativa dos preceitos 
constitucionais junto a ordem política, social e econômica.

Nos Estados europeus do Civil Law enfrentou-se a 
mesma mudança. Ainda que inicialmente tenha relutado 
em assumir novas responsabilidades, mudança gradual, 
inicialmente incipiente, ganhou importância a partir da 
segunda metade do século xx. Acontece que o judiciário 
europeu continental tem uma estrutura diferente do ame-
ricano10. Como o tem o próprio procedimento de criação 

10	 As diferenças são amplas. Envolvem estrutura, investidura e forma de 
prestação jurisdicional. Fatalmente a qualidade das atividades judiciarias 
acaba sendo diferente. Enquanto os colegiados europeus são amplos, 
compostos por vários integrantes, os americanos são pequenos, geralmente 
formados por nove ou onze membros. A consequência é que as decisões destes 
primam pela força e importância e as daqueles se perdem na emergência 
plural e atomizada de decisões tomadas por múltiplos integrantes distribuídos 
por seções ou câmaras. Os juízes e tribunais europeus não podem se negar 
a conhecer recurso ou demanda, enquanto os americanos contam com a 
discricionariedade judicial no conhecimento do writ of certiorari. O resultado é 
que, não podendo limitar a procura, o número de decisões do modelo europeu 
continental é bem superior ao americano, o que faz com que a qualidade, o 
esmero e a coerência das decisões sejam superiores no último, haja vista sua 
inferior carga de trabalho. Os juízes do Civil Law são cooptados por concurso 
público e inseridos em uma carreira, enquanto os americanos, em grande 
parte, contam com investidura política (nomeação). A profissionalização 
daqueles na carreira confere-lhes tecnicidade, mas, retira-lhes sensibilidade 
política para conhecer questões que contam com forte teor axiológico. Os 
juízes e tribunais americanos contam com o instrumento do stare decisis que 
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do Direito. O caminho para impactar a ordem econômica 
e social, por meio de intervenções judiciais amplas e não 
somente privatistas, exigiu a submissão de a ordem política 
por meio da judicialização de constitucionalidade. Sendo 
ainda forte a resistência a uma judicialização da política, 
contando o judiciário ordinário com uma estrutura que ato-
mizaria decisões sobre a inconstitucionalidade em prejuízo 
da segurança jurídica, preferiu-se o modelo dos Tribunais 
Constitucionais. Positivado na primeira quarta parte do 
século xx, por obra do gênio de Kelsen, os Tribunais Consti-
tucionais concentram a fiscalização de constitucionalidade, 
estando os demais juízes e tribunais proibidos de conhecer 
da questão. A inconstitucionalidade é conhecida por decisão 
tomada dentro de um procedimento judicialiforme, no qual 
não existe um interesse concreto a ser conhecido, mas tão 
somente o confronto em abstrato de normas de diferentes 
hierarquias.

Os Tribunais Constitucionais consistem em uma jurisdi-
ção fora do aparelho jurisdicional. É uma das diferenças da 
Suprema Corte Americana. Enquanto a última está inserida 
dentro do sistema jurisdicional, aqueles organicamente 
consistem em outro e independente órgão político. Não há, 
todavia, como negar-lhes a qualidade de jurisdição, no caso, 
constitucional. Definitivamente, afirmam o Direito com a 
qualidade de coisa julgada, dispõe de um procedimento 
judicialiforme e invalidam as leis e normas que conhecem, 
como o faz a Suprema Corte americana (Favoreau, 2004, p. 
32). Incluem-se, dessa feita, como expressão do fenômeno 

insere estabilidade e segurança ao que se decide, o mesmo não acontecendo 
na jurisdição europeia que convive com a diversidade de entendimento. É a 
mesma razão que faz com a jurisdição americana ocupe posição privilegiada 
na hierarquia de fontes do Direito, diferentemente daquela que estará sempre 
em segundo lugar em face do direito escrito produzido pelos órgãos de 
legiferação. (Cf. Capelletti, 1999, pp. 111-128).
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da expansão da jurisdição por espaço antes próprio dos 
órgãos de representação.

Mas a previsão de um Tribunal Constitucional, ao lado 
dos Tribunais ordinários, coloca a questão do regime de 
garantias de independência e de responsabilidade de seus 
membros. Sendo estabelecido como outro órgão com a 
função precípua de guarda da Constituição, diferente da 
jurisdição ordinária, mostrou-se indispensável um regime 
também próprio. O regime da magistratura ordinária não 
se acomoda perfeitamente ao dos membros de Tribunais 
Constitucionais. A vitaliciedade, à guisa de exemplo, não 
se adapta a uma investidura por mandato certo.

Os Tribunais Constitucionais, destacados do aparato ju-
dicial, dispõem de um regime próprio para salvaguarda de 
sua independência e responsabilização de seus integrantes. 
Existem variáveis importantes inseridas nesse quadro. São 
elas a duração e renovação dos mandatos, a designação de 
sua Presidência, o regime de dedicação à função, a incom-
patibilidade dos juízes para o exercício de outras atividades 
estatais e o regime disciplinar. O tempo de duração dos 
mandatos tem impacto direto na independência de seus 
membros. Mandatos mais curtos comprometem a inde-
pendência dos juízes. O tempo diminuto de permanência 
acaba por coincidi-los com os dos demais órgãos políticos 
de representação que os nomeia. Fatalmente haverá um 
alinhamento de correntes políticas. Mandatos longos, ao 
contrário, dão-lhes independência, mas, não se descarta o 
perigo de a jurisprudência se divorciar da evolução social, 
o que não acontece com os mandatos menores, nos quais 
o perigo está na dificuldade de se estabilizar e criar uma 
jurisprudência em tempo exíguo. Variável de consideração é 
a possibilidade ou a proibição de renovação de mandatos. A 
vedação das renovações é uma garantia de independência, 
ao conferir a certeza de que o mandato terá tempo certo, 
estando vedada da destituição no período. A possibilidade 
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de renovação coloca o membro de Tribunal Constitucional 
na dependência dos órgãos de representação que os no-
mearam. A designação do Presidente da Corte é outro fator 
de relevo. A independência resta comprometida quando a 
nomeação acontece por obra dos órgãos de representação e 
ganha em autonomia quando a escolha é interna. O regime 
de dedicação funcional é causa de independência e também 
eficiência da função. A função é exercida ora em regime 
integral, ora em parcial. A forma constitucional escolhida, 
por certo, gera um regramento de incompatibilidades de 
forma que os seus membros não poderão se dedicar a outras 
atividades. Em ainda, são estatuídos deveres e um regime 
disciplinar próprio. Regra geral, o julgamento disciplinar 
de seus membros é exercido pelas próprias Cortes, que 
estão adstritos a um quórum qualificado para a imposição 
de sanções. Em alguns ordenamentos constitucionais a 
persecução penal de membro de Tribunal Constitucional 
está condicionada à autorização do respectivo colegiado 
(Rousseau, 2002, pp. 39-42).

Todas essas mudanças, acontecidas dos dois lados do 
Atlântico, colocam em xeque o equilíbrio originário repre-
sentado pela existência ou não de limites ao exercício demo-
crático e pelo protagonismo do judiciário (ou de uma função 
judicialiforme) na concretização de políticas que antes eram 
confiadas a outros poderes. Insiste-se, a afirmação ora feita 
não tem um caráter normativo, no sentido de sugerir ou 
prescrever um arranjo institucional jurisdicional ativista. É 
bem mais descritiva e diagnostica uma situação de disfun-
cionalidade cujas consequências não se limitam a questão 
da legitimidade do exercício funcional, mas se estendem 
sobre um sistema jurídico de garantias de independência e 
de accountability judiciárias. As disfuncionalidades ganham 
em dimensão quando os dois espaços ora retratados se 
aproximam ou se confundem.



385

v. O advento do Estado Judicialista Brasileiro11  

O conhecimento da independência judiciária brasileira e 
do regime de responsabilidade dos juízes não se faz tão 
somente pelo cotejo da experiência do Direito Comparado. 
Não se faz também exclusivamente com o transplante acrí-
tico da produção teórica estrangeira ou com a investigação 
acabada do atual direito positivado. Fazê-lo enviesaria a 
percepção das instituições jurídicas. A sua compreensão 
exige a arqueologia das instituições judiciárias brasileiras, 
pois, somente assim será possível descortinar o impacto que 
as tradições tiveram na independência judiciária.

O judiciário brasileiro, enquanto instituição indepen-
dente, se constrói em concomitância com Estado nacional, 
mas retira suas raízes do Estado português. Vantajoso, 
logo, avaliar esse florescer em fases. Uma primeira na qual 
a função judiciária estava na dependência da corte portu-
guesa. Outra, a partir de nossa organização constitucional 
imperial, quando se estrutura em burocracia dependente. 
Uma terceira, por ocasião de nossa organização constitu-
cional republicana, na qual com idas e vindas, progressos 
e retrocessos, desagua no atual regime estabelecido na 
Constituição de 1988.

11	 A expressão Estado Judicialista vem como provocação ao momento 
vivenciado e emprestada de Carl Schmitt. No prólogo de sua obra 
Legalidade e Legitimidade, Carl Schmitt elenca quatro tipos de Estado 
segundo a predominância do órgão encarregado da vontade decisória: o 
Estado legislativo, o Estado jurisdicional, o Estado governativo e o Estado 
administrativo. Em suas palavras, o Estado jurisdicional ou judicialista (como 
se prefere nessa), a última palavra cabe ao poder judiciário e não ao legislador. 
O judiciário, por ser fonte primeira do Direito, se expressa em primeiro lugar 
e a despeito da mediação de normas gerais elaboradas previamente. “El ethos 
del Estado jurisdicional radica en que el juez juzga inmediatamente, en nombre del 
derecho y de la justiça, sin que las normas de esta justicia le sean mediatizadas ni 
impuestas por otros poderes políticos no judiciales” (Schmitt, 2001, p. 263).
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A organização política portuguesa gravitava em tor-
no do rei. A coroa está na origem do Estado patrimonial 
e na estruturação de poderes para manutenção de seus 
domínios. A prestação de justiça, por seu turno, era uma 
das principais funções reais, exercitada diretamente pelo 
monarca e assistido por juízes, ouvidores cíveis e crimi-
nais, que o auxiliavam no conhecimento e no julgamento 
dos casos. Posteriormente, a evolução os integraria no que 
se chamou Casa da Justiça Corte. Por ocasião do desco-
brimento do Brasil, o organismo judiciário português era 
formado por: a) juízes da terra (ou ordinários), leigos, in-
vestidos por eleição da comunidade com competência para 
aplicar o direito local; b) juízes de fora, nomeados pelo rei, 
encarregados de aplicar as Ordenações Gerais do Reino; c) 
juízes de órfãos com competência para o conhecimento de 
bens de órfãos e de heranças. Existiam ainda Provedores, 
encarregados de funções correcionais em face dos juízes de 
órfãos e os Corregedores com competência correcional e 
recursal em lides de interesse dos juízes de fora e da terra. 
Como segunda instância recursal existiam os Tribunais de 
Relação. A instância máxima da jurisdição portuguesa era a 
Casa da Suplicação, evolução da antiga Casa da Justiça da 
Corte, e, que por seu lado, estava dividida em duas Mesas, 
uma de natureza cível e outra de competência criminal, 
denominada Desembargo do Paço. Foi criada ainda uma 
Mesa da Consciência e da Ordem para conhecer as questões 
jurídicas e administrativas das ordens militares e religiosas. 
O acesso aos órgãos recursais estava adstrito ao valor das 
causas (alçada). A estrutura burocrática era construída sob 
a inteira dependência do rei (Martins Filho, 1999) e, como 
se sabe, o rei era irresponsável por seus atos.

Quando da descoberta do Brasil, antes das Governadorias 
Gerais, as questões da Justiça foram delegadas aos donatários. 
O primeiro Governador Geral trouxe consigo um Ouvidor 
Geral para rever as decisões dos ouvidores da Comarca. Junto 
à estas, as autoridades cumulavam a solução de litígios e de 
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questões administrativas. Sobrepunham-se em competência 
juízes ordinários, juízes de fora, provedores, corregedores e 
chanceleres, contadores e vereadores, os últimos investidos 
nos Conselhos e Câmaras Municipais. Pouco antes da inde-
pendência do Brasil, foram criados os juízes de Vintena, eleitos 
pelas Câmaras em localidades com mais de vinte famílias, 
com competência para decidir pequenas causas sem direito 
a recurso. A estrutura da metrópole foi transferida para a 
colônia, com a existência de corregedores, provedores e duas 
Relações (da Bahia e do Rio de Janeiro). A Casa da Suplicação, o 
Desembargo do Paço e a Mesa da Consciência e Ordem tinham 
sede em Portugal. A vinda da família real ao Brasil se encarre-
gou de transplantar para essas terras os órgãos superiores da 
administração da Justiça. Os desembargadores, das Relações 
da Bahia e do Rio de Janeiro, eram investidos e promovidos 
diretamente pelo monarca, o que, consequentemente, lhes 
dava pouca liberdade para decidir contra seus interesses (da 
Coroa). De um lado totalmente dependentes da metrópole, 
de outro com autonomia frente aos poderes locais (senhores 
de engenho e governadores). A independência da colônia 
conferiu novos matizes nessa composição.

O Estado nascente precisava desvincular-se de Portugal. 
Buscava um judiciário mais independente das questões po-
líticas e com maior sofisticação técnica. O insulamento das 
questões políticas dava-se por influência da vaga liberal que 
varrera principalmente a França revolucionária. Procurava-
-se blindar o judiciário contra a direção política que devia ser 
tomada pelos órgãos de representação. A sofisticação técnica 
procurava dar-lhe “neutralidade” e “imparcialidade”, logo, 
independência da justiça em relação aos poderes. Diferente 
da herança portuguesa, que era acusada de parcialidade de 
juízes, lentidão por um formalismo exacerbado e uma ri-
tualística estéril. Inicialmente isso aconteceu pela criação de 
tribunais do júri e pelo aumento de competência dos juízes 
de paz, eleitos localmente, diversamente da jurisdição ordi-
nária, que estava sob o comando do cetro. A eletividade e o 
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aumento do número de tribunais do júri buscavam minorar 
a presença dos juízes letrados, sempre vinculados à coroa e, 
ao mesmo tempo, dar preferência ao poder local. O projeto 
inicial, entretanto, sofreu reformulação, sobretudo, após a 
regência de Diogo Feijó, que apontava uma administração 
“frouxa” e submetida ao judiciário. Insistia na necessidade 
de cobrar-lhe responsabilidade, em especial do Supremo 
Tribunal de Justiça, que a seu ver se recusava a prestar as 
contas exigidas pelo poder político. Esse projeto de cen-
tralização extinguiu cargos de ouvidores e chanceleres. Na 
primeira instância passou a coexistir um juiz municipal, 
escolhido pelo Presidente da Província entre os indicados 
em um lista tríplice elaborada pela Câmara Municipal, um 
juiz de paz, eleito pela população para um mandato de qua-
tro anos, e um juiz de Direito nomeado pelo Imperador em 
substituição à figura do juiz de fora. As décadas seguintes 
conheceram diversas mudanças e institucionalmente foram 
estabelecidas normas que sedimentaram juridicamente 
uma certa burocracia relativamente neutra, independente 
e senhora de sua expertise (o manejo da jurisprudência). 
Em um segundo esforço, o ministro da Justiça Nabuco de 
Araújo aposentou juízes que resistiam e transferiu com-
petências de juízes leigos para togados. Instituíram-se por 
lei a inamovibilidade e a irredutibilidade de vencimentos, 
criaram-se novos Tribunais de Relação, aumentaram o nú-
mero de juízes togados em prejuízo dos juízes municipais e 
dos locais (lei 2.033/1871). Ao final do Império, coexistiam 
em primeira instância juízes de paz, juízes de Direito, juí-
zes municipais e Tribunais do júri. Existiam onze Relações 
enquanto instâncias recursais.

A Constituição Imperial enunciava como preceito a 
independência do judiciário (art. 151), qualificava-o como 
poder de Estado (Título 6.º), estabelecia a vitaliciedade 
como garantia dos juízes (art.153), hipótese que só per-
deria o cargo por sentença (art. 155). Coexistia na mesma 
Constituição um regime de responsabilidades por abuso 
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de poder ou prevaricações (art. 156) e a previsão de uma 
ação popular para as hipóteses de suborno, peita e peculato 
(art. 157). O Imperador, no exercício do Poder Moderador, 
poderia suspendê-los na hipótese de queixas, após a oitiva 
do juiz acusado e ouvido o Conselho de Estado (art. 154 e 
101, inciso vii).

Havia, um descompasso, contudo entre o enunciado 
normativo e a realidade vivenciada. A independência do 
Judiciário e dos juízes existia tão somente na letra das dispo-
sições normativas. A proposta original de desvincular a jus-
tiça da política, em regra, não surtiu o efeito almejado. Não 
é desarrazoado falar em atritos ou mesmos conflitos com 
os outros poderes do Estado. A começar pelo ingresso na 
carreira. Não havia, no império, uma profissionalização do 
judiciário como pretendido pelos seus artífices fundadores. 
Quando a carreira política não começava com a investidura 
na função de magistrado e, posteriormente, se desdobrava 
para outros cargos políticos (deputado, senador ou Conse-
lheiro), a ocupação de outra função pública podia consistir 
em requisito para a investidura em cargo judiciário. Essa 
alternância dentro da burocracia do Estado era possibilita-
da, senão recomendável, porque sendo os juízes bacharéis 
em direito, dominavam o conhecimento necessário para a 
engenharia de Estado. A judicatura não contava com um 
regime de incompatibilidades para a atividade política elei-
toral. Essa somente surgiria a partir de a reforma eleitoral 
de 1881 (Decreto n.º 3.029/1881), Lei Saraiva, que proibiu 
que juízes com cargos eletivos exercessem a jurisdição ou 
recebessem vencimentos e promoções no Judiciário. Não 
era incomum juízes verem-se envolvidos em litígios sobre 
pleitos eleitorais, muitos dos quais eram julgados pelos 
próprios pares. Não se desconheciam disputas políticas não 
eleitorais, mas, com outras autoridades com quem dividiam 
parcela da soberania de Estado (outros juízes, promotores, 
autoridades policiais e vereadores). As disputas, muito 
facilmente, geravam representações ou pedido de respon-
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sabilização. Na ausência de um sistema calibrado para 
solução destas controvérsias, os juízes buscavam amparo 
e apoio aos seus interesses junto ao ministro da Justiça (Lo-
pes, 2010, pp. 69-74). Essa ingerência, senão confusão dos 
órgãos de representação com os de jurisdição, comprometeu 
a independência judiciária. Sem independência, sequer há 
espaço para se discutir accountability.

A ordem constitucional republicana, inaugurada com a 
Constituição de 1891, empreende uma bem sucedida profis-
sionalização do judiciário. Em um todo crescente sedimenta 
no correr das décadas um adequado sistema normativo de 
autonomia administrativa, orçamentária e financeira para 
a instituição judiciária. Guarnece os juízes de garantias 
institucionais e aparelha o Estado com instrumentos de res-
ponsabilização institucional e individual e com um regime 
de vedações e incompatibilidades. A Constituição de 1891, 
no abrir da ordem constitucional republicana, confere-lhe 
um novo status de poder ao conceder-lhe a competência 
constitucional de controlar a constitucionalidade das leis e 
das normas produzidas pelos outros órgãos de representa-
ção. Esse trajeto que acomoda nove Constituições –dentre 
elas uma que sequer entrou em vigência (1937) e outra que 
apesar do status de Constituição em seu sentido material, 
formalmente foi somente uma Emenda (1969)– nem sempre 
guardou uma perfeita sintonia com a realidade normada.

Abaixo pode ser encontrado um quadro de dispositivos 
que nas sucessivas constituições previram as variáveis aqui 
tratadas.
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Durante um século de organização constitucional republi-
cana existiram poucos momentos em que o judiciário afirmou 
sua independência, apesar dos reveses e pressões a que esteve 
sujeito. Em muitas vezes, vergou-se à força do mando, pela 
submissão à violência acintosa, pelo aceno sedutor de outros 
poderes ou pela covardia em fazer uso da independência que 
lhe conferia a Constituição. Não há necessidade de rememo-
rar muitos fatos para constatar que apesar de um aparato de 
disposições que lhe garantiam a independência, efetivamente 
esta somente se sedimentou a partir da Constituição de 1988. 
O período constitucional anterior foi permeado por várias 
crises políticas, rupturas e sucessões de Constituições e difi-
culdades em estabilizar um Estado de Direito12.

Do lado das violências experimentadas, a Primeira Repú-
blica conviveu com nomeações, remoções, aposentadorias e 
demissões de magistrados pelos governadores e chefes locais. 
As decisões judiciais eram descumpridas, inclusive, por 
Presidentes da República. Conhecidas são as resistências de 
Floriano Peixoto, Hermes da Fonseca e Arthur Bernardes. Em 
ato desrespeitoso, o primeiro chegou a nomear um médico e 
dois militares como ministros do Supremo Tribunal Federal. 

12	 A Constituição de 1891, apesar de sua inspiração liberal e republicana, estava 
desvinculada da realidade normada. Era uma Constituição nominalista 
(Loewenstein).Sua vigência foi intermediada pela decretação do Estado 
de Sítio e da intervenção federal, pela fraude em eleições e pelo abuso de 
poder das autoridades locais. Ambiente inadequado para um regime de 
liberdades, a que a independência judiciária serve. A partir de 1930 o Estado 
brasileiro persistiu sem Constituição até 1934 e, mesmo esta, após 1935 viu-
se desfigurada pelas Emendas Constitucionais de 1 à 3, pela decretação do 
estado de guerra e pela criação do Tribunal de Segurança Nacional (tsn) junto 
a Justiça Militar para julgar crimes políticos (1936). A partir de 1937 viu-se o 
exercício do poder sem limites pelo ocupante da Chefia do Executivo. Apesar 
da redemocratização empreendida pela Constituição de 1946, sua vigência foi 
marcada por rara instabilidade política, pela radicalização, inclusive ideológica, 
entre forças políticas reagentes e pela tentativa persistente de solucionar os 
problemas experimentados fora das normas constitucionais. O desfecho, 
como era esperado, foi pela violência. O regime inaugurado –posteriormente 
formalizado pela Constituição de 1967 e pela Emenda n.º 1/69– experimentou 
ora a violência desnuda das armas, ora a dissimulada dos Atos Institucionais. 
Assim foi até a redemocratização do Estado brasileiro em 1988. 
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O período de 1930 a 1945 conheceu a aposentadoria com-
pulsória de ministros, a assunção pelo Governo Provisório 
da atribuição de designar o Presidente do Supremo Tribunal 
Federal, a anulação por decreto de Acórdãos, a supressão 
do princípio do juiz natural (tsn) e a intimidação aberta da 
ditadura de 1937. Violências retomadas de forma fraqueada a 
partir de 1964, que por meio de Atos Institucionais suprimiu a 
vitaliciedade e a inamovibilidade, proibiu a judicialização de 
atos revolucionários, empreendeu demissões, afastamentos, 
remoções e aposentadorias, aumentou o número de minis-
tros no Supremo Tribunal Federal e suspendeu a garantia do 
habeas corpus para determinados crimes. De outro lado, o 
Poder Judiciário, nas vezes em que a abertura democrática 
lhe autorizava, se mostrou por vezes tíbio, senão pusilâni-
me, outras, complacente com os interesses dos poderes de 
representação13. São exemplos de decisões nesse sentido: a) 
o cancelamento de registro da anl (1935); b) a denegação 
dos Habeas Corpus para os perseguidos pelo fechamento 
do regime a partir de 1935, cujo caso mais conhecido foi do 
deputado João Mangabeira e de seus familiares, que cunhou 
a frase de “o órgão que, desde 1892 até 1937, mais faltou à 
República não foi o Congresso, foi o Supremo Tribunal Fe-
deral”; c) a denegação do Habeas Corpus de Maria Prestes 
(1935) e a concessão para delegado envolvido com a tortura 
e a perseguição de dissidentes políticos (1937); d) a cassação 
de registro ao Partido Comunista do Brasil pelo tse (1947)14.

13	 Uma importante ressalva deve ser feita em relação ao Supremo Tribunal 
Federal da República Velha. Apesar das violências sofridas, seus ministros, 
em diversos momentos, com coragem inconteste concederam Habeas Corpus, 
desenvolveram uma teoria toda particular para salvaguardar outros direitos 
não amparados por referido remédio constitucional e reconheceu direitos 
fundamentais (direitos de imigrantes, a posse de edifícios para a prática 
de cultos, imunidades parlamentares, os limites do Estado de Sítio e da 
intervenção federal). Em grande parte dos casos sucumbiram às violências, 
mas muitos deles não merecem o adjetivo de pusilânime. 

14	 No estudo que faz sobre o Supremo Tribunal Federal, Emília Viotti busca 
captar as transformações pelas quais passou a cúpula do Poder Judiciário na 
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Com a promulgação da Constituição Federal de 1988, o 
judiciário brasileiro foi dotado das mais amplas garantias de 
independências15. Quantitativamente como qualitativamente 
as garantias são em maior número do que as das Constituições 
que precederam a atual. O texto constitucional é indulgente 
quanto a outorga dessa. A instituição judiciária dispõe de uma 
independência externa consistente em uma autonomia admi-
nistrativa, de gestão financeira e orçamentária, de escolha de 
seus órgãos de direção, de admissão de juízes e servidores, 
de organização de seus serviços, juízes e secretarias e de 
fiscalizar, investigar e sancionar seus membros e servidores. 
Também de autonomia política para encaminhar sua proposta 
orçamentária e propor leis sobre criação e ampliação de car-
gos, de política remuneratória de seus membros e do regime 
jurídico de seus juízes, desembargadores e ministros (art. 96 
da cf). À independência externa, os juízes, no exercício de sua 
função, contam com uma amplo rol de garantias institucionais 
que lhes protege a discricionariedade decisional. Acrescente-
-se que a Constituição confiou-lhes importante função, quer 
no que se refere à ampliação de acesso à justiça pela previsão 
como direito fundamental de se socorrer ao judiciário para 
coibir qualquer ofensa a Direito e pela gratuidade do acesso 

história republicana. Parte do pressuposto de que os estudos historiográficos 
se preocuparam com outros poderes e pouco se escreveu sobre o terceiro 
poder. Por compreendê-lo “...essencial na construção da cidadania” procura 
compreender seu papel histórico no processo político brasileiro. Os ganhos do 
parágrafo acima foram colacionados a partir de seminal obra, o que contraria, 
talvez, o primeira impressão causada naqueles que se deparam com o seu 
título. De suas páginas dificilmente se pode dizer que ao final emerge um 
órgão de cúpula judiciária engrandecido. (Cf. Costa, 2006). 

15	 Quando da Constituinte, o juiz era “... encarado como uma personalidade mais 
próxima dos bem pensantes que fazem a opinião pública. E mais aceitável 
para essa burguesia ‘esclarecida’. É formado em nível superior, selecionado 
por meio de concurso, adstrito à independência e à imparcialidade, por isso 
–entende essa faixa da sociedade–, é melhor que a ele seja dada a decisão em 
matérias importantes –como as grandes decisões político-administrativas– 
do que aos ‘políticos’ –vistos como ignorantes, corruptos, interesseiros, 
demagógicos...” (Ferreira Filho, 2003, p. 214).
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à Justiça (art. 5.º, incisos xxv e lxxiv da cf), quer pela previsão 
de uma rica tipologia de ações para proteção a direitos, al-
guns de natureza transsubjetiva (art. 5.º, incisos lxix a lxxiii, 
art. 129, iii, art. 14, § 10, art. 37, § 4.º da cf), ou mesmo, para a 
sindicância abstrata da constitucionalidade (art. 102, caput e § 
1.º e art. 103 da cf) e pela atribuição da edição de provimentos 
normativos vinculantes (art. 103-A da cf).

O judiciário não rechaçou o aceno envolvente da Consti-
tuição. Ao contrário, persuadido por uma doutrina ideolo-
gicamente marcada excedeu o espaço que historicamente e 
juridicamente fora até então ocupado. Cada vez com maior 
frequência, revelaram-se: a) a aplicação direta da Consti-
tuição a situações não reguladas pelo texto constitucional 
e sem a concretização ou a intermediação do legislador; 
b) o reconhecimento da inconstitucionalidade de atos 
normativos por critérios mais flexíveis do que aqueles de 
afronta evidente ao texto constitucional; c) a imposição 
de agir ao poder público em matéria de políticas públicas 
(Barroso, 2012). O exercício da jurisdição em tais cânones, 
possibilitado pelo regime de independência trazido pela 
Constituição de 1988, é bem mais do que o exercício de um 
dever constitucional. Consubstancia uma ideologia que per-
meia os operadores do Direito, uma atitude e uma postura 
dos juízes quanto a forma de interpretar a Constituição, 
de compreender seu papel na arquitetura entre os poderes 
e na solução das demandas sociais e políticas que surgem 
no sistema constitucional. A maior inserção do Poder Judi-
ciário, que a práxis e a doutrina conhecem como ativismo 
judiciário, não é fato provindo de raízes exclusivamente 
ideológicas, mas, em especial institucionais-normativas16.

16	 O ativismo judicial floresce em dadas circunstâncias e sob certos influxos. 
São eles: a) a existência de uma Democracia Constitucional consolidada; b) 
um sistema equilibrado de divisão funcional de poderes; c) um programa de 
direitos que permita a proteção de minorias; d) o acesso às Cortes Constitu-
cionais por grupos de interesse, ainda que minoritários, pela oposição ou por 
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vi. Aspectos críticos da independência e de 
accountability do Poder Judiciário brasileiro  

O ativismo judiciário, possibilitado entre outros fatores 
por uma independência hipertrofiada, não é só uma ques-
tão normativa. Ao menos entre nós, não se coloca como 
uma possibilidade. É um dado. É um fato confirmado por 
investigações empíricas. A hipertrofia jurisdicional está 
atestada nos números e nas medidas tomadas. São exem-
plos desse ativismo, a constatação de que pelo controle 
concentrado de constitucionalidade, no período de 1988 
a 2002, o stf concedeu decisões invalidando ou suspen-
dendo o efeito de mais de 200 leis federais. Na história 
americana, no mesmo período, sua Suprema Corte tinha 
invalidado um número menor (135 leis) (Taylor, 2007, p. 
236). Enquanto arena para invalidação de políticas de 
Estado, o judiciário interrompeu leilões de privatização, 
barrou a implementação de um regime de previdência 
social, dispôs sobre reforma agrária, interveio no Direito 
Sanitário, absorvendo não somente o planejamento de 
políticas públicas de saúde, mas sua execução.

As teorias divergem sobre a legitimidade do protago-
nismo judiciário. Uns propugnam que seja cada vez mais 
marcante, outros o deploram, alguns insistem que a teoria é 
ideologicamente marcada e tecnicamente insuficiente, mas 
todos são concordes em um ponto: nunca se exigiu, como 
agora, tanta tinta para explicar sua dinâmica e estática na 
arquitetura entre os poderes.

partidos políticos como forma de frear as maiorias políticas; e) a existência 
de instituições majoritárias disfuncionais ou com fraca efetividade; f) grande 
prestígio do Poder Judiciário em prejuízo das instâncias políticas majoritárias, 
tidas como imobilizadas ou corruptas; g) prioridade da arena judicial, em 
relação aos demais poderes, para solução de questões com alto custo social 
ou político, possibilitada por um regime de independência que lhe confira o 
protagonismo (Oliveira, 2011, p. 14). 
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Um problema de relevo que se coloca quando se depara 
com um exercício jurisdicional abrangente –capaz de retardar, 
invalidar ou mesmo substituir políticas públicas estabeleci-
das por órgãos de representação (decisões contramajoritárias) 
ou decidir as grandes questões morais de uma respectiva 
sociedade– é como controlar e fiscalizar as decisões tomadas. 
Como é sabido, as decisões dos órgãos de representação estão 
submetidas a mecanismos de accountability vertical, eleições 
periódicas e a persistente pressão da opinião pública e da 
imprensa, e accountability horizontal, exercida (também) pelo 
Poder Judiciário. Quando em desconformidade com a von-
tade do soberano, são instrumentos eficientes para cobrança 
de explicações, providências e para a aplicação de sanções. 
Mas, na hipótese de os juízes assumirem as atribuições dos 
outros poderes, não há como se proceder da mesma forma. 
Aquele que era antes só guardião, persiste guardião de outros 
órgãos de representação, mas formula e executa parcela das 
competências constitucionais que não são suas. O exercício 
da competência constitucional alheia acaba ficando livre de 
qualquer tipo de controle. Sendo a magistratura nacional não 
eletiva e não havendo quem “guarde o guardião”, não existe 
outro poder que possa exercer a accountability horizontal 
sobre as decisões judiciais, como já não existe a vertical. O 
judiciário ativista acaba se despregando do próprio Estado 
de Direito. Transforma-se em um poder sem controles.

É verdade que o judiciário conta com um regime de res-
ponsabilização jurídica, comportamental e institucional17. O 
problema está na responsabilização e prestação de contas 
pelas decisões tomadas. As decisões restam livres de um 
regime de controle externo. A accountability decisional ju-

17	 Esse sistema de accountability foi aprimorado a partir da Emenda 
Constitucional 45/2004. A exemplo de outros Estados soberanos, criou entre 
nós um órgão pertencente ao Poder Judiciário com a finalidade de controle 
da atuação administrativa e financeira do Poder Judiciário e do cumprimento 
dos deveres funcionais dos juízes.
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diciária somente existe em seu sentido fraco (accountability 
vertical social). Dá-se pela fundamentação das decisões e 
pela publicidade dos julgamentos, o que os tornam sujeitos 
à crítica da opinião pública e da doutrina. Também acontece 
pela revisão dos julgados pelos instrumentos recursais (em-
preendida interna corporis). Falta, contudo, um instrumento 
de sanção aos juízes pelas decisões tomadas.

Isso ocorre porque o regime de independência está fir-
mado na crença de que o juiz quando decide o faz segundo 
princípios de justiça. Dotado de neutralidade, suas decisões 
primam pelo formalismo. São expressão do Estado Demo-
crático de Direito. Os propósitos da independência judicial 
em uma democracia constitucional se realizam como uma 
condição necessária para a sua concretização (Estado de 
Direito). Assegura que todos estão sujeitos às mesmas re-
gras gerais. Indivíduos ou agentes públicos, na busca da 
satisfação de interesse próprio, estão limitados por normas 
impessoais. O poder político, econômico ou social que aque-
les dispõem para gozo está restringido pelas normas gerais, 
aplicadas de forma isenta por um judiciário independente 
(Ferejohn, 1999, pp. 366/367). Acontece que essa concepção 
de independência –que no aspecto decisional, sempre terá 
uma preferência sobre a accountability, inferiorizada diante 
daquela e relegada a um sentido fraco– é própria do judiciá-
rio de um Estado Liberal nascente. Como já discutido, em um 
modelo original de Estado liberal americano, restringiu-se 
o setor democrático pela ampliação do poder dos juízes de 
controlar os órgãos de representação, enquanto no de mo-
delo francês ampliou-se o campo democrático em prejuízo 
do Estado de Direito. Os campos permaneceram, contudo, 
separados sob um paradigma ou outro. Se tangenciaram, 
nunca se confundiram. Em um sistema nestes moldes, é 
lógico e funcional se falar em uma independência e auto-
nomia decisional livre de responsabilização ou com respon-
sabilização diminuída. O mesmo não acontece quando as 
áreas de influência da democracia e do Estado de Direito 
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se sobrepõem ou se confundem. Em situações tais, em um 
modelo ativista, máxime quando as famílias do Civil Law 
e do Common Law se aproximam como ocorre entre nós na 
sindicância de constitucionalidade, abre-se espaço ao menos 
para a discussão de uma responsabilização decisional.

Mas, por um lado, se é propícia e justificada a discussão 
sobre a sua necessidade, de outro, é de difícil efetividade. O 
direito comparado conhece a eletividade de juízes ou outras 
formas de investidura política como forma de se fiscalizar 
a ideologia daqueles que exercerão a jurisdição. Parece, 
todavia, não ser a melhor solução em um sistema do Civil 
Law. É da tradição entre nós a investidura por concurso de 
provas e títulos, o que confere profissionalismo aos juízes. 
A mudança seria custosa e sem uma garantia de eficiência. 
Ao contrário, há o perigo certo de se politizar ainda mais o 
judiciário. O judiciário do império é um sofrível exemplo 
dessa iniciativa. Na falta de um modelo institucional a ser 
implantado, retorna a questão: qual a solução para uma in-
dependência hiperdimensionada e pela falta de mecanismos 
de responsabilização?

O dilema, em casos tais, resolve-se pela manutenção do 
mesmo regime de independência e accountability (comporta-
mental, institucional, jurídica e decisional fraca). Em contra-
partida, transformações institucionais possibilitariam recon-
duzir os juízes a parâmetros de segurança jurídica em que a 
independência não seria causa disfuncionalidade. O caminho 
passa pela imposição de limites à competência jurisdicional.

Um primeiro, pela supressão da competência difusa dos 
juízes para controlar a constitucionalidade. Isso se mostra 
factível com a transformação do Supremo Tribunal Federal 
em Corte Constitucional. A supressão já seria suficiente para 
retirar dos magistrados ordinários o alto teor de politicidade 
de suas decisões. Para esta hipótese, mesmo com alto grau 
de autonomia, ainda que sem um mecanismo de responsa-
bilização sobre as decisões tomadas, os magistrados pouco 
se aventurariam em invadir espaço que não lhe é próprio. 
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Não teriam competência jurisdicional. A transformação 
do Supremo Tribunal Federal em Tribunal Constitucional 
é ideia cara para publicística nacional18. Há aqueles que 
tecem críticas à transposição, argumentando que em um 
país de dimensão constitucional e com duas centenas de 
milhões de habitantes, grande parte da população ficaria 
desguarnecida de uma efetiva proteção no campo dos 
direitos fundamentais. Sem a tutela jurisdicional, quando 
direitos fundamentais fossem ofendidos, não haveria para 
quem se socorrer. Preocupação que é também desmerecida. 
É providência que facilmente se resolve pela criação de 
instrumento processual assemelhado ao recurso constitu-
cional alemão (Verfassungsbeschwerden) previsto no artigo 
93, 4.a da Lei Fundamental da República Federativa da 
Alemanha. É de legitimidade popular e qualquer um pode 
provocar a intervenção do Tribunal Constitucional quando 
diante de ofensa a direito fundamental. Seria possível ao 
legitimado, o que sofreu lesão a direito fundamental, se 
socorrer diretamente ao Tribunal Constitucional. Não seria 
maneira de restringir a independência, mas de especializar a 
competência constitucional. Preservam-se a independência 
judiciária e a competência constitucional de se sindicar a 
constitucionalidade das normas.

Dessa maneira, os juízes teriam a competência jurisdicio-
nal restringida e não teriam espaço para invasão do espaço 
democrático, mas, ao mesmo tempo teriam preservado um 
regime de independência e accountability. A democracia 
constitucional ganharia pela extensão aos membros de Tri-
bunal Constitucional de novas formas de responsabilização 
e prestação de contas (diferente do resto da magistratura). 

18	 Elival da Silva Ramos apresenta outros inconvenientes para a manutenção 
do sistema em atuais moldes (um sistema difuso de controle da 
constitucionalidade). Entre elas, o coexistência de decisões conflitantes e o 
sobrecarregamento do Supremo Tribunal Federal enquanto instância revisora. 
(Cf. Ramos, 2010, pp. 362-372).
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Aqueles que dispuserem de competência para invalidar as 
normas produzidas pelos órgãos de representação gozarão 
de um regime próprio de acesso à função (como sói acontecer 
na experiência do Direito Comparado no sistema de fisca-
lização de constitucionalidade kelseniano). Uma forma de 
investidura política consistente na indicação dos membros 
pelos vários órgãos eletivos de representação (Presidência 
da República, Câmara dos Deputados e Senado Federal), 
outorgaria um certo alinhamento ideológico entre os órgãos 
de representação e os que estão investidos na jurisdição 
constitucional. Como os órgãos de representação, inclusive 
ideologicamente, estão adstritos a uma accountability vertical 
quanto a seus eleitores, indiretamente repassariam o mesmo 
nivelamento àqueles que indicassem para ocupar a função. 
Ao mesmo tempo, o estabelecimento de investidura a termo 
certo, por mandato, concederia independência. É que acres-
cida da impossibilidade de recondução para o mesmo cargo, 
o nomeado ficaria livre do órgão que o nomeou e autono-
mamente poderia desempenhar sua missão constitucional.

Há a possibilidade, também, de se criar um mecanismo 
de accountability decisional horizontal sobre as próprias 
decisões tomadas. Como se sabe, em tempos atuais, uma 
Constituição normativa não dispensa um adequado siste-
ma de controle constitucionalidade para a preservação de 
suas normas. Quando se debate, contudo, o exercício da 
sindicância constitucional, abre-se uma divergência sobre a 
profundidade dessa atribuição constitucional. Possibilita-se, 
então, falar-se em uma modalidade fraca, para sindicância 
de leis e atos normativos elaborados pelo executivo, e, 
uma modalidade forte, quando àqueles atos normativos 
se acrescem as normas constitucionais (emendas à cons-
tituição). Em situações tais, a competência constitucional 
conferida ao órgão de cúpula do judiciário ou ao Tribunal 
Constitucional lhes dá supremacia sobre os demais poderes. 
Uma vez mais operam sem limites. São motivos que, por 
exemplo, a experiência do Estado constitucional canadense 
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criou mecanismo para mitigar o controle de constituciona-
lidade. Consiste na “cláusula do não obstante”, por meio 
da qual se devolve ao Parlamento e mesmo ao poder legis-
lativo local a faculdade de validar lei, por certo período de 
tempo, mesmo que referido diploma legislativo tenha sido 
julgado inválido por ofensa a Carta Canadense de Direitos. 
A doutrina quando se debruça sobre o instituto, atribui-lhe 
a natureza de instrumento de diálogo institucional entre os 
poderes (Branco, 2010, pp. 58-66). Em verdade, nada mais 
é do que um mecanismo de accountability horizontal e apto 
é para exigir uma prestação de contas e uma sanção por 
uma decisão judicialiforme sobre a inconstitucionalidade 
de normas. Entre nós, medida semelhante esteve próxima 
a ser positivada por meio da pec de n.º 33./2011[19].

Não há empecilho para que, em uma grande mudança 
institucional, reconduza-se o Poder Judiciário brasileiro a 
um sistema de independência e accountability que seja fun-
cional e observe os fins de uma Democracia constitucional 
republicana. As condições, as possibilidades, o impacto e o 
custo desta engenharia constitucional passa a ser o objeto 
de uma investigação futura.

Conclusão  

Ao desfecho e como fecho de tudo quanto exposto, cabe a 
título de síntese rememorar as principais questões aventa-
das, as soluções oferecidas e os resultados obtidos:

19	 A pec 33/2011 estabelecia verdadeiro mecanismo de accountability decisional 
ao permitir que nas hipóteses de declaração de inconstitucionalidade material 
sobre Emendas à Constituição, a decisão não produziria efeitos vinculantes 
e erga omnes e deveriam ser submetidas ao Congresso Nacional que, 
manifestando-se contrariamente à decisão, poderia submeter sua legitimidade 
à consulta popular. Previa outrossim a possibilidade de o Congresso Nacional 
deliberar sob o efeito de Súmula Vinculante editada pelo Supremo Tribunal 
Federal. A pec 33/2011 foi arquivada com fundamento no art. 105 do Regimento 
Interno da Câmara dos Deputados em 31 de janeiro de 2015. 



403

1. A independência judiciária é conceito fulcral no âmbito 
da Teoria Constitucional. Sua importância advém de ser 
condição de existência do Estado Democrático de Direito. 
Por independência judiciária compreenda-se a liberdade 
ou a autonomia da organização judiciária (institucional) e 
do magistrado (pessoal), constitucionalmente e legalmente 
protegidas por uma série de direitos, garantias e deveres, 
de exercício funcional imparcial e responsável e livre de 
pressões de outros poderes, das partes litigantes e da opi-
nião pública.

2. A independência judiciária tem como sua contraparte 
a accountability no exercício. As discussões sobre accountabi-
lity provêm da Ciência Política e estão presentes na relação 
que se estabelece nas Democracias representativas entre 
titular do mandato eletivo e o representado. O primeiro no 
exercício da função de representação tem sempre o dever 
de prestar contas, justificar e, em algumas hipóteses, ser 
sancionado pelo exercício da soberania. A partir do mo-
mento em que o judiciário passou a ser compreendido como 
instituição integrante e indispensável nas Democracias 
constitucionais, desde quando os juízes competem com os 
órgão de representação na execução de políticas de Estado, 
as discussões de accountability migraram dos órgãos de 
representação para as instituições judiciárias.

3. O sistema de independência judiciária enfeixa um 
regime normativo que contempla a independência externa 
da instituição judiciária (autonomia administrativa, orça-
mentária e financeira) e as garantias institucionais de seus 
membros para o exercício da jurisdição, enquanto um sis-
tema de accountability pressupõe responsabilização jurídica, 
institucional, comportamental e decisional.

4. Quando se investiga a independência judiciária des-
cobre-se que o seu fundamento está atrelado à separação 
de poderes. Está presente no debate teórico das obras de 
Locke, Montesquieu ou nos Artigos Federalistas. Ocupa a 
preocupação dos artífices do Estado liberal, estruturado 
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com escopos diferentes em terras americanas e na Europa 
continental. Lá tendo o Poder Judiciário como gendarme 
da Democracia, protegendo-a dos perigos das facções e fis-
calizando as atribuições constitucionais dos outros poderes 
por meio do controle de constitucionalidade, na Europa, 
em especial na França, visto com suspeitas em razão de seu 
passado atrelado ao Estado Absoluto, por isso, com indis-
farçável inferioridade política diante do Parlamento (órgão 
de representação por excelência). Em uma arquitetura ou 
outra, juízes, tribunais e a organização judiciária estiveram 
submetidos a um regime de independência judiciária e ac-
countability. O paradigma americano com preferência pela 
independência em prejuízo da accountability, o modelo 
europeu com propensão por um sistema no qual vigia a 
predominância de deveres, obrigações e vedações à autori-
dade judiciária. O espaço de exercício funcional dos órgãos 
de representação e dos órgãos judiciários eram demarcados 
não somente por atribuição constitucional própria, como 
também por um específico regime de independência e 
accountability.

5. A evolução política –a partir do momento em que o 
Estado assumiu o protagonismo da solução de demandas 
sociais e econômicas– exigiu uma transformação da sua 
estrutura judiciária original. Inicialmente o Poder Executi-
vo se encarregou da concretização dos fins largos estatais, 
mas com o tempo, o lócus judiciário passou a ser o espaço 
procurado. O controle de constitucionalidade foi o principal 
instrumento processual para atender à procura. Por óbvio 
que sendo diferentes os paradigmas da relação de poderes, 
na Europa continental se mostrou necessário a criação de 
órgãos especiais, Tribunais Constitucionais, para a sindicân-
cia de constitucionalidade. Estes Tribunais Constitucionais 
exigiram um regime próprio de independência e de respon-
sabilização orgânica e comportamental de seus membros.

6. O judiciário brasileiro transpôs fases em sua evolução, 
momentos nos quais sempre teve rearranjar seu sistema de 
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independência e accountability. Ele retira suas origens do 
Estado português, no qual não havia uma separação entre 
a coroa e o exercício da jurisdição, sendo impossível se falar 
em independência ou accountability. Essa estrutura burocrá-
tica foi transferida para a colônia portuguesa nas Américas. 
Por ocasião da independência da metrópole, exigiu engenho 
de seus artífices (do Estado) para criação de uma estrutura 
administrativa judiciária profissionalizada, funcional e 
independente Apesar de um moderno aparato normativo, 
foi projeto que soçobrou pela dependência política (não 
normativa) de juízes para investidura em seus cargos e 
ascensão na estrutura judiciária. A ordem constitucional 
republicana, inaugurada a partir de 1891, edificou um bom 
arcabouço normativo que permitiu ao judiciário uma inde-
pendência administrativa, financeira, com garantias institu-
cionais para seus membros e a previsão de um controle de 
constitucionalidade para fiscalização dos atos dos órgãos 
de representação. A história republicana foi, contudo, um 
intermediado de crises políticas e rupturas, o que fez com 
que os juízes e o judiciário estivessem sujeitos a violências, 
intimidações e a cooptação pelo poder político (apesar das 
normas indulgentes das distintas Constituições).

7. O Poder Judiciário somente granjearia plenitude 
política a partir da Constituição de 1988. A partir desse 
momento o judiciário foi contemplado com uma gama de 
independência bem superior a toda aquela anterior de sua 
história republicana. Esse aceno acabou fazendo com que 
o judiciário cada vez mais se comprometesse com uma 
postura e uma compreensão proativa de sua função cons-
titucional. O ativismo judiciário, possibilitado também por 
uma independência hipertrofiada, acabou sendo não só uma 
questão normativa, mas um fato.

8. Realidade que coloca em xeque os espaços estanques 
de exercício dos órgãos de representação e aquele da ins-
tituição judiciária, moldados que foram para um Estado 
liberal. Essa confusão de espaços, própria de uma engran-
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decida independência judiciária, justifica novos parâmetros 
para a accountability judiciária, que não somente a compor-
tamental ou institucional. Mostra-se imprescindível uma 
accountability decisional.

9. Ocorre que a accountability decisional é de difícil im-
plementação. Ela ocorre somente na modalidade fraca, por 
meio da fundamentação das decisões, da publicidade dos 
julgamentos e da revisão do decidido por órgãos colegiados 
interna corporis. Uma accountability fraca mostra-se insufi-
ciente para o protagonismo amplo que a independência 
judiciária nacional vem permitindo a seus juízes.

10. Na ausência de uma solução imediata e na impos-
sibilidade jurídica de um mecanismo efetivo de se cobrar 
responsabilidade de juízes por suas decisões, pena de com-
prometimento da independência judiciária que é garantia 
do Estado de Direito, mostra-se recomendável a reengenha-
ria de funções de maneira que sejam obtidos os mesmos 
resultados, ou seja, um reequilíbrio da independência e 
responsabilização. Tal ocorreria por meio da supressão da 
competência difusa de controlar a constitucionalidade e 
pela criação de um Tribunal Constitucional com investidura 
política e a tempo certo.

11. A supressão da competência difusa coibiria o ativis-
mo, evitaria a absorção de competências de outros poderes 
e ao mesmo tempo permitiria o exercício amplo de uma 
independência amparada por uma accountability institu-
cional e comportamental. Não se mostraria necessária uma 
accountability decisional

12. A criação de um Tribunal Constitucional e a investi-
dura política de seus membros por obra da conjunção de 
órgãos de representação diferentes (as duas casas do Con-
gresso Nacional e a Presidência da República), permitiria 
controlar a ideologia jurídica e política dos designados. 
Haveria a possibilidade, também, de sancionar ou rever 
o conteúdo das decisões tomadas em controle de consti-
tucionalidade por meio da cláusula do “não obstante”. 
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Nesta hipótese, o Congresso Nacional chamaria para si a 
atribuição constitucional de suspender por tempo certo ou 
convocar o soberano para se manifestar sobre a legitimidade 
de decisões do Tribunal Constitucional sobre a inconstitu-
cionalidade de normas.
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Capítulo 10. O estado de “lei e ordem” em 
face dos direitos humanos: a relativização 
da presunção de inocência nas adcs 43 E 44  

Paulo César Corrêa Borges*

Victor Lugan Rizzon Chen**

Introdução  

O Direito é, de uma maneira geral, o instrumento pa-
cificador da sociedade e, como muito bem salientado 
por Rudolf Von Ihering, é força viva que se utiliza da 
guerra para obter a paz1. Nesse sentido, o Direito Penal 
é destinado à proteção de bem jurídicos fundamentais, 
apresentando-se, deveras vezes, como um conglomerado 
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Tutela Penal e Educação em Direito Humanos; Brasil. victorlugan@hotmail.
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1	 Ihering, R. V. A luta pelo direito. São Paulo: Hunter Books, 2012, p. 53.
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de normas que descrevem condutas socialmente repro-
váveis e impõem sanções aos seus infratores.

Com efeito, o Direito Penal de um Estado Democrático 
de Direito é baseado no princípio da intervenção mínima, 
de modo que sua atuação deve ser a ultima ratio, tendo 
em vista o rigor de suas sanções. No entanto, de se aten-
tar que, conforme Oswaldo H. Duek Marques, por mais 
que se pretenda dar racionalidade jurídica à imposição 
do castigo, a vingança permanece a integrar as práticas 
penais, pois ela intrínseca ao sentimento humano2.

Dessa forma, é inegável que as penas, assim como a 
comunidade em um todo, guardam resquícios vingativos 
diante da resolução de conflitos ofensivos ao equilíbrio 
social, fato que vem a comprometer o referido princípio. 
Nesse sentido, Winfried Hassemer escreve que “em face dos 
grandes e tormentosos problemas sociais, no atual discurso 
político o Direito Penal vige não mais como ultima, senão 
como prima ou até mesmo sola ratio”3.

Não é difícil notar que a atual sociedade brasileira 
costuma ansiar pela aplicação efetiva do poder punitivo 
ao criminoso, sendo de fácil percepção o discurso voltado 
para a punição, a qualquer custo, por meio de uma maior 
atuação interventiva do Estado, culminando, por vezes, na 
negação de direitos humanos.

Ocorre que os direitos humanos estão ligados direta-
mente à própria ideia de Estado de Direito, essencial para 
a garantia do mínimo existencial do ser humano. Tais di-
reitos foram concretizados e enraizados nos ordenamentos 
jurídicos através de um processo intenso de luta, tendo sua 

2	 Marques, O. D. Fundamentos da Pena, 3.ª ed. São Paulo: wmf Martins Fontes, 
2016, p. 20.

3	 Hassemer, W. “Desenvolvimentos previsíveis na dogmática do direito penal e 
na política criminal”. Revista eletrônica de Direitos Humanos e Política Criminal n.º 
2, abril 2008 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: http://www.buscalegis.
ufsc.br/revistas/files/anexos/32318-38755-1-PB.pdf, p. 05.
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influência inegável na construção e aplicação do Direito 
Penal.

Atenta-se para o fato de que esta relação não é direta-
mente proporcional, pelo contrário, há momentos nos quais 
o anseio da sociedade tem o condão de relativizar referidas 
garantias. Não é difícil perceber que a atual conjuntura 
brasileira caminha para esta flexibilização, uma vez que 
se tem em voga, por exemplo, o debate crescente acerca da 
redução da menoridade penal, assim como a recente vigên-
cia do “pacote anticrime” (Lei n.º 13.964/19), cujo próprio 
“nome” empregado pelas Autoridades judiciárias induz 
suas intenções como instrumento de combate à criminali-
dade em geral, ainda que, em alguns pontos, contrário aos 
avançados da dialética dos direitos humanos.

Todavia, esta não é uma característica presente apenas no 
Brasil, pelo contrário, muito se vê o rigor penal crescer em 
outros países, materializado, principalmente, em razão da cri-
minalidade resultante da crise do neoliberalismo, o que gera 
um anseio pela aplicação de penas. Nesse sentido, Jesús-Ma-
ría Silva Sánchez disserta que “não é nada difícil constatar a 
existência de uma tendência claramente dominante em todas 
as legislações no sentido de introdução de novos tipos penais, 
assim como um agravamento dos já existentes”4.

Com efeito, difunde-se a ideia falaciosa de que a pena 
é o substrato da redução da criminalidade, levando a crer 
que tornar o direito penal mais rigoroso e abrangente é um 
método eficaz de prevenção. No entanto, necessário atentar 
para as palavras de Francisco de Assis Toledo sobre a falácia 
desse discurso quase que alegórico:

Em grave equívoco incorrem, frequentemente, a opinião públi-
ca, os responsáveis pela Administração e o próprio legislador, 

4	 Sánchez, J. S. A expansão do direito penal: aspectos da política criminal nas sociedades 
pós-industriais. Trad. Luiz Otávio de Oliveira Rocha, 2.ª ed. São Paulo: rt, 2002, 
p. 21.
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quando supõem que, com a edição de novas leis penais, mais 
abrangentes ou mais severas, será possível resolver-se o pro-
blema da criminalidade crescente. Essa concepção do direito 
penal é falsa porque o toma como uma espécie de panaceia 
que logo se revela inútil diante do incremento desconcertante 
das cifras da estatística criminal, apesar do delírio legiferante 
de nossos dias5.

Hodiernamente, grande parte dos doutrinadores teori-
zam sobre a existência de uma nova política criminal basea-
da no conceito de expansão do Direito Penal, cujos aspectos 
são fundados na “criação de novos ‘bens jurídicos-penais’, 
ampliação dos espaços de riscos jurídico-penalmente rele-
vantes, flexibilização das regras de imputação e relativiza-
ção dos princípios político-criminais de garantia”6.

As causas deste expansionismo são diversas e inti-
mamente ligadas ao processo de globalização, onde há a 
produção de novos riscos e um incremento da sensibili-
dade a eles. Por primeiro, de se ressaltar que Ulrich Beck 
delineou a ideia de sociedade do risco, a qual está atrelada 
à “produção de novos riscos decorrente do avanço tecno-
lógico, econômico e científico, bem como a compreensão 
dos novéis problemas sociais que dão ensejo a uma nova 
modernidade”7.

O surgimento de novos riscos, então, encadeou um pro-
cesso de insegurança social, uma vez que por serem voláteis, 
tais como a sociedade atual, difícil é a delimitação de seus 
danos, bem como o controle. Nesse sentido, Ulrich Beck 
escreve que as novéis ameaças não são só imperceptíveis 

5	 Toledo, F. A. Princípio básicos do direito penal. São Paulo: Saraiva, 2010, p. 5.
6	 Sánchez, J. S. Op. cit., loc. cit.
7	 Souza, L. A. Expansão do Direito Penal e Globalização. São Paulo: Quartier Latin, 

2007, p. 108.
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sensorialmente ou não imagináveis, mas também indeter-
minadas pela ciência8.

Este aspecto, contudo, não é suficiente para consubstan-
ciar a ideia de sensação social de insegurança, ensejadora 
do expansionismo penal.

A “impotência” do ser humano é agravada, também, 
pela evolução dos meios midiáticos, eis que, nas últimas 
décadas, através da velocidade da informação, foram 
“aproximados” os perigos de tal forma que se propagou o 
medo na sociedade. Com efeito, “a reiteração e a própria 
atitude (dramatização, morbidez) com a qual se examinam 
determinadas notícias atuam como um multiplicador dos 
ilícitos e catástrofes, gerando uma insegurança subjetiva 
que não se corresponde com o nível de risco objetivo”9.

Sérgio Salomão Shecaira e Alceu Corrêa Junior acertam 
ao afirmar que a mídia codifica a imagem da sociedade e, 
dessa forma, altera o conteúdo e o significado da própria 
realidade, de tal modo que a definição imposta ganha maior 
destaque daquilo que realmente existe, fazendo com que o 
medo ganhe vida própria10.

Maria Lucia Karan ainda ressalta que a publicidade 
da criminalidade, com enfoque em casos de crueldade, 
tem o condão de criar uma realidade na qual as pessoas 
passam a perceber o fato delituoso com maior intensidade 
do que efetivamente o é, ao passo que, deveras vezes, da-
dos estatísticos são distorcidos de tal modo que acaba por 
fortalecer sentimentos de medo e insegurança, criando-se 
um fantasma da criminalidade, assim como a ideia de que 

8	 Beck, U. A reinvenção da política. Modernização Reflexiva: Política, Tradição 
e Estética na Ordem Social Moderna. Trad. Maria Amélia Augusto. Oeiras: 
Celta Editora, 2000, p. 06.

9	 Sánchez, J. S. Op. cit., p. 38.
10	 Shecaira, S. S. e Junior, A. C. Teoria da Pena: finalidades, direito positivo, 

jurisprudência e outros estudos de ciências criminal. São Paulo, Editora Revista 
dos Tribunais, 2002, pp. 377-378.
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seu combate se dará exclusivamente por meio do sistema 
penal11.

Vale salientar que essa maior sensibilidade ao risco e, 
por conseguinte, a sensação de insegurança, desembocam 
naquele anseio por punição mencionado em linhas ante-
riores. O resultado mais evidente da nova política criminal 
crescente infere, então, na reformulação das políticas crimi-
nais clássicas, divididas, de maneira simplista, em política 
de direita, caracterizada pela criminalização, e política de 
esquerda, baseada na intervenção mínima do direito penal.

No tocante a segunda, propugnava-se outrora a “dimi-
nuição ou a eliminação da intervenção estatal, para resolver 
conflitos sociais (penais ou penalizáveis), confiando mais 
nos agentes de controle informais”12. Todavia, o que se 
constata na atual conjectura é um crescimento exponencial, 
nesta política, no sentido de criminalizar condutas que já 
não podem mais ser toleradas, a fim de garantir direitos 
e proteções a grupos fragilizados socialmente, como por 
exemplo nos casos das condutas de matéria sexual.

Da mesma forma, Mara Lúcia Karam13 descreve que a 
esquerda, envolta a um tempo de sentimento de insegu-
rança e medo coletivo difuso, descobriu a repressão penal 
como forma de combater a criminalidade contrária aos 
seus interesses, ansiando pela lei e pela ordem, de tal forma 
que recai em patente contradição com os ideais de trans-
formação social que a distingue, reproduzindo os mesmos 
mecanismos excludente

11	 Karam, M. L. De crimes, penas e fantasias. Niterói: Luam Ed., 1991, pp. 200-201.
12	 Roberti, M. A intervenção mínima como princípio no direito penal brasileiro. 

Porto Alegre: Sérgio Antônio Fabris Editor, 2001, p. 108.
13	 Karam, M. L. A esquerda punitiva. Revista Discursos sediciosos – crime, direito 

e sociedade, pp. 79-92. 1996 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: https://
we.riseup.net/assets/369699/74572563-Maria-Lucia-Karam-A-esquerda-
punitiva.pdf, pp. 90-91.
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Além dessa forma crescente de anseio por proteção pela 
via penal, tem-se também um combate às novas formas 
de criminalidades, inerentes à sociedade do risco, bem 
como uma atenção especial aos crimes cometidos pelas 
classes mais abastadas. Nesse sentido, a repulsa pela cri-
minalidade do “colarinho branco” é uníssona, abrangendo 
adeptos desta política de esquerda, assim como aqueles 
da de direita.

De fronte a estes aspectos, a tendência primordial é a de 
criminalização, mesmo que possa resultar na relativização 
das garantias penais e processuais penais, fato que é temero-
so, uma vez que seus impactos podem atingir o todo social 
e reafirmar a desigualdade. Em outras palavras:

Daí que a aposta, que parece decidida, por uma expansão do 
Direito Penal, que conglobe a relativização dos princípios de 
garantias e regras de imputação no âmbito da criminalidade 
dos poderosos, sendo criticável em si mesma, pode incorrer 
ademais no erro adicional de repercutir sobre a criminalidade 
em geral, incluída a dos poweless, algo que aparentemente se 
ignora na hora de propor reformas antigaratistas14.

Necessário reconhecer, então, a fusão de ambas as po-
líticas na tendência expansiva do Direito Penal. No ponto, 
Jesús-María Silva Sánchez afirma que se instaurou um 
consenso geral de que o poder punitivo estatal é necessá-
rio para o convívio em sociedade, sendo influenciado pelo 
antigo e perigoso discurso do movimento de lei e ordem15, 
identificado pela tolerância zero contra a criminalidade e 
pelo uso da pena em seu caráter puramente vingativo/
retributivo da pena.

14	 Sánchez, J. S. A expansão do direito penal: aspectos da política criminal nas sociedades 
pós-industriais. Trad. Luiz Otávio de Oliveira Rocha, 2.ª ed. São Paulo: rt, 2002, 
p. 55.

15	 Ibid., p. 25.
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Dessa forma, o presente trabalho busca analisar se há 
de fato resquícios da referida política criminal no debate 
jurídico penal brasileiro, bem como suas exteriorizações 
no atual cenário.

Para tanto, propõe-se a explorar uma das questões mais 
suscitadas, e talvez de maior relevância nos últimos anos, 
qual seja, a possibilidade de cumprimento antecipado da 
pena privativa de liberdade após o acórdão condenatório 
exarado em segundo grau de jurisdição, em detrimento 
do direito fundamental da não culpabilidade presumida.

A fim de compreender a problemática vale lembrar que 
o Pacto de São José da Costa Rica positivou em seu artigo 
8.º, inciso ii, o direito de presunção de inocência até a com-
provação legal da culpa16. Seguindo o mesmo mandamento 
internacional, a Constituição Federal Brasileira foi além, 
condicionando a culpa ao trânsito em julgado da sentença 
penal condenatória17.

De outro lado, entre os anos de 2016 e 2019, prevaleceu 
no Supremo Tribunal Federal o entendimento no sentido 
de que a ausência de trânsito em julgado da sentença penal 
condenatória não obsta a determinação da execução anteci-
pada da pena, o que somente foi superado no julgamento 
das Ações Declaratórias de Constitucionalidade n.º 43 e 
n.º 44.

Chama a atenção, todavia, os votos proferidos no jul-
gamento das medidas cautelares das respectivas ações 
constitucionais, realizado no mês de outubro de 2016, 
oportunidade na qual a maioria dos ministros da Suprema 
Corte firmaram a possibilidade de imposição de pena ao 

16	 Americanos, O. E. Pacto de São José da Costa Rica. São José: Organização dos 
Estados Americanos, 1969.

17	 Brasil. Constituição da República Federativa do Brasil, de 5 de outubro de 1988. 
Diário Oficial da União. Brasília, 1988 [acesso em abril de 2020], Disponível em: 
http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Constituicao/Constituicao.htm, art. 
5º, inciso lvii.
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condenado ainda em estado de inocência, motivando os 
Tribunais de segundo grau a adotar o mesmo entendimento.

Busca-se, assim, analisar as argumentações dos doutos 
ministros que sustentaram o indeferimento das medidas 
cautelares e, para isso, faz-se necessário, por primeiro, de-
linear os aspectos do movimento de lei e ordem, bem como 
conceituar o princípio da presunção de inocência sob a luz 
da Constituição Federal brasileira.

i. O movimento de “lei e ordem”  

Antes de adentrar ao presente tema, cabe esclarecer que a 
doutrina vem divergindo ao apreciar o movimento de lei e 
ordem, a teoria das janelas quebradas e a política criminal 
de tolerância zero. Há quem considere a existência de dois 
movimentos distintos, dentre os quais um, tolerância zero, 
é fundado naquela teoria. Todavia, existe também aqueles 
que entendem ser tudo parte integrante de um movimen-
to só, agregado por mesmas ideias e direcionados para o 
mesmo fim.

O presente trabalho tende a crer que o movimento de 
lei e ordem é gênero, ao passo que a teoria das janelas que-
bradas surge em meio as ideias difundidas por ele, tanto 
o é que um dos seus criadores, James Q. Wilson, também 
é considerado pai da matéria. E, no mais, entende-se que 
a política de tolerância zero pode ser considerada como a 
maior expressão prática do discurso adotado, sendo, por-
tanto, apenas um dos desdobramentos, ainda que George 
Kelling, coautor da teoria em comento, Willian Bratton, 
comissário de Polícia da cidade de Nova York, neguem 
qualquer relação entre eles18, o que não cremos ser suficiente 
para retirar a sua grande contribuição.

18	 Walsh, B, apud Young, J. A sociedade excludente: exclusão social, criminalidade e 
diferença na modernidade recente. Trad. Renato Aguiar. Rio de Janeiro: Revan, 
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De toda forma, o movimento de “lei e ordem” é uma 
política criminal difundida nos Estados Unidos da Améri-
ca, durante a segunda metade do século xx, marcada pela 
intervenção ativa do Estado no controle da criminalidade, 
assim como pela relativização de garantias e direitos. Nesse 
sentido, conforme Eugenio Raúl Zaffaroni “o discurso penal 
republicano desde 1980 é simplista: os políticos prometem 
mais penas para promover mais segurança, afirma-se que 
os delinquentes não merecem garantias; aprimora-se uma 
guerra à criminalidade”19.

Ocorre que, diante da decadência do Estado provedor e, 
por conseguinte, da ascensão do Estado neoliberal, o qual 
inevitavelmente promove a menor intervenção estatal no 
âmbito social, bem como diante daquela sensibilidade ao 
risco e sensação de insegurança, mencionadas na seção 
anterior, nasceu um anseio social contra a criminalidade e 
a desordem, sendo que o entendimento propagado por tal 
movimento é o de que só haverá paz se houver um enrije-
cimento do tratamento penal. Em outras palavras:

Na medida em que a rede de segurança do Estado caritativo se 
desfazia, a malha do Estado punitivo foi chamada a substituí-a 
e a lançar sua estrutura disciplinar nas regiões inferiores do 
espaço social estadunidense como uma forma de conter a des-
ordem e o tumulto causado pela intensificação da insegurança 
e da marginalidade social20.

Neste contexto, o movimento em estudo pende, então, 
para uma intensificação da intervenção do Estado pela via 
penal a fim de conter a criminalidade e, dessa forma, “o Di-

Instituto Carioca de Criminologia, 2002, p. 185.
19	 Zaffaroni, E. R. O inimigo do direito penal, 3.ª ed., 4.ª reimpressão. Rio de Janeiro: 

Revan, 2016, p. 64.
20	 Wacquant, L. Punir os pobres: a nova gestão da miséria nos Estados Unidos [A 

onda punitiva]. Trad. Sérgio Lamarão, 3.ª ed., 2ª reimpressão. rev. ampl. Rio 
de Janeiro: Revan, 2015, p. 110.
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reito Penal surge como um ‘salvador da pátria’, emanando 
uma enganosa saída para os conflitos sociais”21. As bases 
deste movimento estão alicerçadas na própria sociedade 
que anseia por mais segurança e punição, desembocando 
inexoravelmente na retomada do caráter puramente vin-
gativo/retributivo da pena.

E, no mesmo diapasão, o pai da matéria, James Q. Wil-
son, afirma que a reabilitação não se mostrou um método 
promissor para lidar com infratores sérios da ordem social, 
ao passo que os investimentos sociais tem se demonstrado 
insuficientes diante das crescentes taxas de criminalidade, 
razão porque a punição, em seu sentido estrito, é essencial 
para o progresso de uma sociedade livre e liberal22.

Parte-se, assim, da premissa de um Direito Penal máxi-
mo onde há a relativização de princípios e garantias cons-
titucionais no afã de combater os crimes e, em especial, o 
criminoso. Dessa forma, Luigi Ferrajoli preconiza que “a 
certeza perseguida pelo direito penal máximo está em que 
nenhum culpado fique impune, à custa da incerteza de que 
também algum inocente possa ser punido”23.

Neste cenário, este Direito Penal, não obstante, congloba 
todo e qualquer ato delituoso, considerando este como se 
fosse a moléstia da sociedade, cuja aplicação penal dará a 
cura. Com este entendimento escreve Fernando Antônio 
Sodré de Oliveira ao retratar sobre o enrijecimento da maté-
ria penal pelo movimento de “lei e ordem” que ocorre “por 
meio de um ‘combate’ (aqui o termo é bem apropriado) à 

21	 Roberti, M. A intervenção mínima como princípio no direito penal brasileiro. Porto 
Alegre: Sérgio Antônio Fabris Editor, 2001, p. 110.

22	 Wilson, J. Q. Thinking About Crime. rev. [e-book]. New York: Perseus Books 
Group, 2013, p. 289.

23	 Ferrajoli, L. Direito e razão: teoria do garantismo penal, 3.ª ed. São Paulo: Revista 
dos Tribunais, 2002, p. 84.
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criminalidade, visualizando o fenômeno criminal como um 
mal que deve ser extirpado da sociedade a qualquer curto”24.

O movimento, então, adere contornos maniqueístas, 
eis que tende a divisão dos bons e dos maus, daqueles que 
merecem direitos e os outros que devem ser intimidados 
e neutralizados mediante a relativização de garantias e da 
aplicação severa da pena25. Diante disso, ao impulsionar, 
de modo evidentemente exacerbado, a aplicação da lei e da 
ordem, o movimento em questão produz até os dias atuais 
impactos em três esferas: legislativa, judiciária e social.

Na primeira, percebe-se que o legislador adota aquilo 
que vem a se chamar de Direito Simbólico, no qual o apelo 
social por justiça faz com que sejam elaboradas novas leis 
penais e processuais penais, bem como o recrudescimento 
das já existentes, de modo a tranquilizar a sociedade, mas 
que, na verdade, quase não tem efetividade pratica para 
reduzir a delinquência. Nesse sentido, cria-se “a falsa ideia 
de que tudo está bem e da falsa impressão de segurança, 
permitindo, assim, um recrudescimento das penas, sem a 
necessária redução da criminalidade”26.

De fato, nesta espécie de simbolismo, dá-se a ideia de que 
o Direito Penal é quem tem o condão de modificar estrutu-
ralmente a sociedade, mas incorre no erro da produção de 
leis com deficiência no rigorismo técnico que acabam por 
não atingir diretamente os problemas, mas apenas consolam 
o anseio social por segurança. Em outras palavras, Maura 
Roberti escreve:

24	 Oliveira, F. A. S. Breves apontamentos sobre as políticas criminais e sua influência 
nos mecanismos de controle social formal. Rio Grande do Sul: Unijuí, 2009, p. 84.

25	 Shecaira, S. S. “Tolerância zero”. Revista Internacional de Direito e Cidadania, 
n. 5, pp. 176-186. Outubro 2009 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://www.egov.ufsc.br:8080/portal/sites/default/files/anexos/33312-
42518-1-PB.pdf, p. 170.

26	 Freitas, M. H. D. A. “O direito penal simbólico e o engodo da segurança 
pública”. Leituras de um realismo jurídico-penal marginal: Homenagem a Alessandro 
Baratta. São Paulo: Cultura Acadêmica Editora, 2012, p. 83.
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O processo de criminalização propagado pelos Movimentos 
de Lei e Ordem acarreta a perda do valor jurídico das leis 
editadas, posto que, na premência de resolver o problema 
da violência, não estuda de forma metodológica a crimina-
lidade; pensando poder resolvê-lo, culmina com a edição de 
leis casuísticas, feitas de afogadilho, sem quaisquer critérios 
científicos e com excesso de rigorismo nas sanções penais co-
minadas. Na verdade, essas leis retratam uma pseudo-solução, 
pois o legislador, não resolvendo o conflito social, está apenas 
dando uma resposta solene aos anseios populares27.

Com efeito, os impactos de tamanha inflação na produ-
ção legislativa são alastrados para dentro da esfera judiciá-
ria, uma vez que, conforme Luciano Anderson de Souza, 
ocorre a elaboração de normas penais em branco, de tipos 
penais de perigo abstrato e abertos, assim como a supressão 
de garantias processuais28.

Dessarte, o magistrado passa a lidar com a problemática 
da aplicação da lei penal, pois inevitavelmente ocorrem 
conflitos entre normas, de modo que “o processo herme-
nêutico se torna por demais dificultoso, dando margem 
aos mais diversos entendimentos acerca da aplicação da 
normal penal”29.

A adoção de conceitos jurídicos indeterminados no or-
denamento jurídico, inerentes àquelas normas penais em 
branco e aos tipos abertos, permite a ampliação da discri-
cionariedade, como consta no artigo 59 do Código Penal 
brasileiro, onde o julgador “atendendo à culpabilidade, 
aos antecedentes, à conduta social, à personalidade do 
agente, aos motivos, às circunstâncias e consequências do 
crime, bem como ao comportamento da vítima estabelece-

27	 Roberti, M. A intervenção mínima como princípio no direito penal brasileiro. Porto 
Alegre: Sérgio Antônio Fabris Editor, 2001, p. 117.

28	 Souza, L. A Expansão do Direito Penal e Globalização. São Paulo: Quartier Latin, 
2007, pp. 62-63.

29	 Roberti, M. Op. cit., p. 119.
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rá, conforme seja necessário e suficiente para reprovação e 
prevenção do crimes”30.

De se ressaltar que este dever do magistrado, conforme o 
artigo 68 do cp, permite elevar exacerbadamente a pena-base 
no momento de dosimetria da pena, representando um 
dos maiores instrumento para assegurar a aplicação da lei 
e da ordem.

Não é difícil notar, dessa forma, que o Judiciário adota 
uma postura distinta quando influenciado pelo movimen-
to de “lei e ordem” e impulsionado pelo próprio escopo 
social, que anseia por mais segurança e aplicação rigorosa 
da pena. Busca-se, assim, a condenação de qualquer pessoa 
que chegue aos seus olhos, relativizando, assim, princípios 
básicos do direito penal e processual penal.

Neste passo, antecipando suscintamente o que será 
abordado no momento oportuno, a permissão da execução 
antecipada da pena privativa de liberdade apenas simboliza 
como o Poder Judiciário pode atuar para a garantia da lei e 
da ordem, violando princípios básicos, como o da presunção 
de inocência.

As implicações práticas da hipertrofia legislativa e da 
atuação ativa dos órgãos jurisdicionais desembocam na 
esfera do âmbito social, todavia não no sentido de redução 
da criminalidade e consagração de mais segurança, mas 
sim no direcionamento da marginalização da pobreza e do 
encarceramento em massa.

Dessarte, àquela visão maniqueísta, mencionada ante-
riormente, provoca uma atuação repreensiva e seletiva do 
Estado contra a criminalidade de rua, a qual é inegavelmen-
te a que mais transmite a sensação de insegurança para o 
escopo social. Nesse sentido, Loïc Wacquant escreve que:

30	 Brasil. Decreto-Lei n.º 2.848, de 7 de dezembro de 1940. Código Penal. Diário 
Oficial da União. Rio de Janeiro, 1940 [acesso em abril de 2020]. Disponível 
em: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto-lei/del2848compilado.
htm, artigo 59. 



425

O rigor penal foi distribuído de forma muito seletiva no es-
paço social. A seletividade foi alcançada primeiramente pela 
priorização de certas zonas geográficas, garantindo que as 
categorias que constituem seus moradores seriam os “bene-
ficiários” principais, senão exclusivos, do zelo policial e da 
generosidade penal recentes do Estado. Ela foi posteriormente 
ampliada pela multiplicação de novas táticas legais de coação 
e de medidas especiais concebidas e desenvolvidas especifi-
camente para os distritos decadentes das classes pobres, tais 
como o policiamento para manutenção da ordem31.

Aqui ressalva-se que, não é possível afirmar que a 
inflação legislativa no movimento de “lei e ordem” atual 
pretende atingir apenas os grupos marginalizados social-
mente, todavia, são eles que padecem mais sobre os castigos 
do aparato penal.

Com efeito, Loïc Wacquant, em seu livro “Punir os 
Pobres”, fez um estudo profundo do encarceramento em 
massa ocorrido nos Estados Unidos durante o período 
em que imperava a pronúncia da lei e da ordem. Assim, 
traçou-se o perfil do indivíduo que adentrava no sistema 
penitenciário estadual americano, sendo que no mais das 
vezes “era um homem de origem afro-americana (54 % dos 
admitidos, contra 19 % de brancos), com menos de 35 anos 
de idade (três quartos deles), sem diploma de conclusão dos 
estudos secundários (62 %)”32.

A realidade brasileira não está muito distante deste parâ-
metro, uma vez que, observando o nível de escolaridade da 
população encarcerada, através do levantamento nacional 
de informações penitenciárias realizado em junho de 2017, 
se encontram as seguintes estatísticas: “51,3 % destas pos-
suem o Ensino Fundamental Incompleto, seguido de 14,9 % 

31	 Wacquant, L. Punir os pobres: a nova gestão da miséria nos Estados Unidos [A 
onda punitiva]. Trad. Sérgio Lamarão, 3.ª ed., 2.ª reimpressão. rev. ampl. Rio 
de Janeiro: Revan, 2015, p. 123.

32	 Ibid., p. 229.
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com Ensino Médio Incompleto e 13,1 % com Ensino Fun-
damental Completo. O percentual de presos que possuem 
Ensino Superior Completo é de 0,5 %”33.

Ainda, outro dado relevante que se faz necessário des-
tacar corresponde ao fato de que 156.749 pessoas estão 
no sistema em razão de delitos relacionados com a Lei 
de Drogas, enquanto 234.866 por prática de crimes patri-
moniais34 de um total de 726.354 presos35. Nesse sentido, 
aproximadamente um terço dos detentos estão recolhidos 
por criminalidade de rua.

É plenamente possível perceber que, atualmente, o 
movimento de Lei e Ordem não deixou de existir, como 
muitos acreditavam. Os seus reflexos agregaram-se ao 
conceito de Expansão do Direito Penal, nos moldes do que 
foi mencionado na seção anterior, ao passo que seus efeitos 
são deveras temerários.

Por todo o exposto, é evidente a deflagração de direitos 
humanos por esta política criminal, sendo que seu modo de 
agir tem “por efeito, no curto prazo, controlar os membros 
da “gentalha” que sujam as ruas da cidade, mas, com o pas-
sar do tempo, também ‘confirmar seu estatuto e reabastecer 
continuamente as suas fileiras’”36.

ii. O princípio constitucional da presunção de inocência  

O princípio da presunção de inocência é resultado de avanço 
histórico fundamental da ciência do direito e da política, de 

33	 Infopen. Levantamento Nacional de Informações Penitenciárias: junho de 2017. 
2019 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: http://depen.gov.br/
DEPEN/depen/sisdepen/infopen/relatorios-sinteticos/infopen-jun-2017-
rev-12072019-0721.pdf, pp. 34-35.

34	 Ibid., p. 45.
35	 Ibid., p. 8.
36	 Wacquant, L. Punir os pobres: a nova gestão da miséria nos Estados Unidos [A 

onda punitiva]. Trad. Sérgio Lamarão, 3.ª ed., 2ª reimpressão. rev. ampl. Rio 
de Janeiro: Revan, 2015, p. 133.
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tal sorte que não se deve permitir seu retraimento. Percebe-
se a relevância da não culpabilidade do réu, dado que a 
manutenção de tal Sachverhalt –na linguagem do filósofo 
alemão Wittgenstein– foi elencado como princípio expresso 
na Constituição Federal brasileira de 1988.

A Carta Magna brasileira não inovou no ordenamento 
jurídico mundial ao positivar tal, pelo contrário, como qual-
quer direito humano, a presunção de não culpabilidade foi 
resultado de importante evolução histórica, envolvida por 
dialética e tendo sua consagração no século xviii.

Com efeito, autores diversos, dentre eles Luigi Ferrajoli, 
atribuem a gênese do presente objeto de estudo ao Direito 
Romano, onde foi proibida por completo a prisão preven-
tiva, todavia, na Idade Média, período em que predomi-
nava a inquisição, houve uma inversão, em que a prisão se 
tornou pressuposto para o bom andamento do processo, 
nesse sentido a persecução penal utilizava-se do corpo do 
acusado como forma de obter a confissão37.

De outra forma, todos os autores são uníssonos ao expor 
que a primeira aparição do referido princípio em um texto 
normativo ocorreu após intensa luta contra o punitivismo 
desenfreado do Estado, assim, portanto, no período mar-
cado pelas revoluções liberais. Nesse sentido, a derrocada 
do Ancien Régime e, por conseguinte, a consagração dos 
direitos civis, materializados na Declaração dos Direitos do 
Homem e do Cidadão de 1789, trouxe em seu artigo 9.º que 
todo acusado deve ser considerado inocente até que seja 
declarada sua culpa, enquanto todo o rigor desnecessário 
aplicado deve ser rechaçado pela lei.

Desprende-se, então, a ideia de que a presunção da não 
culpabilidade é um escudo da dignidade humana que não 
pode sofrer rachaduras, mesmo que mínimas, pois, uma vez 

37	 Ferrajoli, L. Direito e razão: teoria do garantismo penal, 3.ª ed. São Paulo: Revista 
dos Tribunais, 2002, p. 443.
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trincado sua estrutura se torna frágil e suscetível à desin-
tegração, daí, porque, todo e qualquer rigor desnecessário 
deve ser rechaçado.

Incumbe ressaltar que, após a mencionada Declaração, 
conforme Aury Lopes Junior, a presunção de inocência 
voltou a ser violada, muito em razão da crescente onda do 
totalitarismo e do fascismo constante na primeira metade do 
século xx38. Contudo, após o fim da segunda grande guerra 
e advento da Declaração Universal dos Direitos Humanos 
de 1948, viu-se a necessidade de reafirmá-la, razão porque 
fora positivado seu artigo 11 nos seguintes termos: “Toda a 
pessoa acusada de um acto delituoso presume-se inocente 
até que a sua culpabilidade fique legalmente provada no 
decurso de um processo público em que todas as garantias 
necessárias de defesa lhe sejam asseguradas”39.

O princípio liberal de inocência, assim, difundiu-se nas 
mais variadas legislações, chegando, então, ao ordenamento 
pátrio em 1988, na Constituição Federal, em seu artigo 5.º, 
inciso lvii, no sentido de que “ninguém será considerado 
culpado até o trânsito em julgado de sentença penal conde-
natória”40. Diante disso, o texto normativo legislou preceitos 
fundamentais para a consagração do princípio, os quais 
aludem a não culpabilidade presumida e o trânsito julgado 
da sentença penal condenatória.

É inegável, então, que a presunção da não culpabilidade 
deve ser vista como um comando de tratamento em rela-
ção ao acusado e, nos dizeres de Aury Lopes Júnior, tem 
consequências práticas em uma dimensão interna e outra 

38	 Lopes Júnior, A. Direito processual penal, 14.ª ed. São Paulo: Saraiva, 2017, p. 
94.

39	 onu. Declaração Universal dos Direitos Humanos. Paris, 1948 [acesso em abril 
de 2020]. Disponível em: https://www.un.org/en/universal-declaration-
human-rights/

40	 Brasil. Constituição da República Federativa do Brasil, de 5 de outubro de 1988. 
Diário Oficial da União. Brasília, 1988 [acesso em abril de 2020], Disponível 
em: http://www.planalto.gov.br/ccivil_03/Constituicao/Constituicao.htm
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externa, sendo que na primeira há a exigência do ônus da 
prova para acusação, bem como a restrição à aplicação de 
prisões cautelares abusivas, enquanto que na segunda se 
deve combater a estigmatização do réu como culpado 41, tal 
como se faz nos programas midiáticos mais difundidos pelo 
país, nos termos do que foi exposto no capítulo anterior.

Ademais, conforme Nelson Nery Júnior o referido princí-
pio constitucional decorre da própria garantia fundamental 
da liberdade e, por conseguinte, qualquer norma que impõe 
prisão antes do trânsito em julgado é incompatível com a 
Constituição Federal brasileira, ressalvada as especificida-
des das cautelares42.

Em 2011, então, foi dada uma nova redação ao artigo 283, 
do Código de Processo Penal brasileiro a fim de adequá-la às 
diretrizes traçadas pela Constituição Federal, assim se rea-
firmou o requisito do trânsito em julgado da sentença penal 
condenatório como condição sine quo non para a decretação 
do início do cumprimento da reprimenda a fim de garantir 
o direito fundamental da não culpabilidade presumida.

iii. Análise do julgamento exarado pelo Supremo 
Tribunal Federal nas medidas cautelares das Ações 
Declaratórias de Constitucionalidade 43 e 44  

Por primeiro, incumbe esclarecer que no ano de 2019 o 
Supremo Tribunal Federal julgou procedente as Ações 
Declaratórias de Constitucionalidade 43 e 44, para o fim 
de declarar a constitucionalidade do art. 283 do CPP, im-
pedindo a execução antecipada da pena privativa de liber-
dade e condicionando-a ao trânsito em julgado da sentença 
condenatória.

41	 Lopes Júnior, A. L. Op. cit., pp. 96-97.
42	 Nery Junior, N. Princípios do processo na Constituição Federal. São Paulo: Editora 

Revista dos Tribunais, 2013, p. 312.
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De outro lado, no ano de 2016, quando do julgamento 
das medidas cautelares requeridas pelos autores das re-
feridas ações, os doutos julgadores entenderam de forma 
diversa, indeferindo-as por seis votos a cinco.

Como a pretensão do presente artigo busca averiguar a 
forma como o movimento da Lei e da Ordem permanece 
no discurso jurídico penal atual, a análise do julgamento 
das medidas cautelares demonstra-se mais adequada aos 
fins almejados.

A. Dos fundamentos das medidas cautelares 

As ações declaratórias de constitucionalidade foram pro-
tocoladas pelo Partido Ecológico Nacional (pen) e pelo 
Conselho Federal da oab a fim de, em resumo, reafirmar a 
presunção de constitucionalidade do artigo 283, do Código 
de Processo Penal, e, por conseguinte, impedir a execução 
antecipada da pena após decisão colegiada em segundo 
grau de jurisdição.

A causa de pedir dos autores decorrem do julgamento do 
Habeas Corpus 126.292, datado de 17 de fevereiro de 2016, 
que consolidou, sem repercussão geral, o entendimento de 
que o cumprimento da sentença penal condenatória pode 
iniciar mesmo que haja a possibilidade de recursos especiais 
ou extraordinários, sem prejuízos do princípio constitucio-
nal da não culpabilidade.

Ocorre que, a consolidação do acórdão supracitado oca-
sionou uma onda de decisões no mesmo sentido, autorizan-
do, assim, aquilo que o artigo 5.º, inciso lvii, da Constituição 
Federal e o artigo 283, do Código de Processo Penal, vedam 
terminantemente, ou seja, a imposição de pena privativa 
de liberdade dissociada do necessário trânsito em julgado.
Ressalta-se que não se trata de uma mera pena privativa de 
liberdade, mas sim uma pena definitiva, caracterizada por 
seu cumprimento imediato e determinada sem a observân-
cia do rigor previsto no artigo 312 e 313, do mesmo Codex.
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Dessa forma, os autores das adcs 43 e 44 postularam as 
ações sob o argumento de que há jurisprudência do próprio 
Supremo Tribunal Federal no sentido contrário, bem como 
inferiram que o acórdão do Habeas corpus 126.292 não fez 
juízo quanto à validade do artigo 283 e, além do mais, não 
é dotado de eficácia vinculante43.

Ademais, quanto ao mérito, alegaram que o artigo 283, 
do Código de Processo Penal, é resultado de preceitos con-
sagrados pela Constituição Federal de 1988, tais como o da 
presunção de não culpabilidade e do in dubio pro reo, de tal 
forma que ao Supremo não é permitido interpretá-lo sem 
a observância da sua alta carga principiológica. No mais, 
entende-se que a flexibilização, ou até mesmo revogação, do 
referido artigo, importaria na criação de uma nova espécie 
de pena, ferindo, assim, o princípio da legalidade44.

Ainda, foi exposto que a situação provocada pela juris-
prudência do hc 126.292/16 trouxe à tona um período de 
instabilidade em que os Tribunais passaram a adotar a de-
cisão proferida como jurisprudência de eficácia vinculante, 
de tal sorte que o início de cumprimento de pena, após os 
seus acórdãos, se tornou regra a ser aplicada nos processos 
em andamento, bem como naqueles que aguardam o jul-
gamento de recursos especiais ou extraordinários. Assim, 
inegável a retroatividade da alteração judicial, acabando 
por ferir a garantia expressa prevista no artigo 5.º, inciso 
xl, da Constituição Federal45.

Nestes termos, e daqui se extrai somente o trecho das 
alegações do pen, a fim de evitar repetições infrutíferas, já 
que foram apensadas as adcs 43 e 44, os autores requereram 
em definitivo:

43	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 
Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065, pp. 6-7.

44	 Ibid., p. 7.
45	 Ibid., p. 8.
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A declaração de constitucionalidade do artigo 283 do Código 
de Processo Penal. Sucessivamente, que o preceito seja assenta-
do compatível com a Carta Federal enquanto perdurar o estado 
de coisas inconstitucional no sistema carcerário brasileiro ou 
até a apreciação definitiva da arguição de descumprimento 
de preceito fundamental n.º 347. Ainda de forma sucessiva, 
pretende a realização de interpretação conforme à Constituição 
para substituir-se a prisão, antes da preclusão maior, pelas 
medidas alternativas prescritas no artigo 319 do Código de 
Processo Penal, durante o tempo em que permanecer o esta-
do de coisas inconstitucional. Requer, sucessivamente, que 
eventual reconhecimento de inconstitucionalidade do artigo 
283 do Código de Processo Penal alcance apenas decisões 
condenatórias relativas a fatos posteriores ao exame desta ação 
ou ao do habeas corpus nº 126.292, bem assim que a execução 
antecipada da pena seja condicionada à análise do recurso 
especial pelo Superior Tribunal de Justiça46.

Além do mais, dada o perigo iminente de dano à liber-
dade, resultado da aplicação desenfreada dos fundamentos 
extraídos no julgamento do hc 126.292/16, sem prejuízo de 
outros argumentos, os autores postularam a concessão de 
mediadas cautelares a fim de obstar os efeitos intransigentes 
decorrentes do referido acórdão, bem como, sucessivamen-
te, requereram a aplicação de medidas alternativas para os 
réus que aguardam o trânsito em julgado e, ainda, subsi-
diariamente, o condicionamento da execução antecipada da 
pena à apreciação de eventual recurso especial 47.

Neste passo, de se ressaltar novamente que o plenário 
do STF entendeu, por maioria de votos, pelo indeferimento 
das medidas cautelares pleiteadas, viabilizando a execução 
antecipada da pena até o julgamento do mérito, ocorrido 

46	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 
Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065, pp. 8-9.

47	 Ibid., p. 9.
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em novembro de 2019. Dessa forma, foram vencidos: Min. 
Marco Aurélio (Relator), Min. Ricardo Lewandowski; Min 
Rosa Weber; Min. Celso de Mello; e, em parte, o Min. Dias 
Toffoli.

Feitas estas considerações, passa-se agora para a aná-
lise dos votos à favores da execução antecipada da pena 
privativa de liberdade, atentando-se, no mais, às diretrizes 
traçadas pelos capítulos anteriores, ou seja, buscar-se-á uma 
análise dos argumentos fundantes do referido acórdão, que 
se assemelham, ou até mesmo indicam, uma expansão do 
Direito Penal, e, por conseguinte, do Direito Processual 
Penal, pretendendo, ainda, observar se há reflexos do mo-
vimento de “lei e ordem” no discurso.

B. Dos votos contrários às medidas cautelares 

1. Ministro Edson Fachin 

O excelentíssimo ministro Edson Fachin atuou no julga-
mento do Habeas corpus n. 126.292/16 e, na ocasião, proferiu 
voto contrário ao acolhimento, defendendo, assim, o início 
do cumprimento de pena após a decisão confirmatória de 
segunda instância, sendo que nas presentes medidas cau-
telares não há diferença.

Inicia-se o voto, então, sob o argumento do dualismo 
existente no âmbito da política criminal, expondo de um 
lado ideias inerentes do Direito Penal Máximo, fundamenta-
do pelo movimento da lei e da ordem, onde todo e qualquer 
ato delituoso deve ser considerado uma moléstia para a 
sociedade e, portanto, a atuação estatal deve ser imperiosa, 
enquanto que, por outro, expõe a corrente abolicionista do 
Direito Penal, traçada pela extinção da pena privativa de 
liberdade.

Dessa forma, o ministro argumenta no sentido de que a 
Constituição Federal mesclou ambas as correntes ao traçar 
o rigor do Estado e a tutela da liberdade, e, assim, fez no 
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sentido de trazer efetividade, bem como proteção aos di-
reitos humanos, de tal sorte que:

A Constituição, quer se queira ou não à luz das concepções que 
cada um sustenta, escolheu o direito penal como um de seus 
instrumentos de proteção de direitos humanos. Deslegitimar o 
direito penal como um todo, com a devida vênia, não encontra 
guarida na Constituição. Há inúmeros dispositivos constitu-
cionais que invocam expressamente a proteção penal48.

Após, Edson Fachin questionou o sistema penal bra-
sileiro, principalmente no que diz respeito à celeridade 
processual, a fim de justificar à guinada jurisprudencial 
em direção a antecipação da pena, utilizando-se, para isso, 
de julgados, proferidos pela Comissão Interamericana de 
Direitos Humanos, que condenaram nosso país por sua 
ineficiência diante da deflagração de direitos fundamentais. 
Assim, foram citados casos notórios e de ampla repercussão 
como “Maria da Penha Maia Fernandes v. Brasil”, “Caso 
Garibaldi v. Brasil”, “Caso Ximenes Lopes v. Brasil” e “Caso 
Meninos Emasculados v. Brasil”, dos quais todos se asse-
melham pelo grande lapso temporal entre a data dos fatos 
e a condenação penal.

Incumbe ressalvar aqui que, apesar de impecável a argu-
mentação do ministro quanto à ineficiência em oferecer uma 
resposta efetiva aos acontecidos, ousa se discordar, haja vista 
que sua explanação sobre os casos estão voltadas para a falta 
de celeridade processual em primeiro grau de jurisdição, daí 
que não há que se falar em ausência de antecipação da pena 
como remédio para a impunidade.

Ademais, até o ano de 2009 vigorava o entendimento de 
que a sentença penal condenatória poderia ser cumprida 

48	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 
Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065, p. 27.
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após a confirmação em segundo grau de jurisdição, daí que 
a premissa base de sua argumentação não deve prosperar.

De toda forma, o excelentíssimo ministro utilizou-se 
de tal preceito para rechaçar a ideia de que o Supremo 
Tribunal Federal sucumbiu aos anseios de uma sociedade 
punitivista as custas da compressão de direitos humanos e, 
assim, apenas adotou o princípio da proibição de proteção 
deficiente49.

Com efeito, Edson Fachin ainda discorda da suposição 
de que a decisão proferida no Habeas corpus 126.292 sofreu 
influência da pressão social pelo combate aos crimes do 
“colarinho branco”50.

Nesse sentido, novamente discordamos de tal assertiva, 
haja vista que, apenas como exemplo, o ministro Luís Rober-
to Barroso foi firme em seu voto no referido HC, ao proferir 
que o recurso da sentença condenatória confirmada em 
segundo grau de jurisdição era um instrumento utilizado, 
sobretudo, pelos réus com maior poder aquisitivo e, por 
isso, deveria ser rechaçado, em outras palavras:

A ampla (e quase irrestrita) possibilidade de recorrer em 
liberdade aproveita sobretudo os réus abastados, com con-
dições de contratar os melhores advogados para defendê-los 
em sucessivos recursos. Em regra, os réus mais pobres não 
têm dinheiro (nem a Defensoria Pública tem estrutura) para 
bancar a procrastinação. Não por acaso, na prática, torna-se 
mais fácil prender um jovem de periferia que porta 100g de 
maconha do que um agente político ou empresário que comete 
uma fraude milionária51.

49	 Ibid., p. 31.
50	 Ibid., p. 32.
51	 Brasil. Habeas corpus n.º 126.292/2016, Distrito Federal, Diário de Justiça, 

2016 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: http://redir.stf.jus.br/
paginadorpub/paginador.jsp?docTP=TP&docID=10964246, p. 33.
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Percebe-se, aqui, a tendência para a expansão do Direito 
Penal, dissecada no capítulo primeiro, uma vez que, nas 
palavras já citadas, porém tão importantes que merecem ser 
reafirmadas, uma de suas características é a relativização de 
princípio e garantias a fim de combater a criminalidade dos 
poderosos, porém, pode-se incorrer no erro de repercutir 
sobre a criminalidade em geral, “incluída a dos poweless, 
algo que aparentemente se ignora na hora de propor refor-
mas antigaratistas”52.

Apesar disso, até coadunando com a ideia de que o direi-
to penal deve ser aplicado a todos, o ministro Edson Fachin 
prossegue afirmando que o princípio da não culpabilidade 
deve ser necessariamente isonômico, independentemente 
da espécie do crime e de quem é acusado de o cometer53.

Além do mais, o ministro disserta sobre a ponderação 
que deve haver do referido princípio em relação a outros 
comandos constitucionais estabelecidos, de tal forma que a 
positivação de que ninguém será considerado culpado até 
o trânsito em julgado, “não permite a conclusão segundo 
a qual apenas após esgotadas as instâncias extraordinárias 
é que se pode iniciar a execução da pena privativa de li-
berdade”54.

A afirmativa não é verdadeira. O trânsito em julgado 
pressupõe o esgotamento das vias recursais, de tal modo 
que o acesso às instâncias extraordinárias se dá, por exce-
lência, via recurso especial e extraordinário.

A partir daí, vota-se no sentido de que a antecipação da 
pena privativa de liberdade não contrasta com o texto do 

52	 Sánchez, J. S. A expansão do direito penal: aspectos da política criminal nas sociedades 
pós-industriais. Trad. Luiz Otávio de Oliveira Rocha, 2.ª ed. São Paulo: rt, 2002, 
p. 55.

53	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 
Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065, p. 32.

54	 Ibid., p. 35.
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artigo 283, do Código Penal brasileiro, nem com o artigo 
5.º, inciso lvii, da Constituição Federal pátria, e, para fun-
damentar tal assertiva, recorre-se à argumentação de que os 
recursos especiais e extraordinários são dotados de efeitos 
meramente devolutivos, conforme os artigo 995, do Código 
de Processo Civil brasileiro, assim, a condenação deve ser 
aplicada de imediato.

Neste passo, necessário afirmar que, apesar de ser 
uníssona a aplicação do Código de Processo Civil nas mais 
variadas searas do Direito, parece exagerada a sua utili-
zação para prejudicar o réu e, ainda mais, tendo em vista 
a disparidade do rigor da tutela penal em relação à cível.

De qualquer forma, o ministro é firme ao afirmar que 
a atribuição de efeitos devolutivos a esses recursos ex-
cepcionais está em absoluta conformidade com o sistema 
constitucional e, da mesma forma, impede a outorga de 
uma terceira ou quarta chance para o sucumbente que não 
se conforma com a decisão55.

Não bastasse, expõe-se, ainda, que a presunção da não 
culpabilidade não detém caráter absoluto, eis que, de al-
guma forma, considerar o estado de inocência do réu até o 
trânsito em julgado da sentença penal condenatória seria o 
mesmo que admitir uma presunção de desconfiança para 
com as instâncias judiciárias56.

Aqui, novamente faz-se necessário ressaltar que causa 
estranheza a argumentação do ministro, eis que, em que 
pese a perfeição em seu discurso de que os princípios não 
são absolutos, deve-se atentar para o fato de o legislador 
ter sido expresso ao positivar o “trânsito em julgado” como 
condição sine quo non para a consideração da culpa, e, por 
conseguinte, imposição da pena privativa de liberdade, 
sendo pouco crível que assim o faria erroneamente por duas 

55	 Ibid., p. 39.
56	 Ibid., 40-41.
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vezes (artigo 5.º, inciso lvii, da cf e artigo 283, do Código 
de Processo Penal).

Quanto às alegações de irretroatividade arguidas pelos 
autores da ação, o ministro Edson Fachin rejeitou-as com 
base no princípio da legalidade, argumentando que as re-
gras aplicadas às leis penais não são as mesmas daquelas 
das jurisprudências57. De fato, acertada a tese exposta pelo 
ministro, não havendo margens para dúvidas quanto a isto.

2. Ministro Luís Roberto Barroso 

O ministro Luís Roberto Barroso estruturou seu voto em 
três parte e, de igual forma, iniciou sob a premissa da in-
suficiência do sistema penal brasileiro, ressaltando a falta 
de celeridade da devida resposta penal.

Dessa forma, o ministro, assim como fez Edson Fachin, 
utilizou-se de julgados célebres a fim de justificar o re-
crudescimento da situação de liberdade dos réus. Nesse 
sentido, indicou que “ao autorizar que a punição penal seja 
retardada por anos e mesmo décadas, cria-se um sentimento 
social de ineficácia da lei penal e permite-se que a morosi-
dade processual possa conduzir à prescrição dos delitos”58.

Para isso, então, expôs suscintamente os casos de grandes 
repercussões no cenário brasileiro como o do jornalista Pi-
menta Neves, do ex-senador Luís Estevão, do ex-jogador de 
futebol Edmundo, do suplente de Deputado Federal Pedro 
Talvane, bem como do caso de homicídio da missionária 
Dorothy Stang.

Antes de mais, incumbe salientar que os fatos citados 
ocorreram entre a última década do século xx e antes do 
ano de 2009, período em que, como por ele próprio indicado 

57	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 
Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065, p. 44.

58	 Ibid., p. 58.
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em seu voto, prevalecia a tese de que o princípio da não 
culpabilidade, previsto no artigo 5, inciso lvii, da Constitui-
ção Federal, não era dotado de caráter absoluto. Assim, sua 
premissa é falaciosa, uma vez que a tese defendida neste 
trabalho não obstava a execução da pena, evidenciando, 
assim, que a panaceia do problema da celeridade processual 
não é a simples prisão.

Feita esta consideração, o ministro indica que o percen-
tual de recursos extraordinários providos em favor dos réus 
é mínimo, cerca de 1,5%, enquanto as decisões absolutórias 
chegam a apenas 0,1% do total das decisões, pelo que não 
justificaria o aguardo do trânsito em julgado da sentença 
penal condenatória59.

De fato, as estatísticas expostas trazem a ideia tentadora 
de que o impedimento para a execução da sentença penal 
condenatória deve ser revisto, uma vez que poucos recur-
sos especiais e extraordinários logram êxito na absolvição.

Neste passo, ressalta-se que as ciências humanas e sociais 
não são, por óbvio, ciências exatas e, assim, não devem ser 
desenvolvidas com margens de erros desprezíveis, a final as 
porcentagens não condizem apenas com números, mas sim 
com bens jurídicos tutelados. Nesse sentido, é necessário 
atentar-se para a máxima difundida no mundo jurídico que 
diz mais vale um culpado absolvido do que um inocente 
condenado, e não ao contrário, sob pena de ferir princípios 
basilares do Direito e, sobretudo, a garantia fundamental 
da dignidade da pessoa humana.

Prosseguindo, o ministro expõe três consequências nega-
tivas decorrentes da não antecipação da pena após a decisão 
em segundo grau de jurisdição: a infindável interposição de 

59	 Ibid., pp. 61-62.
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recursos meramente protelatórios; o reforço da seletividade 
penal; e o descrédito do sistema de justiça penal60.

A primeira está fundamentada com base nas estatísticas 
supramencionadas e, portanto, deve ser apreciado com 
as devidas ressalvas. Da mesma forma, a segunda conse-
quência, como já indicado na análise do voto do ministro 
Edson Fachin, não merece prosperar, eis que se utiliza do 
discurso de punir as classes mais abastadas por meio da 
relativização do princípio da não culpabilidade e, por con-
seguinte, acaba por atingir contundentemente a população 
em geral, incluindo aqueles que já são marginalizados pelo 
sistema penal.

No mais, a terceira consequência exposta pelo ministro 
é deveras simplista, uma vez que tende a pegar parte e 
considerá-la como um todo. De fato, o sistema de justiça 
penal brasileiro é defeituoso e não encontra total respaldo 
no seio da sociedade, todavia, há múltiplos fatores que o 
fazem ser assim e não somente o impedimento da execução 
da pena após o trânsito em julgado.

Após, Luís Roberto Barroso passa para uma análise her-
menêutica dos dispositivos que consagram a presunção de 
inocência a fim de legitimar sua tese. De início, então, inicia 
com o disposto no artigo 5.º, inciso lvii, da Constituição 
Federal e aduz que ele “não condiciona a prisão –mas, sim, 
a certeza jurídica acerca da culpabilidade – ao trânsito em 
julgado da sentença penal condenatória”61.

Nesse sentido, argumenta acerca da diferença entre o re-
gime da culpabilidade e o da prisão, pelo que o pressuposto 
do segundo é a privação da liberdade por ordem escrita e 
fundamentada, enquanto o do primeiro é o esgotamento 
das fases recursais.

60	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 
Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065, pp. 66-67.

61	 Ibid., p. 68. 
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A assertiva, de fato, deve ser analisada com a devida 
parcimônia, uma vez que a prisão temporária, a preventiva 
e a em flagrante, realmente, não induzem a presunção de 
culpabilidade, até porque estão necessariamente vincula-
das ao devido processo legal. Todavia, causa estranheza a 
defesa de que a prisão determinada após confirmação da 
pena em segundo grau de jurisdição não afeta o princípio 
liberal da inocência, já que se trata de início imediato de 
cumprimento da reprimenda e, assim, seria contraditório 
impor a um acusado sanção por algo que ele não cometeu, 
a não ser que desde logo seja presumida sua culpa.

Ademais, o ministro busca a legitimação de seu voto a 
partir da ponderação e, por conseguinte, relativização do 
princípio aqui estudado. Para isso, disserta que “o princí-
pio da presunção de inocência adquire menor peso ao ser 
ponderado com o interesse constitucional na efetividade da 
lei penal, em prol dos objetivos e bens jurídicos tutelados 
pelo direito penal”62.

Neste ponto, cabe mencionar a estranheza em se rela-
tivizar princípios constitucionais com conceitos abstratos 
de efetividade da lei penal. E, ressalte-se se novamente o 
risco que há de se minimizar garantias fundamentais sob 
o pretexto de trazer efetividade ao sistema, uma vez que 
tende a um estado de regressão da inegável dialética dos 
direitos humanos, bem como fere o princípio da intervenção 
mínima do Direito Penal, passando a encará-lo como a sola 
ratio para a resolução dos conflitos sociais.

Ainda, o voto apresenta uma terceira argumentação so-
bre a legitimidade da interpretação que pretende consolidar 
e, esta, baseia-se na premissa de que a execução da pena a 
partir de acórdão penal condenatório de grau de apelação 
constitui regra de ordem pública. Nesse sentido, faz-se ne-
cessário atentar para o disposto no artigo 312, do Código 

62	 Ibid., p. 69.
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Penal, que esclarece que a “a prisão preventiva poderá ser 
decretada como garantia da ordem pública”63.

Dessa forma, a argumentação do ministro peca por 
equiparar a prisão preventiva à prisão imposta para início 
do cumprimento de pena, certo, ainda, que se o legislador 
pretendesse tal, assim o faria na elaboração do artigo.

No mais, o restante do voto repete os fundamentos já ex-
postos, ou seja, que a execução da sentença penal condena-
tória após decisão proferida em segundo grau de jurisdição 
não fere o princípio da não culpabilidade, é necessária para 
coibir a interposição de recursos protelatórios, diminui a 
seletividade do sistema punitivo brasileiro, bem como traz 
efetividade e credibilidade à Justiça.

Por fim, vale ressaltar que, a despeito do que foi argu-
mentado pelo ministro Edson Fachin, tem-se que o voto 
do ministro Luís Roberto Barroso nitidamente dirigiu seus 
esforços de argumentação contra as classes mais abastadas, 
sobretudo sobre a tese de que “as pessoas com mais recur-
sos financeiros, mesmo que condenadas, não cumpriam a 
pena ou conseguiam procrastinar a sua execução por mais 
de 20 anos”64.

3. Ministro Teori Zavascki 

Passa-se agora à análise do voto do saudoso ministro 
Teori Zavascki, relator do Habeas corpus n.º 126.292/SP, e 
que, já naquela oportunidade, proferiu seu voto a favor 
da execução da sentença penal condenatória confirmada 

63	 Idem. Decreto-Lei n.º 3.689, de 3 de outubro de 1941. Código de Processo Penal. 
Diário Oficial da União. Rio de Janeiro, 1941 [acesso em abril de 2020]. Disponível 
em: www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto-lei/Del3689Compilado.htm, 
artigo 12. 

64	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 
Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065., p. 70.
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em segundo grau de jurisdição, sob o fundamento de que 
o princípio da não culpabilidade é uma garantia de senti-
do dinâmico e deve ser ponderado a partir do âmbito de 
impugnação de cada etapa recursal, ressalvando que os 
Tribunais Superior são dotados de restrita participação na 
definição dos aspectos de culpa 65.

Nesse sentido, o ministro disserta sobre a necessidade 
de relativização do princípio da não culpabilidade, quando 
defronte a outras garantias constitucionais que visam ga-
rantir a paz social, a fim de assegurar o sentido público de 
justiça e, por conseguinte, a pacificação social66.

De fato, a finalidade última do Direito é a pacificação 
social, como já mencionado no primeiro capítulo deste tra-
balho, todavia, deve-se, novamente, ressaltar que o Direito 
Penal é a ultima ratio para tal finalidade, em decorrência do 
princípio da intervenção mínima, e, por isso, causa estra-
nheza as argumentações dos ministros voltadas para sua 
supervalorização em detrimento de direitos fundamentais.

Com efeito, Teori Zavascki prossegue sua argumentação 
com a íntegra do voto proferido no Habeas corpus 126.292/
SP, e, com isso, rechaça a ideia de que há incompatibilidade 
entre o que foi acordado naquela oportunidade e o teor do 
artigo 283, do Código de Processo Penal, sobretudo sob o 
fundamento de que os recursos especiais e extraordinários 
não são dotados de efeitos suspensivos, bem como que nas 
instâncias ordinárias é exaurida a possibilidade de exame 
de provas e fatos.

Após, o ministro expõe seus fundamentos contrários aos 
pedidos formulados nas Ações Declaratórias de Constitu-
cionalidade 43 e 44. Dessa forma, inicia com a afirmação 
de que a aplicação do Habeas corpus, pelos tribunais pá-
trios, como se fosse uma súmula vinculante proferida pelo 

65	 Ibid., pp. 112-113.
66	 Ibid., p. 113.
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Supremo, não representa uma retroatividade de norma 
penal mais gravosa, “mas apenas entendimento relativo 
à dinâmica processual de execução das penas privativas 
de liberdade, proveniente de interpretação sistemática da 
ordem constitucional vigente”67.

Neste passo, de se salientar que, realmente, não há que 
se falar em retroatividade de norma penal, todavia é con-
testável a adoção de uma decisão proferida em um remédio 
constitucional, não dotado de repercussão geral, como for-
ma de justificar a decretação, em massa, de pena privativa 
de liberdade após a confirmação da sentença penal.

No mais, o ministro contesta a ideia de que a aplicação 
indeliberada da referida jurisprudência tem o condão de re-
percutir contundentemente na realidade crítica da estrutura 
carcerária brasileira, no sentido de diminuí-la, e, para isso, 
prescreve que o grande causador da densidade demográfica 
de presos ocorre em razão da aplicação “inconsequente” de 
prisões preventivas como método de assegurar a punição 
do acusado. Assim, a relativização do princípio de não cul-
pabilidade teria o condão de amenizar a atual conjuntura, 
a partir da maior certeza da sanção68.

Novamente, discorda-se da assertiva, uma vez que é 
pouco crível que as prisões preventivas cairão em desuso 
pelo simples fato de haver o cumprimento de pena após a 
confirmação da sentença condenatória, ainda mais porque 
os critérios utilizados para a sua decretação são objetivos 
e previstos nos artigos 312 e 313, do Código de Processo 
Penal. Ademais, é certo que a implementação das audiên-
cias de custódia se constitui instrumento mais eficaz para 
o objetivo pretendido.

67	 Ibid., p. 133.
68	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 

Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065, p. 135.
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E, no ponto, o que se observou durante os anos de 2016 e 
2019 foi a manutenção da utilização indiscriminada da pri-
são preventiva, caindo por terra, assim, referido argumento.

Ainda, o ministro relativiza o conceito de trânsito em 
julgado a partir do pressuposto de que a Constituição 
Federal brasileira foi omissa em sua definição e aquela 
positivada no artigo 502, do Código de Processo Civil, ou 
seja, “decisão de mérito não mais sujeita a recurso”, não 
deve ser aplicada em sua totalidade no âmbito do processo 
penal, tendo em vista que a revisão criminal, recurso por 
excelência, não possui prazo para interposição. Assim, pres-
creve que quando se trata de matéria penal, o trânsito em 
julgado é “condicionado a uma variável fictícia, reflexo da 
interpretação pretoriana na busca de solução que melhor se 
coaduna com a preservação da higidez processual em face 
da prescrição da pretensão punitiva”69.

Além do mais, ressalta o entendimento do Supremo Tri-
bunal Federal de que a interposição de recurso não cabível, 
ou desprovido, não tem o condão de tornar a pretensão 
punitiva prescrita. Nestes casos, a coisa julgada forma-se 
no fim do prazo para a interposição de recurso admissível, 
o qual, porém, não foi realizado, coibindo dessa forma os 
abusos meramente protelatórios.

Com efeito, faz-se uma correlação entre tal entendimento 
e a decretação da prisão aqui tratada, de tal forma que “não 
se poderia, logicamente, sustentar o decurso do prazo da 
prescrição da pretensão executória (que supõe omissão vo-
luntária em promover a execução) e, ao mesmo tempo, negar 
a possibilidade de execução da pena no mesmo período” 70.

Não bastasse, o eminente ministro Teori Zavascki rebate 
o argumento de que a jurisprudência defendida provocaria 
o encarceramento em massa de condenados e, sobretudo, 

69	 Ibid., p. 136.
70	 Ibid., p. 138.
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das pessoas mais humildes. Para isso, expos dados que de-
monstram que a Defensoria Pública interpôs um pequeno 
percentual dos recursos criminais julgados entre os anos de 
2009 a 2016, dentre os quais uma pequena parcela logrou 
êxito, porém concernentes apenas com matéria não atinente 
à culpabilidade. Nesse sentido, “foram interpostos pela 
Defensoria Pública 2.585 REs, AREs e AIs, ou seja, apenas 
11,43%. E desses, apenas 1,54% alcançou provimento, sendo 
que, isso é importante, invariavelmente envolvendo matéria 
não relacionada à culpabilidade do acusado”71.

4. Ministro Luiz Fux 

Prosseguindo, o ministro Luiz Fux iniciou seu voto expondo 
o que motiva a discussão acerca do tema da antecipação do 
cumprimento da pena privativa de liberdade. Aduz, então, 
que no Brasil há a postergação das penas em decorrência 
da impetração de recursos meramente protelatórios, bem 
como existe o esquecimento do direito fundamental da 
sociedade em ter sua ordem penal aplicada, decorrente da 
supervalorização de direitos do acusado72.

Nesse sentido, contesta-se o alcance do princípio da não 
culpabilidade no ordenamento pátrio, afirmando que a ten-
dência de o considerar absoluto não comporta razão, ainda 
mais porque ser inconcebível conservar o estado de inocência 
do acusado condenado por tribunal de segunda instância73.

Após, o ministro utiliza-se da argumentação elaborada 
por Edson Fachin acerca da interpretação que se dá ao 
disposto no artigo 5.º, inciso lvii, da Constituição Federal, 
ou seja, de que este está relacionado apenas ao nexo entre 

71	 Ibid., pp. 139.
72	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 

Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065., p. 145.

73	 Ibid., p. 146.
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presunção de culpabilidade e o trânsito em julgado, en-
quanto que a prisão segue regime próprio e não está ligada 
ao dispositivo. Por outro lado, contesta que a Carta Magna 
brasileira, ao positivar as espécies de prisão, em seu artigo 
5.º, inciso lxi, ignorou a execução da pena após a decisão 
em segunda instância.

Ainda, infere que a interpretação do artigo 5.º, inciso lvii, 
da Constituição Federal, exposta pelas adcs 43 e 44, viola o 
princípio da igualdade, ao passo que a condição do trânsito 
em julgado para a imposição da pena “favorece os acusados, 
que podem extrair generosas opções recusais com prejuízo 
à efetividade da duração razoável do processo” 74. Nesse 
sentido, entende que a superação do entendimento fixado 
em 2009, após o Habeas corpus 126.292/SP, repercute sobre-
tudo na criminalidade das classes mais abastadas e, dessa 
forma, supera a crítica que se faz em relação à seletividade 
penal dos mais pobres.

Aqui, é de se consignar que filiamo-nos ao argumento 
de que o texto constitucional foi claro ao positivar que nin-
guém será considerado culpado até o trânsito em julgado 
da sentença penal condenatória, e que a culpa não deve 
ser entendida como um mero status, incapaz de obstar a 
aplicação da pena como se faz crer pelos votos, mas sim um 
pressuposto de que o réu não sofrerá os efeitos das sanções 
impostas, pois, se ainda não culpado, seria ilógico restringir 
sua liberdade, ressalvados os casos previstos em lei.

No mais, entendemos que o Constituinte intencional-
mente não positivou a espécie de pena que se pretende 
alcançar com o não provimento das Ações Declaratórias 
de Constitucionalidade 43 e 44, não havendo se falar em 
mera omissão, pelo que a mutação constitucional do artigo 
5.º, inciso lvii, é incabível e configura-se, deliberadamente, 
como ativismo judicial.

74	 Ibid., p. 147.
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Não bastasse, merece críticas, novamente, a colocação de 
que a decisão proferida no Habeas corpus 126.292/SP teria o 
condão de trazer isonomia ao sistema, eis que os já margi-
nalizados permanecerão sob os olhos da seletividade penal, 
porém, agora, com uma de suas garantias fundamentais 
relativizadas e, por óbvio, sofrerão mais as consequências 
do que aqueles condenados pelos escandalosos casos de cor-
rupção, tal como se observa rotineiramente nos noticiários.

Prosseguindo, o ministro argumenta que o artigo 283, do 
Código de Processo Penal, não faz menção alguma sobre 
o princípio da não culpabilidade. Assim, reformula-o em 
quatro frases que esclarecem o teor do dispositivo:

Ninguém poderá ser preso senão em flagrante delito. Ninguém 
poderá ser preso senão por ordem escrita e fundamentada da 
autoridade judiciária. Ninguém poderá ser preso senão por 
força de sentença condenatória transitada em julgado. Nin-
guém poderá ser preso no curso da investigação do processo 
em virtude de prisão temporária ou prisão preventiva75.

Nesse sentido, prescreve-se que o referido artigo não 
veda a prisão do acusado após a confirmação da sentença 
penal condenatória em segunda instância, pelo que nada 
impediria que assim fosse feito, utilizando-se, assim, de 
interpretação contrária a princípios básicos do direito.

Ainda, o ministro indica que o próprio Código de Proces-
so Penal não atribui efeitos suspensivos aos recursos espe-
ciais e recursos extraordinários, e que “uma vez arrazoados 
pelo recorrido os autos do traslado, os originais baixarão à 
primeira instância, para a execução da sentença”76. Dessa 
forma, argumenta-se que há previsão expressa no ordena-

75	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 
Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: http://
portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065, pp. 148-149.

76	 Idem. Decreto-Lei n.º 3.689, de 3 de outubro de 1941. Código de Processo Penal. 
Diário Oficial da União. Rio de Janeiro, 1941 [acesso em abril de 2020]. Disponível 
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mento infraconstitucional acerca da execução antecipada 
da pena, pelo que fundamenta o indeferimento da liminar.

Nesse sentido, incumbe ressaltar, por fim, que a apli-
cação do artigo 637, do Código de Processo Penal, não 
merece prosperar, uma vez que a Constituição Federal de 
1988 deixou de recepcioná-lo ao positivar o princípio da 
não culpabilidade, em seu artigo 5º, inciso LVII, enquanto, 
antes disso, a Lei de Execução Penal de 1984 revogou-o 
tacitamente, ao promulgar que “transitando em julgado a 
sentença que aplicar pena privativa de liberdade, se o réu 
estiver ou vier a ser preso, o Juiz ordenará a expedição de 
guia de recolhimento para a execução”77. Assim, necessa-
riamente deve haver o esgotamento de todos os recursos, 
tornando a sentença irrecorrível, para que se possa execu-
tar a pena privativa de liberdade prevista na sentença ou 
acórdão condenatório.

5. Ministro Gilmar Mendes 

O ministro Gilmar Mendes começou o seu voto expondo 
sobre a abrangência que se deve dar ao princípio da não 
culpabilidade. Nesse sentido, relembra que o seu conteúdo 
é por essência valorativo e, portanto, não pode ser analisado 
como uma fórmula de tudo ou nada, pelo contrário, pres-
supõe uma graduação conforme o andamento do devido 
processo legal78.

em: www.planalto.gov.br/ccivil_03/decreto-lei/Del3689Compilado.htm., 
artigo 637.

77	 Idem. Lei nº 7.210, de 11 de julho de 1984. Lei de Execução Penal. Diário Oficial da 
União. Brasília, 1984 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: www.planalto.
gov.br/ccivil_03/leis/l7210compilado.htm., artigo 105.

78	 Idem. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 
Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065, pp. 203-
204.
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Prossegue-se, então, sob o argumento de que o referido 
princípio deve ser apreciado em suas dimensões internas e 
externas, todavia, nada impede a aplicação de tratamento 
diferenciado conforme a colheita de provas e identificação 
da culpa, tornando, assim, possível a prisão após a decisão 
em segunda instância sem qualquer violação de garantia79.

Aqui, novamente inclinamos para o sentido de que o 
sentido de culpa está intimamente ligado à execução da 
pena, não podendo dissociá-las, eis que não há lógica em 
se impor sanção a quem nada fez, bem como ressaltamos 
que se o legislador pretendesse graduar o princípio da não 
culpabilidade, ele teria assim feito e, ainda, positivado a 
aplicação da pena após confirmação da sentença penal 
condenatória em segundo grau de jurisdição. 

No mais, o ministro volta o seu enfoque à ineficácia do 
sistema penal brasileiro, relatando a criticidade que há nos 
centros de detenção provisória, onde se encontram sujei-
tos esquecidos pela Justiça e presos provisoriamente por 
anos, sem qualquer condenação. Por outro lado, expõe a 
problemática daqueles que respondem soltos ao processo 
e interpõem recursos meramente protelatórios a fim de 
alcanças a prescrição, resultando, assim, em um estado de 
impunidade80. E, daí que Gilmar Mendes sustenta que a 
mudança jurisprudencial alcançaria a eficácia penal, pois 
daria a certeza da aplicação da pena privativa de liberdade 
e, por conseguinte, aturaria preventivamente.

Ainda, o ministro expõe que o mal funcionamento do 
sistema brasileiro acarreta a ampliação da insegurança 
social, pelo que, a título de exemplo, quando presidia o 
Conselho Nacional de Justiça, o estado de Alagoas con-

79	 Ibid., p. 207.
80	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 

Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065., p. 210.
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tinha cinco mil homicídios sem sequer inquérito policial. 
Além disso, menciona o crime organizado nas favelas do 
Rio de Janeiro, onde se evidencia um sistema institucional 
de criminalidade81.

Dessa forma, argumenta que o Judiciário tem papel 
importante para o combate a tal estrutura e a sua falha 
produz efeitos na própria segurança pública. Então, apro-
ximando-se de sua conclusão, Gilmar Mendes afirma, 
contundentemente, que “temos um sistema mal gerido, 
mal administrado, cooptado por corporações, mas não 
podemos fugir às responsabilidades; não podemos fugir, 
não temos como fugir, não dá para fingir que não temos 
nada com isso”82.

Neste ponto, então, necessário fazer algumas consi-
derações.

A primeira está relacionada com a afirmação de que os 
presídios brasileiros vão melhorar com a certeza da pena. 
É difícil imaginar como poderia a prisão de um imensurá-
vel número de réus, que aguardam soltos a apreciação de 
seus recursos interpostos após a condenação em segunda 
instância, poderia refletir positivamente na população 
carcerária, cujos índices demográficos são elevadíssimos, 
conforme assinalado pelo próprio ministro.

Na mesma linha, ressalta-se que a mera certeza da pri-
vação da liberdade não possui o condão de transformar a 
ineficácia do sistema penal, uma vez que, ainda conforme 
assinalado pelo próprio Gilmar Mendes, inúmeros fatos 
delituosos sequer chegaram a ter seu inquérito aberto, 
enquanto outros tantos aguardam a celeridade da própria 
primeira instância. Ou seja, o problema a que se quer 

81	 Ibid., pp. 214-215.
82	 Ibid., p. 217.
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combater não está adstrito à consolidação jurisprudencial 
da execução antecipada da pena.

Finalmente, é de se salientar que o teor do voto do 
ministro Gilmar Mendes tende a tornar a aplicação da 
Lei e da Ordem como a panaceia para a resolução dos 
conflitos constantes na sociedade. Nesse sentido, nítida 
a tentativa de impor a ordem por meio da restrição de 
direitos e garantias, que se justificariam, pura e simples-
mente, pelo atual estado de insegurança.

6. Ministra Cármen Lúcia 

A ministra Cármen Lúcia sempre manteve sua posição 
firme quanto ao cumprimento da sentença penal con-
denatória após o acórdão exarado em segundo grau de 
jurisdição e, nesse sentido, foi voto vencido na consoli-
dação jurisprudencial de 2009. Todavia, no Habeas corpus 
126.292/SP formou a maioria na tese que este trabalho 
contesta, sendo que, como não poderia ser diferente, as-
sim o fez nas medidas cautelares das Ações Declaratórias 
de Constitucionalidade 43 e 44.

Aqui, nesta oportunidade, pretendeu não se alongar no 
extenso debate já realizado, assim expôs a sua premissa de 
que existindo uma condenação confirmada em segundo 
grau de jurisdição, não lhe parece arbítrio a aplicação da 
prisão83. Com efeito, utiliza-se da argumentação defendida 
pelos ministros Edson Fachin, Luís Roberto Barroso, bem 
como Gilmar Mendes, no sentido de que o princípio da 
presunção da não culpabilidade não pode ser encarado de 
forma absoluta, mas sim com a necessária ponderação, ao 

83	 Brasil. Medida cautelar na Ação Declaratória de Constitucionalidade n.º 43, Distrito 
Federal, Diário da Justiça, 2018 [acesso em abril de 2020]. Disponível em: 
http://portal.stf.jus.br/processos/detalhe.asp?incidente=4986065, p. 246.
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passo que a formação das provas e o advento da condenação 
reduz a sua aplicação.

Ainda, nesse sentido, afirma que de um lado há o refe-
rido princípio, enquanto do outro há a necessidade de dar 
cumprimento “às garantias institucionais necessárias, a fim 
de que todo o sistema se mantenha com a confiabilidade que 
é a base da manutenção das instituições democráticas”84.

Por fim, a ministra Cármen Lúcia fundamenta que o 
acesso à justiça depende da duração razoável do processo 
que só será atingida a partir da ponderação proposta. No 
mais, tem-se que é necessário “garantir uma sociedade na 
qual se tenha a possibilidade de o Estado dar cobro àquilo 
que a sociedade passou como um dever, que é o dever de 
uma jurisdição efetiva e eficaz”85.

Considerações finais  

Faz-se nítida a tendência de expansão do Direito Penal e os 
influxos do movimento da “Lei e da Ordem” nos votos dos 
ministros do Supremo Tribunal Federal brasileiro, porquan-
to buscam trazer efetividade e aplicação rigorosa da pena a 
partir da relativização de uma garantia fundamental para 
a dignidade da pessoa humana, a presunção de inocência.

É certo que os votos são movidos pela sensação de 
insegurança constante na sociedade hodierna, bem como 
norteados pela crença de que a antecipação da execução da 
sentença penal condenatória é a panaceia que tem o condão 
de acabar com a criminalidade, sob às custas da incerteza 
de aplicar uma punição a alguém inocente.

Ocorre que, para tanto, se utilizam de argumentos não 
idôneos e de legitimidade duvidável. A intenção de trazer 
“isonomia”, na aplicação da pena, entre classes abastadas 

84	 Ibid., pp. 246-247.
85	 Ibid., p. 247.
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e hipossuficientes é, no mínimo, desleal. Não se constrói 
igualdade material tratando os diferentes iguais aos demais, 
e isso é uma das ideias basilares aprendidas nos primeiros 
anos do curso de Direito.

Esse tem sido o grande desafio encontrado para a conso-
lidação de direitos humanos na América Latina, haja vista 
que o movimento de expansão do Direito Penal não está 
adstrito apenas ao Brasil. Há grande preocupação com re-
lação às suas consequências que, de fato, podem ocasionar 
um estado de regressão imensurável, não resultando, certa-
mente, um futuro próspero para grande parte da população.
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Capítulo 11. ¿Y por qué no defender 
la democracia paritaria?  

Itziar Gómez Fernández*

i. Sociedad paritaria y poder masculino mayoritario  

1. Las mujeres somos la mitad del mundo. La mitad de 
todo. No es una afirmación literaria o retórica. Es que 
somos, usando los datos más recientes del Banco Mun-
dial, el 49,55 % de la población mundial; y, acudiendo a 
datos del Instituto Nacional de Estadística, el 50,9 % de 
la población española. Parece razonable afirmar, teniendo 
en cuenta estos datos, que no somos un “colectivo”, al 
que sea necesario “integrar” en un contexto gestionado 
por una mayoría numérica diversa a nosotras. Somos, 
como los varones erigidos simbólicamente en mayoría 
numérica sin serlo, la mitad de la población. Y por eso 
debiéramos ser la mitad de los sujetos de derechos y 
obligaciones, y la mitad de los gestores del poder y la 

* 	 Profesora titular e investigadora en el área de Derecho Constitucional del 
Departamento de Derecho Público de la Universidad Carlos III de Madrid. 
Letrada de adscripción en el Tribunal Constitucional de España. Autora de más 
de 50 publicaciones (libros, capítulos de libros, artículos en revistas científicas). 
Ha participado en distintos proyectos de investigación y de cooperación na-
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riqueza del planeta. Pero las estadísticas nos dicen que no 
es así. Que, a escala global, somos más pobres, de modo 
que la titularidad femenina del derecho a la propiedad 
está abiertamente mediatizada; que somos menos pode-
rosas, porque tenemos menos poder político, y por tanto 
la efectividad de nuestros derechos políticos también se 
ve condicionada; que accedemos menos a los servicios 
educativos y de salud, con el consiguiente impacto nega-
tivo en nuestros derechos a la educación o a la integridad 
física y psicológica; y así un largo etcétera. Lo revelan, 
sin dejar margen a una interpretación en contrario, los 
datos presentados por el Banco Mundial, los que pro-
porciona onu Mujeres; los que facilita la ocde; aquellos 
que elabora EuroStat para la ue, o el Instituto Europeo 
para la Igualdad de Género; e incluso los que trabaja el 
ine ofrecen la misma visión del reparto de la riqueza y el 
poder, sea a escala global, europea o nacional: las mujeres 
no tenemos la mitad de todo.

2. Y a partir de aquí se plantean esas preguntas incómo-
das que nos obligan a bascular, suavemente pero con insis-
tencia cansina, de los datos a la política y de la política a los 
datos, para oscilar más tarde hacia el mundo de lo jurídico, 
de las normas, y desde allí volver a los datos, y de nuevo a 
las políticas. Como una suerte de tentetieso al que hemos 
empujado sin tener muy claro hacia dónde va a moverse, 
porque cualquier trayectoria se da por buena, y es que todos 
los puntos de la misma están íntimamente unidos.

La pregunta clave es por qué, si las mujeres somos la 
mitad de la población planetaria, no somos también la mitad 
de las personas que detentan la riqueza mundial; la mitad 
de las personas con un empleo remunerado en el mundo; la 
mitad de quienes ejercen poder, en cualquiera de sus formas 
legislativa, ejecutiva, judicial, empresarial... Y la respuesta 
no puede ser sencilla, ni olvidar los factores determinantes 
de esa desigualdad en el reparto de las variables escogidas.
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Para huir de un análisis superficial y dogmático, que 
quizá nos llevaría a la “precipitada” conclusión de que, si 
somos la mitad de la población mundial y no tenemos ni 
la mitad de los recursos, ni la mitad del poder, es porque 
existe una discriminación transversal, extendida y om-
nipresente por razón de género en la organización de la 
sociedad mundial, es necesario detenerse en el análisis de 
esos factores determinantes.

Y, llegados a este punto, ya no es posible abordar el aná-
lisis en términos globales, si no queremos ser acusadas de 
incurrir en falencias científicas. El contexto cultural y religio-
so, el acceso a la educación o a la salud, el reconocimiento 
normativo de derechos, la estructura familiar, etc., varían 
de una región a otra del mundo, de un Estado a otro, y de-
terminan el acceso a la riqueza y a la esfera pública de toma 
de decisiones. Y, aunque no podemos negar que el sesgo de 
género también se proyecta sobre los anteriores factores, no 
es tan sencillo analizar, sin contextualizar, el impacto que 
los mismos tienen en las barreras a la incorporación feme-
nina a los puestos en los que se ejerce poder. Pero, incluso 
asumiendo la necesidad de formular este análisis sectoria-
lizado por regiones del mundo, o por países, lo cierto es 
que tal examen tampoco sería absolutamente concluyente. 
Existen algunas paradojas, íntimamente vinculadas a las 
conexiones de causalidad entre los factores identificados y 
la falta de presencia de las mujeres en los puestos de toma 
de decisiones, que no es fácil resolver.

3. Pongamos algún ejemplo sencillo del alcance de lo 
que quiero expresar. Yemen es uno de los cuatro países del 
mundo que no tiene presencia femenina en la Cámara Baja 
o Única de representantes. Yemen no tiene diputadas. Al 
mismo tiempo, la base de datos mundial sobre la desigual-
dad en la educación (wide) nos muestra, por ejemplo, que el 
58 % de las niñas más pobres entre 7 y 16 años no han ido 
nunca a la escuela en Yemen. Que en 2016 el 22 % de las 
niñas no estaban escolarizadas. Que el matrimonio precoz 
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y la ausencia de mujeres maestras inciden en la baja alfabe-
tización de las niñas, porque la cultura imperante reserva 
a las mujeres la función de madres desde muy temprana 
edad, y rechaza que se encuentren en el espacio público 
con los varones, aunque sean los maestros. Por tanto, se 
podría sacar la conclusión de que las causas de la falta de 
presencia femenina en el poder legislativo son la cultura 
religiosa y las carencias educativas, que redundan en una 
falta de preparación para acceder a la esfera pública y la 
participación política en general. Y sí, es cierto, la educación 
y la cultura inciden, sin duda, en la presencia de las muje-
res en los espacios de toma de decisiones y, a mejor nivel 
educativo, en principio, mayor presencia.

Pero la conexión no es ni automática ni proporcional, 
ni es, por supuesto, ajena a la discriminación. En Sudán 
del Sur la presencia femenina en la Cámara Baja supera 
el 25 %, aunque más del 70 % de las niñas están fuera del 
sistema escolar actualmente. De modo que puede dudar-
se de la correlación automática entre el nivel educativo y 
la presencia de mujeres representantes. El porcentaje de 
mujeres en el parlamento sudanés es sumamente eleva-
do, si se tiene en cuenta el nivel de desarrollo educativo 
femenino. Del mismo modo que es posible dudar de esa 
nuda correlación si acercamos el análisis y lo centramos, 
por ejemplo, en los datos de tituladas superiores en Es-
paña y de representantes en las cámaras. En nuestro país, 
actualmente, más mujeres que varones acceden a estudios 
universitarios, y también egresan en una proporción mayor. 
En cifras relativas, y siendo uno el referente paritario, la ratio 
de mujeres tituladas superiores es de 1,18. Sin embargo, en 
las Cortes Generales, por identificar solamente la Asamblea 
Nacional, no se alcanza un 40 % de presencia femenina, ese 
mítico 40 % al que haré referencia más adelante, de modo 
que la ratio presencial es del 0,63. Tampoco se alcanza una 
paridad refleja del nivel de estudios de las mujeres en el 
Gobierno. Ni en el escalafón superior de la judicatura. Ni 
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en los consejos de dirección de las empresas del ibex 35. Así 
pues, la cuestión del nivel educativo, por sí sola, no da la 
clave. Ni siquiera si hablamos de la educación superior. Y 
quizá por eso a los alumnos y alumnas de primero del grado 
en derecho les sea tan difícil entender que la igualdad real 
no se ha alcanzado. En su contexto cercano sí lo ha hecho. 
Pero ¿qué pasa después, que se alzan barreras donde no 
parecían existir ya?

Mucho más clara es la correlación entre educación y 
pobreza, porque las dificultades de escolarización de las 
niñas y las mujeres llevan aparejadas, indefectiblemente, 
tasas de pobreza más altas, o tasas de riqueza menor. Pero, 
cuando triangulamos con los datos de representatividad, 
las correlaciones no son tan claras. Es decir, garantizar la 
mayor presencia de las mujeres en los poderes del Estado 
no es solo una cuestión que tenga que ver con la mejora de 
la formación. El incremento del mérito y de la capacidad de 
las mujeres para acceder a las funciones y cargos públicos, 
representativos o no, está lejos de garantizar su presencia 
en buena parte de esas funciones y cargos, los que se sitúan 
en las cúpulas decisorias. Ni siquiera es solo cuestión de 
mejorar la capacidad económica de esas mismas mujeres. 
La ingente cantidad de datos estadísticos que podemos 
manejar –aquí hemos apuntado solamente alguna de las 
fuentes principales– no permiten explicar, a partir de un 
mero cruce, más o menos acertado metodológicamente, lo 
que pasa en la realidad.

Y lo que pasa en la realidad es que en contextos culturales 
como el europeo occidental, donde las mujeres tenemos 
reconocida constitucional y legalmente la igualdad real y 
efectiva, a igualdad de mérito y capacidad y a igualdad de 
capacidad económica, seguimos estando infrarrepresen-
tadas en los puestos de toma de decisiones, tanto en los 
poderes públicos como en la empresa privada. No estamos 
presentes, en igual número que los hombres, en los puestos 
de toma de decisiones a los que deberíamos poder optar, 
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en términos generales, en igual proporción que lo son los 
hombres.

4. Esta foto fija basada en datos estadísticos que, ob-
viamente, admiten lecturas diversas, es definida, por una 
parte de quienes los leen, y comparto esta interpretación, 
como déficit democrático; la respuesta frente a este es el 
refuerzo de lo que se denominará “democracia paritaria”. 
La conferencia “Mujeres al Poder” hizo pública, en 1992, 
la llamada “Declaración de Atenas”, que describe esta foto 
fija, constatando “que la situación actual de las mujeres 
en los Estados miembros de las Comunidades europeas y 
en otros países europeos se sigue caracterizando por una 
desigualdad profunda en todas las instancias y organismos 
de decisión públicos y políticos a todos los niveles –local, 
regional, nacional y europeo”.

5. La pregunta inmediata supera la búsqueda del por-
qué. Y se adentra en el cuándo. Una de las afirmaciones 
insistentes, uno de esos lugares comunes de visita frecuente 
cuando se habla de la necesidad de parificación es que, en 
el caso de España, es una mera cuestión de tiempo: “y es 
que las mujeres estaban discriminadas normativamente en 
el franquismo, pero ya no lo están, y bastará el transcurso 
de los años para que sus (nuestros) logros formativos y su 
(nuestra) incorporación al mercado laboral tenga un reflejo 
en los puestos de toma de decisiones”. Dicho en términos 
gráficos, el tiempo será el martillo que nos permitirá romper 
el techo de cristal.

Pero, de nuevo, los datos no parecen sustentar tal op-
timismo.

Si no hacemos referencia a la historia española predicta-
torial, y obviamos que el derecho de sufragio activo y pasivo 
se consiguió para las mujeres, como la proclamación de la 
igualdad, en la Constitución Republicana de 1931, la expre-
sión constitucional reciente del reconocimiento del derecho 
a la igualdad data del año 1978. Este año cumple cuarenta 
la Constitución vigente. Y, en cuarenta años, la presencia 
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femenina en el Parlamento no ha alcanzado el 50,9 % que 
correspondería con la estructura social definida por razón 
de sexo. No ya las mujeres nacidas con la Constitución, sino 
todas las que en aquella época estaban ya en condiciones 
de participar en política, han sido “incapaces” de ocupar el 
espacio político equivalente a su presencia social. ¿Por qué 
razón no hay más diputadas y senadoras? ¿Más diputadas 
autonómicas? ¿Más alcaldesas? ¿Más ministras? ¿Una pre-
sidenta del Gobierno? ¿Una candidata a la Presidencia del 
Gobierno?... Albert Rivera, líder de Ciudadanos, nació en 
1979. Pablo Iglesias, cabeza de lista de Podemos, en 1978. 
Pedro Sánchez, del psoe, nació en 1972. Mariano Rajoy, ex-
presidente del Gobierno, tenía 23 años en 1978. Cualquiera 
de las mujeres de sus respectivas generaciones han tenido 
una formación equivalente y unas oportunidades, sobre el 
papel, idénticas. Al menos así lo dicen las estadísticas. Y 
¿entonces? ¿Por qué ninguna ha llegado al mismo lugar? 
¿Qué tiempo adicional necesitan?

6. Existe otro ejemplo sumamente interesante de que 
el tiempo no lo cura todo. Nos lo ofrece el Poder Judicial.

La Ley 96/1966, de 28 de diciembre, al modificar el art. 
3.2.c) de la Ley de 22 de julio de 1961 sobre derechos de 
la mujer, permitió a las mujeres acceder a la judicatura. A 
partir de la Ley 11/1981, de 13 de mayo, de modificación 
del Código Civil en materia de filiación, patria potestad 
y régimen económico del matrimonio, pudieron hacerlo, 
incluso, sin el consentimiento de sus maridos.

Si bien en los primeros años el porcentaje de mujeres 
entre los ingresados en la carrera judicial era ínfimo, a partir 
del año 1980 se tienen datos que permiten asegurar que el 
número de mujeres no deja de ascender entre los miem-
bros de la carrera judicial, hasta llegar al año 2013, en que 
comienza a superar el 50 % de los miembros de la carrera, 
manteniéndose esa tendencia hasta hoy. Es decir, en poco 
menos de cuatro décadas, las mujeres han pasado de ser me-
nos del 5% de la carrera a ser más del 50 %. Concretamente 
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el 53,2% a primero de enero de 2018. Así pues, las mujeres 
ejercen poder judicial con carácter paritario (por debajo del 
tope máximo del 60 % al que también me referiré después). 
Aquí sí, han llegado. Era cuestión de tiempo.

Pero, pese a ello, y aquí viene la paradoja, no ocupan 
los puestos de Gobierno dentro del Poder Judicial en la 
misma proporción. Ni ocupan, en la misma proporción, la 
categoría superior, es decir no llegan a ocupar el 53 % de 
las magistraturas del Tribunal Supremo.

Ahora bien, si entraron en el poder judicial a partir del 
año 1966, eso supone que existen mujeres que cumplen las 
condiciones temporales exigidas por la Ley Orgánica del 
Poder Judicial (art. 301 a 315) para ser designadas por el 
Consejo General del Poder Judicial como Magistradas del 
Tribunal Supremo. Si se revisa el Escalafón General de la 
Carrera Judicial, cerrado a 31 de marzo de 2018, no puede 
caber duda alguna al respecto. Tiempo para llegar al Tribu-
nal Supremo han tenido. Y a pesar de ello no han llegado, 
o han llegado muy poco. Algo parecido sucede con los 
puestos de presidencias de órganos judiciales. El requisito 
temporal para ocupar esos puestos exige ser magistrado 
o magistrada, y tener una antigüedad de más de 10 años 
en esa categoría, la segunda de la carrera. En el año 2018 
el 47,9 % de las magistradas cumplían esos requisitos. El 
porcentaje de presidentas de la an era el 0 %, el de presi-
dentas de Sala de la Audiencia Nacional, el 33,3 %, el de 
presidentas de tsj el 7,1 %; presidentas de Sala de tsj el 20 %; 
de Audiencia Provincial el 16,3 %; y presidentas de Sección 
de Audiencia el 21,9 %.

Entonces, ¿es sólo cuestión de tiempo? No. El tiempo no 
explica el fenómeno. Habrá que buscar otra explicación más 
allá de la hecha expresa por el ministro de Justicia, Sr. Catalá 
cuando se trataba de elegir magistrados para el Tribunal 
Constitucional. Si la respuesta a la pregunta de cuándo las 
mujeres estarán en condiciones de ocultar determinados 
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puestos, puede ser “ahora”, entonces hay que plantearse 
de nuevo la cuestión del por qué no sucede entonces.

7. Del porqué al cuándo. Del cuando al porqué. Y, desde 
ahí, al para qué. ¿Para qué es necesaria la parificación en el 
seno de los poderes públicos o del poder económico?

Finalmente, podríamos creer que lo que debiera ser 
plural es la representación de las ideas, sobre todo si ha-
blamos del poder legislativo y de los poderes ejecutivos, 
sucesivamente considerados a lo largo del tiempo. Y, sin 
duda, la pluralidad de ideas es una de las claves del sistema 
democrático, entendido este como modelo de gestión del 
poder basado en la participación de la población en la toma 
de decisiones públicas, decisiones estas que serán diversas 
en función de las distintas ideas políticas en que se inspiren.

Bien, pero entonces habrá que interrogarse sobre las razo-
nes por las cuales las mujeres no son capaces de representar 
esas ideas plurales en política, por qué no participamos, en 
igual medida que los varones, en ese proceso de toma de 
decisiones públicas que no se limita, obviamente, a ejercitar 
el derecho de sufragio activo cada cierto tiempo. Quizá sea 
necesario preguntarse las causas por las que las mujeres no 
desean entrar en la política institucional para tener la oca-
sión de transformar las ideas en políticas públicas. “Porque, 
seguramente, la cuestión lo sea de opciones personales”. Las 
mujeres “prefieren” colaborar con el tercer sector, con una 
o varias ongs, que afiliarse a un partido político, aunque 
sobre esto tampoco nos manejamos con cifras sino con in-
tuiciones. Si bien sabemos que el 57,3 % de los voluntarios 
o colaboradores con ongs son mujeres, no sabemos cuántas 
mujeres están afiliadas a los partidos políticos españoles 
actualmente, porque los datos de afiliación, y por supues-
to su desagregación por género, son uno de esos grandes 
misterios estadísticos que no hemos logrado despejar en 
nuestro país, gracias a los propios partidos. En todo caso, y a 
falta de datos contrastables, es “fácil” intuir que las mujeres 
hacen política no institucional a través de las organizaciones 
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no gubernamentales, porque hacer política institucional, o 
“partidaria”, “no les parece interesante”. Será una tendencia 
natural, como las que se vinculan a las singularidades cogni-
tivas que justifican la segregación escolar (stc 31/2018). En 
fin, obviamente, las conclusiones previas son sencillamente 
absurdas, pero, a veces es bueno escribirlas para exorcizarlas 
y perderles el respeto. De lo que no cabe duda, porque ahí 
si tenemos cifras, es que ninguno de los partidos políticos 
con presencia parlamentaria estatal, salvo Izquierda Unida, 
poseen órganos de dirección absolutamente paritarios. Si 
bien es cierto que una aparte de los partidos con represen-
tación en el Parlamento nacional garantizan el equilibrio 
de género (60 %-40 %) en los cargos ejecutivos. Es el caso 
del psoe (40,8 % de mujeres); Podemos (44,1 % de mujeres), 
pdc (40 % de mujeres); cc (46 % de mujeres).

8. En el caso del Poder Judicial, podría defenderse que 
no hay representatividad de género alguna que pretender o 
que alcanzar, y que la “boca de la ley” lo mismo puede ser 
masculina que femenina. Pero esta afirmación participaría 
de la afirmación de que no existen rasgos de género, como 
no existen rasgos políticos en la actividad judicial. Y no 
es posible estar de acuerdo con esta constatación. A estas 
alturas ya son muy pocos los que sostienen que los jueces 
juzgan sin implicarse subjetivamente, porque se asume que 
solo un juez “cuasidivino”, podría responder a un mandato 
de neutralidad general (Ignacio de Otto, 1989, p. 63).

Pero más allá de que pongamos en duda o no la impo-
sibilidad de asimilar imparcialidad y neutralidad judicial, 
la cuestión es más sencilla. Nos lleva a plantearnos, si, 
debiendo ser hombres y mujeres jueces imparciales, que 
no neutrales, en el desempeño de sus funciones ¿por qué 
razón las mujeres, que demuestran cuantitativamente 
mayor “mérito y capacidad” en el acceso a la carrera, al 
menos desde el año 2013, pierden esa ventaja cuantitativa 
y porcentual una vez se incorporan a dicha carrera? ¿Por 
qué razón no ascienden ni ocupan puestos de Gobierno en 
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la misma proporción que sus compañeros? ¿Será debido a 
que piden más permisos, lo que les impide ser más eficientes 
en el desempeño de sus funciones? “Claro, debe ser eso”. 
Desde luego piden más permisos de maternidad y para 
cuidar a hijos menores cuando están enfermos. En 2017 
exactamente el doble que los varones. Aunque, en cambio, 
en el mismo período, pidieron menos de una tercera parte 
de las compatibilidades docentes, de modo que suman, en 
menor medida que los compañeros varones, ese mérito a 
su cv. Uno de esos méritos computables para determinados 
nombramientos, como lo son también el haber ocupado 
previamente puestos de gobierno. Esos que las magis-
tradas ocupan en los porcentajes que han sido expuestos 
más arriba. Quizá ahí sí tengamos una explicación. Una 
evidentemente ajena a sesgo alguno de género, porque va 
asociado a la naturaleza misma de las cosas (otra vez) que 
las mujeres juezas tengas más responsabilidades familiares 
que los hombres jueces, y menos tiempo, por tanto, para dar 
clase o para hacer política judicial. Todo encaja.

9. Llegando a este punto de la reflexión, no faltan auto-
res que niegan esta aproximación dicotómica, rechazando 
que pueda abordarse la cuestión de la reforma del sistema 
democrático desde una visión del mundo en dos mitades. 
Aranda asegura que “aquellas opciones que se decantan 
por la división del mundo en dos mitades rompen con el 
principio de igualdad construido a partir de un individuo 
abstracto y echan mano de un criterio irracional (entendido 
por tal la apelación a la naturaleza y no a la razón) poco 
compatible con la democracia representativa”, y alerta so-
bre la necesidad de “ponerse en guardia en un sistema que 
tiene como objetivo prioritario reforzar la racionalidad de 
los seres humanos y la sociedad en la que viven, sobre la 
base de la igualdad jurídica de derechos y oportunidades” 
(Aranda, 2014, p. 138). Sin duda es cierto que la división 
sexual binaria del mundo es merecedora de un buen número 
de críticas, pero no las que le imputa este autor. Es cierto 
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que el principio de igualdad, y la definición ilustrada del 
mismo, será el eje en torno al que se construirán los estados 
constitucionales modernos. También lo asegura Cobo: “La 
noción de igualdad reposa sobre la de universalidad, que, a 
su vez, es uno de los conceptos centrales de la Modernidad, 
y se fundamenta en la idea de que todos los individuos 
poseemos una razón que nos empuja irremisiblemente a la 
libertad, que nos libera de la pesada tarea de aceptar pasi-
vamente un destino no elegido y nos conduce por la senda 
de la emancipación individual y colectiva” (Cobo, 2012, p. 
110). Pero la cuestión es que la universalidad, “el universal”, 
el paradigma que define lo que es el todo, es el individuo 
varón con unas determinadas características. La igualdad 
ilustrada, no sirve, por tanto, para identificar a quienes se 
hallan fuera “del universal”. Y, sin duda alguna, fuera del 
universal nos encontramos las mujeres. Volviendo a citar a 
Cobo, que formula aquí una conclusión fácilmente extraíble 
de la lectura de el Emilio de Rousseau, calificada como obra 
necesariamente complementaria de El contrato social, “el 
poderoso y radical principio de igualdad de nuestro filósofo 
se bloquea cuando ha de ser aplicada a las mujeres. Y lo 
mismo ocurre con el concepto de igualdad de Locke. Hay 
que señalar que los dos conceptos de igualdad, el liberal 
lockeano y el radical rousseauniano, no consideran a las 
mujeres ni sujetos políticos ni sujetos de razón. En ambas 
teorías se argumenta que las mujeres son el ‘otro’ sexo” 
(Cobo, 2012, p. 114).

Por tanto, la primera opción que se decanta por la di-
visión del mundo en dos mitades, es la opción en que se 
sostienen los postulados igualitarios del constitucionalismo 
moderno. Si asumimos este “pecado original” del constitu-
cionalismo y de la teoría de la representación que se asocia 
a la democracia representativa, es más fácil entender lo de-
más. La democracia paritaria no es una propuesta basada en 
una división del mundo en dos mitades. Es una propuesta 
que pretende superar la “original” división del mundo en 
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dos mitades, porque parte de la lúcida conciencia de que 
esa división existe. Cuestión adicional es si alcanzar la pre-
sencia paritaria supone, por sí solo, “feminizar la política”, 
y cambiar las reglas de ese juego político o de los mecanis-
mos de toma de decisiones. Ese es un paso sucesivo, que 
nos podría llevar a hablar de los diversos postulados que 
sostienen las diversas corrientes del feminismo. Ahora no se 
trata de eso, sino de reflexionar sobre la “mera” presencia de 
las mujeres en los puestos en que se toman decisiones con 
trascendencia pública y política. Una presencia que, por si 
sola es sumamente importante en términos de “represen-
tación descriptiva” (Rodríguez, 2009, p. 113).

ii. ¿Cuál es la definición correcta de democracia paritaria?  

10. Paridad electoral no es lo mismo que democracia pari-
taria, aunque exista una cierta tendencia a la equiparación 
conceptual.

La paridad electoral es la exigencia de una presencia 
equilibrada de mujeres y hombres en el ámbito de las listas 
electorales. Un equilibrio que puede exigir o no la paridad 
pura, de modo que los puestos en la lista electoral se repartan 
al 50 %, y una presencia que puede tener por objetivo, sencilla-
mente, garantizar la participación, pero no asegurar, una vez 
transformados los votos en escaños, la presencia equilibrada 
de hombres y mujeres en las cámaras de representantes. Dicho 
en otros términos, y como regla general, porque fórmulas de 
paridad electoral hay muchas y con objetivos distintos, la 
paridad electoral, que debiera ser un medio para alcanzar 
la parificación en las asambleas parlamentarias estatales o 
subestatales, en los municipios, o en los parlamentos supra-
nacionales de elección directa, puede llegar a convertirse en 
un fin en sí mismo. Así, este instrumento no garantiza nada 
más que la posibilidad de participar en el juego electoral. 
Pero no asegura que las mujeres ganen al final. Y por tanto, 
no asegura la presencia en las instituciones clave de la de-
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mocracia representativa, ni en los puestos determinantes de 
toma de decisiones.

11. La democracia paritaria es un concepto más amplio 
y que se vincula, en su origen, a la actividad del Consejo de 
Europa (Saldaña, 2013, p. 140). Si bien se populariza a partir 
de la Conferencia de Atenas de 1992, que con su Declaración 
transforma la noción en reivindicación, y le da un alcance 
europeo, la primera vez que se utiliza el concepto es en 1989, 
en Estrasburgo. La expresión “democratie paritaire” sirvió 
para simplificar la inglesa “The democratic principle of 
equal representation”, que dio título a un seminario organi-
zado por el Comité Europeo para la igualdad entre mujeres 
y hombres (ceeg por sus siglas en francés) en noviembre 
aquel año. Pero, en aquel momento, aún se trataba de una 
noción controvertida en su mera formulación, a pesar de 
que existiera el acuerdo sobre la conveniencia de analizar 
los vínculos entre igualdad y democracia.

El grupo del ceeg encargado de trabajar sobre la cuestión, 
definió democracia paritaria como “la plena integración 
de la mujer, en pie de igualdad con el hombre, a todos los 
niveles y en todos los aspectos de funcionamiento de una 
sociedad democrática, y mediante estrategias multidisplina-
rias”. Por tanto, no se trata sólo de tender a la parificación 
en materia electoral, sino de algo mucho más extenso y 
complejo, que alcanza cualquier instancia de decisión, no 
sólo política, sino también económica.

En este ámbito las estrategias son múltiples y se refieren 
tanto al refuerzo de las políticas generales de igualdad de opor-
tunidades que afectan a la educación, la integración laboral, 
la conciliación, la presencia en los medios de comunicación, 
etc., como al corazón del régimen político, esto es al sistema 
electoral. Por tanto, la paridad electoral es un eje, pero no el 
único, en torno al cual se articulan las medidas de refuerzo 
de la democracia paritaria, que se debe entender, al menos así 
lo hace el Consejo de Europa, como una noción armónica con 
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toda la filosofía de derechos humanos que desarrolla el coe 
(Sineau, 2004, pp. 28 y ss.).

La Recomendación 1413 (1999) de la Asamblea Parlamen-
taria del Consejo de Europa y la Recomendación (2003)3 del 
Comité de Ministros, son los dos documentos de soft law que 
constatan tanto la situación de infrarrepresentación femenina 
en el seno de las instituciones políticas, como las dificultades 
de avance de los Estados a este respecto y la necesidad de 
adoptar medidas concretas. La Rec. (2003)3 vendrá a introducir 
en el escenario paranormativo del Consejo de Europa la noción 
de participación equilibrada, definida como representación 
de al menos el 40% de cada uno de los dos sexos en todo ór-
gano de toma de decisiones en la vida política y pública. Una 
noción tomada, a su vez, de la Resolución de 18 de enero de 
2001 adoptada por el Parlamento Europeo.

Y a partir de aquí la noción se traslada, como veremos, 
a las legislaciones nacionales que parecen conformarse con 
esa “cláusula suelo”. No menos del 40 % para ninguno de 
los sexos. Aunque, claro, sabiendo que somos las mujeres 
las que estamos muy por debajo de ese 40 %, esta cláusula 
es un objetivo deseable para elevar la presencia femenina 
en los espacios de toma de decisiones. El problema, es que 
pareciera que se está convirtiendo, al mismo tiempo, en un 
techo. Uno más. “Y si con el 40 % no basta, ¿con que presen-
cia te conformarías”, me preguntan a veces. Única y exclu-
sivamente con la que refleje la aportación de las mujeres a 
la sociedad, a la economía (la oficial y la que no aparece en 
el pib), a los cuidados y al avance de la humanidad. Una que 
sea reflejo de nuestras capacidades, nuestras competencias 
y nuestro talento. La que viene dada por nuestra presencia 
real en el mundo. El 50 %. La lectura reduccionista de la 
democracia paritaria a las horquillas del 40 %-60 % me 
parece sumamente tramposa. Olvida el origen de la noción 
y los principios que lo inspiraron –principios de derechos 
humanos, conviene insistir en ello–, y convierte a la parte 
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en el todo. A una medida puntual y transitoria en el eje 
definidor del modelo. Y no, no es eso.

iii. Las medidas de “parificación” de la democracia 
en España: las listas electorales “equilibradas” 
y las obligaciones que no lo son  

12. En España, todas las medidas normativas adoptadas con 
el objetivo de profundizar en la democracia paritaria han 
corrido a cargo del legislador, estatal o autonómico. Nada 
dice la Constitución sobre el tema, más allá de la genérica 
referencia al principio de igualdad material del art. 9.2 ce, 
a la interdicción de discriminación por razón de sexo que 
se contiene en el art. 14 ce, y al reconocimiento del derecho 
de igual acceso a cargos y funciones públicas que contem-
pla el art. 23 ce (Gómez, 2017, p. 81). La primera norma del 
bloque de la constitucionalidad que incorpora el término 
“democracia paritaria” es el Estatuto de Autonomía de 
Andalucía, tras la reforma del año 2007 (art. 10).

En Francia, ejemplo paradigmático en la adopción de 
medidas en materia de democracia paritaria, la Ley cons-
titucional de 8 de julio de 1999 revisó los artículos 3 y 4 de 
la Constitución, para permitir al Parlamento la adopción 
de medidas de acción positiva, evitando de este modo 
un eventual freno a dichas medidas por parte del Conseil 
Constitucionnel (Sineau, 2004, p. 38). Este, sin un sustento 
específico en el texto de la Constitución, bien podría haber 
tenido por discriminatorias las medidas de promoción de 
la igualdad de las mujeres. En España el legislador, incapaz 
de erigirse en constituyente por distintas razones que no 
vienen al caso, ha venido optando por arriesgarse y aprobar 
una serie de normas que, una vez pasado el filtro del exa-
men de constitucionalidad por el Tribunal Constitucional, 
han resultado ser acordes con la Constitución, merced a lo 
dispuesto en el omnipotente art. 9.2 ce.
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13. De todas esas medidas solo trataré en extenso a la 
que, de forma específica, se refiere al eje de la paridad elec-
toral o de la parificación en los órganos de gobierno, si bien 
podrían citarse muchas otras, que han venido a reforzar las 
políticas generales de igualdad y que, por esa razón, y tal 
como se ha explicado previamente, también coadyuvan a 
la consecución de una democracia paritaria. Dicho en otros 
términos, me voy a centrar en la exposición de la conocida 
como “Ley de igualdad”, que ha sido la que ha tenido un 
impacto más directo en la persecución de uno de los obje-
tivos de la democracia paritaria, quizá el más visible y por 
tanto el que mayor protagonismo ha alcanzado, para des-
gracia de la concepción global de la democracia paritaria.

El propio Preámbulo de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 
de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres 
(loi), entiende que es fundamental mejorar la calidad de 
la democracia, y, en esa línea inscribe la garantía de la 
presencia equilibrada de hombres y mujeres en el ámbito 
de la representación política, y la subsiguiente reforma de 
la Ley Orgánica de Régimen Electoral General para intro-
ducir la obligación de las mal llamadas “listas paritarias”, 
que son, sencillamente, listas con presencia equilibrada en 
los términos definidos por el marco europeo de referencia. 
La loi, modifica los arts. 187.2, 201.3 de la Loreg y la dis-
posición adicional 1.2, añadiendo además un art. 44 bis y 
una disposición transitoria 7ª. La definición de cómo han 
de elaborarse las listas está en el nuevo art. 44 bis, y, por 
no reproducirlo literalmente, diremos que la norma prevé 
que, en el conjunto de la lista los candidatos de cada uno 
de los dos sexos supondrán no menos del 40 % del total, 
un porcentaje que ha de verse respetado también en cada 
tramo de cinco puestos. De esta regla general que se aplica 
a la mayor parte de elecciones a celebrar en España, solo 
se excepciona a pequeños municipios e islas.

Optando por este instrumento que condiciona la con-
formación de las listas electorales, la norma interviene en 
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el proceso electoral y no en las instituciones de representa-
ción parlamentaria, o en el procedimiento de selección de 
candidatos propio de los Partidos Políticos. Esta opción, 
extendida en los países de nuestro entorno (Delgado, 2016, 
p. 131), encuentra mejor justificación desde el punto de 
vista dogmático y de la teoría política, porque garantiza 
que ocupe el escaño quien más votos ha recibido, sin que la 
conexión directa entre voto y escaño se vea mediatizada por 
fórmulas de corrección para asegurar la presencia femenina 
en las Asambleas. Por eso el impacto de la medida ha sido 
relativo, tal y como se deduce del análisis de los datos que 
hablan de la presencia femenina actual en los órganos de 
representación política. En el Congreso de los Diputados, 
por ejemplo, la presencia femenina ha subido del 5,14 % de 
la primera legislatura tras la constituyente, al 39,43 % en 
la xiiª legislatura, sin haberse alcanzado nunca la paridad 
total. Pero, desde la ixª legislatura, que es la primera en que 
se aplica la reforma de la Loreg, el incremento es de apenas 
cuatro puntos porcentuales. Se subió más en presencia sin 
soporte normativo que con él.

14. A pesar de lo limitado de su alcance cuantitativo, la 
norma ha sido objeto de severas críticas, y se entendió que 
podía ser contraria a varios preceptos constitucionales, en 
particular al ejercicio de algunos derechos civiles y políti-
cos. Belda, por ejemplo, ha sostenido que la medida, que 
califica como medida promocional compensatoria hacia un 
colectivo, encuadrándola por tanto en el art. 9.2 CE, lesiona 
el art. 23 en sus dos apartados. El derecho a participar en 
asuntos públicos por medio de representantes libremente 
elegidos (art. 23.1 ce) y el derecho a acceder en condicio-
nes de igualdad a las funciones y cargos públicos (art. 23.2 
ce), vendría limitado por el instrumento adoptado para 
asegurar la presencia equilibrada, porque tal instrumento 
obvia que la categoría de ciudadano, a efectos de elegibi-
lidad, es indivisible, y el legislador carecería de toda base 
jurídica para crear diferencias internas dentro de esta ca-
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tegoría (Belda, 2007, p. 184). No es posible, a juicio de este 
autor, romper el concepto de cuerpo electoral, formulando 
un cuerpo representativo sectorializado, sin modificar 
la Constitución. Podría estar de acuerdo con el profesor 
Belda en que la reforma de la Constitución hubiera sido 
la fórmula más “limpia” para consagrar la democracia 
paritaria como principio estructurante del sistema demo-
crático español y para asegurar el encaje constitucional de 
las medidas legislativas de parificación. Pero habida cuenta 
de las dificultades de modificar el art. 23 ce, que exige de 
una reforma agravada (art. 168 ce), no parece razonable 
sostener que ante la inacción del constituyente el legislador 
debió quedarse de brazos cruzados sin intentar, al menos, 
una reforma legislativa aun a riesgo de que pudiera ser 
invalidada por el Tribunal Constitucional. Opción que no 
se verificó. Por lo demás, entender que el cuerpo electoral 
es un cuerpo unitario, que elige a una asamblea unitaria, 
en la que las particularidades propias de los electores, 
más allá de su tendencia política, no tienen reflejo alguno, 
parece olvidar el sesgo rural de nuestro sistema electoral, 
la realidad periférica o regionalista, la tendencia al alza de 
la edad de los electores, que posiciona a algunos partidos 
a favor del descenso de la edad para ejercer el derecho al 
voto…la comprensión del cuerpo electoral como un bloque 
unitario responde a una posición dogmática, basada en la 
propia construcción de lo que no es sino una ficción jurídica 
(Rodríguez, 2009, p. 102), quizá necesaria para justificar 
la teoría de la representación, pero a mi juicio, un tanto 
desconectada de la realidad, y relativamente ignorante de 
las bases fácticas y filosóficas que sustentan la teoría, y de 
la necesaria evolución de la misma para adaptarla a una 
sociedad contemporánea.

La afectación constitucionalmente inadmisible del art. 
23 ce llevaría aparejada, según Belda, la lesión del dere-
cho de quien “no puede presentarse a unas elecciones en 
razón de su sexo (art. 14 ce), y la afectación de la libertad 
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de expresión del pluralismo político de los partidos (art. 
6 ce) que es manifestación patente de un valor del propio 
ordenamiento constitucional (art. 1.1. ce) además de todo 
ello, repercutirá sobre las concretas previsiones de confi-
guración de los órganos constitucionales por fragmentar 
y categorizar el concepto de pueblo español (art. 66 ce) y 
limitar el contenido del derecho de sufragio en sus ver-
tientes activa y pasiva para las elecciones al Congreso y al 
Senado (arts. 68.1 y 5 y 69.2 respectivamente” (Belda, 2007, 
p. 190). En suma, este autor denuncia la impertinencia de 
las acciones de discriminación positiva en el ámbito de la 
representación política.

15. Una parte de estas críticas se tradujeron en argumen-
tos para impugnar la constitucionalidad de la ley. Pero el 
Tribunal Constitucional, en la stc 12/2008, desestimó simul-
táneamente la cuestión de inconstitucionalidad planteada 
por un juzgado en funciones de juez electoral, y el recurso 
de inconstitucionalidad planteado por el Grupo Popular en 
el Congreso, respecto del art. 44 bis Loreg.

El Tribunal descarta que la medida de “parificación 
relativa” adoptada por el legislador vulnere el art. 14 ce, 
por tratarse de una medida discriminatoria. Al contrario, 
se afirma que el principio de composición equilibrada que 
inspira este instrumento normativo está al servicio de la 
igualdad de oportunidades en el ejercicio del derecho de 
sufragio pasivo, al informar la elaboración de las candida-
turas. Y descartado el carácter discriminatorio de la medida 
el Tribunal le atribuye validez constitucional indubitada, 
anclando constitucionalmente la opción del legislador a los 
arts. 9.2, 14 y 23. El Tribunal afirma que

la validez constitucional de estas medidas, como se acaba 
de decir, resulta clara. En primer lugar porque es legítimo el 
fin de la consecución de una igualdad efectiva en el terreno 
de la participación política (arts. 9.2, 14 y 23 ce). En segundo 
término, porque resulta razonable el régimen instrumentado 
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por el legislador […] que, por tanto, sólo excluye de los pro-
cesos electorales a aquellas formaciones políticas que ni tan 
siquiera aceptan integrar en sus candidaturas a ciudadanos 
de uno y otro sexo. En fin, porque es inocuo para los derechos 
fundamentales de quienes, siendo sus destinatarios, los parti-
dos políticos, no son, por definición, titulares de los derechos 
fundamentales de sufragio activo y pasivo.

Y vincula, y eso resulta muy interesante, la promoción de 
la igualdad material con las declaraciones internacionales 
de derechos humanos, haciendo de la lucha por la igualdad 
real una cuestión de derechos humanos. De hecho pone de 
relieve el contexto normativo internacional en materia de 
derechos de las mujeres, pone de relieve “que la búsqueda 
de la igualdad formal y material entre mujeres y hombres 
constituye una piedra angular del Derecho internacional de 
los derechos humanos” (fj 4). Obviamente los razonamien-
tos del Tribunal son mucho más profundos, y van más allá. 
Pero resulta relevante destacar los argumentos anteriores. 
No hay lesión de los arts. 14 y 23 ce, porque la plena reali-
zación de uno y de otro pasan por la plena incorporación 
de hombres y mujeres a la escena pública.

16. Conviene recordar que la ley de igualdad no se ha 
limitado a intervenir sobre la selección de los puestos de 
representación, sino que también se ha referido a la pre-
sencia equilibrada de hombres y mujeres en los puestos de 
la Administración Pública, siempre con arreglo a la misma 
regla que ofrece una horquilla de equilibrio del 40-60 %. Dice 
el art. 52 loi que el Gobierno “atenderá” al principio de pre-
sencia equilibrada en las designaciones que le corresponda 
formular par los órganos directivos de la Administración 
General del Estado, o para los organismos públicos vincu-
lados y dependientes de la age.

A pesar del interés del precepto, es imprescindible desci-
frar la letra pequeña. Y es que la atención se prestará sobre 
el conjunto de todos esos nombramientos, y sólo cuando se 
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trate de la Administración General del Estado, porque las 
administraciones autonómicas responderán a los criterios 
fijados por sus propias leyes de igualdad. La norma parece 
estar formulada en términos de orientación de la política 
pública, y no de mandato imperativo, lo que sin duda le 
resta fuerza obligatoria, y presupone una buena voluntad 
gubernamental que no siempre existirá. En la misma línea, 
el hecho de que los arts. 53 y 54 de la ley, prevean que razo-
nes fundadas y objetivas, debidamente motivadas, puedan 
llevar a excepcional el mandato de presencia equilibrada en 
tribunales, órganos de selección de personal, etc., es abrir 
una puerta que atravesará, sin duda, quien tenga poco 
aprecio a la implantación de las medidas de parificación. 
La ley ofrece un buen marco, pero deja demasiado margen 
a la voluntad política subsiguiente. Y prueba de ello son las 
estadísticas que muestran la composición de los gobiernos 
del Estado a partir de la entrada en vigor de la loi, y que 
ponen en evidencia que los gobiernos del psoe respetaron la 
regla de presencia equilibrada pero ninguno de los del pp, 
hasta la fecha, ha llegado al 40 % de presencia femenina. O 
la estadística que refleja cuántos altos cargos de la Admi-
nistración General del Estado son mujeres, y que pone de 
manifiesto que, en 2016, ni las ministras, ni las secretarias 
de Estado, ni las subsecretarias, ni las directoras generales 
llegaban al 40 %.

17. Y a ese margen amplio de discrecionalidad en la apli-
cación de la norma, se suma el hecho de que la misma no 
se proyecta hacia los órganos constitucionales, sino exclu-
sivamente a la age. La conclusión es doble y es sencilla. La 
loi no tiene eficacia suficiente para determinar la presencia 
equilibrada en todos los cargos y funciones públicos, porque 
su ámbito de aplicación es limitado y porque su formulación 
es abierta y principal, no obligatoria ni categórica. Ello no 
significa que no haya mejorado la presencia de mujeres 
en los puestos de toma de decisiones en los últimos años 
porque, en términos generales, y salvo excepciones como 
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la referida a la composición del Gobierno del Estado, lo ha 
hecho. Ahora bien, el objetivo de la presencia equilibrada 
según los parámetros previstos en la Ley de Igualdad y en 
los instrumentos europeos, no se ha alcanzado.

iv. El déficit de paridad en las altas magistraturas: 
¿un problema de democracia paritaria?  

18. El informe “Una perspectiva de género en la justicia”, 
realizado por la Sección de Estadística del cgpj y publica-
do el 14 de mayo de 2018, ofrece unas cifras sumamente 
interesantes sobre la composición del poder judicial y la 
presencia de las mujeres juezas en la estructura (jerárqui-
ca) de ese poder. Más allá de las valoraciones que pueda 
merecer la total ausencia de perspectiva de género en este 
informe, lo que no deja de resultar paradójico, lo cierto es 
que el informe pone de manifiesto que las mujeres juezas, 
siendo la mayoría de la carrera judicial y poniendo un nú-
mero de sentencias equivalente a su presencia (el 53,5 %), no 
ocupan, en cambio, en la misma proporción, ni los puestos 
de Gobierno de los órganos judiciales, ni las magistraturas 
del Tribunal Supremo. La presencia de las mujeres juezas y 
magistradas en los puestos cuya designación corresponde al 
cgpj es llamativamente baja, sobre todo teniendo en cuenta 
la cantidad de mujeres que, en la actualidad, integran el 
poder judicial.

19. La explicación es mucho más sencilla de lo que pa-
rece. El cgpj posee un amplio margen de discrecionalidad 
a la hora de efectuar los nombramientos que se le atribuye. 
Y lo utiliza como considera oportuno. Y parece considerar 
oportuno no asumir que, su margen de discrecionalidad 
quede limitado por la necesidad de asegurar la presencia 
equilibrada de hombres y mujeres en la cúpula del poder 
judicial.

En un obiter dicta de la stc 238/2012, el Tribunal Cons-
titucional afirma que, a los nombramientos efectuados en 
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el seno de la carrera judicial por el Consejo General del 
Poder Judicial, se les aplican los principios de interdicción 
de la arbitrariedad de los poderes públicos (artículo 9.3 ce), 
respeto al derecho fundamental de acceso en condiciones 
de igualdad a las funciones y cargos públicos (artículo 23.2 
ce), y respeto a los principios de mérito y capacidad que han 
de inspirar el acceso a la función pública (art. 103.3 ce). E 
incide en este último criterio, reforzando la jurisprudencia 
del Tribunal Supremo que también se manifiesta en este 
sentido. Obviamente, nada ha dicho el Tribunal Constitu-
cional, hasta la fecha, sobre la necesidad de integrar, como 
límite a la discrecionalidad del Consejo, no solo la interdic-
ción de arbitrariedad y el respeto a los arts. 23.2 y 103.3 ce, 
sino también la garantía de la igualdad material ex art. 9.2 
ce. Pero nada le impide hacerlo y, de hecho, quizá debiera 
hacerlo, máxime si se tiene en cuenta que, cuando no aplica 
criterios de parificación en sus nombramientos, el Consejo 
está obviando el mandato del Reglamento 1/2010, de 25 de 
febrero, que regula la provisión de plazas de nombramiento 
discrecional en los órganos judiciales. Y ello, por sí solo, 
podría hacer incurrir en arbitrariedad manifiesta dichos 
nombramientos.

20. El preámbulo del Reglamento establece expresamen-
te que “en relación con los principios constitucionales de 
mérito y capacidad, se atenderá al principio de presencia 
equilibrada de hombres y mujeres en los nombramientos 
y designaciones de los cargos de responsabilidad, a que 
se refiere la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para 
la igualdad efectiva de mujeres y hombres”. Y en varios 
preceptos se habla del respeto al principio de igualdad, eso 
sí, sin que se detallen las acciones positivas que habría que 
llevar a cabo para garantizar la consecución del objetivo de 
presencia equilibrada de hombres y mujeres en los puestos 
que deba nombrar el Consejo.

La cuestión no es que se prevea o no la consideración 
del principio. La cuestión es el amplio margen de discre-
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cionalidad que posee el Consejo y que tiene una carga 
política enorme, tanto para escoger entre perfiles políticos 
determinados a los miembros más destacados de la Carrera 
Judicial, como, si quisiera, para desarrollar políticas de pa-
rificación por razón de género. El propio Tribunal Supremo 
reconoce la virtualidad de la potestad de nombramiento, y 
justifica que el constituyente no haya convertido al Consejo, 
llamado a asegurar la independencia, entre otras cosas, en 
el nombramiento de los jueces y magistrados, en una mera 
comisión calificadora. Ahora bien, esta facultad concedida al 
Consejo, que le permite hacer “valoraciones de conveniencia 
institucional, a él confiadas precisamente por razón de su 
origen, rango y compleja composición”, le coloca también 
en la tesitura de justificar, muy detalladamente, por qué no 
considera que, dentro de sus valoraciones de conveniencia 
institucional, también puede, incluso debe incluirse, la 
consecución de la paridad en los puestos en que se ejerce 
mayor poder, jurisdiccional pero también de Gobierno, en 
el seno del Poder Judicial.

21. En cualquier caso, la absoluta discrecionalidad en la 
potestad de nombramientos, se ha visto paulatinamente redu-
cida, a lo largo del tiempo. De un lado, se ha venido exigiendo 
la consideración de los principios de mérito y capacidad a la 
hora de proceder a los nombramientos discrecionales, expre-
samente a partir de la reforma de la lopj por la Ley orgánica 
19/2003, de 23 de diciembre, así como la expresión manifiesta 
del recurso a tales principios, o dicho de otro modo, la moti-
vación del nombramiento. Y esta exigencia ha venido siendo 
reforzada por el Tribunal Supremo a partir de la sts 3171/2006, 
de 29 de mayo, en el conocido asunto Gómez Bermúdez. El 
fundamento jurídico quinto de esta sentencia, establece clara-
mente que el art. 122.1 de la Constitución marca un límite a al 
ejercicio de la función de nombramiento, incluso cuando esa 
función se articule en una facultad de libre apreciación para 
la provisión y cobertura de determinados destinos entre los 
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jueces y magistrados. Afirma la sentencia que del art. 122.1 ce 
se deduce que la carrera judicial ha de entenderse como un 
“cursus honorum”, en “el que se desarrolla una progresión 
profesional vertebrada en torno a tres conceptos: el estatuto, el 
Cuerpo y la carrera. Progresión o promoción profesional que 
está igualmente vinculada a los principios constitucionales 
de igualdad, mérito y capacidad, que resultan proyectables 
sin reservas sobre los cargos judiciales”.

Por otro lado, se han introducido fórmulas de nombra-
miento que exigen la adopción mayoritaria del acuerdo para 
la designación, en el seno del Pleno del Consejo General 
del Poder Judicial, de forma que se garantice una suerte de 
legitimación del nombramiento. La disposición actualmente 
vigente ha modificado el sistema de mayorías reduciéndolo 
de una mayoría cualificada de 3/5, a una mayoría simple 
con voto de calidad, tal y como se dispone en el art. 630 lopj, 
que establece que “los acuerdos de los órganos colegiados 
del Consejo General del Poder Judicial serán adoptados por 
mayoría simple de los miembros presentes, salvo cuando 
esta Ley Orgánica disponga otra cosa. Quien presida tendrá 
voto de calidad en caso de empate”. Así pues, limitar la 
discrecionalidad está dentro de la propia lógica del modelo.

Debiera plantarse, por tanto, la necesidad de incorporar 
un nuevo límite. Uno que impida la preterición sistemática 
de las mujeres. Uno que condicione el tipo de méritos a 
valorar, de modo que la elección de los méritos evaluables 
no venga a transformarse en un instrumento de discrimi-
nación indirecta. Por poner solo un par de ejemplos: si para 
acceder a la categoría de Presidente de un Tribunal Superior 
de Justicia, se valora como mérito prioritario, incluso por 
encima del puesto en el escalafón, el previo desempeño de 
labores de gobierno judicial, y las estadísticas muestran 
indubitadamente que esos puestos son mayoritariamente 
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desempeñados por varones, no queda más remedio que 
concluir que la selección de este mérito como computable 
tiene un efecto inmediato de discriminación indirecta; si 
a los méritos docentes se atribuye un peso importante en 
la calificación del currículo del candidato, y sabemos que 
son prioritariamente los varones los que solicitan la com-
patibilidad docente, la valoración preferente de este mérito 
también tiene efectos discriminatorios indirectos.

v. Reflexiones abiertas para profundizar 
en democracia paritaria  

22. “La democracia paritaria, es decir, aquella en la que 
hay un equilibrio de la presencia de mujeres y de hombres 
en todas las instituciones, es otra forma de reprender la 
democracia, mejorándola. Debería llevar a una colabo-
ración de las mujeres y de los hombres, a una suerte de 
nuevo contrato social entre los sexos” (2004, p. 47) Se trata 
de “una nueva forma de organizar las relaciones sociales 
entre los sexos, sobre la base del igual valor y dignidad 
de las mujeres y de los hombres, lo que aquí se postula, 
y lo que se deduce lógicamente del hecho de tomar en 
cuenta, en la definición de la democracia, de la dualidad 
sexuada de la humanidad” (2004, p. 49).

Esta idea es, sin duda, inspiradora. Y retoma el espíritu 
y el argumento central con que iniciaba estas páginas. Pero 
podría añadirse algo más. Como dice Salazar, no se trata 
solo de poner el acento en la dimensión cuantitativa de la 
presencia femenina en las esferas de ejercicio del poder. Se 
trata de que esa presencia cualifica la toma de decisiones en 
sí misma, porque supone “entender que hombres y mujeres 
hemos de compartir de manera equilibrada “poder” y “ciu-
dadanía” (Salazar, 2014, p. 95). Y ese es solo el primer paso. 
Estar para ser. Primero estemos, y ello será un avance para 
las mujeres, pero no solo para nosotras sino para el conjunto 
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de la sociedad porque nuestro talento, nuestras competen-
cias y nuestro saber hacer colaborarán para el progreso de 
nuestras sociedades. Y luego seamos. Y sobre todo seamos 
conscientes de que determinados cambios sociales exigen 
una mirada feminista. No todas las que estarán tendrán esta 
mirada, sin duda. Y tampoco cabe duda de que algunos de 
los que están ya la tienen. Pero ellos no llegaron ahí gracias 
a un postulado feminista. En cambio, todas las que estarán 
deberán agradecérselo a ese mismo postulado. Y eso, sin 
duda, dejará su impronta y permitirá abrirle las puertas a 
las reflexiones subsiguientes.

23. Ahora bien, más allá del carácter “virtuoso” de la 
democracia paritaria, que no obstante algunos niegan, 
cuando descendemos al fango de los instrumentos apro-
piados para lograr tan loable objetivo, es cuando empiezan 
los problemas.

Frente a la actual conformación de las listas electorales, 
a la que he venido haciendo referencia, y que impone la 
presencia equilibrada por tramos en las elecciones europeas, 
nacionales y municipales, y en casi todas las autonómicas, 
se opone la demanda, cada vez más intensa y con mayor 
eco entre algunas formaciones políticas, de listas abiertas 
y desbloqueadas. Esta opción pretende ser la solución al 
problema de desconexión, y de falta de identificación entre 
representantes y representados. Es decir, pretende construir 
un nuevo relato que sustente el principio de representación.

Pero diferentes estudios muestran que el sistema elec-
toral más beneficioso para asegurar la presencia femenina 
en los puestos de representación es el sistema proporcio-
nal, en el que existen circunscripciones plurinominales, y 
listas cerradas de tipo cremallera, sin perjuicio de que la 
dificultad sigue estribando en el lugar en que se coloca 
efectivamente a las mujeres en esas listas. Por eso las listas 
abiertas, sin instrumentos correctores, podrían alejarnos del 
objetivo de presencia equilibrada, aunque no hay estudios 
concluyentes al respecto, pero si una intuición intensa de 
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que, en el escenario actual, la mayor presencia mediática de 
los hombres políticos que de las mujeres políticas, llevaría 
a la preferencia del elector por el que fuera más conocido, 
y por tanto, por el varón.

Entonces, ¿qué es más importante, reforzar la identifi-
cación entre representante y representado? ¿O reforzar la 
presencia femenina en los puestos de representación política 
para asegurar la presencia simbólica de las mujeres en los 
ámbitos clave de toma de decisiones? ¿Cómo se refuerza 
mejor la democracia, a través de un mandato representativo 
que refuerce los vínculos de compromiso político entre el 
que elige y el que resulta elegido, o a través de la configu-
ración de escenarios de discusión política lo más plurales 
posible, lo que incluiría aumentar la presencia femenina en 
esos escenarios, a la par que su protagonismo?

Quizá haya que encontrar la forma para combinar ambos 
discursos. Como dice Blanca Rodríguez citando a Philips, 
“el principio democrático introduce la obligación de am-
pliar y diversificar en lo posible la composición de cada 
órgano de representación política, de aspirar a convertirlo 
en reflejo de esa diversidad social y de los intereses diversos 
que en ella se dirimen, fomentando la capacidad de las/os 
representantes de identificarlos y hacerlos valer mediante 
canales de comunicación fluida con las/os representados” 
(Rodríguez, 2009, p. 104). Y fórmulas combinatorias exis-
ten, tal y como explica la propia Rodríguez: “no veo […] 
obstáculo constitucional para que un sistema de persona-
lización del voto venga acompañado de la obligación de 
que esos votos personalizados tengan que ser paritarios”. 
Otras obligaciones respecto de la emisión del voto y la 
configuración de las listas existen, y no han sido conside-
radas inconstitucionales (stc 12/2008). Tampoco veo yo 
obstáculo alguno en que existan mecanismos correctores 
de la presencia definitiva de representantes femeninos y 
masculinos en las cámaras, para el hipotético caso de que la 
obligación de voto paritario no fuera bastante para garan-
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tizar la presencia equilibrada. En el Senado, por ejemplo, 
podría condicionarse el nombramiento de los Senadores 
de designación autonómica a la garantía del equilibrio de 
género en la Cámara Alta. Limitaría ello la voluntad electiva 
de las asambleas autonómicas. Sin duda, como lo estaría la 
de los electores del cuerpo electoral. La cuestión es si existe 
o no causa o principio constitucional que lo justifique. Y la 
democracia paritaria nos da una respuesta positiva.

24. Por otro lado el mérito y la capacidad no son causa 
de exclusión de las medidas de promoción de la igualdad 
de género que puedan llegar a adoptarse. Al contrario, se-
guramente si se aplicaran de forma ciega, beneficiarían a las 
mujeres en el supuesto español, tal y como hemos expuesto 
más arriba. No se trata de escoger entre la presencia de 
mujeres sin mérito y capacidad, y la presencia de hombres 
con mérito y capacidad. Esa dicotomía es sencillamente 
falaz. Porque estos valores se reparten por igual entre am-
bos sexos. Se trata de elegir a los que tengan más mérito y 
capacidad, incluso aunque sean mujeres, para los puestos 
en que esos criterios sean relevantes, y no está claro que sea 
el caso de los puestos de representación política. Lo que hay 
que desterrar es la selección basada en criterios espurios, en 
afinidades políticas, o en conexiones personales. Porque, en 
ese ámbito, los hombres, que se conectan con más facilidad 
a los círculos de poder preexistentes, mayoritariamente 
ocupados por hombres, juegan con ventaja.

25. Es necesario asegurar rango constitucional a la no-
ción de democracia paritaria. Siguiendo, de algún modo, el 
modelo francés, pero yendo más lejos. La paridad debiera 
incorporarse a la Constitución, en primer término, como 
principio constitucional, como complemento inescindible 
de la igualdad y del pluralismo político que proclama el art. 
1 ce. Y desde esa naturaleza de valor superior debería lle-
varse a mandato absoluto en la composición de los órganos 
constitucionales y, eventualmente, aunque ello supusiera 
mayores dificultades de articulación, a la composición de 
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cámaras legislativas como obligación de resultado. Ac-
tualmente la paridad actúa, en la modalidad de paridad 
relativa que se ha venido analizando, inspirada en la idea 
de presencia equilibrada de ambos sexos, como una obliga-
ción de medio para el sistema político y de resultado para 
los partidos. Habría que planteare, por tanto, un cambio de 
paradigma, que impusiera la paridad (absoluta o relativa) 
como obligación de resultado para el sistema en sí.

26. Es necesario, asimismo, trabajar en la promoción de 
la participación política activa de las mujeres, en primera 
línea de la política institucional, lo que exigiría revisar las 
relaciones entre lo público y lo privado, entre las nociones 
de ciudadanía y de cuidadanía (Salazar, 2014, p. 99).

Quizá existan factores de exclusión de las mujeres de la 
política institucional que deban ser combatidos, más allá 
de lo que hace al desplazamiento de las mujeres por sus 
compañeros dentro de organizaciones que son, como reflejo 
de la sociedad en que se desenvuelven, esencialmente ma-
chistas. Se ha hablado mucho de feminización de la política, 
pero eso no consiste solo en elevar la presencia femenina en 
los Parlamentos, en los Ayuntamientos, en los Gobiernos. 
Se trata también de trabajar sobre las dinámicas de orga-
nización del tiempo de trabajo en política, sobre el reparto 
de los roles, sobre la distribución de los temas de trabajo, y 
sobre la transmisión al electorado de todo lo anterior.

27. Las mujeres constituimos la mitad de las inteligen-
cias y de las capacidades potenciales de la humanidad y su 
infra-representación en los puestos de decisión constituye 
una pérdida para el conjunto de la sociedad. Una partici-
pación equilibrada de mujeres y hombres en la toma de 
decisiones puede generar ideas, valores y comportamientos 
diferentes, que vayan en la dirección de un mundo más 
justo y equilibrado tanto para las mujeres como para los 
hombres. La infra-representación de las mujeres en los 
puestos de decisión impide asumir plenamente los intereses 
y las necesidades del conjunto de la sociedad. Por todo lo 
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anterior, sencillamente, es necesario trabajar en la cons-
trucción de una democracia paritaria. Porque, en el siglo 
xxi, no podemos seguir sosteniendo que nuestros sistemas 
constitucionales son sistemas democráticos, si esa demo-
cracia excluye de forma abierta o mediante subterfugios 
como los que en estas páginas hemos tratado de exponer, 
a la mitad de la población. Porque el “todo para el pueblo 
pero sin el pueblo” que, tiempo después, ya en el siglo xx, 
se convirtió en “todo para las mujeres pero sin las mujeres”, 
no resulta aceptable. Porque solo la democracia paritaria es 
democracia. Es gobierno del pueblo. Un pueblo en el que 
también estamos nosotras.
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Capítulo 12. Direitos humanos na globalização: 
empresas transnacionais na América Latina  

Flávia do Amaral Vieira*

Introdução  

Na permanente disputa política pelo significado de dire-
itos humanos, este artigo dialoga com as abordagens que 
reforçam a defesa dos direitos humanos como linguagem 
que conduz a transformações paradigmáticas no contex-
to da proteção da dignidade humana. Assim, a partir da 
apropriação do discurso dos direitos humanos na perspec-
tiva dos setores sociais marginalizados, construindo um 
discurso a partir de movimentos de resistência, das lutas 
sociais na sociedade capitalista, reconhece-se seu potencial 
transformador e emancipatório.

Ao remontar às raízes históricas, epistêmicas, político-e-
conômicas, culturais e ideológicas que interligam os terri-
tórios latino-americanos, sobretudo o brasileiro, às lógicas 
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Programa de Doutorado Sanduíche no Exterior da Capes. Mestre em Direito 
pela Universidade Federal de Santa Catarina (ppgd-ufsc). Contato: ei_flavia@
hotmail.com
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operativas do capitalismo transnacional, o presente artigo 
alia-se a tese de Quijano, segundo a qual, a globalização em 
curso é, em primeiro lugar, a culminação de um processo 
que começou com a constituição da América e do capita-
lismo colonial/moderno e eurocentrado como um novo 
padrão de poder mundial (2005, p. 123). Nesse cenário, com 
o avanço do neoliberalismo, as corporações transnacionais 
se tornam uma das mais poderosas instituições do nosso 
tempo, com o apoio estratégico dos Estados.

Pesquisa realizada pelo Consórcio Latino-americano 
de Pós-graduação em Direitos Humanos sobre as políticas 
de regulação de empresas transnacionais da mineração na 
América Latina apontou diversos problemas com relação 
ao cumprimento dos direitos humanos por estas empre-
sas na atualidade, como presença de trabalho análogo à 
escravidão; trabalho infantil; déficits no acesso à justiça e 
informação; violações do direito à liberdade sindical, entre 
outros; e comprometendo mais ainda este cenário, proble-
mas sérios de articulação institucional no combate à estas 
práticas e de fiscalização pelos órgãos responsáveis1.

Nas últimas décadas, diversos casos de violações de 
direitos humanos relacionados à atividade empresarial 
na América Latina tiveram grande repercussão, como o 
caso Texaco/Chevron, na Amazônia equatoriana, há mais 
de 20 anos sem uma solução adequada2; e os recentes 

1	 Para saber mais, ver o livro Políticas de Regulação de Empresas Transnacionais por 
violações de Direitos Humanos–Diagnósticos nacionais. Maués, Antônio Moreira 
et al. (orgs.). Ed. Cegraf-ufg, 2018, onde estão publicados os resultados de 
pesquisa realizada pelo Consórcio Latino-Americano de Pós-graduação em 
Direitos Humanos, com apoio da Clínica de Direitos Humanos da Amazônia, 
Universidade Federal do Pará, e Fundação Ford. Disponível em: https://
www.cegraf.ufg.br/up/688/o/ebook_diagnosticos_nacionais.pdf> Acesso 
em 02/10/2018.

2	 As ações movidas contra a Chevron relatam que a companhia despejou 68 
bilhões de litros de água tóxica e 64 milhões de litros de óleo cru na região 
do nordeste equatoriano, onde operava. A ação afetou diretamente mais 
de 30 mil pessoas e causou prejuízos gravíssimos à biodiversidade  local. 
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rompimentos de barragens de rejeitos da mineração na 
Bacia do Rio Doce em 20153 e em Brumadinho4, em 2019, 
ambos em Minas Gerais, Brasil. Esses trágicos eventos 
exemplificam o padrão de violações aos Direitos Huma-
nos cometidos por ETNS e a ineficiência dos Estados e 
das organizações internacionais em responsabilizar estas 
empresas pelas violações.

Nesse contexto, estas violações passam a ser cada vez 
mais contestados pela sociedade civil em âmbito nacional 
e fóruns internacionais, objetivando romper com que vem 

As estimativas são de que mais de 1500 pessoas morreram de doenças 
ocasionadas pela contaminação dos  recursos hídricos  e da  floresta. Para 
saber mais, ver: Fajardo, Pablo; Heredia, María Guadalupe. “El Caso Texaco: 
un trabajo por la restitución de derechos colectivos y de la naturaleza”. En: 
¿Estado constitucional de derechos?: informe sobre derechos humanos Ecuador 2009. 
Quito: Universidad Andina Simón Bolívar. Sede Ecuador. Programa Andino 
de Derechos Humanos, padh; Abya Yala. Pp. 181-195. Disponível em: http://
repositorionew.uasb.edu.ec/handle/10644/940> Acesso em 26 de Julho 2019. 

3	 Em 15 de novembro de 2015, no subdistrito de Bento Rodrigues, a 35 km de 
Mariana-MG, rompeu-se uma barragem de rejeitos de mineração denominada 
“Fundão”, controlada pela Samarco Mineração S.A., um empreendimento 
conjunto da brasileira Vale S.A. e a anglo-australiana Bhp Billiton. O 
rompimento da barragem de Fundão é considerado o desastre industrial que 
causou o maior impacto ambiental da história brasileira e o maior do mundo 
envolvendo barragens de rejeitos, causando 19 mortes. A lama chegou a Bacia 
do rio Doce e ao oceano. Para saber mais, ver: Milanez, Bruno; Losekann, 
Cristiana (orgs.). Desastre no Vale do Rio Doce: antecedentes, impactos e ações sobre 
a destruição. Rio de Janeiro: Folio Digital: Letra e Imagem, 2016. Disponível 
em: http://www.ufjf.br/poemas/files/2016/06/Milanez-2016-Desastre-no-
Vale-do-Rio-Doce-Web.pdf> Acesso em 27 de julho de 2019.

4	 Pouco mais de três anos após o desastre da Samarco/Vale /bhp Billiton em 
Mariana (mg), no início da tarde do dia 25 de janeiro de 2019, a Barragem I 
da mina Córrego do Feijão da Vale ruiu em Brumadinho (mg). O rompimento 
resultou em um desastre de grandes proporções, com mais de 200 mortos 
e cerca de 93 desaparecidos, gerando uma calamidade pública. O desastre 
pode ser considerado o segundo maior desastre industrial do século e o maior 
acidente de trabalho do Brasil. Para saber mais, ver: Milanez, B. et al. (2019). 
“Minas não há mais: avaliação dos aspectos econômicos e institucionais do 
desastre da Vale na bacia do rio Paraopeba”. Versos – Textos para Discussão 
Poemas, 3(1), pp. 1-114. Disponível em: http://www.ufjf.br/poemas/
files/2017/04/Milanez-2019-Minas-n%C3%A3o-h%C3%A1-mais-versos.
pdf> Acesso em 27/07/2019.
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sido chamado de “arquitetura da impunidade”, a partir 
da imposição de termos neoliberais como governança, 
flexibilização e autorregulação.

Nesse sentido, este artigo5 pretende analisar de manei-
ra introdutória e teórica como operam as lógicas de atua-
ção dos poderes econômicos nos Estados, a normatização 
da atuação dessas empresas no Sul Global e seu impacto 
sobre os direitos humanos no bloco regional. Para isso, 
primeiramente será apresentado uma reflexão sobre o 
potencial da linguagem dos direitos humanos, desde uma 
teoria que recupere o caráter sócio-histórico do Direito 
e construa seu discurso a partir das resistências e lutas 
sociais, para em seguida aprofundarmos a análise sobre 
as empresas transnacionais e o neoliberalismo, com o 
intuito de fundamentar a investigação sobre a arquitetura 
da impunidade das corporações com relação a violações 
de direitos humanos.

i. Direitos Humanos como discurso emancipatório  

Tratar da defesa dos direitos humanos na América Latina6 
implica em considerar os flagrantes paradoxos relativos ao 
tema, em que simultaneamente ao processo de aperfeiçoa-
mento dos mecanismos de proteção de direitos no plano 

5	 Uma primeira versão deste trabalho foi preparada para apresentação no 
Congress of the Latin American Studies Association (lasa), em Barcelona, 
Espanha, de 23-26 de maio de 2018.

6	 Sobre o Estado de Direito na América Latina, Gallardo: “Deterioradas en su 
base estas potencialidades por las prácticas patrimonialistas, mercantilistas y 
clientelistas, que suponem políticas y acciones discriminatórias consumadas 
por la impunidad, y a las que deben articularse presiones políticas y acciones 
discriminatorias consumadas por la impunidad, y a las que deben articular-
se presiones geopolíticas potenciadas por su fragilidad interna, el Estado en 
America Latina no puede ser tampoco interlocutor legítimo de una demanda 
por derechos humanos ni puede concerdérsele el monopolio de su promoción 
y protección” (2008, p. 42). 
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nacional e internacional manifesta-se outro processo: as 
crescentes violações de direitos humanos em todo o planeta, 
o que Carol Proner denomina de paradoxo fundamental (2002, 
p.37) e Gallardo do abismo entre o que se diz e o que se faz no 
campo dos direitos humanos (2008).

Com efeito, não podemos olvidar que a gestão dos di-
reitos humanos se realiza na sociedade mercantil moderna, 
ditada pelo capitalismo financeiro internacional, cuja faceta 
na América Latina é extrativista7, assumindo a natureza 
como um campo de domínio para a razão instrumental.

Nesse cenário, mesmo reconhecendo que os direitos 
humanos ainda sejam uma ficção para a esmagadora 
maioria da população mundial, constata-se que sua lingua-
gem constitui um horizonte humano, uma esperança, por 
transformações paradigmáticas no contexto da proteção da 
dignidade humana.

[...] apesar dos problemas, os direitos humanos representam 
também os principais instrumentos de que dispomos contra 
o canibalismo do poder público e privado e o narcisismo dos 
direitos. Os direitos humanos representam o elemento utópico 
por trás dos direitos legais. Os direitos constituem o alicerce de 
um sistema jurídico liberal. Os direitos humanos constituem 
sua reinvindicação de justiça, e como tal, são impossíveis e 
prospectivos. Os direitos humanos são parasitas no corpo dos 
direitos, que julgam a seu hospedeiro (Douzinas, 2009, p. 252).

7	 Garavito conceitua o capitalismo extrativista atual como uma forma de 
organização política, econômica e social, que se caracteriza pelas seguintes 
ocorrências: alta demanda de minérios para aplicação nas indústrias, 
notadamente tecnológicas e de construção civil; e oferta estancada, com a 
identificação de grandes jazidas na América Latina; assim por um consenso 
da exportação de commodities como opção político-econômica dessa região; 
pelo consequente retorno ao desenvolvimentismo já aplicado nos anos 1970, 
que impõe a primarização das economias; e pelas resistências “desde abajo” 
dos trabalhadores, agricultores, indígenas, quilombolas e demais povos 
tradicionais que são ameaçados por essas práticas (2014). 
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Costa Douzinas afirma que, se as declarações de direi-
tos humanos anunciaram a era do indivíduo, elas também 
inauguraram a era do Estado, espelho do indivíduo. Assim, 
estes dois princípios contraditórios do Direito Internacional, 
direitos humanos e a soberania nacional, nasceram juntos 
(Douzinas, 2009, p. 116).

O sistema internacional de direitos humanos rompe com 
o conceito tradicional de soberania8estatal, que é relativi-
zado, com as intervenções no plano nacional em nome da 
proteção dos direitos humanos, através do monitoramento e 
da responsabilização internacional, em caso de violação dos 
direitos humanos, e a solidificação da ideia da proteção dos 
direitos do indivíduo na esfera internacional, na condição 
de sujeito de direito.

O direito internacional compreende hoje que a razão de 
Estado que tem limites, no atendimento das necessidades 
e aspirações da população, e no tratamento equânime 
das questões que afetam toda a humanidade (Cançado 
Trindade, 2006, p. 111). Assim, desde os anos 90, tem sido 
testemunhado o aumento da transnacionalização das 
instituições legais e da mobilização jurídica, dois lados de 
um fenômeno denominado de “Judicialização global” e 
“litigância transnacional”.

A judicialização global surge através da criação de cortes 
internacionais ad hoc ou permanentes e tribunais arbitrais, 
como também por intermédio do crescente recurso às insti-
tuições internacionais judiciais ou quase judiciais para lidar 
com disputas sobre questões comerciais e direitos humanos. 

8	 Pelo conceito tradicional de soberania, esta seria concebida como poder 
ilimitado do Estado em relação ao qual nenhum outro tem existência, 
vide artigo de Valerio de Oliveira Mazzuoli, “Soberania e a proteção 
internacional dos direitos humanos: dois fundamentos irreconciliáveis”. 
Disponível em: <http://www.stf.jus.br/repositorio/cms/portalTvJustica/
portalTvJusticaNoticia/anexo/Artigo__Soberania_e_Direitos_Humanos__
Valerio_Mazzuoli.pdf> Acesso em 26/10/2012.
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Essas mudanças tem aumentado os debates sobre quando a 
judicialização é desejável ou efetiva em fortalecer o Estado 
de Direito e promover a democracia local e global (Santos, 
Cecilia, 2007, p. 27).

Já a litigância transnacional engloba as disputas entre 
os Estados, entre indivíduos e Estados e entre indivíduos 
através de suas fronteiras nacionais. Nesse sentido, deve 
ser reconhecido o uso emancipatório que se pode fazer do 
ordenamento jurídico. Cecília Macdowell dos Santos se 
refere ao ativismo jurídico trasnacional como um tipo de 
ativismo focado na ação legal engajada, através das cortes 
internacionais ou instituições quase judiciais, em fortalecer 
as demandas dos movimentos sociais; realizar mudanças 
legais e políticas internas; reestruturar ou redefinir direitos; 
e/ou pressionar os Estados a cumprir as normas internacio-
nais e internas de direitos humanos (2007, p. 28). A autora 
continua:

O ativismo jurídico transnacional pode ser visto como uma 
tentativa não simplesmente de remediar abusos individuais, 
mas também de (re) politizar ou (re)legalizar a política de dire-
itos humanos ao provocar as cortes internacionais ou sistemas 
quase judiciais de direitos humanos e levá-los a agirem diante 
das arenas jurídicas e políticas nacionais e locais. [...]. Uma 
vez que o Estado é um ator principal nas batalhas jurídicas 
transnacionais sobre direitos humanos, é importante investigar 
tanto sobre as práticas dos defensores jurídicos transnacionais 
quanto como o Estado responde a eles. Isso nos auxilia a enten-
der melhor não somente como os atores da sociedade civil se 
engajam na mobilização jurídica transnacional, mas também 
como o Estado se refere às normas internacionais de direitos 
humanos e como os discursos e as práticas ligados aos direitos 
humanos são desenvolvidos em diferentes setores do Estado 
e em diversos níveis da atuação estatal (Santos, 2007, p. 28).

Nesse sentido, partindo da convicção que os direitos hu-
manos devem ser levados à prática politicamente, Herrera 
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Flores os define como convenção cultural e processos de luta 
pela dignidade humana e acesso a bens (2009a). Flores busca 
o caráter real e material dos direitos, do que “está” debaixo, 
do que subjaz, do que suporta todo o edifício dessas lutas, 
seus contextos social, econômico, político e cultural. Nesse 
sentido, o autor afirma que:

A globalização da racionalidade capitalista supõe a gene-
ralização de uma ideologia baseada no individualismo, 
competitividade e exploração. Essa constatação obriga a 
todos que estamos comprometidos com uma visão crítica e 
emancipadora dos direitos humanos a contrapor outro tipo 
de racionalidade mais atenta aos desejos e às necessidades 
humanas que às expectativas de benefício imediato do capi-
tal. Os direitos humanos podem se converter em uma pauta 
jurídica, ética e social que sirva de guia para a construção 
dessa nova racionalidade. Mas, para tanto, devemos libertá-
los da jaula de ferro na qual foram encerrados pela ideologia 
de mercado e sua legitimação jurídica formalista e abstrata 
(Herrera Flores, 2009a, p. 23).

Assim, o que Herrera Flores (2009a) pretende, ao traba-
lhar com a realidade e não de uma visão utópica e distante, 
é construir um mecanismo emancipatório capaz de propor 
alternativas, no sentido de evitar criar uma proposição 
ilusória ou idealista dos direitos humanos, que não se con-
cretiza na prática.

Nesse sentido, diversos autores propõe-se uma teoria 
crítica dos direitos humanos, pela apropriação do discurso 
dos direitos humanos na perspectiva dos setores sociais 
marginalizados, construindo um discurso a partir da resis-
tência, das lutas sociais na sociedade capitalista, apontando 
o caráter conservador e eurocêntrico da dogmática jurídica 
(Proner, 2002; Flores, 2009a; Gallardo, 2008). Esta visão 
busca se afastar do modelo tradicional de interpretação dos 
direitos humanos como algo puro, metafísico e transcen-
dental (Proner, 2002, p. 39).
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[...] el fundamento de derechos humanos es sin duda político, 
aunque no exclusiva ni originalmente estatal, y que ellos se 
derivan sociohistóricamente de transferencias de poder sen-
tidas como necesarias y expresadas como posibles en el seno 
de sociedades civiles emergentes. Los valores supuestos por el 
reclamo de derechos humanos no se sieguen por tanto inicial-
mente de consensos, sino nuclearmente de resistencias, mo-
vilizaciones, luchas o enfrentamientos (Gallardo, 2008, p. 13).

Dessa forma, uma concepção verdadeiramente crítica 
sobre direitos humanos deve levar em conta o caráter só-
cio-histórico do Direito, investigar as razões nas quais foi 
assentada a dogmática jurídica a fim de sustentar e legiti-
mar a ideologia política e econômica estatal do momento, 
assim como deve ser orientada pela problemática de sua 
efetivação.

A partir desta perspectiva, convenções internacionais são úteis 
a ativistas de direitos humanos ao oferecerem um padrão para 
crítica a seus governos. Após um Estado ter adotado um con-
junto específico de direitos, fica mais díficil, embora de forma 
alguma impossível, para seu governo negar ter cometido 
abusos evidentes. Do mesmo modo, o monitoramente e os 
relatórios externos podem ampliar a consciência em relação 
às violações de um Estado, e a vergonha que acompanha a 
exposição pode levar a melhorias (Douzinas, 2009, p. 156).

Além disso, a eficácia dos direitos humanos dependerá 
da sua articulação com a capacidade das mobilizações 
sociais de transferir autonomia e identidade a suas ne-
cessidades, de forma que a institucionalidade jurídica as 
codifiquem e legitimem constantemente, de modo que 
além de protegidas, lhe confiram um ethos ou sensibilidade 
sociocultural (Gallardo, 2008, p. 38). Assim, o litígio inter-
nacional dos direitos humanos, além da busca por soluções 
para casos individuais, tem como objetivo afetar as práticas 
de direitos humanos através de mudanças na política.
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ii. Neoliberalismo e as empresas transnacionais.

Surgidas a partir do século xix, as empresas transnacionais 
ou etns, também conhecidas como multinacionais, no século 
xxi, passam a controlar a maioria dos setores estratégicos 
da economia mundial, sendo que algumas delas passam 
a exibir poder econômico superior ao valor do produto 
interno bruto (pib) de alguns países.

Isto foi possível graças à expansão das políticas econômi-
cas neoliberais que favoreceram a entrada de investimentos 
e acionistas internacionais, mercantilizaram e colocaram à 
disposição destas corporações setores básicos da vida das 
pessoas, através de privatizações massivas, incluindo ser-
viços públicos essenciais para o gozo dos direitos humanos 
e coesão social, favorecendo o domínio das etns sobre os 
recursos naturais e seu monopólio em praticamente todas 
as esferas.

As empresas transnacionais são aquelas que operam 
a escala internacional, vinculadas entre si mediante uma 
complexa rede de relações institucionais, de proprieda-
de, de produção, comerciais, administrativo-financeiras 
e tecnológicas, com uma sede matriz e com uma grande 
estratégia comum (Neumann, 2007, p. 66). Nesse sentido, 
as grandes corporações empresariais e os conglomerados 
financeiros têm se valido do poder econômico para expandir 
e incorporar novos espaços nos circuitos de acumulação do 
capital (Assis, 2014, p. 616).

Em todo o mundo, empresas transnacionais e os Es-
tados nacionais se envolveram em complexas relações 
de negociação, de forma que estas passam a ser não só 
organizações econômicas, como também políticas, com o 
potencial de influenciar nas políticas tanto do país matriz 
como do governo anfitrião (Neumann, 2007, p. 66). De modo 
geral, as transnacionais são um dos principais motores do 
desenvolvimento capitalista, exercendo papel central na 
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exploração e transferência das riquezas do Sul global para 
o Norte (Garcia, 2009, p. 11).

Identifica-se a continuidade das relações centro-peri-
feria, agora instituídas por intermédio da reconfiguração 
territorial e dos fluxos de capitais direcionados aos países 
da periferia do capitalismo, através dos frequentes deslo-
camentos de capital e do avanço das grandes corporações 
transnacionais e conglomerados financeiros (Assis, 2014, p. 
619), expandindo a ocupação territorial do capital9.

Sobre o sistema neoliberal, verifica-se que este é instau-
rado por forças e poderes que se apoiam uns nos outros 
em nível nacional e internacional. Assim, oligarquias bu-
rocráticas e políticas, multinacionais, atores financeiros e 
grandes organismos econômicos internacionais formam 
uma coalizão de poderes concretos que se valem de todos 
os meios e os registros, seja financeiros, diplomáticos, histó-
ricos, culturais, para promover os interesses misturados dos 
poderes estatais e econômicos, exercendo função política 
em escala mundial (Dardot, Laval, 2016, p. 286). Hoje, a 
relação de forças pende inegavelmente a favor desse bloco 
oligárquico.

9	 Nesse contexto de esquecimento da política e de opulência da esfera 
econômica, marcado pela ampliação do poderio das corporações empresariais 
e conglomerados financeiros, argumenta-se, aqui, que as relações centro–
periferia sofreram alterações, sendo hoje mais adequado vislumbrar a 
existência de um regime de dominação exercido por essas corporações de 
forma policêntrica e gerando multiperiferias. Assim, as novas relações centro–
periferia não estariam mais vinculadas a posições geográficas estanques, 
expressas na figura dos Estados territoriais; ao contrário disso, derivariam da 
ação econômica de corporações transnacionais e conglomerados financeiros 
organizados em redes, estruturados territorialmente, apoiados por um Estado-
nacional de origem, sendo policêntricos e engendrando multiperiferias. A 
posição de centro deixaria de ser exercida por um ou mais estados nacionais. 
Romper-se-ia, assim, com a perspectiva de uma relação centro–periferia 
geográfica, transitando para um centro–periferia ubíquo, levado a cabo por 
corporações transnacionais, compostas por capitais trasnfronteiriços que 
atuam em todas as partes do mundo (Assis, 2014, p. 620).



504

No Brasil, o processo de privatização massivo das em-
presas públicas teve inicio na década de 90, em seguimento 
as políticas de ajuste fiscal e neoliberal do Consenso de 
Washington10, tendo em vista o favorecimento da inter-
nacionalização do capital e a concentração industrial da 
produção (Filho, Silva, 1999, p. 395). As grandes ondas de 
privatização, desregulamentação e diminuição de impostos 
desde os anos 1980 deram crédito a ideia de um desenga-
jamento do Estado, liberando a ação dos capitais privados 
nos campos regidos até então por princípios não-mercantis 
(Dardot, Laval, 2016, p. 271).

Com efeito, o discurso do livre mercado está ligado a um 
mito. Desde Lipmann, constata-se que aqueles que mais 
defendem a ideia do laissez-faire, vide os países desenvol-
vidos, são os mesmos que, por meio de direitos aduanei-
ros e combinações, organizaram a vida industrial de seus 
países em sistemas de empresas submetidos a um controle 

10	 A denominação Consenso de Washington faz referência a um documento 
apresentado pelo Institute for International Economics em uma reunião em 
Washington dc em 1989, com propostas de reformas que já vinham sendo 
aplicadas em alguns países da América Latina e que eram consenso entre os 
membros do Congresso e governo estadunidense, tecnocratas das instituições 
financeiras internacionais, agências econômicas do governo norte-americano 
e o Federal Reserve Board (Bandeira, 2002, p. 35). Este conjunto de políticas 
macroeconômicas previa um amplo programa de reformas estruturais 
dirigidas aos países da periferia (Oliveira, 2011, p. 146), com recomendações 
de que o Estado se retirasse da economia, seja como empresário ou como 
regulador das transações domésticas e internacionais, a fim de que toda 
a América Latina se submetesse às forças do mercado. A adoção de tais 
medidas constituiria condição fundamental para que estes Estados pudessem 
renegociar a dívida externa e receber qualquer recurso das agências financeiras 
internacionais, como o Bando Mundial e Fundo Monetário Internacional. A 
ratificação da proposta neoliberal tornava-se condição para negociar qualquer 
cooperação financeira externa, bilateral ou multilateral, de forma que os 
países teriam que sujeitar suas respectivas políticas econômicas e decisões de 
investimentos à fiscalização internacional, por meio das condicionalidades. 
Os principais países latino-americanos ficaram diante do seguinte dilema: ou 
declaravam moratória ou se submetiam aos órgãos intergovernamentais de 
regulação financeira. A quase totalidade dos governos acabou optando pela 
segunda alternativa (Singer, 1996, p. 164).
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altamente centralizado (1935, p. 43), isto é, já se tratava da 
natureza da intervenção governamental e seus objetivos. 
Afinal, a economia de mercado não poderia funcionar 
sem a densa rede de dispositivos sociais, educacionais, 
científicos e militares11 herdados dos períodos anteriores 
do capitalismo.

Quando a gestão dos dispositivos administrativos e 
sociais ficam nas mãos do Estado, ela contraria a lógica de 
mercado quanto ao papel dos preços e à pressão da con-
corrência. Assim, no neoliberalismo, devem custar menos 
e se orientar para as exigências da competição econômica, 
enquanto campanhas midiáticas contra a gestão burocrática 
e o peso dos impostos, contribuem para a desvalorização 
daquilo que antes dependia da ação pública e da solidarie-
dade social (Dardot, Laval, 2016, p. 273). Para esses autores, 
essa imposição à ação pública dos valores, práticas e o 
funcionamento da empresa privada, instituem uma nova 
forma de governo, o governo empresarial.

Com esse governo empresarial, o mercado não se impõe 
simplesmente porque “invade” os setores associativos e de 
Estado, mas porque se tornou um modelo universalmente 
válido para pensar a ação pública e social. Hospitais, esco-
las, universidades, tribunais e delegacias são considerados 
empresas da alçada das mesmas ferramentas e das mesmas 
categorias.

Essa redução da intervenção política a uma intervenção 
horizontal com atores privados introduz a uma mudança 
de perspectiva, criando o “Estado-empresa”, que tem um 
papel reduzido em matéria de produção do “interesse geral” 

11	 Dispositivos são estratégias de relações de forças sustentando tipos de saber, e 
sustentadas por eles (Foucault, 1994, p. 300). Isto é, são discursos, instituições, 
organizações arquitetônicas, decisões regulamentares, leis, etc; elementos 
discursivos e não discursivos que coordenam estratégias e relações de poder 
de grupos e indivíduos. Para Deluchey, a estratégia pode ser relacionada com 
a luta de classes (2016, p. 189).
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(Dardot, Laval, 2016, p. 274). Esse falso equilíbrio possibi-
litou o crescimento das empresas transnacionais, grandes 
corporações empresariais e os conglomerados financeiros 
que têm se valido do poder econômico para expandir e 
incorporar novos espaços nos circuitos de acumulação do 
capital (Assis, 2014, p. 616).

O discurso em prol da importância de investimentos 
estrangeiros e das empresas transnacionais nos países em 
desenvolvimento se fundamenta em um argumento segun-
do o qual os intercâmbios comerciais permitiriam diminuir 
as disparidades entre as nações, reduzindo a distancia entre 
pobreza e riqueza. No entanto, ao largo prazo não foi obti-
do este resultado, a desigualdade social se acirrou, em um 
processo de concentração da riqueza nas mãos de poucos.

Neste cenário, com o objetivo de atender às exigências 
do modelo de desenvolvimento e do processo de reestru-
turação econômica do capital, em nível nacional e inter-
nacional, verifica-se o recrudescimento das estratégias 
de desregulamentação, flexibilização, expansão em larga 
escala do processo de terceirização e subcontratação do 
trabalho e informalização de amplos setores da economia, 
que implicam mudanças substanciais nas relações sociais de 
trabalho e, consequentemente, um processo de precarização 
das relações sociais de trabalho e perdas de direitos sociais 
(Mathis, 2016, p. 132).

Assim, a experiência histórica revela que as relações 
econômicas entre países estabelecidas a partir da expansão 
das relações mercantis e o processo de acumulação são 
assimétricas, e na verdade tem relação direta com a pro-
dução de condições que não propiciam desenvolvimento 
e direitos humanos.

iii. Entendendo a arquitetura da impunidade  

Nesse cenário, verifica-se que as empresas não são mais 
meros atores coadjuvantes do cenário internacional. Pes-
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quisa do Homa-Centro de Direitos Humanos e Empresas 
da UFJF concluiu que a concretude do poder econômico, e, 
portanto, da influência destes sujeitos em todas as instâncias 
governamentais – incluindo a elaboração normativa, não 
poderia mais ser ignorada pela análise formal da adequação 
de empresas enquanto responsáveis por violações de dire-
itos humanos (2015, p. 07).

Com efeito, violações de direitos humanos não são co-
metidas unicamente por instituições e aparatos do poder do 
Estado, são cometidas também por atores privados e outras 
entidades, como as empresas transnacionais, e as lutas pela 
responsabilização de empresas não são um fato novo. Po-
demos tomar como exemplo recente o caso da ruptura da 
barragem de rejeitos da mineração de Fundão, em Minas 
Gerais, que contaminou a bacia do Rio Doce, produzindo 
uma série de violações de direitos humanos, incluindo do 
direito à vida, ao meio ambiente equilibrado, à integridade 
física e psíquica, entre outros. Apesar de ter ocorrido em 
2015, até novembro de 2019, quatro anos depois do maior 
crime socioambiental da história do Brasil, nenhuma mo-
radia havia sido entregue aos atingidos que perderam suas 
casas no evento. Uma vaquinha virtual foi organizada pelo 
Movimento dos Atingidos por Barragens para a construção 
de uma moradia como um ato simbólico da luta pela justiça 
e pela reparação das violações de direitos humanos12.

No âmbito do direito internacional dos direitos humanos, 
o discurso das corporações, que fundamenta o que vem 
sido chamado de “arquitetura da impunidade”13, baseia-se 

12	 Para saber mais, ver a Campanha, “A Vale destrói, o povo constrói”, no website 
Catarse, disponível em: <https://www.catarse.me/opovoconstroi> Acesso 
em 20/04/2020.

13	 “Arquitetura da impunidade” é como alguns denominam (Berron; Brennan, 
2012) uma rede de acordos, tratados e leis que ampliam os direitos dos 
“negócios”, como a ocupação direta de cargos em organizações internacionais 
ou a pressão via governos nacionais que defendem os interesses econômicos 
de suas empresas (Stiglitz, 2014).
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no voluntarismo, na proposição de uma modalidade de re-
gulamentação eufemisticamente denominada “lei branda” 
(soft law), de caráter conciliatório. De acordo com esta ótica, 
empresas, de forma autônoma e voluntária, limitariam e 
controlariam sua ação direta ou indireta para evitar vio-
lações aos direitos humanos. Trata-se de uma perspectiva 
baseada também no discurso da teoria da nova governança, 
que assenta a premissa de que o Estado não pode ser o único 
encarregado de enfrentar os desafios sociais urgentes, de-
vendo envolver outros atores nessa tarefa, em uma literatura 
que enfatiza a “regulação reativa”, cooperação informal, 
associações público-privadas e processos multistakeholders 
(Ruggie, 2014, p. 09).

O soft law, esta lei eufemisticamente denominada 
“branda” por ser branda com aqueles cujo comportamento 
empreendedor é considerado regular, e dura com aqueles 
que sofrem as consequências do seu não-cumprimento, 
apresenta semelhanças intrigantes com o direito colonial, 
cuja aplicação dependia mais da vontade do colonizador 
do que de qualquer outra coisa (Santos, Boaventura, 2007, 
p. 82).

Constata-se o fenômeno do “regresso do colonizador”, 
que implica o ressuscitamento de formas de governo colo-
nial, sendo que a expressão mais evidente desse movimento 
pode ser concebida como uma nova forma de governo 
indireto, que emerge em diversas situações em que o Esta-
do se retira da regulação social e os serviços públicos são 
privatizados, de modo que poderosos atores não-estatais 
adquirem controle sobre a vida e o bem-estar de vastas 
populações (Santos, Boaventura, 2007, pp. 79-80).

Para Dardot e Laval, a nova norma concorrencial impli-
cou no desenvolvimento crescente de formas múltiplas de 
concessão de autoridade às empresas privadas, de forma 
que atualmente identifica-se um cenário de coprodução 
público-privadas das normas internacionais, sempre favo-
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ráveis aos grandes grupos oligopolistas (2016, p. 277). Este 
fenômeno compõe a arquitetura da impunidade.

Aparentemente, remete-se a ideia de uma privatização 
da fabricação da norma internacional e a uma normatização 
privada necessária a coordenação das trocas de produtos e 
capitais. As lógicas de regulação indireta e híbrida são pas-
síveis de ser encontradas em todos os processos nos quais 
especificações técnicas são necessários ao comércio mun-
dial. Dentro dessa configuração, os Estados não tem mais do 
que um papel de subordinado ou assistente e interiorizam 
suficientemente esse papel para não ter mais condições de 
definir politicas sociais, ambientais ou cientificas sem a 
concordância – ainda que tácita – dos oligopólios (Dardot, 
Laval, 2016, p. 282).

Nesse sentido, o debate sobre a atuação dos poderes 
econômicos no Brasil e seu possível impacto sobre a de-
mocracia, isto é, a análise sobre os efeitos estruturantes da 
participação política dos atores econômicos na economia 
e no sociedade do país se mostram urgentes, a partir do 
reconhecimento da complexidade da interação Estado-
-empresas e da identificação de um processo de captura 
corporativa. Isto é, nesse processo, atores econômicos 
tentam “capturar” as instituições de representação política 
nacionais e supranacionais de modo que seus interesses se 
transformem em decisões públicas (leis e normas, políticas 
públicas, programas governamentais, licitações, decisões 
judiciais)14 que favoreçam primordialmente os interesses 
das empresas (Vigencia, 2016, p. 07).

14	 O enfraquecimento ou a diluição de regulações que controlam a conduta 
de determinado setor econômico, o conhecimento antecipado de planos 
ou programas governamentais, a participação em conselhos ou comissões 
encarregadas de desenhar ou implementar políticas públicas, o financiamento 
de campanhas políticas, o lobby e a promoção de bancadas parlamentares no 
Congresso, bem como a contratação de políticos e funcionários públicos são 
alguns dos mecanismos utilizados por empresas para influenciar as decisões 
políticas (Vigência, 2016, p. 11).
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Para Costas Douzinas, a lei e os direitos ligam a lin-
guagem com coisas ou seres; eles nomeam o que existe e 
condenam o resto à invisibilidade e à marginalidade (Dou-
zinas, 2013). Nesse sentido, a necessidade de regulação das 
empresas nasce do poder ontológico do Direito. O direito, 
prescreve o que constitui uma ordem razoável aceitando 
e validando algumas partes da vida coletiva, ao mesmo 
tempo que proíbe, excluindo outros, tornando-os invisíveis.

iv. O marco regulatório sobre empresas e 
direitos humanos nas Nações Unidas  

O destaque cada vez maior às obrigações em direitos hu-
manos de atores não estatais, o reconhecimento crescente 
de direitos econômicos e sociais, e campanhas fora do 
âmbito das Nações Unidas contra o potencial destrutivo 
de projetos de desenvolvimento de grandes corporações, 
que impulsionaram o surgimento de novas formas de 
responsabilização de instituições financeiras por danos 
ambientais e sociais; são descritos por Patricia Feeney 
como os principais motivos para que a partir dos anos 
70, o tema de direitos humanos e empresas passasse a 
integrar a agenda internacional (2009, p. 175).

Nesse contexto, houve diversas tentativas de Estados 
e da sociedade civil para elaborar parâmetros globais de 
responsabilização de empresas envolvidas em violações de 
direitos humanos. Apesar da abertura de novos fóruns de 
discussão, e de tentativas de base principiológica estabele-
cidas pela onu, oit, oecd, ou em nível privado, para grande 
parte da literatura, as iniciativas de caráter voluntário são 
insuficientes frente ao poder das transnacionais (Ugalde, 
2013, p. 174) e não são capazes de modificar o cenário de 
impunidade perante violações de direitos humanos. In-
clusive, essas medidas adotadas pelas transnacionais no 
capitalismo globalizado ainda colaborariam para a criação 
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de uma imagem positiva destas empresas no âmbito inter-
nacional (Mathis, 2016, p. 128).

Nesse sentido, merece destaque os Princípios Orien-
tadores sobre Empresas e Direitos Humanos das Nações 
Unidas, também conhecidos como Princípios Ruggie, em 
razão do sobrenome de seu criador, adotados pelo Con-
selho de Direitos Humanos da Onu em 2015. John Ruggie 
foi nomeado em 2005 como Representante Especial sobre 
Empresas e Direitos Humanos (resg, na sigla original). Dois 
anos depois, apresentou um relatório de mapeamento sobre 
o tema dos direitos humanos e empresas, reconhecendo 
que a expansão dos mercados e o alcance transnacional da 
atividade empresarial não coincidiu com uma expansão de 
igual magnitude da proteção de indivíduos e comunidades 
contra violações de direitos humanos envolvendo empresas 
(Nações Unidas, 2007, par. 3).

Em seu relatório de 2008, formula o marco conceitual 
“Proteger, Respeitar e Remediar: Um Marco sobre Empresas 
e Direitos Humanos”, composto por três partes: Estados 
possuem o dever de proteger contra violações de direitos 
humanos cometidas por terceiros, incluindo empresas, por 
meio de políticas, normas, bem como processos judiciais 
adequados; empresas possuem a responsabilidade de 
respeitar normas de direitos humanos, o que, segundo o 
RESG, implica, essencialmente, controlar os riscos de causar 
danos aos direitos humanos, buscando, em última instância, 
evitar tais danos; e vítimas de direitos humanos devem ter 
maior acesso a remédios efetivos, incluindo mecanismos 
não-judiciais de denúncia (Nações Unidas, 2008).

Este marco normativo amplo apresentado pelo resg foi 
bem recepcionado por associações empresariais, governos 
e por muitas organizações da sociedade civil (Feeney, 2007, 
p. 183). Assim, estendem por mais três anos o mandato do 
resg, com a missão de operacionalizar o marco apresenta-
do, o que foi feito na sua transformação nos mencionados 
Princípios. Em 2011, também foi criado o Grupo de Traba-



512

lho sobre Empresas e Direitos Humanos da onu (gt), cujo 
mandato inclui o desenvolvimento da implementação dos 
Princípios Orientadores.

Os Princípios Orientadores não estabelecem novas obri-
gações ou desenvolvem um quadro conceitual diferente: 
simplesmente desenvolvem os princípios estabelecidos no 
quadro de 2008. Assim, são “compromissos políticos” feitos 
pelos Estados no âmbito das Nações Unidas sobre orienta-
ções, recomendações e normas para a conduta empresarial 
responsável. Estas disposições têm como característica 
comum a intenção de exigir que as empresas respeitem 
standards sociais e ambientais15, porém não são previstos 
mecanismos de sanção pelo não cumprimento.

A partir de 2014, o Grupo de Trabalho de Empresas e Di-
reitos Humanos passa a recomendar que cada país elabore 
um Plano Nacional de Ação com respeito aos princípios 
orientadores. Em 2016, a União Europeia adquire papel de 
destaque no incentivo à implementação destes planos na 
América Latina.

A partir do reconhecimento de que Estados são inva-
riavelmente vulneráveis às influências e/ou decisões das 
empresas, muitos ainda insistem na necessidade de algum 
instrumento vinculante internacional que permita que os 
três pilares de Ruggie (respeitar, proteger e remediar) se apli-

15	 Nesse sentido, entre os princípios orientadores, destacamos a due diligence ou 
devida diligência, ligada à gestão de riscos, e como a empresa está organizada 
internamente (políticas, mecanismos e relações externas) para “reduzir o 
risco” de violar os direitos humanos ou contribuir para violações cometidas 
por outros. Assim concebida, o conceito de due diligence é construído sobre 
as práticas existentes no mundo dos negócios na área de gestão de riscos 
financeiros e de mercado, e é parte de algumas correntes teóricas políticas 
e legais. Mas diligência sobre os direitos humanos não pode se confundir a 
gestão de riscos para a empresa a partir de uma perspectiva de diligência 
normal de negócios, uma vez que estes riscos se referem aos direitos humanos 
das comunidades onde a empresa opera ou planeja operar (Lópes-Hurtado, 
2016, p. 51).
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quem com algum tipo de obrigatoriedade complementar a 
oferecida pela jurisdição nacional.

A partir de 2014, foi dado início outra tentativa de regu-
lamentação de empresas dentro da onu. Em 26 de setembro, 
durante a 26.ª sessão do Conselho de Direitos Humanos da 
onu foram aprovadas duas resoluções sobre o tema de em-
presas e direitos humanos, uma que garante a continuidade 
ao enfoque dos princípios orientadores e busca aprofundar 
sua implementação, enquanto a outra estabeleceu a criação 
de um Grupo de Trabalho encarregado de elaborar um 
projeto de instrumento vinculante sobre Direitos Humanos 
e Empresas.

As organizações de direitos humanos que acompanham 
o tema na onu desempenharam um papel fundamental no 
acompanhamento de todo o processo de negociação, des-
tacando naquele âmbito a importância de centralizar esse 
debate a partir da perspectiva das vítimas de violações de 
direitos humanos causadas por empresas, rompendo o ciclo 
da impunidade, voluntarismo e desiquilíbrio processual 
(Ladino, 2014).

Em outubro de 2019, na quinta sessão do Grupo de 
Trabalho Intergovernamental, foi apresentado o primeiro 
rascunho do tratado vinculante. A partir dos debate do 
grupo,surge uma possibilidade de reconhecimento das 
empresas transnacionais como sujeitos de direitos e deve-
res perante o Direito Internacional, passíveis, portanto, de 
responsabilização diante da violação de Direitos Humanos 
(homa, 2015, p. 06).

Nesse sentido, constata-se o início de um processo de 
reconhecimento público de que violações de direitos hu-
manos não são cometidas unicamente por instituições e 
aparatos do poder do Estado, mas são cometidas também 
por atores privados e outras entidades do neoliberalismo, 
como as empresas transnacionais.
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Considerações finais  

Reconhecendo o potencial transformador e emancipatório 
dos direitos humanos, este artigo teve por objetivo anali-
sar como operam as lógicas coloniais de normatização da 
atuação das corporações transnacionais no Sul Global, da 
atuação dos poderes econômicos nos Estados, e seu impacto 
sobre os direitos humanos no bloco regional.

Constatou-se que a expansão das políticas econômicas 
neoliberais na América Latina, a partir dos anos 1980, favo-
receu a entrada de investimentos e acionistas internacionais, 
mercantilizou e colocou à disposição destas corporações 
setores básicos da vida das pessoas, através de privatiza-
ções massivas, incluindo serviços públicos essenciais para 
o gozo dos direitos humanos e coesão social.

Adotando o pensamento de Dardot e Laval, reconhece-
mos que o Estado e os setores privados se encontram em 
coalizão, articulando um governo empresarial (2016). O 
discurso destas corporações e do Estado no neoliberalismo 
fundamenta o que atualmente vem sido chamado de “arqui-
tetura da impunidade”, baseado no voluntarismo e na boa 
governança, em um sistema com semelhanças intrigantes 
com o direito colonial, destacadas por Santos (2007).

Com efeito, concluímos que violações de direitos huma-
nos não são cometidas unicamente por instituições e apa-
ratos do poder do Estado. Nesse sentido, sob a perspectiva 
da teoria crítica das relações internacionais e dos direitos 
humanos, o debate sobre a arquitetura da impunidade 
das empresas transnacionais, sobre a captura corporativa 
do Estado e da democracia no Brasil, e sobre o processo 
de negociação de um tratado vinculante sobre o tema nas 
Nações Unidas, se tornam urgentes para os processos de 
luta pela efetivação de direitos humanos.
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